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Los orígenes

Si se compara la situación que encontraron los conquistadores y colonizadores españoles en el territorio colombiano con la que presentaban a comienzo del siglo XVI otros lugares del continente como México, Perú o el Río de la Plata, el historiador encuentra numerosos contrastes que contribuyen a explicarle la peculiaridad del desarrollo social y económico de lo que ha llegado a ser la República de Colombia.

Lo primero que salta a la vista, es que no hubo en el actual territorio de Colombia culturas prehispánicas de la amplitud, unidad y densidad de las que hallaron los españoles en México o el Perú. Si la comparación se efectúa con la región del Río de la Plata o del Brasil y aun de territorios vecinos que durante la época colonial aparecen íntimamente ligados al Nuevo Reino de Granada como el de Venezuela, encontramos en el territorio colom​biano una población indígena más numerosa, formando un conjunto de culturas que por su potencial demográfico, su cultura y su organización social fueron capaces de resistir con mayor voluntad de sobrevivencia al impacto de la conquista y de aportar más significativos elementos indígenas a la formación de la nueva sociedad resultante del proceso de aculturación y fusión que se produjo durante los siglos XVI y XVII.

Al iniciarse la conquista española, desde el punto de vista demográfico, el territorio colombiano presentaba una situación intermedia entre la encontrada por los españoles en México y el Perú y la que caracterizaba a los últimos territorios americanos antes mencionados. Los cálculos más recientes, aunque todavía discutibles, le atribuyen una población indígena fluctuante entre los 3 y los 4 millones de habitantes aborígenes, en contraste con los 25 a 50 millones a que pudo llegar la población prehispánica de México o a los 10 millones que pudo tener el imperio de los Incas. Esos 3 o 4 millones de indígenas del territorio colombia​no, estaban reducidos a poco más de 600 mil hacia las primeras décadas del siglo XVII y a unos 130.000 al finalizar el siglo XVIII. La rápida desaparición de su población aborigen y un intenso proceso de mestizaje iniciado desde la segunda mitad del siglo XVI, explican el hecho histórico de que en Colombia, la huella indígena sea relativamente débil y en cambio, muy vigorosa la marca de lo hispánico. Esta población indígena estaba repre​sentada por una pluralidad de culturas de muy diverso desarrollo, que probablemente estaban en proceso de unificación al producirse la conquista, pero que no llegaron a constituir un imperio como el peruano o el mexicano de los aztecas.

Ocupaban las culturas prehispánicas de Colombia un territorio de complejísima geografía y muy difícil intercomunicación, circuns​tancia que gravitó sobre el desarrollo de la nueva sociedad a través de su período colonial y que ha seguido gravitando sobre el desarrollo moderno de Colombia. Situado en plena zona tropi​cal, sin el complejo sistema de montañas andinas que lo atravie​san de sur a norte, el territorio colombiano tendría un clima cálido y altamente húmedo, muy semejante al de la actual selva amazónica o al de algunos países tropicales africanos como el Congo. Las tres grandes cordilleras en que se dividen los Andes suramericanos al cruzar la frontera de Colombia y el Ecuador, modifican la climatología colombiana creando una gama muy variada de climas de altura, cálidos en los valles y cuencas hidrográfi​cas, suaves en las laderas cordilleranas medias, fríos y apropia​dos para el desarrollo, de la vida humana en las altas mesetas como la Sabana de Bogotá, donde se encuentra el epicentro de su desarrollo histórico y la actual capital de la nación. Fragoso, áspero, doblado y enfermo, son los adjetivos usados por los cronistas de la conquista para caracterizar el territorio de lo que será el Nuevo Reino de Granada.

La comunicación y el transporte a través de esta barroca geográfica, ha sido el mayor obstáculo para el desarrollo colombiano, sobre todo, si se tienen en cuenta dos factores: el débil y lento desarrollo demográfico del país durante el período colonial y todavía en el siglo XIX, y el hecho de que su poblamiento, por circunstancias muy particulares de su historia, se hizo a partir del interior andino del territorio, asiento de su más densa población indígena y de sus más desarrolladas culturas, como la chibcha, lo que significaba mano de obra para la explotación de los nuevos territorios, donde además estaban ubicadas sus mejores tierras agrícolas.

También alejadas de los mares y de las vías de acceso a los puertos estaban colocados sus más ricos territorios mineros como los de Antioquia y el Cauca.

Las enormes dificultades del transporte desde el hinterland hasta los puertos marítimos y de unas regiones a otras que tuvo el país durante las tres centurias de la historia colonial, que sólo empezaron a superarse en la segunda mitad del siglo XIX con el establecimiento de la navegación a vapor por el río Magdalena y el todavía incipiente desarrollo de los ferrocarriles, ha tenido para el desarrollo económico de Colombia numerosos efectos nega​tivos, entre los cuales deben destacarse dos: el alto costo de sus productos, sea de los destinados a los mercados externos o a los internos y a la lentitud conque se ha formado un mercado nacional. Algunos datos generales pueden dar un indicio de la magnitud del problema. Uno de ellos, la distancia entre los prin​cipales núcleos urbanos del interior y los puertos marítimos del Atlántico. Bogotá, la capital de la Audiencia primero, luego del Virreinato y de la República, esta a 1.088 kilómetros; Medellín y su contorno, el principal centro minero de los siglos XVI, XVII y XVIII y en la Colombia moderna su segundo centro industrial, a 950; Bucaramanga y sus territorios aledaños, importante centro de manufacturas textiles en el período colonial, a 700 kilómetros.

La comunicación de los distintos centros poblados al río Magdale​na, la arteria fluvial que recorre el país de sur a norte y es la vía natural de acceso a los puertos del Atlántico, se hizo duran​te la colonia y hasta muy avanzado el período republicano por caminos estrechos, escarpados, atravesando regiones de intensas lluvias que los mantenían en condiciones deplorables, hasta el punto de ser intransitables por mulas y caballos y sólo ser posible el transporte con peones cargueros. Tal era el caso de los caminos que comunicaban la región minera de Antioquia con el río Magdalena, por los cuales se hacía la introducción de las mercancías importadas de España o de la región oriental del Reino que la abastecía de lienzos, cordelería, batanes, sal, harinas y ganado; o el de los caminos que comunicaban el oriente manufactu​rero y agrícola con el occidente minero, que servía de mercado al ganado de las dehesas de la Sabana de Bogotá, del Tolima y del Huila. Los problemas afrontados por el transporte de las harinas producidas en las ricas tierras agrícolas de Cundinamarca y Boyacá (Bogotá y Tunja), durante el período colonial, fue típico de este estado de aislamiento y de fragmentación del mercado. Cartagena y los puertos del Atlántico consumían harinas europeas y americanas, porque las del interior del país resultaban más caras debido a los altos costos del transporte y además, llegaban en mal estado a su lugar de destino dadas la duración del viaje y las primitivas condiciones de los medios de transporte. El viaje de Cartagena al centro del país duraba de seis a ocho semanas y de tres a cuatro, el de éstos a los puertos del Atlántico. Colombia hubo de esperar hasta el siglo XX para tener un sistema de transporte, que asegurara la intercomunicación regular de sus diversas regiones y permitiera la formación de un verdadero mercado nacional y racionalizara su comercio exterior de importa​ciones y exportaciones.

Otro ejemplo de la poca colaboración que la naturaleza ha presta​do al desarrollo colombiano ha sido su escasa, casi podríamos decir, nula atractividad para el inmigrante. En efecto, Colombia es quizás el país latinoamericano en cuya formación nacional, la inmigración ha tenido menor significado. Cuando a mediados del siglo XIX, se abrió paso en América Latina la política de poblar a base de inmigrantes europeos, Colombia no fue extraña a ella. Los gobernantes de la segunda mitad del siglo hicieron todo lo posible por atraerlos: establecieron libertad de cultos, pusieron en práctica una política ilimitadamente generosa de concesión de tierras baldías, concedieron estímulos tributarias a las inver​siones y para los inmigrantes, todo con pobrísimos resultados. El país no pudo gozar de esta barata inversión de capital ni de la economía que pudo significar la crianza de los millones de inmigrantes que se establecieron en Argentina, Uruguay, Brasil meridional y Chile en la segunda mitad del siglo XIX y primeras décadas del presente. El trópico era una muralla; las guerras civiles y la inestabilidad política la reforzaron y ello explica uno de los rasgos más característicos del desarrollo histórico colombiano, de su formación social y de su cultura: Colombia ha sido un país formado casi exclusivamente a base del mestizaje indo-español, un país sin inmigrantes, cuyo desarrollo económico y social ha sido producido desde dentro y a partir de sus propios recursos humanos. Es pues, ésta, otra medida de las dificultades que su geografía ha puesto a sus generaciones sucesivas.

Para dificultar su tarea de llegar a ser una nación dentro de los modelos de la civilización occidental que para bien o para mal adoptó, se han agregado los resultados de tres siglos de colonia​lismo que dejaron como herencia una población rural depravada biológica y culturalmente y una clase dirigente en general pobre​tona, sin inmigración ni grandes ambiciones, conforme con un tipo de vida tradicional basado en las rentas territoriales, en los modestos ingresos de la burocracia y en un limitado comercio.

Las bases económicas

Dentro del cuadro de la economía colonial hispanoamericana, la Audiencia de Nueva Granada (actual Colombia), elevada a la cate​goría de virreinato en 1739, tuvo esencialmente una economía minera, casi exclusivamente productora de oro, pues la plata representó en su producción un papel secundario. Desde la ini​ciación de la conquista y a través de los tres siglos de vida colonial, el oro fue su primero y casi único artículo de exporta​ción, no obstante que en la segunda mitad del siglo XVIII, la política de los reyes borbones hizo un esfuerzo por diversificar las exportaciones estimulando la producción de géneros agrícolas como el tabaco, el algodón, el cacao, las maderas tintóreas, las quinas, etc. Pero los resultados fueron modestos, pues al fina​lizar el siglo sólo llegaron a representar un 10% del comercio de exportación. 

Cinco grandes polos de desarrollo tuvo la minería colombiana colonial, cuatro de ellos, los de mayor importancia, localizados en el centro y el occidente del país. En el oriente sólo hubo un pequeño distrito minero ubicado cerca a las ciudades de Pamplona y Bucaramanga que entró en decadencia desde las primeras décadas del siglo XVII. Los distritos mineros del centro y occidente eran:

1. El antioqueño, que incluía los centros mineros de Zaragoza, Cáceres, Guamoco, Remedios y Buriticá.

2. La que podríamos llamar zona central, correspondiente a los actuales departamentos de Caldas, Valle y Tolima comprendía centros mineros como Anserma, Supía, Marmato, Arma, Cartago y Mariquita.

3. El Chocó que cubría la costa pacífica al norte de Buenaventura y las cuencas fluviales de los ríos San Juan y Atrato.

4. La zona del sur, localizada en los actuales departamentos del Cauca, Nariño y Huila, su costa pacífica y sus cuencas fluvia​les. Incluía esta zona las minas de Barbacoas, Almaguer, La Plata, Timaná y Caloto.

Estos cuatro grandes distritos mineros gravitaban administrativa​mente alrededor de las ciudades de Antioquia y Popayán. Allí residían los grandes propietarios de minas y a ellas afluía el mayor volumen de movimiento económico inducido por la producción minera. En la segunda mitad del siglo XVI la alta productividad de las minas dio a la Nueva Granada el prestigio casi legendario de gran productor de oro. En las décadas que van de 1570 a 1610 los yacimientos de Antioquia dieron sus mayores rendimientos y las exportaciones promedio sobrepasaron, para el conjunto de la Audiencia, la cifra del millón de pesos anuales, sin incluir el cuantioso contrabando que en éste, como en los siglos posterio​res, pudo calcularse en un ciento o cuando menos en un 50% del oro legalmente registrado. Para ese período no había llegado a su clímax la disminución de la población indígena, aunque ya estaba altamente diezmada, especialmente en esta provincia, y los cuantiosos botines recogidos, en las operaciones de saqueo a los indígenas y sus santuarios religiosos, así como los capitales hechos en lucrativo comercio de la conquista, permitieron la aplicación de considerables capitales a la explotación de las minas.

Pero una vez explotados los más fáciles y superficiales aluviones y vetas, la productividad empezó a descender, con ritmo desigual en los diferentes distritos, pero con una tendencia que no deja duda sobre el comienzo de una profunda crisis, que se inicia hacia 1630 y está en su plenitud a mediados del siglo. La penu​ria de mano de obra, que afectaba no sólo a las minas sino a las haciendas y a la producción agrícola, produjo el encarecimiento de los abastos. La fuga de capitales hacia sectores más lucrati​vos como el comercio, hizo descender las inversiones en obras hidráulicas más necesarias, justamente a medida que se agotaban los yacimientos más fácilmente explotables. La falta de caudales tampoco hacía viable la sustitución de la mano de obra indígena por esclavos negros que a los precios de la época resultaban costosos. El hecho es que, a través de todo el siglo XVII y en la primera mitad del XVIII, los mineros del occidente neogranadino y los funcionarios reales, se quejan permanentemente de la deca​dencia de las minas por falta de brazos y carencia de caudales para adquirir nuevos esclavos. Un minero poseedor de una cuadri​lla de 30 esclavos era una excepción en Antioquia, donde, el mayor volumen de la producción era aportada por los pequeños mineros, propietarios cuando más de dos o tres esclavos, o por los lavadores de oro independientes, los innumerables “mazamorre​ros” que dieron a la minería de Antioquia el carácter popular y constituyeron el activo agente de cambio social que han destacado varios historiadores de la región, particularmente Alvaro López Toro, en su ensayo Migración y Cambio Social en Antioquia.

La falta de capitales fue también la causa del estancamiento y descenso de la tecnología minera. Para 1776 el gobernador de la Provincia, Francisco Silvestre, hacía anotar que en Antioquia se hallaban abandonadas las minas filón y que sólo se explotaban aluviones y placeres. El molino de minerales era desconocido y el azogue ya no se usaba en la producción de la plata. Antioquia adquirió entonces fama de ser la más pobre provincia del Reino.

La prolongada depresión del sector minero, sólo empezó a superar​se en las primeras décadas del siglo XVIII, cuando entraron en explotación los yacimientos auríferos del Chocó, donde un grupo de ricos hacendados y comerciantes de Popayán y Cali  —Arboledas, Mosqueras, Gómez de La Aspriella, Caicedos, Garceses, Piedrahítas, etc.— pudieron emplear cuadrillas de más de 50 a 100 escla​vos.

Alternativas muy semejantes sufrieron los agricultores y el comercio en el mismo período, puesto que dependían de los ciclos de prosperidad o depresión del sector minero. La agricultura en particular fue afectada directamente por el descenso de la pobla​ción indígena. Ya desde fines del siglo XVI, la escasez de brazos era un problema para las haciendas, aun en las zonas en que la población aborigen fue menos rápidamente diezmada, como fueron las tierras de Cundinamarca y Boyacá. Hacendados y mine​ros vivieron en disputa por el control de la limitada mano de obra indígena, que tampoco en el caso de la agricultura, pudo ser sustituida por esclavos negros, debido también a la limitación de capitales de los terratenientes. Sólo unos pocos grandes propie​tarios de la Costa Atlántica, del Cauca y del Valle del Cauca, pudieron disponer de recursos para trabajar sus haciendas de ganado y caña con mano de obra esclava. La tecnología agrícola, escasamente sobrepasaba los niveles de la agricultura indígena prehispánica y los de la Edad Media española. Como lo observaba a fines del siglo XVIII Pedro Fermín de Vargas, el arado de hierro era prácticamente desconocido, tan desconocido como las técnicas de abono y el riego. La clase de los hacendados, por otra parte, rutinaria y ausentista, demostró en general poco espíritu innovador y hasta poca ambición económica. Con pocas excepciones, la hacienda granadina produjo apenas para mercados locales y es muy significativo que no hubiera aparecido en la Nueva Granada, durante el período colonial, la gran plantación azucarera, tabacalera o cacaotera, capaz de producir excedentes para la exportación, como existió en otros territorios del imperio español como México y aun la capitanía de Venezuela.

La estructura social

Hacia 1789 Francisco Silvestre en su Descripción del Reino de Santa Fe de Bogotá, calculaba la población del actual territorio colombiano en una cifra cercana a los 826.550 habitantes, que de acuerdo con la clasificación socio-racial empleada por empadrona​mientos y consagrada jurídicamente por la sociedad colonial, se distribuía en la siguiente forma:

Blancos (españoles y criollos)
 277.068      
32.70%

Libres (mestizos)
368.098
 45.71%

Indígenas
136.753
16.19%

Esclavos
44.636
5.28%

El cuadro indica que el proceso de mestizaje era extraordinaria​mente activo y que la Nueva Granada era para entonces, un país esencialmente mestizo donde la población indígena era relativa​mente pequeña, si se compara su caso con otros territorios colo​niales en la misma época como el de México, Perú o el actual Ecuador. Por lo demás, la población indígena neogranadina se hallaba altamente aculturizada ya que, al menos formalmente, había adquirido la cultura española básica, es decir, lengua, religión, numerosas costumbres sociales y muchos aspectos de la cultura material en el campo de la tecnología y el vestuario. Un hecho significativo de este proceso de asimilación, es que la lengua chibcha, la más generalizada entre la población aborigen de Colombia en el momento de la conquista, había desaparecido como lengua viva a mediados del siglo XVIII. Desde luego, las cifras de Silvestre se referían al territorio jurídicamente cubierto por el Virreinato y no incluía la población indígena de las áreas periféricas de la Orinoquia y la Amazonia aislada del resto de la nación por extensos espacios vacíos y que por tanto, no hacía ni llegó a constituir un todo orgánico con la nación.

Al finalizar la época colonial, la sociedad neogranadina se hallaba fuertemente jerarquizada, pero a través de ella, actuaba como proceso dinámico el mestizaje disolviendo el viejo orden social que ya no podía mantener, al menos desde el punto de vista jurídico, las discriminaciones limitativas e infamatorias que pesaban sobre el grupo mestizo. El acelerado crecimiento demográfico de éste, su acceso a la propiedad de la tierra, su actividad minera en algunos sectores y su participación en el comercio fueron mejorando su status social y rompiendo las barreras casta​les que habían impedido su participación en la educación supe​rior, en la burocracia y en la organización eclesiástica. Para la época que consideramos, el proceso de mestizaje había avanzado tanto, que las autoridades coloniales se encontraron ante la imposibilidad de establecer límites precisos entre indígenas, mestizos, criollos y blancos. De esa realidad dieron cuenta los visitadores Verdugo y Oquendo, Campuzano y Lanz y Moreno y Escan​dón, cuando visitaron los territorios orientales del Reino en la segunda mitad del siglo XVIII. Como lo declararon reiteradamente estos altos funcionarios, ya no era posible mantener la legisla​ción segregacionista que había regulado las relaciones sociales en los siglos anteriores. La sociedad neogranadina empezaba a dejar de ser una sociedad de “castas”, para entrar a constituirse en una sociedad de clases en el sentido moderno, en la cual, sin embargo subsistían y subsistirían fuertes diferenciaciones, no sólo patrimoniales sino también culturales y psicológicas, que darían a la sociedad republicana, las profundas desigualdades que continúan caracterizándola en el siglo XIX y que todavía no ha superado.

Un esquema de la sociedad neogranadina al finalizar la época colonial se aproximaría a la siguiente estructura. El grupo denominado “blanco” en la terminología colonial que constituía aproximadamente la tercera parte de la población, estaba compues​to de españoles y criollos. Desconocemos la cifra exacta de los primeros, pero sabemos que formaban un grupo influyente por su control de ciertos altos cargos burocráticos y su participación en actividades comerciales, especialmente en el comercio de importación y exportación, que se hacía por los puertos del Atlántico, donde las firmas de Sevilla y Cádiz tenían sucursales y representantes, muchos de los cuales se vincularon a las fami​lias criollas por enlaces matrimoniales, como ocurrió en Cartage​na. No sólo por su poder burocrático y por su significación económica, sino por el acatamiento y reverencia que le otorgaba una sociedad en la que el linaje seguía siendo fuente de privile​gios y prestigio, el poder político y social de este grupo seguía siendo considerable en vísperas de la Independencia y constitu​yendo un motivo de hostilidad y malquerencias de parte del sector de los criollos, que al finalizar la centuria llegaba a ser el grupo dominante.
Distribuido en los cuatro núcleos regionales más importantes del territorio nacional, a saber: el costeño que giraba alrededor de las ciudades de Cartagena y Mompós; el caucano, con su centro en Popayán y Cali, el reinoso de la región oriental que gravitaba en torno a la capital, Santa Fe, y en menor medida a más modestos núcleos urbanos como la ciudad de Tunja, al finalizar el siglo XVIII formaba el grupo criollo la cabeza de una sociedad señorial basada en la prosperidad de la tierra, el comercio y la minería. Una política de alianzas matrimoniales proseguida sistemáticamente a través del período colonial, creó las consi​guientes oligarquías locales. De Miers, de Hoyos, Madariagas, Pombos, en Cartagena y Mompós; Mosqueras, Arboledas, Valencias, Quijanos, Angulos, Caicedos, Piedrahítas y Garceses, en Popayán y Cali; Lozanos, Caicedos, Ricaurtes, Alvarez, Santamarías, en Santa Fe de Bogotá, hacendados generalmente doblados de mineros y comerciantes, llegaron a controlar el poder político y económico del Virreinato hasta sentirse suficientemente fuertes para su​plantar a la minoría española representante de la Metrópoli y asumir por sí mismas el control y dirección, del Estado. No es pues, sorprendente, que de su seno salieran los líderes más notables de la revolución de independencia y que durante la república continuaran siendo el grupo dominante.

El amplio grupo de los mestizos, que presentaba los mayores índices de crecimiento, sufría todavía las tradicionales discri​minaciones, aunque las mismas autoridades coloniales consideraban imposible la aplicación estricta de las leyes segregacionistas. Sin embargo, hasta las vísperas de la independencia eran comunes los procesos para establecer la “limpieza de sangre”, exigida para contraer matrimonio con personas supuestamente blancas y para ocupar determinados cargos civiles y eclesiásticos y para usar el título de don. La mácula de tener “sangre de la tierra”, debía eliminarse con el pago de costosos derechos fijados en la cédula de 1790 llamada eufemísticamente de “gracias al sacar”. La guerra de independencia abriría nuevas perspectivas a este grupo que estaría llamado a ser el más activo agente de cambio social en el período republicano.

El grupo indígena parecía declinar numéricamente debido sobre todo, al proceso de mestizaje. Constituía la población campesina asentada en los subsistentes resguardos de las regiones andinas del oriente y de los territorios de Nariño y Cauca. Formaba la fuerza de trabajo de las mismas regiones como peones o arrendata​rios de las haciendas. Finalmente, en la Costa Atlántica, en Antioquia y el Valle del Cauca en haciendas y minas existía una población negra esclava que pugnaba por romper los lazos de la esclavitud mediante el cimarronismo, las rebeliones y la forma​ción de palenques que fueron cada vez más frecuentes en las últimas décadas del siglo. La práctica suspensión de la intro​ducción de esclavos, los movimientos de resistencia y la crecien​te escasez de mano de obra que se presentaba en algunas zonas mineras como la antioqueña, se combinarían para crear una amplia corriente de opinión contraria a la institución de la esclavitud que, sin embargo, subsistió hasta 1850 a causa de los terrate​nientes del Cauca y el Valle del Cauca, las dos regiones de Colombia en que la sociedad esclavista había logrado su mayor consistencia.

El fin del período colonial y las reformas borbónicas

A partir del año 85, la paz con Inglaterra dio a la Corona y a las autoridades del Virreinato, la oportunidad para intensificar su gestión económica en las colonias americanas y aplicar en forma el reglamento de comercio libre aprobado en 1778. Las rentas públicas más indicadoras del giro de los negocios internos y de exportación como la alcabala, el almojarifazgo y las rentas estancadas como el tabaco y el aguardiente, inician un movimiento ascendente, probablemente más por el mejoramiento de la organiza​ción y el sistema de recaudos, que por un aumento real de la producción, si se excluye el caso del tabaco. La tendencia, sin embargo, no se refleja con igual intensidad en el comercio de exportación. Con excepción del año 84 en que las exportaciones de oro y frutos sobrepasaron la cifra de 4 millones de pesos, el promedio de los años posteriores se mantuvo en torno a los 2 a 2.5 millones sin tener en cuenta el contrabando, más activo que nunca al finalizar el siglo. Tanto para la exportación de oro como para los frutos (tabaco, algodón, quina, palo brasilete, añil, etc.), algunos autores piensan que a las cifras del comer​cio regular, habría que agregar un 50 o cuando menos un 30% por concepto de contrabando.

En general las reformas borbónicas tuvieron poco impacto en el Nuevo Reino de Granada como factores de desarrollo económico y cambio social. No se aplicó en su jurisdicción el régimen de intendencias, aunque las principales funciones atribuidas a los intendentes en el campo de la organización hacendaria fueron atribuidas a los regentes, que en general fueron inocuos en el Nuevo Reino, si se excluye el caso de Juan Francisco Gutiérrez de Piñeres (1777-1778), que adelantó una labor de reorganización de las rentas públicas tan eficaz, que produjo el descontento social que culminó en el movimiento de los comuneros en 1781. Tampoco tuvo gran éxito la política de diversificación de las exportacio​nes agrícolas, que sólo llegaron a representar, en los mejores años, el 10% de las exportaciones totales. Finalmente, los planes de fomento minero tuvieron también magros frutos y a la postre fracasaron. No pudo organizarse en Nueva Granada un cuerpo de minería ni prosperaron los intentos de formar sociedades comerciales mineras, como la que intentó formar en Popayán don Agustín de Valencia, ni los mineros alemanes traídos por suges​tión del Arzobispo Virrey para mejorar la tecnología produjeron resultados positivos. El caso más evidente de los flacos resulta​dos de esa política fue el de las minas de Mariquita. Después de cinco años de arduos trabajos dirigidos por D’Elhuyar y de inver​siones de más de 200.000 pesos (una suma que podría equivaler al 10% de los ingresos totales del Virreinato) las minas tuvieron que ser abandonadas.

En conjunto, la economía del Virreinato de la Nueva Granada muestra a través del siglo XVIII un desarrollo notablemente estático. Puestas en una curva las rentas públicas, dibujan una línea casi horizontal hasta 1780. A partir de allí, se encuen​tran algunos ascensos en el comercio de exportación y en las rentas de tabaco, aguardiente y alcabala interna. Las restantes, una veintena de ellas, muestran sólo ligeras variaciones. En sus relaciones de mando y en sus informes a la Corona, los Virreyes se refieren casi sin excepción a la “postración” del Reino. Aún regiones florecientes como la del Socorro y Girón en el oriente del Virreinato, asiento de una activa industria manufacturera de lienzos y batanes, presentaba aspectos de verdadera “postración”, según lo informaba el fiscal de la Audiencia, Francisco Antonio Moreno y Escandón que visitó la provincia por los años de 1776. Igual cuadro indicaban los informes que en 1803 enviaba a las autoridades de Madrid el conflictivo marqués de San Jorge, don José María Lozano de Peralta.

La Gran Colombia 1820-1830

La obra de Bolívar y Santander

Tras la victoria de Boyacá, Bolívar entró triunfante a Santa Fe de Bogotá el 10 de agosto de 1819. Desde allí organizó la campa​ña que habría de conducir a la victoria definitiva de las armas republicanas y a la liberación del territorio de la actual Colom​bia. A finales del año, el Libertador se dirigió a la ciudad de Angostura, situada sobre las márgenes del río Orinoco, para proclamar la organización de la República de Colombia, compuesta de los territorios de Venezuela y la actual Colombia. El congreso allí reunido, eligió a Bolívar como Presidente y al neogranadino Francisco Antonio Zea como Vicepresidente. Los dos territorios integrantes de la Nueva República, recibieron el nombre de depar​tamentos y para gobernarlos se nombró al General Francisco de Paula Santander, de la Nueva Granada y al doctor Juan G. Rosio para Venezuela. Allí mismo se resolvió que un año más tarde, en la ciudad de Cúcuta, situada en territorio fronterizo, se reuni​ría un congreso general para organizar jurídica y políticamente la República de Colombia.

El 6 de mayo de 1821 se instaló en Cúcuta el Congreso Constitu​yente.

En él estaban representadas las provincias con sus mejores hom​bres. La Nueva República recibió su primera constitución, de corte liberal. Dividió el poder público en tres Ramas, Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Estableció un Congreso Legislativo com​puesto de dos cámaras, cuyos miembros eran elegidos por votación popular. El sufragio universal, sin embargo, quedaba restringido. Sólo podían participar en la elección los ciudadanos que poseían cierto patrimonio, que supieran leer y que fueran libres. Es decir, la misma Constitución aceptaba la existencia de la escla​vitud. Había en la Nación unos 90.000 esclavos.

La misma Constitución estableció la libertad de prensa, la de circulación y actividad económica y el derecho de elegir y ser elegido para los cargos públicos con algunas restricciones que la misma carta establecía. El nuevo Estado tenía una organización acentuadamente centralista y otorgaba fuertes y amplios poderes al Presidente de la República. Para desempeñar por primera vez este cargo, fue elegido por unanimidad el Libertador Simón Bolívar. Como Vicepresidente fue elegido el General Francisco de Paula Santander. El mismo Congreso dictó numerosas leyes de orientación liberal. Ordenó la libertad de los partos de escla​vos, eliminó algunos impuestos coloniales, como el tributo de indígenas, la alcabala para los bienes muebles, las mesadas y anatas eclesiásticas y puso término al monopolio del aguardiente. También quedaron eliminados los bienes no enajenables y las obligaciones irredimibles. Se trató, pues, de garantizar la libre circulación de los bienes y la liberación del comercio.

Clausurado el Congreso Constituyente de Cúcuta, Bolívar marchó primero al sur para conducir la guerra de independencia al Ecua​dor y el Perú. En su ausencia ejerció el poder el General Santan​der. Durante los cuatro años que duró su gestión tuvo que reali​zar una intensa labor. Por ella se le llamó el organizador de la República. El país había quedado devastado por la guerra. La ganadería y la agricultura particularmente habían sufrido grandes pérdidas. La burocracia estaba desorganizada y durante meses no recibía salarios. El ejército y la marina estaba mal equipados y sin paga; el sistema educativo prácticamente no existía; el nuevo Estado carecía de experiencia en el manejo de su política exte​rior, los caminos se habían deteriorado hasta desaparecer en grandes porciones del territorio. A todo ello tuvieron que aten​der los nuevos gobernantes.

Los esfuerzos del Vicepresidente Santander se orientaron a satis​facer las demandas más urgentes en estos campos. La más urgente de todas era la fiscal. La Nación carecía de las rentas necesa​rias y el recaudo de las existentes era deficiente. La contribu​ción directa que había decretado el Congreso de Cúcuta para sustituir los impuestos españoles suprimidos, no produjo la vigésima parte de lo calculado, circunstancia que condujo al rápido restablecimiento de antiguas cargas fiscales. Fue necesa​rio restablecer el tributo de indígenas y la alcabala y recurrir a los empréstitos voluntarios. Los créditos obtenidos en Ingla​terra (1819 y 1824), contribuyeron en parte a solucionar la penuria fiscal, pero aún así, el tesoro público vivió en estado de déficit. Mientras tanto, la guerra en el sur del país y las necesidades de las tropas colombianas desplazadas al Ecuador y Perú demandaban gastos crecientes.

No obstante las dificultades económicas y estado de desorden social y político en que se hallaba sumida la República, la obra administrativa y cultural del General Santander fue considerable. Trató de reanimar el comercio fomentando la marina y dando faci​lidades para la inversión, de capitales extranjeros, especialmen​te ingleses. Creó las escuelas públicas de primeras letras que introdujeron el método lancasteriano. Organizó colegios de ense​ñanza media en varias ciudades del país y estableció universida​des en Bogotá, Medellín y Cartagena. Se trajeron, misiones, científicas del exterior, especialmente de Francia, que iniciaron la enseñanza de la medicina, las matemáticas y las ciencias naturales. Nuevos textos para la enseñanza del derecho y la filosofía hicieron irrupción en las aulas, no siempre con resul​tados muy positivos como el caso del Benthamismo cuyas doctrinas despertaron pupas intelectuales que sirvieron de base a la oposición política que se desató contra el Vicepresidente Santan​der a quien se atribuía el patrocinio de las nuevas tendencias.

Disolución de la Gran Colombia y dictadura de Bolívar

Al finalizar el año de 1826, Bolívar, que había sido reelegido Presidente para un nuevo período, junto con Santander como Vice​presidente, regresó a Santa Fe después de tres años de ausencia, en que había contribuido decisivamente a la independencia del Perú, fundado la República de Bolivia e incorporado el Ecuador a la Gran Colombia. En los dos años siguientes se produjeron los acontecimientos políticos que dieron como resultado a la disolu​ción de Colombia y la formación de los nuevos países: Nueva Granada, Venezuela y Ecuador. La unión de los tres estados no había sido nunca sólida y durante los años de la guerra se mantu​vo gracias al prestigio y la voluntad del Libertador. Las econo​mías, las estructuras sociales y los antecedentes históricos de las tres naciones eran muy diferentes. La Nueva Granada, centro del antiguo Virreinato, poseía una economía minera, con elementos manufactureros de alguna consideración. La población, casi igual a la mitad de la Gran Colombia, era mestiza casi en su totalidad, pues el elemento indígena puro era relativamente poco (alrededor de 130.000 indígenas, en un total aproximado de 1.000.000) y lo mismo ocurría con los esclavos. Además, tenía un numeroso grupo de núcleos urbanos donde se había desarrollado una incipiente clase dirigente capaz de exigir participación política y burocrática en la conducción del Estado. En Venezuela en cambio, una fuerte economía agrícola de plantaciones, trabajada con numerosa mano de obra esclava producía géneros para la exportación, espe​cialmente cacao. El Ecuador, con mayoritaria población indígena y economía artesanal y agrícola, tenía sus intereses vinculados al comercio que se hacía por el Puerto de Guayaquil. Las comunica​ciones entre las tres regiones fueron difíciles durante la colo​nia, de manera, que a pesar de la vecindad geográfica, las tres regiones se desarrollaban aisladamente. Estos factores diferen​ciales crearon un fuerte sentimiento regional que a la postre se convertiría en conciencia nacional. A todo ello, se agregó la tendencia disgregadora que favorecía los intereses de caudillos y gamonales; locales. Completaron el proceso, acontecimientos circunstanciales, como el llamado del Congreso al General Páez para responder de cargos que se le hacían por supuestos abusos de autoridad en Venezuela, hecho que produjo una pugnaz reacción separatista en ese sector de la República.

Al regresar Bolívar a Santa Fe encontró allí una fuerte resisten​cia en los medios políticos que se agrupaban alrededor del Gene​ral Santander. La confianza que deparaba el Libertador a sus más cercanos colaboradores militares, casi todos venezolanos e ingle​ses, y los frecuentes excesos de éstos, agregaron un motivo más a las divergencias existentes entre el Libertador y los miembros del Congreso. Se pensó entonces en una reforma Constitucional y al efecto, el Congreso convocó a una nueva Asamblea Constituyen​te. Reunida ésta en la ciudad de Ocaña, el 9 de abril de 1827, se produjo el inevitable enfrentamiento entre bolivarianos y santan​deristas. Tres meses después la convención se clausuró sin resul​tados.

En medio de presagios de levantamientos en varias provincias, de dificultades fiscales e internacionales, especialmente en el Perú, Bolívar asumió poderes dictatoriales el 28 de agosto de 1828. Eliminó el cargo de Vicepresidente, desempeñado por San​tander; dictó decretos económicos de emergencia restituyendo impuestos abolidos y modificando la tarifa aduanera en un sentido proteccionista; eliminó de la educación la enseñanza de Bentham y disolvió las organizaciones masónicas con el ánimo de apaciguar a la beligerante oposición de los medios católicos. En esta atmós​fera de tensión, en la noche del 25 de septiembre del mismo año, se produjo el atentado contra su vida. Los conjurados, un grupo de intelectuales granadinos entre los que se contaban el poeta Luis Vargas Tejada, Florentino González, Mariano Ospina y Wences​lao Zulabair, acompañados del militar venezolano Pedro Carujo, del francés Agustín Horment y del curioso aventurero portugués doctor Arganil, penetraron en el palacio de San Carlos, dieron muerte a soldados de la guardia y al edecán personal de Bolívar. Este, semidesnudo, protegido por miembros de la servidumbre y por su favorita Manuelita Sáenz, tuvo que permanecer varias horas escondido bajo un puente del Río San Francisco. De allí salió para incorporarse a los cuarteles donde las tropas lo aclamaron.

Como epílogo de la conspiración septembrina fueron pasados por las armas catorce conjurados, entre ellos el Almirante José Prudencio Padilla, héroe naval de la guerra de emancipación. Santander, a quien se atribuyó la autoría intelectual del atenta​do, también fue condenado a muerte, pero se le conmutó la pena por el destierro. En calidad de exiliado se fue a Europa, de donde regresó para asumir la Presidencia de la Nueva Granada en 1833, una vez consumada la disolución de la Gran Colombia.

Los años que transcurren entre el atentado contra la vida del Libertador y la desmembración definitiva de Colombia fueron años de inquietud e inestabilidad. Bolívar, enfermo y desilusionado, tuvo que hacer frente a rebeliones de Córdoba en Antioquia, Obando y López en el Cauca y a las crecientes tendencias separa​tistas de Venezuela, exasperadas por los proyectos de monarquía que se consideraban en Santa Fe. El 30 de abril de 1830, el General José Antonio Páez convocaba un Congreso Constituyente para Venezuela y a fines del mismo año, se produjo la separación del Ecuador. Bolívar presentó entonces su última y definitiva renuncia de la Presidencia. Rumbo a Europa salió para Cartagena, de donde se dirigió a Santa Marta. El 17 de diciembre de 1830 murió en la hacienda de San Pedro Alejandrino, de propiedad de su amigo, el español Joaquín de Mier. Tenía 47 años de edad.

La vida social y las costumbres

A pesar de la destrucción y la pobreza dejadas por la guerra, el país empezaba a sentir un nuevo ritmo de vida. Los niveles de riqueza de la clase alta, eran apenas medianos si se los compara con los de México y Lima, pero el contacto con el mundo exterior se hacía más activo y las costumbres se transformaban. Los viajeros y diplomáticos que llegaban por primera vez a Bogotá, observaban que dentro de la tradicional sobriedad de los consu​mos, el gusto por el bienestar y aun el lujo de tipo europeo se introducía en las casas de los bogotanos acomodados. El viajero Francés Mollien, en su libro Viaje por la República de Colombia, observa que ya se usan tapetes europeos que remplazaban las antiguas esteras de fabricación rústica pero agrega, que los mobiliarios son todavía modestos. Raras veces se ven en las salas más de dos sofás que acompañaba a unas cuantas sillas de cuero de estilo anticuado. Salvo ligeras diferencias, agrega, todas las casas se parecen y no hay nada que permita distinguir cuál es la del Presidente, a no ser por la guardia que custodia la entrada.

La ciudad tendría entonces unos 20.000 habitantes. Los mendigos abundaban en las calles y el aseo era tan deficiente como en las ciudades de la Edad Media. Las aguas negras iban por el centro de las calles y sólo los sábados se hacía la limpieza de las inmun​dicias. Un virrey, recuerda Mollien, decía que en Bogotá sólo había cuatro agentes encargados de la limpieza de la ciudad: los gallinazos, la lluvia, los burros y los cerdos. En contraste con sus deficiencias materiales, la ciudad poseía un ambiente de cultura que pusieron en evidencia los observadores extranjeros. La Nueva Granada presentaba entonces otros núcleos urbanos acti​vos, comercial y culturalmente. En la parte oriental, las ciuda​des de la provincia del Socorro, se distinguían por sus manufac​turas textiles. En todas las casas y en todas las chozas se hila, se tiñe y se teje, observa Mollien. No hay gran riqueza pero tampoco pobreza extrema. En las provincias del sur, Popayán era el centro de mayor importancia, a pesar de la destrucción que la guerra había causado en ese sector del país. Como centro del comercio con Quito y como región productora de oro, disfrutaba de un considerable grado de bonanza para las clases altas. Todavía hasta mediados del siglo, algunas grandes familias caucanas podían conservar su estilo señorial de vida. El coronel Hamilton, diplomático y viajero inglés que la visitó en 1823, encontró en la ciudad edificios superiores a los de Bogotá y en su diario de viaje recuerda, que en la casa de una de las haciendas de Julio Arboleda, encontró lujos que sólo gastaban las familias más ricas de Europa. Sin embargo, la aristocracia payanesa sufrió conside​rables pérdidas patrimoniales durante la guerra de independencia. Mollien, que elogia la buena fábrica de sus casas de ladrillo y de su arquitectura religiosa, encontró que las zonas aledañas a la plaza principal estaban en ruinas y observa que la ciudad ha entrado en decadencia. La excesiva sobriedad del pueblo, dice, sus trajes, su aspecto, todo indica que la guerra la ha arruinado por completo, aunque todavía hay allí cuatro familias que tienen un capital de cuatrocientos mil piastras.

El mismo viajero pone de presente la decadencia de Cartagena. La ciudad, que contaría 18.000 habitantes en 1823, presentaba un aspecto triste y de inactividad comercial. Una mesa, media docena de sillas de madera, un catre, una jarra y dos candeleros, cons​tituyen de ordinario el ajuar de sus grandes caserones. Los sitios que sufrió Cartagena, agrega, han arruinado a la mayor parte de las familias.

La República de Nueva Granada 1830-1850

Gobierno del General Santander y Guerra de los Supremos

Disuelta la confederación grancolombiana, la actual República de Colombia comienza su vida de Estado independiente con el nombre de República de Nueva Granada. Reunido un Congreso Constituyente se dotó al país de una carta acentuadamente conservadora y se eligió Presidente al General Francisco de Paula Santander, quien se hallaba exiliado en Europa. Asumió el poder el 1º de abril de 1833.

Su administración, que termina en 1837, se caracterizó por su estabilidad e intensa labor administrativa. Fomentó el desarro​llo de las manufacturas, por el sistema de privilegios de exclu​sividad durante períodos de 20 a 25 años. Se fundaron en Bogotá fábricas de loza, textiles, fundiciones de hierro, jabones y productos químicos. Muy pocas de ellas subsistieron, por defectos de planteamiento, escasez de mercado e inexperiencia técnica. Santander practicó una política conservadora en materias fisca​les, pues mantuvo los gravámenes y monopolio tradicionales, principalmente el del tabaco que seguía siendo uno de los ingre​sos más importantes del Estado. En materia de comercio exterior mantuvo una tarifa legal proteccionista de las manufacturas nacionales. También se dio nuevo impulso a la educación pública fundando el Museo Nacional, que agrupó a los escasos investigado​res que en el campo de las ciencias naturales tenía el país.

La administración Santander tuvo que hacer frente a la oposición política de antiguos núcleos Bolivarianos y a una conspiración encabezada por el general español José Sardá, quien había hecho la guerra de independencia al servicio de la República. La cons​piración fue debelada con dureza y 17 de sus principales actores fueron fusilados con asistencia personal del Presidente. Un año después, agentes del gobierno dieron muerte al general Sardá quien, había escapado a la primera ola de represión.

Al General Santander sucedió el doctor José Ignacio de Márquez (1837-1841), jurista perteneciente al ala moderada del elemento civil, elegido contra el querer del antipo jefe del gobierno quien apoyaba al general José María Obando para sucederle. La tensión entre los antiguos generales y el grupo político denomi​nado entonces “ministeriales”, dio el tono al gobierno de Már​quez, quien tuvo que hacer frente a la primera guerra civil del país. Al finalizar el año de 1839, varios de los caudillos militares que aún conservaban influencia y poder en las provin​cias, se rebelaron asumiendo el nombre de “Jefes Supremos”. La cabeza visible de la revolución fue el General José María Obando, quien se levantó en Pasto, provincia que siempre había sido desafecta a los gobiernos republicanos. La guerra de los “supre​mos”, que duró dos años, dejó al país empobrecido y devastado.

Al terminar el gobierno del doctor Márquez en 1841, fue elegido Presidente el General Pedro Alcántara Herrán (1841-1845), militar moderado, vinculado por lazos de familia a la casa de los Mosque​ra de Popayán. En 1842, se dio al país una nueva constitución que reforzó el carácter centralista del Estado y fortificó los pode​res presidenciales. Comenzaron entonces a dibujarse con mayor nitidez las corrientes políticos que pocos años más tarde darían lugar a la formación de los partidos liberal y conservador y al comienzo del sistema bipartidista, que ha singularizado a la vida política colombiana. La orientación del gobierno de Herrán tuvo carácter marcadamente conservador. Su figura central fue el doctor Mariano Ospina Rodríguez, quien como encargado de la educación pública, propició el regreso de los Jesuitas y organi​zó la enseñanza orientándola hacia las carreras técnicas y dándo​le estrictas normas disciplinarias.

La administración del General Tomás Cipriano de Mosquera (1845-1849), que siguió a la del General Herrán, se, distinguió por su espíritu reformista y modernizador. Mosquera, vástago de una familia aristocrática de la ciudad de Popayán, representó el tipo de caudillo salido de la guerra. Elegido por las fuerzas conser​vadoras, está, sin embargo, impregnado de mentalidad modernizante y positivista. Tenía la obsesión de las grandes vías de comunica​ción y de la formación de una clase dirigente técnica, en la cual los ingenieros tuvieran un papel dirigente. Regularizó la nave​gación a vapor en la arteria básica de salida del interior del país al océano Atlántico, el Río Magdalena; dio comienzo a la construcción de un ferrocarril en el istmo de Panamá; reorganizó el sistema monetario e introdujo el sistema métrico de pesas y medidas. Fundó el Colegio Militar como escuela de ingeniería, bajo la dirección del italiano Agustín Codazzi y contrató los servicios de matemáticos, químicos y naturalistas europeos para impulsar la enseñanza de las ciencias.

Tanto la economía como la estructura social del país, sufrieron pocos cambios profundos en los años que corren entre la fundación de la República y 1850. El período fue de acentuado carácter conservador, a pesar de que las normas constitucionales del Estado se inspiraron en el pensamiento liberal. La clase diri​gente seguía compuesta de terratenientes, antiguos funcionarios coloniales, letrados y militares que habían alcanzado altas posiciones políticas como resultado de su participación en la guerra emancipadora.

Desde el punto de vista comercial, el país entró en contacto con el mercado internacional, pero su comercio exterior se orientó casi exclusivamente hacia Inglaterra, que entonces se encontraba en plena revolución industrial y se aprestaba a invadir los mercados americanos y a exigir compensaciones económicas por el apoyo militar y político y financiero que había prestado al proceso de emancipación. Por la misma época se inició también el comercio con los Estados Unidos, desde luego en proporciones menores. El país exportaba oro y en menor medida algunos produc​tos agrícolas y ganaderos, como tabaco, algodón y cueros, pero con excepción del algodón, que llegó a valer el 10% de las expor​taciones, ninguno de ellos alcanzó importancia considerable. Las cifras de exportación que apenas sobrepasaron ligeramente las de finales del período colonial, fluctuaron entre los dos y tres millones de pesos. Las importaciones incluían textiles, sobre todo de lana, quincallería, mercería y algunos artículos de lujo destinados al consumo de la clase alta de las ciudades, particu​larmente Bogotá.

El comercio interior sufrió también pocos cambios. Las manufac​turas de Santander y Boyacá —lienzos, cordelería, batanes— seguía enviando sus productos a Antioquia, que con su producción minera alimentaba un activo comercio que iría dando creciente predominio al grupo antioqueño en las actividades financieras y en el comer​cio interior y exterior. El mal estado de los transportes seguía siendo el gran obstáculo para la formación de un mercado nacio​nal.

La política económica de los gobiernos de este período, se carac​terizó por sus vacilaciones entre el liberalismo económico que propugnaban algunas figuras prominentes de la política como Vicente Azuero y Florentino González y el proteccionismo que practicaron los gobiernos de Santander y Márquez, quienes estimu​laron la formación de algunas industrias —loza, vidrio, textiles, hierro, papel— e insistieron en la defensa de las manufacturas tradicionales amenazadas por la competencia de los productos británicos. El poco éxito de las nuevas empresas fabriles, el fortalecimiento del grupo comerciante y la penetración de los capitales ingleses, crearon las condiciones para el predominio del liberalismo económico en la segunda mitad del siglo.

Las reformas liberales de 1850

Cambios Sociales, Económicos y Políticos

Al llegar el año de 1850, en el país se respiraba una atmósfera de cambios revolucionarios. La emergente opinión pública se encontraba ya organizada en partidos. Un fuerte grupo de comer​ciantes germen de una clase burguesa y un artesanado vigoroso hacían su aparición en el escenario político y social, exigiendo reformas que los gobiernos anteriores habían aplazado, formaban el naciente partido liberal. En contrapunto con estas fuerzas, la vieja clase terrateniente, el clero y las familias de abolen​go, de acendrada formación católica, se agrupaban en torno al que luego será el partido conservador.

Las ideologías de uno y otro grupo no estaban, sin embargo, claramente diferenciadas ni representaban intereses de clases sociales homogéneos. Tanto en el naciente partido liberal como en el conservador había comerciantes y terratenientes y eran peque​ñas o inexistentes sus discrepancias en materia de política económica o sobre las instituciones básicas como la propiedad. Ambos eran librecambistas y con menor o mayor fuerza, aprobaban la idea de la división internacional del trabajo que atribuía a los países latinoamericanos el papel de productores de materias primas agrícolas y mineras y el de consumidores de manufacturas baratas producidas por las metrópolis industriales; ambos acepta​ban la política de exportaciones agrícolas que se practicó hasta finales del siglo y pocas discrepancias existían en la política agraria, por ejemplo, en la aceptación de la gran propiedad y en la generosa política de adjudicación de tierras públicas, que se practicó a lo largo del siglo por gobiernos liberales o conserva​dores. Sin embargo, desde los orígenes de la República, hubo en el seno de la clase dirigente discrepancias en materias religio​sas y educativas suficientes para alimentar violentos conflic​tos. Hacia 1850, los liberales colombianos, siguiendo las hue​llas de los europeos, eran partidarios de la separación de la Iglesia y el Estado, de la libertad de cultos, de la educación laica y de la no intromisión de la Iglesia en la política y de la reducción del poder económico que le daba su carácter de propie​taria de tierras y beneficiaria de capitales dados en censo. Los conservadores, por su parte, defendían la unión íntima de las dos potestades, hasta llegar a una posición rectora de la Iglesia frente al poder civil y en considerar la religión católica como elemento básico del orden social, según la doctrina desarrollada y puesta en práctica en 1886 por el más conspicuo de sus líderes, Miguel Antonio Caro. Hubo también diferencias de actitudes en algunos aspectos de la vida política como el de la libertad de expresión oral y escrita, que los liberales querían de gran amplitud y los conservadores insistían en limitarla. En un campo más amplio, situados frente a contraposiciones como la de progre​so y tradición, los conservadores acentuaban el valor de ésta, situándose así a favor del statu quo o por lo menos, un ritmo de cambio social más lento, mientras los liberales afirman con mayor vigor la idea de progreso y de apertura hacia las fuerzas moder​nizadoras. Era pues explicable, que a pesar del carácter policla​sista de ambas agrupaciones, desde sus orígenes se acercaran al liberalismo los grupos emergentes y no privilegiados —nuevos comerciantes, artesanos y aún los residuos de las antiguas “castas” coloniales de mestizos, negros y mulatos— que sólo lentamente iban incorporándose al proceso político y que del lado conservador predominaron los terratenientes o los comerciantes de tradición, en fin, las más antiguas y tradicionales familias depositarias de viejas preeminencias sociales y políticas. El país estaba más abierto hacia la comunicación exterior. El activo comercio con Europa, los progresos de la prensa y la importación de libros, crearon un clima de liberalización de la inteligencia, neogranadina. El influjo de Francia y de los movimientos de ideas de la revolución del 48 fue vigoroso. Autores como Hugo, Lamar​tine, Lamennais, Dumas, Sue, Proudohn, Bastiat se leen, se tradu​cen y se imitan. El romanticismo social se une estrechamente con el liberalismo político y económico en demanda de reformas.

La sociedad neogranadina presentaba todavía la estructura básica de la época colonial. Subsistían monopolios comerciales como el de tabaco, abundaban los bienes de manos muertas; regulan vigen​tes tributos y cargas fiscales de origen colonial; el Estado continuaba ejerciendo el patronato de la Iglesia; subsistía la pena de muerte por delitos comunes y políticos; la prensa tenía restricciones. Aún había en el país unos 20.000 esclavos.

A la efervescente vida intelectual se unía el despertar de la actividad económica y la búsqueda de nuevos géneros de exporta​ción, que liberaran el comercio exterior de la dependencia del oro, que hacia mediados del siglo continuaba siendo el primer artículo de comercio exterior. La economía agrícola también estaba sufriendo cambios, gracias sobre todo, a la actividad colonizadora de algunos núcleos de Cundinamarca, Santander y sobre todo, de la provincia Occidental de Antioquia. Nuevas tierras se ganaban para el cultivo de las vertientes occidentales de la cordillera oriental y del valle del Magdalena, donde una vez eliminado el monopolio estatal del tabaco se desarrollaba una importante agricultura tabacalera, que hizo de este producto hasta 1870, el primer género exportable. En el occidente la expansión del grupo antioqueño incorporaba millares de hectáreas de nuevas tierras al cultivo de productos agrícolas y la produc​ción ganadera, sustituyendo los pastos naturales con especies nuevas como el para, la guinea y el micay. Además, se fundaba un centenar de nuevos pueblos y ciudades. Demográficamente, el país sufría también transformaciones. Hacia 1850 la población de la Nueva Granada, era de más de 2.000.000 de habitantes. Las ciuda​des comenzaban a crecer y las poblaciones urbanas a tener mayor participación en la vida nacional.

Dentro de este marco, se produjeron las radicales reformas políticas y sociales que dieron su carácter al gobierno del general José Hilario López (1849-1853). Se iniciaba el predominio del liberalismo como fuerza conductora de la política. De los tres principales candidatos que se presentaron al debate presidencial de 1848, el conservador José Joaquín Gori, el conservador libe​ralizante doctor Rufino Cuervo y el liberal José Hilario López, ninguno obtuvo votación suficiente. En estas condiciones el Congreso Nacional hubo de realizar la elección, la cual se veri​ficó el 7 de marzo del año siguiente, en medio de turbulencias populares provocadas por la numerosa clase de artesanos que para entonces tenía ya la ciudad de Bogotá. Elegido el general López y posesionado de la presidencia, se inició el período de las reformas liberales. El 23 de mayo de 1848 se había eliminado el monopolio del tabaco, fuente de los principales ingresos fiscales del Estado. En enero de 1852 se suprimió la esclavitud, medida que tuvo fuerte resistencia en algunas provincias, especialmente en el Cauca, donde se produjo un levantamiento armado capitaneado por el poeta y general Julio Arboleda, gran propietario de tierras y esclavos. La Constitución Nacional fue reformada. La pena de muerte por delitos políticos fue suprimida; la prensa se declaró absolutamente libre; la Iglesia fue separada del Estado y los Jesuitas fueron expulsados del país. La política económica se orientó hacia el libre cambio y las provincias recibieron mayores prerrogativas legislativas y fiscales, con lo cual el país marchó hacia el federalismo. La nota dominante en todos los aspectos de la vida fue la liberalización.

La sociedad y la cultura también sufrían cambios. Uno de los más significativos fue la presencia en Bogotá, Cali, Medellín y otras ciudades de una numerosa clase artesanal. Sastres, carpinteros, albañiles, plateros, organizados en las llamadas Sociedades Democráticas, hicieron irrupción en las ciudades como una fuerza política y social. Constituyeron un importante apoyo del gobier​no de José Hilario López y el elemento motor del golpe de estado intentado en abril de 1854 por el general José María Melo. También era activa la naciente clase comerciante, que apoyó con vacilaciones las reformas del 50 y produjo dirigentes y esta​distas como Salvador Camacho Roldán, José María G., Miguel Sam​per, los hermanos Pereira Gamba, Manuel Murillo Toro y otros. Pero la clase dirigente neogranadina estaba compuesta especial​mente por una emergente; clase media de letrados y juristas, educados en las corrientes políticas francesas e inglesas. De la situación social y el estado de las costumbres, dejó Salvador Camacho Roldán un vívido cuadro en sus Memorias: “No era entonces Bogotá el centro principal de la cultura y la riqueza. Cartagena y Popayán tenían mayor importancia por haber sido la primera el foco comercial y político más importante, el puerto donde afluían los galeones que hacían el comercio y la segunda por haberse residenciado en ella las familias más aristocráticas y ricas del Virreinato. Al iniciarse la segunda mitad del siglo, Bogotá comenzó a cambiar en su aspecto urbano. La llegada del arquitec​to inglés Tomás Read dio comienzo a la construcción de casas cómodas y elegantes, algunas siguiendo modelos ingleses y fran​ceses. El traje medio seguía siendo de tipo tradicional, confec​cionado todavía con lienzos nacionales. El zapato de cuero había llegado hasta los artesanos, pero el zapato extranjero era todavía desconocido hasta de las clases ricas y las medias de color estaban reservadas únicamente al Arzobispo. La mendicidad seguía siendo una de las plagas de las ciudades neogranadinas, fenómeno que se agravó a partir de 1850 cuando quedaron sin ocupación algunos gremios que antes obtenían ingresos de trabajos que fueron sustituidos por el empleo de nuevas técnicas. Tal ocurrió con los mozos de cordel que quedaron sin trabajo al introducirse los carros fabricados para el transporte de cargas. Los salarios tanto agrícolas como urbanos eran insignificantes. En las haciendas de la sabana, muchas de las cuales tenían más de mil y hasta tres mil hectáreas, cinco centavos diarios eran el salario común. El servicio doméstico era una de las más amplias ocupaciones; no se pagaba más de cincuenta centavos mensuales a una sirvienta común. La población campesina, todavía de origen indígena en gran parte, afluía a Bogotá y formaba la clientela de las numerosas chicherías que funcionaban en la ciudad. Los servicios de aseo y agua subsistían casi como en la época de la colonia. Cuando en 1850 se presentó en Bogotá una epidemia de cólera, se pensó en asear la ciudad y en pocos días se recogieron 160.000 carretadas de basura”.

Los cambios económicos del 50, sobre todo, el desarrollo acelera​do que comenzó a tener el cultivo del tabaco al eliminarse el monopolio estatal, beneficiaron a la capital que se convirtió en un activo centro comercial. La cultura recibió también su impul​so. Numerosos granadinos salieron a estudiar carreras técnicas en el exterior, particularmente a los Estados Unidos y profesiones como la ingeniería, adquirieron prestigio entre las clases diri​gentes. Mariano Ospina Rodríguez, más tarde presidente de la República, escribía a sus hijos que se cuidaran de novelas y versos si querían avanzar en las ciencias, “pues hasta donde llegaban sus conocimientos nadie había encontrado minas de oro en el Parnaso”. El Colegio Militar, fundado por Mosquera en la admi​nistración anterior, comenzó a dar sus frutos produciendo los primeros ingenieros, matemáticos y químicos educados en el país. Se organizó también la Comisión Coreográfica, que bajo la direc​ción de AgufcmZ
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V>†�i&stín Codazzi y la colaboración de escritores, pinto​res, cartógrafos y botánicos como José Jerónimo Triana, Manuel Ancízar y Santiago Pérez elaboró el atlas y la geografía de la Nueva Granada. La vida intelectual fue singularmente activa gracias sobre todo al desarrollo del periodismo y la imprenta. Semanarios como La Civilización, El Neogranadino, El Tiempo, El Día, La Noche, se nutrieron con la colaboración de un brillante grupo de escritores como José Eusebio Caro (1817-1853); Mariano Ospina Rodríguez (1805-1885); Manuel Murillo Toro (1816-1880); Florentino González (1805-1874); Manuel Ancízar (1812-1882); José María Samper (1828-1888); Miguel Samper (1825-1899); José María Torres Caicedo (1830-1889) y Ezequiel Rojas (1803-1873). Por entonces hicieron su aparición entre los intelectuales y los artesanos de Bogotá, las primeras ideas socialistas tomadas de los escritos de Proudohn y Luis Blanc, muy populares entonces. Hasta el gobierno del general López, quiso poner en práctica la idea de los talleres nacionales de este último, como una solu​ción a la pobreza de las clases bajas, pero el intento no fue más allá de la organización de una escuela de artes y oficios en la capital.

Para suceder al general López fue elegido el general José María Obando (1853-54), representante del elemento militar salido de la gesta emancipadora que seguía teniendo influencia en la dirección política. El gobierno de Obando fue efímero, ya que, un año después de su posesión, debía abandonar el poder a consecuencia del golpe militar del general José María Melo, comandante general del ejército. Melo, un buen soldado que había iniciado su carrera en la guerra de independencia, se vio envuelto en el asesinato de un cabo, hecho que se atribuía a su persona directamente.  Su incierta posición ante la justicia y probablemente las debili​dades del titular del poder, General Obando, lo llevaron al golpe de estado el 17 de abril de 1853. El nuevo gobernante recibió el apoyo entusiasta de las clases populares de Bogotá, particularmente de las Sociedades Democráticas de Artesanos que vieron llegada la oportunidad de obtener una legislación protec​cionista de sus manufacturas, competidas entonces por la impor​tación de mercancías europeas, facilitada por la política libre​cambista del gobierno anterior. Pero el gobierno de Melo tuvo una vida aún más efímera que el de su antecesor Obando. Una coalición de veteranos militares y elementos civiles de los partidos políticos, restableció las instituciones legítimas tras una corta guerra civil; Melo fue juzgado por el Congreso y destituido de su cargo. Desterrado a México, años más tarde Melo murió al servicio del ejército mexicano.

El federalismo

La Guerra del 60

Tras el frustrado golpe militar del general Melo, siguieron dos gobiernos civiles de transición, el de Manuel María Mallarino (1855-1856) y el de Mariano Ospina Rodríguez (1857-1861), promi​nente figura intelectual del pensamiento tradicionalista y uno de los fundadores del partido conservador.

Con una clara intención federalista la reforma constitucional de 1857 dividió el país en 8 estados, dotándoles de amplías faculta​des legislativas. Sus gobernadores fueron elegidos por votación popular, lo que produjo en varios casos discrepancias de orientación entre los poderes centrales y los regionales, discrepancias que se fueron acentuando cada día hasta producir, un ambiente de rebelión contra el gobierno de Bogotá. En efecto, al comenzar el año de 1860, el gobernador del estado del Cauca, General Tomás Cipriano de Mosquera, proclamó la separación de dicho estado de la Confe​deración y apoyado por otros estados, se declaró en rebelión con el título de supremo director de la guerra. Se inició entonces una de las más largas y devastadoras guerras civiles de la pasada centuria. Dos años de alternantes y cruentas operaciones milita​res dieron finalmente el triunfo a las fuerzas revolucionarias que se dispusieron a organizar las nuevas instituciones.

La figura central de esta coyuntura histórica, fue el general Tomás Cipriano de Mosquera (1860-1863). Representó él en la historia de Colombia el tipo más cercano al caudillo suramericano que emergió de las guerras emancipadoras. Nacido en el seno de una aristocrática familia de la ciudad de Popayán, dueña de tierras, minas y esclavos, hizo su carrera militar al lado de Bolívar, de quien fue admirador, partidario incondicional y biógrafo. Personalidad desconcertante, ambicioso y autoritario, pintoresco a veces, se apoyó alternativamente en fuerzas conser​vadoras y revolucionarias. Creyó firmemente en el progreso tecnológico y acogió e inició ambiciosos planes de vías de comu​nicación; llamó al país científicos extranjeros y fundó institu​ciones de enseñanza superior como el Colegio Militar de Ingenie​ros; personalmente inició empresas comerciales y sus haciendas fueron modelos de organización y actividad innovadoras. Miembro de una familia de recia tradición católica que dio al país un arzobispo y varios presidentes, expropió los bienes de la Iglesia y expulsó del territorio nacional a los Jesuitas y murió (1887) haciendo dramática protesta de la fe católica. Su vida llenó cincuenta años de historia colombiana.

El Olimpo Radical y la Constitución de Rionegro

El movimiento de 1860, de contenido federalista y liberal, culmi​nó en 1863 con la asamblea constituyente reunida en la ciudad de Rionegro, en el estado de Antioquia. Su lema fue Federación y Libertad. El país tomó entonces el nombre de Estados Unidos de Colombia. La Constitución de Rionegro llevó al extremo la vigen​cia de los principios liberales. Dio amplia soberanía a los estados federados y sólo reservó para los poderes centrales el manejo de las relaciones exteriores y algunas facultades en tiempo de guerra exterior. En materia de derechos individuales, los de comercio, prenda y reunión fueron concedidos sin límites. Los poderes del Estado fueron reducidos, al mínimo. Se cuenta que cuando comisionados de la Nueva Granada visitaron en París a Víctor Hugo para entregarle una copia de la carta, en homenaje al hombre que los legisladores de Rionegro, consideraban su padre intelectual, el gran poeta exclamó: este debe ser un país de ángeles.

Dotado el país de una constitución política federalista y ultra​liberal, se iniciaron las dos décadas llamadas en la historia de Colombia la era del Olimpo Radical. Manuel Murillo Toro (1864-1866); Tomás Cipriano de Mosquera (1866-67); Santos Gutiérrez (1869-70); Eustogio Salgar (1870-72); de nuevo Murillo Toro (1872-74); Santiago Pérez (1874-76); Aquileo Parra (1876-78), fueron los gobernantes más característicos de esa generación.

Periodistas, juristas o generales juristas y letrados al mismo tiempo tuvieron todos una brillante y a veces rígida formación doctrinaria. Librecambistas en economía, anticlericales de grados diversos, creyentes en el poder de la ley escrita, excelentes escritores y tribunos, bajo su dirección el país avanzó en algunos aspectos hacia el progreso intelectual y material. Se inició con ellos la era de los ferrocarriles; se estableció el telégrafo eléctrico, se fundó el primer banco comercial; se organizó la Universidad Nacional que había desaparecido en la década anterior al 60; se impulsaron las profesiones técnicas y las ciencias. Menos positivo fue el balance en el campo social y político. El país se dividió profundamente por motivos ideológicos y las tendencias disgregadoras del federalismo se intensificaron. Todo lo cual, unido a una débil economía, cuyos géneros de exportación apare​cían y desaparecían en períodos cortos, produjo dos décadas de inseguridad política, en las cuales hubo dos guerras civiles (1876 y 1885) y numerosos levantamientos armados.

No obstante las vicisitudes de la política y la economía, el país tuvo en las décadas del 60 al 80 una de sus más brillantes épocas intelectuales. La Universidad, que había desaparecido prácticamente como resul​tado de la política ultraliberal del decenio anterior, se abrió de nuevo en 1867 con facultades de ingeniaría, matemáticas y ciencias naturales, derecho y filosofía. Se fundaron también Escuelas Normales para la formación de maestros y se quero y político liberal Miguel Samper hizo una breve descripción de la situación del país, en la que afirmaba que Colombia era una nación contrahecha, que por su población era la primera en América del Sur, pero por su riqueza, la última. Y esto, añadía, a pesar de todas las ventajas que la naturaleza había dado al país, desde sus inmensas costas, sus variados climas que permitirían la más amplia producción agrícola, sus montañas llenas de metales útiles y preciosos, hasta una población “enérgica y laboriosa, inteligente y moral”. ¿Por qué esta aparente paradoja, tantas veces planteada por los escritores colombianos del siglo pasado y el presente? Al comenzar la década del ochenta, Samper consideraba que lo que faltaba al país era un gobierno que garantizara seguridad, que diera la paz y el orden “a cuya sombra se desarrollan tantos elementos de prosperidad”1.

La preocupación de don Miguel Samper por la seguridad y el orden era compartida por la mayoría de los miembros de la clase dirigente del país, que en una y otra ocasión expresaron su descontento con la situación de agitación crónica, de golpes y pronunciamientos militares y de guerras civiles frecuentes que había dominado la historia nacional de los veinte años anteriores. Gran parte de la culpa se atribuía a las instituciones establecidas por la Constitución de 1863, que había conducido, con su federalismo radical, a la consolidación de oligarquías regionales en cada uno de los Estados en que se dividió el país, y que había privado al poder central de todo medio de mantener el orden público y de consolidar un sistema político que integrara eficazmente los diferentes sectores de la clase dirigente. Pese a la multitud de derechos y garantías individuales consagrados por la Constitución, la práctica política de los grupos liberales llevó a privar habitualmente a sus opositores de buena parte de sus derechos, mediante el fraude electoral y la violencia ejercida en forma más o menos legal. El régimen liberal surgido de la Guerra Civil de 1861 logró mantener un control suficiente sobre los conservadores y sobre la iglesia, aliada frecuente de estos, pero a costa de una división cada vez mayor en sus propias filas y de la pérdida de fe de casi toda la clase dirigente en la bondad de la Constitución vigente. Por otra parte, la ilímite autonomía regional creaba notables diferencias en los regímenes legales de los diversos estados, establecía fuertes barreras a la formación de un mercado nacional e impedía en términos generales que las oligarquías comerciales o agrarias regionales establecieran un dominio político de alcance verdaderamente nacional.

Además el liberalismo de la época de los Estados Unidos de Colombia había estado vinculado al mantenimiento de una política económica centrada en el libre cambio. Muchos colombianos habían creído que la integración del país al mercado mundial, mediante la promoción de exportaciones de productos agrícolas y mineros, conduciría al país al avance económico y a la riqueza. Pero la realidad había desmentido las esperanzas de prosperidad y, hacia 1880, el balance de las grandes reformas del medio siglo resultaba ambiguo. Por un lado, es cierto, se habían eliminado casi todos los límites legales a la movilidad de la mano de obra y de la tierra y se habían suprimido las instituciones coloniales más ofensivas. Pero el país había tenido que aceptar el estancamiento cuando no la decadencia de las manufacturas de la región, oriental, incapaces de resistir la competencia de los artículos importados, sin que hubiera aparecido hasta entonces el producto de exportación que diera bases para una integración estable con la economía europea. El tabaco, el añil, la quina, produjeron fugaces prosperidades que afectaron sectores muy reducidos de la población y desaparecieron casi sin dejar rastros, fuera de algunas fortunas comerciales y de precarios avances en el sistema de comunicaciones.

La situación económica se había hecho incluso peor durante los últimos años. A partir de 1876 se había presentado una aguda crisis comercial y fiscal, que algunos observadores atribuyeron a los efectos retardados de la crisis mundial de 1873 y otros a las consecuencias inmediatas de la Guerra civil del 76, cuyas pérdidas fueron evaluadas en 10.000 colombianos muertos y en destrucción de riqueza nacional por 20.000.000 de pesos. En el fondo se trataba de un complejo conjunto de circunstancias que provocó una caída vertical de las exportaciones colombianas mientras se mantenían a un nivel relativamente estable las importaciones. El déficit de la balanza comercial, por tanto, debía cubrirse en metálico, lo que llevaba a crecientes exportaciones de oro, las cuales recibían un impulso adicional por el hecho de que el código fiscal de 1873 había fijado el precio interno del oro, en términos de plata, a un nivel que pronto, con la baja mundial del precio de la plata resultó desligado de la realidad: el oro, en el exterior, podía obtener precios más elevados que dentro del país.

La caída de las exportaciones se manifestó principalmente en la crisis final de las ventas del tabaco al extranjero; la competencia de nuevos países productores, las descuidadas técnicas de procesamiento de la hoja local, las dificultades de capital de las firmas exportadoras colombianas y sobre todo un sistema que concentraba casi todos los beneficios de la producción del tabaco en un estrecho sector de receptores de renta de la tierra se conjugaron para producir tal efecto. Pero la caída del ingreso de divisas no llevó a una disminución similar de las importaciones. Dada la alta concentración del ingreso, los grupos sociales con hábitos de consumos importados pudieron continuar comprando en el exterior durante un buen tiempo después de la caída de las exportaciones: el efecto de éstas sobre el ingreso personal se hacía sentir en forma diferida y era compensado en parte por la expansión del crédito bancario.

La exportación de dinero para cubrir los déficits de la balanza comercial condujo, como es obvio, a una contracción de la oferta monetaria y a una elevación de las tasas de interés. Esto hizo particularmente rentables las actividades financieras, desde las complejas operaciones de los comerciantes exportadores e importadores que desviaban parte de sus capitales a operaciones de crédito hasta los prestamistas y usureros de pueblo, que consolidaron su carácter de caciques locales y probablemente expandieron sus posiciones como propietarios de tierras. La actividad bancaria se desarrolló durante el período 1871-1881 con un ritmo sorprendente: en el primer año se fundó el Banco de Bogotá, por parte de comerciantes bogotanos; en 1881 el país contaba con 42 establecimientos bancarios, la mayoría de ellos en Antioquia y Cundinamarca. Estas instituciones concentraron aún más el capital disponible y lo orientaron esencialmente a actividades comerciales: sus operaciones se redujeron en gran parte al descuento a corto plazo de documentos sobre actividades comerciales —lo que, para reforzar lo dicho antes, contribuía a hacer más fáciles las importaciones pese a la disminución de las ventas en el exterior— mientras que el crédito para actividades agrícolas y de otro orden probablemente se contrajo.

Grandes comerciantes, banqueros, prestamistas conformaron espontáneamente uno de los principales grupos de interés de la época, si no el más fuerte de todos. El patrón oro constituyó su más visible divisa y todo lo que tendiera a expandir la oferta monetaria y pudiera provocar la caída del valor de las deudas la más terrible de las amenazas. El hecho de que los bancos hubieran recibido ciertos beneficios del Estado, como el derecho a emitir moneda y la consignación de los fondos de la tesorería nacional en ellos, hacía todavía más vigorosa su oposición a toda medida que pudiera amenazar su privilegiada situación.

Para esta época el país seguía siendo esencialmente rural. Aunque la población superaba ya los 3.000.000 de habitantes, en las tres ciudades más importantes (Bogotá, Medellín y Barranquilla) vivían apenas unos 140.000.

La situación rural estaba caracterizada, en la mayor parte el país, por la existencia de un reducido número de grandes terratenientes, que explotaban con relativo descuido sus extensas propiedades mediante la utilización de trabajadores ligados en grados diversos a sus tierras: arrendatarios, aparceros, agregados, peones. En el sur de Colombia y en algunas partes de la cordillera Oriental esto coexistía con la presencia de una amplia población de pequeños propietarios, mestizos o indígenas, que practicaban una agricultura destinada a abastecer los mercados locales de víveres. En la zona de colonización antioqueña, que en estas épocas continuaba expandiendo con vigor la frontera agrícola en la cordillera Central, y en Santander, el régimen de propiedad daba campo para la existencia de grandes propietarios con un extenso grupo de pequeños y medianos agricultores.

El grupo terrateniente, que compartía con los comerciantes y financistas la preponderancia económica y social, había adquirido nuevos miembros en los años recientes, por la política oficial de distribución de baldíos, por el remate de tierras eclesiásticas y por las transacciones provocadas por la inseguridad política y las guerras civiles, que permitieron a muchos comerciantes urbanos situar parte de sus capitales en el campo. Terratenientes, comer-ciantes y miembros de profesiones liberales como el derecho y la medicina dominaban la política nacional, en la que la participación de las clases bajas se reducía a ser víctimas del reclutamiento forzoso durante las guerras civiles a las que iban a luchar en nombre de uno u otro de los grandes partidos, en cuya orientación, sin embargo, no tenían ninguna influencia. Una reducida clase media urbana, compuesta por artesanos y pequeños comerciantes, adquiría a veces importancia política cuando alguno de los partidos trataba de captar sus votos o de utilizar su carácter turbulento y vocinglero para promover manifestaciones o desórdenes urbanos.

Los dos partidos existentes, el liberal y el conservador, expresaban la mentalidad y los intereses de la clase alta, pero no es posible indicar un claro predominio de algún grupo de ésta en cada uno de los partidos. La idea muy extendida de que los comerciantes eran habitualmente liberales y los terratenientes conservadores no tiene muchos fundamentos, al menos para esta época. Entre los terratenientes había liberales y conservadores, así como entre los comerciantes. Es probable que en las clases medias artesanales dominara el apego a las consignas y a la retórica del liberalismo, pero ni siquiera en este caso puede mostrarse una relación muy estrecha entre ellos. La pertenencia a un partido u a otro era sobre todo cuestión de origen familiar, de nacimiento en una determinada localidad, reforzada por el problema religioso. El esfuerzo liberal por establecer un Estado laico y la respuesta conservadora de convertirse en personero de los intereses confesionales de la Iglesia constituyeron el único problema de fondo en el cual los partidos políticos tuvieron una actitud consistente a lo largo del siglo XIX. Sin embargo, parece que un elemento de las transformaciones económicas y sociales de esta época haya influido bastante en la aparición de un consenso, mayoritario entre los sectores más visibles de la clase dirigente, de que era indispensable una reforma del sistema político que garantizara la paz.

Cuadro 1

POBLACION COLOMBIANA ENTRE 1870 Y 1928

Miles de personas



Población total
Población de las capitales


Año
sin Panamá
departamentales
1870
2.708

1905
4.144
416
10.00%

1912
5.072
490
9.60%

1918
5.855
616
10.50%
1928
7.212
1.097
15.20%

Hacia 1880 estaba adquiriendo prominencia un nuevo tipo de empresario rural y urbano más ilustrado que el terrateniente tradicional, partidario del progreso técnico, dispuesto a ensayar nuevos cultivos y nuevas formas de actividad productiva. Vinculados a la política, estos empresarios parecían dar mucho más importancia a la apertura de haciendas, la formación de bancos, el desarrollo de las vías de comunicación, la siembra de café, que a la satisfacción de ambiciones de empleo a costa del presupuesto nacional. Es posible que el sector de comerciantes liberales que adquirió tierras a consecuencia de las grandes reformas de mediados de siglo haya tenido que ver con la expansión de esta nueva mentalidad empresarial, pero ideas similares se extendieron entre los propietarios conservadores antioqueños o fueron promovidas por algunas de las familias de inmigrantes recién llegadas al país. En todo caso, este sector de la clase dirigente se estaba desarrollando en el seno de ambos partidos, y sus intereses no estarían servidos sino con el establecimiento de un acuerdo político que estableciera un mínimo de unidad nacional, consolidara el orden público y diera prelación a los problemas prácticos sobre los agudos enfrentamientos ideológicos que habían dominado hasta entonces.

Por último, dentro de la clase dirigente, algunos de cuyos miembros más activos habían estudiado o residido en el exterior, en especial en Inglaterra y los Estados Unidos, se estaba formando la idea, aún vaga, de que algunas de las grandes empresas que debía realizar Colombia para lograr su desarrollo, sobre todo la creación de un sistema adecuado de transporte, requerían una inversión de capitales que el país no estaba en condiciones de hacer. De modo que para atraer el capital requerido para construcción de ferrocarriles y otras obras urgentes, era preciso mostrar a los inversionistas extranjeros una nación en paz. Así, la reorganización jurídica del país debía preparar el terreno para una incorporación más estrecha en el sistema capitalista mundial, a través de la inversión extranjera en el país.

II. La guerra, la paz y las constituciones

Sin duda el principal problema político al que se enfrentaron los grupos dirigentes colombianos entre 1880 y 1930 fue el de establecer un sistema institucional que fuera aceptable para los dos partidos en que se encontraban divididos los sectores dominantes del país, que les permitiera resolver sus conflictos sin recurrir a la violencia y que dejara libre al gobierno para orientar sus energías a colaborar con el desarrollo de la riqueza nacional. Algunos de los momentos principales del proceso de búsqueda de solución a este problema se encuentran en el breve relato que sigue.

Hacia 1880 la insatisfacción con los resultados de la Constitución de 1863 había creado dentro del partido liberal un sector que comenzaba a plantear un programa de reformas entre las que ocupaban lugar central el aumento de poder del ejecutivo central y la normalización de las relaciones entre la iglesia y el Estado. En la elección presidencial de ese año el dirigente más conspicuo del ala independiente del liberalismo, Rafael Núñez, obtuvo la mayoría de los votos y asumió el mando con el apoyo benevolente del partido conservador. Durante un breve período Núñez impulsó algunas reformas como la creación de un Banco Nacional y la elevación de las tarifas aduaneras, para proteger algunos renglones de la industria (sobre todo artesanía) nacional, medida con la cual y en forma un poco sorpresiva abandonó el país su tradición librecambista de más de treinta años. A la política de Núñez se oponían los liberales radicales, que temían que el acuerdo con los conservadores se hiciera abandonando la Constitución de 1863 o incluso llevara a aquéllos a ganar el poder. Igualmente contrarios a Núñez eran los sectores comerciales opuestos a las altas tarifas aduaneras impuestas por el gobierno y los grupos financieros amenazados con la creación del Banco Nacional. Comerciantes y financieros, estrechamente relacionados (la mayor parte de las actividades bancarias estaban ligadas a la financiación de operaciones comerciales) constituían el núcleo económico del radicalismo liberal y desde la década anterior habían contribuido a formular la política de libre cambio y de moneda basada en el patrón oro que había sido dogma oficial hasta la inesperada evolución nuñista.

Pero para reformar la Constitución era preciso contar con el apoyo unánime de todos los estados; bastaba que uno de ellos estuviera bajo control radical para impedir todo cambio fundamental. En consecuencia, Núñez realizó una serie de maniobras que le permitieron, controlar 7 de los 9 ejecutivos regionales y asegurar así su reelección para el período de 1884 a 1886. Ya en el poder intervino en una confusa situación en Santander, donde trató de dejar sin piso el gobierno radical del Estado. Los radicales, que se sentían acorralados y a punto de perder sus últimos reductos, iniciaron una guerra civil que duró cerca de 10 meses y terminó con la victoria del gobierno, que había entregado el mando del ejército en gran parte a oficiales conservadores.

Derrotados los radicales, Núñez declaró la “inexistencia” de la Constitución de 1863 y convocó un Consejo Nacional de Delegatarios, dos por cada estado, nombrados por los gobernantes regionales, pero en realidad seleccionados por el presidente. Los radicales, como grupo derrotado, quedaron sin representación, mientras que los escogidos se repartían por partes iguales entre conservadores e independientes. Este Consejo redactó, princi-palmente bajo la orientación del filólogo conservador Miguel Antonio Caro, una nueva Constitución que fue sancionada en agosto de 1886.

La Constitución aprobada se caracterizaba por la adopción de un sistema de gobierno rígidamente centralista y autoritario. Del presidente dependían todas las autoridades, ejecutivas y administrativas, de los “departamentos” —nombre que se dio a los antiguos estados— y de los municipios. El presidente tenía amplias facultades para los casos de conmoción interior, cuando podía suspender las garantías constitucionales y expedir decretos legislativos; incluso en tiempo de paz podía ordenar la captura y retención de las personas contra las que existiera grave indicio de que atentaban contra el orden público. La Constitución declaraba además irresponsable al presidente por sus actuaciones, con solo tres excepciones: la alta traición, la violencia electoral y los actos para impedir la reunión del Congreso.

El Congreso podía haber ejercido, al menos en tiempo de paz, un cierto contrapeso al poder presidencial, pero el sistema electoral adoptado y las prácticas políticas del país permitían al ejecutivo garantizar el triunfo de los candidatos oficiales utilizando diferentes mecanismos de sistema electoral y diversas formas de coacción y presión sobre votantes, jurados o jueces electorales. Sólo dos representantes a la Cámara y ningún senador fueron elegidos entre 1888 y 1904 por la oposición liberal, y en estos casos se debía en buena parte a una actitud condescendiente de ciertos sectores del partido de gobierno.

La rama judicial estaba sometida al ejecutivo, que nombraba los magistrados de la Corte Suprema y de los tribunales regionales; sólo podía juzgar sobre la inconstitucionalidad de las leyes a petición del Presidente de la República.

Fuera de lo anterior, la Constitución acogió el vehemente deseo de los conservadores y de la iglesia de establecer en las normas legales, que la religión católica era de la Nación, y de dar amplio poder a, la iglesia en ciertos aspectos de la vida nacional.

Finalmente, la Constitución estableció un sistema de derechos individuales bastante limitados. Restableció la pena de muerte y abrió el camino para la censura de prensa. Concedió a todos los ciudadanos el derecho a elegir corporaciones departamentales y municipales, pero restringió el voto para representantes a quienes tuvieran determinada propiedad o renta anual o supieran leer y escribir. Estos mismos votantes calificados escogían “electores”, uno por cada mil habitantes, que luego elegían Presidente y Vicepresidente de la República para un período de 6 años.

Las líneas generales de la Constitución, con su rígido centralismo, la aceptación del papel dominante de la iglesia, el autoritarismo presidencial, la limitación de los derechos individuales, el sistema electoral destinado a conservar el poder en manos de una restringida clase dirigente, reflejaba sin duda el predominio de las ideas del partido conservador en su redacción. Pero su adopción indicaba hasta qué punto la sociedad colombiana seguía siendo tradicionalista, rígidamente jerarquizada y autoritaria y cómo la clase dirigente colombiana seguía alejada de una concepción liberal y democrática del Estado, pese al aparente liberalismo del período posterior a 1863. La aspiración al orden, además, era compartida, por razones muy diferentes, por sectores ajenos al partido conservador. Incluso sectores influidos por el positivismo recién importado al país y preocupados por el desarrollo económico y el progreso material veían que la realización de estos objetivos suponía como condición necesaria, si no suficiente, la paz y el orden políticos. Aunque la élite de propietarios y comerciantes se hubiera dividido anteriormente, por razones muy complejas, en dos bandos hostiles, ahora esa misma élite estaba dispuesta a sacrificar sus contrapuestos orígenes ideológicos ante un acuerdo que permitiera obtener la seguridad de que hablaba don Miguel Samper.

Pero la Constitución fracasó como base de ese acuerdo, al excluir a un importante sector de la clase dirigente de toda posibilidad de participar en la dirección del Estado y al ser utilizada por los conservadores e independientes como un mecanismo que permitiría mantener indefinidamente el poder en sus manos, y en particular el control de un estado cuya función tradicional de dispensador de cargos públicos y prebendas no era fácil de descartar. A pesar de que un consenso acerca de problemas como el de las relaciones con la iglesia, la centralización política del país y el fortalecimiento del poder público era entonces posible, la forma exasperada como se incluyeron estos asuntos en la Constitución, así como el uso represivo de los poderes públicos, fueron colocando poco a poco a todo el liberalismo en la oposición, y llevaron a una creciente polarización ideológica y emocional de los dos partidos.

Además, el hecho de que la oposición liberal quedará en la práctica sin posibilidades de ganar por medios electorales el poder, convertía la guerra civil en una tentación permanente. Y si se lograba una aparente unanimidad en los diversos órganos del Estado, esto era a costa de una tendencia continua del partido de gobierno a dividirse, y estas divisiones se prestaban a complejas maniobras políticas en las que se ofrecía a los liberales la plenitud de derechos políticos o se alentaban sus actividades. Los liberales más moderados, los pacifistas, se llenaban entonces de esperanzas: pronto se reformarían los sistemas que los excluían; pero el fracaso de tales maniobras enardecía a los más belicistas, que no veían otro camino que la guerra civil para recuperar algún peso dentro del sistema político colombiano. Las dos guerras de 1895 y de 1899-1902 dieron testimonio de que la Constitución de 1886 no había logrado establecer reglas de juego aceptables para toda la clase dirigente del país.

En 1895 los grupos belicistas liberales, casi sin prepararse y sin el apoyo de algunas de las figuras más notables del partido, se “pronunciaron” contra el régimen que encabezaba entonces Miguel Antonio Caro, pero fueron derrotados rápidamente; comenzada en enero, la rebelión había sido ya debelada para marzo. Hacer la guerra contra el gobierno se había hecho mucho más difícil que antes, cuando era posible contar con el apoyo de algunos ejecutivos regionales. Aunque los liberales necesitarían todavía una guerra más para reconocer la nueva realidad, la Constitución de 1886, al eliminar el federalismo, hacía prácticamente imbatible el gobierno en una guerra civil: sin fuertes bases de poder regional, nadie podía ya competir con el gobierno central en cuanto a armamento, recursos financieros y posibilidades de reclutamiento.

La derrota liberal acentuó la persecución a los miembros de ese partido y llevó, en las filas conservadoras, a una creciente división entre partidarios del gobierno o nacionalistas y opositores o conservadores históricos. Estos se habían fortalecido con los descontentos con el gobierno y habían formulado objeciones fundamentales a ciertas políticas de la regeneración; pedían entre otras cosas, la adopción de leyes de prensa y elecciones menos represivas, la suspensión de las facultades extraordinarias del Presidente y el abandono de la política aduanera de altas tarifas proteccionistas. A comienzos de 1896 un vigoroso manifiesto firmado por los históricos y redactado por Carlos Martínez Silva, sancionó la ruptura de este sector con el Presidente Caro. En esta actitud, fuera de el lógico desengaño de los conservadores a quienes no les alcanzaba su cuota de empleo a costa del presupuesto nacional, había algo más sólido: la desilusión de un importante sector de la clase dirigente, que había estado entre los más vigorosos partidarios de la regeneración, pero que advertía que no se había logrado una paz sólida, se irritaba por la inmoralidad creciente de la administración, que se había convertido en dispensadora de favores económicos hasta constituir, según la expresión de la época, una verdadera “compañía industrial”, y objetaba los elementos básicos de la política económica regeneradora. Típicos representantes de esta actitud fueron los conservadores antioqueños, que constituyeron el núcleo más fiel del “historicismo” y que representaban en forma más clara una actitud de pragmatismo político, de interés por el simple desarrollo de la riqueza y de fastidio por un Estado que perturbaba la actividad privada con sus medidas proteccionistas y sus manipulaciones monetarias.

En 1898 el presidente en ejercicio, José Manuel Marroquín, sorprendió al país apoyando las reformas solicitadas por “históricos” y liberales: derogatoria de la ley de facultades extraordinarias, que permitía al presidente desterrar o confinar a los que perturbaran el orden, adopción de una ley de prensa y de un sistema electoral que condujera a cierta pureza del sufragio. Ante el riesgo de que estas reformas se aprobaran, el Presidente titular Manuel Antonio Sanclemente decidió posesionarse de un cargo, acto que tuvo que cumplir ante la Corte Suprema de Justicia por la renuencia del Congreso a admitirlo.

Las reformas se detuvieron y con ello otra vez los sectores pacifistas del liberalismo encabezados por el ex Presidente Aquileo Parra, y, entre quienes dominaba el sector empresarial liberal, tuvieron que ceder ante la presión guerrera de los seguidores de Rafael Uribe Uribe. Estos, entre quienes parece haber sido preponderante la juventud y los profesionales liberales, especialmente abogados, confiaban en un fácil triunfo contra el gobierno dirigido por un débil anciano que había perdido el apoyo de la mayoría de sus copartidarios.

Así, en agosto de 1899 se lanzaron a la guerra, que algunos miembros del gobierno parecen haber esperado con gusto e incluso inducido, creyendo que sería una guerrita “de tres meses” que dejaría fortalecido al gobierno. Pero la contienda que comenzaba sería la más violenta y prolongada de la historia colombiana: en ella se volvieron a ver los familiares reclutamientos forzosos, la expropiación de bienes, los empréstitos obligatorios a cargo de los enemigos del régimen, y la muerte de un elevado número de colombianos: las cifras de bajas de la guerra han girado alrededor de los 100.000 muertos, número sin duda exagerado, pero que indica la magnitud de la violencia.

Las ventajas del gobierno para esta clase de guerras habían aumentado, sobre todo por la existencia de un ejército regular con dotación moderna, mientras que los rebeldes debían desenterrar sus armas de diseños obsoletos de los patios donde las habían escondido al concluir antiguos levantamientos. Los liberales confiaban en el apoyo de algunos gobiernos vecinos, pero apenas recibieron de ellos unos cuantos fusiles y las facilidades para adquirir un buque con el que se llevó a comienzos de 1902 la guerra a la región de Panamá.

Durante el curso de la guerra, en julio de 1990, los conservadores históricos derrocaron a Sanclemente e instalaron otra vez en su lugar a Marroquín. Los liberales confiaban en un rápido acuerdo con el gobierno, cuyos ministros pertenecían al grupo histórico. Pero Marroquín continuó la guerra y desautorizó las gestiones de paz que hicieron algunos miembros de su gabinete. Para 1901 la situación seguía igual y no se veía término al conflicto: si un triunfo liberal era imposible, tampoco parecía estar el gobierno en condiciones de obtener una victoria total sobre los insurrectos, y ni siquiera mostraba muchos deseos de hacerlo. En septiembre de ese año unos cuantos conservadores planearon reinstalar a Sanclemente, por si ofrecía una paz viable; el asunto provocó la destitución y destierro del Ministro de Guerra Pedro Nel Ospina, quien aprovechó para denunciar que al calor de la guerra se había formado un grupo de caballeros, de empresa que negociaban con las provisiones y abastecimientos militares y aprovechaban el desorden para hacer rápidas fortunas, con el apoyo del presiente y sus familiares.

A comienzos de 1902 la guerra adquirió un nuevo giro por la invasión a Panamá dirigida por el general Benjamín Herrera, que logró algunos triunfos amenazantes, pero condujo a la intervención norteamericana en el conflicto: el gobierno solicitó y obtuvo el desembarco de la infantería de marina de los Estados Unidos en Panamá, lo que inmovilizó a Herrera. Como en ese momento se negociaba un tratado con aquel país para la concesión de derechos para la apertura del canal, la tentación de vincular a los norteamericanos al conflicto era muy grande y tanto el gobierno como los liberales intentaron obtener el apoyo de los Estados Unidos sugiriendo que a cambio de él les concederían un tratado ventajoso. En esas condiciones Uribe Uribe, perdida toda fe en el triunfo, firmó un tratado de paz con el gobierno que consignaba una garantía de amnistía para los liberales. Poco después, en noviembre de 1902 y a bordo del buque norteamericano Wisconsin, Benjamín Herrera firmó el tratado definitivo con el cual concluyó la última de las guerras civiles tradicionales de la historia colombiana. Pero la Constitución de 1886 en su forma original había hecho crisis y la desesperación de la clase dirigente colombiana era cada vez mayor. La separación de Panamá, con el apoyo de los Estados Unidos, apenas un año después de la guerra y como culminación de una serie de incidentes en los que el país osciló entre el ridículo y la impotencia, acabó de convencerla de que Colombia sería víctima de los peores males sin una modificación de su estructura política. Grupos de ambos partidos pedían una asamblea que reformara el sistema que había llevado a la guerra civil de los mil días y a la pérdida subsiguiente de Panamá. Pero el gobierno seguía firme en su defensa del  status quo y al congreso de 1904 sólo pudieron ser elegidos conservadores, aunque algunos de ellos eran partidarios de reformas que permitieran el acceso de los liberales a los cargos públicos.

El siguiente presidente, Rafael Reyes, elegido para el período de 1904 a 1910, comenzó su gobierno ofreciendo a los liberales una reforma de la ley electoral que consagrara los derechos de las minorías y nombrando entre sus seis ministros a dos miembros de ese partido. Pero Reyes quería realizar sus reformas a una velocidad que el parlamento conservador no aceptaba y pretendió obtener facultades extraordinarias que el Congreso, o por temor a que Reyes entregara el poder a los liberales, o por escrúpulo legalista, no quiso conceder. El presidente decidió cerrar el congreso, implantando la dictadura y, después de lograr que los concejos municipales lo solicitaran, convocó a una Asamblea Nacional que debía reunirse en mayo de 1905. La asamblea fue elegida directamente por Reyes y en ella tuvieron amplia aunque minoritaria representación los liberales. Por esta razón y por la abierta violación de los notables conservadores, el dictador fue perdiendo el apoyo de los notables conservadores, aunque muchos lo acompañaron hasta el fin, y de algunos liberales; muchos líderes de este partido, sin embargo, parecían juzgar preferible esa situación, en la que la dictadura les garantizaba cierta participación en el poder y les reconocía algunos derechos, a un régimen legal que podía en la práctica negárselos. La Asamblea fue eco fiel de las pretensiones de Reyes y, entre otras cosas aprobó la prórroga de su período presidencial a 10 años y recon�
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àûÖ·û½[f˜¹“oció los derechos de las “minorías”, que se suponía iban a seguir siendo los liberales: el hecho de que estos derechos sólo fueran a tener ejercicio legal en una época indefinida, pues el presidente prefirió suplir gobernando con la Asamblea Nacional más bien que arriesgarse a unas elecciones, parecía no preocupar demasiado a los liberales, pero las bases de apoyo de Reyes fueron disminuyendo progresivamente. A fines de 1905 el intento del presidente de nombrar como designado a su sobrino, el liberal Clímaco Calderón Reyes, previa renuncia del Vicepresidente Ramón González Valencia, que se logró con la ayuda del representante del Vaticano, condujo a una conspiración conservadora, descubierta, y reprimida con dureza; a comienzos del año siguiente el presidente estuvo a punto de perecer en un atentado que llevó a acentuar el cesarismo del régimen, que condeno a muerte a los culpables tras un juicio sumario y marchó hacia un régimen policial, aunque la escasa capacidad de las “fuerzas del orden” no permitieran que fuera demasiado opresivo.

Sin embargo, alrededor del presidente y de las oportunidades que creaba el tesoro público se formó un núcleo que respaldaba al mandatario. Este, muy preocupado por el desarrollo económico del país, acentuó el proteccionismo a la industria y dio toda clase de subvenciones y apoyos a los empresarios. La ausencia de controles legales y de una prensa de oposición permitieron que estas acciones de fomento, así como los contratos sobre vías de comunicaciones y otros asuntos similares estuvieran acompañados de oscuros negociados que beneficiaron a los validos del régimen. Los sectores empresariales, aunque incómodos a veces con la arbitrariedad estatal, parecen haber visto con larga complacencia el régimen, que conservaba la paz pública y abría múltiples campos de progreso económico. El ejemplo del Méjico de Porfirio Díaz influía sobre el presidente, y no eran pocos los miembros de la élite empresarial que miraban con simpatía una orientación similar, que en muchos liberales reyistas se revestía de una ideología positivista que enlazaba con la tradición de muchos de los empresarios liberales que acompañaron a la regeneración en sus primeras etapas. La creciente intervención del Estado en las actividades económicas, el proteccionismo a la industria y el paternalismo de Reyes hacia la “base de la pirámide” hacían fácil que figuras como Rafael Uribe Uribe apoyaran la conducta presidencial; este líder liberal había defendido una serie de ideas en ese sentido, que en el lenguaje político de la época se confundían con esbozos socialistas.

Pero la incapacidad por resolver un agudo problema monetario, al cual se volverá luego, y el manejo dado a las relaciones con los Estados Unidos acabaron por hacer perder a Reyes todo apoyo importante. El primer aspecto hizo que los empresarios perdieran buena parte de su benevolencia hacia el presidente, aunque los beneficiarios de los remates de rentas públicas y de los contratos con el estado continuaron apoyándolo. El segundo culminó con ocasión de la discusión del tratado firmado en 1909 por el liberal Enrique Cortés y el Secretario de Estado de los Estados Unidos, Elihu Root, por el cual se normalizaban las relaciones con los Estados Unidos y se ponía punto final al conflicto sobre Panamá. Aunque entre los dirigentes colombianos existía ya un consenso acerca de la necesidad de esa normalización, de la que se esperaban importantes ventajas económicas, dado el creciente papel de los Estados Unidos como consumidores del café colombiano y las posibilidades de inversión de capital norteamericano en el país, el momento político no era muy adecuado, pues la discusión del tratado en la Asamblea Nacional permitió a los enemigos liberales y conservadores de Reyes apoyarse en la fresca herida de Panamá para acabar de desacreditar al presidente, que después de varios incidentes acabó retirándose de su cargo.

El designado encargado de la presidencia, Ramón González Valencia, convocó a una nueva Asamblea Nacional, elegida por los concejos municipales, la cual se reunió en mayo de 1910 y cuya tarea central era modificar la Constitución de 1886 de modo que las instituciones políticas nacionales reflejaran los puntos esenciales de consenso de la clase dirigente y permitieran a las dos grandes vertientes en que ésta se encontraba dividida gozar en forma relativamente libre de los derechos políticos que la aplicación de la Constitución vigente había llevado a desconocer. Esta tarea de conciliación entre liberales y conservadores fue conducida en términos generales por un nuevo grupo político, los republicanos, en cuyas filas se unieron los elementos más civilistas y legalistas de ambos partidos y algunos representantes de los grupos empresariales más progresistas del país, entre los que figuraban en primer plano los miembros de la burguesía antioqueña y de las otras regiones a las que estaba pasando el eje de la vida económica como consecuencia del crecimiento de las exportaciones cafeteras.

La Asamblea suprimió las causas principales de conflicto político de la Constitución del 86: redujo el período del presidente a 4 años y prohibió su reelección inmediata, decretó la reunión anual del Congreso y ordenó la expedición de una legislación electoral que diera representación a las minorías. El Congreso recibió el poder de elegir los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, de ternas presentadas por el jefe del ejecutivo mientras a la corte se dio el poder de decidir sobre la inconstitucionalidad de las leyes y de guardar la “integridad de la Constitución” y, para proteger a los particulares de los abusos oficiales, se ordenó el establecimiento de una jurisdicción contencioso-administrativa. La pena de muerte fue abolida y se prohibió toda emisión del papel moneda de curso forzoso.

La elección de funcionarios se hizo más representativa, pero sólo se mantuvieron ciertas restricciones al derecho de voto de los ciudadanos. La elección presidencial se haría en forma directa, pero sólo podían sufragar los ciudadanos que tuvieran cierta renta o propiedad o supieran leer y escribir; igual limitación subsistía para la elección de representantes a la cámara. La elección de senadores seguía siendo indirecta, aunque se ordenó una reagrupación de las circunscripciones para garantizar los derechos de las minorías.

La Constitución, a consecuencia de estas reformas, hacía mucho más difícil el mantenimiento de la hegemonía total de un partido, pero no impedía un buen grado de manipulación electoral por parte de quien controlara el ejecutivo o contara con las mayorías parlamentarias; la determinación de las circunscripciones electorales, la elaboración de las listas electorales y la coacción de los votantes daban pie para continuar la tradición de fraude tan arraigada ya en los hábitos colombianos. Por eso nunca pudo la oposición obtener un volumen de votos mayor que el gobierno, pero la Constitución le garantizaba cierto cupo de curules en las corporaciones electivas, aunque se guardaba para la “mayoría” el control del poder ejecutivo, que podía compartirse ocasionalmente en el gabinete pero nunca en el ejército o en las gobernaciones y alcaldías más importantes. Por su parte, la expresión legal que se dio a las disposiciones constitucionales sobre representación proporcional de los partidos, durante el régimen conservador, condujo a mantener un sistema político bipartidista y a obstruir la formación de partidos nuevos, en un momento en que las profundas transformaciones económicas y sociales que sufría el país hacían salir a la luz pública nuevos grupos sociales e impulsaban la expresión política de grupos tradicionalmente silenciosos. Así se forzó el proceso de integración de los nuevos grupos obreros y de algunos sectores campesinos, que comenzaron a organizarse y a expresar intereses propios, a los partidos tradicionales.

La Asamblea constituyente eligió como presidente para el siguiente período (1910-1914) al antioqueño Carlos E. Restrepo, antiguo conservador histórico y uno de los más fervientes partidarios, desde 1903, de un acuerdo con los liberales y de reformas que suavizaran la Constitución de 1886. En época más reciente se había convertido en uno de los dirigentes del nuevo grupo republicano. Pero tan pronto como entra a ejercer el poder comenzó la erosión de la unión republicana, cuyos miembros se fueron deslizando poco a poco hacia sus partidos de origen: en realidad, más que un partido, el republicanismo había sido una coalición provisional de la oligarquía moderada de ambos partidos empeñada en la reforma del sistema político. Realizada ésta, parecía difícil justificar la permanencia del grupo, y los políticos más doctrinarios promovieron la reagrupación de los antiguos partidos. El conservatismo, dirigido por Marco Fidel Suárez, renovó como factor básico de diferenciación con el partido liberal el problema religioso, al propugnar por un partido eminentemente católico y por una orientación cristiana del país.

El hecho más visible de la administración de Restrepo fue la firma de un tratado con los Estados Unidos que ofrecía una compensación de 25.000.000 de dólares como reparación material a las pérdidas sufridas por Colombia por la separación de Panamá. De este modo se cumplía el anhelo de la burguesía colombiana de reanudar relaciones normales con los Estados Unidos, deseo que se había venido fortaleciendo a medida que el país entraba más y más en la órbita comercial de aquella nación y a medida que se desarrollaba dentro de Colombia una burguesía exportadora e industrial que esperaba bastante del apoyo financiero de los inversionistas norteamericanos para el desarrollo de transportes, servicios públicos y otras empresas económicas.

Restrepo luchó infatigablemente, por otra parte, para dar cambio a las costumbres políticas del país, promoviendo con mucho vigor la tolerancia entre los diversos partidos y tratando de garantizar un régimen electoral con garantías para todos los grupos contendores, pero incluso desde la presidencia fue incapaz de impedir la realización de fraudes escandalosos promovidos por sus mismos agentes locales o por funcionarios electorales, y que beneficiaron especialmente al conservatismo, que podían utilizar la posición mayoritaria en que se encontraban en los cargos de la rama ejecutiva. Con ellos se preparaba el establecimiento firme de la hegemonía conservadora en los períodos siguientes, y se frustraba el propósito de los republicanos de establecer instituciones en las que ambos partidos pudieran confiar. Al mismo tiempo, se confirmaba la tradición nacional de fraude y se establecían nuevos precedentes para un tipo de conducta que convertiría el problema electoral en uno de los más arduos de los años venideros y en una de las causas inmediatas de conflictos internos de la clase dirigente, conflictos que condujeron con frecuencia al estallido de brotes de violencia ejercidos contra militantes de uno y otro partido.

En 1914 fue escogido como presidente, en la primera elección desde 1857 que se hacía con el sistema de voto directo el conservador José Vicente Concha. Se reanudaba así la secuencia de regímenes inequívocamente conservadores, matizados apenas, por una ocasional invitación a los liberales para ocupar uno o dos ministerios, generalmente en situaciones de crisis nacional o por razones de maniobra política. Pero la expansión del voto favorecía claramente a los conservadores: aunque muchos grandes propietarios y buen número de cultivadores de café eran liberales, los propietarios conservadores, con el apoyo de las autoridades locales, se habían convertido en la práctica en dueños y señores del voto de aparceros, peones rurales y pequeños campesinos, entre quienes, por otro lado, tenían gran influencia las prohibiciones de los párrocos de dar el voto por el partido liberal. Por estas razones la única esperanza seria del liberalismo residía en captar el creciente —pero aún muy reducido— voto urbano y maniobrar simultáneamente para tratar de lograr una división del partido conservador, usualmente mediante la táctica de apoyar un candidato que prometiera un trato más equitativo, sobre todo en materia de elecciones, para los liberales. Pero mientras se cosechaban los resultados de esta estrategia, la situación política entre 1914 y 1930 estuvo singularmente estancada, como si se hubiese firmado un pacto que repartiera cuidadosamente los derechos de conservadores y liberales, dando a aquéllos el control del ejecutivo pero garantizando a éstos si no elecciones libres, al menos algunas satisfacciones como las que ofrecía la participación en el parlamento, el mantenimiento de una prensa diaria a veces ferozmente antigobiernista, etc.

A los pocos días de la posesión del nuevo presidente fue asesinado Uribe Uribe, en uno de los crímenes políticos que más han obsesionado el recuerdo colombiano, después de una violenta campaña de desprestigio dirigida contra él por sectores liberales opuestos a la colaboración con Concha.

Durante su administración, además, hizo explosión la tensión rural en la rebelión acaudillada por el indio Quintín Lame en el departamento del Cauca, enmarcada dentro de un proceso continuado de expansión de la ganadería, que amenazaba la agricultura de los pequeños propietarios indígenas, impulsaba la disolución legal o violenta de los resguardos de indios aún existentes, bajo la presión de hacendados y latifundistas y acentuaba, en el seno de las haciendas tradicionales, la explotación de los aparceros y terrazgueros obligados a trabajar para el propietario a cambio del derecho a sembrar una pequeña parcela.

En las elecciones para el siguiente periodo presidencial —de 1918 a 1922— los liberales, dirigidos ahora por Benjamín Herrera, decidieron intentar otra vez la antigua táctica de apoyar un candidato conservador transaccional, para promover las divisiones del partido de gobierno, al que no se creía posible derrotar en forma abierta. El candidato oficial, Marco Fidel Suárez, triunfó y fue derrotado el disidente Guillermo Valencia, en unas votaciones en las que participaron casi 400.000 ciudadanos.

El presidente electo era un antioqueño de origen bastante humilde que había ascendido a elevadas posiciones políticas durante la época de la regeneración y se había integrado completamente dentro de la estrecha clase dirigente colombiana; su concepción de los nacientes problemas sociales de la época estaba dominada por una visión paternalista y religiosa, que lo llevaba a recomendar como la mejor solución para ellos la práctica de la caridad cristiana y de la benevolencia y ayuda de los ricos a los pobres; entretanto su acción como gobernante era bastante hostil a las reivindicaciones obreras. El señor Suárez, que había adquirido gran fama como internacionalista, definió la política exterior colombiana en forma claramente pronorteamericana, lo que correspondía en parte a la nueva situación creada por la postguerra, cuando se acentuó la hegemonía económica de los Estados Unidos, y en parte a situaciones locales. Entre éstas se destacaba la urgencia de los círculos colombianos para que los Estados Unidos aprobaran el tratado Urrutia-Thompson, y la necesidad de definir una política alrededor de las concesiones petroleras, que se disputaban grupos ingleses y norteamericanos. Colombia aprovechó la situación para presionar la aprobación del tratado, sugiriendo que con esto se abrirían las puertas del país al capital petrolero del imperialismo norteamericano, que ya había logrado algunas concesiones menores en el país. En los Estados Unidos el tratado seguía detenido por los partidarios del presidente Roosevelt, que objetaban la cláusula del “sincero pesar” y por maniobras tendientes a usar el tratado como un arma para lograr concesiones previas del gobierno colombiano acerca del petróleo. Finalmente, después de que la Corte Suprema de Colombia derogó algunos decretos objetados por los petroleros, éstos, apoyados por el gabinete norteamericano, lograron forzar la aprobación del tratado, en el que se suprimió la cláusula acerca del “sincero pesar” y se hicieron otras modificaciones. El Congreso colombiano se mostró renuente a aprobar los cambios; la mayoría de la cámara había formado un bloque contra el presidente, que fue finalmente acusado, en octubre de 1921, por la realización de una serie de actividades comerciales privadas con personas que tenían negocios pendientes con la administración. El presidente admitió algunos de los cargos y, para facilitar la aprobación del tratado, aceptó retirarse del poder. El sucesor, Jorge Holguín logró la aceptación del tratado, que fue impulsado por el ministro de relaciones exteriores, Enrique Olaya Herrera y por grupos ligados a las compañías petroleras.

III. La expansión de la economía cafetera

1. El Café

Durante las dos últimas décadas del siglo XIX el país asistió a una transformación económica que produjo los más hondos efectos sobre la estructura de la sociedad colombiana: el desarrollo acelerado de la producción de café y la conversión de este grano en el principal producto de exportación. Durante el siglo XIX una y otra vez algún producto agrario había capturado la imaginación de los empresarios rurales colombianos y había sostenido por unos cuantos años una tímida, prosperidad para sus productores y exportadores. Pero el tabaco, la quina, el añil habían sido producidos por núcleos muy reducidos de población, el ingreso que, su exportación generó se apropió en forma muy concentrada y, pasado el auge exportador, los cambios que dejaron en la estructura agrícola colombiana resultaron muy pequeños. Así hacia 1880 eran pocos los productos agrícolas que se cosechaban para mercados internacionales o incluso regionales. Al exterior sólo se enviaban cantidades significativas de café, tabaco, quina y cueros de ganado; dentro del país sólo el azúcar y la carne constituían productos con un mercado que justificara el comercio interregional.

Dada la gran diversidad de antecedentes históricos y de condiciones geográficas, las empresas agrícolas ofrecían un rostro muy variado a lo ancho del país. Quizá la forma dominante era la de la hacienda de tipo tradicional, donde los campesinos recibían una parcela de tierra, en la que sembraban artículos alimenticios, a cambio de unas jornadas mensuales de trabajo remunerado en la hacienda o de un pago en metálico. El propietario se dedicaba a algunos productos alimenticios de venta local, a la elaboración de panela y a la cría de ganados. Al lado de la hacienda tradicional eran numerosos los propietarios de pequeñas parcelas explotadas por trabajo familiar y dedicadas casi exclusivamente a la producción de alimentos.

Estas formas tradicionales, que conformaban la gran mayoría de las exportaciones agrarias del país, respondían en forma muy lenta al crecimiento de la demanda producido por el aumento de la población; aunque el fenómeno puede tener otras causas, es indicativo que los precios de los principales productos agrícolas hayan subido cerca de tres veces entre 1848 y 1878 en la zona de Bogotá. El mayor esfuerzo de innovación tecnológica dentro del sector agrícola se dio en el área ganadera: casi todos los grandes cambios en el sector rural en el siglo XIX se redujeron —antes de la aparición del café— a la expansión del número de cabezas de ganado, a la traída de nuevas variedades animales y a la importación de nuevas variedades de pastos. A fines de los 70 se expandió además el uso de las cercas de alambre, que permitía hacer algo más intensiva la cría del ganado. Otro sector en el que se dio una expansión inicial de agricultura comercial fue el de la caña de azúcar, en particular en la región del Valle del Cauca y en algunas zonas de la Costa Atlántica. Pero éstos eran, con el tabaco, los únicos productos que superaban los estrechos mercados locales. Eran por tanto, con los cultivos de exportación, los productos a los cuales se orientaban los grandes propietarios o los comerciantes urbanos en trance de inversión rural. En general, este tipo de agricultura reunía sólo marginalmente a las formas de trabajo asalariado. Sólo donde la hacienda comenzaba a adoptar formas de plantación (azúcar) o en las fincas ganaderas que abastecían las ciudades más importantes era frecuente el uso continuo de trabajadores asalariados; en los demás casos se prefería tener una población residente en la hacienda, fuese como arrendatarios, como aparceros o como concertados, y usar asalariados sólo en las épocas de mayor demanda de mano de obra.

En Antioquia, por otra parte, eran bastante numerosas las pequeñas y medianas granjas. Allí se había desarrollado una producción poco vinculada a los mercados, centrada en el cultivo familiar de maíz y fríjol y en la cría de ganado vacuno y porcino.

Los cambios más visibles en los años anteriores habían sido la colonización, sobre todo en el sur de Antioquia, y el crecimiento de una ganadería más desarrollada. Pero estos cambios afectaban poco los rasgos fundamentales del sector rural. El gran cambio se dio con el avance del cultivo del café, que involucra a la larga una proporción muy alta de la población rural del país y, contra lo que había ocurrido en los casos anteriores y se suponía que ocurriría de nuevo con el café, logró un acceso estable a los mercados mundiales y adquirió una permanencia como producto de exportación que no había logrado ningún producto agrícola previo.

La rapidez del proceso de expansión del café no tenía precedentes. Algunas cifras de exportación lo muestran con claridad: las ventas al exterior, que fueron de 64.000 sacos de 60 ks en 1870 alcanzaron 103.000 en 1880; 15 años después, en 1895, ascendían a 344.000 sacos y en 1898 llegaron a la cifra de 510.000: en los 18 años entre 1880 y 1898 se habían multiplicado casi por cinco. El período de 1898 a 1905, en medio del cual se presentó la guerra de los 1.000 días, fue de estancamiento y en 1905 las exportaciones fueron de 488.000 sacos, que subieron a 896.000 en 1912 y a 1.616.000 en 1919. Por último, para fin de la década de los 20 habían llegado a una cifra que superaba los tres millones de sacos. Aunque los precios fluctuaron bastante, los ingresos en dólares generados por estas exportaciones crecieron en forma paralela, de unos 1.9 millones en 1880 a 8.6 en 1898, 16.5 en 1912; 58.5 en 1919 y 74.4 millones en 1929.

Como puede verse en las cifras anteriores, los períodos de más rápido crecimiento de la producción estuvieron en la década de 1890, hasta 1898, y luego en los años que siguieron, a 1905, cuando se logró un crecimiento relativamente continuo que duró hasta 1930. Este crecimiento, por lo demás modificó bastante la distribución de la cosecha dentro del territorio nacional. Inicialmente la producción se había localizado en las laderas de la región de Santander, que producía alrededor del 80% del grano hacia 1875, pero a partir de esta época la mayor parte de las plantaciones se hicieron en las vertientes de Cundinamarca y en la zona de colonización antioqueña. Para 1913 el 30%, mientras que Antioquia cosechaba ya más del 35% del grano y Cundinamarca y Boyacá habían subido al 18.7%.

Aunque en cualquiera de las grandes regiones del país podían encontrarse diversas formas de organización de las explotaciones cafeteras, el predominio de un tipo u otro de explotación dentro de cada zona daba a ésta una fisionomía peculiar. En Santander parece haber predominado la hacienda cafetera organizada mediante el sistema de aparcería, mientras que en Cundinamarca muchos grandes propietarios y comerciantes establecieron extensas plantaciones que recurrían fundamental a arrendatarios-trabajadores que recibían una parcela a cambio de la obligación de trabajar en la hacienda una parte de su tiempo, por lo general con pago de salario. En Antioquia, aunque las primeras plantaciones fueron hechas por grandes propietarios, y eventualmente se formaron algunos grandes cafetales, pronto los propietarios medios y pequeños comenzaron a dedicarse al nuevo cultivo. Para ellos el café constituyó una gran oportunidad de obtener una cosecha de alto valor, capaz de absorber elevados costos de transporte y garantizar un flujo constante de ingresos monetarios, bastante altos en comparación con el de otros sectores campesinos del país. El hecho de que la colonización antioqueña del período precedente hubiera abierto zonas geográficas muy aptas para el cultivo cafetero, así como la posibilidad de utilizar la mano de obra familiar, bastante numerosa en un área caractáneos en años recientes era el de la agricultura de plantación, en especial al banano, donde desde finales del siglo estaban operando capitales norteamericanos de la United Fruit Company. Todavía en las primeras décadas de este siglo la dependencia del país hacia las metrópolis seguía siendo esencialmente comercial, basada en el intercambio de productos agrícolas y mineros por los artículos manufactureros que consumía el país.

3. Algunos aspectos de la política económica

Como ya se ha mencionado, Núñez acabó sorpresivamente con la política de bajas tarifas aduaneras que se había establecido a mediados del siglo XIX, y que en su opinión había sido una adopción puramente imitativa del librecambismo inglés, beneficiario real de tal medida. Es más: Núñez llegó a atribuir al librecambismo el estancamiento económico del país, su pobreza y, como secuela de ésta, las guerras civiles que lo habían azotado. Y veía en el estímulo, mediante la protección aduanera, de ciertas manufacturas, un impulso para el surgimiento de nuevas clases medias que se colocaran “entre el elemento social que dirige y gobierna y la muchedumbre iletrada que forma la base de la pirámide”.

Pero este programa, tal vez coherente en la mente de Núñez, se puso en práctica en forma tímida y confusa. La renta de aduanas constituía el ingreso principal del Estado, y las consideraciones fiscales predominaban con frecuencia sobre los criterios de protección a la industria por nacer, se prestaba también el sistema a la corrupción y a componendas destinadas a favorecer personas o grupos determinados. Además, los empresarios comerciales y agrícolas acogieron con escaso entusiasmo y a veces con abierta animadversión la nueva política que no estaba respaldada por grupos decididamente interesados en ella con excepción de algunos sectores artesanales de escasa importancia política. Pero si estas medidas no tenían un apoyo vigoroso, tampoco era muy fuerte la oposición y bajo la influencia del presidente y de los políticos adictos a él, el país adoptó esta nueva orientación, que ya no abandonaría en los años siguientes.

De mayores efectos inmediatos sobre el país fueron los problemas fiscales del Estado y las medidas que se adoptaron para resolverlos. El tesoro público, comprometido con el pago de una deuda pública bastante elevada y el sostenimiento del ejército, cuyo costo aumentó sensiblemente con la adopción de la unidad política y a causa de las guerras civiles, vivía siempre al borde de la bancarrota, y apenas podía destinar sumas muy reducidas a servicios sociales como la educación pública, la salubridad o el desarrollo de las comunicaciones. Estas dificultades fiscales llevaron a suspender el pago de la deuda pública durante una buena parte del período de la regeneración, pero también condujeron a la utilización del Banco Nacional que había abierto sus puertas en 1881 y de sus poderes de emisión como fuente de financiamiento del tesoro público.

El banco había recibido el monopolio del derecho de emisión de billetes, aunque se permitió a los bancos privados conservar tal atribución dentro de condiciones muy precisas, hasta 1887. Igualmente adquirió la exclusividad del depósito de fondos públicos. Estas medidas encontraron fuerte oposición entre los banqueros privados, que veían reducido su campo de actividad y entre los economistas ortodoxos liberales, que veían en estas medidas una peligrosa herejía. A partir de 1884 comenzó un proceso de depreciación de los billetes del banco, que se agudizó por el hecho de que desde 1885 el gobierno, acosado por el déficit fiscal y por los costos de guerra, ordenó la emisión de billetes sin respaldo para que el banco se los prestara. Como era inevitable, esto llevó a decretar el curso forzoso de los billetes de banco, que durante los años siguientes fueron emitidos de acuerdo con las necesidades fiscales del gobierno, a veces dentro de ciertas normas legales y a veces en forma clandestina. El proceso inflacionario fue acelerado: en 1885 la prima sobre las monedas extranjeras era del 38%, en 1888 llegó a 111% y en 1898 llegó al 200%. El descubrimiento, en 1894, de que el Banco Nacional había realizado varias emisiones clandestinas y de que el volumen de billetes en circulación excedía el límite fijado por la ley condujo a la suspensión de actividades del banco, pero el régimen de papel moneda continuó, y la guerra de 1899, que llevó al extremo las necesidades fiscales del Estado, provocó la impresión de billetes en tal escala que faltaba tiempo a los tipógrafos para elaborarlos. La tasa de cambio subió en ese año al 550%, a comienzos de 1901 al 5.000% y alcanzó el 18.900% en octubre de 1902, para descender y estabilizarse en seguida alrededor del 10.000%.

Se alegó en esa época que el régimen de papel moneda resultaba ventajoso para la economía nacional, e incluso que el desarrollo de la producción cafetera se debía en gran parte al estímulo ofrecido por la ampliación de la circulación monetaria. Es en efecto muy probable que mientras la emisiones se mantuvo dentro de ciertos límites, la inflación provocada haya operado como estímulo a los exportadores y, al encarecer las importaciones, como una protección adicional a la naciente industria nacional; es igualmente posible que haya beneficiado a los industriales y cafeteros, al reducir los salarios reales de sus trabajadores. Pero la forma descuidada como se manejó la emisión, los escándalos y los negocios fraudulentos que acompañaron las operaciones del banco, y el ritmo incontrolable que adquirió la inflación afectaban el clima y las condiciones adecuadas para la actividad económica y contribuían a dar prioridad a los especuladores, a quienes esperaban enriquecerse aceleradamente negociando con el gobierno y a quienes aprovechaban la ruina de muchos propietarios y empresarios para adquirir a bajo precio los bienes de aquéllos.

El acento proteccionista de la tarifa recibió nuevo énfasis durante la dictadura de Reyes, que parece haber sido favorable para el despegue de una actividad industrial importante, amparada por la paz y el orden que reinaban, apoyada en el creciente mercado creado por la producción cafetera y en grado incierto por los privilegios y subsidios oficiales. Durante las dos últimas décadas del siglo XIX el país había añadido a sus industrias tradicionales —producción de artículos de cuero, textiles de lana y algodón rudimentarios, velas y jabones— y a algunas industrias más modernas existentes desde antes —dos ferrerías, fábricas de loza, licores, etc.—, un número más bien alto de pequeñas industrias modernas. En la zona antioqueña, por ejemplo, se habían establecido fábricas textiles y de chocolates, cervezas, lozas y vidrios. En Bogotá se fundó a finales de siglo la empresa que durante años sería, por sus ventas, la más grande del país, con técnicas y equipos modernos: la cervecería Bavaria, a cuyo lado se estableció luego una fábrica de envases de vidrio. En la época de Reyes este tipo de industrias se multiplicó, y entre las principales empresas creadas entonces deben mencionarse, en Antioquia, las fábricas de tejidos de Bello, fundadas por el General Pedro Nel Ospina y otros empresarios locales, que tenía ya más de 500 obreros y empleados en 1910, y la Compañía Colombiana de Tejidos (después Coltejer), que comenzó a producir en 1908; en Bogotá quizá la empresa más importante surgida en estos años fue la fábrica de Cementos Samper, mientras que en Barranquilla la fábrica de textiles Obregón era el mayor establecimiento industrial.

Un factor que influía sobre este proceso industrial, y al mismo tiempo un índice de su desarrollo, era el incremento de la población urbana y la transformación que empezaba a operarse en las ciudades mayores. Bogotá se acercaba ya a los 120.000 habitantes en 1905, mientras que Medellín alcanzaba unos 70.000 habitantes y Cali y Barranquilla 50.000 cada una. Aunque todavía no vivía en estas ciudades sino un poco más del 60% de la población del país, y esta proporción no cambiaría mucho hasta la década del 20, cuando comienza realmente el proceso de urbanización acelerado, ya a comienzos de siglo comenzaban a instalarse servicios modernos y a aparecer algunos de los elementos característicos de las grandes ciudades. Bogotá, por ejemplo, contaba con un sistema de tranvías urbanos, con alumbrado eléctrico y acueducto, y el cemento había permitido la construcción de las primeras edificaciones de más de tres pisos; por otro lado, crecía el número de artesanos y obreros, aparecían nuevas formas de miseria y se diluían las relaciones paternalistas de las oligarquías con las clases bajas para ser reemplazadas por nuevos y más tensos vínculos de clase.

4. El desarrollo industrial y el surgimiento del sindicalismo

Los cambios políticos a partir de 1910 no afectaron en grado substancial el proteccionismo industrial. Las tarifas aduaneras en 1913, 1916 y 1920 mantuvieron las líneas anteriores, pese a ocasionales defensas del libre cambio, hechas a veces por los mismo ministros. Pero liberales y conservadores, así como los partidos socialistas que se formaron hacia 1920 acogían en general el principio de que era conveniente estimular el desarrollo industrial mediante las defensas aduaneras. Las condiciones económicas generales, por su parte, seguían estimulando el surgimiento y la expansión de nuevas industrias de consumo. El crecimiento de las exportaciones, pese a un notable estancamiento durante los años de la primera guerra mundial, continuó a un ritmo que nunca antes se había logrado ni habría de repetirse: entre 1910 y 1919 aumentaron a una tasa promedio anual superior al 11%; como se ve en el cuadro 2 pasaron de 18.5 millones de dólares en el primero de estos años a 85.1 en 1919. A pesar de que existía una fuerte tendencia a gastar estos ingresos en bienes de consumo, la demanda ejercida por los sectores exportadores, y urbanos y las dificultades de importación originadas por la guerra dieron pie para una considerable expansión de la inversión industrial, que se hacía en gran parte comprando equipos y tecnologías extranjeras.

Durante estos años se establecieron modernas industrias, de cigarrillos, dulces, gaseosas y otros productos, y se amplió la producción de cervezas, tejidos y cementos. Desde entonces comenzó a configurarse la estructura de la industria nacional, que perduraría hasta mediados de siglo: capital casi exclusivamente colombiano, organización en sociedades anónimas, generalmente alrededor de un fuerte grupo familiar que conservaba el control de la compañía, esfuerzo por establecer una posición de monopolio u oligopolio dentro del mercado nacional, que trataba de abastecerse, cuando los costos de transporte lo exigían, mediante la instalación de plantas en diversos sitios del país. Por otra parte, no se configuró el sector industrial con un grupo de empresarios orientados exclusivamente a las manufacturas: la mayoría de los inversionistas industriales se ocupaba simultáneamente del comercio, de la siembra de café o la apertura de haciendas ganaderas. Esta orientación múltiple de los sectores empresariales explica en parte por qué los partidos políticos no reflejaron directamente alternativas de política económica ni “representaron” en forma nítida clases o sectores de clase muy específicos.

El desarrollo industrial y el crecimiento paralelo de las ciudades, así como el impulso que recibieron las obras públicas, condujeron a la aparición de las primeras formas de una verdadera clase obrera, que aunque representaba todavía una muy baja proporción de la población, empezaba a desarrollar una actividad política y sindical independiente y a convertirse en fuerza política con la cual era indispensable contar. Dentro de esta clase obrera políticamente activa, sin embargo, no eran los sectores industriales los más activos ni importantes. En el sector fabril, todavía pequeño —piénsese que para 1930 escasamente podía tener más de 15.000 obreros, dos terceras partes de ellos del sexo femenino— las formas de organización sindical tuvieron carácter esporádico. El proceso de organización obrera se dio principalmente en el área del transporte —ferrocarriles, trabajadores del río Magdalena, trabajadores portuarios— y después de 1920 en enclaves extranjeros como las instalaciones petroleras y las plantaciones bananeras. A estos grupos se unían las organizaciones de artesanos, como sastres, zapateros y albañiles, entre los que se difundían vagas ideas socialistas, teñidas a veces de formas más o menos heterodoxas de religiosidad.

En todo caso, desde 1910 se presentaron ocasionalmente huelgas obreras en el país, que adquirieron un peso mayor después de 1918; en este año los trabajadores portuarios de Santa Marta, Cartagena y Barranquilla se fueron al paro, y un año después una huelga de los trabajadores ferroviarios de Cundinamarca logró algunas concesiones para los obreros. En forma paralela a estas primeras acciones sindicales se constituían numerosas organizaciones obreras, algunas de las cuales proclamaron en forma inmediata una fervorosa adhesión a ideales socialistas y su separación de los partidos tradicionales. Ya en 1910 se habían realizado esfuerzos por crear un partido obrero y por formar centrales obreras que unieran los diversos sindicatos en un organismo único. En 1913 se estableció la Unión Obrera de Colombia, que vivió precariamente hasta 1916; en 1919 se reunió de nuevo un Congreso Obrero en Bogotá y durante los años siguientes se siguieron creando sindicatos en todo el país, con predominio de aquellas que agrupaban ciertos oficios artesanales, como sastres, zapateros y albañiles. El gobierno respondió a la actividad obrera con cierto paternalismo hostil; las huelgas en las que se presentaron actos de violencia fueron reprimidas brutalmente, pero se reconoció legalmente el derecho a la huelga en noviembre de 1919. Sin embargo, el decreto en que se hacía esto, prohibía toda acción distinta al simple cese del trabajo y garantizaba explícitamente el derecho de los patronos a contratar trabajadores para reemplazar a los huelguistas. Un año después se prohibió la huelga en las actividades del transporte y en algunos servicios públicos y se prohibió a los obreros declarar huelgas antes de someterse a un período de conciliación. En estos años se expidieron algunos esbozos de legislación laboral, en los que estableció el seguro de vida obligatorio en algunos casos, el derecho al descanso dominical (pero no remunerado) y algunas normas de salubridad e higiene en las fábricas, pero en conjunto la República Conservadora no estuvo inclinada a hacer a los obreros concesiones que pudieran limitar aún levemente los beneficios de los empresarios, agrícolas o industriales.

Al lado de las acciones sindicales, los trabajadores, acompañados por amplios grupos de intelectuales, organizaron un partido socialista que publicó su plataforma en 1919, en la que se hacían tímidas reivindicaciones y se confiaba el triunfo del partido a los éxitos electorales. Los obreros acogieron la plataforma con entusiasmo y en las elecciones para Cámara de 1921 obtuvieron los socialistas elevadas votaciones en las ciudades donde existían grupos de asalariados más o menos numerosos; en Medellín por ejemplo, superaron a los liberales y obtuvieron el 23% de los votos. Esto no podía sino preocupar a los liberales, que habían ido perdiendo terreno electoral en las zonas rurales; aunque muchos grandes propietarios y buen numero de los cultivadores cafeteros eran liberales, los propietarios conservadores, con el apoyo de las autoridades locales se habían convertido en la práctica en dueños del voto de aparceros, peones rurales y pequeños campesinos, entre quienes, por otro lado, tenían gran influencia las prohibiciones de los párrocos de dar el voto por el partido liberal. Por lo tanto la única esperanza seria del liberalismo residía en captar el creciente voto urbano; si obreros y artesanos acogían las banderas socialistas, el liberalismo perdería definitivamente toda posibilidad de triunfo. El liberalismo respondió con rapidez al desafío, invitando por la prensa a los artesanos a apoyar a los liberales contra el conservatismo, al que señalaba como obstáculo real de toda reforma favorable a los obreros y adoptando en el programa del partido algunas reivindicaciones reformistas de los socialistas: asistencia pública,3šX®0RŽÁJ
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!¥ campañas sanitarias, reglamentaciones sobre jornales mínimos y trabajo de niños; por otra parte el programa pedía que se estableciera el arbitraje obligatorio para la solución de las huelgas. Estos cambios del programa liberal, además de las razones electorales que los impulsaban, reflejaban también la influencia ideológica del socialismo en muchos jóvenes liberales y estaban dentro de cierta línea de modernización de los programas del partido a la que había contribuido 10 años antes el general Uribe Uribe. Así, en forma algo imprevista el liberalismo pasó a asumir el papel de partido urbano en el que se expresaban —orientados y dirigidos por sectores particularmente flexibles de la burguesía— en alguna medida reivindicaciones de sectores obreros, mientras se abandonaban los principios ultraliberales e individualistas que habían definido durante las décadas anteriores la visión liberal de los problemas sociales.

Los socialistas trataron de responder a la incorporación de sus ideas en el programa liberal radicalizando sus exigencias: si el programa socialista de 1920 había sido superado por la Convención liberal de Ibagué de 1922, apenas dos terceras partes de la plataforma elaborada por el Tercer Congreso Socialista de 1922 fue aceptable para los liberales, según la apreciación del secretario de la Junta Nacional Socialista Francisco de Heredia. Este programa, que puede servir de ejemplo de las ideas entonces agitadas, afirmaba que el PS pretendía luchar por la “abolición, de la explotación del hombre por el hombre”, pero manifestaba la confianza en la fuerza de las ideas socialistas y en la posibilidad de que se impusieran pacíficamente dentro de un sistema democrático electoral” “la legalidad democrática no tiene por qué asustar al proletariado, que es la, mayoría”, afirmaba la plataforma. No obstante, advertía que si las camarillas políticas hacían uso de la violencia contra el pueblo, organizarían “el ajusticiamiento de los responsables”. Igualmente manifestaba el partido su plena adhesión a la democracia, con “libertad irrestricta del pensamiento, de la palabra y de la prensa”, mientras promovía, como parte del programa, las reformas que mejoraran “las condiciones de vida del común de las gentes” y “el desarrollo de las riquezas naturales del país”. Entre las propuestas de reforma plantadas se destacan la nacionalización de la tierra, del petróleo, del carbón y el platino, igualdad total de hombres y mujeres, divorcio absoluto, establecimiento de jornada máxima de ocho horas y ampliación del derecho de huelga, controles de precios a los arrendamientos, así como la eliminación del ejército y su incorporación dentro de “una gendarmería o guardia civil”, etc.2.

Las dificultades de operar independientemente del liberalismo se manifestaron inmediatamente. Para las elecciones de 1922, el liberalismo decidió lanzar la candidatura presidencial de su jefe Benjamín Herrera, a quien se enfrentó el conservador Pedro Nel Ospina. Los socialistas, invitados por Herrera, lo apoyaron y contribuyeron a que obtuviera el triunfo en las zonas urbanas del país: Herrera ganó en todas las capitales de departamento, menos tres, y en general obtuvo mayoría en las regiones donde había una población obrera y artesana numerosa. A partir de este momento el liberalismo acentuó su línea de apoyo a ciertas reivindicaciones proletarias y fue adquiriendo una base obrera de magnitud cada vez mayor, que influyó decisivamente en el carácter del partido y lo sometió a repetidas tentaciones populistas, pero nunca puso en peligro el control ejercido por la burguesía liberal sobre su orientación básica.

IV. La danza de los millones y el fin del régimen conservador

Pese a los éxitos que logró Herrera en las grandes ciudades, el candidato conservador, con una elevada votación rural, obtuvo el triunfo: Ospina logro 414.000 votos contra 256.000 de su oponente. La demostración del renacimiento liberal era clara, y habría sido mayor sin el fraude general que se hizo en las elecciones, marcadas además por frecuentes estallidos de violencia.

El presidente electo, hijo del mandatario vencido por los liberales en 1861, era un exitoso empresario antioqueño, fundador de industrias y dueño de algunas de las mayores y más modernas haciendas cafeteras y ganaderas del país. Con su elección, la nueva burguesía —nueva por sus actitudes y actividades, aunque compuesta en gran parte por miembros de los grupos dominantes tradicionales— tenía a uno de sus más ilustres representantes al frente del estado: la actuación de Ospina estuvo caracterizada por la audacia, el pragmatismo, el afán de progresos y el deseo de modernización que compartía esa burguesía, cuyos miembros más inteligentes querían validar su derecho tradicional a conducir el país mediante administraciones más eficaces y progresistas, con una adecuada mezcla de paternalismo y represión en el tratamiento de las clases bajas.

Uno de los centros de atención de la actividad presidencial fue el avance de las vías de comunicaciones, para lo cual el país pudo contar con las sumas provenientes de la indemnización de Panamá, así como con créditos e inversión extranjeras. Todavía el núcleo del programa era la ampliación de la red ferroviaria, que había venido avanzando con lentitud entre una maraña de intrigas, indemnizaciones, estafas y dificultades administrativas. Para 1910 Bogotá había sido unida por dos vías al Magdalena, y el ferrocarril de Antioquia completó 102 kilómetros que recibían ya amplio uso. El total de las líneas existentes, que era entonces de unos 900 Km, pasó en 1922 a casi 1.500. En los cuatro años de la administración Ospina se añadieron 800 kilómetros a la red férrea, que ya para entonces había adquirido la fisionomía que mantendría en adelante. La baja en los costos de transportes que la conclusión de los ferrocarriles permitió obtener, constituyó uno de los factores básicos en la exportación cafetera y hacia 1930, con una red total de unos 2.700 kilómetros, todas las zonas cafeteras importantes del país contaban con una ruta férrea adecuada para encontrar la salida al mar.

El sistema de transportes colombianos se amplió en otras áreas con bastante rapidez. Desde 1905 los automotores comenzaron a utilizarse en el país, lo que obligó al gobierno a atender a la construcción y conservación de carreteras. Pero todavía en 1930, cuando las estadísticas oficiales declaran la existencia de unos 5.700 kilómetros de vías para automotores, la importancia económica de éstos era leve en comparación con el ferrocarril. La desarticulación del sistema de comunicaciones terrestres, que dependía del lento transporte fluvial por el Magdalena para empatar diversos tramos de ferrocarril o para completar la ruta al mar, favoreció la utilización temprana de la aviación comercial: desde 1919 comenzaron a efectuarse vuelos regulares en hidroaviones entre la costa Atlántica y Girardot, convirtiendo la usual expedición de dos semanas en un viaje de pocas horas. Lo que esto representó, junto con el uso del correo aéreo, para impulsar una integración mayor del país es imposible calcular; en el mundo político el avión permitiría el contacto director aunque fugaz, de los jefes y sus seguidores: las “giras” políticas se convertirían pronto en un hábito. Finalmente, durante la década del veinte el sistema de telégrafos, ya bastante avanzado desde finales de siglo, fue complementado por la instalación de las comunicaciones inalámbricas; la radiodifusión comercial, con su profunda influencia sobre las costumbres sociales y políticas, sólo iría a aparecer en la década siguiente. La prensa había tenido también un vigoroso desarrollo, y entre los 30 o más diarios quo circulaban en las principales ciudades del país, algunos como El Tiempo, El Espectador y el Diario Nacional de Bogotá, Relator y Diario del Pacífico en Cali, El Colombiano y La Defensa en Medellín, ejercían un poder político inconmensurable con su circulación, pero explicable por la composición aún muy elitista de su público, que incluía esencialmente a los miembros de las clases dirigentes, a los reducidos grupos profesionales y a los artesanos y obreros más atraídos por la política.

a oposición de sectores más radicales que defendían la formación de un partido comunista. El PSR se vio siempre amenazado por la tentación de muchos de sus miembros de unirse a grupos liberales que creían que el desprestigio del gobierno creaba las condiciones para una revuelta armada, y por quienes querían utilizarlo sólo como medio para adquirir notoriedad mientras se obtenía una curul liberal. Mientras la agitación y los conflictos obreros parecían estar en ascenso los sectores más obreristas mantuvieron el control del partido; tan pronto, comenzó a disminuir, a mediados de 1928, la actividad obrera —quizás a causa del aumento del desempleo, la estabilización de los precios y un alza en los salarios reales— los grupos más impacientes, vinculados a antiguos guerrilleros liberales, tomaron el control y formaron el Comité Conspirativo Central, para preparar una revuelta armada que derribara al gobierno conservador.

Este, por su parte se defendía de la agitación con medidas de orden público: los congresistas conservadores preocupados por la creciente ola del socialismo revolucionario propusieron una ley sobre el “orden social” que ordenaba el castigo de todos los que atacaran la familia, “la idea de patria” o el sagrado derecho de propiedad. En la discusión que se desarrolló acerca de la propuesta los congresistas liberales se opusieron, algunos (y en esto fueron acompañados por algunos conservadores) porque violaba las garantías y derechos individuales fijados en la Constitución y otros porque veían con simpatía u oportunismo la oleada de agitación contra el gobierno o incluso los mismos movimientos obreros. Aprobada la ley —algo suavizada— se procedió a apresar en octubre de 1928; a la mayoría de los liberales del PSR, pero ninguna de estas medidas impidió la más violenta de las huelgas de la época: la que se hizo contra la United Fruit Co., en la región bananera de Santa Marta y que se convirtió, después de una increíble serie de demostraciones de parcialidad del gobierno, en otra de las razones del creciente desprestigio del gobierno. El ejército apresó a más de 400 obreros, para tratar de forzar a un arreglo de cambio de libertad, dio protección a los esquiroles e incluso puso a los soldados a trabajar para la United Fruit. Esta compañía se opuso a todo acuerdo, en gran parte porque se negaba a reconocer que los huelguistas eran sus obreros, para evadir responsabilidades laborales. La situación se fue agudizando y los trabajadores, después de 5 semanas de paro, trataron de impedir el trabajo sentándose, con mujeres y niños, sobre los rieles de los trenes bananeros. El jefe militar de la zona general Carlos Cortés Vargas, después de haberse declarado en estado de sitio, ordenó a las tropas disparar contra la multitud de huelguistas y simpatizantes reunida en la plaza de Ciénaga, el 5 de diciembre de 1928. Los huelguistas, en desbandada, quemaron los edificios de la compañía e intentaron capturar a los empleados de esta; el ejército dio muerte a 29 obreros más, que se sumaron a las víctimas de la primera descarga; habían muerto al menos 100 personas, y algunos cálculos elevan la cifra hasta 1.400. Los dirigentes liberales, especialmente el joven representante Jorge Eliécer Gaitán, se apoyaron en el incidente para acabar de desacreditar al gobierno conservador y provocaron un debate en el congreso que resultó espectacular. Otros problemas se le presentaron al gobierno. Unas acusaciones sobre parcialidad política y fraudes de la administración municipal de Bogotá condujeron, en junio de 1926, a la renuncia de dos ministros y el alcalde; uno de los ministros caídos era el de guerra, responsable inmediato de la masacre de las bananeras.

Por último, la “prosperidad a debe”, como fue llamada tanto por su dependencia en el crédito externo como por la aparición de un fuerte déficit fiscal a partir de 1928, vino a ser interrumpida primero por la suspensión de nuevos créditos al país a comienzos de 1929 y luego por la crisis de la Bolsa de Nueva York en octubre del mismo año, que repercutió al poco tiempo en la economía nacional y en la capacidad fiscal del estado. El aumento del desempleo, las dificultades económicas, la escasez de alimentos acabaron con el poco prestigio que todavía pudiera quedarle al régimen.

Pero éste todavía podía ganar las elecciones, aunque fuera quizás inevitable que el liberalismo ganara entre los sectores obreros; lo que vino a hacer posible la victoria liberal para las próximas elecciones presidenciales fue la profunda división entre los candidatos conservadores, Guillermo Valencia y Alfredo Vásquez Cobo. La división se agudizó y complicó, en medio del regocijo liberal, por el hecho de que el clero, que había acompañado siempre en forma casi unánime al candidato conservador, se dividió entre los dos y el arzobispo de Bogotá, Mons. Ignacio Perdomo no logró imponer su opinión ni siquiera sobre los párrocos, confusos con sus vacilaciones; a mediados de 1929 apoyó la candidatura de Vásquez Cobo; en enero de 1930 y después de que los liberales decidieron irse a las elecciones con candidato propio, “en vista del peligro que amenaza las instituciones cristianas que nos rigen”, ordenó a los católicos, en forma obligatoria, votar por Valencia para “oponerse al triunfo del liberalismo” el lº de febrero recomendó la candidatura de Vásquez Cobo.

El liberalismo, que finalmente veía, con la división del adversario, alguna posibilidad de triunfo, seleccionó como su candidato a Enrique Olaya Herrera, quien llevaba 8 años como Delegado colombiano en Washington. En febrero de 1930 se hicieron las elecciones y Olaya Herrera, aunque no obtuvo la mayoría absoluta, llegó al poder por obra de la división del partido de gobierno. Nadie mejor que Olaya, funcionario permanente de los gobiernos conservadores, para ejercer un gobierno de transición, que no provocara demasiado recelo entre estos; nadie mejor que él, siempre obsecuente con los Estados Unidos, para contar con el apoyo de aquella nación en un momento en el que la crisis económica podía llevar al país a muy difíciles situaciones.

En los 50 años de 1880 a 1930 Colombia había duplicado su población y experimentado una profunda transformación económica y social. Un nuevo producto de exportación, el café, se había convertido en el principal impulsador del desarrollo; los cafeteros se transformaron en forma paralela en el grupo con mayor peso dentro del conjunto de propietarios rurales del país. El auge de la economía cafetera había contribuido a que se acumularan, en manadas de comerciantes, financistas o cultivadores, importantes volúmenes de capital; por otro lado había elevado el ingreso rural de ciertas zonas del país, e impulsado la especialización económica regional. En esta medida, y en cuanto ayudó a aumentar la población asalariada urbana y rural, fue causa principal de la conformación de un mercado interno amplio. Durante la década del 20 el auge exportador y el ingreso del país de cuantiosos capitales extranjeros incrementaron de manera drástica la capacidad de gasto del estado, que impulsó la creación de una red nacional de transporte más eficaz y mejor integrada que antes. Estos procesos, que algunos investigadores han cobijado bajo la denominación de “acumulación originaria del capital” creaban las condiciones para un crecimiento más acelerado del embrionario sector industrial, que se había beneficiado antes con las políticas proteccionistas elaboradas por Núñez y Reyes. Los grupos industriales junto con cafeteros y comerciantes, de los que muchas veces eran indistinguibles, conformaron una alianza que, representada políticamente dentro de ambos partidos, iba desplazando lentamente, y sin una ruptura tajante, al grupo de terratenientes tradicionales y de comerciantes que antes había dominado al país.

La república conservadora, apoyada en la coacción electoral (como lo había sido el período radical anterior, no hay que olvidarlo), había podido negarse a un acuerdo institucional con los liberales, que estableciera cierto consenso dentro de la clase dirigente; con esto dejaba en herencia un agudo problema electoral y una tradición de gobierno de partido que desembocaba en la violencia. Y también había podido cerrar los ojos al sentido de las transformaciones sociales recientes que pretendía enfrentar, como los empresarios menos lúcidos, como los caciques rurales que tanto peso tenían en el partido conservador, con la acción simple de inspectores de policía; con ello daba al liberalismo la opción de integrar en sus filas a las masas urbanas mientras que la incorporación de los campesinos en el campo conservador dependía del mantenimiento de una estructura rural arcaica, llena de rasgos precapitalistas y señoriales, y que era preciso defender a toda costa. La conservación de un mínimo de paz entre los dos partidos quedaba condicionada a dejar intacta la situación rural. De este modo la burguesía colombiana, que habría podido juzgar conveniente la modernización del régimen rural, quedaba en los hechos comprometida con la conservación por mucho tiempo de uno de los elementos claves de atraso del país, para evitar una ruptura entre los sectores más avanzados de ellas, tentados a apoyarse en la clase obrera, y los más conservadores, atados a los caciques rurales. El acuerdo implícito que había logrado, y que a veces se intentó tímidamente romper, le permitiría a la burguesía del país gobernar sin la competencia de nuevos grupos sociales. Pero la tensión generada por el insoluble problema electoral y por el congelamiento del régimen social rural, apoyado en la ignorancia, el analfabetismo y la miseria de masas campesinas, a las que la clase dirigente no ofrecía nada y a los que el Estado ignoraba excepto en lo que tuviera que ver, con la cuestión electoral, esa tensión volvería, 20 años después de la caída del régimen conservador, a llevar a la más profunda crisis las instituciones de la república.

Lecturas adicionales

Para la historia económica del período el libro más informativo sigue siendo el de Luis Ospina Vásquez, Industria y Protección en Colombia, (Medellín, 1955); debe confrontarse con otras obras generales como las de Alvaro Tirado Mejía, Introducción a la Historia Económica de Colombia (Bogotá, 1970) y William Paul Mc Greevey,   An Economic History of Colombia (Cambridge, 1972), y con las interpretaciones de Mario Arrubla en Estudios sobre el subdesarrollo colombiano (Bogotá, 1969). Sobre la época de la regeneración el trabajo de Darío Bustamante, Efectos del papel moneda durante la regeneración, Cuadernos Colombianos Nº. 4 (Medellín, 1974) ofrece una buena visión de conjunto. Por su parte Miguel Urrutia en El sector externo y la distribución del ingreso en Colombia en el siglo XIX, Revista del Banco de la República (Bogotá, noviembre de 1972) discute las relaciones entre la caída de los salarios reales y la rentabilidad de los cultivos cafeteros. Para el período de Reyes prácticamente no existen estudios adecuados; la década del 20, por el contrario, ha sido estudiada con alguna atención en Oscar Rodríguez,   Los efectos de la gran depresión en la industrialización en Colombia (Bogotá, 1974), Hugo López,   La inflación en Colombia en la década de los veinte, Cuadernos Colombianos Nº 5 (Medellín, 1975), Jesús Antonio Bejarano, El fin de la economía exportadora y los orígenes del problema agrario, Cuadernos colombianos Nos. 6, 7 y 8 (Medellín, 1975) y Darío Mesa, El problema agrario en Colombia (Bogotá, 1970).

Sobre la historia política la literatura es escasa y floja. Entre Los libros más útiles están Julio Holguín Arboleda, Mucho en serio y algo en broma (Bogotá, 1959), Eduardo Rodríguez Piñeres, 10 años de historia liberal (1893-1902) (Bogotá, 1945), Luis Martínez Delgado, A propósito del doctor Carlos Martínez Silva (Bogotá, 1930). Sobre la historia de los conflictos sindicales, los más útiles son los trabajos de Miguel Urrutia, Historia del Sindicalismo Colombiano (Bogotá, 1967) e Ignacio Torres Giraldo, los inconformes, de cuyos cinco volúmenes los últimos, llenos de información basada en la participación personal del autor, son de notable interés.

Capítulo 3
Colombia: Siglo y Medio de Bipartidismo

Alvaro Tirado Mejía
Los partidos liberal y conservador en Colombia se nutren con el mito de su origen: derivan éste de los héroes como si la conciencia de mediocridad, de vacilación y de falta de perspectivas de los conductores presentes, tuviera que ser legitimada originariamente por Bolívar y Santander. El mito sirve así para justificar una práctica que se valida  a posteriori, en forma deductiva, con postulados, reales, o supuestos, emanados de los fundadores de la “nacionalidad”, de la patria y por lo tanto válidos porque proceden de éstos y se confunden con aquélla.

Con todo, es preciso separar, tanto en los partidos políticos como en los hombres, la práctica real de la representación que de ésta ellos se hacen. Una de esas representaciones es la de la unidad rectilínea, de un hilo teórico conductor que une los orígenes con el momento presente dentro de la base doctrinaria. En la práctica, en Colombia esto no ha sido así, pues con el mismo nombre y con la misma búsqueda de legitimación ideológica, el partido liberal y el partido conservador han modificado su doctrina de acuerdo con las circunstancias coyunturales, nacionales o internacionales, según las tácticas de gobierno u oposición, o al impulso fugaz del movimiento electoral. En el liberalismo, por ejemplo, poco tienen que ver las ideas programáticas presentadas por Ezequiel Rojas en 1848 con las agitadas, en el tercer decenio de este siglo, por Alejandro López, o diez años después por Jorge Eliécer Gaitán. De la misma manera, bien poca es la cercanía entre el pensamiento conservador de Mariano Ospina Rodríguez en 1849 y la prédica fascista del grupo de los Leopardos hacia 1936, o de los principios corporativos que Laureano Gómez quería implantar en el proyecto de Constitución Nacional, en el año de 1953.

Las influencias internacionales

La formulación doctrinaria y la práctica de los partidos en Colombia, siempre han estado marcadas por el contexto internacional. El hundimiento del imperio español fue continental, y cuando a mediados del siglo XIX se forman los partidos liberal y conservador en Colombia, ambos que en su esencia eran liberales, fueron marcados por los mismos hechos políticos y por los mismos vientos doctrinarios internacionales: la Revolución de 1848 en Francia y las de Italia, Alemania y Hungría; la caída de la monarquía en Francia y la Constitución de la República: la soberanía temporal del Papa y los problemas religiosos de Italia; la caída de Páez en Venezuela, la de Flórez en Ecuador y la de Rosas en Argentina, fueron hechos políticos determinantes en la conformación y debate entre conservadores y liberales, así como en lo doctrinario todos los ideólogos leían y le daban su propia interpretación a Lamartine o se disputaban por los textos de Benthan, Sismondi, Fourier, Saint-Simon o Proudhon. En la Argentina, Sarmiento oponía la “civilización” a la “barbarie”, lo europeo a lo americano, que se simbolizaban en el frac y en el poncho. En la Nueva Granada por la misma época, el nombre de los contendientes —burgueses comerciantes, y artesanos— se representaba también por el atuendo “cachacos” y “guaches”, los de traje europeo y los de ruana. La secularización del Estado, el conflicto religioso que marca sobre todo a los países católicos en el siglo XIX, fue vivido en América en forma similar: los comerciantes querían secularizar el Estado y abrir sus países al libre cambio y a la inmigración. Sarmiento decía en Argentina: “La cuestión de libertad de cultos es en América una cuestión política y de economía. Quien dice libertad de culto, dice inmigración europea y población”3. En Colombia los radicales también decretaron la libertad de cultos, la separación, entre la Iglesia y el Estado, al mismo tiempo que imponían la libertad de comercio, y en consecuencia de importación, con tanto celo, que hasta la cuarentena sanitaria en los barcos fue suprimida “por considerarla incompatible con los principios de la libertad”. La desamortización de bienes eclesiásticos realizada en Méjico por Lerdo de Tejada y Juárez fue precursora de menos de dos lustros de la verificada por Mosquera, y el largo reinado dictatorial de Porfirio Díaz sirvió como modelo a la efímera dictadura de Rafael Reyes.

Durante el siglo XX, en Colombia, la revolución mejicana, la soviética, el manifiesto de los estudiantes de Córdoba y el Aprismo peruano, nutrieron con su inspiración los primeros escarceos de intelectuales socialistas que bien pronto fueron asimilados por el partido liberal. Ya éste en el poder, a partir de 1930, realiza la reforma constitucional de 1936 al influjo de la Constitución Española de 1931, bajo la guía doctrinal de León Duguit y al amparo de los frentes populares, que en España y Francia, se formaron para luchar contra el fascismo y acá contra su caricatura. Maurras, el monarquista francés, sirvió de guía a grupos intelectuales conservadores que como su maestro decretaron la “acción intrépida” y el atentado personal; la lucha de Mussolini, Hitler, y Franco fue seguida con beneplácito y esperanza por un amplio sector de la dirigencia conservadora. Cuando el Peronismo sucumbía en Argentina, Rojas Pinilla trató de copiarlo en algunos de sus aspectos, y el invento típicamente colombiano, el Frente Nacional, como tanto otros inventos nativos, ya estaba funcionando en Austria en momentos en que el Castrismo proyectaba sus luces sobre todo el continente.

El bipartidismo

En el siglo XIX en Colombia, como en los otros países latinoamericanos se dio el bipartidismo liberal-conservador pero a diferencia de casi todos ellos, en Colombia esta situación se prolongó en el siglo XX y es un hecho actual innegable. Y no es que no se hubieran hecho variados intentos en el presente y el pasado siglo para modificar esta situación: los balbuceos socialistas en 1850, no fueron más que liberalismo romántico inmerso dentro del partido liberal; el partido católico que algunos esbozaron en el siglo XIX no trascendió el deseo piadoso de ciertos conservadores, y la Unión Republicana, que surgió en 1910, no pasó de ser un ave de corto vuelo cuya cabeza estuvo en el partido conservador y cuyas alas, al cabo de un lustro, se reincrustaron en el liberalismo y el conservatismo. Sectores artesanales, pero sobre todo intelectuales, crearon en 1919 un partido socialista que se diluyó en el liberalismo desde 1922, así como los grupos intelectuales del mismo nombre que surgieron en los años veinte, se incrustaron en las altas posiciones burocráticas liberales, tan pronto ese partido llegó al gobierno, en el año de 1930. En 1933 Jorge Eliécer Gaitán fundó la UNIR (Unión Nacional Independiente Revolucionaria), pero ante la posibilidad de una curul senatorial que le ofreció el partido liberal en 1934, el movimiento se liquidó. Los socialistas de los años 40 no tuvieron mejor suerte que sus homólogos de 20 años atrás y la Anapo (Alianza Nacional Popular), que en los años sesenta creó el General Rojas Pinilla, se empecina en seguir a su fundador hacia la tumba. Queda sí el Partido Comunista Colombiano fundado en el año de 1930. Este partido durante la República liberal no deslindó suficientemente sus banderas de las del liberalismo y tras una tenaz resistencia en los años de la violencia, no obstante cierta audiencia en sectores proletarios y campesinos, no ha calado lo suficiente en las masas como para que en la Colombia actual se pueda dejar de registrar el hecho de un bipartidismo liberal-conservador.

Los partidos liberal y conservador son pluriclasistas por su composición pero en ellas la representación de diferentes clases, o fracciones de clase, implica la imposibilidad de los intereses de la clase dominante. Esta característica les ha permitido supervivir y explica en parte el bipartidismo colombiano. Desde el momento de su fundación, ambos partidos han mantenido una constante, cual es la de tener un sector de centro que permite las alianzas; un sector radical o de izquierda en el liberalismo que se mueve para recuperar a los más avanzados, bien sea a los que promovían reformas laicas o civiles en el siglo XIX, o a quienes en el siglo XX han mostrado inclinaciones socialistas o actitudes populares. Por su parte, el partido conservador escogió durante el siglo XIX a civilistas republicanos, a católicos ultramontanos incluso con veleidad monarquista, y en el siglo XX, incluyó, desde las expresiones burguesas de la doctrina social católica hasta las actitudes de los Maurrascistas condenados por el Vaticano; desde los partidarios de las doctrinas y prácticas de Franco y Mussolini hasta los más empecinados amigos de la colaboración con Norteamérica durante la segunda guerra mundial y la guerra fría. El bipartidismo liberal-conservador durante el siglo XIX estaba enmarcado, tanto en Colombia como en los otros países de América Latina, por la misma problemática: grupos de comerciantes, masas de indígenas y de esclavos sin libertad jurídica y sin representación política, artesanos, propietarios medios e intelectuales para los cuales el liberalismo fue o pretendió ser la representación política a través de la implantación de las doctrinas de libre comercio, abolición de la esclavitud, circulación de la propiedad territorial, secularización del Estado, etc. A su vez, el conservatismo que se presentó como el partido del orden, de la defensa de la “civilización” contra la barbarie representada en los cambios, se alineó dentro de un gran debate en el mundo occidental, al lado de la Iglesia Católica detentadora de gran parte del poder político y de la tierra portaestandarte del statu quo.
Lo que sí es más específicamente colombiano, sobre todo, dado su relativo desarrollo industrial durante el siglo XX, es la no presencia de grupos socialistas de magnitud que expresen los intereses de los sectores proletarios, tal como sucedió en otros países, por ejemplo, en los del Cono Sur. Es indudable que para ello incidió la carencia de grupos inmigrantes y socialistas, pero en Colombia, en donde la inmigración no fue de importancia en el siglo XIX, este efecto no se dio.

En Colombia, una circunstancia en su desarrollo político a finales del siglo XIX, tiene un significado especial para la persistencia del bipartidismo y para que en el presente siglo el partido liberal haya logrado recuperar gran parte de las expresiones de descontento popular. Una de las razones puede ser la siguiente: en 1885-1886 una coalición conservadora-liberal, comandada por Rafael Núñez bajo el nombre de Partido Nacional y que bien pronto se convirtió en simplemente conservadora, implantó como más adelante se verá, un régimen autoritario, teocrático y centralista cuyos pilares institucionales fueron la Constitución de 1886 y el Concordato de 1887. Con estas bases el partido conservador gobernó hasta el año de 1930. Esto da a la historia colombiana una dirección contraria a la de otros países del continente, en donde los partidos liberales se tomaron el poder y lo conservan, en muchos casos, a través de dictadores sanguinarios que laicizaron el Estado y cumplieron una función favorable para la penetración del capital y los intereses imperialistas. Tal vez para muchos liberales que sufrieron destierro, confiscaciones y cárceles, la hegemonía conservadora no fue benéfica; pero para la supervivencia política del partido liberal el ostracismo del poder sí fue feliz. El proceso de industrialización en Colombia sólo comenzó en el siglo XX, y fueron los años veinte, los postreros de la hegemonía conservadora, los que presenciaron un rápido desarrollo al impulso del capital extranjero y de la acumulación de la burguesía nacional, debida ésta, fundamentalmente, a las exportaciones de café. En estas circunstancias, desde la oposición, el partido liberal pudo avanzar en sus programas incluyendo algunas reivindicaciones laborales o nacionalistas, incluso a veces con una terminología socializante, con mayor libertad en la medida en que sólo se trataba de programas. Los sectores artesanal y las inexpertas masas proletarias, fueron entonces captados por un partido liberal que programáticamente daba salida a algunas de sus reivindicaciones laborales inmediatas y que no tenía que ejercer, desde el gobierno, la sucia tarea de represión. Luego, ya en el poder a partir de 1930, el gobierno liberal juega victoriosamente a la carta de la institucionalización de salida jurídica a una serie de conflictos agrarios, y dentro de la república burguesa, da cabida al movimiento sindical como la expresión de los intereses proletarios, apoyándose en él para ejecutar la reforma de modernizar y laicizar algunos aspectos del Estado. Las reformas laicas propuestas por el liberalismo durante la hegemonía conservadora y realizadas desde el siglo XIX en casi todos los países del continente, constituyeron una reserva táctica para el liberalismo colombiano que las presentó como revolucionarias en el siglo XX y sobre todo, para obligar a los sectores populares, durante la República liberal (1930-1946) a una alianza contra el enemigo común —el conservatismo— al unir institucionalización agraria y laboral con secularización.

El origen de los partidos

En Colombia el partido liberal y el partido conservador se conformaron a mediados del siglo XIX. Ezequiel Rojas publicó en 1848 lo que serían las bases programáticas del partido liberal y Mariano Ospina Rodríguez y José Eusebio Caro redactaron en 1849 el programa conservador. Es indudable que los partidos venían ya en proceso de formación pero sus orígenes no se remontaron necesariamente a Bolívar y Santander. El caso más claro para refutar la idea de que el conservatismo procede de Bolívar y el liberalismo de Santander, sería el del propio Mariano Ospina Rodríguez, ideólogo y jefe del partido conservador, quien no obstante había participado en un atentado contra la vida de Bolívar en 1828. El mismo Ospina explica esta situación en un artículo que sobre la génesis de los partidos escribió en 1849, en su periódico “La Civilización de Bogotá”: Para juzgar lo que son los partidos actuales es indispensable echar una ojeada sobre lo que han sido los partidos en la Nueva Granada... lo que entonces (1810) dividía algún tanto los ánimos de una manera ostensible, era la rivalidad entre europeos y criollos; pero está ojeriza recíproca no constituía dos partidos políticos... El partido de la Independencia tuvo la desgracia de dividirse cuando más necesitaba la unión. La forma de gobierno que debía darse al país fue la causa de la discordia. Quisieron unos la federación, otros el centralismo... (Cuando Bolívar) expuso sus opiniones en un proyecto de constitución para Bolivia, y las recomendó a América, este malhadado proyecto fue la manzana de la discordia; a su vista los granadinos, como el resto de los colombianos quedaron divididos en dos grandes bandos... Ese día los amigos de la independencia se denominaron: Bolivianos y liberales... ¿Los partidos liberal y boliviano eran la continuación de los federalistas y centralistas de la primera época? Evidentemente no... ¿Serían la continuación de los godos y patriotas, o de enemigos y amigos de la independencia? Uno y otro bando pretendía, con notoria injusticia que su contrario era un partido de godos. (A partir de 1832) el partido liberal, que gobernaba sin oposición, se dividió en dos grandes bandos que pudieron haberse denominado: tolerantes y exclusivistas: y que nosotros nos tomamos hoy la libertad de llamar: liberales conservadores y liberales rojos: porque estas denominaciones análogas a las que los mismos partidos llevan en Europa no deben tener nada de odiosas, y harán conocer la índole de los dos bandos... ¿Qué analogías hay entre los realistas y los conservadores? Como partidos políticos, ninguna... Entre bolivianos y conservadores ¿qué relación existe? Como partidos políticos, ninguna... Hoy no puede haber discusión sobre si la Nueva Granada debe estar unida o separada de España: si el gobierno debe ser monárquico o republicano: como no puede haberla sobre si se separan o no los Estados que formaron a Colombia, si viene o no a este país el cólera asiático. Estas son cuestiones decididas y estas decisiones son hechos consumados en que no es posible volver atrás. Tampoco hay cuestión sobre si el Jefe de la República debe ser vitalicio, o periódico; la cuestión es más bien de si debe haber tal Jefe. Los principios que hoy dividen a los Granadinos, las cuestiones que ocupan los ánimos son muy diversos de todo eso; son cuestiones sociales, no son cuestiones políticas; si la política está profundamente afectada por ellas, es porque se quiere el gobierno como instrumento de propagación. De la misma manera los conceptos del ideólogo y jefe liberal Manuel Murillo Toro sobre Santander, no permiten establecer esa procedencia mecánica que algunos pretenden entre el prócer y la creación del partido liberal.

Someramente puede caracterizarse así la situación de Colombia (Nueva Granada) a mediados del siglo XIX: las estructuras sociales del tiempo de la colonia se mantenían en gran parte, se conservaba la esclavitud; inmensas porciones de tierra estaban inmovilizadas en manos de la Iglesia, las tierras comunales aún pertenecían a los indígenas; algunas ramas de la producción, como el tabaco, eran reguladas por el sistema de estanco; el régimen tributario tenía las mismas bases que en el período colonial y gran parte del cuerpo de legislación estaba constituido aún por las leyes del período colonial.

Las altas esferas del Estado eran controladas por un núcleo reducido, incluso familiar, vinculado con los terratenientes esclavistas del sur del país. Los comerciantes tenían poder social, se habían beneficiado con la liberación del comercio subsecuente a la independencia y aspiraban, en aras de sus intereses, a quebrar las trabas coloniales que aún subsistían. Los militares supérstites de la guerra de independencia, cuando pertenecían a los sectores terratenientes y comerciantes, hacían de la milicia algo complementario para su acción política. Cuando su extracción de clases era popular y sus ascensos se debían a servicios prestados dentro del escalafón, tenían en el ejército la única fuente de ocupación. Los artesanos eran un sector importante y organizado en ciertas ciudades del país, y su producción no había sido barrida aún por la competencia extranjera. El “pueblo”, es decir, la inmensa mayoría de la población, estaba constituido por indígenas, esclavos y mestizos carentes de representación política aún a nivel electoral, pues las constituciones restringían el derecho al voto y sólo lo otorgaban a personas alfabetas y que tuvieran bienes de fortuna. Como un trasunto de la permanencia colonial, la Iglesia Católica gozaba de gran poder basado en sus bienes materiales, en el prestigio que poseía como institución y en la inmensa audiencia de que gozaba entre las masas.

El liberalismo inicia una serie de reformas con el gobierno del José Hilario López (1849-1853). Algunas de éstas eran más o menos compartidas por los conservadores, pero contaron con su oposición por razones políticas. Gerardo Molina enumera así las reformas propuestas:

“Abolición de la esclavitud;

libertad absoluta de imprenta y de palabra;

libertad religiosa;

libertad de enseñanza;

libertad de industria y comercio, inclusive el de armamentos 
y municiones; desafuero eclesiástico; 

sufragio universal directo y secreto; 

supresión de la pena de muerte, y dulcificación de los 
castigos; 

abolición de la prisión por deuda;

juicio por jurados;

disminución de las funciones del ejecutivo; 

fortalecimiento de las provincias; 

abolición de los monopolios, de los diezmos y de los censos; 

libre cambio;

impuesto único y directo;

abolición del ejército; 

expulsión de los jesuitas”4.

A ellas habría que agregar las medidas llevadas a cabo sobre la propiedad territorial: supresión de resguardos y ejidos, y abolición de los bienes de manos muertas efectuada durante el segundo gobierno de Tomás Cipriano de Mosquera, en el año de 1861. Las medidas en su conjunto estaban destinadas a debilitar el estado existente, “el Estado colonial”, para sustituirlo por otro más acorde con las nuevas realidades del capitalismo mundial de libre competencia y con los intereses de los sectores comerciantes que pugnaban por el control del poder. La rebaja de los aranceles ligaba los intereses de los comerciantes con los del comercio mundial y al igual que la abolición del estanco y de los diezmos, contribuía a suprimir las fuentes tradicionales de financiación del Estado. Una reforma fiscal en tal sentido, haría que en adelante el Estado dependiera de los impuestos directos y de las nuevas rentas que produjera el comercio acrecido por la suspensión de monopolios.  El Estado se “debilitaba” dentro del nuevo contexto que le atribuía nuevas funciones; se disminuía el poder del ejecutivo; se fortalecían el parlamento y las provincias hasta dar paso al federalismo; se acudía al sufragio universal (Constitución de 1853); se abolía el ejército tradicional compuesto por oficiales de carrera; se suprimía el patronato eclesiástico que prácticamente convertía a los clérigos en funcionarios estatales y se reglaba la relación con la Iglesia por una separación entre ella y el Estado, a la par que se la despojaba del monopolio de la educación.

Las reformas económicas tenían un sentido: ampliar el mercado, volver mercancía la tierra y la fuerza de trabajo; de allí la supresión de trabas, la liquidación de resguardos y ejidos, la expropiación de bienes eclesiásticos para convertir la tierra en libremente negociable. De allí también la abolición de la esclavitud, la liberación a los indígenas de sus tierras y la conversión de toda esta masa en un mercado libre de fuerza de trabajo. Para tal situación lo más adecuado era una ideología igualitaria y utilitarista que convirtiera a los ciudadanos en iguales ante el derecho, aptos para votar, en sujetos libres e iguales como contratantes, bien para la venta de sus tierras y de su fuerza de trabajo o para ejercer la libertad de comprar según las apetencias impuestas por la necesidad. El estado colonial no era ya el adecuado. Era preciso sustituir la legislación casuística que reglamentaba con minucia por leyes de contenido general, encarnación de la voluntad popular, síntesis de los intereses convergentes de todos. El sufragio universal debía ser la forma de expresión del interés general de ciudadanos iguales y libres ante la ley. El autoritarismo personificado en el ejecutivo, el poder central y en el ejército, debía ser ante expresiones más igualitarias: el parlamento, el poder regional y el ejército de ciudadanas. La disminución del poder central —del ejecutivo— corre parejo con la atribución de funciones al parlamento y con el federalismo. Un ejecutivo fuerte en ausencia de una clase hegemónica en el país, podía derivar en el poder de un caudillo que se implantara por encima del “interés general” de las oligarquías regionales. Colombia no ha vivido la situación de otros países latinoamericanos con dictadores que se perpetúen en el poder. Aparte de nueve grandes guerras civiles y de decenas de revoluciones locales, el discurrir republicano de Colombia durante el siglo XIX fue tranquilo e institucional. Los movimientos coetáneos de federalismo y de disminución del poder central —del ejecutivo— fueron medidas sabias de la oligarquía colombiana. Estas le permitieron, sin someterse a la férula de un grupo representado en el caudillo militar y sin entrar en una confrontación de tipo general, repartirse el patrimonio nacional por vía regional. Las constituciones liberales de 1853 y 1863, la primera de las cuales permitió y la segunda consagró el federalismo, redujeron al mínimo el poder del ejecutivo y establecieron formas de representación por elecciones permanentes y la supremacía del parlamento. Ambas fueron dictadas ante el temor producido por dos caudillos militares: Obando y Mosquera. La abolición del ejército regular y su sustitución por milicias dirigidas por ciudadanos pudientes —al amparo de las leyes sobre libertad de comercio de armas— permitió la evicción de sus cargos a los oficiales populares en el momento de la confrontación y el desarrollo de la acción de las oligarquías locales, que contaron con sus propias milicias, ante la ausencia de un poder militar de o nacional. 

Para vincular los intereses de clases con el surgimiento de los partidos políticos —liberal y conservador— se ha tenido como cierta una explicación: el liberalismo propugnaba el cambio y encarnaba los intereses de comerciantes, artesanos, esclavos y pueblo en general. Por el contrario, el conservatismo se aferraba al statu quo como expresión de los intereses de los terratenientes esclavistas y en consecuencia del mayor terrateniente del país —la Iglesia Católica—. Este esquema es parcialmente cierto, pero es preciso hacer algunas observaciones sobre contradicciones inexistentes, sobre situaciones regionales y sobre el momento preciso al que se podría aplicar.

Con las reformas propuestas, los gobiernos liberales lograron que vastos sectores populares apoyaran su proyecto, aunque a la larga, muchas de las medidas tomadas se volvieran contra ellos. En lo inmediato, algunas de las reformas adelantadas podían corresponder a intereses económicos específicos. Así: la abolición de los resguardos estaba dentro del interés de los comerciantes, en la medida en que agrandaba el mercado de la fuerza de trabajo y de la tierra.  Lo primero, porque al desposeer de sus tierras a los indígenas, obligaban a un sector de éstos a vender su fuerza de trabajo, a proletizarse a entrar a la economía monetaria y a constituirse en demanda ampliada de mercancías, aunque lo que sucedió con más frecuencia fue la conversión de los indígenas en arrendatarios, colonos o aparceros.  Lo segundo, porque la tierra se volvió libremente negociable y económicamente más apta para cumplir funciones de producción con destino al mercado interno y a la exportación. Esto último podía decirse también de la liquidación de ejidos y de la desamortización de bienes eclesiásticos. La abolición de la esclavitud convenía a comerciantes y artesanos por las mismas razones de ampliación del mercado y convenía obviamente a los mismos esclavos. Las medidas de libre cambio y de abolición de los estancos estaban dentro del interés de los comerciantes, pero no así el libre cambio respecto a los artesanos. La abolición de los diezmos eclesiásticos disminuía cargas a los agricultores y aligeraba el comercio.

Algunas de las medidas enunciadas eran contrarias a los intereses de los terratenientes, pero otras les eran indiferentes e incluso benéficas. Es claro que para los esclavistas la abolición de esta institución les perjudicaba. Por esta razón, en las regiones donde la esclavitud era muy fuerte, hubo una estrecha ligazón entre el partido conservador y los terratenientes esclavistas que defendían, además de sus intereses materiales, el statu quo representado en una concepción jerarquizada de la sociedad que los colocaba en la cúspide y asignaba las más bajas esferas para los otros sectores raciales. A nombre de la religión y del partido conservador, el sector esclavista se lanzó a la guerra en 1851 contra el gobierno liberal que proponía la abolición de la esclavitud. La supresión de resguardos y ejidos no pugnaba con los intereses de los terratenientes e incluso les favoreció, puesto que con los comerciantes, fueron los beneficiados por la adquisición de las tierras comunales. La abolición de los diezmos eclesiásticos, aunque a algunos les creara problemas de conciencia dada su afiliación religiosa, económicamente les favorecía. Lo propio puede decirse de la desamortización de bienes eclesiásticos, pues aunque fueron liberales los que más se los hicieron adjudicar, muchos conservadores hicieron caso omiso de escrúpulos doctrinarios o partidistas con tal de ensanchar su patrimonio. En cuanto a la abolición de las tarifas proteccionistas y la implantación del libre cambio, la contradicción económica se presentó entre comerciantes y artesanos y no entre los primeros y los terratenientes. La medida en nada perjudicaba a estos últimos; antes por el contrario, ella abría posibilidades a la exportación de productos agrícolas y a la rebaja de los aranceles de importación para los bienes de lujo, que en gran parte eran consumidos por los terratenientes. No deja de ser interesante recordar que el dirigente conservador Julio Arboleda —sanguinario terrateniente esclavista del sur del país— en el discurso que pronunció para dar posesión al presidente Manuel María Mallarino (1855-1857), tras la derrota y masacre afligida a los artesanos por liberales y conservadores, recomendaba el libre cambio con la misma vehemencia que cualquier furibundo liberal. El asunto del libre cambio no sirve de línea ideológica demarcatoria entre el liberalismo y el conservatismo colombiano, pues ambos lo aceptaron o rechazaron según las circunstancias del momento. En cuanto a ciertas medidas de carácter político como federalismo o centralismo, a mediados del siglo XIX, no hubo entre ellos discrepancias fundamentales. Ambos partidos acataron el federalismo (Constitución conservadora de 1858, Constitución liberal de 1863) porque, en ausencia de una clase dominante homogénea y de ámbito nacional, el federalismo era la mejor manera de resolver los problemas de apropiación según las características regionales, sin entrar en una confrontación de tipo nacional.

La aplicación de la oposición: liberalismo progresista, expresión de los intereses de la burguesía comerciante o industrial, y conservatismo retardatario, expresión de los latifundistas, es en gran parte una transposición mecánica de la situación europea de los siglos XVIII y XIX. La persistencia, en la aplicación para el análisis de este esquema, ha tenido consecuencias políticas que es preciso destacar. Ni por las relaciones de dominación, ni por su poderío económico y social, puede asimilarse a los latifundistas granadinos con los aristócratas europeos del siglo XVIII o XIX. El contexto social era diferente y en muchos casos, en la Nueva Granada, los intereses económicos de la clase dominante eran múltiples: terratenientes, comerciantes, burócratas. Tal vez el sector que más podría asimilarse a la aristocracia, guardando eso sí las debidas diferencias y proporciones, fue el de los “aristócratas” esclavistas del sur del país que, como ya se dijo, en términos generales militaron en el conservatismo. Respecto a la “burguesía comerciante liberal”, es de tener en cuenta que con la apropiación que hizo de los resguardos, ejidos y bienes de la Iglesia, a partir de mediados del siglo XIX, toda oposición antagónica entre comerciantes y terratenientes, perdió razón de ser. Gran parte de los latifundios cafeteros del país fueron montados por comerciantes liberales y lo que Colombia presenció en la segunda mitad del siglo XIX, fue la conformación de una clase dominante a la vez terrateniente, comerciante, burocrática y especuladora empotrada en dos partidos, el liberal y el conservador.

El esquema explicativo de liberalismo como sinónimo de burguesía progresista, aparte de que olvida la composición pluriclasista de esta agrupación, ha permitido a este partido jugar el papel de catalizador de los movimientos populares. El partido liberal se ha aprovechado de esta representación ideológica y en el siglo XX, a veces la ha sabido utilizar, con una jerga socializante, que no es más que intervencionismo de Estado, para proclamar que en Colombia están de más los partidos de izquierda, pues el liberal puede cubrir sus inquietudes. En lo que toca a la izquierda, ciertas ideas que hicieron curso internacional en el movimiento obrero llevando a los partidos proletarios a buscar un aliado democrático y progresista, facilitaron la tarea captadora del liberalismo. La República Liberal (1930-1946) domesticó al movimiento obrero, que en los años veinte insurgió beligerantemente. El frente popular durante el primer gobierno de Alfonso López (1934-1938), influyó para que en el decenio siguiente el naciente partido comunista quedara prácticamente integrado en el liberalismo. En la actualidad, el fracaso de ciertos grupos no es ajeno a esa búsqueda del amado ideal, la burguesía progresista, que no aparece y que con su actitud esquiva sólo aumenta el deseo de políticos platónicos.

Sin negar las oposiciones inmediatas por razones eco-nómicas, que en el caso colombiano es necesario precisar, en la formación de los partidos liberal y conservador obraron además otros elementos: ideológicos, históricos, de clase. A mediados del siglo, el aparato de Estado en Colombia estaba constituido por un núcleo reducido de miembros de unas pocas familias: Mosqueras, Herranes, Caicedos, Arboledas, acaparaban las más altas dignidades políticos, eclesiásticas y militares. En 1849, una generación de hijos de comerciantes burócratas y abogados que terminaban sus estudios universitarios y que sabía que con el control estatal ejercido por ese grupo sus carreras políticas no avanzarían sino hasta los escalones intermedios, adoptó las ideas que la burguesía europea proponía en el momento. Estas, por lo demás, no pugnaban con sus intereses materiales y les servían de ariete para golpear la cerrada estructura estatal. La prolongación de la sociedad colonial con sus jerarquías raciales, había dado lugar a fuertes conflictos como la guerra de 1841 en la que indígenas y esclavos habían participado contra sus amos. Las prédicas de igualdad servían entonces a los jóvenes tribunos para lograr el apoyo de los sectores populares en la lucha contra los “aristócratas” que controlaban el Estado, así en la concepción de los ideólogos la igualdad no fuera sino para los iguales, es decir, para ellos que aspiraban a ser iguales en el mando a quienes en este momento lo detentaban. La ideología que hizo explícita el partido liberal, basada en gran parte en los textos de Bentham que ya eran difundidos de tiempo atrás, encuadró entonces con los intereses de los comerciantes criollos: desarrollo del comercio igual progreso, libre cambio, división internacional del trabajo. Un país de hombres libres gobernado por ellos, de ciudadanos iguales para contratar, comprar y vender, era lo más adecuado a esa aspiración. A la sociedad jerarquizada controlada por las grandes familias, el liberalismo opuso la de ciudadanos ante la ley sin jerarquías ni trabas, y regida por el grupo que irrumpía sin más autoridad que las leyes del mercado.

Contra este proyecto de cambio el conservatismo propuso el statu quo, la conservación de lo existente con leves modificaciones que se darían progresivamente sin conmover las estructuras sociales y dentro de un terreno de conservación de las jerarquías y del orden. No obstante, a la postre los sectores dominantes del conservatismo se aprovecharon de los cambios obtenidos. La Iglesia Católica, poder dominante y tradicionalista se opuso a los cambios, sobre todo, a los que le vulneraban prerrogativas económicas y de poder. Su unción al partido conservador creó el motivo de verdadera división entre los partidos, con lo que vino a llamarse el “problema religioso”, como adelante se verá. En su periódico La Civilización de Bogotá, Mariano Ospina Rodríguez escribía en 1849: “Los conservadores forman un partido sosegado y reflexivo, que estima en más los resultados de la experiencia que las conclusiones especulativas de la teoría; es esencialmente práctico, y por consiguiente poco o nada dispuesto a los arranques de entusiasmo, si no es contra los excesos del crimen y la maldad”.

Gólgotas y draconianos: El golpe de Melo

El liberalismo logró captar y dirigir vastos sectores populares. Su prédica igualitaria le granjeó el apoyo de esclavos, mestizos y artesanos; pero la igualdad representada en el libre cambio bien pronto planteó una contradicción entre comerciantes y artesanos, entre “cachacos” y “guaches”, entre quienes vestían el traje europeo y los que utilizaban el atuendo nacional. Para los comerciantes, el libre cambio implicaba la ampliación del mercado; por el contrario, para los artesanos la permanencia de las tarifas proteccionistas era vital. Dentro del agitado ambiente político de mediados de siglo, los “cachacos” liberales fundaron clubes políticos llamados “Sociedades Republicanas” en donde se exponían las ideas recién llegadas de Europa, producto de la coyuntura revolucionaria de 1848. Allí se hablaba de Proudhon, Saint-Simon, Fourier y se seguía el pensamiento expuesto por Lamartine, Víctor Hugo y Eugenio Sué. La perorata se hacía a nombre de un socialismo vacuo y mal digerido, y al grupo político que representaban como liberales radicales se le motejó con el nombre de “Gólgota”, porque gran parte de su inspiración se basaba en un cristianismo igualitario de origen primitivo y porque alguien en una de sus intervenciones pÜ
5


µ@PJÒæ�ƒJU—�Æ9
ÙinHáèË“aLA
Íã
ÚÛû}¼ßFØ|ž‰<ŽÏ​�†

kú

Ÿ#c
¿‑Æ5½aSqt~ÁGëô$(ÊÜˆ”³Yù�9EK­mõ‘ü�§ŽëÐÔÁðx˜QÏ§¹A‘ÕÃ¾
5iö
œU¼®‑)º�lãb(€$Ó¬æ‘'h^Óq
B


\2
gD
ÆÝ<Yhu
™�O
[��kæ¤K‚eÃõPÓ4ê

—<¡$É1Êá6
”PÎ9Sn¢âØ¹\G¡¿Q},Üê4ó,:;³Š
±u•q-Û©¼Ä•
´
†éY
0»žaKõÒÑ-Î\.
}÷¾TkTÈ‹•$WCeõ÷N
3U*
ftázY™š�#Ë8“n

äôô©ªoev¿€
·«¤Þ33&Ì

,
š¤#C0q_ÏïûÆê:ì9åö/ÖÌú�s}_Táå
q–š>23.Méé®9å3S
nžå} DfÊ½r“RQw›>

ù…ÛdfÄ1“
‚™%@fMÆÈ¨Ž
®ÏkÅÎ(a+ª8?‰4Ìã|>Ž�ê~Ì³lÉŒ×Õ#
:\M*ƒ43e¾íûn
Ò†­ÂÜŠ
z›Š‰



&
lë™u\pÍK“j×ÖºW
÷_¼öòæÿ¦ïä—_w52Ù ê®8Ž ‡\F¿Ú¯¼
ˆë&D\
%
#_NÞ‰ŒÃòˆc1v$Š
ä%o
ÚY.ÌÐÅ—Í0
ÒŽÍ†
iÛÈ
±Cîß~ÿþÿÞßìñx
GÀŒf‚9© m6

(òX
k)‘g>¡ÈD
îãû¸m1ã »
­É˜€
é·÷÷gûÃqfÌ¬^ŸŒ9ß£'”-ö​IfÆÍÜÝˆcV?‰
ånöþþÍç¤
�‚Ñ¹XöŠ á%\–¦‰ã
…¨40 
¥Ž›arƒ
–˜a÷gOq–~ºRÏ
¦g�L‘OÅqh³ß¾¿ùý�‘Ï​O¹ŽãñóÏÓ†�‡
×
?†
Q
„^æÊ
©êÿ¨]]g”=›Â÷Íræ
)æ
A ëç

ï>’À¿�±‑ZÊq‚ÞÏSCÇi0(Îp%L`.x¹ÏÙ¬
µâç
pŒò†Å§ÝŒ r:P(zµ
¢B/ãQm
™qœiææ
b&f$

]a¥
K–üÓš­°²˜BfU§‑¤¹—
®‚�Hx‘NìŠH%7UÝgYãªƒ—¼.

¤©
Â ÓÄfßè‹
'Jäéå¤¹ê]Ý�
EÂZ¤S„—@G3¤_ë_µî•,€ÑúEåÛu}êžš
«
ðå¤s
>

 
IDAT}Ø}I$«èš9˜
¬M
¤ø
-´h¡�¥)M…€œsÎÈ”’¬ú[fS?_Çjq
íšûb
‡ð/ç
„!’Z}»$`
3è6ú0°“Àt‹9Ý‘3@÷’�®J´R
íM<DÐ†¹;2§³š
ÕKúœåŠÝkßŒ
¥iø
cøõy·ÌXT–²ŽNÄqÄóãñ|>ŽQb¦<¬�[«�
7…Dã
™Ó
77y$5cÎs

šÁhÙ{YQJ
oH0»îU�Ñ0¼uâ“L3“;Œî×Ô€Z÷î1��³×ïþ
$ñ—_ëØ%6TÌì3ŽcÂ
øÀJT%ï°ŠÊ�ª
˜

×

•k+NæV]yØêæ P?ˆ2
v”Ä
&+;¿I
]³bi�ÝR§í
÷¿ýço¿Y~þóŸŸó9«8R{HÂ6c"ï
PÑ•FtÛq]|
Í÷·íÙ­Ð]o=q>Oú�·ïßÞb
éf rN˜ª\
1³»ÈÐŸÏ�„2üþ¶YêOMÀœ2ÊÆ
î
ÂB 0ä%l}J™iÂ–én$5ó8U:÷†NÆ·ªÑÎ´ƒ
7 sÎóŒŒb¤3}K£

�îG
R^©‡ßß¾}{÷1"æÇÏ¼íšçœ!
Ã¶·[‑?çÏ�DŽlvàârå*ÿ^§¢s


ÜÆîé±+Ï3ç_C
¼æ üß_lÈA UÝI )33É®
Ø*ÚUzÑO¾
T´ºüf=É–w
DÌ[Q°
@ÉšwàîvdÀ
mÎË›+Îà9
šQÓ)HALÖ��K¬±~ @!¼êä
B”ŒÀ*Šï¨¤¹2&f¶
Kë
ôÌ¾ž>DÀ²fƒÕc»$^ß5_j~•
½b|¬’]‹�–&&
f[
oÃ"z*^”¯®Þg^÷_‰Ö;î·&º^U–'Öxb^Vf™f¾~ƒFÆÂ

)

k
µ

§
Õ
P™cY†vä¨ÔêuRª´£–
ù​^Ýõ—%c[‡£{GDzy
¯¾K-¡
úˆ%êÙ'
¹¢ênx,î,Af3{åâY=Úqd
‑Ã
© �
8kâÚë^@¿Ü³°Ís~þ<žŸÏ9�i
�‰ic3H[ó
÷
m

"$óm
Ãu‹ˆã4û^$4²úKÑ<
v�ù—ûÖÿEÐP<Ÿ¤K
ÎRl€ý�Èôë/®Hãÿÿ¥¯ä‹˜3Å�în©ÙY~

F¯Q
\Lù«G·Ç”•9
zF†¤{“i§\™ÈVoô%§d­rú
§
"j„¬†�
é®2
ö¡óÇ?�<3&Xi‚
sóm“¦•Úy
\R
BáU…G¹Y
�6bl– ï¦3žÏy·}�{¿�1F
wD¼¤
¥Ì

¦¶

�@0xÿí®ã4
47‘²}/±©
•§
>àÌ‰é9C
ä
Ã}¤²fÐ
oÐÝJRÍ]
‘‰ŸæÛpI™1çÌ¹¬kBNÈ
ÚØ}R
i¸I
¿ý¶ï
-ç1​Ó÷}ÎŸ�ðýímãÛ}ûüùÇgŽkNøWhžN}ÁDVº½¢cA€9†"'^çê
Ã
¢xõ‘ü
/6ÚS½
‰ÇÌaN
Yƒ-×³
P
eäJ�
h
ÈUŸñlû‡-BDÄ�

²k
aîÃ�îC`äV=­F3KehFBsòZ\È’Y’(ÆÊÁ+3U�b

&ØC0M¨Û¸€õ^
–žw
nÊk~z'¹
A
;–&Žª
Áj€o+
¿¶ÇÚ�|‰
µÐe‰

]í

Pá‰Aµ
/+°4~£¼Në©À¢cØ…Ä¢hâX%6¨Û©×¹h>>è{Â­<üEN-ïcbtV Žž
ÐFró1œBR—øGÙƒ>'æ­€^s_Š
ö¯FOÊ”9ÇÌ*:
pˆ)Ðmø­£‰³½ÞNÉ6Ã XSpW§D¹­uHÕ†ºr
0{¥–¢Ê¤¹ÁèF
-Í¸T¡
ÉÑŸ·;á/ózÐlþøû�8‑
pÎŽ2ö
,!v*5zëo
22​>ç6¬\Y
æc
]Üú’›Øš›SŸ¨\z—*
øªøÁh0§àÅÚ»ÎÙªŽþå~×yû
Hâ_r
WÕ¯*£´ê
MiÀÆÆ¹F:iªe

Y£œ
éã
ßÈnrM£IdFÌ„q$


PæÊÖ

»Õä
§
)ŒšJjÜ
CÆÁJC�º%><þ‘ÇÇ�G–‡GM‡"·m{¿Ÿg’�c¦›¯:\‘
Ý�c3
›+g>§¿=ooÐ
îÊy
˜Ã÷}ó«ÄsÎÂ9³;HŽ¾:},º{p
Æ
Ö"ø¬Ì
c¿í÷ÝE·aTžiƒfši†Èžf[
Ät “‑ÐÆ¶9pšï{ÖpûÃÆ
Cy
Ê˜=AAHVdë i>6bf"†Ásÿö{)
Ï9±o»)~<t»ÿö¾ÇÍÏŸÿøÇÇ>LÒì
ná¹Mš¼Ú˜¶¶VÑï
§q£p(ãâ_~9mk
Êê#ù¿D1$€´
HT
ËÆ¤’
<•mxêµwãò­³–‘
‰¶

®à
+Â§QšfN)Õk
ÃH

�ŒÈU�t​
FÍ
!cnýÑ:-°§™§;c…à-_‘/Ý°zc7PîÙ–í
«s

�’NÈ˜Unº
%•3©
ž´Ü:Höˆ™ô¢j}1žÕWñµ‑^ŒJÔ​ê¬A
¹ê&at
á5
ðzŽ*±Ò
c7š
w’• 
PÜ>ºú
lÉ³�öbŠ"AzØ(
«³÷4I
¢
·J@
\
-Ì
÷
iÃ+
­N>¼Êªõýja
í4p5©üõ\eD‚‚×3‚ª±¡Ï¤Ã‡U¦¸€.à6Ol”

ËÄYlåš7îîOu‰
0)B9�„ŸUzÏB
#b˜‘fn�e)å(•7s·æRay¬Â¢
ŠŸ1çùñç'Ž#Ý
C§µ®
ÈI
@Ì>
5
(D0Ï43Â-SŸ¾e
ç
tmª:/áWÆ¹-Œj­^-y
~“$åËOW)ö
E^]É
«øëeþË¯5¥ŒvÖ{³Åh¢êª

C<F"²TH‹õb=O¥sîê€ã„
0<æ

Û
]çŠR
ªát¬ÞoeæfÞÒZ
é>¾

ÏcÒy"ã8=@Í
ž
Äó
z˜#2

ÓlÜÞ¿o
˜½
¦

c êJ€¹

wÛoƒæ¾»Žçô›½�
r�qžS>¤8Ç¶13
.<”­Æ”�õ´\sWe
(Ðý¾ëqÄqÎ

%'9¶ÛæÌ
Ù¶#žŠÔpÓ

Z
f 
U·÷¤›7Åžæc
H
​#A/žŒ�Qý½êI\€:ú‘¶F&vdÔú"
ãÖ

<°»

ŸÇsrß¿ÿþ¾E>ÿùÇ?
Ø ª

IÎEdº4�ËZ¬ºI;Œ
„Œ8QãƒþÕETøµúHþªïóåß½
"¡
¥(q"VKÀ…k

¼å
½F_.è7·.nšÊ\D„Ó�³¤(²lcW
#ÓŠ¹<G{
«)®¬¹î¹Ê
M9‚Îêwb  qÓÕ=%°’y60"ÒfAcyš™²†

T
!
„öåÒUõÂx‰øqô_ZfÈ`M?¿^~©Áõ­­>¬Þ
11ŒÊÜ
1Ã)³ªS
fðW
2

±Òé)ë_�j“C€DH¸Rõµ@¨6HÂlÂ

fg”

D
uõš
]'ƒ´™Aæ9ÍkHr�âšÃÄüjÕ

¢
K
¥ôŽä_Ï•ªZÞ1BÕ

‰(RìZ​
 À-RÃò

ÐÉ’ÁY‡òK
¬›C3]
€|Ö<û
·ZL³ð­²}•sF¾›•Vk�Þ
D¨ì„
ŽçÇãy<
�‡Æö�èz£-GŽ
YÐ

p
’™%u÷Ü}Øÿÿµ}Ú™ž‘TU™d„;`û

2%Íòœ–ZU™d0ÂÝ

Ì

Vœ÷jbJ

Ëò
0ó§ã¡!ÿ
3”ÐÃ[3Iß
f_¬˜ùŠÅ
NNŸµ
¡ÆÚp‹´ˆŒ••&
z!Zåg
ý5šœ

áÿ¿}}¾Ê
Ï”
Å
^w‚:9­
±bõMcejç<—§î¤ªa¤�FoŸs¦ûe
J£QÕ>Ï‡Ë

µA­¦é©Ü
ÉoÍ&ÝZfÄ±
7oÆ
úÝ
�î
¦Ä

Gfºoo7​fnÿçññ8Ï¾…ŸZëî~¹uŠÜ
b
›]¯Š™|Ì}¤u


±_
1
Ó0j
ž

ûyî®‡äªðûÎ¼gÄòá—
4so
š

®
“P&«‹r¬I
CcF„ÂA?]ùjh«³˜V(ËÚæ5p¬
f²jÖ•RäŠ1ÙT

¨
Ì™¢-ºióæ±​{3»ýúë[;‑?~|�`k-US_N

H¸j@@3Ä�ûnÞ

€ç<
¼½‘šfh9#d6ÏŠZ
¢3zÃ‘­™¢†ä
æyŒ%BS
™3G¹
¦
¦ e³ä@6‹
p

¿Þî9¦2
þö
Å˜l[Û³ºÍ»›‰½·9'Ø[öÈH¶›€„»”Io
½sÀZÛ6=rÚãrÙ
Ø
ˆ„kdŽ€]çº©—Ì
ÄMš©ôÃ»;Pæ
0ë
tDtåÌ>fcÁšÐÓ¢Il.�ÉÖˆy»

B
Ré´
:ÆÊR
¤#Ë¾�\
ÜÞÛv°\nÎ(Ï–’Ö
'­ÂE1@(B·UÏ�õ
¡€RÓÌ:0/µPk‚’
³:“
¢•Œß

*]
½ÙÃ¬$�Ž¤Ø’43«
‑e8” [

øEK)„„ÌØV³ÄOîI=Ç
(Íª6]íodf™~iÒ

¡
¦Óº‑`ë–ã
#eÍŽUÒ‘PÌ
ž
"|Øf
[H0
®
!
wš;”-ï²ÞÚ�Êûû,x

”
°5hîF²¹‘1A"​bëžq#
PR‘1Æ¼®Q�³�


°

¦9½uo1¦Ø,#¬
"Ír>‑ã�ý~DÎ€¿
™º
¤;G�Z"5
Û6+/


z3o
»!Ç1ß5ÓÌø​
3ûæ​æFM
²æOÎ•e$Í‹é¬
2Ü1&»å˜bŠšÙ

1
–·±"u37efC

Œ:£ÚÃ¬�
Ê"L×œ“Õ¦ÃòrçÙ}Ú


ƒ¨}Ÿ .9​Ÿ8G4ƒo1&¬˜‡ -‹hbï]G´‑Öœ™éHRÇñ°&Í]»J‡v5ä”óÈ
è–æÞ
õ"
A!˜»ûœiß.í
÷=zƒÜ
ù
Û
rÃP=â-.ÎviÓv

Ù·_•�?þçg,sRië

™}ûå×oã�qûÖæ~„
·‹
44ö
½i0¡|

|>B1Ý° ã””1çfFÍ
©
Ýü_ˆã
ø±rÓ]PòÚÃ›¡‘>§|»¶Ì´ë–P¤¹§:Ø
cìó¸�œ
çDŸw
~}¿myÀ~‰H‹l
‹qô­ÏÇ1/“7Žþþã²Ù
SÅ
–ºYÜ'Þ2ç1Dþ²�ÎË·+
/–{¶Ípüüþ±ó?~Ý.—ùÇõç�ýûa[ÿ¥�áöo¯…Ã
 ½_º
Gì‚Ì&ËÛn®6¹–v>–8¤Ðã*µVŽ�%=[JˆÕ
þëG>9d‘
ˆ9ë 
d£Íê`
bˆ
äÄš
gëÃRpë½ùÜ�ÄËoÌ

F€Íz³f3#u¹l�0÷âkÕÙû¥~Ÿ
!=WN" D
å™e

™7†UÛ+"Üê`]÷/¥'’N<áQXi¡JÀò¥²[°Wá

Rtq
}^¹õùtþþÈ”…«ÕžþÒ
«�œWqöÁ‹

(ë

ç<”z·Pùëœoc€qY[ê´(`9‚`}"
LI4*Ëºì…€òÉZ
¾Ì;)G
!
“
Ú
ø
 )(û²J5b†žJŸ3]tR‰S¹R`“
Çâ
ðW?j=
�æÉ«T‚AKGj(?²*¨–�³Î
°UÔ
¯Ô

žŽE
�–
l1d½5�Ó�£€‹
˜Çýçþóx

)ÃŒ¤
”

ÜŸ7œ’Å<û'


ot¢_r_mê

9¢ºY®¯÷¥na5öNOp{Á¤4ƒ�DÕ³
Vø‹rY}­?%‡5ÀˆËòµ\�Í×ç­s`Bå³öz¾•OÌˆÈäˆˆD
;DÂä�ùß¸Ÿn&¯?
^ò/u3¥·vÇ³o)”f.—·4èÎ™3TLdB
G
™Øç

™È$Ø
nX, ÌS¦”Á»s&À
c$Ý?êFà‘jm»]ß7À,ö
³fä


VË›{(r
q„¸L§«

K¿
)¡Í

˜{ÛŒã±G>hffhæðÞZù
Mþ¬é_æ
,²úv2E"ƒ3Ž
3BéµÒ=!ä8Š3·Øª~¹l
`JËUÞ`½of™9×Ž{
É.Rs¦¤”µÞ(C*

M​ÿóCýÛ·›9�ÿüþ1íríþ§hò¥ÿQ þ:ƒûöö~íŽï»
INC:jÞ… §
v.äèŒ&O¤l”åna˜Â
@üµ=ÿŒ&ËÊæp3iÀàf
XÁD
:
Ñ
‑of2‚!ƒ7÷Û¨&òX'‡­ïÖš»÷Ë&¦"a—Þœln‰Xú÷ê\=ïG1;Ëö!¡

8¡³É5Ø¶
çüPŠ‹…ê‘²óþÕe<»-¯‰¨«Ü/úÁò
_”,,O^H
æ¤
¹Œ
žEÇÿ
OX=Ù2ó ^º�sw‚”R±ŽóóÏ
_€+œ®(‹§þÅ�ÙPR£õ
pÞ«sÎ
–�ãX+È×¸ÁX€¥¯äu¬ãþ|ãŽb!�ãx[A3X2Ì
^tþ¼tÎý¨¶
ŠA,º
¡™ÀÕê
œ
™![ÜºÓ3ùl~
•(Ÿ’¦¦Â…Uf¨Z823
ëÆ'`t…æ
A�™Ê¡j�¸�UÂáDÓ€â
¯+¯â<3ÇÇ​?îÇ8bI1A
¢œU¾Œj0%{¯9
fÍPSš
Z3
•
àb”0Ñ„2Özíãóùš¹?=Á_d

“ƒÆ

Ê
±,°­‚J
/fQýšÌÅâóµïÎˆôÚ¿ü_ºY/§|DDfòÌf

€«ùþ·_t#|ùý¬Ï‘”ê5‚¥Žg
±„Å%
)­$¬ù¬ßâ,
>>@
Òï1§Ì­¯Y”véñ
2CN•ÀA1“ß›Ë„œÇý1d>
º9Eš·f>Ç8Æñèg?,
eÄŒ
Á
Ò@æ

˜"Ï¹
a cÓ®
r÷
`ÛÛå½q8ö8ÌÌ]t
½;›!B™Ózkn,¶3µ
ò’"

sÞs
#"[=[Ÿ âÀÑW›L‘Î~õ
û
æmJ
Í/×«

:‘ÞÃ�^e
i­%;¯ÝàŒœpŽ
¿ý×ãÛ/ÿqë
ÇãçÿóøŒíö¶éOÑäk
„(!%E¾]�ùåm#Ò§—Ã"”!.S½j¥
ÑÇ¡r^ƒ-.

³Y
Såì”¢o�ùã/«çÙ½+¯£œ0"§Ì­ìÎ
Ç.\?£´Ê™ÙNV+AjÆ†n=Šo
®¾� «7ó¾m
J¸±w÷â +cÎ8™Bçu´Õ
,¦y&
J
#SB0ÜúfnŸÕöAxaÖë=jecµ"±
ï mù
/ˆ{Ý§
»n…MÕq¢dÔ®Îó|Â3“üËýSÊl
A½Š¿³aZ!N
ç
¹Uqåy¼®w>s×¥�ørZ¬p
¼þf�ÏÕ
©7šZÀ5_Ï5µôB¬ŽÈyŸ
`9ï#
š¹|½é
4Îƒæl>uÖ¤Ü¥JÑX_µ´Ò!C™EG…ƒbJ
ºœ÷·
/UCdÊ
Q¯)ÉdAˆ:�fXžy(*õ,­Àq
#LbÆœDK¡Ln³L‡@
G
la5ý


xë˜
ãþñýççÁ1ä%í



”õÆ™Ó
7$æ
Ï

Áû¶Ñ¤¤»ÙmµÍƒ§�&3Ýø×h‚UÜœžàTf
�¸
7

-�±mŒn.O¥Á|.¤ëbnÆbÛC©§áØëóDˆýDºÖŸ/
Ñš½Ê
cªgô©çxÖô_×³
XãÓðDK¤R
Ÿ¥Ñ²«],ƒ•
f
5è

Å†qon;i“DÄœ í
*gÄ¯Ý>âðN)å+âOÓîÍ·Œq<>?�êÿš÷æ
’Œû�9gfÄF3/‘kd¦
¤‚º

K*âH4 
Xž\�„ÌH:

æåí×ë/È


N"‘ÕùÈ
aŒ€àÖ¶fŠ)(#uõæ–™û<BŠxä
sFf(Šý
h&
¤›3l»¾Ý6​åÞ ˜b$y½^‰1ä
[­ÑÍ,��æ´ËFv¿^

9&`xüøíá··¾µœ÷?~ÿŸ‘m»ÝÚ8M

þ~0QKõL»Ý¾ýúÖ�·e
ÕXn®K.ð
TÖˆFW¹Ì’U
>Ï›ÅkMÐûføk4y
!Tç0ÊFsZ³’´-$ˆ,
©êçi
’I

)øv¹ŒcÎj�(”I„zk
*'
~1o}£`6c‑û1"¾Ò#ÏÓó¤ÇTO9¹¼^uvsÍÌUrcÕëyÿxÞ�ånvN¹ò:+‰rËÇ™-'ž
tea
ž

¦B¯pºSÿ¯v5$Me"“_“Äçq¼^�z

Î
b,Ój ð•
–
�/¯çâÜd

^´â&
¶RsNÎ÷o™Q�Ïõñ«69ûk/Uæ_^’`¾Ž�:a•d�ö‡VWü

V4\µ

3
è¨;Ï“7¹¬Cèë;
ë¬*ÁŒYY
”]´
u_n|¶®$W�YtZ
b
ãˆ

‰

®gýùlU‘D
'Ñ
;-
›KqÜ�ÿýÇ‑ÚHšC
J{_Ñ/ž÷%¹ˆæµ.˜lÛõvm

@2ô-3f„†™
yV™/`ò…5Ô

R´…tIÈ“ðWK�
�gw}
Ü
È2
äh"íÂ5
e=«³:ý_‘ò¯ër=.‚t—¿
©E÷˜•cþí
*
#ÕÏhQ@ƒÜM*ïpœÔ�ú�'r
E
~öKÃ˜#­õî5Vo¦Ô”‰
æåýjs​ßôøyLw¤Y
Ê

©°Ù9wÛïŸû¤ò¢¤{ó·

!ó˜Ç!gÆn­w¥qŽ
I»Õb­i~ŠbáA²u©Í¨™Ë®¥ŠokÛåz™Çã1Ø½R
Mº!
ÔjhÏ[Û¶†©\d
”ý�æ¸​Õ7�ˆ”†Û4{
‑i
æ­¹ú/ï
GìbçŒ
SœiØšÃÌå+{~
Í á
­õÍ`}»6÷D
<ÛÇ�ãöí​W
:>~ûï‘K2Ö€×Ét>ÎåÁ‰X
ÃÚv½zÆå^GÃ+w]ü§Uánë.2Ó`kh(@Á`TúÂ

üù·EøÌ¥S0“¼j
L&‘§§r�N%2ŠÓ¼9Sd
™9#¶¼ºwærøŽLQò\Ž
ƒ´æÞú¶YÌÔ1​�Ç1+2ë¥»y¬
Q`�žó’˜k/5*ffž¦
„
Gµî_5“©¨¦Gåœ+
®©©¬”½îÓ
^/,©

°‑1N
{á÷ÿÛ.¦ó”só«†yE“ú&´XÇ^Íé‚œËÝ}]¶–³ÌúåçÛë
xxâEËAû$a

cIà
Ã\¶ú
§š.
ò¤¥
ˆŠ²åíƒö•*¤uÌðu%Ò¾îbç¢Ó-.LˆMl9

…H,~
°<¾–õ

T¦˜GÐÛé
,.Cj²ô
«‚4£Jï”À‘cÆBñT§O�49“åuÏ=³t
u{�tæñqÿ¸ÿñÇg˜
#
9¡r
u7
zNtX%ÇJi”´í²_û?Š¥‘
¥Y¥™‰¢õ(ð¢€¿
;å¶y’
³$³«2
¢H¢~Ö&¬l
%Õ~r
5V4¹²˜�QkõYƒœKaü¥or"b+Ï²ç¾‚Ñ …ÌéoÜOfÒ¡ØVC³Lº]
w�
½JÁ¥"È(&z*ŒDFîrcÌqiÛÖLh9ç,rŠhÞÓßþyÉýˆ}‑
È

ÈflqÚ'
ÛqŸÇcWoÎ-gÒÌ3
nÈÏ9e�v8=
²‰y¤ù›sîGbÌ
Ð

/üPdé4›
9ÇˆÖÌŠ
ïÍÍb‑û1›µr®Ótã²½i¾]/ïæ®Œòf�4Ïê}‑�
ÔëTPFNk
°•B¤¤\ì·÷7›#?Œ 3ŠöèÍ©

9œ%Šz
ÜrŒ aÞû

ô¾õFÓÉ
½\�}kÌøøùq�8
Åi°ö—§ŽsOHÕM
Sl‑èÍÌ¨œg.]‡;Î¡®[y°òì›ä²‑‘Œ†™Eò0ÏÔÜãïÑäÅA™$3š—É​T
ÍÏ¾Ií1,�
™`
‚Õ¡
ö˜{oæ×Ì9
ÌLÑ »Z7@étˆL™ÅÜcŒý¾�(",^ÑdžHÚZ®Ò
ŸM�J4å g¤2
s:S!{‚e¯¾Ii·Úâ ´:¡(3fdž}“u‚ÓQ
‹­îDe�åqðJ
ropuso como paradigma, a los sectores populares, la figura de Jesucristo sacrificado en el Gólgota. A su vez los artesanos crearon sus círculos. Estos en un principio, bajo la dirección de los “cachacos”, tuvieron funciones didácticas y de mutuo auxilio, pero pronto se convirtieron en asociaciones políticos beligerantes, bajo el nombre de Sociedades Democráticas, base y apoyo del partido liberal. El partido conservador, con la ayuda de los Jesuitas, trató sin éxito de organizar sociedades de artesanos en su favor. Una de ellas tuvo el nombre de Filotémica y adoptó el piadoso nombre de Sociedad del Niño Dios. El gobierno liberal de José Hilario López, no obstante que debía su elección al apoyo beligerante de las barras de artesanos del Congreso, abolió las tarifas proteccionistas de la producción artesanal con lo cual precipitó la ruina de ésta dentro de un proceso ya en marcha de competencia internacional. Con ello el partido liberal se dividió, en este caso, por intereses económicos inmediatos y muy concretos. El sector en que se alinearon desde ese momento los artesanos, por lo drástico de su proceder, fue llamado por sus enemigos “Liberalismo Draconiano” en alusión al legislador griego Dracón.

Ya se ha dicho que en el ejército la alta oficialidad tenía intereses diferentes, según su procedencia y vinculaciones de clase. Los altos grados militares estaban ocupados por antiguos soldados de la independencia que habían escalado esas posiciones por acciones de guerra o que habían sido colocados en ellas por su elevado origen familiar. Los primeros, muchos de los cuales vivían desde niños en los cuarteles, no tenían otra ocupación posible que el ajetreo militar. Para los segundos, la milicia era una ocupación esporádica y complementaria que les facilitaba su acción como terratenientes y comerciantes y que les servía como base para la obtención de elevados cargos políticos. Además, las guerras de 1841 y 1851 con la activa participación de negros, mulatos y mestizos y la subsecuente represión que se produjo, habían dejado un profundo malestar en los sectores populares.

En el año de 1853, fue elegido presidente el General José María Obando, liberal draconiano. En él cifraban sus anhelos de reivindicación los sectores populares. Tan pronto se posesionó, los conservadores y los liberales gólgotas se dedicaron a entorpecer su gestión. En el parlamento en donde eran mayoría dictaron una nueva constitución (1853), que debilitaba el poder presidencial, privaba al presidente de la facultad de nombrar a los altos empleados y abría las puertas al federalismo. Para contrarrestar el poder presidencial, el de los artesanos organizados y el de los militares populares, se decretó el libre comercio de armas, se redujo el pie de fuerza del ejército nacional, y se suprimieron los grados en el ejército. El sentido de las medidas era claro: proveer de armas a los ciudadanos ricos que las podían comprar y sacar de la milicia a los oficiales vinculados con los sectores populares. La respuesta no tardó y como Obando vacilase, José María Melo, militar de carrera dio un golpe de Estado en 1854 con el apoyo de los artesanos, de sectores populares y de los oficiales a quienes en esa forma se pretendía sustituir.

En el lustro anterior la disputa entre liberales y conservadores había sido de una rara intensidad. En 1851, incluso, se había dado entre ellos una guerra civil. Pero ante el peligro de clase, conservadores y liberales gólgotas se unieron en “defensa de la legalidad”. En los cuatro costados de la República se crearon ejércitos de generales liberales y conservadores que convergieron sobre el centro del país hasta tomarse a Bogotá. La masacre fue en forma y los artesanos supervivientes fueron a morir desterrados a orillas del río Changres en Panamá. Fue este el inicio de una práctica reiterada de Frente Nacional expresada en la unión de oligarquías liberales y conservadoras contra las acciones populares. Así mismo, y desde los comienzos de su existencia, el liberalismo se escindió conservando una aparente unidad y haciendo valer siempre, de grado o por la fuerza, los intereses de los sectores dominantes.

El problema religioso

El llamado problema religioso fue el real punto de separación entre el liberalismo y el conservatismo. Por él se disputaron ambas agrupaciones y en las guerras civiles este asunto estuvo siempre presente. Sin embargo, tras del “problema religioso”, que de por si debiera tener un simple carácter metafísico, se escondían intereses de propiedad y de poder. La Iglesia Católica fue una institución poderosa durante el período colonial. A ella estaba encomendada la evangelización, es decir, la aculturación e introyección de la dominación a los indígenas. Además, por legados y donaciones de fieles piadosos, la iglesia había llegado a poseer una inmensa fortuna territorial, que estaba inmovilizada para la circulación económica, debido a la legislación que favorecía la adquisición pero que entrababa la enajenación. Las relaciones entre la Corona y la Iglesia habían estado reguladas por el Patronato eclesiástico, que era un conjunto de prerrogativas cedido por los Papas a los Reyes. Según el Patronato, el Estado Español daba los nombres de los prelados que el Papa debía nombrar, designaba los curas párrocos, percibía los diezmos eclesiásticos, autorizaba la fundación de Iglesias y la demarcación de diócesis y parroquias y pagaba a prelados y curas, los cuales, por la procedencia de su nombramiento, por las leyes vigentes y por el origen de su estipendio, eran prácticamente funcionarios estatales con un cierto grado de subordinación. En el período colonial la Iglesia Católica monopolizaba la enseñanza.

Al producirse la emancipación, las autoridades republicanas, como sucesoras del poder de los Reyes de España, reivindicaron el ejercicio del Patronato. La Santa Sede implícitamente autorizó esta situación y entre los hombres públicos de la Nueva Granada prácticamente hubo unanimidad sobre el ejercicio de esta prerrogativa estatal, hasta mediados del siglo XIX, cuando ya en pleno funcionamiento de los partidos, el “problema religioso” se convirtió en elemento de diferenciación y en asunto de manipulación. A partir de ese momento la Iglesia, y en general el clero católico, militaron beligerantemente en el partido conservador.

En desarrollo de su programa destinado a debilitar el Estado Colonial y a transformarlo en otro más acorde con las estructuras del capitalismo, el liberalismo emprendió su acción para laicizarlo y contrarrestar el poderío de la Iglesia, aliada de los sostenedores del statu quo. Para ello procedió, a su manera, contra el poder ideológico, político y económico de la Iglesia.

Tradicionalmente la educación había estado en manos de comunidades religiosas. En el año de 1826, bajo el gobierno de Santander, se había elaborado un plan de estudios que había dejado de lado el Tomismo, introducía la enseñanza de autores como Bentham, Traisy, Juan Bautista Say y hacía obligatorios el estudio del inglés y del francés, en lugar de la tradicional enseñanza del latín. El plan de estudios fue suspendido por Bolívar tras el atentado contra su vida, y no obstante el agnosticismo del Libertador, se dio primacía a la enseñanza de la religión y de la moral. Vuelto al gobierno Santander (1832), su plan fue reimplantado, pero con la represión subsecuente a la revolución de 1841, Mariano Ospina Rodríguez estableció un plan autoritario en el que se enseñaba a Balmes en lugar de Bentham. Como complemento fueron traídos de nuevo al país los Jesuitas que habían sido expulsados de los dominios coloniales desde el Reinado de Carlos III, en el año de 1767. En su ataque contra el monopolio educativo de la Iglesia, el parlamento liberal dictó la Ley 15 de mayo de 1850, por la cual se hacía libre el ejercicio de cualquier profesión u oficio, se suprimían las universidades y los títulos universitarios. Al ser suprimidas las comunidades religiosas en 1861, cesó de hecho la prerrogativa que tenían de enseñar. Una vez producido el desmonte, el gobierno liberal creó en 1868 la Universidad Nacional con características laicas y contrató misiones de pedagogos alemanes paAntioquia se aceleró el proceso de colonización y en el occidente del país, sobre todo en la variante cundinamarquesa hacia el Magdalena, los comerciantes invirtieron capital en el montaje de inmensas haciendas cafeteras. El crecimiento de las importaciones que tenía que ser suplido con numerario de oro, contribuyó a la falta de moneda circulante; proliferaron los bandos que se aprovechaban de la escasez de circulante y de las altas tasas de interés propiciadas por éstas. Cuando al fin del período las exportaciones bajan aceleradamente y crece la penuria fiscal, está ya en proceso de consolidación una clase dominante de ámbito nacional cuyos multiformes intereses se expresan en la tierra, el comercio y la banca, y a cuyos antecedentes doctrinales, liberales o conservadores, se impone la necesidad de consolidar un poder autoritario central, que en lo político cumpla la función de crear un mercado y una entidad nacional. En estas circunstancias surge la Regeneración.

La regeneración

Las exportaciones colombianas que en 1875 habían sido de US29.9 millones bajaron a US7.3 millones en 1885. Entre 1879 y 1881, el precio de la quina de exportación cayó en un 80%. Para suplir las necesidades de importación se fundieron los objetos de oro que fueron convertidos en numerario, y la escasez de éste aceleró el aumento del tipo de interés, lo cual a su vez facilitó la especulación bancaria, pero al mismo tiempo obró como elemento depresivo de las actividades económicas. La decadencia de ciertas exportaciones como la quina, había dejado cesante a gran número de trabajadores y esto se manifestaba en malestar social con expresiones violentas como las insurrecciones urbanas de Bucaramanga y Pasto. Los levantamientos regionales proliferaban ante la mirada impotente del poder central. En 1875-1876 el régimen comienza a fisurarse con la violenta difusión del partido de gobierno entre liberales parristas y nuñistas y con la cruenta guerra a la que se lanzó el partido conservador en nombre de la religión y los Estados Soberanos. El federalismo había cumplido su función: las tierras de indígenas y de la Iglesia, así como gran cantidad de tierras baldías, habían sido repartidas. Ante las dificultades económicas, la quiebra de las exportaciones y las insurrecciones repetidas, el poder fraccionado del Estado no era ya el adecuado. Para las necesidades políticas y económicas de una clase dominante que se consolidaba a nivel nacional era preciso otro proyecto de gobierno. Este se encarnó en la Regeneración.

Rafael Núñez, político liberal, que a nombre de su partido había sido gobernador del Estado de Bolivia y Presidente de la República entre 1880 y 1882, encarnó el viraje. Muchos imputaron éste a traición pero él no era más que la encarnación de las nuevas necesidades de los sectores dominantes. Para el logro de su empresa iniciada en su segunda presidencia (1884-1886), Núñez contó con el apoyo conservador y con el de un sector del liberalismo al que debía su elección presidencial. La unión de estas dos fuerzas tomó el nombre de partido nacional pero bien pronto se convirtió en conservador.

La política de la Regeneración se plasmó en un proyecto económico, en un proyecto administrativo que a nombre del orden consolidó la represión, y en la utilización de la ideología y la reorganización de los aparatos ideológicos del Estado, que fueron entregados a la Iglesia Católica para su manipulación.

El proyecto económico tuvo como pilar el Banco Nacional. Al crearse éste, al hacerse obligatorios los depósitos estatales en él y no en los bancos privados, el Estado concentró recursos para conjurar el crónico déficit fiscal. La imposición de una moneda estatal de tipo nacional, el papel moneda, cuando hasta ese momento los bancos privados tenían el derecho de emisión, llevaba como propósito conjurar la escasez de dinero motivada por la fuga de numerario metálico y contribuyó a rebajar el tipo de interés y a dinamizar la actividad económica en el sector agrario y en la construcción. Al mismo tiempo, la política de devaluación con su secuela de disminución de salarios reales, favoreció a los propietarios de haciendas cafeteras e impulsó la exportación de café. Entre 1887 y 1897 se sembraron treinta millones de árboles de café. De allí en adelante este producto se implantó como principal artículo de exportación.

La tradición política de libre cambio comenzó a revisarse, y a través del manejo fiscal se activó una política proteccionista de la manufactura nacional. El control de la banca y el manejo monetario crearon fricciones momentáneas entre el Estado y el sector bancario que vio limitadas algunas de sus prerrogativas; esto dio lugar a los más fuertes ataques contra la Regeneración. Con todo, como los propietarios de banco tenían intereses vinculados a otros sectores de la economía tales como la producción y exportación de café, la política económica de la Regeneración en su conjunto los benefició. En el sector bancario, a la larga, el resultado fue la concentración y consolidación de unos pocos bancos a costa de la quiebra de bancos más pequeños.

El proyecto administrativo quedó plasmado en la Constitución de 1886. Como justificación de su papel redentor, Núñez había hecho circular el lema de: “Regeneración o catástrofe” y acuñado la frase de: “Centralización política y descentralización administrativa”. Como respuesta a las nuevas necesidades, la Constitución dio paso a un estado centralizado, en el que se abolían los estados federales y se les sustituía por unidades administrativas denominadas departamentos, al frente de los cuales se designaban funcionarios de libre nombramiento y remoción del Presidente de la República. La soberanía se hacía residir unitariamente en la Nación y al ejecutivo, representante ya de clases con ámbito nacional y no de oligarquías regionales, se le fortificaba otorgándole un gran poder. Se unificaba la legislación para todo el país y se establecían mecanismos intervencionistas, que dejaban de lado la antigua concepción liberal, para que el Estado contara con herramientas legales para intervenir en la vida económica y regular el ejercicio de la propiedad, en aras del “bien común”. Claro está que lo que se manifestaba como asunto técnico, de “descentralización administrativa”, tenía un hondo contenido político pues era el asentamiento de un poder central, expresión del “interés general”, encarnado en la clase dominante para mejor regular las condiciones de explotación de las masas populares e imponerse, en aras de ese interés general, sobre los intereses parciales de las oligarquías regionales o de las fracciones de clase. Por esa razón y para poder mantener ese propósito, era necesaria una fuerza representativa que garantizara la Constitución. De allí la centralización del poder armado, la supresión de los ejércitos regionales y la creación de un ejército y de una política nacional. Si en el período federal las revueltas tenían un ámbito regional, durante la Regeneración el desarrollo del poder central amplió los conflictos al ámbito nacional. En el período se reafirma la divisa del escudo nacional: “Libertad y orden”, pero la implantación de ese orden, que relegó la libertad al símbolo emblemático implicó la guerra de 1885-1886, la de 1895, y la más cruenta de todas las del siglo XIX: la guerra de los Mil Días (1899-1902). Esta dejó como secuela cien mil muertos y fue causa importante de un efecto descentralizador: la separación de Panamá.

A la ideología religiosa se le asignó el papel de amalgama para solidificar el proyecto económico y el administrativo de represión. Si la Constitución de 1863 se dictó en nombre del pueblo, los constituyentes de 1886 se erigieron en voceros de Dios, “fuente suprema de toda autoridad”, en cuyo nombre fue dictado el estatuto constitucional. Núñez era un escéptico religioso, que durante su larga estadía burocrática en Europa, había comprendido la función que podía jugar la manipulación de la ideología religiosa para la preservación del statu quo entre las masas. Como hábil político captó también que en el país había dos fuerzas organizadas en las que podía basar su proyecto administrativo de denominación: el ejército y el clero, y en ellos se apoyó. Las relaciones entre la Iglesia y el Estado se regularon por el Concordato de 1887, adicionado en 1891, y a la Iglesia se le otorgó inmenso poder. De nuevo se puso en sus manos el destino civil de las personas y a ella quedó encomendado el registro de nacimientos, matrimonio y muertes. Las cementerios quedaron bajo su control, el divorcio se suprimió y el matrimonio civil se dificultó y se convirtió en elemento de escarnio para quienes lo contrajeron. Se autorizó de nuevo la constitución de órdenes religiosas dentro del territorio nacional y a ellas se confirió la educación. Sobre la educación se estableció en el concordato:

“Artículo 12. En las universidades y en los colegios, en las escuelas y en los demás centros de enseñanza, la educación e instrucción pública se organizará y dirigirá de conformidad con los dogmas y la moral de la Religión Católica. La enseñanza religiosa será obligatoria en tales centros, y se observarán en ellos las prácticas piadosas de la religión Católica”.

El artículo 13 después de reglamentar lo relacionado con la educación religiosa en los centros de educación del país, estableció: “el gobierno impedirá que en el desempeño de asignaturas literarias, científicas y, en general, de todos los ramos de la instrucción, se propaguen ideas contrarias al dogma católico y al respeto y veneración debidos a la Iglesia”. Para salvar la conciencia y preservar la bolsa de quienes —liberales o conservadores—, habían rematado los bienes eclesiásticos, el gobierno asumió la deuda y el Concordato estableció en su artículo 22 la obligación, por parte del Tesoro Nacional, de reconocer a perpetuidad en forma de deuda consolidada el valor de los bienes desamortizados y sus intereses.

A su vez el artículo 29 estableció que “la Santa Sede, a fin de proveer a la pública tranquilidad, declara, por su parte, que las personas que en Colombia, durante las vicisitudes pasadas, hubieran comprado bienes eclesiásticos o desamortizados, o redimido censos en el Tesoro Nacional según las disposiciones de las leyes civiles, a la sazón vigente, no serán molestadas en ningún tiempo ni en manera alguna por la autoridad eclesiástica, gracia que se hace extensiva no sólo a los ejecutores de tales actos sino a cuantos en ejercicio de cualesquiera funciones hayan tomado parte en los mismos, de modo que sus legítimos sucesores y los que hayan redimido censos, disfrutarán segura y pacíficamente de la propiedad de dichos bienes y de sus emolumentos y productos quedando firme sin embargo que en lo por venir no se repetirán semejantes enajenaciones abusivas”.

Una vez en manos de la Iglesia el aparato de educación y arreglados los asuntos económicos de expropiación, bajo la hegemonía doctrinaria y política de la Iglesia, el “problema religioso” desapareció y el país quedó adecuado para enfrentar los problemas propios del siglo XX.

La república conservadora 1886-1930

El movimiento de la Regeneración pronto se convirtió en un gobierno simplemente conservador. Tras de su intento dictatorial (1904-1909) Rafael Reyes dejó el mando y fugazmente se instaló en el poder, el Movimiento Republicano. A su nombre Carlos E. Restrepo gobernó como presidente (1910-1914) pero en la práctica el grupo republicano estuvo compuesto por conservadores y liberales civilistas que pronto regresaron a sus antiguos partidos. Con estos matices puede decirse que durante cuarenta y cuatro años hubo la República conservadora. 

El siglo XX se inicia en Colombia con dos hechos determinantes: La guerra de los Mil Días y la separación de Panamá (1903). La Constitución de 1886 había restringido los derechos y garantías individuales consagrados en las constituciones anteriores y los gobiernos de la Regeneración, en la práctica, los hicieron nugatorios. La prensa de oposición fue sancionada o clausurada; hubo destierro y cárcel para los oponentes y el sufragio, ya restringido en la Constitución de 1886 a los alfabetos con patrimonio económico, en la práctica se reservó para el partido de gobierno. Entre 1880 y 1904, el partido liberal sólo logró elegir dos representantes a la Cámara, uno en cada período parlamentario y ni un solo senador. En estas condiciones los sectores belicistas del liberalismo compuestos fundamentalmente por abogados y jóvenes intelectuales, se impusieron sobre el sector pacifista de su partido representado por gentes de mayor edad y capital. La guerra que duró tres años fue la más sangrienta de todas las que se presentaron en el siglo XIX. 

La separación de Panamá fue impulsada por los círculos imperialistas de Norteamérica interesados en construir un canal interoceánico. Ante la indiferencia de la oligarquía colombiana se consumó la separación y Norteamérica cobró el servicio expropiándole al pueblo panameño la zona del canal. La intervención norteamericana en Panamá marcó un nuevo rumbo en las relaciones colombianas, pues a pesar de la descarada intervención yankee, los lazos económicos se fortificaron con Norteamérica a medida que se aflojaban con las potencias europeas.

El General Rafael Reyes, participante activo en las guerras civiles como oficial conservador, fue elegido presidente de la República en 1904. Al momento de su elección el país estaba devastado por la guerra recién terminada, la economía desorganizada, la devaluación que se presentaba era la más fuerte de toda la historia de Colombia como que el tipo de cambio del peso con el dólar había llegado al 10.000 por ciento, moralmente el país estaba postrado por la separación de Panamá. Reyes que había observado de cerca el proceso mejicano, trató de implantar un gobierno dictatorial inspirado en Porfirio Díaz. Al igual que otros caudillos latinoamericanos del momento, imbuidos de las ideas del positivismo y del progreso, pretendió abrir el país al capital extranjero y echar por la borda ciertas formas civilistas de gobierno. Al posesionarse rompió la tradición de los gobiernos exclusivistas y nombró dos ministros liberales con el propósito de granjearse el apoyo de los dirigentes de esa colectividad, hasta ese momento excluidos del banquete burocrático. El 13 de diciembre de 1904 cerró el Congreso; por decreto convocó en el año de 1905 una Asamblea Nacional Constituyente para reformar la Constitución. Esta se inauguró con nutrida participación liberal en el año de 1905. A ciertos políticos conservadores usufructuarios de la hegemonía anterior y descontentos con la participación liberal que se opusieron a su gobierno a nombre de la legalidad, los confinó en regiones apartadas del territorio nacional. La Asamblea Nacional Constituyente, cuyo primer vicepresidente era el prestigioso jefe liberal General Benjamín Herrera, consagró la participación de las minorías, y en ella la representación liberal abrió la brecha para la perpetuación de Reyes en el poder al consagrar: “El período presidencial en curso y solamente mientras esté a la cabeza del gobierno el señor General Rafael Reyes, durará una década que se contará del primero de enero de 1905, al 31 de diciembre de 1914. En caso de que el Poder Ejecutivo deje de ser ejercido definitivamente por el General Reyes, el período presidencial tendrá la duración de cuatro años para el que entre a reemplazarlo de una manera definitiva: esta duración de cuatro años será también la de todos los períodos subsiguientes”.

Con el apoyo del liberalismo y de un sector del conservatismo, el gobierno de Reyes se hizo cada vez más autoritario, la prensa de oposición fue silenciada, los oponentes perseguidos, y tras un procedimiento sumario, fusilados los participantes en un atentado contra el dictador. En estas circunstancias el país presenció el espectáculo de partidos, que según las conveniencias burocráticas lanzaban por la borda los principios que habían postulado y a nombre de los cuales habían hecho batir en las guerras a la población colombiana. Se vio entonces al círculo de políticos conservadores desplazados del ejercicio exclusivista del poder, protestando por lo que había sido práctica corriente en los gobiernos anteriores —cierre de parlamento, destierro a la oposición, limitación de la libertad de prensa— y al partido liberal, defensor del juego democrático y de las garantías individuales, apoyando al dictador y prorrogando el ejercicio de su poder. Por lo demás, era lo que acontecía en muchos países latinoamericanos, en los que caudillos militares de procedencia liberal imponían gobiernos dictatoriales que les permitían adecuar el país a las nuevas circunstancias de dominación imperialista ejercida por los Estados Unidos y dirigidas a la apropiación de las riquezas naturales. Reyes dictó algunas disposiciones proteccionistas de la producción manufacturera nacional y al mismo tiempo coadyuvó la penetración del capital norteamericano en el sector bananero. Con las concesiones que en el terreno petrolero hizo a sus válidos dio el primer paso para la subsecuente apropiación de las riquezas por las grandes compañías norteamericanas. En el año de 1909, su ministro liberal de Relaciones Exteriores, firmó con el Secretario de Estado Norteamericano el Tratado Cortés-Root por el cual mediante una irrisoria compensación material se arreglaba el diferendo sobre Panamá. El conocimiento de este hecho, sumado al descontento que su gobierno había suscitado en el país, motivaron un levantamiento en Bogotá. Al poco tiempo el dictador abandonó el poder y se ausentó de Colombia.

En las postrimerías del gobierno de Reyes se formó un grupo de oposición con pretensiones de constituirse en un tercer partido. Fue éste el movimiento Republicano de existencia fugaz. Su concepción política se expresó en la reforma constitucional de 1910 que era una adecuación del aparato estatal a las nuevas necesidades económicas. El café se afianzaba como producto estable de exportación y las medidas proteccionistas del gobierno de Reyes comenzaban a rendir frutos con la aparición de industrias. La guerra había dejado como secuela la devastación y era preciso un clima de entendimiento para que los negocios se desarrollaran. Para impedir la exclusión de un partido y que éste tuviera que acudir a las armas, se consagró la representación de las minorías; se abolió la pena de muerte que había sido autorizada desde 1886; se estableció la elección presidencial por el voto directo de los ciudadanos y se creó un sistema de control constitucional sobre las leyes por medio del cual se encargaba a la Corte Suprema de Justicia para que decidiera sobre su exequibilidad, con lo cual se daba cierta seguridad sobre las leyes al establecer reglas de juego claras para la burguesía en ascenso. Al finalizar el gobierno republicano de Carlos E. Restrepo, su grupo fue disolviéndose y sus adherentes regresaron paulatinamente a sus partidos de origen, el conservador y el liberal.

En el año de 1914, en las postrimerías del gobierno de Carlos E. Restrepo, se firmó entre Colombia y los Estados Unidos el tratado Urrutia-Thompson, por el cual se definía entre las dos partes el problema de Panamá. En él se estipulaba una indemnización pecuniaria por parte de los Estados Unidos y que éstos reconocerían su “sincero pesar” por los acontecimientos. En contraprestación, Colombia daba el asunto por concluido. El parlamento colombiano ratificó inmediatamente el tratado. No sucedió lo mismo en el de Estados Unidos en el cual era influyente aún el círculo de Teodoro Roosevelt y para el cual la cláusula del “sincero pesar” era una afrenta al pueblo norteamericano. Mientras tanto se habían descubierto en Colombia ricos yacimientos de petróleo y los círculos gobernantes norteamericanos se percataron de que con un poco de presión, y ante la avidez de la oligarquía colombiana por recibir la indemnización, podían presionar con éxito en su favor, la modificación de la legislación petrolera colombiana. Marco Fidel Suárez, quien gobernó al país entre 1918 y 1921, era un político conservador ultramontano dedicado a la gramática. Durante su gobierno se dictó una legislación petrolera en un todo favorable a los intereses norteamericanos. Con ello el presidente gramático no hacia más que desarrollar la teoría expuesta en sus escritos, de una estrecha colaboración con los Estados Unidos expresada en el lema “hay que mirar al norte”, hacia “la estrella polar”. En el año de 1921 el Presidente Harding presentó al Congreso norteamericano el tratado de 1914 y éste lo aprobó fijando una indemnización de US25.000.000 pero exigiendo que la cláusula del “sincero pesar” fuera abolida. El presidente Suárez presentó al Congreso colombiano las modificaciones al tratado para que éste las aprobara y ante la agitación producida por las nuevas circunstancias y los ataques que recibía en el parlamento, y con el fin de facilitar la aprobación del tratado, se retiró de la Presidencia. Su sucesor, el Designado Jorge Holguín, nombró como Ministro de Relaciones Exteriores al liberal Enrique Olaya Herrera quien con su habilidad parlamentaria, logró que el tratado fuera aprobado con las modificaciones propuestas por el parlamento americano. Olaya fue premiado con la legación en Washington de donde volvió al país en el año de 1930, para inaugurar, como presidente, la república liberal. Con su nombramiento y el de otros prestigiosos abogados liberales quedó consagrada la subsecuente política de gobiernos conservadores que consumaron la entrega de los petróleos colombianos con la colaboración de abogados y financistas liberales. El liberal Olaya fue quien como representante diplomático del gobierno conservador, durante la Conferencia Panamericana de La Habana en 1928, apoyó los planteamientos, en el sentido de consagrar la intervención de Norteamérica en los países latinoamericanos.

Entre 1910 y 1919, las exportaciones aumentaron a una tasa promedio anual superior al 11%. Para 1919 el café representaba el 79% de las exportaciones. La burguesía nacional que estaba capitalizando fuertemente en el comercio exterior y que contaba con un mercado interno en ampliación, aprovechó la coyuntura brindada por la primera guerra mundial, y aceleró el ritmo de inversión en el sector industrial. Los años veinte conocieron un auge económico sin precedentes. Al impulso de la acumulación interna, de los dineros provenientes de los Estados Unidos por empréstitos y por la “indemnización” a Panamá, se construyeron carreteras, ferrocarriles, cables aéreos, obras de infraestructura urbana, etc. Se calcula que entre 1923 y 1928 ingresaron al país 128 millones de dólares por empréstitos americanos y por la dicha indemnización. Como es natural, la nueva situación económica transformó las condiciones sociales de dominación en el campo y en la ciudad y dio lugar al surgimiento político beligerante de obreros y campesinos y a las primeras manifestaciones organizadas del movimiento socialista.

Movimiento de masas

El proletariado irrumpe en el siglo XX con la forma más inmediata de lucha: la huelga. En las postrimerías del siglo XIX el investigador de la historia social colombiana puede rastrear un movimiento huelguístico en el ferrocarril del Pacífico en el año de 1878 y otro de más intensidad, por parte de los trabajadores del Canal de Panamá en 1884. Con todo, es en el siglo XX, con un verdadero proletariado en formación cuando se dan las huelgas de magnitud y con sentido gremial y político. La Costa Atlántica, que a causa de su situación geográfica estaba menos aislada que el resto del país y recibía el influjo de marinos e inmigrantes anarquistas y socialistas, fue el escenario de las primeras grandes huelgas: 1910: huelga en Barranquilla; 1918: movimiento huelguístico generalizado en Cartagena, Barranquilla y Santa Marta; 1918: primera huelga de la United Fruit Company en la zona bananera de Santa Marta; 1919: huelga en el ferrocarril de Girardot; marzo de 1919: huelga y manifestación de artesanos en Bogotá reprimida a bala por el gobierno de Marco Fidel Suárez; 1924 y 1927: grandes huelgas en la zona petrolera de Barrancabermeja contra la Tropical Oil Company con un saldo de 1.200 trabajadores despedidos en la primera, y represión y consejo de guerra para los líderes en la segunda; 1928: segunda huelga y gran masacre en la zona bananera de Santa Marta. A los anteriores habría que agregar un número de movimientos huelguísticos más locales pero importantes, en los textiles, en los ferrocarriles y en otras actividades. En general, puede decirse de éstos que los más violentos y que tuvieron un claro contenido antiimperialista, fueron los que se presentaron en los “enclaves coloniales” de las compañías norteamericanas, que los que se desarrollaron en los ferrocarriles por lo regular lograron sus objetivos económicos debido a la organización, la solidaridad de otros sectores y a la capacitación técnica de los participantes que hacía difícil sustituirlos por esquiroles, en cuanto a las huelgas en la naciente industria textil debe destacarse la activa participación de las mujeres, que en estas industrias, eran el sector mayoritario y más explotado. La respuesta de los gobiernos conservadores fue la misma: represión, negación de derechos e incluso apelación a las armas para debelar las huelgas que en casos como el de Barrancabermeja, eran jurídicamente catalogadas como sediciosas.

El notable crecimiento económico que vivió el país en los años veinte, tuvo también su repercusión sobre el sector agrario: se puso en marcha un proceso de migración, la urbanización se aceleró, las obras públicas y los enclaves petroleros crearon nuevas fuentes de trabajo, y los campesinos migraron hacia ellos bajo el incentivo de mejores salarios; el crecimiento de las exportaciones de café amplió el campo de monetización del sector agrícola y la demanda para este tipo de productos se amplió. La estructura agraria fincada en las relaciones de dominación de la gran hacienda y dirigida a producir para el mercado externo y para la subsistencia de peones hacendatarios, hubo de modificarse al impulso de las nuevas realidades económicas y sociales. Con la aparición de formas organizativas del campesinado, producto del nuevo ambiente político, el campo colombiano se convulsionó en muchas regiones. Hacia 1916, el Cauca fue escenario de levantamientos de indígenas caudillados por Quintín Lame; la región del Sinú presenció movilizaciones campesinas hacia 1919, y los años veinte, en las haciendas cafeteras de Cundinamarca y Tolima, vieron aparecer ligas agrarias que luchaban por mejores condiciones de trabajo y por la modificación de las formas tradicionales de explotación del campesinado.

Ignacio Torres Giraldo, aguerrido luchador de las causas populares en la primera mitad del siglo XX, describe así la situación ideológica de la izquierda colombiana a principios de siglo: “A las mentes avanzadas de Colombia las encontró el siglo XX dilucidando todavía los grandes episodios de la Revolución Francesa de 1789, y en ocasiones leyendo a Keyserling, que había sido leído ya por José Hilario López, unos sesenta años atrás. Y más o menos a este retrasado nivel estuvieron en 1914, si hacemos justas y meritorias excepciones de los poquísimos políticos letrados, que obtenían y a veces difundían, fragmentariamente, informaciones del pensamiento socialista, de índole reformista que circulaba por Europa, sobre todo hacia el occidente y principalmente en Francia. De los políticos letrados a que nos referimos, ocupaba primer sitio el General Uribe... Algunos lectores de periódico, de influencia liberal-uribista y en algunos casos de tendencia obrero-socialista (como el autor de esta obra), sabíamos de la posición pacifista del líder del socialismo francés, Jean Jaurés, frente al cataclismo de la guerra, y nos hicimos yorecistas, es decir, gente que veía la guerra desde un ángulo humano, sentimental, como sacrificio de los pueblos al calor de una falsa propaganda patriótica, denominada por los propios pacifistas franceses como chovinismo”5.

A fines de la primera guerra mundial el panorama ideológico cambió y la intelectualidad viró hacia el socialismo. La Revolución Soviética de 1917, el manifiesto de los estudiantes de Córdoba en 1918, la Revolución Mexicana, el pensamiento del marxista peruano José Carlos Mariátegui y las ideas anti-imperialistas del Apra calaron fuerte, como guía, en el pensamiento intelectual que comenzaba a anudar vínculos con el movimiento popular: campesino, artesano y proletario.

Los grupos socialistas

En varias ciudades del país, asociaciones obrero-artesanales hablaron de crear, en 1910, el partido “Obrero Colombiano” y en 1913 formaron en Bogotá la “Unión Obrera de Colombia”. En 1916 circuló un manifiesto que invitaba a la formación del “partido obrero” y en el mismo año se fundó un semanario que llevaba ese título. En 1919, se realiza la primera conferencia nacional obrera y en el mismo año es creado, y lanza su plataforma, el “Partido Socialista”, de composición heterogénea y de confusa ideología. El Partido Socialista, tras de obtener halagadores resultados en ciertas capitales durante las elecciones municipales de 1921, es absorbido por el partido liberal que postula al General Benjamín Herrera como candidato presidencial.

Al impulso de las experiencias soviéticas, un grupo de intelectuales formó en 1924, bajo la tutela ideológica de Vicente Staviky un ruso emigrante, un círculo de estudios de marxismo que se autodenominó partido comunista. Este grupo no trascendió de la experiencia intelectual y la mayoría de sus componentes hizo luego brillante carrera dentro de las toldas del partido liberal, como fue el caso de Gabriel Turbay. Sin una ideología muy clara, pero ligado a las masas populares: campesinos, proletarios y artesanos, funcionaba en 1926 el Partido Socialista Revolucionario, afiliado a la Internacional Comunista. Aunque de nombre socialista y reivindicando la doctrina marxista, este partido mantuvo vínculos muy estrechos con los sectores radicales del liberalismo, sobre todo de aquellos que conservaban la nostalgia de las guerras civiles y preconizaba este medio, o el alzamiento, como método de reconquista del poder para su partido. El Partido Socialista Revolucionario participó activamente en los movimientos huelguísticos y campesinos que contribuyeron a quebrantar la férrea estructura de los gobiernos conservadores y colaboró activamente en el levantamiento que, a nombre del bolchevismo, tuvo lugar en el Municipio de El Líbano, Tolima, en el año de 1929. En ese mismo año, el Partido Socialista Revolucionario se escindió en dos alas; una que se aproximó a los liberales “putchistas” y otra que se constituyó en embrión para la creación del Partido Comunista de Colombia en el año de 1930.

Ante los nuevos hechos, el partido conservador gobernante no tuvo otra actitud que la represión. Con una ideología autoritaria, ligado a los sectores clericales más retrógrados y vencedor por las armas en forma apabullante, a nombre del orden, la familia, la sociedad cristiana, el gobierno conservador anatematizó a sus oponentes y los reprimió por la fuerza. A las nuevas circunstancias del capitalismo y a sus secuelas de organización obrera y descomposición campesina, no supo adecuar el aparato estatal por medio de la legislación con el objeto de captar el movimiento inconforme, como se venía haciendo a través de la “legislación social”, en la mayor parte del mundo capitalista. Las huelgas eran duramente reprimidas. Aterrados por el movimiento popular en el que veían siempre una conjura bolchevique, los gobiernos conservadores acudieron a la legislación represiva. En 1925, se propuso de nuevo en el parlamento la implantación de la pena de muerte. La izquierda y los sectores liberales consideraron que el proyecto apuntaba contra ellos dentro de un régimen en el que se asimilaban las acciones políticas al delito común. En 1928, el Senado aprobó un proyecto de ley, llamado “Ley heroica”, por medio del cual se prohibían las organizaciones populares de oposición que la ley denominaba bolcheviques.

En diciembre del mismo año 28, el gobierno conservador, por medio del ejército, perpetró la más grande masacre de trabajadores de la historia de Colombia. La matanza tuvo lugar en la zona bananera de Santa Marta, sobre operarios que habían entrado en huelga contra el monopolio bananero de la United Fruit Company. El 8 de junio de 1929, las calles de Bogotá se ensangrentaron con la muerte de un estudiante, y el escándalo producido precipitó la caída del régimen conservador desacreditado ya por sus matanzas, represiones e incapacidad para dar salida al descontento popular. Al desmoronamiento final del régimen, contribuyó la actitud vacilante del Arzobispo de Bogotá para escoger candidato conservador. Sucedía que con el régimen teocrático implantado desde 1886 era el Arzobispo Primado quien decía la última palabra sobre quien debía ser el candidato del partido conservador y en consecuencia, el presidente. En 1930, ante la división conservadora el arzobispo osciló, ora llamando a votar por uno de los candidatos, ora acudiendo en auxilio de otro. En sus pastorales políticas la jerarquía eclesiástica se dividió; cada Obispo insinuaba del candidato ajeno a sus preferencias el terrible pecado de connivencia con la masonería. En ese estado social que refleja muy bien la omnipotencia eclesiástica, el partido liberal unido propuso como opositor del conservatismo desunido a Enrique Olaya Herrera, Embajador en Washington y hombre de confianza de los banqueros y petroleros norteamericanos.

El liberalismo en la oposición

Con la derrota en los campamentos, durante la Guerra de los Mil Días, el partido liberal quedó destrozado militar, organizativa e ideológicamente. El trueque de cargos burocráticos por principios, durante la dictadura de Reyes, no contribuyó a levantarlo y la reforma Constitucional de 1910, en la que se consagraba la participación de las minorías, le fijó su cuota burocrática y parlamentaria y lo adecuó como socio menor para las componendas entre los grupos conservadores. A principios del siglo, el liberalismo seguía nutriéndose de las mismas fuentes ideológicas que había profesado en el siglo XIX y parecía que su destino iba a ser el mismo de otros partidos liberales latinoamericanos que marchaban hacia la desaparición. Ante las nuevas situaciones sociales la juventud comenzó a abandonarlo y a adherir al pensamiento socialista, así fuera este difuso y literario. En las elecciones de 1921, por ejemplo, en Medellín, el partido que se llamaba Socialista obtuvo el 23 % de los votos mientras que el liberalismo sólo obtuvo el 15%. Intelectuales como Luis Tejada se decían comunistas y entonaban la “Oración para que no muera Lenin”, y un joven escritor, Alberto Lleras Camargo, escribía: “Porque el partido liberal es un partido que no tiene una sola idea. Y las que tiene, son de patrimonio común con el partido conservador. Porque el partido liberal, con hombres volubles e inconexos como Antonio José Restrepo y Olaya Herrera, o con hombres desconectados de toda cultura como Bustamante, verbalistas unos y mudos los otros, está tocado con el sello trágico que imprimía la muerte roja a los invitados del cuento de Poe. Un día ha de acabar por dar la voltereta. Y entonces, cuando le veamos el trasero, que por ahora no quiere mostrar sino en frente arcaico y desusado nos convenceremos de que estaba hecho a remiendos, sustituyendo aquí con una idea regresiva la que había pasado a ser lema del conservatismo y poniendo allá toques revolucionarios en donde sólo había fanfarroneado de derrotados”6.

La falta de claridad política sobre ciertos conceptos, contribuyó a facilitar la labor de captación que jugó el partido liberal durante el siglo XX. Desde el siglo XIX se tachó como socialista todo lo que pugnara con el liberalismo económico absoluto o tuviera que ver con el intervencionismo de estado. Así, por ejemplo, los opositores de Núñez llegaron a enrostrarle el término de socialista por sus medidas gubernamentales en cuanto a la banca, la moneda o los aranceles. En el siglo XX, y en forma consciente, ciertos sectores han jugado con el equívoco de intervencionismo de estado como sinónimo de socialismo para recaudar los beneficios políticos que esta confusión acarrea entre masas que creen encontrar expresión a sus intereses, cuando lo que se les propone es una forma más refinada de administrar la explotación. El partido liberal ha mantenido el equívoco en el siglo XX y hasta sectores internos dentro del mismo, los más reaccionarios, han coreado la acusación de socialistas respecto a ciertas políticas de intervención. La ideología del partido liberal colombiano que sigue proclamando lo innecesario de la creación de partidos de clase, pues según ella el liberalismo socializante bien representa y ha representado los intereses de proletarios y campesinos, acude siempre al mito de un liberalismo “nutrido de las canteras del socialismo”, como lo expuso desde comienzos del siglo el jefe liberal, General y Doctor Rafael Uribe Uribe. Indudablemente Uribe señalaba para su partido en el siglo XX derroteros distintos. Le proponía el abandono de las doctrinas del “laissez faire” y su sustitución por otras acordes con las nuevas situaciones y la afirmación del poder del Estado para intervenir en la vida económica y en la regulación de las condiciones de producción, que daba la estructura de clase, tenían que ser condiciones de explotación. A su liberalismo lo llamó Uribe, “Socialista”. Su pensamiento “socialista” lo expresó así: “Pero ahora quiero ir más lejos: en vez de rechazar acepto la imputación de socialista del Estado y la reivindicaré en adelante como un título. No soy partidario del socialismo de abajo para arriba que niega la propiedad, ataca el capital, denigra la religión, procura subvertir el régimen legal y degenera, con lamentable frecuencia, en la propaganda por el hecho; pero declaro profesar el socialismo de arriba a abajo, por la amplitud de las funciones del Estado”.

El liberalismo que desde su caída en 1886 había presentado candidatos presidenciales simbólicos, se preparó para proclamar en las elecciones de 1922 al General Benjamín Herrera. El país estaba viviendo un proceso de urbanización, de industrialización y era preciso contar con las masas urbanas que trataban de expresarse con vida propia a través de las difusas organizaciones socialistas. En las elecciones municipales de 1921, los socialistas cuyas bases tenían un origen liberal, habían tenido bastante éxito electoral. Para atraer a los nuevos sectores populares urbanos, el liberalismo inició entonces un proceso de recuperación incluyendo en su programa algunas reivindicaciones laborales, ante las cuales, y dada la inconsistencia ideológica del Partido Socialista, las bases adhirieron, o mejor, retornaron al partido liberal. En 1920, Benjamín Herrera, jefe del liberalismo, había expresado en una entrevista para un periódico barranquillero: “No veo la razón para, que se funde un tercer partido político en Colombia, cuando dentro del liberalismo caben todas las aspiraciones de los trabajadores porque éste es carne de su carne y hueso de sus huesos”. En un discurso de su campaña presidencial el 8 de enero de 1922, Herrera expuso su pensamiento social: “...Quiero que los oradores que me han honrado con sus conceptos benévolos, se sirvan transmitir a las corporaciones por ellos representadas mi anhelo ferviente de que el partido liberal pueda llevar un día a la conquista de realizaciones efectivas todas aquellas legítimas aspiraciones populares que habrían de traducirse en seguros obreros, reglamentación equitativa y humanitaria del trabajo de las mujeres y los niños, consagración del derecho de huelga en prácticas de justicia, higiene de los talleres, habitaciones para obreros, protección del obrero agrícola, sindicatos obreros, contrato del trabajo, ampliación e intensificación de la instrucción pública primaria e industrial, y, en una palabra, todo lo que tienda a mejorar las condiciones de aquellos compatriotas que representando el capital más valioso de la República tienen derecho al amparo especial de una legislación, equitativa y justiciera”.

La plataforma de Herrera satisfizo las aspiraciones del Partido Socialista. “En consecuencia este Directorio, gustoso, con el mayor entusiasmo y decisión apoya al candidato del liberalismo y excita a las organizaciones congéneres y a los copartidarios socialistas a trabajar hasta obtener el triunfo de este genuino exponente de la democracia y bien intencionado benefactor del pueblo obrero”. (Declaración del Directorio Municipal Socialista de Bogotá). El candidato Herrera no triunfó, en su mayoría las masas volvieron al partido liberal, y el partido socialista se desintegró. Acto seguido el liberalismo convocó una Convención Nacional que se reunió en Ibagué el 29 de marzo de 1922. En ella acogió programáticamente las reivindicaciones laborales esbozadas durante la campaña presidencial.

La república liberal 1930-1946

El régimen conservador se derrumbó y el partido liberal llegó al Gobierno discretamente, a través de un movimiento denominado “Concentración Nacional”, de composición bipartidista, que lentamente derivó hacia la hegemonía liberal. El Gobierno de transición lo presidió Olaya Herrera (1930-1934), quien gerenció la crisis y consumó la entrega de los petróleos colombianos. Fue en el primer gobierno de Alfonso López Pumarejo (1934-1938), durante la “Revolución en Marcha” cuando el partido liberal emprendió una serie de reformas para adecuar el estado a las nuevas situaciones económicas y sociales. La política emprendida por este Gobierno marcó la fisonomía del liberalismo y le permitió captar el movimiento inconforme: intelectual, agrario y sindical. El papel de captación fue jugado por medio de la “institucionalización”, es decir, a través de modificaciones constitucionales y legales que encuadraron la nueva problemática dentro de un marco jurídico. La vértebra fue la reforma Constitucional de 1936, uno de los pilares operativos, la reforma tributaria, y los medios de captación fueron, para los intelectuales inconformes, la posibilidad de perorar en los sillones burocráticos, y para los campesinos y obreros, la intervención estatal y una tímida legislación.

La economía del país había dado un vuelco en los tres primeros decenios del siglo XX. La estructura agraria había sufrido fuertes transformaciones y la legislación tradicional no contemplaba instrumentalmente las nuevas situaciones conflictivas que por esta causa derivaban en un tratamiento de Código Penal y de Policía. Al presentarse la crisis de 1929, el país contaba con una industria liviana básicamente ya instalada y el Estado requería de instrumentos de intervención para regular la nueva situación económica derivada de la industrialización y de herramientas legales para encausar los conflictos obrero-patronales, impidiendo que éstos tomaran un giro subversivo.

Cuando vino la avalancha de dinero norteamericano, durante el gobierno conservador del General Pedro Nel Ospina (1922-1926), se dieron algunos pasos de adecuación del Estado para el manejo económico. Bajo las instrucciones de unos enviados norteamericanos, la Misión Kemmerer, se habían regulado los sistemas bancarios y monetarios por medio de la fundación de un banco estatal, el Banco de la República. Pero aún faltaba una adecuación más amplia que permitiera al Estado intervenir, sobre todo en favor del desarrollo industrial que ya se esbozaba, y que le suministrará los medios económicos para intervenir. El Estado estaba financiado casi exclusivamente por impuestos indirectos y su presupuesto era magro. En 1914, el 98.7% de los impuestos era de ese origen, y todavía en 1928 el 92% de los ingresos estatales tenía esa procedencia. Si el Estado quería actuar en la vida económica y no simplemente limitarse a las funciones represivas, tenía que buscar fuentes más amplias de financiación. Esto lo habían percibido ya los Ministros de Hacienda de los últimos gobiernos conservadores, pero una modificación en la estructura tributaria significaba entrar en pugna con sectores dominantes, sobre todo terratenientes, y el partido conservador por razones de su misma base social y de poder no estaba dispuesto a dar el paso.

Dentro de un caldeado ambiente político, el parlamento homogéneamente liberal, ya que el conservatismo había decretado la abstención electoral, emprendió la reforma constitucional de 1936. La oposición tachó al intento de socialista y bolchevique, y los liberales, muchos de ellos untados todavía de los gestos socialistas del decenio anterior, se solazaron empleando una jerga socializante, prestada del tratadista francés León Duguit y de las discusiones de la República española, para expresar lo que en el fondo no era más que intervencionismo de estado. Otra vez el equívoco funcionó: la reacción tachó de socialista lo que no era más que liberalismo modernizante y las masas sin formación política cerraron filas alrededor del “socialismo liberal” que se presentaba como expresión de sus intereses y vestía con frases atrevidas lo que era papel de simple adaptación.

Ante la reforma, el partido liberal tomó diferentes posiciones. Un sector radical propugnaba la expedición de una nueva constitución como expresión de una nueva sociedad. Gerardo Molina, brillante representante de esta pequeña fracción, decía durante el debate constitucional: “Estimo, por consiguiente, que cuando una nueva fuerza política ha llegado al Poder, tiene que expedir un nuevo estatuto, porque entonces no habría ocurrido nada, no habría pasado nada. A qué vendría esta movilización de las masas colombianas, si al llegar al poder decimos ¿está todo perfectamente bien? Basta retocar esta Constitución, todo lo demás está bien. No toquemos los temas doctrinarios, como proponía ayer el señor Ministro de Gobierno, un poco atemorizado. “Por su parte, uno de los más caracterizados voceros de la “izquierda liberal”, a quien la reacción hacía aparecer como bolchevique, el Ministro Darío Echandía, era partidario de la modificación parcial y durante el debate expresó así su pensamiento: “Todas las Constituciones modernas están inspiradas en el principio de que si el interés público o social exige que una ley vulnere los derechos privados, éstos deben subordinarse a aquél. Y este principio está admirablemente expresado en el artículo pertinente de la Constitución del 86, que por este aspecto es socialista...”.

Más realista el Presidente López quien por su experiencia de banquero era dado a lo pragmático y que tenía claro que la función del liberalismo era de simple adecuación, sin equívocos socialistas respecto a la Constitución, simplemente propuso la reforma de algunos de sus aspectos. Años después, durante su segunda presidencia (1942-1945), en el mensaje que dirigió al Congreso durante la inauguración de las sesiones extraordinarias de 1945, fijó el alcance que había tenido la modificación constitucional de 1936: “Mi primer Gobierno tomó la iniciativa de proponer al Congreso Liberal la enmienda constitucional, y entonces se vio, fácilmente, cómo no era cierto que los voceros del liberalismo estuvieran tan distanciados filosófica y jurídicamente del pensamiento original de 1886, como parecían estarlo o creerlo. La Reforma de 1936, fue una refriega indecisa entre la audacia y la cautela. Solamente en lo relativo a la libertad de enseñanza y de conciencia, rompió, como se dijo con frase afortunada, una vértebra al estatuto. Sin embargo, se promovió desde fuera del Congreso una reacción amenazante y se habló de desconocer el imperio de la legislación. Se le tachó de comunista, de disolvente de la sociedad colombiana, de atea, de corruptora... Lo cierto es que en el Congreso homogéneo se fue descubriendo, a medida que avanzaba el estudio, que no había ningún anhelo popular representado en las Cámaras, ni fuera de ellas, exigiendo imperativamente que la conformación política y la organización del Estado se sustituya por otra...”.

En medio de una tormenta oratoria y de una violenta oposición, las discusiones sobre la reforma constitucional, en síntesis, confluyeron en lo siguiente: en retocar la Constitución de 1886 en lo referente al derecho de propiedad, en autorizar al Estado para intervenir en la empresa pública o privada “con el fin de racionalizar la producción, distribución y consumo”, y en suprimir ciertos artículos confesionales del estatuto de 1886, es decir, lo que anotaba el Presidente López, laicizar un poco el Estado. Para lograr ésto, el liberalismo logró concitar el apoyo popular y de las organizaciones de izquierda, las que en un marco declarado de Frente Popular, y bajo el lema gubernamental de “Revolución en Marcha”, se lanzaron a las calles a manifestar su apoyo al “Gobierno revolucionario liberal”.

La Constitución de 1886 reconocía la propiedad privada y establecía que por motivos de “utilidad pública”, el interés privado debería ceder al interés público y decía también que cuando por motivos de “utilidad pública” hubiera lugar a enajenación forzosa “se indemnizará el valor de la propiedad, antes de verificar la expropiación” La reforma consistía en equiparar el concepto de utilidad pública con el de interés social, en establecer que la ley podía autorizar la enajenación forzosa no sólo por motivos de utilidad pública sino de interés social y en facultar al legislador para que determinara cómo debía hacerse la indemnización. Por estas modificaciones los enemigos de la reforma la llamaron bolchevique y socialista.

En conexión con el anterior se introdujo un artículo que facultaba al Estado para intervenir en la vida económica y en los conflictos obrero patronales. Decía éste: “El Estado puede intervenir por medio de leyes en la explotación de industrias o empresas públicas y privadas, con el fin de racionalizar la producción, distribución y consumo de la riqueza, o de dar al trabajador la justa protección a que tiene derecho”. Para que no quedara duda del sentido de la norma constitucional se insertó en el acta la exposición que un Senador hizo sobre el concepto de racionalización: “Hubo una vez un industrial angloamericano que fue un gran observador. Vivió casi incomprendido, murió en 1915 y se llamó Taylor. Sus observaciones fueron un conjunto de experiencias y deducciones sagaces, que han merecido el nombre de taylorismo, o sea: ciencia de la organización del trabajo. Desde el cálculo del peso de la herramienta que proporciona menos fatiga y da más rendimiento, y la medida del período de descanso del obrero que ha de aumentar su producción, se ha remontado la aplicación de estos principios, hasta el funcionamiento de los órganos del Estado y ha constituido ya un motivo de preocupación internacional... Ved, pues, Honorables Senadores, que no podemos negar al Gobierno este precioso instrumento de lucha para casos imprevistos. Ahora, en cuanto establece el artículo la protección al trabajo, creo que no sobra como ratificación de la plataforma liberal, si bien uno de los fines de la racionalización es cambiar la mentalidad del patrón, en relación con sus subordinados, a quienes debe considerar como sus colaboradores”. La introducción de este artículo fue otro de los caballos de batalla contra la reforma constitucional que por ello fue motejada de bolchevique y socialista.

El aspecto laicizante de la reforma se concretó en la supresión del artículo que en la Constitución de 1886 establecía que “La Religión Católica, Apostólica, Romana, es la de la Nación” ; en eliminar la exención de impuestos para los bienes eclesiásticos, en sustituir el contenido de un artículo que en la Constitución de 1886 decía “es permitido el ejercicio de todos los cultos”, por otro en que se decía: “se garantiza la libertad de todos los cultos”. Esta modificación fue violentamente atacada porque reemplazaba el concepto de “tolerancia” por el nocivo de “libertad” de cultos; y en cambiar la frase “La educación pública será organizada y dirigida en concordancia con la religión católica” por la que dice “se garantiza la libertad de enseñanza”. Por todo ello, la reforma fue tachada de bolchevique, socialista y atea, no obstante que la Constitución se expedía “En nombre de Dios, Fuente Suprema de toda autoridad” y que para evitar al máximo toda confrontación de tipo religioso el constituyente liberal negó en el Senado, por 33 votos contra 3, la implantación del divorcio y el matrimonio civil.

Alfonso López, hijo del mayor banquero y de uno de los mayores capitalistas del país, recibió su educación académica en Londres y la práctica en el mundo de los negocios. En los años veinte gerenció un banco norteamericano en Bogotá, El Banco Mercantil Americano, con tan buen éxito que el Vicepresidente del Banco Central de New York afirmaba: “El es probablemente el mejor banquero latinoamericano que haya tenido el privilegio de tratar... es muy bien conocido en New York y aparentemente conoce nuestro país tan bien como los del Sur y Centro América”. La magnitud de su vinculación con el mundo de los negocios y con el capital extranjero está muy bien descrita por uno de sus amigos y biógrafo: “Basta anotar que cuando el país esperaba ansiosamente que el congreso americano aprobara, como indemnización por la separación de Panamá, la suma de veinticinco millones de dólares, pagaderos en cinco cuotas anuales, López trajo a Colombia en menos tiempo, una cantidad aproximadamente igual para vigorizar la economía nacional”7.

López inició en su primera administración los gobiernos hegemónicos liberales y al suyo le dio el nombre de la “Revolución en Marcha”. En él, con su espíritu pragmático y con su perspectiva desde el gran capital, se inició una transformación estatal y un proceso de captación de la inconformidad popular. Su empresa, que conscientemente iba dirigida a la modernización del país para mejor funcionamiento del capital, fue tildada de subversiva y bolchevique.

López desarrolló su gestión modernizante en un contexto internacional que políticamente le era propicio. Para conjurar la crisis y con miras a los enfrentamientos imperialistas que ya se preludiaban, Franklin D. Roosevelt inauguró en su país una nueva política. En lo interno puso en práctica el New Deal, política intervencionista que también fue motejada de socialista, y para América Latina, enunció la “Política del Buen Vecino” como réplica a la del “Gran Garrote” preconizada por  Teodoro Roosevelt. Ante el vendaval que se avecinaba, ante la próxima confrontación con la Alemania nazi, era conveniente tener aliados en el patio trasero del imperio y ser buen vecino de las repúblicas latinoamericanas. La situación europea había llevado a comunistas, socialistas y demócratas a cerrar filas contra el nazismo y el fascismo dentro de los Frentes Populares. La directriz dada por la internacional comunista a sus partidos adherentes, de apoyar a las burguesías progresistas en el poder, facilitó a López su gestión de captación del movimiento obrero. En América Latina se respiraba un aire nacionalista y por la misma época un gobernante como Lázaro Cárdenas en México impulsaba la reforma agraria y nacionalizaba los petróleos. En ese contexto, López llevó a cabo la función liberal de modernización del Estado y de captación del movimiento inconforme intelectual, del movimiento campesino y del sector obrero.

Con los intelectuales el asunto fue fácil. Estudiantes en los veintes, profesionales en los treintas, el partido liberal se ofreció generoso a ellos desde el gobierno y les otorgó el parlamento, las embajadas y los ministerios, garantizándoles de contera, que en el ámbito de la “revolución en marcha” no había necesidad de abandonar el lenguaje socializante y que como funcionarios, podían acudir a congresos y manifestaciones populares contribuyendo así a la domesticación del movimiento inconforme. En el primer gabinete ministerial de López todos los ministros eran menores de 38 años y Alberto Lleras, el mismo que unos pocos años atrás no le veía futuro al partido liberal, comenzaba su futuro, como ministro, a la edad de 29 años.

Con el movimiento campesino, el Gobierno liberal procedió así: en los años veinte, los campesinos reunidos en ligas agrarias, lucharon fundamentalmente por mejores condiciones de trabajo sin cuestionar, en general, la propiedad de la tierra. Ante la posibilidad de encontrar más altos salarios en las obras públicas u otros frentes de trabajo, presionaron mejores salarios por medio de huelgas. Muchas haciendas, principalmente las cafeteras, conservaban la mano de obra que necesitaban por medio de “arrendatarios”. Estos funcionaban así: el propietario les adjudicaba un lote de terreno para que cultivaran lo que requerían para su sustento. En contraprestación los arrendatarios laboraban durante cierto número de días en la hacienda con lo cual ésta contaba con mano de obra suficiente para sus labores. La petición inicial de los arrendatarios fue la de que se les permitiera el cultivo de productos de venta en el mercado. Los propietarios se negaban aduciendo para ello que tales cultivos eran de larga duración y que con ellos los arrendatarios podrían reclamar mejoras y a través de éstas reivindicar la propiedad. 

Al sobrevenir la crisis de los años treinta y el desempleo que ella generó, muchos trabajadores de obras públicas que quedaron cesantes regresaron al campo llevando consigo un espíritu de lucha y organización y la experiencia del trabajo salarial. Entre 1930 y 1931 se registraron en la Oficina General del Trabajo 58 conflictos agrarios y se calcula que entre 1928 y 1937, en sólo 18 sitios de la República, participaron en las luchas agrarias cerca de 20.000 campesinos, de los cuales cerca de 11.000 correspondían a municipios de Cundinamarca8.

Las ligas campesinas dirigidas por el Partido Comunista la UNIR lanzan a partir de 1932 la consigna de que los colonos deben sembrar café, plátano y caña de azúcar. En el conflicto que se venía expresando como “problema laboral” relativo a los salarios, o a los contratos de arrendamiento, se cuestiona ahora la propiedad misma. En su lucha por la tierra, durante los años treinta, el movimiento campesino se sobrepone aún al movimiento obrero.

La legislación existente estaba en retraso respecto a las nuevas situaciones. Cuando los trabajadores agrícolas reclamaban colectivamente mejoras en las condiciones de trabajo, los propietarios les respondían que ellos eran más que arrendatarios, que no estaban ligados por contratos de trabajo, que por lo tanto, podían ser arrojados del predio, “lanzados”, y así se procedía comúnmente. En estas condiciones un problema salarial terminaba con el desalojo de los arrendatarios, y a éstos no les quedaba otra opción que declararse colonos, con lo cual cuestionaban ya directamente la propiedad territorial.

Una ley de 1905 estableció que el ocupante de un predio debía exhibir el título de propiedad, o el contrato de arrendamiento, o en caso contrario, las autoridades verificarían el lanzamiento en 48 horas. Como el contrato entre terratenientes y campesinos casi siempre era verbal, estos últimos no podían exhibirlo y se procedía al desahucio. Así las cosas, al campesino no le quedaba otro camino que resistir por la fuerza dentro de un régimen jurídico que no contemplaba determinadas situaciones con figuras propias y las remitía al tratamiento penal o policivo.

El Gobierno liberal inició entonces una acción para crear un régimen jurídico que diera cabida a esa variedad de situaciones, permitiéndoles una salida institucional, y llevó a cabo también una política de repartición de tierra que al mismo tiempo salvaba a los terratenientes al comprarles sus haciendas. Así, por ejemplo, la hacienda el Soche, en donde había 6.000 colonos, es comprada por el gobierno, quien en febrero de 1934 había adjudicado 2.888 fanegadas a 277 familias. La hacienda Tolima, en donde se desató un combate que dejó un saldo de 13 arrendatarios y dos policías muertos, es comprada por el Gobierno quien la vende a los arrendatarios9.

La salida jurídica se dio a través de la Ley 200 de 1936, tímido estatuto que presumía como propietario de un predio a quien le diera destinación económica, establecía ciertas trabas para el lanzamiento de los ocupantes y declaraba reversibles al dominio del Estado los predios mayores de 300 hectáreas que no fueran cultivados. La industrialización que se adelantaba requería alta productividad en materias primas y alimentos y ampliación del mercado. De allí el incentivo de la productividad, que de paso abría una puerta probatoria para el propietario que no tuviera sus títulos en regla. En cuanto a la reversión a dominio público de los predios incultos, la aplicación de la norma se pospuso por 10 años y luego, de plazo en plazo, no ha tenido aplicación.

En su mensaje al Congreso de 1936 el Presidente López expresó lo siguiente: “El Gobierno... que tiene el deber de intervenir en la sindicalización, que estudia las peticiones obreras sin excitación ni indignación, que ve los fenómenos sociales tranquilamente, no como anticipos de una edad comunista sino como brotes retrasados de una historia de luchas que es vieja ya en el mundo, es mirado con desconfianza por los patrones como un instituto izquierdista de agitación, cuando no, hace sino representar un sentimiento democrático y liberal”. La acción liberal sobre los sindicatos se realizó fundamentalmente con el papel de mediador por parte del Estado, como árbitro, más que por un conglomerado de leyes favorable a los trabajadores o a los sindicatos. En efecto, la legislación laboral durante el período liberal fue parca y sólo en las postrimerías del régimen se expidió un conjunto de normas que pudieran considerarse un código laboral. La Ley 78 de 1919 había permitido la huelga desde el momento en que eliminaba las sanciones penales existentes para los trabajadores que abandonaran el trabajo. Sin embargo, autorizaba legalmente al esquirolaje y determinaba que las autoridades debían proteger a los trabajadores que quisieran laborar durante el paro. En estas circunstancias, los patronos enganchaban nuevo personal durante las huelgas y los huelguistas perdían las posibilidades de presión. La Ley 21 de 1920 prohibió expresamente la huelga en los servicios públicos, y en las actividades en donde ella era permitida, estableció un período previo y obligatorio de conciliación. Ya durante el régimen laboral se dictó la Ley 83 de 1931 que consagraba el derecho de asociación pero dejaba vigente la posibilidad de esquirolaje. En materia de prestaciones sociales fue poco lo que se estableció durante el período liberal. Solamente en sus postrimerías, el Gobierno de López, para compensar el apoyo dado por las masas cuando el intento de golpe de estado en 1944, estableció una serie de derechos individuales, y colectivos, para los trabajadores. El Decreto 2350 de 1944, que en forma diluida se convirtió en la Ley 6ª de 1945, dispuso el derecho de cesantías, el pago de dominicales no laborados, un salario mínimo legal, nuevas normas sobre accidentes de trabajo, el pago de dos semanas de vacaciones y el reconocimiento de un pago especial por horas extras laboradas y por el trabajo nocturno. Respecto a los derechos colectivos dispuso el fuero sindical para los dirigentes de sindicatos y la prohibición del esquirolaje al establecer que el patrono no podía contratar personal durante el período de huelga.

Los gobiernos liberales, especialmente los de López, trataron de ganarse el respaldo sindical y de constituir a las centrales obreras en uno de los pilares de apoyo del Gobierno. Esto era un cambio de estilo respecto a los gobiernos conservadores. La iniciativa de creación de sindicatos en muchos casos partió de funcionarios estatales, y el tratamiento que se le dio a las huelgas fue de intervencionismo estatal, pero no con un carácter policivo, sino como mediador. Así, por ejemplo, cuando estalló una huelga en la zona bananera, la orden de López a su Ministro de Guerra fue la de que dispusiera un avión para que se trasladase a Bogotá a la Directiva obrera, con el objeto de que allí se hiciera la negociación con intervención presidencial. El conflicto terminó sin muertos y los obreros obtuvieron aumento en los salarios hasta en un 50%; además, se les reconocieron prestaciones relacionadas con alojamiento, sanidad, asistencia médica, etc., y en general, se aceptaron los puntos del pliego de reclamos.

En el año de 1935 se realiza un Congreso Nacional de Trabajadores impulsado por los operarios del diario El Tiempo. Al final de éste, surgieron dos tendencias: la liberal y la comunista, pero al año siguiente, y en el marco de cooperación de los Frentes Populares, se funda la CSC (Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia), la cual en 1938 adopta el nombre de CTC (Confederación de Trabajadores de Colombia). La CTC será el escenario de enfrentamiento entre liberales y comunistas que se disputarán su control. El primero de mayo de 1936 se celebra al día del trabajo con una inmensa manifestación en la que hablan el Presidente López y el dirigente comunista Gilberto Vieira. Durante el gobierno de Eduardo Santos (1938-1942), el Presidente que no tuvo el apoyo electoral del PC, retira muchos de los auxilios gubernamentales a la central obrera y la división vuelve a aparecer; hay momentos de unidad como trasunto de la situación internacional en la lucha contra las potencias del Eje y luego, en las postrimerías del gobierno liberal, y dentro del contexto de la guerra fría, la división vuelve a aparecer.

Dentro de su función modernizante y captadora, el Gobierno de López apoyó al movimiento sindical por razones económicas y políticas. En la instalación del Congreso Sindical de Cali en 1938, el Ministro Lleras Camargo leyó un mensaje gubernamental. En él decía: “Hemos querido levantar el nivel de vida del pueblo no sólo para que sirva mejor a las empresas nacionales que se quieran acometer, con su respaldo, sino para que sea también un consumidor eficaz, es decir, un elemento más seguro del progreso en la producción industrial y agrícola”. Políticamente el Gobierno de López logró captar y convertir en base de apoyo al movimiento obrero a través de una política de reconocimiento legal de apoyo económico a las centrales obreras, y de arbitramento. Su papel se vio facilitado por las características del movimiento sindical en formación, que estaba conformado, fundamentalmente, por delegados de los servicios públicos, departamentales o municipales, y por artesanos. Hasta el año de 1945, en el que los sindicatos de las empresas privadas, sobre todo de las textiles, entran a jugar un papel organizado, el movimiento obrero estuvo dominado por los sindicatos ferroviarios, de empresas públicas y los del río Magdalena. El papel mediador del Estado en los conflictos de empresas estatales —servicios públicos, ferrocarriles, etc.— se facilitó porque su intervención podía ser directa como patrono, sin cortapisas legales como las hubiera tenido para intervenir en las empresas privadas. Esta situación, además, le ofrecía al Gobierno una inmensa clientela electoral pues con el crecimiento de las funciones estatales, el Estado se había convertido en un potente empleador. Precisamente, la práctica exclusivista de colocar solamente a sus parciales, se constituyó en un punto central de conflictos entre los partidos. En esa forma había procedido el conservatismo hasta 1930 y así procedió el liberalismo después. Pero en 1946, con un Estado fortalecido en sus funciones, el cambio de gobierno implicaba la sustitución de miles de empleados y esa situación contó muchísimo como causante de la violencia que vivió el país.

Gaitán y la UNIR

El régimen liberal sufrió críticas de izquierda y embates de derecha. Contra él se desencadenaron las furias del partido conservador y de sectores retrógrados del mismo partido liberal pero, para combatirlo, también surgieron nuevos grupos que como la UNIR a la izquierda o los grupúsculos fascistas a la derecha, tuvieron existencia efímera. Al mismo tiempo que el régimen liberal, 1930, se crea el Partido Comunista, única formación política diferente al liberalismo y al conservatismo que ha perdurado en Colombia y se ha mantenido por medio siglo.

Jorge Eliécer Gaitán nació en Bogotá, en un hogar pobre, en el año de 1903. En 1924 se graduó como abogado con una tesis sobre “Las ideas socialistas en Colombia”, la cual manifestaba un pensamiento reformista y una estructuración no muy profunda. Luego viajó a Italia a estudiar criminología con el profesor Ferri. Desde el punto de vista político su estadía en Italia, en un momento de ascenso del fascismo, dejó huellas en algunos de sus planteamientos y métodos políticos. A nombre del liberalismo fue elegido al Parlamento y en el año de 1929, inició su brillante carrera de orador con la denuncia que en él hizo de la matanza de trabajadores en la zona bananera. El primer gobierno liberal, el de Olaya Herrera, decepcionó profundamente a muchas gentes de izquierda a causa de su inmovilismo respecto a los asuntos sociales y por su posición de entrega al imperialismo. Las críticas que formulaba Gaitán dentro del mismo partido liberal le valieron la excomunión del influyente periódico El Tiempo, que en 1932 editorializaba contra él clasificando sus ideas como socialistas y fuera de las doctrinas liberales. En el año de 1933, un grupo de intelectuales, estudiantes y miembros de la clase media, llevó a cabo la idea de constituir un nuevo grupo político a la cabeza del cual estuvo desde un comienzo Jorge Eliécer Gaitán, como su jefe. El grupo se llamó UNIR (Unión Nacional Izquierdista Revolucionaria) que entre otras influencias recibió la del Aprismo y la del PRI mejicano, partidos ambos que se reclamaban antiimperialistas, socializantes, agraristas y diferenciados del marxismo. En el aspecto organizativo, en el partido se dejó sentir la experiencia italiana de Gaitán: la UNIR tenía una especie de disciplina militar, estaba dividida en “legiones” y éstas comprendían “los equipos”. Al mando de cada legión y de cada equipo había un “Capitán”. La ideología de la UNIR se basaba en un populismo de izquierda y su acción se dirigió a las masas campesinas y al sector sindical. En el campo, el movimiento dio sus más grandes luchas y obtuvo su más amplia base. Sus militantes participaron activamente en la lucha de los colonos por la tierra, fueron duramente perseguidos e incluso, en la población de Fusagasugá, una de sus manifestaciones fue reprimida a bala por autoridades y grupos liberales, con un saldo de cuatro muertos, entre los manifestantes. Como diputado en la Asamblea de Cundinamarca, Gaitán colaboró activamente para que el Gobierno comprara y parcelara la hacienda “El Chocho” en donde había aproximadamente 4.000 arrendatarios. En el campo sindical la acción de la UNIR fue menos resonante y le valió los ataques del Partido Comunista que reprochaba al UNIR la preponderancia de los abogados en la dirección de los conflictos obreros con lo cual introducían un elemento legalista complementario de la política liberal. Gaitán como líder de la UNIR, había reiterado su posición abstencionista en el debate electoral y en este punto de vista era acompañado por un sector de su partido. No obstante lo anterior, en 1935, la organización resolvió ir a elecciones para asambleas departamentales de Cundinamarca, Antioquia y Tolima y obtuvo un pobre resultado electoral. El liberalismo ofreció entonces a Gaitán una curul en el Parlamento y éste, no obstante sus posiciones abstencionistas, la aceptó, marcando desde entonces su lucha futura dentro de los cánones del partido liberal y contribuyendo definitivamente para que la UNIR se disolviera en ese año, como partido independiente.

El partido comunista

El partido comunista de Colombia fue fundado oficialmente en el año de 1930. Como ya se ha visto, en el año de 1926 se había creado el Partido Socialista Revolucionario, que dirigió la agitación de masas, muchos movimientos huelguísticos y que incluso participó en el levantamiento campesino de El Líbano (Tolima), en el año de 1929. La Internacional Comunista a la cual había adherido el partido socialista revolucionario envió a éste, en el año de 1929, una comunicación en la que le proponía que se transformara en partido comunista, adoptando el Marxismo-Leninismo y organizándose como partido de clase. Con la victoria del partido liberal, un sector del partido socialista revolucionario se unió al liberalismo y el otro sirvió de núcleo para la formación del PC. Desde su fundación el PC tomó arraigo en los sectores sindicales y propició la formación de ligas campesinas que dirigieron la lucha por la tierra y por mejores condiciones de trabajo, entre campesinos e indígenas de Cundinamarca, Tolima y Cauca. El partido comunista se implantó fuertemente en regiones como Viotá cuyo cabildo municipal llegó a controlar, sufrió la represión oficial liberal y se enfrentó también a los grupos Uniristas que trabajaban con los campesinos en las mismas regiones. Sobre ese período el PC hace la siguiente evaluación en el folleto oficial que editó con motivo de sus 30 años de existencia: “Los comunistas considerábamos en ocasiones a los liberales de izquierda, en vez de naturales aliados, como los más peligrosos adversarios porque pensábamos que deliberadamente contribuían a mantener a las masas bajo la influencia ideológica de la burguesía y no tomábamos en cuenta, antes que sus aspectos negativos, la significación verdadera de sus hondas contradicciones con la clase dirigente burguesa. En este terreno los comunistas adelantamos luchas exageradas contra la confusa agrupación de izquierda denominada Unirismo, que intentó formar Gaitán, aunque sin deslindarla consecuentemente como un nuevo partido independiente de los partidos tradicionales”10.

En las elecciones presidenciales de 1934, en las que el partido conservador se abstuvo, fue elegido Alfonso López Pumarejo. El partido comunista le opuso como candidato presidencial al dirigente indígena Eutiquio Timoté, quien obtuvo 4.000 votos. Con ello el PC quería significar la oposición a la política liberal, posición ésta que mantuvo al comienzo de la administración López hasta el momento en que de la Internacional Comunista vino la directriz de colaborar con las “burguesías progresistas” y de formar los Frentes Populares. Ante la reacción agresiva que se desató contra el Gobierno modernizante de López, el PC le dio su apoyo con la consigna “Con López, contra la reacción”. López correspondió a ese apoyo alentando y subvencionando al movimiento sindical lo que confluyó en el fortalecimiento de la única y poderosa central obrera, la CTC, en cuya dirección conjunta actuaron comunistas y liberales lopistas. La experiencia de cooperación con el liberalismo fue evaluada así por el PC: “Los dirigentes liberales en general rehuyeron siempre el compromiso concreto para con el pueblo, que hubiera significado una plataforma común de Frente Popular, y los comunistas no insistieron en ella con la errónea idea de no perjudicar la unidad de acción, que era cada día más poderosa en los medios liberales obreros”11.

“Fue posiblemente en este período cuando los camaradas de algunos lugares, cediendo a la presión de la burguesía liberal, se fueron al otro extremo y toleraron una creciente desnaturalización del movimiento de Frente Popular hasta convertirlo en simple apéndice del liberalismo”.

El partido liberal no era homogéneo. Un sector combatió duramente al primer Gobierno de López y otro le hizo una resistencia pacífica. Esta última fracción era la que encarnaba Olaya Herrera quien ya había sido postulado para un segundo gobierno, como sucesor de López. Al morir inesperadamente Olaya, fue elegido Presidente el propietario del periódico El Tiempo, Eduardo Santos (1938-1942). El partido conservador se abstuvo en la elección y el PC osciló en cuanto al apoyo electoral a Santos. Este, motivado entre otras razones por la posición electoral del PC frente a su candidatura, llegó a la Presidencia con el decidido propósito de dividir al movimiento sindical y favorecer dentro de él al sector sindicalista liberal. La situación de división se plasmó a nivel de la CTC. Al final de su gobierno, López ya había decretado una pausa en la “revolución en marcha”, y el gobierno de Santos tuvo como divisa la pausa, la consolidación de las “aceleradas conquistas revolucionarias” del Gobierno anterior. Al mismo tiempo, la diplomacia colombiana se vertió aun más hacia los Estados Unidos y Colombia fue considerado el país modelo de cooperación con Norteamérica. Bajo la égida santista el Congreso Sindical de Cali se dividió y con el objeto de conservar la unidad el PC dejó en manos de los representantes liberales la dirección de la CTC. Este período es valorado así en el documento oficial del PC. “En el Congreso de Trabajo reunido en Cali, nuestro partido ya penetrado del oportunismo de derecha, llegó hasta renunciar a las posiciones del Partido en la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) dejando bajo el control directo de la burguesía liberal como una demostración graciosa de frentepopulismo y para que en el parlamento liberal homogéneo no se combatiera a los sindicatos de clase”12.

En el año de 1942, López fue elegido Presidente por segunda vez, pero a pesar del apoyo popular a su candidatura, su segunda administración se marcó por el conformismo y su vinculación directa al gran capital. En el ámbito mundial se desarrollaba la lucha de los aliados contra las potencias del Eje, y la Unión Soviética que se defendía victoriosamente de la invasión Nazi a su territorio estaba en el mismo campo militar que los Estados Unidos. El PC Colombiano apoyó incondicionalmente al Gobierno de López que estaba del lado de los aliados, colaboración ésta que tuvo sus implicaciones ideológicas como lo expresa el documento citado: “Nuestro partido difundió intensamente primero los artículos y luego los libros del entonces Secretario General del Partido Comunista de los Estados Unidos, Browder, quien utilizó la gloriosa bandera antifascista para encubrir el contrabando de un revisionismo hábilmente disfrazado de consideraciones tácticas. Browder sostenía que se había abierto una nueva perspectiva histórica, de estrecha colaboración en la guerra y después de ella, entre los Estados Unidos y la Unión Soviética que aseguraría un mundo sin crisis económicas ni conflictos armados; el paso gradual del capitalismo al socialismo; el desarrollo pacífico de los pueblos atrasados con el apoyo financiero norteamericano; la paulatina eliminación de los antagonismos sociales en un proceso en que el Partido Comunista ya no necesitaría ser un destacamento político combatiente sino que podría limitarse a funciones puramente educativas. Como la influencia de Browder fuera en aumento, se formó en nuestro partido y especialmente en su Dirección una especie de escuela para difundir sus tesis revisionistas, haciendo obligatorio su estudio en lugar de los clásicos Marxismo-Leninismo”13.

En las elecciones de 1943, el PC obtuvo 27.000 votos y alcanzó a elegir diez diputados en diferentes asambleas del país, tres Representantes en la Cámara y un Senador. El éxito electoral lo llevó entonces a concebir una modificación a su táctica y un cambio en sus principios para volver la organización un partido de masas e incluso modificar el nombre del partido. En un informe oficial, Gilberto Vieira decía lo siguiente sobre el cambio de nombre: “El nombre de Partido Comunista no responde a la realidad nacional, porque ahora no se lucha por el comunismo en Colombia, porque ahora lo esencial para nosotros es que nuestra patria sea libre y próspera, que nuestra patria supere el atraso económico, que heredamos de la feudalidad”. Sobre los tradicionales símbolos comunistas se decía: “En la presentación de su informe, invita además a cambiar el emblema de la hoz y el martillo, ‘por el sencillo hecho de que la hoz es un instrumento de trabajo prácticamente desconocido entre nosotros y nada le dice a los campesinos colombianos’. En lugar de la hoz, se debería poner el “ ‘machete’ ”14.

En agosto de 1944 se reunió el Segundo Congreso del PC. En él se cambió el nombre por el de “Partido Socialista Democrático” y según el folleto oficial varias veces citado, “la actitud del Partido en la justa defensa de las instituciones democrático-burguesas contra el cuartelazo fue refrendada por el II Congreso, que en su desmedido respaldo al Gobierno de López contra la amenaza golpista, excedió los límites de incondicionalismo y tuvo expresiones de liberalismo crudo. El II Congreso recibió el saludo personal del entonces Ministro de Trabajo Arriaga, en representación del Presidente López....  El II Congreso se ocupó de aprobar formulaciones para ‘un entendimiento entre Inglaterra y los Estados Unidos sobre bases realistas, teniendo participación proporcional en los mercados de postguerra’, según proponía el informe político del Congreso... El II Congreso aprobó cambiar el nombre del partido por el de Socialista Democrático... El prospecto revisionista así expresado se manisfestó en resoluciones prácticas diversas, tales como la que declaró miembros del partido a todos los ciudadanos que habían votado por los candidatos comunistas en las últimas elecciones, las de cuatro meses atrás, y la que ‘estableció como criterio del partido la colaboración obrero-patronal’ so pretexto de contribuir al esfuerzo bélico antifascista de la burguesía... En el II Congreso empezó a tomar graves proporciones una forma enteramente artificial del ‘culto a la personalidad’, mediante la confección de saludos especiales al entonces Secretario General del Partido, llamándolo ‘amado camarada’, ‘Genial estratego’, ‘Gran dirigente de América’ y otras lisonjas de peor gusto”15.

Oposición de derecha

La oposición de derecha a los gobiernos liberales, y en especial al primero de López, fue violenta. Ella provino de sectores del mismo partido liberal, de grupos fascistas y del conservatismo acaudillado por Laureano Gómez. Las medidas intervencionistas del Gobierno de López a veces chocaron con los gremios económicos. La Federación de Cafeteros, organización híbrida que se dice oficial para obtener prerrogativas y privada para evitar la intervención estatal, y que maneja inmensos capitales producto de la exportación de café, se opuso a López por su intervencionismo al colocar tres ministros en su Junta Directiva y llamó expropiación al manejo que el Estado dio a una parte de los dólares provenientes de la exportación. Los industriales atacaron del gobierno de López, la reforma fiscal y su política social, si bien algunos más clarividentes comprendieron su política modernizante y de captación y lo apoyaron a título individual. Dentro del liberalismo el no apoyo de las altas esferas económicas a la política de López, se plasmó en el ala seguidora del Presidente Santos. Terratenientes liberales y conservadores crearon un movimiento violento de oposición: la APEN (Acción Patronal Económica Nacional), cuyo órgano de expresión era el periódico La Razón orientado por el intelectual liberal Juan Lozano y Lozano. La APEN contó con el apoyo de terratenientes, banqueros e industriales y su decidida oposición a la política de López estuvo dirigida, sobre todo, a atacar su política agraria y la Ley 200 de 1936 a las cuales motejó de bolcheviques y subversivas. Bajo el comando de la APEN, los terratenientes ejercieron violencia sobre los campesinos que reivindicaban la propiedad de la tierra u otros derechos.

La oposición más violenta fue la que ejerció el partido conservador en connivencia con la jerarquía Eclesiástica y con grupos fascistas. Vencido el partido conservador en 1930, su jefe Laureano Gómez decretó la “abstención purificadora” y el conservatismo no participó en las elecciones presidenciales de 1934 y 1938. La política de López y la reforma constitucional de 1936, sirvieron como pretexto para atacar al Gobierno de socialista y de ateo. A pesar de la prudencia liberal, el partido conservador logró revivir el “problema religioso” y ganarse para su política la beligerante participación de la jerarquía católica. Con motivo de la reforma constitucional, el 17 de marzo de 1936, el Arzobispo Primado de Bogotá y todos los demás Obispos del país, nacionales y extranjeros, firmaron una pastoral dirigida al Jefe del Estado. En ella expresaban, entre otras cosas, las siguientes:

“...No es que seamos intransigentes con toda reforma de la Constitución actual. Dejamos abierto el campo a la discusión sobre la oportunidad de tales o cuales reformas parciales... ¿Qué queda en pie de los derechos de la Iglesia y de las instituciones cristianas que consagra la Constitución vigente? En cambio, sobre esa obra demoledora, ved lo que se pretende erigir como principios que nos gobiernan: la libertad de cultos, en vez de una razonable tolerancia; la libertad de cultos, error doctrinario condenado por la Iglesia; la libertad de cultos, en una forma tal, que deja a la Iglesia Católica, la de la totalidad moral de los colombianos, al ras con todas las demás religiones falsas, así sean las más exóticas y extravagantes... En esa forma se cambia la fisonomía de una Constitución netamente cristiana para un pueblo cristiano, por la de una Constitución atea... Hacemos constar que nosotros y nuestro clero no hemos provocado la lucha religiosa sino que hemos procurado mantener la paz de las conciencias aun a costa de grandes sacrificios; pero si el Congreso insiste en plantearnos el problema religioso, lo afrontaremos decididamente y defenderemos nuestra fe y la fe de nuestro pueblo a costa de toda clase de sacrificios, con la gracia de Dios... Llegado el momento de hacer prevalecer la justicia, ni nosotros, ni nuestro clero, ni nuestros fieles permaneceremos inermes y pasivos”. Coincidencialmente, el mismo día de la pastoral, los jefes del conservatismo enviaron una carta pública al Presidente en la que hacían las mismas consideraciones del documento de los Obispos.

Se orquestó entonces una campaña, que de la violencia verbal pasó a la exaltación de la violencia, a la “acción intrépida” y a la apología del atentado personal. Dentro del contexto mundial, sectores del partido conservador optaron por las formas fascistas e hicieron la apología de Hitler y Mussolini y desde el periódico El Siglo, en nombre de la Hispanidad, Laureano Gómez se declaró partidario de Franco y enemigo de la República Española. Se crearon grupos de choque como el denominado “Centro de acción conservadora”, el cual declaraba: “Constituimos la vanguardia de las derechas colombianas, moral, económica y políticamente amenazadas por la revolución. Somos católicos, conservadores, nacionalistas y reaccionarios”. Laureano Gómez caudillo del conservatismo, expresaba pensamientos como éste con motivo del nombramiento de algunos profesores judíos en el ministerio de educación: “Incapaces de deslumbrar o improvisar el aparato de una cultura racionalista, han importado al país elementos hebreos repudiados y expulsados del otro lado de los mares, a quienes se ha confiado la obra sacrílega de destruir las convicciones del alma nacional, sustituyéndolas por las vagas convicciones sensibleras y universales con que el judaísmo disfraza a través del orden su espantosa sed de dominio y su odio contra el espíritu cristiano”.

Dentro del partido conservador en la oposición, se destacó un grupo que se denominó “Los Leopardos”, compuesto por intelectuales que hicieron suyo el pensamiento de derecha a través del monarquista francés Charles Maurrás. Brillantes oradores, ejercieron desde el Parlamento, la plaza pública y la prensa una violenta oposición a la República liberal y si bien no pudieron desplazar a Laureano Gómez de la jefatura del partido conservador, su prédica violenta y sus ideas fascistas tuvieron mucho que ver con el período siguiente conocido como el de la “violencia en Colombia”. Uno de sus ideólogos, Silvio Villegas, expresaba pensamientos como los siguientes en un libro que llevaba el sugestivo título de: “No hay enemigos a la derecha”: “Los movimientos de masas no sirven sino para demoler; todo lo grande, útil y justo lo han hecho en la historia las minorías egregias” (página 113). “Predicamos la intransigencia que impone por medio de la palabra y de la acción, y si es necesario fuera con la violencia la ideas que realicen dentro de las normas de orden o autoridad el bienestar colectivo” (página 77). “La nueva Italia es hoy uno de los barrios esenciales de la civilización... Mussolini tuvo que ir hacia el fascismo porque Italia se había colocado en estado de necesidad. Y contra la anarquía liberal y comunista no opera sino la vigorosa afirmación del orden. Quince años de gobierno de Mussolini representan para el engrandecimiento de Italia el esfuerzo de varios siglos” (página 99). “Hitler ha realizado en cinco años de gobierno la tarea de colocar nuevamente a Alemania, despedazada antes por el socialismo, a la cabeza de la cultura de occidente, realizando un proceso de aceleración de la historia, donde las semanas valen por años y los años por siglos” (página 107). “Hitler y Mussolini gobiernan con el pueblo y para el pueblo (página 109)16.

Gobiernos conservadores: La violencia

El partido liberal nunca fue homogéneo. La fracción lopista contó siempre con un movimiento de oposición dentro del mismo partido y desde su primer gobierno, López tuvo que declarar la pausa de las reformas. La administración de Santos no se destacó por las innovaciones y su gobierno estuvo marcado por el primer aspecto de su lema administrativo: “Sin prisa pero sin pausa”. En la elección para su segunda presidencia, López tuvo como contendor a otro liberal, Carlos Arango Vélez, apoyado por el partido conservador, el cual en las elecciones presidenciales anteriores se había abstenido de participar y ahora apoyaba a un candidato liberal de derecha, con el fin de acelerar la división liberal. Arango Vélez, él mismo un oligarca de familia y vinculado como abogado a las compañías extranjeras, propuso como divisa de su campaña: “contra las oligarquías”. Dicho lema que ya en el siglo XX había sido utilizado por conservadores y Nuñistas contra el reducido círculo de radicales en el poder, fue luego retomado por Jorge Eliécer Gaitán. Lo que es interesante de destacar, es que en todos los casos en que se utilizó se refería más a la reforma política contra un círculo reducido de personas que controlaban el poder, que a las condiciones económicas en que se basaba ese control. Los oponentes a los radicales como Arango Vélez, eran de extracción “oligárquica”, y tanto ellos como luego Gaitán, lo que pretendían era quebrar un círculo político dominante en donde no tenían cabida, sin ir al fondo de las situaciones económicas en las que se basaba la dominación.

El segundo gobierno de López no tuvo el impulso modernizante del primero. López siguió cabalgando en su prestigio sobre las masas pero las realizaciones no se vieron para éstas. El sentido de su segundo gobierno estuvo ya indicado por el tipo de personas que escogió como colaboradores. Si en su primera administración se rodeó de jóvenes intelectuales que venían de la oposición, en la segunda se apoyó en respetables notabilidades del mundo de los negocios. Como muy bien lo expresó la revista Semana: “Los jóvenes intelectuales que antes raciocinaban con él... fueron reemplazados por sólidos financieros, particularmente conscientes de la poesía de las cifras. Los ministros del segundo gobierno de López no se convirtieron en millonarios, pero con frecuencia los millonarios se convirtieron en Ministros. López perdió el apoyo de una gran parte de la opinión liberal”.

La guerra impuso condiciones económicas difíciles. Los Estados Unidos aprovecharon la coyuntura para imponer bajos precios a los productos vendidos por Latinoamérica y de la misma manera que el cobre y el estaño, por ser catalogados como materiales estratégicos, tuvieron que ser exportados a precios irrisorios con el consiguiente perjuicio para países como Bolivia, Chile y Perú, así también el café, principal producto de exportación de Colombia, sufrió la imposición de bajos precios en el mercado controlado de Norteamérica. En septiembre de 1940, la libra de café se exportaba a nueve centavos de dólar. La demanda creada por parte del ejército norteamericano, hizo subir la libra a 16 centavos en julio de 1945; en ese momento la oficina reguladora de precios en Estados Unidos, fijó un precio tope que se mantuvo hasta cuando terminó la contienda en 1945. Esta situación de apoyo al esfuerzo bélico mediante la contribución al bienestar del consumidor norteamericano, implicó para Colombia una suma de mil millones de dólares. Colombia declaró la guerra a Alemania y si bien las tropas colombianas no entraron a Berlín ni salieron del territorio nacional, la medida sí tuvo efectos en el mundo de los negocios. Los bienes de los alemanes fueron incautados y por medio de manipulaciones pasaron a manos de capitalistas nacionales. A esas negociaciones se vinculó la familia Presidencial y en medio de un gran debate parlamentario por esos acontecimientos, López se retiró de la Presidencia de la República en el año de 1945. Para sucederlo fue elegido por el Congreso, Alberto Lleras Camargo quien gobernó desde el 7 de agosto de 1945 hasta 17 de agosto de 1946.

Con el fin de conjurar la situación política, López había intentado la participación conservadora a nivel de los Ministerios pero ésta fue desechada oficialmente. Lleras inició su gobierno con el lema de “Unión Nacional” e incluyó en su gabinete a tres Ministros conservadores. Este gesto implicaba ya un proyecto político diferente de aquel que había intentado López: desligar el Gobierno del apoyo de las masas, sobre todo de los sectores sindicales y buscar otras alternativas para basar el poder. El contexto internacional se prestaba para ello y además así lo exigía. La guerra estaba en sus postrimerías y la cooperación militar entre los Estados Unidos y la Unión Soviética iba a ser sustituida por el enfrentamiento, por la guerra fría. En esas condiciones los liberales debían delimitar campos con los comunistas y necesariamente esto tenía su consecuencia inmediata en el sector sindical. La CTC había sido uno de los puntales de los gobiernos de López y en varias ocasiones esta central y las masas populares habían manifestado, o celebrado paros nacionales, en apoyo del Gobierno. Lleras marcó su distancia con la organización gremial hasta llevar la situación a un nivel de enfrentamiento. En 1945 los obreros de la empresa Textiles Monserrate entraron en huelga, pero a diferencia de lo que solía ocurrir con los gobiernos liberales, el de Lleras no medió y la huelga se prolongó durante dos meses. La CTC presionada por sus bases, que además eran fuertemente golpeadas por el aumento en el costo de la vida, decretó un paro de solidaridad con los huelguistas, paro que por primera vez no era de apoyo al Gobierno y que antes por el contrario era una protesta contra su política. El segundo enfrentamiento se produjo en diciembre de 1945 y en enero de 1946. Los trabajadores del río Magdalena —única vía de comunicación hasta ese momento entre la Costa Atlántica y el centro del país agrupados en Fedenal, que era el sindicato más fuerte del país—, decretaron la huelga. A diferencia de las otras ocasiones, el Gobierno liberal no intervino como mediador y por el contrario, se enfrentó a los huelguistas. El Presidente Lleras Camargo, ordenó militarizar la región, autorizó el despido de trabajadores y la contratación de esquiroles, y el movimiento fracasó en medio de una gran división entre los dirigentes sindicales comunistas que mantenían el paro y los dirigentes gremiales liberales que propiciaron una transacción. En las elecciones presidenciales del 5 de mayo de 1946, el partido liberal se dividió y el conservatismo minoritario nombró presidente, Mariano Ospina Pérez (1946-1950) fue electo con 565.939 votos, seguido del liberal Gabriel Turbay con 441.199 votos y de Jorge Eliécer Gaitán, disidente del liberalismo, quien obtuvo 358.957 votos. Desde el momento de la liquidación de la UNIR Jorge Eliécer Gaitán había retornado al partido liberal en cuyos gobiernos ocupó cargos de importancia: fue Alcalde de Bogotá durante la primera administración de López, Ministro de Educación en la presidencia de Santos y Ministro de Trabajo en el segundo gobierno de López. Su campaña presidencial, que tuvo un fuerte arraigo popular, se basó en la lucha “contra las oligarquías”. Los escándalos financiero-políticos del régimen sirvieron para acuñar como frase de combate la de “por la restauración moral de la República”. La dirección sindical había estado ligada al régimen liberal y Gaitán supo captar el descontento de las masas, golpeadas por el aumento en el costo de la vida y frustradas por la línea impuesta por López a su segundo Gobierno. Esto explica por qué al momento de la elección presidencial, a pesar de las consignas de la CTC y del partido comunista que ordenaban votar por el candidato oficial del liberalismo, las bases obreras y populares lo hubieran hecho por Gaitán. Este, que había sido promovido tácticamente por la prensa conservadora con el fin de crear la división en el adversario, en 1945 propició una agrupación sindical independiente, el “Comité nacional de acción sindical”, utilizando entre otros lemas el de la denuncia de la infiltración comunista en la CTC.

 Dadas las condiciones minoritarias de su partido, lo cual se reflejaba muy claramente en las Cámaras Legislativas, Ospina Pérez no inició un gobierno hegemónico; por lo alto continuó la política de Lleras Camargo llamando a colaborar a los dirigentes del partido contrario. A su gobierno lo llamó de “Unión Nacional” y en su gabinete seis de los Ministros, es decir, la mitad, fueron liberales. La colaboración de la dirección liberal que se mantuvo durante casi todo su gobierno, se vio interruwÕV.+uK“m!“�_3�k‘0​�EfÂtH[ó�Mkë
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Ÿƒ#xPŠ¤«"Ó­Ûãsmpida en dos ocasiones: la primera, después de las elecciones de marzo de 1947, en las que los liberales obtuvieron 805.732 votos y los conservadores 653.987. El grupo de Gaitán fue mayoritario dentro del partido liberal y esto lo condujo a la jefatura del mismo. Tras una corta colaboración y en vista de la violencia oficial que arreciaba, Gaitán suprimió la participación liberal en los altos cargos del Gobierno. La segunda fase de la colaboración comenzó el mismo día del asesinato de Gaitán, el 9 de abril de 1948, cuando en momentos en que había insurrección popular en todo el país, la dirección liberal que había ido al Palacio Presidencial a solicitar la renuncia de Ospina, tras la negativa de éste, apuntaló el régimen aceptando de nuevo la participación en los ministerios, seis de los cuales les fueron adjudicados y entre ellos el de Gobierno que lo fue para Darío Echandía. Esta segunda colaboración se prolongó hasta el 21 de mayo de 1949.

En el Parlamento el partido liberal mayoritario inició la oposición. Al ser declarado el estado de sitio, tras los sucesos del 9 de abril se discutió si durante él las Cámaras podían funcionar. La mayoría liberal sostenía la tesis de que sí podían hacerlo; por el contrario, los conservadores negaban esta posibilidad esgrimiendo como argumento el de que al ser declarado el estado de sitio tras el intento de golpe de estado al Presidente López en 1944, las mismas mayorías parlamentarias liberales se habían opuesto en su momento al funcionamiento del Parlamento por considerarlo incompatible con el régimen de estado de sitio. De todas maneras las Cámaras funcionaron en 1948 porque así lo permitió el señor Presidente de la República y la vigencia de los decretos ejecutivos dictados durante el régimen de estado de sitio, que después se volvió norma en Colombia, fue sustentada por el Ministro de Gobierno, el liberal Darío Echandía. Las elecciones para cuerpos colegiados en 1949 dieron 937.600 votos para los liberales y 806.759 para los conservadores y en estas condiciones ante la violencia oficial que arreciaba, el grupo parlamentario liberal hizo adelantar para noviembre de 1949 las elecciones presidenciales que se debían celebrar en 1950. La interpretación política de la ley se puso de presente; las mayorías liberales sostenían que se trataba de la modificación de una ley y los conservadores decían que se trataba de un código. En el primer caso, la modificación se podía hacer por simple mayoría y los liberales la tenían; en el segundo, se necesitaba una votación mayoritaria de dos terceras partes y este partido carecía de ella. El debate se agravó y la bancada conservadora, comandada para el efecto por Alvaro Gómez Hurtado, hijo de Laureano Gómez, llevó pitos a las Cámaras para acallar con sus silbidos los argumentos de los contrarios. En una de las sesiones de la Cámara, el 8 de septiembre de 1949, la representación liberal fue atacada a bala y el saldo fue la muerte de un representante liberal y las lesiones, que poco después le produjeron la muerte a otro. De los hechos fue sindicado, entre otros, el general Amadeo Rodríguez, y pocos días después grupos de jóvenes de derecha, manifestaron en Bogotá al grito de: “Viva la pistola de Amadeo”. El estatuto electoral fue aprobado como ley, el Presidente la objetó y de nuevo en las Cámaras la representación liberal la aprobó, motivo por el cual y dentro del trámite constitucional el proyecto de ley fue a la Corte Suprema de Justicia, entidad en la que también había mayoría liberal y que la aprobó; al ser declarada constitucional, la ley quedó en vigencia. Con todo, y debido a la violencia oficial, el partido liberal se abstuvo de participar en las elecciones por falta de garantías. Pocos días antes de la elección fue agredido en las calles de Bogotá el candidato liberal quien se salvó del atentado no obstante, que en el mismo murieron su hermano y tres personas más que, inermes, se paseaban con él. Entre tanto y debido a una acusación propuesta por las Cámaras contra el Presidente de la República, para que según la Constitución mientras se ventilaba la acusación se encargara del Poder Ejecutivo al designado que era un liberal, Ospina Pérez cerró el Parlamento el 9 de noviembre de 1949.

Con el fin de la guerra creció el comercio exterior y se reactivó la economía. Las exportaciones aumentaron, el café cobró un ritmo ascendente de precios; con las divisas obtenidas, el sector industrial en crecimiento, repuso y acreció el parque industrial. Durante el período que conoció un ritmo de crecimiento industrial antes nunca visto: del 11.5% anual como promedio entre 1945 y 1950, los industriales estaban satisfechos. En diciembre 5 de 1949, cuando el país se desangraba en medio de la violencia, el Presidente de la ANDI (Asociación Nacional de Industriales) declaraba para el periódico El Colombiano de Medellín: “La situación de Colombia en este momento es la mejor que se haya contemplado hasta hoy”.

El cambio de gobierno en 1946, de acuerdo con la práctica que habían tenido ambos partidos, significó en este caso, la destitución masiva de miles de empleados liberales para ser sustituidos por conservadores. Las medidas intervencionistas de los años 30 y ciertas políticas estatales en el sector productivo, por ejemplo, a través del IFI (Instituto de Fomento Industrial) creado en 1941, habían convertido al Estado en el primer empleador del país, motivo por el cual la política de despidos golpeaba duramente al sector trabajador. De la misma manera, el crecimiento industrial de la posguerra, fue acompañado por el aumento en el costo de la vida, y por fenómenos de inflación que castigaban duramente a los sectores trabajadores. El movimiento obrero reaccionó sin éxito contra esta situación y la respuesta que recibió fue la violencia, que tenía un sentido distinto a la represión ejercida por el Estado en los años veinte, contra un movimiento de masas apenas en formación. En este caso, se trataba, por parte de la clase dominante y con la colaboración bipartidista de destruir un movimiento obrero organizado y el propósito se cumplió.

Durante la república liberal y especialmente en los gobiernos de López, hubo una relación íntima entre Estado y organización sindical. El Gobierno intervenía como mediador en los conflictos, cedía en ellos como patrono a cambio de adherencia partidista, e incluso propiciaba la fundación de sindicatos. A cambio de ello el gobierno liberal obtenía el apoyo popular para su labor modernizante y políticamente su empeño se facilitaba por el contexto internacional de frentes populares, o de colaboración bélica contra las potencias del Eje. Pero, al terminar la Segunda Guerra Mundial, el contexto cambió y la cooperación dio lugar a la “guerra fría”. En Colombia el cambio se sintió inmediatamente a nivel gubernamental. La posición de Lleras Camargo de enfrentar a los sindicatos y de buscar la colaboración de los dirigentes conservadores, expresaba esa voluntad de deslinde con los obreros y ese ánimo de basar el Gobierno en elementos de poder ligados a la industria y a las altas esferas. Con el advenimiento de un conservador al gobierno, Mariano Ospina Pérez, ligado directamente a los altos círculos económicos de la industria, el café y el latifundio, el enfrentamiento cobró todo su vigor. En el seno de la CTC la Dirección Liberal impuso un enfrentamiento contra los comunistas. El gobierno, con el apoyo de los jesuitas y del sector clerical, impulsó la creación de una nueva central obrera que desde su flanco debilitaba el movimiento obrero, en momentos en los que la central tradicional se desgarraba por la lucha entre liberales y comunistas. La UTC (Unión de Trabajadores de Colombia), fue fundada en 1946 con el apoyo de los patronos del sector textil y con la benevolente actitud estatal que la alentó en sus comienzos y que la reconoció oficialmente en 1949, cuando ya la CTC estaba deshecha y la Dirección Liberal era impelida a terminar su colaboración con el gobierno conservador. En ese mismo año, la UTC llamó a votar por Laureano Gómez para presidente. La quiebra del movimiento sindical dividido y desconcertado por el cambio de actitud del gobierno, que de la complacencia pasó al enfrentamiento, abrió el camino a la reacción que pudo entonces adelantar una política represiva que en lo inmediato se presentó como expresión de conservadores contra liberales y comunistas.

Las cifras electorales muestran que la votación liberal permaneció estacionaria a la par que aumentó la conservadora. El gobierno conservador llevó a cabo el plan de descontar esa ventaja, por la vía violenta, suprimiendo a los adversarios. A pesar de la colaboración que el liberalismo prestaba por lo alto en los ministerios, gobernaciones y embajadas, los trabajadores de ese partido eran arrojados de sus cargos y los militantes masacrados en campos y ciudades. El 7 de febrero de 1948, dos meses antes de su asesinato, Gaitán, ya jefe del partido liberal organizó en Bogotá una manifestación a la que concurrieron 100.000 personas y que concluyó con las siguientes palabras suyas: “Señor Presidente: no estamos aquí para presentar peticiones económicas o políticas. Todo lo que pedimos es que en nuestro país se desista de una línea de conducta que nos avergüenza a nuestros propios ojos y a los ojos de los extranjeros. Pedimos esto en nombre de la misericordia y de la civilización... Pedimos que termine esta persecución por parte de las autoridades... Ponga fin, señor Presidente, a la violencia. Todo lo que pedimos es la garantía de la vida humana, que es lo menos que una nación puede pedir”.

Sin contendor liberal, Laureano Gómez fue elegido Presidente en noviembre de 1949. Para celebrar su nominación en un discurso que dirigió al país expresó: “Bendigo a Dios mil y mil veces por haber llenado mi corazón con este ardiente amor por mi patria y por haber logrado que mi mente captara una sublime doctrina... Alabo a Dios porque El me ha permitido transitar por entre los fuegos del odio sin permitir que mi corazón se contaminara de él y por habérmelo conservado feliz, libre de las sombras oscuras de la venganza, puro, sin escorias ni amarguras”.

Con un movimiento sindical deshecho, con una persecución que se refinaba a medida que la policía y el ejército se iban conformando con copartidarios y se depuraban de contrarios, Gómez, desde el poder emprendió sus sueños corporativistas tantas veces deseados y prosiguió la persecución y eliminación de sus contrarios a los cuales englobó dentro de una misma categoría: comunistas, masones, o liberales. La idea fue expresada en su periódico El Siglo en forma de alusión a una bestia mitológica: el Basilisco. “En Colombia se habla todavía del partido liberal para designar a una masa amorfa, informe y contradictoria... que, sólo puede compararse o calificarse como la creación imaginaria de épocas pretéritas: el Basilisco. El Basilisco era un monstruo que tenía la cabeza de un animal, el rostro de otro, los brazos de otro más, y los pies de una criatura deforme, formando el conjunto un ser tan espantoso y horroroso que sólo mirarlo causaba la muerte. Nuestro Basilisco se mueve con pies de confusión y estupidez, sobre piernas brutales y violencia que arrastraban su inmensa barriga oligárquica; con pecho de ira, brazos masónicos y una pequeña, diminuta cabeza comunista”.

Para congraciarse con los Estados Unidos, Laureano Gómez y su grupo tenían que tapar su pasado de simpatizantes de las potencias del Eje. Para ello, su gobierno inició una adecuada política económica que además favorecía a los capitalistas nacionales y dispuso del ejército colombiano para la “acción de policía” contra el pueblo de Corea. Lo anterior sin perjuicio de tratar de implantar una Constitución totalitaria puesto que el contexto de la guerra fría así lo permitía y Franco y Oliveira Salazar estaban ya aceptados en el terreno de la democracia y dentro del campo del “mundo libre”.

A Corea fue enviado el “Batallón Colombia” que luchó al lado del Séptimo Ejército norteamericano y permaneció allí desde mayo de 1951 hasta octubre de 1954. Esta intervención militar que borró culpas anteriores del gobernante, marcó profundamente las tendencias del ejército colombiano, como que en dichas jornadas participaron no menos de 150 oficiales y 800 suboficiales, muchos de los cuales alcanzaron luego altos rangos militares: por lo menos 17 de ellos han llegado a ser comandantes de brigada y uno Ministro de Defensa; 29 por lo menos llegaron o pasaron del grado de Coronel antes de su retiro17.

En lo económico, el gobierno adelantó una política de apertura al capital extranjero y de apoyo a los capitalistas nacionales. El café con sus altos precios internacionales proveía de divisas suficientes a los industriales; el gobierno decretó la liberación de importaciones al abolirse las licencias previas y el certificado de cambio; se creó un Comité de Desarrollo Económico para estudiar el informe de la Misión Currie; se solicitaron y obtuvieron grandes empréstitos del BIRF y del BIRD; se estableció una Corporación Financiera Industrial para canalizar las inversiones extranjeras; se permitió la libre importación del capital extranjero en forma tan amplia que éste podía ser reexportado en cualquier momento y las utilidades obtenidas dentro del país y no redistribuidas podían ser registradas como capital importado. Como complemento, y en el ámbito de violencia oficial que vivía el país, se congelaron los niveles de salario, y por medio de decretos ejecutivos, se echaron atrás muchos de los decretos y garantías de los trabajadores obtenidos de tiempo atrás.

El apoyo a Franco, la solidaridad con las potencias del Eje y la prédica corporativista y fascista habían calado hondo en sectores del partido conservador. Propósito de Gómez, quien se identificaba con ese pensamiento, fue reformar la Constitución y dotar al país de un estatuto jurídico constitucional de corte corporativista. Para él, temperamento jerarquizante, al igual que en Portugal o España, las Cámaras debían tener otra composición y en ellas debían estar representados los gremios patronales y otras instituciones. Lo anterior estaba en un todo de acuerdo con su concepción de la sociedad y con sus ideas sobre el sufragio universal, el cual consideraban inadecuado y nocivo. Sobre el sufragio universal y la sociedad, Gómez expresó: “El sufragio universal inorgánico y generalizado interviniendo en toda la vida social para definir la dirección del Estado es, por antonomasia, obra de la inteligencia. Una observación elemental demuestra que la inteligencia no está repartida en proporciones iguales entre los sujetos de la especie humana. Por este aspecto, la sociedad semeja una pirámide cuyo vértice ocupa el genio, si existe en un país dado, o individuo de calidad destacadísima por sus condiciones intelectuales. Por debajo encuéntranse quienes, con menos capacidades, son más numerosos. Continúa así una especie de estratificación de capas sociales, más abundantes en proporción inversa al brillo de su inteligencia, hasta llegar a la base, la más amplia y nutrida, que soporta toda la pirámide y está integrada por el oscuro e inepto vulgo, donde la racionalidad apenas aparece para diferenciar los seres humanos de los brutos. Este es un fenómeno palmario y evidente de la sociedad desde el punto de vista de la inteligencia”18.

En el mensaje que como Presidente de la República Laureano Gómez dirigió a las Cámaras en su instalación de 1951 propuso a ellas la reforma de la Constitución. Esto era necesario porque: “Desde cuando se idearon las bases de la estructura constitucional que hoy nos rige, ha aparecido en el mundo un fenómeno nuevo, antes no presentido, que socava los fundamentos de la organización social y altera radicalmente el sentido de los conceptos políticos. El comunismo impone a las naciones que todavía hoy pertenecen a la civilización Occidental, un sistema de vida y de defensa que los constituyentes no estaban en capacidad de imaginar, pero que los legisladores contemporáneos no pueden desconocer”. Según el mismo mensaje presidencial, la representación política debía basarse en formas diferentes a las del sufragio universal puesto que “con la generalización del sufragio universal se ha eliminado el sentido de responsabilidad de los colombianos. En el anonimato de los electores o votantes gregarios tienen disculpa toda gestión equivocada o la ineficacia de cualquier iniciativa. La pluralidad de opiniones no se resuelve por raciocinio sino mediante operaciones aritméticas. Se delega en el dogma de la mitad más uno el compromiso individual de cumplir con el deber”.

Por Decreto número 1338 de 1952 se creó una “Comisión de Estudios Constitucionales” para que propusiera las bases de la reforma. Ella estaría compuesta por personas designadas por el Gobierno Nacional y por los Presidentes del Senado y la Cámara. Los designados fueron en su mayoría conservadores y entre los liberales figuraban entre otros Carlos Arango Vélez, Alfonso López Michelsen y Julio César Turbay Ayala. Los miembros liberales no concurrieron. Según la constancia dejada en un acta por los miembros conservadores, “la primera manifestación, de los miembros liberales fue la de que todos ellos deseaban asistir a las deliberaciones de la Comisión, pero que les era necesario justificar su presencia en ella ante su partido y ante el Directorio Liberal, aclarando previamente algunos problemas de urgencia inmediata” (Estudios Constitucionales, Tomo I p. 53. Bogotá, Imprenta Nacional, 1953)19.

Alfonso López Michelsen concluía así su carta de no aceptación: “Al hacer votos por el éxito de la Comisión de Estudios Constitucionales renuevo a usted mis agradecimientos personales y me repito como su atento seguro servidor y amigo”20.

Tras sucesivos aplazamientos, la Asamblea Constituyente debía inaugurarse el 15 de junio de 1953. Dos días antes, Rojas Pinilla, dio un golpe de Estado y el cambio constitucional fue pospuesto. El proyecto constitucional que iba a ser aprobado contemplaba entre otras cuestiones la siguientes: La educación volvería a ser “organizada y dirigida en concordancia con los dogmas y la moral de la Religión Católica. Lo anterior para estar de acuerdo con el “Proyecto de Reforma Constitucional presentado a la Comisión por el Ilustrísimo y Reverendísimo doctor Arzobispo Primado de Colombia”, a nombre “de la Venerable Conferencia Episcopal”21.

Se estableció que “el colombiano... que de palabra o por escrito atente al prestigio de las autoridades y de las instituciones del país, será juzgado y penado como traidor”; el Congreso no podría decretar expropiaciones sin indemnización por motivos de equidad; y se dispuso que el Senado tendría una composición corporativista. Por enfermedad de Laureano Gómez, quien siguió interviniendo en los asuntos del Gobierno sobre todo en lo referente a la Reforma Constitucional, fue encargado del Poder Ejecutivo Roberto Urdaneta Arbeláez en cuyo mandato arreció aun más la violencia.

Los dirigentes liberales, limitados a supervivir políticamente, en general tuvieron una actitud conciliadora. Ya se vio cómo por lo alto, y a pesar de las destituciones y violencias contra el pueblo liberal, su dirección prestó una colaboración ministerial durante gran parte del gobierno de Ospina Pérez. Luego, al ser elegido Laureano Gómez, sin la participación liberal en las elecciones, dirigentes como Alfonso López expresaron la posibilidad de que se hicieran realidad ciertas palabras conciliadoras de Gómez y a su posición se sumaron columnistas del periódico El Tiempo. Al reunirse la convención liberal en 1951, cuando por todo el país había guerrillas y la persecución arreciaba, ella adoptó el lema de Hernando Agudelo Villa: “Abstención en toda la línea, oposición civil en toda la línea”. Con todo, la posición conciliadora no bastó y la represión violenta se ejerció también contra los jefes liberales: el 6 de septiembre de 1952 la policía y grupos de civiles incendiaron los periódicos liberales El Tiempo y El Espectador  y las residencias de Carlos Lleras Restrepo y Alfonso López P. Una muestra de la connivencia oficial con tales desmanes se deriva del hecho de que la casa de López era vecina a la del presidente Urdaneta y que la guardia de este último permaneció impasible frente a los acontecimientos.

En condiciones de guerra generalizada, con guerrillas por todo el país, el partido conservador gobernante se dividió profundamente. Un joven caudillo, Gilberto Alzate Avendaño, quien en los años treinta había formado un partido fascista (ANAP, Acción Nacionalista Popular) y quien había vuelto al redil conservador sin abandonar sus ideas, pugnaba por la jefatura del partido. Ella era disputada a su vez entre Laureano Gómez y Ospina Pérez, el último de los cuales aspiraba a la reelección presidencial para el período 1954-1958. El grupo de Alzate, compuesto en gran parte por jóvenes de extrema derecha, comprendió que no había llegado aún su hora y adhirió a Ospina contra Gómez. La persecución que hasta entonces había sido para los comunistas, las gentes de izquierda, los liberales, se volvió, aunque más leve y no violenta, contra Alzate. Por orden del Presidente Urdaneta Arbeláez, se prohibió a los periódicos aun la simple mención de su nombre. Por su parte, Ospina Pérez siguió la misma suerte. El, que había cerrado el Congreso y amordazado la prensa, en un momento tuvo que editar subrepticiamente sus discursos y réplicas. En plena pugna conservadora, el 18 de abril de 1953, Laureano Gómez pronunció por la Radiodifusora Nacional un violento discurso contra Ospina, en el que refiriéndose a él decía: “Los copartidarios lo elegían al Parlamento, e intervenía allí en asuntos económicos y cafeteros con maestría y pericia. Nada más. Cuando me era obligado usar la palabra en aquellos debates ardorosos y decididos que requirió la conquista, como circunstancia obligada e ineludible, me tocó siempre ver la elegante silueta del financiero recogiendo la cartera de los papeles económicos y retirándose del recinto, porque aquella brega repugnaba a sus métodos. Eran los momentos en que podían darse o recibirse heridas, y él no sabía estar allí”.

Al señalar a Ospina y su “elegante silueta de financiero”, Gómez apuntaba contra los intereses que dentro de su mismo partido ya no lo apoyaban. El sector financiero y los industriales tomaban distancias frente al proyecto corporativista y frente a un Gobierno que en su insania represiva, a pesar de los beneficios económicos para el sector capitalista, perdía cada vez más base de poder y se aislaba. Ante la mirada complacida de los dirigentes liberales, Ospina se dedicó a conspirar con grupos de su partido y con oficiales conservadores que estaban dispuestos a ofrecerse como alternativa. La persona escogida fue el General Gustavo Rojas Pinilla quien dio el golpe de Estado el 13 de junio de 1953, apoyado por ospinistas y alzatistas e inmediatamente prohijados por los dirigentes liberales.

Rojas Pinilla entró al Gobierno como salvador. A su llegada la guerra se había generalizado por el país. En los Llanos Orientales, comandos insurgentes que agrupaban miles de hombres estaban en lucha. En Tolima, Antioquia, Cundinamarca, lo mismo que en otros departamentos, los campesinos habían armado su defensa. La situación de organización armada del campesinado, podía derivar hacia formas clasistas y el Gobierno despedazado por la lucha intestina dentro de su mismo partido, no ofrecía alternativa sólida. El respaldo a medias de los jefes liberales a la lucha campesina, para impulsar una negociación y el hecho de que muchos de ellos estuvieran lejos, en el exilio, no era una garantía para que la lucha se quedara en el ámbito bipartidista y para que no tomara un contenido de clase. Rojas ofrecía la alternativa; un Gobierno fuerte, sin disensiones y con el cual se podría negociar. Por esta razón, Rojas, contó con el apoyo de dirigentes conservadores y liberales. Los primeros, excluido el grupo de Laureano Gómez, entraron a gobernar; los segundos ofrecieron su apoyo para poder negociar. Darío Echandía expresó que no se trataba de un golpe de Estado sino de “un golpe de opinión”. La Asamblea Nacional Constituyente (ANAC) se reunió; el proyecto de reforma constitucional fue pospuesto; los miembros liberales y conservadores votaron por Rojas para concluir el período presidencial que debía terminar el 7 de agosto de 1954. Otra vez en 1954, antes de vencerse el período, miembros conservadores y liberales, sin acudir a la elección popular, mitades entre liberales y conservadores, y que presidentes de ambos partidos se alternarían en el Gobierno cada cuatro años. Esta fórmula se conoció como “Frente Nacional” y bajo su sistema, en este momento atenuado, vive el país desde 1958.
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Capítulo 4
Síntesis de Historia Política Contemporánea

Mario Arrubla Yepes
I

En las primeras décadas del siglo XX, Colombia conoce por primera vez desde la Independencia cierto grado de estabilidad política y social. Es la república conservadora. En el occidente del país se ha completado el proceso de colonización antioqueña, que a través de la producción cafetera vincula a esta región a la economía monetaria, y donde el trabajo y la propiedad corren en buena medida a la par. En las regiones centrales, escenario de la conquista española sobre el país de los chibchas, la fuerza de trabajo de un campesinado mestizo es tributaria de un reducido grupo social que esgrime sus diferencias de raza y que funda su jerarquía económica en el control jurídico-político de la tierra, asegurado en el presente y para el porvenir por títulos que, como los de Nozdrev, trascienden todo límite visible, cobijando las tierras abiertas y las por abrir. Este campesinado, reclutado por los latifundios en calidad de aparceros y agregados, reparte su tiempo de trabajo entre una producción de subsistencia y otra mercantil, principalmente de exportación, que conforma el grueso de la renta de los terratenientes, los cuales son así los únicos que se vinculan al mercado y a la economía monetaria. En rela​ción con este ordenamiento socioeconómico, levantado sobre el hecho jurídico de la propiedad, la institución estatal funciona como una herramienta fundamental. Los terratenientes perciben rentas y controlan las palancas del Estado, del que dependen la validez de sus títulos y la fuerza para imponer su respeto a los campesinos. El carácter sagrado de la propiedad es la regla de oro de la república conservadora. La propiedad ha de parecer tanto más sagrada cuanto más dudosos en justicia resultan sus títulos, y los propietarios tanto más respetables cuando más obscuros sus orígenes. El campesinado, intimidado por el dominio secular de sus señores, es cuidadosamente adoctrinado en la virtud religiosa de la obediencia, con lo que la Iglesia Católica prolonga en pleno siglo XX su viejo carácter de brazo espiritual de la Conquista.

II

El equilibrio de esta formación social se rompió en la década de 1920, cuando el capitalismo norteamericano en expansión vino a irrigar los estrechos canales de nuestra vida económica con importantes masas de inversión. Las concesiones petroleras se vieron acompañadas por el pago de la indemnización por Panamá, diferida durante muchos lustros y ahora otorgada con la mira puesta en aquellas concesiones. Prestamistas norteamericanos abrieron créditos que parecían ilimitados a particulares pero sobre todo a los diversos niveles del gobierno: municipal, departamental y nacional. Nuevas actividades económicas, muy especialmente la de obras públicas, se sumaron a las tradiciona​les de la agricultura y el comercio. Para operar en las obras públicas y en las actividades urbanas estimuladas por la afluen​cia de capital extranjero, la fuerza de trabajo fue extraída de donde se encontraba, de la agricultura, con el atractivo de una remuneración monetaria que competía ventajosamente con la suje​ción personal y la producción de subsistencia a que estaba redu​cido buena parte del campesinado. Este desplazamiento de fuerza laboral, que los terratenientes trataron de frenar con la colabo​ración de las autoridades locales y en lugar del cual propusieron la alternativa, de la inmigración, planteó un problema novedoso a la producción agraria colombiana: el de abastecer de alimentos a una población creciente por fuera de la agricultura, y ello con una fuerza de trabajo agraria relativamente disminuida. Era pues necesario elevar la oferta de alimentos elevando la produc​tividad agraria. Pero la aristocracia territorial, que con sólo sus títulos jurídicos y sin ningún esfuerzo propiamente económico concentraba y enajenaba los excedentes de una agricultura dejada en manos de campesinos, no mostró el menor afán en mejorar los métodos y técnicas de producción en respuesta a la demanda expan​dida. Los terratenientes continuaron sacando al mercado interno los mismos o menores volúmenes de producción y copando con alzas de precios los incrementos de la demanda. Para combatir la inflación persistente que convertía en ingreso y consumo de terratenientes unos recursos originalmente destinados al desarro​llo, los dirigentes económicos y políticos que ya entonces se identificaban con la modernización del país echaron mano de la Ley de Emergencia, por la cual se permitía la importación de productos agrarios competitivos. A los ojos de muchos resultó claro que el régimen territorial prevaleciente en regiones estra​tégicas del país comprometía gravemente las perspectivas de un desarrollo capitalista que no tuviera como único radio de opera​ción el comercio de exportación. Ojos más avizores, como los de nuestro máximo conductor político Alfonso López Pumarejo, compro​baban que la experiencia histórica que acababa de hacerse era el prólogo al derrumbe inminente de la república conservadora.

III

Los conservadores, divididos, perdieron el poder en 1930, y desde entonces iban a perder también de manera definitiva sus mayorías electorales: el predominio de sus principios doctrinarios depen​dían en medida considerable del control estrechamente personal ejercido por los terratenientes sobre los campesinos, y este control se fundaba a su turno en un régimen agrario que no debía prolongarse si se aspiraba a desarrollar nuevas actividades económicas que operaran como otras tantas fuentes de acumulación de capital. Cuando, después de la gran crisis del capitalismo, los dirigentes del país pusieron los resortes del Estado al servicio de la causa de la industrialización, se hizo todavía más evidente la necesidad de modificar en un sentido liberalizador las condiciones económicas y sociales de los trabajadores. Era necesario interesar a estos en aumentar la producción comerciali​zable, era necesario favorecer su inserción en la economía mone​taria, así como garantizar su movilidad ocupacional. Vistas en la perspectiva de los terratenientes, las modificaciones requeri​das aparecían como otros tantos recortes a sus prerrogativas: ya no podrían pretenderse dueños de todas las tierras, cultas e incultas, lo que les había permitido extender sus demandas de tributación a las áreas colonizables; ya no podrían disponer tan libremente de la suerte de sus agregados y aparceros y fijarles sus condiciones bajo la amenaza de expulsarlos sin pago alguno, ya no podrían atarlos a la tierra con el apoyo incondicional de las autoridades. Para que la fuerza de trabajo campesina produ​jera más, para que se inscribiera en la economía monetaria y demandara artículos industriales y para que ingresara en un mercado de trabajo en el que pudiera ser contratada por quien mejor la remunerara, o sea por quien en principio pudiera hacerla rendir más, para lograr todo esto era preciso que el Estado interviniera como un protector de los trabajadores frente al dominio de tipo señorial ejercido por los grandes propietarios.

Correspondió a los liberales impulsar en sus primeros lustros el proceso de industrialización. Bajo el nombre de Revolución en Marcha adelantaron un movimiento político que tomó cuerpo en una legislación que limitaba y condicionaba los derechos de los latifundistas sobre la tierra y la población. A fin de romper las viejas formas de jerarquización social, los liberales alenta​ron la organización y la iniciativa política de las masas. Bajo la república liberal, la Oficina de Trabajo se convirtió en un instituto para el fomento de la sindicalización. Las reivindica​ciones de los campesinos organizados en ligas —que se reducían generalmente a dos: la afirmación de la propiedad de las parcelas o del derecho de sembrar en ellas productos comercializables— fueron miradas con simpatía por los poderes públicos, que abando​naron su presteza tradicional en acudir con las armas al llamado de los terratenientes. El pacto tácito que llegó a vincular al Estado liberal con las masas trabajadoras no duró. El temor ante la insurgencia popular y la alarma ante la tolerancia del Estado invadieron rápidamente sectores cada vez más amplios de las jerarquías sociales, que llegaron a considerar al propio Presi​dente López como un aventurero irresponsable. Este había cometi​do un grave error: sobreestimar la capacidad de su propio partido para soportar a la vez la rebeldía de las masas y el pánico naciente en los altos estratos sociales. Fue así como el partido liberal, en el nivel de sus cuadros dirigentes, se contagió de la angustia conservadora ante los movimientos de masas incitados por la Revolución en Marcha, con lo que uno y otro partido acabaron por convertirse en voceros pasivos de los sobresaltos de las capas superiores. El liberalismo renegó de la empresa histórica en que lo embarcara su máximo conductor, y éste, consciente de que sin el apoyo entusiasta de sus copartidarios le era imposible perseverar en su camino y garantizar ese control final sobre las masas que tanto preocupaba a todos los sectores dominantes, no tuvo otra salida que la de claudicar, renunciando a la presidencia antes de cum​plir su segundo mandato.

IV 

Jorge Eliécer Gaitán fue el heredero del movimiento popular a cuya dirección habían renunciado los ideólogos burgueses del liberalismo. Era un orador que manejaba con virtuosismo los efectos capaces de conmover a las gentes del pueblo, un político de origen pequeño burgués cuyo enorme deseo de prestigio y de poder casaba muy naturalmente con las confusas pasiones reinvidi​catorias de un proletario y un subproletario urbanos en forma​ción. Su prédica contra las oligarquías y por los intereses del pueblo, vagamente definidos, sus promesas de colocar decididamen​te el Estado del lado de los pobres y en oposición a los ricos, tuvieron la más tumultuosa acogida en un momento histórico en que las masas eran dejadas en la estacada por los estadistas que diez años atrás las habían convocado. Los mismos dirigentes liberales que ayer no más llenaban las plazas debieron abandonar estas al caudillo y a sus seguidores y hasta el tránsito por las calles de la capital les fue vedado por la agresividad de las hordas gaita​nistas. El pueblo confiaba en un milagro: que la presencia del caudillo al frente del timón del Estado realizaría de manera incuestionada todas las aspiraciones que por siglos habían dormi​tado y que sólo recientemente habían comenzado a formularse. El único obstáculo que parecía atravesarse en esta vía, eran las oligarquías tanto conservadoras como liberales que el puño levan​tado del caudillo y su consigna: ¡a la carga! prometían derrocar. Eran tantas las expectativas suscitadas por el caudillo y tan ardorosas las pasiones encendidas por su oratoria que, de haber ganado las elecciones de 1946 y de haber pretendido todavía satisfacerlas, la hora de la violencia habría cambiado apenas en algunos meses pero su marco político habría sido distinto. La biografía política de Gaitán, marcada por el radicalismo populis​ta cuando apenas buscaba audiencia, e inclinada inequívocamente a la conciliación tan pronto ganó cierta autoridad en el liberalis​mo, permite sin embargo suponer que su conducta en la Presidencia habría ido en el sentido de la última inclinación, reforzada además por la dificultad práctica de dar cumplimiento a unas promesas que, si conceptualmente parecían confusas, emocionalmen​te resultaban excesivas. El hecho fue que los dirigentes del país, los burgueses y los terratenientes, los ideólogos del conservatismo y del liberalismo no se mostraron dispuestos a permitir el libre curso de esta aventura. En lo inmediato, el liberalismo se dividió para las elecciones presidenciales de 1946, entre los seguidores del caudillo y los de un aparato oficial que acababa de renegar del reformismo lopista y que de momento no tenía nada positivo que ofrecer. Y así, la pausa que este partido había querido antes marcar con el gobierno de Eduar​do Santos (1938-42), pasó en derecho a ser presidida por los conservadores, en cuyas manos se hizo escabrosa.

V

Los conservadores ganaron las elecciones de 1946 con el nombre de Mariano Ospina Pérez, un hombre de negocios que estaba destinado a servir de puente al ideólogo Laureano Gómez, como en 1930 Olaya había hecho de puente para el arribo al poder de Alfonso López. Los dirigentes liberales más conscientes y temerosos de los ries​gos de la aventura caudillista del gaitanismo se marginaron de la lucha. Gaitán asumió entonces la dirección del partido con poderes absolutos. Su asesinato, que el gobierno atribuyó con todo descaro al comunismo, produjo en las principales ciudades del país un estallido colosal de cólera anárquica que provocó el terror de las clases dominantes, a la vez que mostró la impoten​cia política de las masas. Para conjurar la crisis a través de un arreglo con el régimen conservador, el liberalismo no tuvo de nuevo otros personeros que los dirigentes que habían sido despla​zados por Gaitán. La colaboración liberal que entonces se inten​tó, no podía durar mucho como quiera que ella estaba lejos de favorecer los planes de Laureano Gómez, jefe indiscutido del conservatismo. Al calor de las batallas libradas contra el reformismo lopista y luego, ante el peligro del sesgo antidemo​crático que Gaitán había dado al liberalismo, el monstruo, como lo llamaban adversarios y amigos, se había radicalizado por la derecha, lo que tenía que resultar temible dados su apasionamien​to y su capacidad de maniobra política, no igualados por nadie. Desde esta posición, y con alguna razón histórica, Laureano Gómez se negaba a diferenciar entre liberales ortodoxos y liberales populistas, entre lo que había sido el partido de Alfonso López y lo que el mismo partido había llegado a ser bajo la dirección de Gaitán, sosteniendo que en el reformismo agitacional del primero, se gestaba la corriente que sin puntos de solución conducía al revolucionarismo irresponsable del segundo. Llevando más lejos aún su reducción temperamental, Gómez identificaba así mismo, bajo la imagen de un basilisco, que se hizo famosa, al liberalis​mo en bloque con el comunismo ateo y la anarquía. El partido del populacho era uno solo, y ese partido era el responsable de todos los hechos que en los últimos tiempos habían representado una perturbación del orden, incluidos el estallido nueveabrilero, los incendios generalizados y los saqueos, los ataques al clero, y ese fenómeno alarmante como ningún otro, de que en el momento más álgido de la subversión, las fuerzas de policía reclutadas por el Estado liberal hubieran puesto las armas en manos de los amotina​dos. Era preciso pues, desterrar al partido liberal del escena​rio político colombiano e impedirle a cualquier costo el acceso a los cargos del Estado, posición desde la cual había alentado e insolentado a las masas. De inmediato, y para cerrarle el camino a las urnas, los dirigentes conservadores impartieron en todo el país la orden de privar de sus cédulas de ciudadanía a los segui​dores del liberalismo. Los procedimientos violentos que acompa​ñaron necesariamente esta operación, se convirtieron en pocos meses en una campaña sistemática de exterminio de liberales, promovida desde los más altos niveles oficiales y adelantada por una policía que pronto comenzó a reclutarse por méritos crimina​les. Iniciada de esta manera la violencia, el gran burgués que era Ospina Pérez pudo ceder en 1950 el paso a Laureano Gómez, el ideólogo fascistizado. Ya a la cabeza del Estado, Gómez empren​dió la tarea ambiciosa de modificar de arriba a abajo la estruc​tura institucional del país, empezando por el orden político constitucional. Los lineamientos de la república democrática debían ser por completo abandonados, ya que este régimen, fundado en los perniciosos conceptos de la soberanía popular y de la mitad más uno de las voluntades, consagraba el poder del obscuro e inepto vulgo, como lo demostraban por demás los recientes desplazamientos electorales en favor del liberalismo, que pare​cían irreversibles. Los mejores debían gobernar, y ellos no eran otros que los que al detentar las posiciones del mando en la vida económica e institucional, integraban la cúspide de la pirámide social. En lugar del sufragio universal, el Estado debía encontrar en buena parte su base en los representantes de los gremios económi​cos, de corporaciones como la iglesia y de instituciones como las ligas profesionales y las universidades. La representación propiamente política si había alguna, quedaba limitada a los gestores de este ordenamiento, o sea el caudillo y a las personas designadas por él. Entre tanto, el Estado conservador seguía enfriando con las armas policiales y pronto también con las del Ejército a las masas para él demasiado recalentadas por el Estado liberal. Los jefes liberales, angustiados e impotentes, vacila​ban entre estimular la resistencia inevitable de un pueblo acosa​do, que fácilmente empezaba a desarrollar apetitos sangrientos, o marginarse de una lucha cuyos términos conducían rápidamente a los combatientes liberales a posiciones políticas clasistas y anticapitalistas. Esta vacilación fue considerada por los gober​nantes como un compromiso con la subversión y castigada con atentados e incendios de residencias en cabeza de los jefes liberales, quienes así, prácticamente, fueron llevados a tomar el segundo camino: el del marginamiento de la lucha y el exilio. No se respetó ni a los ex Presidentes liberales ni a los órganos de la gran prensa. En la drástica y descomunal tarea que Laureano Gómez se había impuesto se fue perfilando sin embargo un proceso: a medida que se evidenciaba el carácter y el costo de sus ambi​ciones aumentaba su aislamiento.

VI

En 1953 fue Laureano Gómez quien debió tomar el camino del ex​ilio. Su esquema constitucional corporativo, sus ataques contra el sistema democrático con idénticos argumentos que los enarbola​dos por los fascistas europeos, su pretensión de fundir en un solo cuerpo el mando socioeconómico y la conducción político-ideológica, en fin, la perpetuación de su poder personal como constructor del nuevo andamiaje, repugnaban a sectores de su propio partido que confiaban aún en la funcionalidad de los principios democráticos y republicanos, no importa que para ellos esto no representara otra cosa que la fe en la capacidad de las jerarquías sociales para infundir sus principios a las masas por otros métodos que los de sangre y fuego. Los demócratas conser​vadores llegaron a ver la aventura derechista de Gómez con alarma parecida a la que pocos años atrás experimentaran los jefes liberales, ante los deslizamientos izquierdistas de su partido. Fue así, como en el propio seno del conservatismo, y bajo el comando del ex Presidente Mariano Ospina Pérez, empezó a gestarse un movimiento de oposición, que tenía sobre cualquier otro, la enorme ventaja de no poder ser aniquilado a nombre de la religión y el anticomunismo. Para ser eficaz, y dadas las especiales condiciones políticas del país, esta corriente oposicionista se abstenía de toda argumentación ideológica y programática, redu​ciendo su desafío al caudillo a la enunciación del nombre de Ospina Pérez como candidato para las elecciones que deberían realizarse en 1954. Y ello bastó para producir el choque. Laureano Gómez se levantó de su lecho de enfermo y pronunció un encendido discurso en el que, contra toda evidencia, denunciaba los fermentos liberalizantes y anarquizantes que el movimiento ospinista pretendía inyectar en el seno de la pura doctrina conservadora. Entretanto, rumores sordos corrían en los cuarte​les. El recrudecimiento de la violencia en campos y ciudades, la amenazante propagación de las guerrillas, hicieron que el soste​nimiento del régimen recayera sobre las fuerzas militares de una manera tanto más exclusiva cuanto que los gobernantes, fieles a sus convicciones antidemocráticas, habían renunciado a todo tipo de seducciones en relación con lo que se llama la opinión, públi​ca. Puesto que el caudillo había prescindido de toda legalidad política fundada en el juego de las corrientes de opinión y promovido de otro lado condiciones de guerra civil generalizada que convertían al Ejército en el pilar prácticamente exclusivo del Estado, tendría que haberse dado una compactación ideológica más nítida e invasora para que no se produjera lo inevitable: que los militares acabaran por arrogarse todos los privilegios del poder y no sólo sus costos de sostenimiento.

VII

Fue así como ascendió al poder Gustavo Rojas Pinilla, satisfa​ciendo no sólo las demandas de sus compañeros de filas, sino también las expectativas de todos los dirigentes políticos extra​ños al grupo de Gómez.  Mientras los conservadores ospinistas entraban a formar parte del gobierno del General, los jefes liberales proclamaron a éste salvador de la patria y émulo del Libertador. Se contaba gene​ralmente con que el gobierno de los militares habría de servir de puente para el rápido restablecimiento de la democracia y el retorno de los civiles a la dirección del Estado. Pero el Gene​ral, un hombre absolutamente corriente que había llegado al poder empujado desde todos lados para ser allí objeto de las más extra​vagantes lisonjas, se embriagó inevitablemente de gloria y muy pronto comenzó a dar pasos encaminados a convertir su mandato golpista en un puente, no para los ideólogos civiles, sino para su propia elección y reelección presidencial. Primero trabajó sobre la línea de dejar de lado a ambas colectividades políticas fundando para su propio uso un tercer partido con base en el binomio pueblo-fuerzas armadas, lo que alarmó por supuesto a todos los políticos, excepción hecha de los descastados, y lo que determinó su primer choque importante con la Iglesia. Organizó así mismo su propia constituyente sobre el resto de la que había montado Gómez con miras a la reforma corporativista, y encomendó a ella la función de legalizar su continuación en el poder. La clase dirigente colombiana, la que tenía el poder económico, la cultural los medios de información, empezó a hablar entonces de libertades y derechos civiles, percibiendo como una vergüenza y una real derrota que el país que ella manejaba en todos los demás órdenes, pasara indefinidamente al control de los hombres de armas en el punto central del poder del Estado. Fue así como, al paso que los decretos leyes recaían como órdenes castrenses sobre los diversos terrenos de la vida social, en particular sobre el económico, aquella clase comenzó a mirar de nuevo hacia los políticos liberales y conservadores, salidos generalmente de su propia entraña y que eran, de conformidad con las tradiciones civilistas del país, sus personeros autorizados para el manejo de los asuntos públicos. Para que su retorno al poder se identifi​cara con un anhelo nacional, a unos y otros políticos se exigió ante todo el logro de un acuerdo que, moderando los ímpetus partidistas, les permitiera proponer al país la tarea de poner fin a la violencia.

VIII

El 10 de mayo de 1957, fecha de la caída de Rojas, tuvo su coro​nación la empresa política más idílica que ha conocido la nación colombiana de los tiempos modernos. Para derribar el régimen de los militares se congregaron en un solo frente los empresarios de la banca, de la industria y del comercio: los liberales de los más diversos matices; los conservadores del oro puro y de la escoria, es decir, los expulsados del poder por Rojas y los que habían entrado con él; la iglesia, por supuesto; en fin, los comunistas y los estudiantes. Durante meses, los hijos y las mujeres de la burguesía habían practicado métodos conspirativos, mientras que los marxistas agitaban la consigna de las libertades democráticas. A la hora cero, con el estandarte de un candidato conservador, simpático a fuer de folclórico, los empresarios pararon la economía y los estudiantes invadieron las calles. Substituido Rojas por una junta de cinco militares que debían, ellos sí, servir de puente para el retorno de los civiles al poder, se dio comienzo a un complicado tejemaneje político al cabo del cual resultó evidente, que los conservadores no estaban en condiciones de aspirar al próximo turno presidencial, sobre todo, por el resentimiento de Laureano Gómez con el sector de su partido comprometido en el golpe de Rojas. En un acto de odio político suicida, el caudillo, que había regresado del exilio gracias a la gestión de Alberto Lleras, lanzó la candidatura de éste en lugar de la del conservador Valencia. Los efectos de esta maniobra espectacular, recibida por lo demás con alivio en amplios sectores ciudadanos, iban en adelante a gravitar pesada​mente sobre la suerte de la corriente laureanista, y ello a despecho de que el gobierno a elegir iniciaba tan sólo una serie pactada de administraciones conjuntas a la cabeza de las cuales se alternarían liberales y conservadores. Para la militancia conservadora, lo que quedaba claro en todo esto, era que los liberales recuperaban la presidencia, gracias al patrocinio del jefe que todavía cuatro años atrás les enseñaba a asimilarlos al comunismo ateo, llamando a su exterminio en nombre de la salud de la república.

IX

El Frente Nacional, cuya tarea más inmediata consistía en expul​sar a los militares del poder y restituir en él a los políticos civiles, lo que por otra parte se anunciaba con demasiada crudeza en su primer nombre de Frente Civil, tuvo su principal construc​tor en Alberto Lleras Camargo. Fue éste el contrahombre de Gaitán en las filas del liberalismo, al menos si se consideran las cosas en una perspectiva un poco amplia. Abandonado por el liberalismo el reformismo de López y salido éste de la presiden​cia sin concluir el período, había recaído en el joven Lleras Camargo la designación para gobernar en el año restante. Mien​tras las masas urbanas desengañadas engrosaban con rabia la corriente gaitanista, Lleras probaba al país que existían en el liberalismo otras vertientes capaces de separar el Estado de todo contacto demasiado estrecho con las masas y de poner incluso a éstas en su sitio cada vez que pareciera necesario para el mante​nimiento del orden. En contraste con la benevolencia lopista frente al movimiento obrero, correspondió a Lleras quebrar desde el Estado una de sus organizaciones de vanguardia, la de los trabajadores del río Magdalena. Con su comportamiento en el gobierno, era como si dijera al país que también en el liberalis​mo predominaba la convicción de que debía volverse por los fueros autoritarios del Estado, lo que en ese momento histórico apenas podía tener el sentido de acreditar la propaganda de los conser​vadores y favorecer el retorno de éstos al poder. La conducta del Presidente Lleras frente al decisivo debate electoral de 1946 había sido de una pulcritud como sólo se ve en Colombia cuando los mandatarios de turno carecen de toda simpatía con sus copar​tidarios que aspiran a reemplazarlos. Una alambrada de garantías hostiles, tal era para el candidato oficial del liberalismo, Gabriel Turbay, la imparcialidad del Presidente Lleras. Estos antecedentes conservatizantes se vieron en seguida reforzados por el desempeño, todavía menos heroico, de la Secretaría de la reaccionaria OEA en los mismos años en que los liberales eran masacrados en Colombia en nombre del anticomunismo. Por estos títulos, pero también por su innegable habilidad política, Alber​to Lleras Camargo apareció en 1957 como el hombre indicado para organizar y dirigir el asalto combinado contra el régimen de los militares, así como para poner en marcha el difícil montaje institucional que debía hacer posible el gobierno de los dos partidos.

X

El contenido del pacto frentenacionalista se deduce en su especi​ficidad de la evolución política a la que en cierta forma vino a dar conclusión. Hasta este momento, era opinión corriente consi​derar al liberalismo como el partido del pueblo y al conservatis​mo como el del orden, definiciones que no pueden ser tomadas a la letra pero que tampoco deben ser desestimadas. Es el hecho que a través de nuestra historia estos dos partidos representaron funciones contrarias pero también complementarias, alternándose de manera dramática y espontánea en la conducción del Estado. Este curso ciego fue el que el Frente Nacional oficializó: la complementariedad se convirtió en coalición paritaria y la suce​sión de los contrarios a través de largos períodos históricos, se volvió norma de alternación presidencial. En sus dos etapas de predominio, treinta años en el siglo XIX a partir de 1850 y quince en el siglo XX a partir de 1930, el liberalismo colombiano había realizado unas rupturas y promovido unos cambios que secre​ta o inconscientemente eran anhelados por el conjunto de la clase dominante y que en última instancia, y no sin chocar por tanto con estrechos intereses adquiridos, estaban destinados a contri​buir a la expansión de esa clase. Como quiera que todo verdadero cambio, exige una movilización de las energías generales de la sociedad, un llamado a las instancias privatizadas para que afirmen y trasmuten políticamente sus intereses, instintos y deseos, el liberalismo había debido, tanto en el siglo pasado como en el presente, estimular el revolucionarismo de sectores medios o populares para enfrentar con él, ora a los esclavistas y a la Iglesia terrateniente, ora a los latifundistas semifeudales. Por haber buscado dar libre circulación mercantil a la tierra y a la fuerza de trabajo, que eran los dos recursos fundamentales del país, el liberalismo se llamaba el partido de la libertad, y por haber procurado con esto mismo el uso de ambos recursos por quien mejor los retribuyera y explotara se llamaba el partido del progreso. Los cortes históricos que marcó en 1850 y 1930 y los cambios que en estas fechas inició, representaban hasta tal punto una necesidad general que en ambos momentos el partido conserva​dor le cedió por su propio impulso, o falta de impulso, el paso, por el hecho enteramente lógico de que este último partido, de pretender por su propia cuenta realizarlos, habría perdido su identidad ideológica y con ello desaparecido de la escena. El conservatismo, de su lado, acreditaba sus títulos de partido del orden y de la autoridad, porque a él le había correspondido en derecho administrar las largas pausas en el revolucionarismo, pausas cuya oportunidad se hacía manifiesta cuando su doble histórico había llevado las reformas hasta el punto que resulta​ban posibles y era llegada la hora de la desmovilización y de la explotación rutinaria de la etapa alcanzada. Entonces se acen​tuaba la defensa de la autoridad constituida, tanto en el orden del poder político, centralizado en el Estado, como en el del poder socioeconómico, que representaba un control descentraliza​do, pero por ello mismo más estrecho sobre la vida de las masas populares. La división electoral fue el procedimiento sistemáti​co por el cual el partido en el gobierno facilitaba su propio relevo, al comprender que otra tarea se había hecho necesaria y que por índole, debía ser desempeñada según los principios del contrario. Esto no había impedido nunca la feroz resistencia de sectores del partido relevado, poco dados a aceptar la necesidad de una evolución histórica que señalaba la parcialidad de su doctrina, resistencia que indefectiblemente se equilibraba con el surgimiento en el mismo partido de corrientes modernas que apren​dían a resignarse con el usufructo de las ganancias generales y que extraían así del interés material, una suerte de ecuanimidad filosófica. Los conservadores compraron los bienes expropiados a la Iglesia, los liberales prosperaron en los negocios bajo la Regeneración y en las décadas que siguieron, los conservadores se hicieron industriales o arrendaron sus fincas a capitalistas luego de las reformas lopistas. Cuando mayor era la moderación política de los copartidarios resignados, más desesperada y agresiva se hacía la oposición de los doctrinarios, por cuenta de los cuales corría el trabajo arduo de la negatividad y la dife​renciación y con ello la salvaguardia de la identidad partidaria. A lo largo de la historia nuestras dos colectividades políticas se construyeron como partidos y anclaron en el alma popular, gracias sobre todo, a esta pasión dualista y diferenciativa que polarizaba sus distintas actuaciones en gobiernos cerradamente homogéneos y oposiciones ardorosas, y que imponía sus opuestas afiliaciones a los colombianos con bautismos de sangre. La furia de esta diferencia alcanzó su clímax en la década de la violencia iniciada en la parte media del gobierno de Ospina Pérez. Esta vez, en contraste con las anteriores, la apelación a las armas se originó en el gobierno. El brazo del Estado se extendió por los campos en una función de verdugo que desató el pánico y el sadis​mo entre el pueblo, y ello con tales dimensiones de caos y atro​cidad, que no son para ser descritas brevemente. Es cierto, que el pacto frentenacionalista se propuso entre otras cosas atajar esta suerte de psicosis colectiva, y que en buena parte lo logró. Pero es también cierto, que la violencia llegó a ser esta vez mucho más que una lucha entre los dos partidos tradicionales, que en su curso el Estado acabó por perder todo peso moral mientras que grandes sectores populares levantados en armas, se beneficia​ban de la más profunda legalidad, a la vez que se daban sus propios jefes.

XI

Hacia 1957, cuando fue pactado el Frente Nacional, el viejo López pensaba que no había ya ningún problema nacional decisivo que separara a los dos partidos tradicionales. Por el mismo tiempo, Laureano Gómez, que acababa de regresar del exilio, comunicaba que lo más importante que había aprendido en estos años dramáti​cos era que la libertad de expresión, específicamente la de prensa, debía ser defendida a toda costa. Después del cataclis​mo, López daba muestras de un realismo, que por el hecho de ser tal, no dejaba de resultar conservador, mientras que Gómez expre​saba convicciones liberalizantes. En el fondo de estas paradóji​cas evoluciones se perfilaban claramente los nuevos contornos de un país, en que el señorío de la tierra había sido substituido por la propiedad del capital como fuente principal de poder, y en que pocas trabas quedaban que se opusieran a este relevo en el orden de las instituciones o simplemente de los usos sociales. Al hacer suyo este terreno, los liberales y los conservadores tenían que comprender que la más sangrienta de todas sus bata​llas, había venido para presidir el descubrimiento de una reali​dad nacional, frente a la cual se destacaban sus puntos de con​tacto mientras sus diferencias parecían mínimas. El propósito de enmienda y las demás virtudes a que se consagraron a partir de entonces los políticos de ambos partidos, se manifestaron en esfuerzos diversos, según la modalidad de los excesos en que habían caído o que habían podido atribuírseles. Los liberales, como quien accede a la madurez, iban a dar muestras de especial responsabilidad en sus actuaciones, buscando corregir la mala imagen que de ellos hubieran podido formarse las fuerzas más preocupadas por el orden. Los conservadores, por su parte, adoptando aires de cordura, iban a proclamar con insistencia su adhesión a la democracia, su respeto por los derechos civiles y su voluntad de compartir el territorio patrio con todos los seguidores del partido rival. Dentro del esquema ideológico frentenacionalista, cada partido iba a servir de garante de los buenos propósitos del contrario. Con su gobierno paritario, su política coaligada y sus campañas electorales conjuntas, los conservadores iban a decir a las clases altas que los liberales ya no eran unos alborotadores, mientras que los liberales iban a tratar de convencer a las masas de que los conservadores no amenazaban sus vidas. La tarea de devolver el crédito al rival, era en verdad mucho más difícil para el liberalismo para hacer votar a los seguidores de su partido mayoritario por el candidato conservador en el turno de la presidencia. Esto explica que bajo el Frente Nacional, mientras los liberales pudieron llevar a la presidencia a sus más destacados conductores, en los dos turnos que correspondieron a los conservadores, la selección del candi​dato fue hecha por el otro partido con el criterio principal de encontrar la persona que le inspirara menos miedo. Así, los más caracterizados jefes del conservatismo, Ospina Pérez y Gómez Hurtado, debieron deponer sus aspiraciones y someterse al hecho de que su partido fuera representado en la presidencia por figu​ras ideológicamente desdibujadas. El costo evidente que este arreglo iba a representar para los conservadores, encontraba en el lado del liberalismo una correspondencia de otro orden: los conductores de esta última colectividad, en especial Lleras Restrepo, al gobernar a nombre de los partidos y prohibirse toda definición política partidaria, así como todo intento reformista que contrariara a sus temibles socios, iban a defraudar necesa​riamente todas las esperanzas que sus copartidarios hubieran podido fincar en el retorno del liberalismo a la primera posición del Estado. Sobre esta frustración, así como sobre estas espe​ranzas a las que el Frente Nacional imponía un aplazamiento de dieciséis años, el joven Alfonso López Michelsen, con un cálculo sagaz y una tenacidad alimentada por la seguridad en su objetivo, inició su campaña para las elecciones presidenciales de 1974.

XII

La reforma constitucional que consagró el sistema del Frente Nacional fue votada plebiscitariamente por doce años, que el gobierno bipartidista aumentó pronto a dieciséis. Por cuatro períodos de cuatro años, los partidos liberal y conservador iban a turnarse en la presidencia, a repartirse por mitades los cargos de gobierno, así como los asientos del Congreso. Para votar cualquier ley importante, se adoptó la norma de las dos terceras partes, con lo que se buscaba garantizar la unidad del bloque político en el poder, excluyendo la aprobación de cualquier medida positiva que no contara con la virtual unanimidad de los socios.

El trabajo que tuvo que cumplir Alberto Lleras como presidente iniciador del sistema, fue ciertamente arduo y abarcó los más variados frentes. Lo primero fue convencer a los liberales y los conservadores de que podían trabajar en común, lo que implicaba ante todo persuadirlos de que había una tarea que podían realizar conjuntamente. Esa tarea, que el actual presidente de Colombia López Michelsen ha llamado la administración del capitalismo, condensaría desde entonces todo lo que tiene a la vez de esforza​da y de miserable la política frentenacionalista. Lo segundo fue lograr ciertas metas políticas decisivas para el afianzamiento del poder civil, cuales eran poner a los militares en su sitio, el que dadas las relaciones de fuerza tenían que ser cómodas sin embargo, y correlativamente garantizar la paz pública por un camino que no fuera el azaroso y fracasado de la sola campaña militar. Lleras Camargo se entregó así a una verdadera empresa de adoctrinamiento dirigida a los uniformados, recordándoles el lugar que les asignaba la Constitución y ponderando su vocación republicana, que los desvíos de Rojas no alcanzaban a desmentir. Para darles satisfacciones más visibles, les conservó una cuota importante de poder discrecional en el frente del orden público, que a lo largo del Frente Nacional y del régimen casi permanente del estado de sitio, no hizo más que crecer, invadiendo buena parte del terreno de la justicia. Para el restablecimiento de la paz, y con miras a reducir la presencia del Ejército en el Esta​do, Lleras comprendió que no eran suficientes el hermanamiento y los llamamientos conjuntos de los dos partidos, sino que era preciso poner remedio a ciertos efectos sociales y económicos que producían tensiones en los campos y engrosaban peligrosamente el subproletariado urbano. El instrumento fundamental para la persecución de esta finalidad, fue la Reforma Agraria, concebida principalmente por Carlos Lleras Restrepo, quien iría a presidir años después el tercer gobierno bipartidista y quien se distin​guía como el más capaz de los administradores del capitalismo en los marcos del Frente Nacional. En el seguimiento de aquella política se invertirían importantes recursos del Estado con un propósito contra el que conspiraban las tendencias espontáneas de la sociedad: fortalecer la economía campesina y frenar las co​rrientes migratorias del campo a las ciudades, que daban a éstas un crecimiento vertiginoso en ningún momento determinado por las oportunidades ocupacionales que ofrecía. Esta política reformis​ta, necesariamente blanda con los terratenientes en las condicio​nes de pacto frentenacionalista, y contraria además a las evolu​ciones dictadas por el orden general de nuestro capitalismo, conocería la suerte de arrastrar una existencia marginal en el concierto de la economía agraria sin ser nunca por otra parte abandonada, y esto por una mezcla muy corriente de inercia y demagogia.

XIII

Los gobiernos que se sucedieron en cumplimiento de la norma de alternación, el del conservador Valencia, los de Carlos Lleras y Misael Pastrana, perseguirían todos, con mayores o menores sobre​saltos, una misma finalidad estratégica, que era la de mantener un orden institucional general en el que se combinaran el esquema político democrático y el esquema económico capitalista. De estos dos esquemas, el más directamente amenazado era el primero, y ello en razón de los desastrosos efectos sociales del segundo.

El capitalismo colombiano completó bajo el Frente Nacional una etapa substitutiva, o sea aquella en que su expansión tuvo como centro un proceso industrial, que en buena parte se limitaba a ir copando las demandas directas o subsidiariamente provocadas por la agricultura tradicional de exportación, dependiendo también de las divisas generadas por esta agricultura para pagar las impor​taciones de equipos y materias primas. Ya en esta etapa resultó evidente la desproporción entre los efectos económicos generali​zados del nuevo régimen, que en cierta forma penetraba la vida entera de la sociedad, y de otro lado, su capacidad restringida para inscribir de manera directa a la población en el radio de sus operaciones. Por una paradoja, no muy fácil de comprender ciertamente, la población parecía elevar sus tasas de crecimiento al mismo ritmo en que el capitalismo destruía sus condiciones tradicionales de vida y de trabajo sin ofrecerle siempre otras a cambio o sea al mismo ritmo que el régimen económico la declaraba excedentaria. Este fenómeno, preocupante como pocos, acabó por concentrar la atención de nuestros hombres de estado, y fue así como Alberto Lleras llegó a convertirse en el promotor de una intensa campaña pro control demográfico, que partía del supuesto teórico, de que no era el orden institucional económico el que se mostraba rígido e inflexible para cubrir el cuerpo natural de la población, sino que era ésta la que sobraba. Los desarrollos subsiguientes del sector industrial, a niveles casi siempre muy altos de tecnología, y casi siempre con un grado importante de participación extranjera, no prometía mayores cosas en el orden de remediar en algo el desempleo y subempleo de la mitad de la población urbana. Tampoco prometían mucho las estrategias de desarrollo económico que empezaron a insinuarse en los años tardíos del Frente Nacional. Como quiera que se enfocara la diversificación y el desarrollo de la agricultura de exportación, ya fuera como soporte de nuevos desarrollos de la industria o como elementos autónomos de expansión capitalista, dados los niveles de tecnificación requeridos, no podían preverse a corto plazo, aumentos significativos de la ocupación, ni siquiera en el caso de que se vincularan con aquel fin a la producción, tierras hasta entonces ociosas.

Obligados tanto de hecho como de palabra a gobernar sobre la base del respeto a las instituciones económicas capitalistas, y ello en un marco político global que reconocía formalmente al Estado la autoridad para modelar los diversos terrenos de la vida so​cial, conforme a los intereses más generales, los gobiernos del Frente Nacional quedaron directamente expuestos a la impopulari​dad del régimen económico, estadísticamente asegurada por las tasas de desempleo, por la profusión de toda clase de subactivi​dades y por los niveles de ingreso de las masas.

XIV

En el momento en que se preparaba para iniciar el último tramo de la alternación, el Frente Nacional tuvo su mayor vergüenza política; su candidato para el período 1970-74, Misael Pastrana Borrero, fue incapaz de vencer claramente en elecciones montadas y controladas por la coalición bipartidista al General Gustavo Rojas Pinilla, que renació así en sus cenizas para demostrar que todo aquello en nombre de lo cual había sido derrocado, carecía de la legalidad de que se reclamaba: la del arraigo en la opinión popular. Contra la maquinaria de uno y otro partido, contra todos los medios de información y propaganda, 7
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contra las oportu​nidades oficiales de fraude difícilmente desaprovechadas, el General, que trece años antes había salido al exilio, que once años antes había sido tachado de indignidad en un juicio político espectacular, en el que apenas se le concretaron los cargos de un contrabando de ganado y de unos créditos bancarios en su favor, en fin, que a todo lo largo de los gobiernos frentenacionalistas, había sido señalado como el representante de la dictadura tiráni​ca en contraste con la cual brillaban y se justificaban históri​camente los nuevos sesgos democráticos, el General, decimos, igualó la votación de Misael Pastrana explotando de manera bien simple los índices del empobrecimiento de las masas. Es cierto, que los políticos frentenacionalistas habían sobreestimado su propia capacidad de manipulación del electorado, al oponer al General en ascenso, una figura de la opacidad política e ideológica de Pastrana. Pero su pecado mayor fue el de subestimar el resentimiento popular contra el establecimiento político-económi​co, resentimiento que venía muy naturalmente a identificarse con la amargura del General expulsado. Lo que fue la gran batalla del populismo se convirtió, sin embargo, en una derrota que selló de momento su suerte. Los proletarios de las ciudades colombianas votaron por Rojas, no sólo porque como ellos era un resentido, no sólo porque su indignidad solemnemente proclamada servía bien de símbolo unificador a la indignidad forzosa de los marginados, sino muy especialmente, porque existía la creencia generalizada, de que las huestes del General extendían su influencia a las filas del Ejército y tendría la temeridad suficiente para defen​der por la fuerza cualquier triunfo que pudiera alcanzar en las urnas. Y esta creencia resultó infundada. Los días siguientes a las elecciones, el Presidente Carlos Lleras, que acababa su mandato, impartió a las masas urbanas enardecidas la orden de recogerse temprano en sus viviendas, sin que el aparato estatal presentara las fisuras previstas. El desenlace de la prueba de fuerza a que condujo así el debate electoral, clausuró la versión rojista del populismo que en los próximos años iba a conocer un retroceso electoral acelerado hasta llegar a convertirse, a mediados de los años setenta, en una corriente minoritaria que reparte desordenadamente sus simpatías entre el conservatismo y los principales grupos marxistas.

XV

Desde el día en que se puso en marcha el sistema de Frente Nacio​nal, pactado como se dijo para poner término al régimen del Gene​ral Gustavo Rojas Pinilla y consagrado bajo el gobierno de una Junta quíntuple donde no faltaron los amagos golpistas, la pers​pectiva de una restauración militar ha constituido el principal motivo de preocupación para los gobernantes colombianos. En forma sistemática, estos adoptaron la conducta de minimizar los riesgos de un golpe, como sin en esta forma se evitara que los militares fueran tentados por la idea. En las situaciones más álgidas, como la que se presentó bajo el gobierno de Guillermo León Valencia, cuando pareció que un paro obrero era parte de una vasta conspiración en la que estaba envuelto el jefe del Ejérci​to, General Ruiz Novoa, los dirigentes políticos apenas dan públicamente indicaciones de los peligros vividos a través de declaraciones renovadas sobre la fe y adhesión inquebrantables que ellos atribuyen a los uniformados en relación con las insti​tuciones democráticas. La amenaza es de tal índole, que la denuncia parece aproximarla, y el temor es demasiado grande para ser abiertamente formulado. Todo lo que viene a poner en juego el orden público, como las incursiones guerrilleras, los motines estudiantiles, las protestas obreras, evoca para los dirigentes políticos colombianos, no propiamente el fantasma de una dictadu​ra del proletariado, en que nadie cree, sino el más palpable de la dictadura militar. De hecho, la amenaza que gravita así sobre la vida política del país, y que el ejemplo de los países del sur hace parecer más inminente, actúa como un factor disuasivo en relación con cualquier cambio progresista como quiera que los políticos liberales y conservadores temen más enajenarse la simpatía de las clases poseedoras, con sus órganos poderosos de presión y su incidencia directa en la política, que perpetuar el malestar de un pueblo masificado, muy difícil de movilizar en función de objetivos unitarios. En su afán de sostenerse en el poder y conjurar la amenaza del militarismo, los gobernantes mejor intencionados abandonan pronto la ilusión de realizar cualquier reforma capaz de incidir seriamente en el orden socioeconómico para constreñirse a la tarea, ardua pero poco heroica, de administrar el establecimiento. De esta manera, el golpe militar tan temido está bien presente en la vida colombiana, sobre todo, por la compactación que impone entre los dirigentes políticos y los usufructuarios del régimen económico.

La eventualidad de un golpe, vista a la luz de la historia re​ciente del país y de la experiencia vivida en otras latitudes, no depende de la iniciativa de los militares, cualesquiera que sean sus ambiciones y la fuerza material con que las respaldan. Para ello es preciso que se dé una quiebra de cumplida de la democra​cia, que este régimen deje de garantizar el control político sobre la población. Fue lo que estuvo a punto de evidenciarse en Colombia el 19 de abril de 1970 y los días que siguieron, cuando pareció que el Frente Nacional había sido derrotado electoralmen​te por un candidato que explotaba el resentimiento popular. Y es lo que se pondría cabalmente de manifiesto, el día que las iz​quierdas clasistas cobraran gran fuerza electoral o adquirieran una autoridad decisiva entre los trabajadores. Entonces, los políticos liberales y conservadores correrían el riesgo cierto de ser licenciados por quienes tienen el poder suficiente para ello, por los capitalistas, y de ver a los militares ocupar su lugar. Porque, no hay que dudarlo, los militares de Colombia, como los de otros países, han asimilado sus lecciones y, si no carecen de ambiciones políticas, han depurado en cambio éstas de aventure​rismo. Lo que significa que saben esperar, y que su ambición es la de ser llamados.

XVI

La confluencia de las corrientes liberal y conservadora en el gran aparato frentenacionalista, y la compenetración de este último con el régimen económico prevaleciente, determinaron la conformación de un establecimiento que convirtió sus rigideces interiores en índices de fuerza y que terminó por ver como una perturbación inquietante cualquier proyecto susceptible de intro​ducir la contradicción en su seno. En la medida en que este esquema general se oficializó, la oposición a él o a alguno de sus elementos constitutivos adquirió visos de subversión. La inconformidad y las demandas de reforma, imposibilitadas para encontrar algún lugar en el establecimiento, formaron una franja de marginalidad ideológica que en los últimos tiempos no ha hecho más que radicalizarse, y ello en los términos que parecen más aptos para expresar una ruptura insalvable.

La protesta anticapitalista, que es el punto de reunión de los inconformes, ha encontrado su principal inspiración ideológica en el marxismo, el cual es abrazado a la vez en los planos teórico y práctico, o sea tanto en su correcta iluminación del clasismo que domina la vida espontánea de la sociedad y de los grupos, como en su dudosa promoción de la lucha igualmente clasista por un orde​namiento diferente. El escenario de la lucha, de otra parte, ha tendido a ubicarse en zonas de cierto modo periféricas, como el monte y la universidad. Así, desde el comienzo de los años sesenta el radicalismo estudiantil, inspirado en la gesta cas​trista, tomó el camino de la guerrilla, con la idea de que a las masas se las lleva mejor al combate por el ejemplo de la intrepi​dez de los destacamentos políticos más conscientes. Por desgra​cia, la voluntad de sacrificio de que daba muestras la juventud radical, cobró primero realidad en los choques con el Ejército para muy pronto empezar a plasmarse en luchas intestinas que desembocaban de manera sistemática en la aplicación de la más drástica justician otra cosa, López había aspirado en verdad a poner freno a este proceso. Y si en el curso medio de su gobierno la inflación alcanzó índices nunca vistos en Colombia, hasta el punto de lanzar a un paro general de protesta a centrales sindicales encuadradas en el establecimien​to, no fue principalmente por una política oficial premeditada, sino por un juego de efectos económicos que antes que a López, simple administrador del capitalismo de la constelación de fuer​zas existentes, señalaban los graves vicios de conformación de la economía colombiana.

XVIII

La bonanza cafetera y el crecimiento vertiginoso de los ingresos del sector exportador, estarían principalmente en la base de la ola inflacionaria que vino a erosionar el capital político del presidente López. Durante todo el período de industrialización substitutiva, la escasez de divisas había constituido el motivo central de preocupación para gobernantes y empresarios. Allí se señalaba la ubicación de uno de los más importantes limitantes del desarrollo, como quiera que la escasez de divisas significaba de manera inmediata, escasez de abastecimientos de equipo y materias primas imprescindibles para la expansión industrial. Uno de los principales males que padecía nuestra economía, pare​cía depender pues de la baja disponibilidad de divisas. Bajo el gobierno de López, las gentes corrientes del país, hasta las cuales había llegado vagamente la conciencia de esta limitación, no pudieron sino recibir con mayúscula sorpresa el fenómeno contrario: el desastre de la inflación, que golpea con especial fuerza a las masas urbanas, hoy mayoritarias en el país, y que en orden político aproxima como ningún otro factor la amenaza mili​tar, encontraba ahora su raíz, como lo afirmaba el mismo gobier​no, en el incremento de los ingresos de divisas por el auge del comercio de exportación. Si la escasez era ayer un mal, la abundancia se convertía hoy en algo peor. Indices de aumentos de precios de más del cuarenta por ciento en un año, mostraban que productores y comerciantes hacían su agosto abasteciendo las demandas internas súbitamente multiplicadas sin preocuparse por aumentar el volumen material de sus ofertas. Se producía un fenómeno parecido al que tuvo lugar cuando la danza de los millo​nes de los años veinte. Si entonces los terratenientes habían utilizado su monopolio sobre la tierra y sobre la oferta de alimentos para captar pasivamente, sin mejorar ni intensificar la producción, el torrente monetario de los empréstitos, indemniza​ciones e inversiones norteamericanas, ahora los capitalistas, con su monopolio sobre el aparato productivo y comercial y sobre los recursos crediticios y financieros, se limitaban a copar las demandas incrementadas con una masa de productos que ninguna fuerza operante en la economía los obligaba a acrecentar. Falta​ba, por ejemplo, el acicate de una competencia entre los empresa​rios para la conquista de los nuevos mercados. El capitalismo industrial importado, había convertido en un corto período histórico a la clase empresarial en una suerte de casta, netamente desprendida del resto de la sociedad y fácilmente actuante como un solo cuerpo, incluso en el terreno de los hechos económicos más inmediatos. Y era esto lo que la experiencia de 1975-77 venía a mostrar con el lenguaje peculiar de los índices de precios, que todos pueden entender a su manera.

XIX

La impotencia ante los mecanismos económicos inflacionarios, apenas natural en un gobierno de tal modo constituido que mal puede plantearse ninguna acción política digna de este nombre, es decir, ninguna acción que se desprenda de las determinaciones económicas y remodele el cuerpo estratificado de la sociedad de conformidad con metas ideales, acentuó en el presidente López ciertos vicios de carácter, y ello por una lógica comprensible pero no por ello disculpable. Imposibilitado para comportarse como un estadista, López se dedicó a hacer política, en el senti​do más estrecho del término. En una gran maniobra diversionista, promovió una constituyente que ha mantenido agitados a los parti​dos y que tiene apenas el pobre objeto de reformar para después de su gobierno las administraciones locales y la organización de la justicia. Pero sus mayores energías se centraron en otro esfuerzo, menos encomiable aún, y es el estímulo permanente dado desde su gobierno a las peores tendencias de la política parti​dista. Desde el comienzo de este gobierno, hubo un candidato oficial para las elecciones de 1978, Julio César Turbay Ayala, de poco gloriosa trayectoria en las filas del liberalismo. Este político representa como ningún otro, lo que en el lenguaje corriente se denomina la politiquería, por la cual las posiciones públicas se persiguen, no para realizar desde ellas un proyecto social cuyo valor moviliza las propias energías sino, simplemen​te, para ocupar esas posiciones con fines de prestigio y, lo que es más regresivo aun, como medio de acceso a las jerarquías económicas. Esta suerte de prostitución de las ideas y aparatos políticos, resulta prácticamente inevitable cuando el poder estatal, como decíamos, se revela impotente y depone toda misión histórica ante la fuerza inerte de las estructuras económicas. En tales condiciones, nada más lógico que vengan a ocupar la escena y que cobren un impulso arrollador, no ya los que se esfuerzan sin más para alcanzar las posiciones de prestigio, sino incluso los que se apuntan a la instancia más sólida, aquellos que con vulgar ligereza —solidaria de un pobre nivel intelectual— reconocen lo efímero de las glorias políticas al lado de la perpetuidad de los derechos de propiedad. Sirve de soporte a esta última tendencia, la evolución relativamente reciente, que refuerza en el terreno de la economía la presencia de un Estado privado de verdadera iniciativa histórica, presencia que se materializa en un amplio dispositivo de medidas de política económica, generosas en sus estímulos y tibias en sus correctivos para con el capitalismo, así como en la proliferación de las empresas con que el esfuerzo público busca complementar el priva​do. Con el eventual ascenso de la tropa encabezada por Turbay a las posiciones de mando, este Estado productor de capitalistas y dispensador de empleos acentuaría, si cabe más, su pasividad histórica, y el año de 1978 daría comienzo en Colombia, al go​bierno de un equipo humano que a buen seguro no perseguiría otro objetivo que el de sostenerse en sus posiciones y que no tendría por consiguiente otra política que la de atender, en el orden en que se fueran presentando, las presiones de los grupos más fuer​tes.

XX

La sociedad colombiana es una sociedad vieja de siglos, por más que sus mañas y estratificaciones sean a menudo presentadas por los sectores dominantes como defectos transitorios de un proceso de maduración inacabado. Las relaciones de producción capitalis​tas, adoptadas a través de enormes sobresaltos, han venido a prestar un nuevo marco a su antigua conformación oligárquica. La gran mayoría de la población, en parte vinculada de manera direc​ta al sistema económico, y en parte, harto notable, sometida a él por los canales de la circulación mercantil, constituye la mate​ria de una acumulación de capital que el Estado, representante del interés general, acelera por métodos monetarios, todo para la gloria de una clase de capitalistas, que buscan elevarse sin dilaciones a la categoría de ciudadanos del mundo apoyándose para ello sobre los hombros de un pueblo deprimido. El esfuerzo capitalista que otros países pueden vivir como una empresa nacio​nal, carece aquí de todo piso moral, lo que significa que cual​quier persona corriente ve apenas en él el nuevo negocio de las viejas capas dominantes, en el que los costos populares no hacen más que crecer. La falta de piso moral del capitalismo es un hecho central en este cuadro. Surge entonces la perplejidad: si el Estado es formalmente la primera autoridad de la nación, y si el ordenamiento capitalista de las relaciones sociales es para él un valor intocable, objeto por demás de sus desvelos, ¿cómo puede mantenerse el sistema de la democracia política? ¿Cómo puede dejarse que el estado sea constituido n otra cosa, López había aspirado en verdad a poner freno a este proceso. Y si en el curso medio de su gobierno la inflación alcanzó índices nunca vistos en Colombia, hasta el punto de lanzar a un paro general de protesta a centrales sindicales encuadradas en el establecimien​to, no fue principalmente por una política oficial premeditada, sino por un juego de efectos económicos que antes que a López, simple administrador del capitalismo de la constelación de fuer​zas existentes, señalaban los graves vicios de conformación de la economía colombiana.

XVIII
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La sociedad colombiana es una sociedad vieja de siglos, por más que sus mañas y estratificaciones sean a menudo presentadas por los sectores dominantes como defectos transitorios de un proceso de maduración inacabado. Las relaciones de producción capitalis​tas, adoptadas a través de enormes sobresaltos, han venido a prestar un nuevo marco a su antigua conformación oligárquica. La gran mayoría de la población, en parte vinculada de manera direc​ta al sistema económico, y en parte, harto notable, sometida a él por los canales de la circulación mercantil, constituye la mate​ria de una acumulación de capital que el Estado, representante del interés general, acelera por métodos monetarios, todo para la gloria de una clase de capitalistas, que buscan elevarse sin dilaciones a la categoría de ciudadanos del mundo apoyándose para ello sobre los hombros de un pueblo deprimido. El esfuerzo capitalista que otros países pueden vivir como una empresa nacio​nal, carece aquí de todo piso moral, lo que significa que cual​quier persona corriente ve apenas en él el nuevo negocio de las viejas capas dominantes, en el que los costos populares no hacen más que crecer. La falta de piso moral del capitalismo es un hecho central en este cuadro. Surge entonces la perplejidad: si el Estado es formalmente la primera autoridad de la nación, y si el ordenamiento capitalista de las relaciones sociales es para él un valor intocable, objeto por demás de sus desvelos, ¿cómo puede mantenerse el sistema de la democracia política? ¿Cómo puede dejarse que el estado sea constituido por el juego de las libres opiniones y como expresión de la voluntad mayoritaria del pueblo a través del sufragio universal? La democracia política colom​biana, con todo y sus recortes, tiene que ser vista a esta luz como un hecho sorprendente. La perplejidad es aún mayor, si se piensa que la democracia colombiana, por lo menos en el terreno de la lucha política e ideológica, puede incluso permitirse ciertos excesos capaces de enardecer a la Iglesia, al Ejército y otras fuerzas centradas en el problema de la captación social y del orden. La enseñanza de las ciencias sociales en la universi​dad pública, ha sido en buena parte abandonada a los marxistas, cuyos esfuerzos de adoctrinamiento vienen a ser así pagados, mal que bien, por el Estado. El partido comunista funciona legal y públicamente, con sus órganos de propaganda debidamente registra​dos, mientras de otro lado tiene una organización guerrillera que hace incursiones en poblados y que se encuentra en estado de guerra con las fuerzas armadas del país. Los guerrilleros que por fortuna no son muertos en el acto de su captura y que, en las esporádicas pausas del estado de sitio, pasan a la justicia ordinaria, obtienen en más de un caso pronta libertad. Existe una libertad de prensa que, si bien sólo puede ser ejercida por aquellos que están en capacidad de financiarla, alcanza verdade​ros extremos: el presidente de la República es presentado como un hampón y los delitos de los militares y los burgueses son venti​lados sensacionalmente en más de un órgano periodístico. Y a todo esto el sistema parece impertérrito, firme como los mecanis​mos sin dueño. ¿Es qué acaso el uso que se hace de las liberta​des en el terreno de las opiniones y las ideas política, contri​buye a la producción de un caos mental en medio del cual nadie cree que se pueda realizar nada, fuera de denunciar, denostar y escandalizar a la manera de Eumolpo? Es cierto, que de una manera general la libertad formal de las ideas constituye la mayor conquista de la civilización de occidente, y que cualquier política que se proponga dar contenidos substanciales a la liber​tad, vale menos que las órdenes que substituye si su costo es la reglamentación de las conciencias. Pero es también cierto que el libre juego de las ideas políticas tiene que plantear gravísimos interrogantes cuando se revela en gran medida inocuo frente a los males de la existencia social.

Hoy, el mal fundamental de la sociedad colombiana, estriba en los efectos segregacionistas del capitalismo. Este régimen ha acaba​do por repartir en dos grandes campos a la población. El prime​ro, el legal, está compuesto por las gentes integradas económica​mente al establecimiento, que gozan de ingresos regulares y se benefician, aunque sea precariamente, de los servicios sociales más primarios, como los de vivienda, higiene y educación. El segundo se define por sus carencias de todo orden, principalmente de una ocupación y un ingreso regulares, y convierte a cerca de la mitad de la población en excedentaria en relación con la legalidad económica prevaleciente. El vasto conglomerado de los parias, que apenas podría identificarse por el sentimiento común del odio y del resentimiento, carece de figuras propias en el plano de las empresas políticas y de la agitación ideológica. Las luchas de los obreros por el salario y la estabilidad ocupa​cional acentúan más bien el aislamiento de este sector de pobla​ción, y otro tanto hacen los movimientos marxistas que pretenden articular directamente su política con los intereses de los trabajadores. Los marginados no tienen ideas políticas propias y tampoco son representados por nadie. Con relación a ellos, todos los demás grupos sociales están unificados por el miedo. En el terreno más inmediato, los capitalistas y los trabajadores se ven asediados por las oleadas de criminalidad que ascienden de los estratos marginales. La figuración de estos estratos en el escenario de las luchas políticas y sociales, depende de la utilización que se puede hacer de ellos para fines que les son ajenos: como escalón para demagogos y golpistas, como elemento explosivo que aumenta la capacidad de chantaje de los obreros al hacer más temibles sus protestas, en fin, y muy principalmente, como argumento del conservadurismo burgués y pequeño burgués que clama por un gobierno fuerte y disciplinador. Sin ideas y sin fines políticos propios, los marginados, que apenas dan por sí mismos para el motín y para el saqueo, tampoco parecen moviliza​bles para un proyecto político que pretenda modificar el cuadro general de la sociedad y que de esta manera se proponga elevar su existencia. Convocarlos a la escena política, como una vez el liberalismo convocó a los trabajadores del campo y de las ciuda​des, sería un proyecto tan temerario que al lado de él la histo​ria del aprendiz de brujo, aparecería como un juego inocente. Este gran punto muerto de la sociedad política colombiana, esta suerte de concentrado de la descomposición y la impotencia, contamina la vida entera del país y priva de verdadero sentido histórico y humano, y casi de realidad, a todo lo que se mueve en los marcos de la sociedad legal, incluidos los juegos ideológicos de la democracia, la cultura considerada en general así como los más revolucionarios pensamientos. Por más que sea doloroso, hay que decirlo: las ideas pueden circular hoy en Colombia no tanto por un respeto inspirado en los mejores valores de la civiliza​ción, sino porque son inofensivas, porque incapaces de articular​se con la realidad social tienen bloqueado el acceso a la serie​dad.
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El proceso de industrialización colombiano y los patrones de acumulación sobre los cuales ha descansado, transcurren de un modo más o menos similar al del resto de los países de América Latina. Pueden distinguirse en este proceso dos etapas: una sustitutiva de importaciones, que si bien se inicia desde los años treinta, adquiere su configuración precisa en la década del cincuenta y mantendrá su carácter estrictamente sustitutivo hasta 1967. La otra, prolongando la etapa anterior, inicia su curso al amparo del estatuto cambiario de 1967 y de la Reforma Constitu​cional de 1968, adquiriendo su cabal realización merced a la favorable coyuntura mundial de comienzos de la década del seten​ta. En esta etapa, la industria colombiana, sin abandonar, como veremos luego, su carácter sustitutivo, apoyará su expansión fundamentalmente sobre la exportación de manufacturas, lo que le permitiría modificar, al menos en parte, las condiciones de acumulación desarrolladas desde los años cincuenta.

Cada una de estas etapas verá aparecer contradicciones específi​cas en ocasiones superables —o cuando menos atenuables — por la política económica, pero casi siempre persistentes, y es justa​mente la persistencia de estas contradicciones, lo que determina​rá el marco general de la intervención estatal en la economía.

La etapa propiamente sustitutiva, definida por una rápida modifi​cación en la composición de la oferta interna industrial, des​arrollará hasta más o menos 1958 la sustitución de bienes de consumo corriente y en alguna medida, la de bienes de consumo durable, para iniciar, a partir de allí, la sustitución de bienes intermedios y de capital, dentro de los límites impuestos por la amplitud y composición del mercado interno.

En efecto, la sustitución de importaciones de bienes de consumo corriente logró profundizarse, apoyándose inicialmente sobre un mercado interno del cual se aprovechaba tanto la demanda esta​blecida y anteriormente cubierta por las manufacturas extranje​ras, como la resultante de la notable expansión del consumo interno durante los años de la segunda posguerra. Esta expan​sión, a su vez, estuvo asociada al crecimiento del empleo en la industria manufacturera y al aumento del volumen total de remune​raciones, pese al descenso de los salarios reales. Por otra parte, la ampliación del mercado iba acompañada de un cambio en la composición del consumo global, que al tiempo que reflejaba los efectos del proceso de urbanización sobre la es​tructura de la demanda interna, se traducía en un aumento de la importancia relativa de la demanda por alimentos elaborados, de la de productos manufacturados no alimenticios y de la de servi​cios, logradas a través de una reducción en la proporción de gastos en alimentos de origen agrícola, aunque no de su volumen absoluto.

La sustitución de bienes intermedios y de capital, por el contra​rio, se verá rápidamente limitada por las dimensiones del mercado interno para bienes finales. Una vez saturado el mercado de bienes de consumo corriente, hacia 1958, la dinámica de la expan​sión industrial y por supuesto, la de la expansión del mercado, comenzó a depender de la ampliación de los sectores de bienes intermedios y de capital a través del consumo productivo que ella implicaba. Sin embargo, la ampliación del mercado por este Camino ocurría de una manera mucho más lenta que antes, toda vez que la base industrial de bienes de consumo final, que determina​ba la amplitud de la sustitución de bienes intermedios y de capital, estaba a su vez limitada por el agotamiento del mercado para sus propios bienes. Es entonces cuando se empieza a hablar de las tendencias al estancamiento y del agotamiento del proceso sustitutivo de importaciones22.

Si en el plano interno las posibilidades de expansión y la confi​guración intrasectorial de la base industrial estaban determina​das por la evolución y características del mercado interno, también estaban determinadas, desde el plano externo, por las fluctuaciones de la capacidad para importar. En efecto, la indus​trialización sustitutiva crea un tipo de vinculación de la econo​mía interna con el mercado mundial de un carácter totalmente distinto al vigente en la segunda mitad del siglo XIX y los primeros treinta años del siglo XX. También en este último período, la suerte de la economía está ligada al sector de expor​tación, pero aquí las fluctuaciones del sector externo actúan sobre la esfera de bienes de consumo ampliando las posibilidades de importación. A partir de la industrialización sustitutiva, tales fluctuaciones recae​rían, no sobre la esfera del consumo, sino sobre la esfera de las inversiones en los sectores de bienes intermedios y de capital, a través de la capacidad para importar. De hecho, en la medida en que la reproducción ampliada del capi​tal pasa a depender por un lado, de los niveles internos de acumulación y por otro, de la posibilidad efectiva de convertir las ganancias en bienes de capital importados, la disponibilidad de divisas no determina en términos absolutos los volúmenes de acumulación, pero decide en todo caso sobre las expansiones o contracciones de la reproducción. Es fácilmente constatable cómo, durante todo el período de industrialización sustitutiva, los auges o recesos de la actividad industrial a corto plazo estuvieron marcados por las fluctuaciones del precio externo del café23.

De este modo, el curso de la industrialización colombiana durante la etapa propiamente sustitutiva, estará determinada tanto por la composición y ritmo de la expansión del mercado como por las fluctuaciones del sector externo en cuanto la economía colombiana está sometida a la importación de bienes de capital, pasando así la producción a depender directamente de la disponibilidad de divisas.

A su vez, esta doble determinación impuesta sobre el aparato productivo conferirá a la economía colombiana un elevado grado de monopolización. En efecto, las restricciones del mercado llevaron tempranamente al sector industrial a una diversificación horizon​tal demasiado extensa que respondía, por supuesto, a la fragmen​tación del mercado. Simultáneamente, la incorporación de tecnolo​gía por parte de las unidades productivas creadas para sustituir la oferta externa, se caracterizaba por un alto grado de mecani​zación respecto a la oferta interna de factores productivos, lo cual se traducía en el montaje de escalas de planta, superiores a la capacidad de absorción de productos por el mercado. Al mismo tiempo, la adopción de estas escalas, por el mayor potencial productivo respecto a las demás preexistentes, les permitiría conformar elevadas barreras de entrada tanto por el inferior nivel de costos de las empresas establecidas con tecnología moderna, como por el tamaño del mercado que convertía las escalas de planta en la principal barrera. A ello debe sumarse la escasez de divisas con relación a los fondos internos de acumulación (lo que conduciría a un racionamiento de las mismas mediante el cual se tendía a no asignar cupos de importación para la ampliación de la capacidad productiva de la industria cuando en ella se presentase capacidad subutilizada), escasez que determinaba que el acceso a ellas se convirtiera en un requisito de penetración al aparato productivo.

Este proceso de monopolización se acentúa notoriamente a partir de la sustitución de bienes intermedios y de capital, ya que, como es obvio, la adopción de tecnología en estos sectores se iniciaba en el punto más alto de la curva de progreso tecnológi​co, al tiempo que la productividad era mucho mayor en las empre​sas que acusaban mayores tamaños. Por otra parte, las caracterís​ticas más visibles de este proceso de monopolización, son el alto grado de estabilidad de las estructuras monopolísticas (se estima que entre 1962 y 1968 la concentración aumentó en un 43.5% de las industrias, en el 17.5% de ellas disminuyó y en el 13% el grado de concentración permaneció constante) y un aumento del grado de concentración a partir del aumento de tamaño de las plantas, más que a través de la aglomeración alrededor de un tamaño determina​do. Ello es así porque al pasar el proceso sustitutivo a la producción de bienes más complejos, no es posible, por considera​ciones puramente tecnológicas, conformar tamaños pequeños (por ejemplo en la refinación de petróleo). Existe entonces un tamaño mínimo posible, y el volumen del merca​do determina el número de establecimientos que han de operar en la industria. Desde esta perspectiva, la monopolización y concentración indus​triales son técnicamente inevitables.

Sin duda, la característica más notable del desarrollo industrial durante esta etapa, es la manera como se desenvuelven las condi​ciones de absorción de mano de obra. La cuestión del empleo, en efecto, no sólo será reveladora del carácter de la acumulación nacional, sino que estará presente como el hecho social más relevante y al que se vinculan, de una u otra forma, la mayoría de los debates sobre la economía colombiana durante la década del sesenta. A mediados de esta década, el informe PREALC apuntaba lo que parecía ser la principal contradicción de la industria colombiana: “La tendencia es de que el sector moderno tiende a ampliar su participación en la industria colombiana en base a las grandes industrias que se están modernizando rápidamente. Este proceso ofrecería, hacia el futuro, un alza sostenida de la productividad; sin embargo, si se mantiene la restricción de un mercado de demanda restringida (sic), este proceso resultará en una decreciente absorción de mano de obra o bien en una pérdida de productividad potencial, debido a la incapacidad de absorción del mercado de manufacturas”. Ambas cosas fueron, más o menos, las que ocurrieron. Entre 1953 y 1958, la tasa de crecimiento anual del empleo fabril fue de 3.5%, manteniéndose la misma tasa en promedio para el período 1958-1963. En el quinquenio siguien​te, se había reducido a sólo 1.5%, como consecuencia de la pérdi​da de dinamismo en la producción de bienes de consumo corriente, sector en el cual la tasa de absorción de empleo pasó del 2% entre 1958 y 1963 a sólo 0.8% entre 1963 y 1968. Como consecuen​cia refleja, se vería descender también la absorción en los sectores de bienes intermedios y de capital. Esta pérdida de dinamismo en la generación de empleo era tanto más grave cuanto que la población económicamente activa registraba un elevado crecimiento al tiempo que se acentuaba la descomposición campesi​na.

La creciente incapacidad de absorción de fuerza de trabajo por parte del sector industrial, en el  un plano de igual significación, la preocupación por los movimientos del comercio exterior y los aspectos inherentes a las limitaciones en la disponibilidad de divisas. Puede decirse que, en lo funda​mental, la estrategia general de la política económica, en cuanto expresó el orden de los asuntos que se consideran relevan​tes, se desenvolverá sobre el terreno propuesto por estos tres grandes problemas. La evolución de los diagnósticos contenidos en los informes de las diferentes misiones internacionales y en los planes de desarrollo dan cuenta —prescindiendo de la exactitud de los mismos diagnósticos en cuanto localicen o no el verdadero orden causal de los problemas— del modo como la burguesía identifica las limitaciones centrales de la economía, de la manera como se impone una interpretación de las relaciones existentes entre los fenómenos más relevantes. Por supuesto, tal identificación responde en último término, a la correlación de fuerzas políti​cas y muestra los intereses de clase que dominan en la formula​ción de la política económica. Más claramente, la evolución de los diagnósticos indicará, sin duda, los desplazamientos y puntos de interés de la burguesía en cada etapa de la industria​lización, al mismo tiempo que dará cuenta de la forma como se abordan las principales contradicciones resultantes del desarro​llo de la economía. Sin embargo, nuestro propósito se limita a señalar el terreno general al que apunta la política económica, prescindiendo, en razón del objeto de este ensayo, del tipo de intereses específicos de clase que la determinan.

Los informes de la década del cincuenta, tanto el de la misión Currie como el de la misión Lebret27, coincidían en que Colom​bia no tenía por entonces problemas de desempleo abierto. Por el contrario subrayaban, como un punto central del diagnóstico, la “irracional” utilización de la tierra en cuanto las llanuras fértiles se ocupaban en la ganadería extensiva, mientras que la mayoría de la población se amontonaba en las laderas en condi​ciones de miseria y de precaria productividad. Esta forma de utilización de la propiedad territorial habría de reflejarse, de un lado, en el divorcio de los dos recursos más abundantes, la tierra y la mano de obra en el sentido en que aquélla no se usaba para explotar productiva​mente la fuerza de trabajo, y de otro lado, en una presión sobre la importancia de materias primas, hecho que, según los informes, era uno de los factores determinantes de los altos costos indus​triales. Coincidían igualmente los informes, en que debía procu​rarse una mejor y más racional utilización de la tierra reuniendo el trabajo asalariado junto con las tierras más aptas, para desarrollar la explotación capitalista del campo.

Como ya indicamos, esta vía de la gran explotación sería el camino que tomaría el desarrollo agrícola, a partir de la década del cincuenta, y ello hacía que para comienzos de la década del sesenta, la cuestión de la “irracional” utilización de la tierra hubiera cedido en importancia, para ser ocupado su lugar por el desempleo como el elemento más problemático de la economía nacio​nal. En efecto, el plan decenal presentado a comienzos de la década, anotaba que: “El hecho que resalta más y el más inquie​tante es de que la cuota de nueva fuerza de trabajo absorbida por la industria fabril sea relativamente escasa frente a la creciente cantidad de gente en busca de empleos remunerativos”. Esta baja absorción, atribuida a las deficiencias de la demanda interna, podían solucionarse, en opinión del plan decenal, me​diante una reforma agraria que al tiempo que se constituyera en una alternativa al desempleo, se convirtiera en una forma de elevar los ingresos campesinos permitiendo solucionar en parte las deficiencias de la demanda interna.

Quedaba planteado así, en este diagnóstico, el terreno sobre el que se desarrollarían uno de los debates de mayor trascendencia en cuanto representación de dos concepciones, hasta cierto punto irreconciliables, sobre el carácter y los límites de desarrollo del capitalismo nacional: el debate Lleras-Currie. Debate repre​sentativo porque las posiciones en torno a él indicarían las opciones económicas y políticas con que se enfrentaba la burgue​sía durante los años sesenta.

En último término, lo que estaba en discusión eran las alternati​vas de solución al desempleo. Para Lleras, retener la población en el campo a través de la Reforma Agraria, implicaba no sólo una opción inmediata, sino una particular solución del problema agrario: fortalecer el desarrollo agrícola por la vía de la pequeña propiedad campesina, postura reformista a la que, a la postre, se acogería la burguesía durante toda la década de los sesenta, como veremos luego a propósito de la política agraria.

Currie, por el contrario, optaba por la creación, en el sector urbano, de condiciones para una mayor absorción de mano de obra a través del estímulo a sectores con baja composición técnica del capital. Ello a su vez implicaba resolver el problema agrario por la vía de la gran propiedad y a través del fortalecimiento de empresas agrícolas típicamente capitalistas, acelerando con ello la descomposición campesina, hecho este que aceptaba como el curso normal del desarrollo capitalista, considerándolo incluso como conveniente, pues al ser absorbida productivamente esta descomposición, se ampliaba no sólo la esfera de explotación directa, sino que se lograba incorporar a una vasta población del mercado monetario.

Sin duda, el triunfo de la opción propuesta por Lleras obedecía a que era políticamente más realista que la de Currie: la exacerba​ción de las tensiones sociales en el campo, el temor a que revi​vieran los movimientos campesinos de los años treinta, las inva​siones de tierras que se adelantaron en algunos sitios del país y por supuesto, los temores que producía en la burguesía el ejemplo de la revolución cubana, constituían el marco político que hacía del reformismo agrario una opción políticamente más realista. Demasiado francamente, un parlamentario conservador sabía hacerse eco del sentimiento general de estas palabras: “No quiero ser ave de mal agüero, pero si el próximo congreso no aprueba una reforma agraria, la revolución es inevitable”.

El triunfo del reformismo cancelaría el debate (revivido en algunos de sus aspectos durante la década de los setenta), aunque por supuesto, los problemas seguían vigentes. A lo largo de la década del sesenta, los resultados de la Reforma Agraria fueron demasiado precarios. La descomposición campesina seguía avanzan​do y el desempleo urbano acentuándose más alarmantemente aún. Para fines de la década, tanto el plan de desarrollo de la admi​nistración Lleras como el informe de la OIT sobre el empleo, continuaban subrayando el desempleo como el más esencial de los problemas. En estos diagnósticos, sin embargo, y reconociendo hasta cierto punto el fracaso reformista (fracaso en cuanto a solución al desempleo, no por supuesto en cuanto a sus implica​ciones políticas) se acentuaba la solución no ya en la Reforma Agraria, sino en los aumentos de la disponibilidad de capital y de divisas en relación a la mano de obra y en el ortodoxo expe​diente de estimular la incorporación de técnicas intensivas en mano de obra.

La década se cerraría pues, con el desempleo como la cuestión más relevante. Los otros dos limitantes, las deficiencias en la demanda interna y el comportamiento del sector externo, aparecen en los diagnósticos de uno u otro modo vinculados, o bien con el problema agrario o bien con el del empleo. El primero, la deman​da interna, aparecería bajo diferentes niveles de significación y de orden causal, en ocasiones proponiéndose como resultado de la concentración del ingreso o de la propiedad y a veces, como consecuencia de una viciosa propagación de los frutos del progre​so técnico. De cualquier modo, el mercado aparecería vinculado al debate central en cuanto plantearse resolver el desempleo desde el campo o desde los sectores urbanos, significaba también plantearse —y de manera explícita en las opciones indicadas— abrir el mercado interno desde los sectores urbanos o desde el sector agrícola, alternativa que aparecería más claramente postu​lada en los años sesenta. En cuanto al comportamiento del sector externo, o lo que es lo mismo, la escasez de divisas, no había debate posible, pues su solución se determinaba según las posibilidades de corto plazo y se prefirió manejarlo así, como un recurrente problema de coyuntura.

Esta evolución de los diagnósticos, si bien reflejaba un orden de problemas y una particular manera de abordarlos, brindaba apenas un terreno general en el que la política económica se desenvol​vía, a partir del hecho de que tales diagnósticos expresaban las preocupaciones públicas y situaban en lo económico las tensiones políticas resultantes de los problemas reales de la economía nacional. En cuanto a las recomendaciones derivadas de los diagnósticos, resulta sintomático que, salvo una que otra de orden administrativa o la ejecución de algunos proyectos específicos, ninguna de las políticas diseñadas en los planes o en los informes se haya puesto cabalmente en práctica.

En efecto, la política económica tomaba otro curso, a menudo contradictorio con el que señalaban los planes de desarrollo. Ello era así, porque las posibilidades de intervención del estado, si bien crecientemente ampliadas desde 1950, no llegaban a las grandes transformaciones del aparato productivo sino al manejo de variables a lo más sectoriales, a menudo incoherentes, pero que expresaban a su modo los bruscos virajes de las corre​laciones políticas que se movían en torno al Estado. Por su​puesto, estas posibilidades limitadas de intervención, ponían de manifiesto la debilidad del Estado, con relación al orden económico, pero mucho más que eso, mostraban la ausencia de una perspectiva de clase coherente con relación al aparato económi​co.

Podrían distinguirse dos niveles de la política económica: una política de largo plazo, dirigida a estimular la acumulación de capital o a compensar las deficiencias de ésta en el aparato productivo. En este nivel, la política se situaba preferente​mente en el plano agrario y en el monetario y crediticio conjun​tamente con algunos aspectos del sector externo. Un segundo nivel, la política de corto plazo, situada especialmente alrede​dor del sector externo, tendía a producir la estabilización bien fuera corrigiendo, dentro de ciertos límites, los virajes del comercio exterior, fundamentalmente las recurrentes fluctuacio​nes de la balanza de pagos, o efectuando eventuales ajustes en la producción de algunos sectores.

Desde luego, son muchos los aspectos de la política económica. Nos limitaremos, sin embargo, a las políticas agrarias, moneta​rias y crediticias y del sector externo, considerándolas como los más esenciales frentes de acción de la política económica.

Habíamos indicado cómo, durante la década del cincuenta, lo que aparece como más preocupante en la agricultura es la inadecuada utilización de la propiedad territorial, problema sometido a diferentes propuestas de solución enmarcadas todas sobre lo que Albert Hirschman ha llamado el empleo de las armas fiscales. En efecto, la dirección dominante de la política agraria durante esta década, consiste en aumentar la provisión de alimentos y de materias primas aprovechando los recursos agrarios disponibles, sin que la cuestión del mantenimiento de orden social estuviera determinando tal política. Si hubiéramos de calificarla, diríamos que durante la década del cincuenta, la política agraria era francamente “prusiana”, al menos en sus propósitos.

Desde las recomendaciones del informe Currie, el empleo de las armas fiscales se dirigía a inducir aumentos de productividad en las explotaciones agrícolas. Esta propuesta consistía en un gravamen a las tierras que no estuvieran adecuadamente explota​das, a través de un impuesto predial cuya tasa iría aumentando a medida que los rendimientos de las tierras fértiles fuesen menores. Aunque benigna, la propuesta fue recibida con escepti​cismo por las obvias dificultades de evaluar la tierra. El gobierno de Rojas Pinilla decretó, en septiembre de 1953, que se incrementara automáticamente el valor de las tierras con arreglo a un coeficiente igual al del aumento del costo de la vida registrado desde el último avalúo de la tierra. El decreto, más bien divertido, fue contrarrestado a principios de 1954, cuando se dispuso, que a partir de entonces, el avalúo de las tierras rurales se haría por declaración del propietario ante las juntas municipales de catastro, bajo la amenaza, para reprimir la subvaluación, de que el valor declarado se tomaría como base de indemnización por parte del estado en caso de que las tierras fueran expropiadas, posibilidad que nadie tomaba en serio.

La medida, por supuesto, no produjo ningún efecto; pero la crisis del comercio exterior, iniciada en 1954, mostraba que la indus​tria no podía seguir sometida a las importaciones de alimentos y materias primas. Esto condujo al gobierno de la junta militar que sucedió a Rojas Pinilla, a renovar los esfuerzos a fin de fomentar el cultivo de tierras incultas: se obligaba a los pro​pietarios a incluir en su renta gravable un ingreso teórico procedente de sus tierras, después de una clasificación de las mismas según las características físicas de los suelos. Al mismo tiempo, se incentivaba a los terratenientes que realizaran obras de riego y avenamiento, mediante estímulos fiscales de carácter financiero y crediticio. Aún si la presión fiscal para elevar los rendimientos hubiera tenido efectos nulos, en opinión de Hirschman el avance de la modernización agrícola y el aumento de las inversiones en los cultivos comerciales se vio en parte estimulada por estas medidas28.

En los comienzos del Frente Nacional, se hizo una última tentati​va para emplear las armas fiscales. Manteniendo la misma línea del decreto anterior, se hacían más rigurosos los requisitos del cultivo de tierras; sin embargo, ya para entonces las condicio​nes económicas y políticas empezaban a cambiar, urgiendo las reformas, tal como lo veía el presidente Lleras Camargo al adver​tir las alternativas de la política agraria: “o la distribución a mano fuerte de la riqueza territorial, con la natural violencia que ello provoca, o la paciente continuada e inflexible acción estatal por medio de impuestos que van convirtiendo la tierra en un instrumentos de producción cuya tenencia se justifica económicamente por la renta que produce. En esa alternativa, los colombianos no deberían vacilar y estoy seguro de que no vacila​rán”. Quizás lo que el presidente no entendía, era que si bien el problema continuaba vigente, los términos en que él lo plan​taba eran falsos: además de la utilización de la tierra, asunto solucionable por la vía fiscal, estaban otros, como la precipita​ción del desempleo urbano y la agudización de los conflictos sociales en el campo, que exigían, como contrapartida, concesio​nes de clase y por tanto, soluciones ya no fiscales sino políti​cas.

El viraje hacia el reformismo, tal vez demasiado radical frente a las tendencias anteriores, estaba determinado, más que por el fracaso de la vía fiscal, por las presiones sociales ya indica​das, que no admitían soluciones de orden técnico.

La Ley 135 de Reforma Agraria, que pretendía encaminar el des​arrollo agrícola por la vía de la mediana propiedad, aspiraba no sólo a amortiguar los riesgos políticos vigentes, sino a resolver en el plano económico las limitaciones del desarrollo capitalista. En opinión de Lleras Restrepo, el proceso de industrialización se veía amenazado por la estrechez del mercado interior de manufac​turas, la cual a su vez provenía fundamentalmente de los bajos ingresos campesinos. La distribución de la propiedad debía pues resolver la concentración de los ingresos, ampliando con ello el mercado de manufacturas. Por otra parte, la Reforma Agraria debía compensar los efectos de la penetración del capital al campo frenando el proceso migratorio, mediante la creación de empleos en las áreas rurales.

La alternativa que Lleras Restrepo planteó para el desarrollo de la agricultura la resume él mismo así: “No me seduce la perspec​tiva del gran capitalismo agrario, necesario sin duda en ciertas ramas, pero cuya generalización engendraría un estado social de características insoportables... más que un país de peones, Colombia debe ser un país de propietarios. En un país de gran​des empresas agrícolas explotadas por medio de asalariados, la oposición de intereses entre el trabajador y el propietario tiende a volverse cada vez más aguda”.

El fracaso práctico de la Reforma Agraria, ponía en evidencia que la agricultura colombiana se enrutaba por el fortalecimiento y desarrollo de la gran propiedad capitalista continuando las tendencias de la década del cincuenta. A ello contribuía, más silenciosamente que la ley agraria, la política financiera y crediticia del estado que al mismo tiempo que proclamaba la distribución, se encargaba de financiar el desarrollo de la gran propiedad y de estimular el desarrollo técnico del campo. La política monetaria, encargada de acelerar el proceso de acumula​ción, se convertiría en el mecanismo fundamental de la política de financiación principalmente del sector agropecuario sin descartar su acción sobre otras esferas productivas.

Desde 1950, la política monetaria colombiana abandonó los tradi​cionales papeles de controlar la expansión primaria de dinero, de manejar las reservas internacionales y de mantener la estabilidad de precios, para convertirse, aún a costa del desbordamiento de los medios de pago, en el principal instrumento de manejo finan​ciero de la economía. En efecto, desde entonces se otorgaron al banco Emisor amplias facultades para realizar “una política de crédito y de cambios encaminada a estimular condiciones propicias al desarrollo ordenado de la economía”, según reza el decreto de modificación de funciones del Banco de la República en 1951.

A partir de este papel, definido en el Decreto 756 de 1951, el Banco Emisor se encargaría de la regulación de los cupos de crédito al sistema bancario, del manejo discrecional de los encajes sin esperar los trámites legislativos, de disponer de tasas de interés del sistema bancario para aquellas obligaciones que pudieran ser descontadas en el Banco Emisor y de la amplia​ción de los cupos de crédito del gobierno, y además del manejo de las emisiones monetarias. El manejo financiero de la economía quedaría pues centralizado institucionalmente en el Banco de la República.

Esta centralización permitiría, en primer término, acentuar la orientación de los créditos hacia el financiamiento de mediano y largo plazo. La Ley 26 de 1959, establece la obligación, para los bancos oficiales, de destinar el 15% de los depósitos a la vista y a término al fomento del sector agropecuario y en 1963 se establece el encaje legal reducido para aquellos bancos que exhibieran un 30% de su cartera en créditos de fomento. Del mismo modo, se estableció para el sistema bancario un régimen de inversiones forzosas en bonos y otras obligaciones en la Caja Agraria, el Fondo Financiero Agrario, en cédulas del Banco Cen​tral Hipotecario y en acciones del Banco de la República.

Del mismo modo que el manejo de los encajes, encaminados a diri​gir a los créditos de fomento y no al control monetario, la política de redescuentos del Banco Emisor se encaminó al mismo propósito; las concesiones de cupos y tasas de redescuentos se fijaban con el criterio de facilitar los recursos del crédito para determinadas actividades. Como quiera que las tasas de redescuentos fueron siempre inferiores a las tasas de interés, el sistema bancario obtenía una ganancia por el hecho de hacer una operación contable, lo cual conducía a utilizar casi permanente​mente la totalidad del cupo de redescuentos, ya que éste no era utilizado como un recurso transitorio para cubrir bajas tempora​les con los depósitos, sino como un recurso permanente para aumentar las ganancias sobre el capital invertido en la activi​dad bancaria.

Indudablemente, esta orientación de la política monetaria venía a compensar la inexistencia, o cuando menos la debilidad, del mercado de capitales, financiando la formación de capital no con base en el ahorro privado, sino con base a los depósitos a la vista, y a la expansión de los medios de pago. Ello dio como resulta​do, en el plano de las operaciones del capital financiero, no sólo una alta concentración del crédito, fenómeno visible sobre todo en el sector agrícola sino la aparición y rápido fortaleci​miento de intermediarios financieros especializados en el crédi​to a mediano y a largo plazo, tanto para el sector agropecuario como para el industrial, al tiempo que se reducían los recursos de crédito de corto plazo obligando sobre todo a la pequeña industria a recurrir al mercado extrabancario para financiar el capital de trabajo.

Además de estimular por la vía del crédito la formación de capi​tal (especialmente en el sector agropecuario), la política mone​taria se encargaría de estimular las condiciones de acumulación por la vía inflacionaria promovida por la expansión de los medios de pago inherentes al mismo carácter de la política monetaria.

La inflación, en efecto, si bien no fue, al menos hasta 1970, demasiado severa si se la compara con la de otros países de América Latina (sólo durante tres años de período 1950-1970, superó el 20% manteniéndose durante los restantes entre el 10% y el 20% de incluso en algunos años con tasas inferiores al 10%), no se constituye en todo caso, en un resultado indeseado e impre​visto de la política monetaria, sino más bien en un deliberado propósito de adecuar el aparato productivo a las condiciones de sustitución de importaciones, convirtiéndola, conforme a las teorías entonces en boga, en un instrumento de desarrollo, aspecto que algún ministro sintetizó en la fórmula del “ideal de la vida cara”. 

Se pensaba, en efecto, a partir de un Keynesianismo extremo, que el proceso inflacionario debía revertir en una mayor utilización de la capacidad productiva del país, toda vez que con ello se presionaba hacia arriba la demanda. La vieja tesis de inflación con pleno empleo cobraba aquí toda su vigencia.

Tal como aparece más o menos explícitamente en las consideracio​nes de entonces sobre la política monetaria, la contribución del proceso inflacionario a la acumulación de capital se lograba de varios modos. Después de 1958, cuando el desaceleramiento de la economía amena​zaba las tasas de ganancia y el ritmo de las inversiones produc​tivas, los ascensos de precios, al aumentar los rendimientos monetarios del capital, compensan parcialmente los efectos de la contracción económica. De otro lado, la inflación contribuiría (tesis sostenida en Colombia desde el informe Currie en 1950) a incrementar la formación de capital en cuanto estimulaba el ahorro forzoso a través de las transferencias de los perceptores de ingreso fijo hacia los sectores en procesos de capitalización, aumentando así la proporción ahorrada del ingreso nacional total.

También la inflación contribuía a la acumulación, acaso de un modo no previsto, adecuando los perfiles de la demanda global a las condiciones en que se desarrollaba el aparato productivo, en dos sentidos más o menos complementarios y casi obvios: de un lado, la propia dinamización de esta última demanda, de la que dependería la continuidad del crecimiento, debía provenir de un fortalecimiento de los ingresos de los sectores medios y altos, a costa de los ingresos del grueso de la población consumidora de la producción masiva. En otro sentido, la reducción del gasto interno de consumo de la población consumidora de la producción masiva. En otro sentido, la reducción del gasto interno de consumo para compensar las necesidades de importación de bienes de capital, se lograba a través de la comprensión del ingreso real de los asalariados. Así, la inflación se encargaba de adecuar los patrones de gastos del ingreso, a las modalidades de inversión y también a dinamizar la demanda de bienes durables haciéndola corresponder con la estructura productiva industrial centrada particularmente en este tipo de bienes.

Así pues, la política monetaria enfrentaba la lentitud del proce​so de acumulación y llenaba los vacíos que éste creaba dentro del aparato productivo, no sólo subsidiando, y hasta cierto punto forzando, la formación de capital sino ajustando, en la medida en que ello era posible, las condiciones de circulación a los patrones de la acumulación industrial.

La política del sector externo se encargaría a su turno, de esta​bilizar, dentro de los límites impuestos por el propio poder del estado sobre la economía, estos patrones de acumulación.

No es difícil ver cómo, en lo fundamental, la política de corto plazo con relación al sector externo ha estado encaminada a moderar los efectos de sus fluctuaciones sobre la economía inter​na. Desde la posguerra hasta 1954, período de auge en los pre​cios internacionales del café, la política de comercio exterior y de cambios, se tradujo sin más restricciones en una marcada liberación de importaciones y en la reducción radical de los tipos múltiples de cambio. El subsiguiente descenso de los pre​cios llevó a reducir drásticamente las importaciones y a esta​blecer una política de estabilización a través de un nuevo régi​men cambiario de certificados, mediante los cuales se transaban la mayor parte de las operaciones del comercio exterior, y de un fondo de regulación cambiaria con el fin de evitar las fluctua​ciones bruscas del comercio de divisas y de controlar su utiliza​ción. De nuevo en 1959 se presenta, al unísono con la mejoría en los precios del café, una mayor liberación de importaciones y una expansión del gasto público. Sin embargo, en este período 1959-1962, se establecen nuevos instrumentos de política: se inicia la retención cafetera consiguiendo regularizar los pagos en el exterior y financiar sin presiones inflacionarias parte de los gastos públicos. Se logra reducir la adquisición pública de los excedentes no exportados de café y se dispone que los impor​tadores que han acumulado deudas en moneda extranjera pagarán en moneda nacional sus obligaciones encargándose el estado de los pagos al exterior.

Entre 1962 y 1967 el sector externo se desenvuelve en ciclos muy cortos y la política se vuelve oscilante, recurriendo bien a la devaluación, bien a medidas para reglamentar las exportaciones liberándolas o restringiéndolas, o bien ampliando el sistema de cambios múltiples o reajustando los aranceles. Quienes se han ocupado del tema, coinciden en señalar el carácter incoherente y cortoplacista (de “tira y afloja” según la conveniente expresión de la CEPAL) de la política del sector externo. Sin embargo, podía ser de otra manera y su carácter oscilante reflejaba bien el papel que desempeña y el tipo de ajuste que quiere producir, ordenando las medidas según la dirección de la coyuntura por la que atraviesa el sector externo, restringiendo o liberando las importaciones según la disponibilidad de divisas, salvando los desequilibrios que esto conlleva en el plano interno mediante el financiamiento externo que se encarga de mantener el ritmo de gastos públicos y preservando la liquidez en divisas para el aparato productivo, evitando presiones inflacionarias desde el sector externo, las cuales conllevan efectos obviamente diferentes a las surgidas de la política monetaria.

No obstante, mirada en perspectiva la política del sector exter​no, se ve en ella la consecuencia progresiva de la unidad en los instrumentos y en los propósitos, particularmente en lo que hace al control del fondo de divisas y al establecimiento de mecanis​mos de racionamiento y asignación de las divisas según las prio​ridades sectoriales.

Sin duda, ha sido en el manejo cambiario donde esta unidad ha sido mejor lograda. De hecho, el manejo de la tasa de cambio se convirtió, no sólo en el elemento más importante de la estabili​zación, sino en el eje principal de la política de protección a la industria relegando a un segundo plano la política arancela​ria. En efecto, después de la segunda guerra mundial, la protec​ción no se efectuó en lo fundamental a través del manejo arance​lario, sino a través de restricciones cuantitativas a las impor​taciones, como resultado de los desequilibrios en la balanza de pagos, ya que el arancel perdió su efectividad al implicar un nivel de protección menor que el proveniente de las restricciones cuantitativas.

Desde 1950 más o menos, se mantuvo en Colombia el sistema de tasa de cambio fija modificada por una devaluación al sobrevenir un desequilibrio, política que se mantuvo hasta 1967 año en que se cambió este sistema por una tasa de cambio flotante o variable. Aparte de los efectos del sistema en cuanto la corrección del nivel de la tasa de cambio por la devaluación, provocaba bruscas fluctuaciones en los ingresos ordinarios del estado, en los subsidios a las exportaciones y a la demanda por bienes domésti​cos competidores de las importaciones, tenía el mérito de sobre​valuar el tipo de cambio, subsidiando así la formación de capital a través del abaratamiento progresivo de los bienes de capital importados. A su turno, la política de la tasa de cambio fija debía necesariamente complementarse con un doble mecanismo: de un lado, con restricciones cuantitativas a las importaciones, racio​nando las divisas a discreción de las autoridades cambiarias y no a través de un sistema de precios y de otros, con el estableci​miento de un sistema de tipos múltiples de cambio tendiente a compatibilizar el control de las importaciones con los efectos de la devaluación sobre las exportaciones.

El manejo específico de estos instrumentos complementarios, estuvo afectado permanentemente no sólo por las fluctuaciones del sector externo, sino por presiones de sectores de la burguesía, por presiones surgidas de acontecimientos políticos generales, y por parte de acreedores internacionales, principalmente el Fondo Monetario Internacional, el Banco Internacional de Reconstruccio​nes y Fomento y el gobierno de los Estados Unidos.

El principal mecanismo de restricciones cuantitativas fue el establecimiento de licencias de importación y de cambio con base en la disponibilidad de divisas real y esperada. Este sistema permitió racionar efectivamente las divisas en función de los requerimientos del desarrollo industrial, asignándolas a los sectores que se consideran prioritarios y controlando la eficien​cia industrial negando la asignación allí donde existiera exceso de capacidad instalada. El otro mecanismo de restricciones cuantitativas, los depósitos previos a la importación, aunque introducido para tal efecto, se utiliza extensamente como un instrumento de política monetaria en cuanto es el único capaz de contrarrestar rápidamente una expansión monetaria excesiva.

En resumen, la política del sector externo, si bien atenuaba los efectos de las fluctuaciones de éste y en tal sentido era una política estabilizadora de corto plazo, apuntaba también a compa​tibilizar los requerimientos de importación y el racionamiento de las divisas con la defensa de los ingresos por exportaciones y la estabilidad de precios.

Vista en conjunto, la política económica del período de la indus​trialización sustitutiva de importaciones correspondía, en la medida en que las contradicciones generadas por el proceso indus​trial fueran superables o cuando menos corregibles, a subsanar parcialmente las deficiencias del proceso de acumulación. Es claro que la limitación más importante, la incapacidad de la industria para absorber productivamente la fuerza de trabajo, y su otra cara, el efecto explosivo de la descomposición campesina, escapaban en lo esencial a la acción de la política económica quedándose por lo tanto en el terreno del discurso político. En la medida en que las causas de tales limitaciones surgían de la propia estructura industrial, enfrentarlas eficazmente hubiera significado subvertir por entero los patrones de acumulación.

En cuanto a las limitaciones inherentes no a los patrones sino a los volúmenes de acumulación, resultantes tanto de la determina​ción del sector externo sobre la economía interna como de las condiciones de inversión interna, era posible, por supuesto, dentro de los límites impuestos por la debilidad del Estado frente al aparato económico, abordarlas a través de las políticas monetarias y de comercio exterior.

Así, la política monetaria se encarga de estimular la formación del capital y la inversión dentro del aparato productivo creando condiciones paraÅ
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  el mantenimiento de la tasa de ganancias y al mismo tiempo acelerando por la vía del crédito, el desarrollo de la agricultura capitalista. De otro lado, a través de la inflación deliberadamente promovida, ajusta las condiciones de circulación adecuando tanto el volumen como la composición de la demanda global al carácter del aparato productivo.

En cuanto la reproducción industrial resulta determinada en sus movimientos cíclicos por la disponibilidad de divisas, la políti​ca de comercio exterior se centrará en la estabilización de estos movimientos, caracterizándose desde este ángulo por su acción a corto plazo. Del mismo modo, los mecanismos selectivos de impor​taciones se encargarán del racionamiento de divisas y de compati​bilizar el manejo de las importaciones con la estabilidad interna de precios y el ritmo de las exportaciones.

Las limitaciones que persisten, fundamentalmente las surgidas de las restricciones de la demanda efectiva y en alguna medida los resultantes de la disponibilidad de divisas, se intentará resol​ver, desde 1967 a partir de la exportación de manufacturas. Pero mucho más que la continuidad del modelo sustitutivo garantizada por el estatuto cambiario de 1967, lo que se inauguró con este, fue un nuevo curso de la economía colombiana, al menos como propósito de la política económica. Veremos esto en seguida.

Desde le expedición del Estatuto Cambiario de 1967, la política económica anuncia la inauguración de un nuevo curso de la econo​mía colombiana. Carlos Díaz Alejandro ha calificado, en una expresión precisa, las nuevas orientaciones de la política económica como el cambio de una política de sustitución de importacio​nes a una de promoción de exportaciones. Ello implica que el peso fundamental del conjunto de la acción estatal se dirigirá en adelante a promover las exportaciones y su diversificación, tanto buscando la penetración de mercados externos, como creando las condiciones internas necesarias para que la economía nacional adquiera posibilidades competitivas en el mercado mundial. Esto supone, a su vez, que las contradicciones creadas en torno a la política del sector externo se resolverán a favor de las exporta​ciones, ajustando a ellas el manejo de las importaciones y no como en la etapa anterior, en la cual se resolvían los conflictos a partir de las importaciones compatibilizando éstas en lo posi​ble con las exportaciones. Así pues, todo el marco de la políti​ca del sector externo y de sus instrumentos, sufrirán un viraje radical a partir de la promoción de exportaciones sustentada en el estatuto cambiario.

Por lo demás, es evidente que esta nueva orientación intentaba resolver al menos dos de las limitaciones de la economía colom​biana: la insuficiencia del mercado internacional, volcando la capacidad productiva hacia el mercado mundial y la disponibilidad de divisas haciendo que la industria se ganara en el exterior las necesarias para su reproducción y ampliación internas. La viabi​lidad de este modelo y las limitaciones que en lo interno pudiera efectivamente resolver, no dependería solamente de la política económica (la cual opera sólo como una condición necesaria pero no suficiente) sino, como veremos luego, de la profundización del desarrollo industrial interno, y sobre todo de los movimientos del mercado mundial.

Hasta 1967 las exportaciones se habían consolidado en torno al café y la diversificación y promoción de exportaciones distintas se sustentaban a medias sobre un precario andamiaje institucional (la junta y la superintendencia de comercio exterior y el servi​cio diplomático) sobre mercados relativamente limitados y sobre algunas medidas de orden fiscal. La junta militar que sucedió al gobierno de Rojas Pinilla, había instituido el llamado “Plan Vallejo”, destinado inicialmente a estimular la transformación de materias primas importadas para luego exportarlas. En cuanto a los estímulos fiscales (Ley 81 de 1960), se estableció una exención total a la renta liquida prove​niente de exportaciones estimada en 40% del valor de las ventas brutas de los productos exportados.

Si bien las exportaciones distintas al café lograron un creci​miento relativamente significativo, hasta 1966-1969 representaban sólo el 28% de las exportaciones totales, porcentaje en el cual el mayor peso lo tenían los productos agrícolas. Aun así, se logró no sólo una relativamente mayor independencia del fondo de divisas respecto de las fluctuaciones del precio del café, sino una diversificación de los mercados perdiendo importancia relati​va en el total de exportaciones el Mercado Norteamericano. Sin embargo, en lo esencial, la proporción de la oferta interna destinada a las exportaciones continuaba siendo insignificante en relación a la destinada al mercado interno, lo cual hacía que la expansión de las exportaciones nuevas siguiera estando deter​minada por las condiciones de la oferta interna y no tanto por la demanda mundial.

La estrategia exportadora plasmada en el estatuto cambiario, más que crear modificaciones parciales en la promoción de exporta​ciones, intenta dirigir las condiciones productivas hacia la exportación, desplazando los recursos de capital desde las acti​vidades de sustitución de importaciones hacia los sectores exportadores, mediante un cambio en las condiciones de generación de la ganancia. Dicho de otra manera, apunta a convertir los sectores exportadores en sectores de punta de la acumulación.

En primer término, se modificó el incentivo fiscal a la exporta​ción reemplazando el existente por el certificado de abono tribu​tario (CAT), el cual se emite por un 15% del valor de venta de las exportaciones, el portador y como instrumento negociable en el mercado. Contabilizando las operaciones permisibles con el CAT, esto significa un subsidio neto a la exportación entre el 13.7 y el 18.3% y suponiendo una rotación del capital de dos veces por año, un incremento en la tasa de ganancia del orden del 35 al 40%. 

Por otra parte, se amplió el “Plan Vallejo”, cuya operancia era limitada a las industrias que ya habían realizado exportaciones impidiendo así la apertura de nuevos mercados, aparte de que por carácter de sistema de “admisión temporal”, no recaía sobre las exportaciones nuevas de productos no manufacturados. La amplia​ción cobija a aquellos que exporten por segunda o tercera vez y funciona sobre la base de que una vez realizada la exportación, se pueden reclamar las ventajas para la nueva importación de materias primas a ser transformadas.

En cuanto a la política cambiaria, se eliminó la tasa fija para seguir un ajuste gradual del tipo de cambio mediante pequeñas devaluaciones sucesivas (frecuentemente diarias), que reflejaban mejor el movimiento de los costos internos y permitían un manejo más flexible de la tasa efectiva de cambio real para estimular, las exportaciones, sin los efectos traumáticos de una brusca devaluación. Se nota aquí un cambio esencial en cuanto dejan de subsidiarse las importaciones con la sobrevaluación cambiaria, para favorecer persistentemente las exportaciones con las deva​luaciones graduales.

En cuanto la estrategia exportadora debía fundamentarse en parte sobre la penetración del capital extranjero (veremos esto más adelante), el estatuto cambiario intentó ajustar las condiciones de esta penetración, tanto en lo que hace a la incorporación de tecnología, como a los efectos de repatriación de utilidades sobre la disponibilidad de divisas. Hasta 1967, las inversiones extranjeras, no estaban sometidas a mayores controles con rela​ción a la política cambiaria. El estatuto de control de cambios fijaría, además de incentivos especiales a los inversionistas vinculados a la actividad exportadora, un control a la forma de inversión (en bienes de capital, en materias primas en divisas o en reinversión de utilidades) en función de los efectos esperados sobre el aparato económico. En segundo lugar, se regula la remisión de utilidades fijándola en un tope del 14% y se contro​lan las salidas por regalías, licencias, etcétera.

En cuanto al andamiaje constitucional, habría que mencionar la creación del Fondo de Promoción de Exportaciones, la de un seguro a las exportaciones, el ingreso al Pacto Andino y el estableci​miento de puertos libres, es decir, un sistema administrativo que permite la rígida intervención del estado en la actividad expor​tadora. En este mismo orden, se reorganizó el sistema de crédito a la exportación mediante los reintegros anticipados, sistema mediante el cual los exportadores potenciales toman en calidad de préstamo (con tasa de interés por debajo de las vigentes en el mercado bancario) sumas en moneda extranjera y pagan estos prés​tamos con los ingresos provenientes de las exportaciones.

Hemos advertido ya que si bien los cambios en la orientación de la política económica eran un requisito necesario, ello no era suficiente para la expansión de las exportaciones. De un lado, era también necesaria una profundización del desarrollo indus​trial en el sentido de generar escalas de planta que permitieran las exportaciones industriales con menores costos, de adoptar progresivamente una tecnología que garantizase condiciones de competitividad en el mercado mundial, de la consolidación de la concentración y centralización del capital y de una penetración más intensa del capital extranjero, es decir, el desarrollo de condiciones internas que permitieran explotar efectivamente las ventajas competitivas existentes, particularmente el diferencial salarial y la productividad y bajos salarios en las ramas produc​tivas de materias primas para los productos exportables.

En efecto, si se quería someter el desarrollo industrial sobre las exportaciones no simplemente como el efecto marginal de una coyuntura favorable, sino como el efecto de la organización del aparato productivo encaminado a exportar, ello debía darse sobre condiciones internas particulares. Si bien la industria opera en lo interno bajo condiciones monopolísticas, se enfrenta al merca​do mundial en condiciones casi de competencia, lo que se traduce en ganancias decrecientes y bajo tales condiciones, la exporta​ción ocurrirá en términos de un excedente marginal después de cubrir el mercado interno y sólo cuando el exceso de capacidad sea tal que una mayor utilización implique costos marginales inferiores al beneficio marginal decreciente en el mercado mun​dial. Distinto es el caso cuando, tanto la organización de la industrial como la utilización de la capacidad se programan con miras al mercado externo, ya que la expansión productiva no está ligada a ganancias marginales sino, en la mayoría de los casos a un beneficio superior a la medida nacional.

En tal sentido, las condiciones previas ya indicadas, que se habían consolidado parcialmente a partir de la década del sesen​ta, serían fortalecidas a nivel de la ganancia por la política económica, que no haría más que apoyar las condiciones internas y provocar mediante una modificación en la relación ganancia inter​na-ganancia externa, el viraje exportador.

Pero por otro lado, la viabilidad de las exportaciones dependería sustancialmente de la coyuntura mundial que hacia 1970 empieza a mostrar sus efectos favorables sobre la economía colombiana. Apoyada sobre la política económica y sobre las posibilidades internas ya creadas, la industria colombiana, aprovecharía cabalmente los ascensos de precios resultantes de la expansión del mercado mundial, situación que se mantendría hasta 1974.

Entre 1970 y 1974, las exportaciones colombianas de manufacturas crecieron de 93,8 millones de dólares a 526.1 millones, es decir, un crecimiento del 503.5% para tasas medias anuales superiores al 100%.  Para 1974, las exportaciones distintas al café representaron el 55% del total, mientras que las de éste habían descendido a sólo el 43% y las de petróleo al 5%. Dentro de estas exportaciones nuevas, las de origen industrial representaban el 62.6% (27.4% semimanufacturas y 35.2% manufacturados) y el 37.4% estaban constituidas por productos básicos.

Más importante que la participación industrial en el total de las exportaciones (lo que en todo caso indica que efectivamente la industria se estaba ganando las divisas necesarias para su pro​ducción), es la participación de las exportaciones manufactureras dentro del total de la oferta industrial, pues ello indicará cómo las modificaciones en la esfera de la realización van a permitir a la industria superar, al menos por un breve período, las limi​taciones de la década anterior.

Algunas estimaciones sugieren que ya en 1970 las exportaciones representaban el 3.4% del valor de la producción bruta indus​trial, mientras que en 1974 representaban el 9.1% de la misma producción. En algunos renglones manufactureros cuyo peso es significativo en el conjunto de la estructura industrial, el mercado mundial representa una importante participación en el total de ventas: un 24% para los textiles, un 30% para las con​fecciones, un 40% para la producción de calzado, un 13.8% para las sustancias químicas industriales, un 49.5% para muebles y accesorios, un 15.3% para productos metálicos y maquinaria no eléctrica y un 9.4% para alimentos, para no mencionar sino las ramas más importantes del sector manufacturero.

Importa destacar en esta expansión de las exportaciones el papel jugado por la inversión extranjera. Sin duda, y en cuanto las empresas extranjeras puedan penetrar más fácilmente los mercados de exportación, cuentan con amplias facilidades financieras, con una tecnología más ajustada a las exigencias del mercado mundial y con escalas de planta superiores a las de las industrias nacio​nales, la estrategia exportadora debía sustentarse en buena parte sobre las actividades de las corporaciones multinacionales. En este sentido, la promoción de exportaciones coincide con los intereses del capital extranjero y lo convierte en el elementos principal de penetración al mercado mundial. Las empresas con inversión extranjera directa participan, tomado el conjunto de las actividades exportadoras del sector industrial colombiano, en 50. 6% y si se excluye la rama de alimentos, en un 61.94%. Por otra parte, en las ramas exportadoras más dinámicas, para 1974 las empresas extranjeras participan en el mercado en el 66% de las exportaciones totales de textiles, en el 89.9% de las de productos químicos, en el 96.7% de asbesto, cemento, etc.29.

Al resolver las limitaciones impuestas por el mercado interno, la orientación de la industria hacia las exportaciones no podía menos que reflejarse en el crecimiento del conjunto de la econo​mía y en un auge sin precedentes de la acumulación. El PIB total, creció después de 1970 a tasas cercanas o superiores al 9% y el PIB industrial, alrededor del 6.5%, al tiempo que se presencia una notable recuperación de la agricultura.

La limitación más importante, la capacidad de absorción de empleo de la industria, modificaría sustancialmente las tendencias de la década anterior. En 1971 la absorción era del 6.2%, en 1972 del 8.4% y en 1973 se sostenía en 7.6% mientras que la fuerza laboral crecía al 3.8%. En sólo tres años se crearon tantos o más em​pleos que en la década anterior, lo cual si bien no resolvió el problema del desempleo, como veremos luego, mostraba al menos cómo, a despecho de la elevada tecnología de las empresas expor​tadoras, de su carácter monopólico, de su elevada intensidad de capital etc., la ampliación de la esfera de realización permitía una mayor absorción resultante de un mayor dinamismo de la acumu​lación.

Este dinamismo va acompañado de algunas modificaciones en el interior del sector industrial. Por una parte, un cambio en la posición relativa de las ramas industriales, adquiriendo una mayor importancia los sectores más vinculados a las exportacio​nes, particularmente textiles y química, por otra parte, una mayor dinámica y un mayor peso absoluto de los sectores producto​res de bienes intermedios (en 1976 el 58.1% de las exportaciones nuevas son bienes intermedios, el 35% bienes de consumo y el 6.8% bienes de capital), para los cuales la demanda final interna no representa ya una limitación. También son significativos de estos cambios internos un notorio crecimiento de los tamaños promedios de planta, un considerable incremento del grado de concentración y una acelerada tecnificación en la mayoría de las ramas industriales.

Ahora bien, al tiempo que avanza la acumulación y se modifica internamente la composición de la industria van apareciendo nuevos elementos en los patrones de acumulación que van a confi​gurar el campo de acción de la política económica desde 1970. De una parte, un notable deterioro de los salarios reales, que para 1975, se habían reducido en 25.6% con relación a los niveles existentes en 1970. Esta contracción de los salarios, necesaria para mantener la competitividad internacional, es compensada en el plano de la demanda interna con el aumento del volumen total del empleo y por tanto de remuneraciones. De otra parte, el igualmente necesario aumento de la tasa de explotación, se produ​ce no sólo por el deterioro de los salarios agudizado por una represión sindical sin precedentes, sino por un aumento en la productividad de los sectores productores de bienes-salario, fundamentalmente en la agricultura aspecto en el que se concen​trará, como veremos luego, la política agraria.

Además, se presencia una reorientación de la actividad económica estatal tendiente a crear economías externas en el plano produc​tivo y financiero favorables a la nueva dinámica de la acumula​ción. Apertura de mercados externos estables, mecanismos finan​cieros para acelerar las tasas de rotación del capital, fortale​cimiento de los ingresos estatales, coerciones tributarias encaminadas a incrementar la eficiencia productivo etc., aspec​tos en los que nos detendremos más tarde a propósito de la política económica.

El auge de la acumulación se vería frenado a partir de 1974, prolongándose en buena parte hasta 1976, como consecuencia de la contracción de los mercados mundiales, ocasionando una aguda recesión cuyos síntomas empiezan a manifestarse en el segundo semestre de 197430.

Si el auge ponía en evidencia las virtudes de la estrategia exportadora, la recesión haría lo mismo con sus debilidades. En efecto, en la medida en que el auge se vinculaba al mercado mundial, una contracción de ésta indicaría la inestabilidad a que se ve sometido el aparato económico colombiano. Durante la sustitución de importaciones, una fluctuación del sector externo comprometía ciertamente la inversión, pero ello se podía compen​sar, en parte, bien con una reglamentación del uso de las divi​sas, bien recurriendo al endeudamiento externo o bien intensifi​cando la utilización de capacidad, moderándose así los efectos internos de la fluctuación. En esta última etapa, cuando lo que se pone en juego es la esfera de realización, la política económica es impotente para moderar internamente los efectos de la contracción del mercado mundial, haciendo que la crisis se propague más rápida y profundamente en el conjunto del aparato productivo. La alternativa, crear una dinámica de “reabsorción” a partir de la demanda interna, como la que se intentó en el plan de estabilización de fines de 1974, es un expediente limitado, aparte de que su operación sólo es eficaz en el muy corto plazo, aspecto que examinaremos más adelante. De cualquier modo, de no crearse condiciones de reabsorción poten​ciales en el mercado interno, la marcha de la economía Colombia​na se verá seguramente comprometida por la inestabilidad, ya que si bien los auges del mercado mundial provocan una aceleración de la acumulación con picos cada vez más altos, sus contracciones provocarán descensos mucho más traumáticos por la impotencia de la política económica para compensarlos.

La reorientación de la economía hacia las actividades de exporta​ción, cambiaría también la orientación de conjunto de la políti​ca económica. Hemos indicado ya el cambio sufrido por la política de comercio exterior en cuanto elemento fundamental para convertir las expor​taciones en el eje de la acumulación. En el plano de la política económica que recae sobre los aspectos internos de la economía, se empezarán a percibir, desde 1967, cambios encaminados a com​plementar decididamente las actividades del sector externo, lo que por supuesto implicará una modificación sustancial en la manera como se conciben los problemas legados por el modelo sustitutivo de importaciones, modificaciones que se producen dentro de un reforzamiento de la intervención estatal en la economía.

La Reforma constitucional de 1968, en lo pertinente a la política económica, ampliaba notablemente las facultades de intervención estatal. Muchas de las funciones que antes descansaban en el legislativo, pasaban a confiarse al ejecutivo, centralizando en éste un mayor poder decisorio y agilizando el manejo de los instrumentos de intervención. La planificación de la economía adquiría fuerza de Ley, las orientaciones respecto del Banco Emisor y del ahorro privado que antes eran privativas del legislativo correspondién​dole al ejecutivo la labor de inspección, pasaban ahora a ésta, facultándolo para la intervención ejercida como atribución cons​titucional propia en tanto que suprema autoridad administrativa, se le facultaba igualmente para organizar o reformar las disposi​ciones cambiarias internacionales y todos los aspectos relativos al comercio exterior, aranceles, tarifas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas sin esperar los trámites legislativos para la ejecución de las disposiciones. Se convir​tió, además, la Junta Monetaria en la fuente principal de las facultades monetarias del estado, se concedió igualmente al ejecutivo mayor autonomía en materia tributaria y se le facultó para agilizar el manejo de los recursos fiscales y la ejecución presupuestal.

Por otra parte, se convirtieron algunas de las entidades públi​cas, sobre todo aquellas que tienen a su cargo las inversiones estatales, en “institutos descentralizados”, quedando así las empresas industriales del estado convertidas en entida​des jurídicamente autónomas y económicamente semipúblicas en tanto funcionaran con fondos estatales y fondos privados, siendo el ejecutivo la suprema autoridad administrativa de ellas.

Esta reforma permitirá a la gestión estatal un control aún más estricto de la balanza de pagos, de las emisiones monetarias y del sistema de crédito, lo que se reflejaría en primer término, en un fortalecimiento de las funciones de la Junta Monetaria (creada en 1963 para centralizar en ella todo el conjunto de la política monetaria) confiándole la regulación general de los cam​bios internacionales, de los cupos de crédito, de las tasas de interés, el control de las operaciones de los intermediarios financieros etc., y, en segundo término, el fortalecimiento o creación de los fondos financieros (agrario, industrial, de desarrollo urbano etc.), centralizando en ellos tanto los ins​trumentos financieros como los fondos provenientes del endeuda​miento externo, al tiempo que las inversiones públicas de fomento se convertirán en una operación financiera manejada casi con los mismos criterios que los de las inversiones privadas, a través de estos fondos o de los institutos descentralizados. Este ordena​miento constitucional permitirá, sin duda, avanzar en el capita​lismo de estado, aunque situado éste, ciertamente, en la esfera de circulación de dinero y capitales encauzando las fuerzas que se mueven dentro del aparato productivo sin afectarlas de manera directa. Aún así, ello permitiría modificar el terreno en que se desenvuelve la aplicación de la política económica, que se enfrentaba ahora a los mismos problemas de la década anterior pero concebidos y manejados en una perspectiva distinta.

En efecto, aunque el desempleo y hasta cierto punto el problema agrario mantenían su vigencia31, tendían en todo caso a perder importancia a los ojos de la burguesía. La visión predominante​mente reformista del problema agrario durante la década del sesenta, empezaba a oscurecerse con la inocultable consolidación del desarrollo capitalista por la vía de la gran propiedad, acelerado por las nuevas modalidades de desarrollo exportador. En efecto, como se trataba de ampliar las exportaciones origina​das en la agricultura comercial, la política agraria debía con​centrarse preferentemente en el desarrollo de este tipo de agri​cultura. El reformismo perdía todo su sentido, pues los proble​mas de la concentración tenes que garanticen la competitividad internacional, tanto respecto a la productividad, como a la explotación de la mano de obra. Veremos después cómo el reciente programa de Desarrollo Rural Integrado (DRI), pese a su preocu​pación por la pequeña propiedad, apunta en el mismo sentido.

El campo que dentro de las preocupaciones de la burguesía había ocupado la cuestión agraria y el problema del desempleo en la década del sesenta, sería ocupado en la década del setenta por la inflación, la cual, sin provocar divergencias de opinión tan amplias como las suscitadas por los problemas anteriores, pondrá de manifiesto el nuevo tipo de contradicciones generadas por el desarrollo exportador.

Si bien, como se indicó atrás, la economía colombiana ha estado sometida a permanentes presiones inflacionarias desde 1950, ellas fueron relativamente moderadas hasta 1970. A partir de este año, empiezan a observarse ascensos progresivos del nivel de precios: en 1971 la inflación se estimaba en 17.5%; en 1972 en 29.2%; en 1973 en 35.2% moderándose ligeramente en 1975 y 1976 hasta llegar al desborde inflacionario del primer semestre de 1977.

La continuada aceleración del ritmo inflacionario, encuentra su causa fundamental en una incontrolada expansión de oferta mone​taria, lo cual no constituye otra cosa que la exacerbación de los efectos de la política monetaria, encaminada aún más radical​mente ahora que en los veinte años anteriores, a estimular la acumulación de capital. En efecto, la expansión de los medios de pago nace, en lo esencial —por lo menos hasta 1975— de un cubri​miento del déficit fiscal cuyo origen debe encontrarse en un aumento de los gastos del gobierno que no se ve compensado por los ingresos tributarios, y cuyo mayor peso recae sobre las inversiones públicas, que registran elevadas tasas de crecimiento desde 1971, a lo cual debe sumarse la amortización e interés de la deuda pública y el explicable aumento de los gastos en defensa y seguridad. El déficit se financia ante todo con préstamos externos tanto privado como público, factores que se convierten en elementos de expansión monetaria.

Por otra parte, el auge de las exportaciones provoca un permanen​te superávit en la balanza de pagos, cuyos efectos sobre la oferta monetaria pueden ser difícilmente contrarrestados, dado el carácter del régimen de cambios imperantes desde 1967, como veremos después. Finalmente, la última presión sobre los medios de pago surge de las operaciones de crédito del Banco de la República al sector privado, que tiene su fundamento, como ya hemos visto, en la política de redescuento iniciada desde 1950, pero que a partir de 1970, adquiere una mayor severidad en cuanto es necesario financiar la producción y las operaciones de expor​tación, lo cual supone una irrigación de crédito al sector cafe​tero, a la agricultura comercial, al Fondo de Promoción de Expor​taciones y a la industria a través de las instituciones financie​ras32. Desde 1971 hasta el presente, la política de contracción de los medios de pago ha sido contradictoria, fluctuando entre un manejo restriccionista de los encajes y expansiones efectivas producidas por los redes​cuentos y por las necesidades más o menos coyunturales, bien fiscales o bien crediticias, que sumadas unas con otras terminan por contrarrestar ampliamente las medidas de contracción moneta​ria.

Pero si bien son los propios mecanismos con los que se estimula la acumulación los que se encargan de impedir una contracción efectiva del circulante, también desde el lado del manejo de la balanza de pagos son los propios mecanismos encaminados a promo​ver las exportaciones, los que impiden la atenuación de los efectos de un superávit sobre la oferta monetaria. Hasta 1967, el persistente déficit en la balanza de pagos se convertía en un factor de contención de los medios de pago, en cuanto se reci​bían menos divisas que las que se entregaban, es decir, que como contrapartida se recibían más pesos que los que se entregaban siendo la diferencia una contracción neta del circulante. Cualquier superávit transitorio se reflejaría en consecuencia en una menor contracción y no en una mayor expansión. Después de 1967, el persistente superávit se traduce en la acumulación de reservas internacionales y en una expansión monetaria que difícilmente puede ser contrarrestada, ya que al ponerse en vigencia el estatuto cambiario, esto impide una reducción de la tasa de devaluación capaz de ampliar las importaciones y disminuir tanto las reservas como sus efectos. De otra parte, los mecanismos de control a las importaciones implican un retraso de ellas con relación a la disponibilidad de divisas, lo cual hace que, por ejemplo, los préstamos externos no se traduzcan a corto plazo en la compra de bienes importados, sino en un crecimiento de las reservas internacionales.

Evidentemente, para la burguesía la inflación es preocupante, en cuanto se refleje en presiones sindicales por el alza de sala​rios. Sin embargo, la lucha contra la inflación por la vía del control de los medios de pago se opone al modelo exportador, en cuanto éste se basa en buena parte en el manejo de la política monetaria y cambiaria, como ya indicamos. Esta contradicción se ha intentado resolver, parcialmente, no luchando contra la inflación, sino contra su efecto preocupante; el costo de la vida, dicho de otro modo, es admisible el ascenso del nivel general de precios (inflación), compensándolo en el nivel sala​rial por el abaratamiento relativo de los bienes-salario (con​trol del costo de vida) a través de un aumento en la productivi​dad sobre todo de los alimentos que provienen de la economía campesina. Así, la inflación debe ser absorbida por los consumi​dores de productos manufacturados, fundamentalmente los de grupos medianos y altos ingresos. Por lo demás, esta política —que, como dirán los expertos parafraseando al profesor Harrod, es una política inflacionaria por el lado de la demanda y defla​cionaria por el lado de los costos— es la única capaz de hacer compatibles la promoción de exportaciones con la inflación interna.

La administración López se inicia en plena recesión de 1974 y en medio de una agudización del proceso inflacionario. Abordará pues este doble problema con un doble plan: uno inmediato, el “plan de estabilización”, tendiente tanto a moderar los impactos de la recesión como a corregir la situación financiera del gobierno y a reorganizar el sistema de estímulos a las exportaciones, plan éste de alcances seguramente mayores que el segundo, “para cerrar la brecha”, de contenidos bastante ambiguos pero cuyo propósito último se concentrará, como veremos, en la política agraria.

Apenas iniciado el nuevo gobierno, fue decretada la “Emergencia Económica” cuyo contenido jurídico busca liberar al gobierno, en lo inmediato, de los compromisos políticos y de la lentitud de los procedimientos legislativos para acelerar la puesta en marcha de las reformas. Al amparo de este decreto, se redujo el CAT, se estableció el control de gastos de los institutos des​centralizados, se modificó el impuesto a las ventas, se elimina​ron algunos subsidios etc., medidas tendientes en buena parte a corregir las causas del déficit fiscal33.

Sin duda, la medida de mayor relevancia dentro del plan de estabilización fue la reforma tributaria y fiscal, que si bien en lo inmediato se dirigía a dotar el estado de una mayor capacidad financiera disminuyendo el peso que dentro de los ingresos fiscales tenían los recursos del crédito interno y externo, se proponía alcances mucho más amplios. De hecho, se trataba de cambiar parcialmente las condiciones de acumulación impulsando la eficiencia del aparato productivo, particularmente en sus vinculaciones con el comercio exterior, disminuyendo al mismo tiempo los estímulos gubernamentales a las exportaciones.

El establecimiento del impuesto de ganancia ocasional (las prove​nientes de la venta de bienes que el contribuyente haya poseído, por dos años o más, las ganancias de las UPAC, las originadas en la liquidación de sociedades y las herencias, donaciones e indem​nizaciones por despido injustificado), y la extensión de la renta presuntiva, a los sectores distintos al agropecuario, inducía a una mayor acumulación productiva y a una mayor eficiencia técni​ca.

El sistema tributario anterior estimulaba las actividades especu​lativas gracias a la exención a las ganancias de capital inverti​do en bienes muebles y en activos financieros y a la exención virtual de las ganancias en la compra de bienes inmuebles, estimuladas por su valorización inflacionaria, con el obvio efecto de reducir los fondos de acumulación productiva mediante el desplazamiento de capitales hacia la esfera especulativa. La acción coordinada de la renta presuntiva sobre el patrimonio líquido y el impuesto de ganancias ocasionales, frenaba en buena parte tales desplazamientos. Como lo describe un funcionario del gobierno: “La operación de los dos instrumentos fiscales señala​dos, en el caso de la tierra, por ejemplo, disminuiría la renta​bilidad de los propietarios que mantienen los predios rurales y urbanos con fines exclusivamente especulativos puesto que, o bien se revalúan estos predios sometiéndose a mayores tasas impositi​vas en el impuesto de patrimonio y por acción de la renta presun​tiva mínima o bien se mantiene a un costo más bajo exponiéndose a una mayor tributación en el futuro a través del impuesto de ganancias ocasionales... en efecto, el propietario, en estas circunstancias, se verá obligado o bien a producir más, bien a vender a menos precio a quien quiera que puede poner a producir las tierras en forma más eficiente, o bien a que la propiedad cumpla al menos la función social de tributar si es que no ha de cumplir la función social más importante de producir y generar empleo”.

En el plano financiero, la reforma tendía a fortalecer el capital financiero y las sociedades anónimas. Las ganancias en el merca​do de acciones, obtenidas más que por la eficiencia de la empre​sa, por el reajuste inflacionario del valor de las acciones, al ser gravadas en los reajustes, conducen a las empresas a reajus​tar a su vez los dividendos para compensar los efectos del grava​men, al mismo tiempo que se les obliga a recurrir al capital financiero y bancario al ver reducidos sus propios fondos de financiación.

Por otro lado, la reducción del CAT consolida la eficiencia industrial al eliminar las empresas que operando ineficientemente lograban subsistir cobijadas por el subsidio a la exportación.

Así, el plan de Estabilización, a la vez que fortalecía las finanzas del gobierno logrando mayor autonomía en la interven​ción, forzaba la acumulación en términos de eficiencia productiva y no en términos de rendimiento monetario del capital estimulados por la inflación, al tiempo que fortalecía la mediación del capital financiero en la esfera de las inversiones.

El plan de Desarrollo “para cerrar la brecha”, venía de cierto modo a complementar y globalizar los propósitos del plan de estabilización, proponiendo convertir el sector exportador en el sector más dinámico de la economía, a través de la apertura de nuevos mercados externos, del fortalecimiento del mercado de capitales, de la liberación de exportaciones, de una aceleración en la tasa de devaluación capaz de compensar la reducción del CAT y de una amplia transferencia de recursos institucionales para la creación y financiación de la actividad exportadora.

Sin duda, el elemento más destacado del plan lo constituye la política agrícola34. Desempolvando las viejas propuestas de la OIT, el plan se orienta hacia la retención de la población en el campo mediante la creación de empleos en él, volviendo así al terreno de los años setenta pero esta vez sin los embelecos de la Reforma Agraria. Veremos esto en seguida.

Planeación Nacional reconoce que, “dadas las actuales condiciones de desarrollo del país, el sector industrial, por más rápido que crezca, no será capaz de absorber por sí solo, en un tiempo prudencial, la oferta de mano de obra que espera obtener un empleo remunerador.

En las últimas décadas, las fuerzas económicas, políticas y sociales han estimulado las corrientes migratorias hacia las grandes ciudades, privando al campo, a las poblaciones rurales y a las pequeñas ciudades, de buena parte de sus elementos más dinámicos y creativos (sic). Este fenómeno ha ejercido y ejerce en la actualidad, una presión que supera ampliamente las capacidades financieras y administrativas de los centros urbanos para dotar de empleo y de servicios públicos a una gran masa de emigrantes. El costo social en términos de desasosiego y frustra​ción (sic) aumenta cada vez más en esta situación”. Se evocan fácilmente los términos de la intervención de Lleras Restrepo en la exposición de motivos del proyecto de ley sobre Reforma Agra​ria en 1961. Para hacer aún más palpable la semejanza, citemos de nuevo a Planeación Nacional, cuando al proponer la reducción de las tasas migratorias, señala: “Para lograr tal propósito se requiere dotar al sector rural de los elementos indispensables para que alimente a los colombianos y a la vez ofrezca a sus habitantes mayores oportunidades de empleo junto con los mejores ingresos y servicios básicos; es decir en definitiva, mayores incentivos para permanecer en el campo” 35  (los destacados son nuestros). Desde el punto de vista del empleo, el propósito es el mismo que el de la política agraria de los años sesenta. Sin embargo, en la medida en que ya ésta no se apoya en el Reformis​mo, el papel que se le asigna a la economía campesina resulta esencialmente diferente. El instrumento de esta política, el programa de Desarrollo Rural Integrado (DRI), se convierte en un mecanismo de retención de la fuerza de trabajo en el campo pero ya no para prolongar la economía de simple subsistencia, como lo quería Lleras Restrepo, sino para integrarla al mercado, fortaleciendo la producción de bienes-salario de origen agrícola.

En efecto y a diferencia de los diagnósticos de los años sesenta, el propósito explícito del DRI es la vinculación del campesino a la producción para el mercado creándole condiciones de supervi​vencia a la economía campesina, no a través de reparto de tie​rras, lo cual garantizaría una producción de subsistencia, sino a través del fortalecimiento de condiciones internas de esta econo​mía campesina, lo cual garantiza un  ingreso de subsistencia, mediante la integración a la esfera de la circulación. Puesto en otros términos, la política de los años sesenta sustrae la mano de obra del mercado de trabajo para evitar el desempleo abierto (es lo que significa producción de subsistencia), hacién​dole cumplir a la economía campesina el papel de rebajar el valor de los bienes salario.

Por otra parte, el propósito mismo de la política, supone que el programa se adelantará con prioridad para ciertas esferas de la economía, aquellas que están en capacidad de aprovechar, bien sea por la extensión de la propiedad o bien por el nivel técnico preexistente, las condiciones que el programa les brinda. Ello quiere decir que el programa se dirige al campesinado medio que acrecentará la utilización de trabajo asalariado acelerando la desaparición del campesinado pobre.

De este modo, el DRI complementa el desarrollo de la gran propie​dad, en cuanto a través de la conservación y fortalecimiento de aquellos sectores de la economía campesina capaces de vincularse al mercado, se produce una especialización en el interior de la agricultura encargándose aquella de la producción de alimentos y eliminando la competencia que esto supone para la agricultura comercial, lo cual agiliza en ésta la producción de exportación al no tener que dedicar recursos a la producción de alimentos para consumo interno y finalmente, acelerando la disolución de los sectores productivamente rezagados ampliando la disponibili​dad de trabajo asalariado para ambos tipos de agricultura.

Vista en perspectiva, la intervención estatal, expresada en la política económica, ha ido desplazando su papel, ajustándose progresivamente a la profundización de la acumulación y a las modificaciones del aparato productivo. Este desplazamiento, por cierto, no se ha sucedido mediante cambios demasiado radicales en períodos cortos, sino más bien mediante transformaciones graduales no siempre inmediatamente perceptibles, pero que refle​jan, en buena parte, un proceso de consolidación notablemente limitado en cuanto a la autonomía de la intervención estatal respecto del aparato productivo. Ello quizá responda en parte, a que las graduales modificaciones del estado se han producido a través de una relativa estabilidad en la correlación de fuerzas políticas de las fracciones de la burguesía y bajo un dominio político de éstas altamente centralizado (casi que a partir de grupos familiares), que limita las posibilidades de acción autónoma del Estado en cuanto tal y en cuanto superestructura, lo que, incluso desde una perspectiva estrictamente burguesa, no se expresa más que en la debilidad del estado para acelerar las transformaciones necesarias en el aparato productivo, a nombre ciertamente de la burguesía como clase, pero por encima de los intereses inmediatos de las fracciones dominantes de ésta.

La acción del Estado, mediatizada así por el estrecho dominio que sobre él ejercen los grupos dominantes de la burguesía, no se dirige siquiera a la estatización de sectores productivos que pudieran considerarse estratégicos (salvo algunos sectores de servicios, y una que otra actividad industrial en asocio del capital extranjero), sino que se circunscribe, en lo fundamental, a la esfera de la circulación del capital, particularmente a la órbita del capital financiero, reestructurando a partir de ellas las condiciones en que opera el capital privado.

Si durante la fase propiamente sustitutiva las funciones económi​cas del estado se ocupaban, en un sentido global, de consolidar el proceso de industrialización acelerando la formación de capi​tal, fortaleciendo las condiciones de valorización del capital local y amortiguando los efectos de las crisis externas, después de 1967 se ocuparon progresivamente, más que de acrecentar direc​tamente los volúmenes de acumulación —aunque ello no deje de ser importante— de impulsar las transferencias de capital y de plus​valía hacia los sectores exportadores con el empeño de convertir​los en los sectores de punta de la acumulación industrial, y de crear condiciones complementarias a este propósito en aquellos sectores no vinculados directamente al sector externo. El tras​fondo ideológico neoliberal en el que progresivamente se va inscribiendo la política económica (el hecho es más evidente a partir del plan de estabilización de 1974), hace que estas trans​ferencias de capital deban desarrollarse hasta lograr las condi​ciones de competitividad en los mercados internacionales, lo cual supone, a su vez en el manejo interno de la política económica, que la acumulación no se desarrolle ya más a partir de los subsi​dios a la formación de capital (a través del subsidio a las tasas de interés y del abaratamiento del componente importado del capital constante), sino a partir de la eficiencia del aparato productivo. En este sentido, no se trata ya de una intervención a posteriori que corrija las fallas de la iniciativa privada (como en la fase sustitutiva) sino más bien de una intervención ex aute, como dirían los economistas, que fije las reglas del juego en que ha de operar el capital privado, garantizándole a éste particularmente unas mejores condiciones de explotación de la fuerza de trabajo.

La eficacia de esta dirección neoliberal de la política económica dependerá, en un futuro próximo, tanto de si en verdad la acumu​lación ha llegado a un grado de consolidación tal que pueda ya operar sin los estímulos directos de la acción estatal, como de los cambios en el sector externo, ante los cuales la burguesía deberá escoger, entre mantener la estabilidad interna económica y política a costa de un menor dinamismo en la acumulación, o persistir en la inestabilidad interna inherente a los movimientos cíclicos del mercado mundial a costa de un acentuamiento de su capacidad represiva, pero que le permita aprovechar las coyunturas favorables del sector externo.
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1. Introducción

Un rápido balance de la situación agraria en Colombia, cuando nos aproximamos al tercer milenio, indica que se ha profundizado el desarrollo capitalista en amplias regiones del país, que muchas unidades campesinas son más viviendas de trabajadores que verda​deras bases productivas y que la tierra ha adquirido una gran movilidad, particularmente durante la década de los ochenta, cuando enormes capitales forjados en el narcotráfico presionaron los valores rurales hacia arriba. Al mismo tiempo, sin embargo, la economía campesina ha retenido su importancia y aún se repro​duce en las áreas de frontera, en algunas ocasiones valorizada por los cultivos de marihuana y coca.

En un período relativamente corto de tiempo, el que va de 1938 a 1985, la población rural pasó al 70.1 al 28% del total. Durante ese mismo período, pero con una base anterior que puede situarse en 1928, cientos de miles de pequeños arrendatarios de las ha​ciendas (llamados localmente concertados, agregados, terrajeros, parámetros, medieros, etcétera), se liberaron de las prestaciones obligatorias que le debían a los terratenientes mediante su lucha o fueron expulsados de sus fundos. Una minoría de campesinos arrendatarios logró la propiedad de sus parcelas, pero la mayoría fueron lanzados a engrosar el ejército de empleados y desemplea​dos urbanos y rurales o adoptaron por irse a abrir selva como colonos.

La misma frontera agrícola, sin embargo, les es disputada por comerciantes devenidos en latifundistas, lo cual, sumado a la ausencia de los servicios del Estado, contribuye a que la pobla​ción colonizadora constituya la base social más importante del movimiento guerrillero colombiano. Tales regiones se convirtie​ron en los ochenta en escenario propicio de acción de agrupacio​nes paramilitares, frecuentemente financiadas por narcotrafican​tes y apoyadas por latifundistas locales. Es allí, desde el Magdalena medio, el Caquetá y el Putumayo hasta los llanos y las regiones del Urabá, donde se concentran los conflictos más vio​lentos que arrastra a sus poblaciones a condiciones fáciles de muerte e infernales de existencia.

En el proceso histórico que describimos, las haciendas se trans​formaron lentamente, unas arruinándose en el proceso, otras arrendando sus tierras a una agresiva burguesía agraria que surgió en el proceso y las más lograron transformarse en capita​listas. Entre tanto, la economía campesina vivió un proceso muy desigual de diferenciación de clases en su interior: sólo las regiones cafeteras, y algunas pocas zonas del altiplano sabanero (que geográficamente rodea a Bogotá y se extiende, con interrup​ciones, hasta más allá de Tunja) y otras contadas regiones del país ocupadas parcialmente generaron amplias capas de campesinos ricos, medios y pobres; la mayor parte de la economía campesina, que ocupa pobres tierras de vertiente, experimentó una muy limi​tada diferenciación, cayendo más bien en la pauperización dentro de un proceso de creciente atomización de la propiedad y sufrien​do una expulsión demográfica apreciable, especialmente de sus efectivos más jóvenes y capaces.

Centrando la atención sobre el papel jugado, tanto por la econo​mía campesina, como por la terrateniente en las distintas etapas de desarrollo del país, se puede apreciar que la primera fue el eje de la producción cafetera de exportación, llave del desarro​llo capitalista del país y de la multiplicación de sus fuerzas productivas, a la vez que base y abastecedora fundamental del mercado interior hasta los años 50, mientras la economía terrate​niente, sobre la cual se basó la agricultura comercial, se tomó en epicentro del desarrollo agrario de la segunda postguerra en adelante.

Antes de eso, la gran propiedad territorial permaneció inmóvil por mucho tiempo e impedía la acumulación nacional al sujetar hombres y tierras ad absurdum. Sólo cuando se rompieron las principales barreras sociales y políticas que impedían su movili​dad, la gran hacienda empezó a tornarse en objeto de arriendo o sus herederos se transformaron en empresarios. Regiones antes dedicadas a la ganadería extensiva, caracterizadas por ser muy fértiles, fueron invadidas por los cultivos comerciales de la caña de azúcar, el algodón, arroz y sorgo o también se intensifi​caron en la explotación del ganado de leche.

La alternativa entre el desarrollo basado en la economía campesi​na o la transformación lenta de la hacienda, se abrió con las luchas campesinas de fines de los años 20 y se cerró con la derrota del movimiento democrático en el país, durante los años 50. Las consecuencias sociales del desarrollo capitalista por la vía terrateniente fueron graves: el régimen político nacional y local continuó apoyado en las viejas clases dominantes y también en los métodos arbitrarios de someter la población campesina, mientras que en las ciudades se imponía un control entre cliente​lista y autoritario sobre la vida civil en general. La barbarie que caracteriza las viejas formas de sujeción campesina se repro​ducen a otro nivel, para apuntalar un sistema de dominación un tanto más moderno. A nivel social y económico se producía una inmensa superpoblación, causada por lo menos en parte por el monopolio territorial dada la ecuación tierras sin hombres y hombres sin tierras, lo cual contribuyó a que el capital pudiera pagar salarios muy bajos a todo lo largo y ancho del territorio nacional.

En relación con la propia economía campesina, la vía terratenien​te significó una creciente competencia al comenzar a invadir cultivos que le eran propios, frecuentemente con precios menores por las abismales diferencias en la productividad, de tal manera que los campesinos perdieran relativamente mercados para sus productos y la economía parcelaria tendió a contraerse con el pasaje del tiempo.

Es lógico asumir que el proceso de acumulación bajo tal tipo de condiciones restrictivas, debió ser lento y penoso por varias razones: en primer término, por las barreras que impone el mono​polio de la propiedad territorial al capital del campo, después por el raquitismo del mercado interior que surge de una economía campesina confinada dentro de muy estrechos límites, a lo cual se agregan las condiciones de salarios bajos que comprimen el consu​mo y, finalmente, porque la agricultura en esas condiciones no podía generar excedentes capitalizables por la industrial ya fuera en la forma de materias primas y bienes salariales baratos o bien por un creciente nivel de exportaciones que garantizara la importación de maquinarias y otros bienes.

La acumulación de la industria colombiana fue, en efecto, relati​vamente lenta hasta 1934, a lo cual contribuyó la traba a la libertad de hombres y tierras que caracterizó el campo hasta bien entrado el siglo XX. De esta manera, una parte sustancial de la población del país durante los años 20 y 30 no tenía libertad para asalariarse, por estar pagando “obligaciones” a los hacendados o por estar perma​nentemente endeudados con ellos. La hacienda conformaba todo un complejo edificio social que dificultaba la formación de un proletariado y de un mercado de tierras, puesto que la posesión de éstas era un medio para extraer rentas a la población.

El mercado que emergía de este tipo de relaciones sociales era peculiar: parte sustancial del consumo de los arrendatarios era autoproducido, parte provenía de “raciones” producidas por la misma hacienda, los medios de producción elementales eran abaste​cidas en su mayor parte por el artesano de la aldea o eran tam​bién autoproducidos. Pero era sobre todo la renta del suelo la que circulaba como mercancía y se monetizaba, ya fuera en servi​cios sobre las tierras del hacendado, generalmente sembradas de cultivos que algún comercio tenían o en especie de parcela del arrendatario. En el caso de la economía campesina, las relacio​nes mercantiles eran más intensas, pero aún así se reducían a adquirir sal, cebo, telas y alimentos no producidos localmente, a cambio de los excedentes de su propia producción.

El avance de la industrialización conforma una situación de tensión ya que el crecimiento de la demanda de materias primas y alimentos para una creciente población urbana recae sobre organi​zaciones sociales que no responden de inmediato a ellas, aunque es aparente que la economía campesina lo hacía más rápido y en mayores volúmenes que la obtusa organización interna de la ha​cienda. En todo caso y por un período de tiempo considerable, ambos tipos de organización productiva fueron desbordadas por el ritmo que imponía la acumulación fabril; en consecuencia, la industria tuvo que abastecerse del extranjero de insumos agríco​las y muchas de las subsistencias de la población también llega​ron de fuera. Esto le valió el mote de “exóticas” a las indus​trias entonces existentes, acusación que provino, sobre todo, de sectores terratenientes.

El complejo edificio social basado en la hacienda se resquebraja por el movimiento campesino de los años 20, que lucha contra las relaciones serviles y por el pago de salarios, lo mismo que cuestiona el derecho de propiedad sin delimitar de los terrate​nientes sobre los supuestos baldíos de la Nación. Esas fisuras se amplían durante la etapa de las reformas, por arriba que desarrollan los liberales y se profundizan aún más con “la vio​lencia”, guerra civil entre 1947 y 1957, que desata la reacción contra el movimiento democrático. El movimiento campesino de los años 20 y 30 y las necesidades legales del régimen burgués para poder desarrollarse presionan por una reforma de la tenencia sobre baldíos en 1936, que es aceptada por los terratenientes sólo después de que se pacta la paz entre los dos partidos al fin de la guerra civil de los cincuenta, guerra que derrota al movi​miento campesino. Esto ya significa que las barreras mayores a la movilidad de hombres y tierras han sido superadas en gran medida y que el capital puede entrar a organizar más y más regio​nes de gran propiedad que a su vez compiten contra la frágil economía campesina, acelerando un proceso combinado de proletari​zación y lumpenización de la población concentrada en ella.

A partir de este momento, la acumulación en el campo se acelera. El mercado no es obstáculo mayor a la inversión, en cuanto ella misma lo expande, mientras que la diferenciación de la economía campesina incrementa el número de consumidores que depende cada vez más del mercado y la creciente población urbana crea una demanda efectiva que es muchas veces superior a la que produce el estadio anterior de producción parcelaria combinada con el régi​men de haciendas, no importa que una parte importante de la población urbana se encuentre desempleada y produzca en cierta medida en las ciudades una economía doméstica.

Si bien es cierto que este mercado es pequeño para sustentar el desarrollo de una gran base industrial, si es suficiente para apoyar un número apreciable de industria de consumo, de bienes intermedios y de bienes de equipo sencillos. Dentro de este conjunto, la agricultura capitalista cuenta con un amplio campo de expansión: hasta los años 60 puede sustituir importaciones de materias primas agrícolas y alimentos, lo cual es reflejo de su pasada incapacidad para abastecer adecuadamente a la industria y cuando ha establecido un relativo equilibrio entre demanda inter​na y oferta, se lanza al exterior en renglones como el algodón, el azúcar, las oleaginosas, bananos, flores y carnes, actividad que multiplica el mercado interior vía empleo y consumo interme​dio para entrelazar un proceso de rápido desarrollo capitalista en el campo.

Por todo un período, incluso, el desarrollo agrario es más rápido que el industrial. En efecto, en momentos en que la industria colombiana avanza penosamente, entre 1957 y 1968, porque sus avenidas externas de abastecimiento de equipos y bienes interme​dios importados se han estrechado por la baja de precios del café, la agricultura comercial se desarrolla a tasas del 12% anual, en forma independiente del receso general de la economía. Es más, el avance de la agricultura comercial genera un creciente volumen y valor de exportaciones que son las que culminan equili​brando la balanza de pagos a partir de 1969, lo cual sienta las condiciones para el gran auge industrial que se inaugura durante ese año y culmina con la recesión mundial de 1974-1975, que tam​bién detiene por un momento el proceso de acumulación nacional. A partir de este umbral, la dinámica de desarrollo agrario desfa​llece, se resiente la productividad y se pierden mercados exter​nos.

Es así como durante los ochenta la agricultura se contrae durante el primer lustro, cuando toda la economía sufre de una nueva y profunda recesión, para después obtener una recuperación aprecia​ble entre 1985 y 1990, marcada de nuevo por productos de exporta​ción. Las estadísticas oficiales no incluyen el cultivo de las materias primas de las drogas prohibidas, pero según la Drug Enforcement Agency había en 1990 30.000 has. sembradas de hoja de coca y unas 15.000 de marihuana, cultivo que relativamente se había venido a menos desde finales de los setenta.

Lo que quedaba claro de lo anterior era que la capacidad de respuesta del campo frente a las señales del mercado era rápida y contundente, de que había empresarios de sobra en el país para organizar las más disímiles aventuras y que lograban vencer todo tipo de trabas impuestas por poderosos estados a la distribución de sus productos.

El período más reciente está marcado por modalidades de violencia  parecidas a las que vivió el campo hace 40 años pero multiplica​das por la modernización de la tecnología para asesinar: se hicieron comunes nuevamente las masacres de campesinos sospecho​sos de simpatizar y apoyar a la guerrilla por agentes privados o públicos de rostro oculto o la guerrilla tendió a utilizar el crimen para financiarse y el terror para imponerse.

Todo este proceso de desarrollo intenso, violento y contradicto​rio apenas pudo ser comprendido e interpretado por las corrientes dualistas, cepalinas y la teoría radical del subdesarrollo, las cuales en Colombia, al igual que en el resto de América Latina, enfatizaron más el aparente estancamiento de la producción y los efectos desastrosos del capitalismo, como el desempleo y los bajos salarios, la misma violencia que acompaña el cambio, que el corazón mismo del problema: el avance de las relaciones sociales de producción capitalistas, en razón inversa al debilitamiento de las relaciones de servidumbre características de la hacienda y la pérdida de importancia del trabajo familiar de la pequeña produc​ción parcelera y artesanal, aunque sí era cierto que este proceso era y es profundamente desigual y contradictorio.

El dogma del estancamiento de las fuerzas productivas que promul​gó la teoría radical como resultado de la dominación imperialis​ta, el acento en variables demasiado generales como tenencia de la tierra y concentración del ingreso en el caso de la teoría cepalina, condujeron a ambas a subvalorar un proceso de rápido desarrollo del capital que tomó una vía que no es nada extraña históricamente. Ya V. I Lenin y Barrington Moore la habían señalado como alternativa para el campo ruso, o como la base social de las dictaduras fascistas en Alemania y Japón, con todas sus consecuencias de opresión política, resaltando quizás dema​siado su carácter lento, derivado de sus reformas por arriba. Tal proceso se repitió en todo el este europeo, España y Portugal y gran parte del mundo dependiente y semicolonial, sin que por eso el capitalismo dejara de desarrollarse en ellos.

Es pertinente quizás a partir de este tipo de desarrollo que ya sufrimos, hacer un ejercicio de historia contrafactual y pregun​tarse qué hubiera ocurrido de haberse dado la vía democrática de desarrollo capitalista. Pues bien, en primer término hubieran existido condiciones para un desarrollo más acelerado de las fuerzas productivas nacionales y del mercado interior; en segundo lugar, la población excedente causada por la vía terrateniente hubiera sido menor por la existencia de un nuevo y numeroso campesinado propietario, produciendo un gran volumen de alimentos y materias primas baratas, que pudieran ser capitalizables por una acumulación industrial más acelerada. La industria hubiera tenido que recurrir a un grado menor de explotación de la fuerza de trabajo, contando además con un mercado relativamente más amplío para sus productos.

En el plano político, la vía campesina también sería radicalmente distinta a la estructura de opresiva dominación que vive cotidia​namente el país. La erradicación de los terratenientes como clase hubiera significado, obviamente, remover una de las bases principales de la reacción social, el oscurantismo y el clerica​lismo y el desarrollo de instituciones de dominación burguesa menos represivas que las existentes, con mayores derechos políti​cos y de organización de las masas; se habría dado además, un gran desarrollo del capital estatal, de la educación pública, salud, servicios y obras públicas en general y, finalmente y no menos importante, el Estado hubiera exhibido un grado mayor de autodeterminación frente a los intereses norteamericanos.

La historia ha sido, sin embargo, distinta. La acumulación se hizo rápida no por la extensión de un gran mercado campesino, sino por el alto grado de explotación de los trabajadores. Las trabas a la realización que se derivan del mercado interno, han sido subsanadas por medio de la exportación de bienes agrícolas e industriales y sobre todo de energéticos (carbón y petróleo). Los excedentes de población producidos en forma abrumadora, especialmente después de la guerra civil, hacen que hoy en día más de una tercera parte de la población en capacidad de trabajar está total o parcialmente en paro forzoso. Esta sobreoferta de brazos unida a la concultación de los derechos sindicales de los trabajadores causa una distribución del producto que favorece a los empresarios y terratenientes, arrojando para el país una de las distribuciones del ingreso más desiguales del mundo capita​lista. Es esta situación general la que nos ha llevado a carac​terizar en otro lugar al régimen de producción imperante en Colombia como “capitalismo salvaje”.

2. La transición al nuevo régimen de producción

A. El viejo régimen de producción

El espacio geográfico de Colombia fue ocupado por dos tipos de economía, dentro de un desarrollo histórico que le es común al continente, resultado del tipo de colonización que llevaron a cabo los españoles.

En primer término, una economía terrateniente organizada a partir de la hacienda, que ocupó las tierras más fértiles y accesibles y que sujetaba a una abundante población arrendataria por medio de las deudas, el control político local y la ideología católica. Este campesinado estaba sometido a periódicas faenas gratuitas (“la obligación”), rentas en producto como los “terrajes”, rentas que combinaban un salario atrofiado y coerción extraeconómica, donde primaba la segunda, como el “concierto” o la “agregatura” y, finalmente, los “colonatos” de las inmensas haciendas ganade​ras de las tierras bajas, tierras que eran entregadas vírgenes a los campesinos para que dos o tres años más tarde, después de sacarle varias cosechas de maíz, las entregaran habilitadas con pastos, para proseguir entonces a tumbar más selva y abrirle más pastizales al hacendado.

En segundo término, una economía campesina subdividida a su vez en sectores de distinto desarrollo técnico, que ocupaba en su mayor parte las pobres vertientes andinas, con algunas tierras buenas que fueron resguardos indígenas. En el oriente santande​reano y el occidente antioqueño se desarrollaron vigorosas econo​mías campesinas y artesanales, cuya población estuvo compuesta principalmente por emigrantes españoles. Estos ocuparon tierras de regular calidad y tuvieron que enfrentar en más de una ocasión las pretensiones monopolizadoras de los terratenientes, pero en términos generales ganaron acceso a la tierra.

En Antioquia, en particular, se dio un proceso de colonización de tierras nuevas, desde fines del siglo XVIII hasta 1870 aproxima​damente, que estaban tituladas; los colonos tuvieron que librar una ardua lucha contra la titulación colonial y republicana, que en 1863 casi alcanza visos de insurrección general contra las pretensiones de los herederos de los Aranzazu de cobrar rentas a los colonos. La región no dejó de contar con haciendas y parte de los colonos más ricos trajeron consigo aparceros, pero aún así se dio un avance técnico de los cultivos y la ganadería en pequeña escala, un gran desarrollo de las fuerzas productivas en el consecuente activamiento de relaciones mercantiles, una consi​derable movilidad de los trabajadores y las tierras, que proba​rían ser decisivos en la gran expansión cafetera de principios de este siglo y que originó la total transformación del país.

En efecto, la firme inserción de Colombia en el mercado mundial y la consolidación de las premisas para el desarrollo social de capital, como una previa acumulación de capital dinero en el comercio internacional, una tendencia hacia la centralización estatal y creación de un sistema nacional de crédito, construc​ción de una infraestructura vial, desdoble del primer proletaria​do del país, recolector de la gran cosecha cafetera, desarrollo de un considerable mercado interior en la región, son impulsados todos por la economía campesina libre de Antioquia y su expansión hacia Caldas.

La expansión cafetera fue inaugurada en 1880 por la economía terrateniente pero su curso fue lento y se vio desbordada por la región colonizada a partir de Antioquia. Las grandes haciendas de Santander, las de la más establecida región de Antioquia y las de Cundinamarca y el Tolima se hacen todas al cultivo del café; sin embargo, las relaciones de sujeción de la fuerza de trabajo hacen muy difícil su expansión posterior, porque es prácticamente imposible conseguir arrendatarios al mismo ritmo como se expande la demanda mundial por el grano y el esfuerzo, incluso, parece propiciar su disolución durante los años 20.

Tales haciendas, en particular las de Cundinamarca y Tolima, son híbridos que combinan una alta racionalidad en la comercializa​ción del grano, su utilización del crédito, su misma organización contable y hasta el uso de alguna maquinaria con la opresión más degradante de los arrendatarios. Existen corveas puras, con 2 semanas de trabajo gratuito en los cafetales y el resto de tiempo en el fundo de estricto pan coger pues se prohíbe sembrar cual​quier cultivo que pueda ser comercializado libremente por los campesinos; sobre todo, se les prohíbe sembrar café.

Frecuentemente el arrendatario tiene que entregar parte del producto de su parcela a la hacienda, la cual cuenta con su propio dinero, fichas que combinan en su almacén o tienda de raya  por artículos que tienen fijados precios arbitrarios. Los terra​tenientes utilizan una contabilidad peculiar que resulta general​mente en saldos rojos para los trabajadores y les impide dejar la hacienda, bajo pena de cárcel por deudas o incluso a ser amarra​dos al cepo con que cuenta la misma hacienda por diversos perío​dos. Los arrendatarios, según la correspondencia de un terrate​niente con su mayordomo que recopiló Malcom Deas, eran importados de las haciendas más tradicionales de la sabana de Bogotá y de Boyacá, pues al parecer la mano de obra de las tierras medias, donde se puede mejor cultivar el café, se resistía a entrar en este tipo de “conciertos”. Esta dificultad de conseguir y mante​ner a la fuerza a la mano de obra en las haciendas era obviamente una traba considerable para expandir rápidamente la producción para la exportación, más aún cuando el período vegetativo entre la siembra del cafeto y su entrada en producción era de más de 4 años.

La situación de las haciendas que exportan café guarda cierto paralelo con lo acaecido durante la segunda servidumbre del este europeo descrita por Engels, en donde las exportaciones de los feudos conducen más bien a la intensificación de las cargas serviles y menos a organizar la producción bajo los nuevos méto​dos del capital y el trabajo asalariado. Ciertamente, las cor​veas puras no fueron usuales en las haciendas del país durante los siglos XVIII y primera mitad del XIX y aparecen claramente en las regiones cafeteras de gran ocupación territorial que intensi​fican las obligaciones tradicionales de los agregados de las haciendas del altiplano.

Lo cierto es que la producción de las haciendas participa pobre​mente en la expansión de la producción de café. La productividad por árbol, como lo muestra el censo cafetero de 1932, es menos de la mitad en la región de Cundinamarca, por comparación con la de Antioquia, y la de Santander es sólo una tercera parte de la última.

En la región antioqueña el único obstáculo que tiene la expansión cafetera es el número de campesinos libres, que además están positivamente incentivados para aumentar la productividad, ya que la comparten o el aumento es todo de ellos; distinto es el caso de las haciendas, en las que el incentivo para el agregado es sabotear la producción, puesto que no le queda nada de un aumento de la productividad y el trabajo en el cafetal se contrapone al trabajo para sí de la parcela. Así mismo, la región de la colo​nización antioqueña tiene una población que se expande a un ritmo mucho mayor que el resto del país, lo cual corrobora que las condiciones de existencia de la economía campesina libre son mejores que las que vive la población bajo la dominación de la hacienda. La ventaja de la economía campesina libre se expresa en la estadística exportadora de la siguiente manera: en 1880 las regiones libres ocupan un 2.2% de la producción cafetera nacio​nal, pero en 1930 tienen el 47%, porcentaje que seguirá subiendo con el tiempo.

El resto de la economía campesina, a diferencia de la de coloni​zación antioqueña, está conformada por indígenas mestizos, pero al igual que ella es un conquistar de montaña. Surge en términos generales como sitio de refugio para los campesinos que rehúsan la servidumbre de las haciendas, aunque sólo se verán completa​mente libres de ella si están muy retirados de su área de in​fluencia. Si este no es el caso, los terratenientes los utiliza​rán como jornaleros ocasionales, a veces en forma forzosa, como la “matrícula” que se da en amplias regiones de la costa o son también obligados a trabajar en “obras públicas”, que no lo 
son tanto, porque benefician exclusivamente las haciendas o son enganchados a la fuerza por el flamante Ejército Nacional, que ha reemplazado las milicias de los terratenientes y los ejércitos departamentales después de la guerra de los mil días que culmina en 1902, costumbre de reclutamiento que no se ha perdido hasta el día de hoy.

Las condiciones de existencia de estos campesinos parcelarios son precarias, pues las tierras que ocupan se erosionan fácilmente y deben estar cambiando de terreno o combinando diminutas parcelas alejadas las unas de las otras; sus magros productos tienen poca salida hacia los mercados, aunque su acceso a las ciudades irá mejorando paulatinamente con el desarrollo de una red vial nacio​nal que se empieza a completar en los años 40 y jugarán un papel de primera importancia en el abastecimiento de alimentos para la población urbana que se alarga hasta hoy pero en proporción decreciente.

La gran ocupación territorial que hacen unos cuantos individuos durante la etapa colonial, pero sobre todo durante el republicano siglo XIX en la mayor parte del país, se hace sobre la base de una ganadería extensiva en tierras de amplia capa vegetal, aguas abundantes y climas relativamente benignos. Aquí pasta un ganado semicimarrón que, paradójicamente, se expande más rápidamente en la medida en que se contraiga el mercado, porque la saca de hembras determina el ritmo de producción del hato y si ésta se contrae aumenta el número de nacimientos. Los ganaderos cuentan además con un indisputable dominio de muy extensas regiones y sus animales por lo general expulsan a los hombres que quieren colonizar, entablándose una sórdida lucha que alcanzará resonancia nacional durante los años 20.

En el sur del país, la hacienda reposa tranquila en circuitos de autosuficiencia, explotando las comunidades indígenas que las rodean. Los terratenientes de la región cuentan con un numeroso núcleo de “terrazgueros”, en similar condición a la que describe Icaza en su novela Huasipungo, que también en algunos puntos empezarán a movilizarse contra la usurpación de sus tierras y el despojo de sus cosechas. Las haciendas del Valle del Cauca cuentan con “agregados”, muchos de ellos descendientes de escla​vos, quienes cuidan los ganados y producen azúcar en trozos morenos, la “panela”, la cual será desplazada en las haciendas más avanzadas por azúcar un poco más refinada; de lo que va de 1905 a 1940 muchas de estas haciendas instalan grandes estableci​mientos de tipo fabril, dándose una extraña y muy rápida trans​formación de verdaderos feudos en pujantes emporios industriales.

B. La desestabilización de la hacienda

El gran auge de la exportación cafetera entre 1903 y 1929, multi​plica por doce los ingresos de divisas del país, configurando, sin lugar a dudas, la base más importante de la expansión y consolidación del capitalismo a nivel nacional. Los efectos de la expansión cafetera son múltiples y operan a varios niveles: se presentan grandes demandas estacionales de mano de obra asalaria​da para recoger las cosechas del grano, el campesinado parcelario se integra más firmemente al mercado, se intensifica el tráfico comercial, crecen inusitadamente los ingresos públicos y natural​mente la corrupción administrativa y existe una febril actividad de construcción de ferrocarriles, vías y puertos para asegurar el flujo regular de las exportaciones y garantizar su incrementó.

La industria también se desarrolla por la expansión del mercado, aunque tenga que competir con las importaciones que frenan, pero no logran impedir el desarrollo local de toda una serie de ramas elementales: textiles y bebidas, calzado y vestuario, cigarri​llos, todo tipo de insumos para la construcción y algunos produc​tos metalmecánicos se manufacturan en un número limitado de establecimientos que empiezan a animar la vida de ciudades como Medellín, Bogotá y Barranquilla. Los industriales han sido, en su mayor parte, antiguos importadores que han montado estableci​mientos fabriles, con última técnica norteamericana y que tienen una experiencia importante en relación con los manejos de los mercados. Otros son inmigrantes sirio-libaneses, españoles, alemanes y judíos de centro Europa que erigen industrias que ganarán impor​tancia con el tiempo. Prontamente también se producen corrientes centralizadoras en torno a la industria textil, de cerveza y otras, prefigurando tempranamente un capital monopolista nacio​nal.

Entre 1925 y fines de 1929 el ascenso económico general es verti​ginoso. Todos los mercados, que funcionaban hasta entonces en función del lento ritmo de economías precapitalistas, se ven ahora agitados desordenadamente por una fuerte acumulación de capital. Uno de los primeros mercados afectados es el de fuerzas libre de trabajo pues existe una oferta reducida de ellas: mien​tras las haciendas sujetan a una abundante población arrendata​ria, los campesinos parcelarios, al igual que el artesanado urbano, aumentan sus ingresos con el auge de la demanda por sus bienes y no están dispuestos a asalariarse por el momento. En la medida en que la demanda por brazos se acrecienta, los salarios se elevan considerablemente; la situación se desequilibra aún más por el auge de las obras públicas, en las cuales se enganchan 40.000 hombres en 1928 que representan aproximadamente el 8% de la población hipotéticamente activa en ese entonces.

Los terratenientes protestan en particular; intentan prohibir la salida de sus arrendatarios de las haciendas por medio de la imposición de salvoconductos, lo cual, sólo funciona en el depar​tamento de Boyacá, pero por corto tiempo porque la medida es derogada por presión del gobierno central. La Federación Nacional de Cafeteros, recién creada un año antes, solicita en 1928 que se suspendan las obras públicas en época de cosecha para contar con un número suficiente de jornaleros, lo cual también resulta inadmisible para el gobierno central. La Sociedad de Agriculto​res de Colombia (SAC) se queja de que los salarios altos conducen al aflojamiento de la disciplina en el trabajo, lo cual debe ser especialmente cierto para los peones que deben prestar rentas en trabajo en las haciendas más atrasadas, y exigen un estatuto de ahorro forzoso por medio de un diferimiento de los salarios de los trabajadores; finalmente, la misma SAC clama por la apertura de la inmigración para llenar los faltantes de brazos que amena​zan con desproveerlos, no sólo de jornaleros sino también de arrendatarios, quienes a su vez empiezan a aprovechar las oportu​nidades que abre el desarrollo del capital para fugarse de las haciendas o rehusar seguir pagando prestaciones extraeco-nómicas.

Las cosas se complican aún más para las haciendas porque la chispa agitacional ha prendido entre intelectuales y obreros y ha llegado a las regiones de grandes propiedades cafeteras, en particular al norte de Cundinamarca y sur del Tolima, donde se desatan grandes movimientos de arrendatarios. Estos exigen la terminación de las obligaciones laborales gratuitas, el pago de salarios y que éstos sean iguales a los que se pagan en las obras públicas, el derecho a sembrar cultivos comerciales y café dentro de sus parcelas y la abolición del sistema de fichas (tienda de raya) y de endeudamiento arbitrario. El movimiento desquicia las grandes haciendas cafeteras y obliga a muchas de ellas a conceder en propiedad las parcelas de los arrendatarios, pero sólo en aquellos lugares donde el movimiento está mejor organizado: frecuentemente también el conflicto termina con la expulsión de sus predios de la mayor parte de los campesinos.

Aunque el movimiento campesino se expande a algunas otras regio​nes, especialmente después de la depresión de 1930 que produce un flujo de población que retorna al campo, proveniente de las obras públicas y las ciudades, no llega a unificarse a nivel nacional. El sistema de haciendas está herido, presenta un número creciente de fisuras, pero su muerte tomará varios lustros más: será gol​peado por la política reformista liberal que se nutre de las reivindicaciones del movimiento campesino pero buscando más bien su desorganización y más adelante entrará en crisis en regiones adicionales que arrasa la guerra civil de 1946 en adelante, la cual resquebraja las relaciones serviles y debilita el poder ideológico del clero, fuera del mismo avance del capitalismo que va socavando este tipo de relaciones atrasadas de trabajo, espe​cialmente en cercanías a los grandes centros urbanos.

El avance del capitalismo no sólo genera contradicciones que contribuyen a disolver las relaciones atrasadas de trabajo, sino que socava también el régimen de posesión de tierras en el país, que más bien constituye un sistema de dominio de hecho sobre muy extensas regiones, en donde un hacendado tenga suficiente poder militar y político. La situación de aguda carestía de alimentos en el país, pone en cuestión el hecho de que muchos colonos no puedan trabajar supuestos baldíos nacionales o tierras fiscales a menos que paguen rentas a muy dudosos poseedores legales de estas tierras. El gobierno desconocía incluso qué tierras eran propie​dad de la Nación y cuales habían sido otorgadas en enormes cuan​tías a un puñado de propietarios que no las explotaban directa​mente. En esta etapa algunos terratenientes pretendían todavía legalizar a su favor tierras sin cultivar, en extensiones de cientos de miles de hectáreas, todo en medio de una movilización crecien​te de los colonos que venían ocupando y civilizando nuevas regio​nes. Los tribunales recogieron en parte el clamor de las necesi​dades del nuevo régimen y de los colonos en varias regiones del país, comenzando a entonces a exigir pruebas jurídicas de propie​dad a los terratenientes, a declarar algunas tierras de propiedad nacional y, en general, a exigir la agrimensura para demarcar la propiedad privada sobre la tierra.

El régimen de propiedad vigente hasta entonces presenta así visos híbridos entre las formas modernas de propiedad y otras que eran consistentes con las relaciones de producción serviles, que frenan la compraventa y el arriendo capitalista de la tierra, especialmente cuando el monopolio territorial constituye el mecanismo más importante para sujetar al campesinado: el propie​tario no está dispuesto a ceder bajo ningún precio su dominio territorial, en tanto ello le socavaría su poder para exigirle rentas a la población campesina que sujeta. Por otra parte, tal sistema de propiedad se basa en principio en la posesión indivi​dual, es decir, no corporativa o entregada en cesión por un superior en la escala aristocrática, como sucede en el feudalis​mo, sino que la tierra tiene cierta movilidad a nivel de los mismos propietarios, pero excluye, o pretende hacerlo, la propie​dad del campesinado sometido a ellos y la conformación de un más amplio mercado de tierras.

Las reformas jurídicas que se hicieron durante los años 20 al régimen de propiedad fueron sistematizadas en el estatuto promul​gado en 1936, contempladas en la Ley 200, que es considerada como la reforma más importante que promulgó el régimen liberal de Alfonso López Pumarejo. La Ley 200 atacó, además, el problema de las relaciones de traba​jo, en particular el contrato de “agregatura”, existiendo la posibilidad de que el lote cedido en arriendo pasará a propiedad del inquilino, aunque la forma como fue implementada permitió también que el hacendado expulsara al arrendatario y su propiedad quedara sin disputar.

La ley declaraba la reversión a la Nación de tierras en propiedad sin habilitar, otorgando un plazo de 10 años para adecuarlas, plazo que nunca fue reglamentado por el avance de la reacción conservadora y que tuvo que ser estatuido nuevamente por la ley de reforma social agraria de 1961, 25 años más tarde. Cierta​mente, la reforma tuvo poca profundidad en su implementación, al tiempo que prevenía a los terratenientes para organizarse políti​camente y comenzar a tomar la ofensiva contra las reformas. Las ligas campesinas no fueron involucradas en la puesta en práctica de la ley y el poder local de los hacendados no fue tampoco puesto en cuestión por el gobierno liberal, menos aún cuando toda la clase dominante se pronunció en contra del reformismo, el Partido Conservador arreció sus ataques contra la administración liberal y los sectores más reaccionarios se organizaron a nivel local para defender los fueros y privilegios ofendido por el reformismo liberal. Toda esta contraofensiva llegó a decretar en 1938 lo que se dominó como “la pausa” en las reformas, apenas a 2 años del pasaje de la Ley 200.

El régimen liberal de Eduardo Santos se inauguró en 1938 y buscó estabilizar las reformas que no sólo habían afectado la cuestión agraria, sino también el sistema electoral, el régimen tributa​rio, el sistema educativo y además había introducido cambios en la constitución para dotar al Estado de una mayor capacidad de intervención en la economía privada. A partir de este momento, se intentó conciliar con los conservadores, dándole un bajo perfil, a la aplicación de las reformas, ofreciendo amplias garantías a la oposición reaccionaria y devolviéndole fueros que le había disputado la reforma electoral (más peso al voto urbano del que tenía anteriormente, reglamentación de la cedulación por parte del gobierno, etcétera). Los sectores moderados del Parti​do Liberal empezaron entonces a colaborar más con sectores del Partido Conservador, en particular, con los cafeteros y exporta​dores, representados por la casa Ospina.

Sin embargo, los problemas sociales de base seguían sin resolver​se y a partir de 1940 dentro de cada partido se desarrollan a las radicales: mientras en el liberalismo surge Jorge Eliécer Gaitán como propugnador de una ampliación de la democracia política y profundización de la reforma agraria, dentro del Partido Conser​vador emergía la fracción de Laureano Gómez que anunciaba la “reconquista” del poder, atacaba las reformas como atentatorias contra las instituciones tradicionales y la moral cristiana, impulsaba la defensa de la contrarrevolución española y expresaba ambiguamente su simpatía por los países del eje fascista se configuraba así el cuadro de confrontación entre partidos y clases, que desembocaría más adelante en “la violencia”, como forma de derrotar al movimiento democrático que surgía con el desarrollo del capitalismo en el país.

C. Desarrollo industrial, desfase agrícola

La gran depresión enfrió considerablemente el problema agrario desde el punto de vista económico, al reducirse la presión por hombres y tierras que había desatado la onda larga de acumulación de capital que culmina en 1929; sin embargo, los problemas políticos se desarrollan a nuevos niveles, pues el retorno al campo de hombres que han experimentado la libertad del asalariado conduce a su frecuente enfrentamiento con los terratenientes. Mientras tanto, la industria es protegida por un estatuto cambia​rio de 1931 que es ampliado y consolidado en 1937 con altos aranceles para los bienes finales producidos en el país. La recuperación industrial ya es completa en 1934 y aumenta la utilización de planta haciendo pocas ampliaciones y diversifica​ciones de la producción por la estrechez de divisas o dificulta​des de importaciones que tiene el país hasta el fin de la segunda guerra mundial.

La agricultura capitalista se desarrolla limitadamente y general​mente en las cercanías de las ciudades más grandes. En la sabana de Bogotá se desarrollan las lecherías comerciales, cultivos como la cebada que abastecen la industria cervecera, hortalizas y legumbres, mientras que en el Valle del Cauca se van contorneando grandes ingenios azucareros, como la hacienda “La Paila”, una de las más grandes de la región y que contaba con un número aprecia​ble de “agregados”, que pasa directamente al estadio de gran industria fabril en 1929 con la instalación de maquinaria moderna que eliminó las parcelas de los arrendatarios para tomarlas en cañaverales las primeras y en proletarios los segundos.

En el valle del Tolima y en algunas regiones de la Costa Atlánti​ca, el arroz y el algodón son cultivados todavía en su mayor parte por aparceros, aunque en la primera de las regiones se hacen inversiones en distritos de riego, créditos y se presta asistencia técnica durante los años 40 que contribuyen a su modernización. El algodón no puede ser absorbido por la indus​tria textil que importa la hilaza mientras ésta no monte plantas de hilado, lo cual empezará a hacer durante los años 40. El proteccionismo para los agricultores existe de hecho, por la escasez de divisas, pero no habrá un arancel alto hasta 1949, cuando el régimen conservador de Ospina hará que la industria pague sus materias primas a precios más altos a los agricultores locales que los del mercado internacional, elevando de esta manera la renta del suelo.

A pesar de que los cimientos mismos del sistema social de la hacienda se encuentran resquebrajados, la tierra y los hombres no pueden ser todavía explotados por el capital en medida suficien​te, a lo cual contribuye el desenvolvimiento limitado del capital a nivel nacional: hay todavía muchas tierras fértiles que perma​necen relativamente estancadas en su producción y se dedican fundamentalmente a una ganadería extensiva de baja productividad. Si existe algún avance en la producción agrícola, éste se debe a la economía campesina encaramada en las vertientes de las monta​ñas que se encuentra mejor integrada al mercado que antes, porque ya existe una red de carreteras nacional que, aunque de precaria calidad, permite el viaje en camión entre todos los puntos noda​les del país para 1945.

El campo produce poco y caro para las ciudades. Los precios relativos entre bienes agrícolas e industriales señalan una ventaja clara para los primeros entre 1925 y 1955, siendo la ventaja del campo afín mayor en el caso de los precios de la carne. La explicación básica puede ser la siguiente: la oferta agrícola es insuficiente frente a la demanda que genera la acumu​lación industrial, lo cual permite que los precios de los artícu​los industriales suban menos que los precios agrícolas. Si bien es cierto que la industria está protegida y el arancel le permite fijar precios mayores que los medios internacionales, aún así la agricultura no es capaz de ofrecer un nivel estable de precios y de, oferta porque su desarrollo está entrabado por la todavía relativa fortaleza de las viejas relaciones de propiedad. Mien​tras la industria aumenta su productividad en la mayor parte de sus ramas, la agricultura sólo, lo hace en muy contadas regiones y la ganadería en particular evoluciona muy lentamente; tal desigualdad en el desarrollo de la productividad se tiene que expresar en los niveles de precios de cada rama.

Todo lo anterior es ignorado por una interpretación librecambista que se combina curiosamente con la teoría radical sobre las “colonias internas” y que entra en boga en el país y en el conti​nente durante los setenta, la cual adjudica la “responsabilidad” por la miseria del campo a la sobreprotección de la industria. Los precios internacionales de los productos industriales pueden ser mayores que los internos, pero esto no impide que el poder adquisitivo de los terratenientes y los agricultores sea crecien​te durante un largo período en el intercambio que hace de sus productos por manufacturas nacionales. Es más, los insumos agrícolas manufacturados serán mayoritariamente importados hasta 1955 y sólo después se utilizaron agroquímicos y herramientas nacionales, que en efecto encarecerán los costos agrícolas, mientras que hasta hoy en día se importan los tractores la maqui​naria pesada agrícola. O sea que los costos altos de una indus​tria protegida no logran explicar exhaustivamente el hecho de que los términos de intercambio favorezcan al campo la mayor parte del tiempo.

El proteccionismo agrícola, por otra parte, recargará por un tiempo los costos industriales, hasta que la agricultura comer​cial desarrolle un mayor nivel de productividad. Antes de que esto suceda, sin embargo, los costos de la industria son crecien​tes: tanto el precio de las subsistencias de sus trabajadores como el de materias primas crece más rápido que su propio nivel de precios. Lo que pueden hacer entonces los industriales es no reconocer que el costo de vida ha mermado los salarios de sus obreros, lo cual es precisamente lo que sucede entre 1940 y 1945 y 1948 y 1959, lo cual se repite para los períodos 1970-1978 y para 1987-1990.

Para el primero de los períodos anotado de caída de los salarios reales, le sigue un gran auge del movimiento obrero entre 1945 y 1948 que es aplastado por la política de violencia que incluye el establecimiento del paralelismo sindical y la persecución contra los dirigentes obreros, y establece para los empresarios condi​ciones de alta explotación de la fuerza de trabajo, a la cual no se le abona el alza en los costos de su reproducción que provie​nen de la incapacidad agrícola.

La industria que hay en 1945 cuenta con unos 80.000 obreros (contra unos 7.000 en 1980) y tiene a su favor una estabilidad relativa en el precio de sus importaciones que pierde paulatina​mente durante los años 50 con la baja internacional de precios del café, lo cual obliga a periódicas y drásticas devaluaciones que favorecen a los exportadores y frenan la acumulación indus​trial.

La industria es la única importadora y negocia con los cafeteros los montos de devaluación. La Federación de Cafeteros mantiene una influencia grande en el Estado —hay quienes la caracterizan como un Estado dentro de otro— trátese de gobiernos liberales y más aún de los conservadores, en los cuales colocan siempre los ministros y más altos funcionarios que residen sobre la política económica, monetaria y cambiaria del país, situación que se mantiene con algunas variaciones hasta hoy.

La Federación cuenta con los dineros que provienen de los impues​tos del café que gasta a su arbitrio, ya sea en las regiones cafeteras en infraestructura y servicios, lo cual, de paso, le reporta al Partido Conservador una considerable influencia elec​toral, o invierte en múltiples actividades que van desde la banca —el Banco Cafetero llegará a ser uno de los tres mayores del país— hasta la Flota Mercante Grancolombiana, almacenamiento y seguros, constituyéndose, de hecho, en uno de los más poderosos grupos financieros que existen en el país.

Las desavenencias de los cafeteros con los industriales han sido poco frecuentes: se conforma de esta manera una alianza relativa​mente firme que sólo se quiebra temporalmente durante la violen​cia y que sirve de base a una estabilidad política duradera a nivel del bloque de poder. La expresión política más consistente de tales intereses la constituye la casa Ospina que gobernó al país entre 1946 y 1950, preparó la trama de la guerra civil y permitió el ascenso al poder de Laureano Gómez, organizó el golpe militar contra este cuando su política de violencia crea una situación de ascenso revolucionario en el campo y, finalmente, preparó el derrocamiento del General Rojas Pinilla y también la instauración del Frente Nacional en 1958, el cual recompuso la dictadura bipartidista que gobierna el país hasta la década de los ochenta. Este rápido recuento del poder de esta importante fracción política muestra la influencia que a nivel nacional manifiesta tan importante sector agroexportador.

La situación de relativa estabilidad que vive el campo colombiano empieza a transformarse dramáticamente después de 1945. Las barreras a la acumulación que existían anteriormente dejarán de operar en múltiples regiones y el auge mismo del capital invadirá zonas más amplias agrícolas y ganaderas. La coyuntura de gran desarrollo industrial que se inaugura entonces, auge del mercado internacional del café, altos precios agrícolas dentro del país y las heridas ulteriores que le infligirá la guerra civil al viejo sistema de haciendas y a la misma economía campesina, terminarán por minimizar los obstáculos mayores que frenaban el desarrollo del capital en el campo. A partir de este momento el desarrollo de la agricultura comercial será muy rápido e invadirá múltiples regiones del país, abastecerá más adecuadamente las necesidades de la industria y para fines de la década de los sesenta estará creando excedentes exportables de relativa impor​tancia. Aún así, tales rachas exportadoras combinadas con políticas de protección para los bienes agropecuarios finales incidi​rán en niveles de precios excesivos para el sector durante varios períodos más recientes.

3. Desarrollo agrario y violencia

A. La política posreformista

El estatuto legal aprobado en 1936 contra las formas de trabajo sujetas y el monopolio territorial no fue puesto en práctica y, por el contrario, empezó a ser echado para atrás. Bajo la cre​ciente ofensiva de los conservadores y la conciliación de impor​tantes sectores de liberalismo con ellos, se pasa la Ley 100 de 1944 que establece la legalidad de la aparcería. Aunque tal forma de producción es mucho más avanzada en términos de la libertad que tiene el productor directo y de la productivi​dad del trabajo que la “agregatura” como tal, la atmósfera política de ese entonces que culmina con la renuncia de López Pumare​jo durante su segundo mandato, indica que la medida legal refleja una concesión importante a los terratenientes, pues dejaba de estar en cuestión la propiedad de las parcelas de los arrendata​rios y también las relaciones de trabajo basadas en la coerción extraeconómica.

El retroceso del reformismo se confirma con el aplazamiento indefinido que hace el Congreso de reglamentar la fecha en la cual presuntamente debían retornar a manos de la Nación las tie​rras en propiedad no habilitadas y además, porque todo el tono de la política agraria sufre un cambio apreciable. De esta manera, el crédito subsidiado destinado a los terratenientes aumenta vertiginosamente durante el decenio de los años 40: la participa​ción de crédito en el valor de la producción agrícola pasa según Albert Berry, de 2.1% en 1940 a 6.4% en 1950, mientras que en el valor ganadero la participación sube a 8.6% a 16.7% para los mismos años.

La política estatal es ahora la de motivar la transformación del campo por medio de incentivos positivos, como el gasto en in​fraestructura de vías y caminos, investigación agrológica trans​mitida gratuitamente a los usuarios, además del crédito subsidia​do que manejan casi directamente los representantes de los terra​tenientes y el Partido Conservador en la Caja de Crédito Agrario que se fortalece considerablemente durante estos años, a pesar del alto grado de morosidad en que incurren impunemente los grandes prestatarios.

Se abandona la aplicación de los estatutos reformistas que pola​rizan las fuerzas políticas del país y que ciertamente habían afectado a la clase terrateniente, a pesar de que no se trató tampoco de expropiarla desatando contra ella el movimiento campe​sino.

Las contradicciones sociales y políticas se van acumulando duran​te el primer lustro de los años 40. El segundo régimen de López Pumarejo guarda su imagen reformista pero retrocede ante la reacción, mientras que el movimiento democrático intenta defen​derlo de la contraofensiva conservadora. Otros problemas que acarrea la segunda guerra mundial, como las altas presiones inflacionarias originadas en un superávit cambiario que no puede gastarse en importaciones porque la industria de los países imperialistas está concentrada en la producción de guerra, necesi​dad de medidas disciplinarias contra los trabajadores que sufren una fuerte disminución de sus salarios reales y contra las ganan​cias y los ingresos cafeteros, fueron de los conflictos sociales que ha generado el desarrollo capitalista y que la reacción pretende confrontar con la represión abierta, lanzan al gobierno la inestabilidad.

Las contradicciones entre la misma clase dominante se agudizan, lo cual se expresa en una serie de graves denuncias de corrupción administrativa y líos pasionales que afectan a la familia presi​dencial y que culmina con la renuncia del presidente y su reem​plazo por Alberto Lleras Camargo en 1945, quien inaugura una ofensiva contra los sindicatos, que obtendrá una profundización durante las 2 administraciones conservadoras que lo siguen.

Todos los empresarios estaban a la expectativa. Con el fin de la guerra se anunciaba la apertura de un gran auge de la acumula​ción, como no se había experimentado desde 1925, ya que las reservas internacionales se habían acumulado desde el principio de la guerra y el precio del café dejaba de ser sostenido artifi​cialmente bajo como contribución del país al esfuerzo bélico del imperialismo “aliado” e iba a tener alzas significativas. Hay cierto acuerdo básico entre las clases dominantes de que el auge de la acumulación se garantizará sólo si reprime al movi​miento democrático, lo cual se expresa en la ruptura de la incómoda alianza de 2 lustros entre el Partido Liberal y los sindica​tos durante el corto período de Lleras Camargo, la represión contra las huelgas y movimientos solidarios que éstas arrastran de manera creciente y, como ya se ha visto, con toda una serie de concesiones a la clase terrateniente que golpean las aspiraciones democráticas del campesinado.

La inclinación por la vía reaccionaria se expresa dentro del Partido Liberal que se presenta dividido a las elecciones de 1946 y que prefiere que salga electo el candidato conservador antes que Gaitán. El programa político de Gaitán refleja, no sin deformaciones, a las fuerzas democráticas del país, en primer término a sectores de la pequeña burguesía urbana y rural, pero no menos al grueso de las bases del movimiento sindical, aunque esto no sea reconocido, por causas distintas, por la Central Liberal, la CTC, y el Partido Comunista.

En relación con el problema agrario, Gaitán hizo campañas de organización campesina por medio del UNIR hasta 1936 y litigó contra las pretensiones de los terratenientes y a favor de los colonos en varias sonadas ocasiones. Las aspiraciones de las masas de lograr mayores derechos políticos de organización expre​sión y petición, de desarrollo democrático en el campo, de mayor intervención económica del Estado y de control de ganancias y rentas son tomadas y aireadas abiertamente por esta fracción del liberalismo. A pesar de que esta plataforma no constituye en sí misma una amenaza revolucionaria, menos aún por el tipo de organización y política que desarrolla el caudillo, el movimiento que cruje bajo esta dirección puede desbordarla y hace peligrar las relaciones de dominación vigentes, garantizando poco la permanencia de las condiciones de gran acumulación que se abren durante la postguerra.

La situación internacional presiona simultáneamente sobre las alianzas dentro del bloque de poder nacional. La confrontación mundial contra el fascismo hacía difícil concebir una hegemonía conservadora durante la contienda, pero las nuevas condiciones que crea la guerra fría y febril campaña anticomunista que se abre después con la paz, fortalecen indudablemente el proyecto político reaccionario a nivel local. Los conservadores y la mayor parte de la dirección del liberalismo se apoyan en los intereses norteamericanos, se comprometen a abrir la economía a los capitales extranjeros y se alistan en el ejército anticomu​nista internacional.

En el posterior desarrollo de esta coyuntura se abren más noto​riamente las posibilidades de las dos vías de desarrollo capita​lista en el país: sectores de la burguesía con el campesinado y las masas contra los terratenientes o alianza entre todas las fracciones de la clase dominante contra la población. La primera de las vías está representada no tanto por la burguesía sino por el movimiento democrático que lidera Gaitán. La gran ofensiva reaccionaria que se desata contra las emergentes fuerzas democráticas va creando una creciente resistencia que culmina en una situación insurreccional de múltiples regiones del campo colom​biano y que abren por un momento la posibilidad de que se imponga la primera de las vías, que con todo termina siendo derrotada.

B. La violencia

La violencia que se desempeña sobre el país es rural y urbana, es decir, que constituye una política de la derecha contra el movi​miento democrático. En ella se comprometen las fracciones radi​cales del conservatismo y es tolerada por el gobierno, mientras que el centro del liberalismo concilia con tales sectores. Más precisamente, la política de violencia pretende aplastar las reivindicaciones del campesinado, de la pequeña burguesía urbana y del proletariado por reforma agraria y, en general, por un desarrollo económico democrático. Los liberales abren el período represivo en 1945 y esto se extiende y profundiza bajo las dos administraciones conservadoras que le siguen.

La política de represión va desde la ilegalización de los sindi​catos y persecución abierta contra el Partido Comunista, la supresión del “hábeas corpus” y el derecho a la vida, hasta la liquidación genocida de las bases electorales rurales del Partido Liberal. La represión contra los liberales no es tanto contra sus fracciones más moderadas, aunque ellas también sufrirán en la medida en que se polariza el medio político, sino contra la dirección gaitanista de un movimiento popular que frecuentemente la desborda.

La política de violencia toma cuerpo en 1946 en alejados distri​tos rurales que favorecen electoralmente al liberalismo o están relativamente empatados con el partido opuesto, donde bandas armadas organizadas por los conservadores o la misma policía, que recluta matones, se dan a la tarea de expropiar cédulas electora​les, a exigir que los amenazados voten por los conservadores, cuando no a asesinar a los hombres y violar a las mujeres del odiado partido contrario.

La dirección del Partido Liberal pasa a manos de Gaitán con base en los resultados de las elecciones parlamentarias de 1946 y protesta en términos pacifistas contra la violencia rural que viene permitiendo el gobierno. A principios de 1948, el gaita​nismo organiza en Bogotá una manifestación nocturna de más de 100.000 personas para protestar contra la política de violencia.

El asesinato de Gaitán el 9 de abril de 1948 es parte de la ofensiva reaccionaria y terrorista de la ultra derecha conserva​dora que busca aplastar toda protesta o reivindicación popular y, en este momento, elimina a su máximo aglutinador, que se perfila​ba como seguro ganador de las elecciones presidenciales de 1950. Por estos días se cumple también en Bogotá la instalación de la Conferencia Panamericana que le dará cuerpo a la OEA y se firman varios tratados militares bilaterales y continentales que le dan una gran injerencia a los intereses norteamericanos dentro de los cuerpos represivos de los estados latinoamericanos.

El 9 de abril todas las ciudades estallan en violentos alzamien​tos populares, con resquebrajamiento de la policía en Bogotá, la instalación de cabildos populares en Barrancabermeja, población que concentra al muy politizado proletariado petrolero y tomas de cabildos en múltiples localidades rurales del país. Sin embargo, los múltiples levantamientos populares no encuentran cauces organizativos propios que sustenten una ofensiva sostenida contra el gobierno. Este ciertamente se tambalea, pero el espaldarazo que le dan los liberales opuestos a Gaitán, con un corto vivido gobierno por unidad nacional, le dan nueva vida, permite su recuperación y le ofrece un precioso lapso de tiempo para purgar la policía y recrudecer su política de represión para inmovilizar y empezar a echar para atrás el ascenso popular. Ante esta realidad, los liberales optan por retirarse del gobierno que han salvado, sin plantear la defensa de la población liberal acosada por los matones del gobierno a todo lo ancho y a lo largo del país. A partir de 1949, la represión se destaca también contra los dirigentes de los liberales colaboracionistas y muchos se exilan.

El campo cruje bajo el peso de las hordas que organizan terrate​nientes y gamonales conservadores, además de las mismas fuerzas oficiales, que recurren a las regiones más atrasadas del país para reclutar adictos, los que serán llamados “chulavitas” y pájaros por la población perseguida. Se impone un verdadero reino de terror en el campo. Las propiedades de los terratenien​tes liberales son asoladas, haciendo fugar a sus arrendatarios y aparceros o a los campesinos parcelarios no definidos como con​servadores, por medio de la funesta “boleta”, que es un ultimátum de asesinato para los que abandonen rápidamente la región. Los mayordomos de las haciendas cumplen un papel destacado en la represión y muchos se enriquecen en base a los despojos de muer​tos y emigrados. En la región cafetera, que es base de masas del Partido Conservador, las fuerzas políticas se polarizan aún más que en otras regiones, lo cual da lugar a un verdadero baño de sangre.

La Iglesia, que es uno de los más importantes soportes ideológi​cos de las relaciones serviles, interviene en favor de los con​servadores y esto resquebraja su credibilidad, por lo menos frente a parte importante del campesinado liberal. Las “sanas” costumbres de los agregados y aparceros que son a la vez indica​tivos del carácter servil de sus relaciones con sus patronos se corroen en el proceso de guerra abierta y cuando ésta culmine será difícil reproducir las antiguas relaciones.

La expulsión de campesinos es cuantiosa, aunque no es posible calcular el número exacto. Si los muertos producidos por la violencia se calculan entre 200 y 300.000, los emigrados durante la confrontación deben alcanzar 3 o 4 veces esos montos. En regiones de pequeña propiedad, y aún de gran propiedad, la tierra se da barata y rápidamente, más barata aún por parte de los boleteados que deben abandonar precipitadamente una determinada región, un poco menos para los propietarios ausentistas que no osan volver a organizar sus fincas y optan por vender a menos precio.

La persecución sistemática desata una creciente resistencia liberal y comunista de base. Los hombres huyen al monte, consi​guen armas y primero se defienden para luego empezar a contra-ata​car a las bandas armadas conservadoras y a la policía. Las gue​rrillas liberales se organizan cada vez mejor y establecen coman​dos, como los de los llanos orientales y los de las zonas con tradición de lucha campesina, organizados por el Partido Comunis​ta, los cuales se dotan de un programa de reforma política y agraria y avanzan a nuevas regiones, donde hasta el momento se han desarrollado bandas armandas que se dedican al bandolerismo retaleatorio contra los conservadores, sin tener una visión política de la situación.

La situación empieza a cambiar cualitativamente con la extensión del movimiento campesino en armas. El ejército interviene de manera creciente, porque las fuerzas paramilitares de los conser​vadores y la policía no pueden manejar una situación insurreccio​nal de masas en amplias regiones del país. A partir de esta situación de avance del movimiento campesino, la actitud del ejército frente al gobierno de Laureano Gómez se vuelve ambigua y éste comienza a resquebrajarse.

Los proyectos políticos de Gómez incluyen una reforma a la Cons​titución de corte falangista y corporativo que no tiene capacidad de lograr hegemonía entre las clases dominantes y menos aún ser aceptada por ningún sector de masas, lo cual hace que sean recha​zados. Lo que preocupa verdaderamente al disgregado bloque de poder es el avance y la generalización de la situación insurrec​cional en el campo, situación que es alimentada por la política de guerra que viene implementando el gobierno contra la oposición y que en vez de liquidar la resistencia armada no hace más que multiplicarla.

La dirección liberal negocia con el sector ospinista del conser​vatismo, que se ha empezado a diferenciar del gobierno por su fracaso político y militar frente a la resistencia armada, y negocia con base en el poder militar que han desarrollado las bases campesinas y sus guerrillas, sin ningún apoyo firme de parte de esa dirección. Los ospinistas, a su vez, capitalizan la diferenciación política que se da entre los altos mandos del ejército, le retiran paulatinamente su apoyo al gobierno y le organizan el golpe militar del 13 de junio de 1953, bajo el mando del general Gustavo Rojas Pinilla. La dirección liberal entra a ejercer su influencia para desmovilizar y desarmar las guerri​llas, lo cual garantiza la política de suspender la guerra contra las masas liberales. El gobierno militar actúa bajo un programa de paz y amnistía y logra un apoyo inmediato dentro de las clases dominantes y dominadas.

Por un tiempo apreciable, el gobierno militar es manejado por el sector ospinista que ocupa los cargos más importantes del gabine​te, pero la crisis política ha vulnerado tanto las avenidas de representación dentro de la clase dominante, que Rojas se erige en un bonaparte del trópico, como ámbito de las clases en con​flicto y desarrolla un equilibrio basado en el apoyo de capas populares urbanas y de sectores terratenientes, lo cual le presta una gran autonomía frente a todos los sectores políticos de las clases dominantes.

Es así como el gobierno militar desarrolla un proyecto cesarista que entrará en contradicción con la mayor parte de las fracciones políticas del bloque de poder, el cual necesitará unificarse bajo un nuevo proyecto para derrocar al dictador. Lo que si es indu​dable que logra este gobierno es desmovilizar las regiones más insurreccionadas, en particular los llanos orientales, aunque no logra lo mismo en las zonas de influencia comunista, pero de todas maneras despeja el camino contra una posible revolución agraria y defiende en últimas los intereses de largo plazo de todos los grupos de poder.

De esta manera, la política del gobierno militar sienta todas las condiciones para constituir la unidad política perdida entre las diversas fracciones de la clase dominante y para que una de ellas tenga la posibilidad de ejercer su hegemonía en el futuro. Cumple entonces el gobierno de Rojas el papel clásico de los regímenes de carácter bonapartista de erigirse en forma absoluta durante períodos de aguda crisis política y social y de ascenso del movimiento popular, para restaurar las antiguas relaciones de dominación política.

El movimiento campesino en armas es así desmovilizado, por un lado, cuando todavía no ha encontrado una dirección nacional y no ha perfeccionado un programa político y económico y mermado, por otro lado, porque los líderes más prominentes que han surgido de la lucha son asesinados en tiempos de paz. Las zonas comunistas serán atacadas más adelante por el ejército, entre 1964 y 1966, pero no podrán ser aplastadas ni política ni militarmente y de allí surgirán las FARC que hasta hoy se mantienen activas.

Las zonas de violencia entran a ser reorganizadas por el gobierno militar y por las administraciones bipartidistas que le siguen: se trasladan núcleos enteros de población de uno u otro color político para aislarlos de la contienda partidista, se otorgan créditos en las regiones más devastadas, se declaran inválidas las transacciones de tierras hechas durante la guerra para que puedan ser demandadas y si acaso restituidas a sus poseedores originales, se abren nuevas zonas de colonización vigiladas por el ejército y se trata infructuosamente de atender a los cientos de miles de damnificados que han llegado a las ciudades huyendo de la guerra. Todo esto es muy poco para las profundas heridas que ha legado la violencia sobre el cuerpo social de la Nación y en particular para compensarlas.

Si bien el movimiento campesino ha sido debilitado en términos militares y políticos no es tampoco aplastado y sigue desarro​llando actos de resistencia que están en la base de la política de reforma agraria que desarrolla más adelante el Frente Nacional para neutralizar en alguna medida las razones del conflicto social.

Existe la interpretación en Colombia de que la violencia es un proceso de restauración feudal y que, en consecuencia, frena el desarrollo del capitalismo a nivel nacional. Sin embargo, aún en el plano de los proyectos políticos más reaccionarios, se trata de promover el desarrollo de la acumulación, manteniendo los derechos de propiedad de los terratenientes; en el plano social, la violencia no puede restaurar todo un sistema político y so​cial, de sujeción de hombre y tierras que había sido vulnerado en sus cimientos por el movimiento campesino y por el desarrollo mismo del capital desde principios de siglo. En vez de contri​buir a reafirmar el viejo sistema de producción la violencia hace exactamente lo contrario: destruye los vínculos de dependencia personal de los arrendatarios con los terratenientes y hace que los mecanismos extraeconómicos se tornen inoperantes en la mayor parte de las regiones afectadas por la guerra después de que ésta culmina. El inmenso desajuste social, político, ideológico y de localización misma de la población termina por vulnerar las bases del viejo régimen de producción, lo cual también aplica a amplios sectores de la economía campesina que se ven sacudidos por el conflicto.

Los vínculos de la propiedad territorial también sufren profundas modificaciones como consecuencia de la guerra. La tierra será mucho más móvil ahora, tanto en zonas de gran como pequeña pro​piedad, que antes de que todo ese mundo que funcionaba bajo el lento ritmo de la renta arrancada al pequeño arrendatario o por la reproducción de la unidad parcelaria se viniera estruendosa​mente abajo en las llamas de la guerra partidista. Existen múltiples evidencias de que los valores territoriales tuvieron una apreciable baja durante la guerra, lo cual favoreció al empresariado agrícola que venía surgiendo de entre pájaros, mayordomos y agresivos empresarios que sacaron el máximo provecho del gran desajuste social. Terratenientes de bando equivocado en determinadas regiones optaron por vender a los violentos kulaks o arrendar a la emergente burguesía agraria, debilitándose los viejos sistemas de explotación ausentista.

Pero es más, la movilidad de los hombres se hace excesiva después de la violencia, no sólo por los cientos de miles de emigrados sin medios de vida ni producción, sino porque la acumulación dentro de la misma economía campesina, sobre todo la cafetera, concentrada durante la violencia, aumenta la diferenciación de clases y el número de obreros. La economía campesina a partir de este momento se transforma más claramente en una máquina expulso​ra de población, lo cual se agudiza con la competencia que impone la agricultura comercial sobre los cultivos parcelarios, contri​buyendo no tanto a la diferenciación de las clases entre el campesinado, sino a la pauperización de los productores de lade​ra.

El exceso de hombres que se empieza a manifestar entonces conduce a una baja de los salarios reales urbanos y rurales. El exceso de brazos es especialmente notable durante los años 50 en el Valle del Cauca y en la región de Armero, en el departamento del Tolima, que reciben miles de migrantes que entrarán a ser los brazos baratos con que se nutre el vigoroso desarrollo del capi​tal que empiezan a vivir esas dos regiones.

El mismo desarrollo capitalista ya había dislocado todas las variables demográficas y por un tiempo se expresaría en un aumen​to significativo de la población, resultado de una reducción de la morbilidad infantil y de un aumento de la esperanza de vida. La medicina y las nuevas drogas se venían generalizando entre la población, más como resultado de la expansión del mercado que por acción del gobierno, aunque después también mejorarían los servi​cios públicos de salud.

El dislocamiento poblacional anterior, sin embargo, se acentuaba por la violencia y se hizo más evidente en los años cincuenta y se toma conciencia, particularmente durante el gobierno de Alber​to Lleras Camargo (1958-1962), de que existe una inmensa pobla​ción sobrante que se concentra en grandes anillos tuguriales alrededor de las principales ciudades del país y que eventualmen​te serán criaderos masivos de delincuencia. Pero aún antes de esta toma de conciencia, no era nada evidente de que sobrara población: recuérdese que sólo 30 años antes se había dado una gran escasez de mano de obra asalariada.

Aparecen hacia el final de la década del cincuenta corrientes neomalthusianas que le adjudican el desempleo y la miseria a perversas tendencias reproductoras de la población y se estable​cen en forma privada, pero apoyadas por el gobierno, programas de control natal que serán bienvenidos por la mayor parte de la ciudadanía, a pesar de una cerrada oposición de la Iglesia católica y de algunos maoístas. El programa es tan exitoso que contribuye a que la tasa de natalidad se reduzca del 3.3% anual en los sesentas, al 1.8% en los ochentas. Se puede hablar quizás de un “milagro demográfico”, pero es más bien el resultado natu​ral de un proceso demasiado rápido de modernización y adaptación de la familia a las nuevas condiciones propiciadas por el capita​lismo: la mujer entra al mercado de trabajo, se independiza y exige controlar su cuerpo, la necesidad de familias más pequeñas, el descubrimiento de la libertad sexual y los cuidados que exige y la responsabilidad frente a los hijos.

La vía del desarrollo terrateniente expresa de esta manera sus contradicciones en la misma conformación urbana que exhibe un monstruoso mercado de trabajo, en el que sobran entre el 25 y el 35% de sus aspirantes. Por otra parte, el monopolio territorial no permite que la economía campesina se expanda y por el contra​rio la hace expulsar sus efectivos poblacionales. Todos estos problemas, estancamiento productivo, creciente superpoblación que aparenta ser absoluta frente a la débil acumulación e inestabili​dad política que le produce la insurgencia de los desocupados y el ascenso de las luchas obreras son las contradicciones que minan la marcha del endeble sistema capitalista en Colombia, que poco ha resuelto su agudo problema agrario durante los años 60.

4. El reformismo de nuevo

A. Las políticas agrarias

Si la etapa de reforma que se cierra en 1936 estaba dirigida a ajustar las relaciones de trabajo y de propiedad en el campo, frente al avance del capitalismo y a responder las demandas del movimiento campesino, el reformismo que se inicia en 1961 preten​de más solventar los problemas legados por la guerra en el campo que asegurar condiciones de desarrollo capitalista, que de todas maneras ya estaban dadas. Los cientos de miles de emigrados y de transacciones forzadas de tierras, los cambios profundos en las estructuras políticas locales, la posibilidad de que las zonas comunistas, autorrestringidas por una política de defensa y no de expansión, se multiplicaron y profundizarán el enfrentamiento clasista en el campo; en fin, toda una paz social perdida por tanto tiempo, hacen urgente hacer concesiones al campesinado.

Esta realidad está en la base del programa social y económico del Frente Nacional que, a la vez que establecer un monopolio políti​co del liberalismo y del conservatismo, plantea la necesidad de “una reforma de la estructura de la propiedad en el campo”, acom​pañado de una política de relativa libertad sindical legalización del partido comunista, imperio del régimen constitucional, que será la excepción frente al estado de excepción con que se gober​nará durante todos los gobiernos del Frente Nacional. Sin embar​go, el bipartidismo continúa siendo un régimen con escasa base política y no puede operar sino por encima de sus propias reglas de juego democrático, es decir, por medio del estado de sitio permanente.

El plebiscito de 1958 consulta al electorado en relación con la paz social —todos quieren obviamente la paz— pero lo hace al aprobar al mismo tiempo un férreo sistema de alternación presi​dencial entre los dos partidos históricos con unas reglas de “paridad política” en el aparato de Estado, que excluye cualquier posibilidad de que la ciudadanía revoque su mandato o castigue el mal gobierno optando por una agrupación política distinta. De esta manera, el pacto aludido corrobora el hecho de que la guerra ha sido ganada por los conservadores, especialmente por la manera como han sido desmovilizadas las guerrillas liberales. Con menos del 40% de la votación popular, los conservadores tienen “dere​cho” a dos períodos presidenciales que suman 8 años de 1958-1974 y a la mitad de la fronda burocrática del gobierno a todos sus niveles. La violencia y la manera como se transa con el movi​miento insurreccional, da la medida del peculiar régimen político vigente en el país: al lado del monopolio bipartidista y la desproporcionada representación conservadora, se dan las liberta​des públicas básicas, recortadas por el régimen cuasi- permanente de excepción. La violencia se convierte en tema tabú para el país frentenacio​nalista. Las responsabilidades políticas por el genocidio son perdonadas y olvidadas. Connotados dirigentes de la represión figurarán en ministerios, gobernaciones y alcaldías. Algunos pueblos tradi​cionalmente liberales pasan a convertirse en fortines conservado​res. Cuando en 1963 se publica el estudio  La Violencia en Colom​bia, del padre Germán Guzmán, Orlando Fals Borda y Eduardo Umaña Luna, el libro será recogido de las librerías durante algunos días pero resulta difícil justificarlo y sale a la luz pública causando gran impacto. Todavía en 1977, cuando se pasa por la televisión la novela sobre la violencia de Gabriel García Már​quez, La Mala Hora, el Partido Conservador y los mandos militares no ahorran recursos para impedir su difusión masiva, pero sale al aire y conmueve sobre todo al público que alcanzó a vivir la experiencia, sorprendiendo también a la juventud que poco ha sido informada sobre la guerra civil.

La coyuntura internacional de los años 60 hace aún más apremiante el reformismo agrario. Tanto la administración Kennedy como las clases dominantes nacionales, comprenden que la revolución cubana muestra con claridad que los problemas del campesinado y los que acarrea la dominación imperialista pueden ser resueltos con la instauración del socialismo. Los planes de ayuda norteamericanos adquieren un cariz reformista y la Alianza para el Progreso emerge como alternativa de la vía cubana que de todas maneras ha electrizado al continente, sobre todo a la juventud, y lo seguirá haciendo en los años que siguen. El programa bipartidista de reforma agraria, acordado en 1957, dentro de los pactos que dan cuerpo al Frente Nacional, recibe gran apoyo norteamericano. Esta confluencia de hechos e intereses nacionales e internaciona​les hará de Colombia la vitrina de la alianza, pues tiene aproba​do legislativamente su estatuto de reforma agraria en 1961, un año después de la conferencia de Punta del Este, la cual traza la estrategia reformista en el continente.

La reforma agraria colombiana hace bien poco por impulsar la vía democrática de desarrollo capitalista en el campo. La alianza de clases que diseña y aprueba la reforma excluye cualquier repre​sentación del campesinado. Tal bloque está compuesto por secto​res modernos como financistas cafeteros, industriales y algunos sectores empresariales del campo. Se oponen a la reforma los representantes más recalcitrantes de la renta territorial, como son algunas fracciones del Partido Conservador (en particular Alvaro Gómez Hurtado, hijo del expresidente Laureano Gómez) y la Anapo, todavía no conformada como movimiento que sigue a Rojas Pinilla y que se desarrollará ampliamente durante los años 60, pero que incluye este tipo de sectores.

La reforma es justificada en el plano ideológico como cura a los problemas de estancamiento industrial que plagan al país desde 1957; se habla de una insuficiencia del mercado interno y de fallas “estructurales” de la agricultura problemas ambos que pueden ser resueltos favorablemente con la redistribución de la propiedad agraria y la creación de una importante clase media rural, lo cual a su vez sentará bases firmes para una verdadera democracia parlamentaria en Colombia.

Los términos para la reforma son moderados para los terratenien​tes aunque no deja de molestarlos. La expropiación requiere de largos trámites e indemniza en base a avalúos generosos, pero utiliza un sistema de pago no muy líquido que proteje poco a los afectados de la inflación que por estos años ronda en niveles bastante altos. Los verdaderos términos de la reforma están dados por el hecho de que se necesitarán varias decenas de veces el presupuesto nacional para adquirir las 13 millones de hectáreas que monopolizaban unos 8.000 individuos en 1970, según censo agropecuario de ese año. El censo mostraba además de que había 1.000 explotaciones de más de 2.000 hectáreas de extensión que ocupaban el 25% del área agropecuaria del país, en tanto que los campesinos con menos de 10 hectáreas tenían sólo el 7.5% del mismo área en uso.

El nuevo estatuto establecía que la tierra debía ser catalogada como “inadecuadamente explotada” para poder ser expropiada. Fuera de la largueza conque se podía juzgar lo adecuado o no en la explotación de una determinada hacienda, la ley hacia difícil intervenir al Instituto de Reforma Agraria (Incora), doquiera que el capital había organizado la producción agrícola. Evidentemen​te, el Incora no intervino ninguna región de agricultura comer​cial y una vez que lo intentó en la región de Jamundí, en el Valle del Cauca, la oposición fue tan irascible que la medida fue suspendida sobre la mayor parte de las tierras que iban a ser afectadas.

La política de titulación de baldíos del Incora fue un poco diferente a la de expropiación, porque la presión sobre la fron​tera agrícola aumentó considerablemente con los emigrados de la guerra. La reversión al Estado de las tierras en propiedad pero no habilitadas, entró a operar ahora con mayor plenitud que en los intentos reformistas pasados. Los grandes propietarios pretendían menos ahora que antes la posesión de regiones no civilizadas, aunque no dejaban de presentarse conflictos en la medida en que tales regiones empezaban a ser integradas al merca​do nacional. La nueva situación política lleva incluso a muchos terratenientes a afirmar que es mejor abrir la colonización que hacer reforma agraria y exageran las bondades de la selva y la cantidad de tierras disponibles.

La titulación de colonos será entonces el único campo en el que el Incora tendrá un efecto importante, con cerca de 4 millones de hectáreas tituladas entre 1963 y 1977; sin embargo, tales títulos no serán garantía para resistir las bandas armadas de los terra​tenientes o a los mismos detectives rurales, cuando las zonas de frontera tengan posibilidad de valorizarse o cuando las reses de los grandes propietarios requieran del espacio vital de los colonos. Los campesinos de estas regiones responden a estas presiones prestándole apoyo a los grupos guerrilleros que se forman precisamente en zonas de frontera o se organizan política​mente para defender sus derechos.

Cuando tal situación de ausencia del Estado facilita el desarro​llo de cultivos de marihuana y coca y de establecimiento de labo​ratorios de cocaína, el conflicto en las zonas de colonización estallará en varias direcciones: asociación entre guerrilla y traficantes y la imposición de tributos como el gramaje que implica corrupción cierta para el purismo ideológico de los movimientos político-militares, organización de paramilitares que trabajarán a veces con el ejército en la liquidación de las bases sociales de la guerrilla o en la física liquidación de los cua​dros políticos de la Unión Patriótica entre 1987 y 1990; por último, ataques de la fuerza pública contra laboratorios y plan​tíos que daña a una numerosa población comprometida en una de las pocas actividades cuya renta cubre los costos de transporte.

Por fuera de las áreas de colonización, el Incora no llega a afectar 200.000 hectáreas en todo su período de vida en la forma de expropiación. De las 13 millones de hectáreas monopolizadas por los más grandes latifundistas eso constituye sólo el 1.5%. En algunos casos los pagos se hicieron con tan relativa liquidez que se torna en buen negocio ser “incorado”; de esta manera, un peculiar intermediario de tierras costeño, apodado el “gallino”, se especializa en este tipo de operaciones y termina con múltiples procesos en su contra o más bien en su favor, descubriéndose que fomentó varias inva​siones de campesinos a sus predios para precipitar la interven​ción del Incora.

B. El agotamiento del reformismo

El Incora empieza a funcionar en 1963. Existe por un tiempo una gran expectativa dentro de los grandes propietarios por ver su alcance, pero en la medida en la que se desarrolla su política comprenden que van a ser afectados sólo ligeramente por la refor​ma. La amenaza legal siempre tiene algún peso y hay propietarios que habilitan tierras para escapar a la posibilidad de que estas sean juzgadas inadecuadamente explotadas; otros dividen sus propiedades entre familiares y el resto arrienda a la burguesía agraria bajo formas subrepticias de compañías limitadas, puesto que cualquier arrendatario, pequeño o grande, tiene a su favor el estatuto legal de 1961 y puede demandar propiedad sobre tierras que haya mejorado.

Ciertamente, las estadísticas sobre producción y área sembrada bajo cultivos comerciales muestran poco, un presunto efecto que pueda tener la reforma agraria sobre la inversión agrícola. La tasa de crecimiento de los cultivos comerciales es de alrededor del 12% anual. El país deja de importar algodón en 1960 y en 1965 está colocando excedentes en el mercado mundial. Los culti​vos de soya y sorgo se inician durante este decenio y tienen un crecimiento vertiginoso. El arroz entra a ser dominado por la gran agricultura comercial y abastece adecuadamente las necesidades internas, con una relación de precios bastante favorable a los consumidores. La misma ganadería aumenta también sus colocaciones en el mercado y no se nota durante estos años ninguna tendencia a un sacrificio excesivo de vientres de cría, el cual es el indicador principal de la inversión ganadera.

En la etapa que se abre a partir de 1955 a 1970, los términos de intercambio entre campo y ciudad muestran una gran estabilidad relativa y ya no se aprecia la ventaja abrumadora que solían tener los agricultores y los ganaderos en relación con el resto de precios. Esta nueva tendencia se explica de varias formas: la acumulación industrial va lenta durante la mayor parte del perío​do y en consecuencia la demanda agregada por subsistencias y materias primas no es tan dinámica como antes, a lo cual se agregan altas tasas de devaluación que encarecen sus insumos importados y hacen que sus precios sean ascendentes, al mismo tiempo que se desarrolla vigorosamente la gran agricultura comer​cial, elevando el nivel de abastecimientos, lo cual hace que sus precios bajen frente al resto de precios; se compensa lo anterior con aumentos importantes de la productividad del trabajo y de la tierra que hacen rebajar su nivel de costos unitarios. Los cultivos de tipo tradicional y mixto (donde existen explotaciones parcelarias y comerciales) muestran, por el contrario, poco crecimiento y la relación de precios los favorece ampliamente, a pesar de que las variaciones de esos precios sean particularmente agudas, conformando una situación inestable para el desarrollo de la inversión. En todo caso, los efectos de la reforma agraria parecen favorecer el desarrollo de la gran agricultura comercial.

Bajo el mandato del conservador Guillermo León Valencia (1962-1966) la reforma agraria no acaba de despegar. Las acciones del Incora se concentran en las regiones que sufrieron una mayor violencia política, pero su cobertura es estrecha y atiende sólo los casos de campesinos organizados, pues los demás se encuentran dispersos en zonas de colonización o refugiados en las ciudades y no tienen suficientes garantías para retomar al campo y recupe​rar sus propiedades. En muchas regiones se ha formado una capa de terratenientes nuevos con la violencia como el mestizo Mon​tiel, el comerciante Don Sabas y el alcalde del pueblo paradigmático de Colombia, donde Gabriel García Márquez hace transcurrir la trama de su novela La Mala Hora. Muy pocos de ellos se ven obligados a devolver las tierras que robaron o adquirieron por muy poco dinero durante la guerra, aunque algunos tengan que ceder parte para legalizar el resto bajo la supervisión del Incora.

Las regiones mejor organizadas política y militarmente, como varios municipios de la región del Sumapaz, el Pato, Guayabero en el Huila, y Marquetalia y otros más, todos relativamente margina​les a la economía nacional, son difamados por la prensa como “Repúblicas Independientes”, y contra ellas el ejército lanza varias campañas de cerco y aniquilamiento; son bombardeadas en varias ocasiones y se utiliza el napalm, todo para poder restaurar el poder de los grandes propietarios territoriales y el de “la Nación” sobre este tipo de regiones.

Durante esta etapa se desarrollan nuevas organizaciones guerri​lleras que se desprenden del Partido Comunista y del movimiento estudiantil. La escisión maoísta del PCC conforma el Ejército Popular de Liberación, EPL, como brazo armado del PCC, que opera en la región del alto Sinú, acercándose a la frontera panameña, en una zona de colonización que a la vez es región ganadera latifundista. Del movimiento estudiantil y orientado por el castrismo surge el Ejército de Liberación Nacional, ELN, que actúa en la región también recientemente colonizada del Carare, en el departamento de Santander y en el Magdalena medio y que recoge cierto apoyo del campesinado. En los setentas surge el Movimiento 19 de Abril de la Juventud de la Anapo, M-19, para conmemorar la imposibilidad de la vía electoral puesto que aducen que su victoria en las elecciones presidenciales de 1970 les fue arrebatada por medio del fraude bipartidista. Estos logran más apoyo urbano que rural. 

La radicalidad del movimiento guerrillero recoge reivindicaciones reprimidas del campesinado y es respondida por el gobierno con una combinación de acción militar para las zonas donde operan directamente los grupos alzados en armas, apoyada además en campañas “cívico militares” que pretenden ganarse políticamente a la población por medio de campañas de sanidad, higiene y reparto de alimentos y, por otra parte, con la intensificación del refor​mismo en el resto del país.

Durante la administración Lleras Restrepo (1966-1970), la reforma agraria recibe un nuevo impulso en dos sentidos: se organiza, por una parte, un movimiento campesino oficial, la Asociación Nacio​nal de Usuarios Campesinos ANUC, que tiene como fin agilizar y multiplicar los servicios del Estado en materia de reforma agra​ria, a la vez que servir como grupo de presión, sobre todo, como eventual ejército electoral del liberalismo; por otra parte, se pasa una nueva ley que establece la afectación automática por el Incora de predios explotados bajo relaciones precapitalistas, como las agregaturas y aparcerías, con la obligatoria inscripción de los pequeños arrendatarios en las alcaldías de cada municipio y vereda del país. Mientras el gobierno “izquierdiza” al Incora, la ANUC, se politiza, pero no de acuerdo con los intereses del liberalismo, sino levantando las reivindicaciones que surgen de los siglos de opresión política y expropiación económica: reforma agraria ya, la tierra para el que trabaja, tierras sin patronos, expropiación sin indemnización, eliminación de intermediarios y usureros son las consignas que se riegan como pólvora a todo lo largo y ancho del país.

La ley de arrendatarios y aparceros, mientras tanto, opera más en el sentido de volver a precaver a los terratenientes para que lancen a sus dependientes, que para adjudicar a todos los fundos que detentan precariamente. De acuerdo con las estadísticas oficiales, entre 1968 y 1975, se inscriben 76.000 pequeños arren​datarios dentro de un área de 545.000 hectáreas en las alcaldías. Sin embargo, el balance final de otorgamiento de los fundos antes arrendados en propiedad, sólo alcanza a 2.400 campesinos o sea menos del 2% de lo que figuraban como pequeños arrendatarios en el Censo Agropecuario de 1970.

En 1971, bajo el gobierno del conservador Misael Pastrana Borre​ro, la ANUC hace un primer congreso y se dota de un programa democrático que recibirá el nombre de “Primer Mandato Campesino”, donde se configuran los siguientes puntos como objetivos princi​pales del movimiento: eliminación del monopolio sobre la tierra y liquidación de la propiedad latifundista, prohibición y liquida​ción de los sistemas aberrantes de arrendamiento, aparcería, parambería, agregados, vivientes y similares, entrega de la tierra gratuita y rápidamente a los que la trabajan o quieran trabajarla, establecimiento de un régimen de grandes unidades cooperativas de autogestión campesina y protección al pequeño y mediano propietario que explota directamente su predio.

El movimiento campesino dotado de un programa y una dirección se multiplica en todas la regiones del país. Para comienzos de 1972, la ANUC se lanza a una coordinada acción de invasiones a escala nacional que alcanzan más de 2.000, aunque no tiene sufi​ciente fuerza para consolidar muchas de ellas porque no hay fuer​zas políticas urbanas importantes, en particular un desarrollado movimiento obrero, que los apoye decisivamente. Aún así, después de esta oleada y otras que le siguen en años más recientes, el campesinado logra conquistar casi tanto como las 200.000 hectáreas que no acaba de otorgar el Incora durante más de 14 años de existencia.

La movilización campesina de 1972 polariza al país. Las clases dominantes se unifican para condenar las aspiraciones por la tierra y acuerdan una suspensión inmediata de la política reformista. En una pequeña población del departamento del Tolima, llamada Chico​ral, se dan cita los representantes del capital y la renta del suelo, los partidos tradicionales y los Ministros del Despacho para acordar los lineamientos básicos de una nueva política agraria, que se condensa en el abandono de toda pretensión di​stributiva de la gran propiedad territorial. Este acuerdo se le conoce como el “Pacto de Chicoral”. Los terratenientes se com​prometen por su parte a pagar impuestos al Estado —han sido tradicionalmente los evasores más recalcitrantes del fisco— lo cual se plasmará en la renta presuntiva introducida en la Reforma Tributaria de 1974 bajo la administración López Michelsen; los grandes propietarios reciben a cambio la garantía de no expropia​ción o pagos prácticamente de contado en el remoto caso de ser intervenidos por el Incora; se les ofrece además el reforzamiento del aparato de crédito por medio del Fondo Financiero Agropecua​rio. Estos acuerdos programáticos se concretan en las Leyes 4ª y 5ª de 1973.

La ANUC es debilitada progresivamente por la represión y por el paralelismo de una segunda ANUC más moderada y apoyada por el gobierno. La organización intenta defenderse a partir del Con​greso que se hace en Sincelejo en 1974, pero sólo empieza a recu​perarse en 1977, cuando logra reunir su IV Congreso en la pobla​ción de Tomala en el departamento de Sucre, cerca de uno de los baluartes campesinos, tierras ocupadas victoriosamente por el movimiento en años pasados. En este último congreso, la ANUC se plantea más moderadamente como un camino hacia la conformación de un partido campesino, se apresta a dejar su tradicional política abstencionista en las contiendas electorales y se hace a una plataforma nacionalista de reforma. En los años subsiguientes la organización se debilita progresivamente.

En el campo del liberalismo, el candidato López Michelsen enarbo​la un programa agrario desde 1973 que expresa que los tiempos de reforma están enterrados indefinidamente para las clases dominan​tes colombianas. Como candidato derrota a Lleras Restrepo en la Convención Liberal de ese mismo año, precisamente sobre la base del agotamiento y fracaso de la política reformista del segundo.

La nueva orientación en materia agraria se expresa en el programa de gobierno que ha sido elegido por una abrumadora votación de 3 millones de votos, con el plan de Desarrollo Rural Integrado (DRI) que reemplaza la reforma social agraria. El nuevo programa se pone en ejecución con retardo en zonas de economía parcelaria, y tiende a favorecer al campesinado rico y medio, pues sólo se otorgan créditos a propiedades mayores de 3 hectáreas y que puedan responder financieramente por los préstamos, con tecnolo​gía adaptada a las condiciones sociales de este tipo de explota​ción, sumado a organización cooperativa para el mercadeo y complementado con planes de vías, salud, educación, etcétera.

Esta nueva orientación que sigue muy de cerca el pacto de Chico​ral se expresa también por la iniciativa del gobierno de López de proponer y hacer aprobar por el Congreso en 1975 la Ley 6ª o de aparcería que hace esfumar por último la presión reformista para que los terratenientes más atrasados, que oprimen todavía al campesinado por medio de rentas precapitalistas, se deshicieran de los vínculos de sujeción extraeconómica. Según el Censo Agropecuario de 1970 había todavía 152.500 explo​taciones de tal tipo, menores de 20 hectáreas, que ocupaban unas 612.000 hectáreas, lo cual equivale a una sexta parte de las explotaciones existentes en el campo colombiano y a un 2% del área agropecuaria. La nueva ley garantiza que los terratenientes que así gusten pueden continuar explotando a sus arrendatarios, sin riesgo de que los fundos que estos ocupan puedan ser declara​dos de su propiedad. La nueva ley elimina, de paso, el matiz de ambigüedad anotado atrás, que abría la posibilidad de que un gran arrendatario capitalista demandara al terrateniente por las mejoras introducidas en el lote arrendado y que había dificultado en cierta medida la expansión del gran arriendo moderno. Se permite incluso que las grandes haciendas hagan uso de las apar​cerías para proteger sus ganados del abigeato, por medio de familias campesinas, cuyo papel principal es la de servir de “guachimanes”, es decir vigilantes y no de tributar rentas obso​letas a los grandes ganaderos.

Retorna de esta manera a su marca el péndulo histórico del refor​mismo, caracterizado por fases relativamente cortas y vacilantes de hacer concesiones a los campesinos, seguida por períodos extensos de políticas represivas y de incentivos tributarios y crediticios para impulsar la modernización de la gran propiedad o para agilizar su arriendo por parte de la burguesía agraria.

C. Desarrollo agrario y mercado mundial

El avance de la agricultura comercial ha sido sustancial en los últimos 40 años. Si en 1950 había unas 270.000 hectáreas sembra​das industrialmente, en 1990 hay más de 3.5 millones de hectáreas cultivadas con base en el sistema de fábrica, contra unos 5.0 millones de hectáreas de superficie agrícola disponible. Esto hace que aproximadamente el 70% de la producción agrícola del país en la actualidad en términos de valor sea generada bajo relaciones modernas de trabajo.

Los cambios operados como resultado de la industrialización de la producción agrícola y la tecnología disponible por la denominada “revolución verde”, además del uso de la maquinaria pesada y de agroquímicos, transformaron la productividad agrícola hasta el punto de hacer posible aumentar las ganancias de los empresarios agrícolas, incrementar las rentas de los terratenientes y aún permitir un margen para una ligera baja en los precios de los cultivos comerciales. Los conflictos tradicionales entre burgue​sía industrial y agraria, y entre estas y los terratenientes, fueron aminorados durante un período sustancial de tiempo, porque sus respectivos ingresos tendían al aumento como resultado de la anotada estructura de precios y rentas de la producción agrícola.

Sin  embargo, durante el período 1970-1975 los desequilibrios del mercado mundial trasformaron todas estas relaciones: los terrate​nientes y los empresarios agrarios se beneficiaron a costa de una parte considerable del fondo de salarios y una parte de las ganancias de la burguesía industrial, en particular de la frac​ción de ella que trabaja para el mercado interno. La bonanza cafetera iniciada en 1976, más los auges de las exportaciones de droga, contribuyeron a acelerar la acumulación de capital y de nuevo los precios agrícolas lideraron la inflación. La recesión de los ochenta desinfló a la economía toda y los precios agríco​las se derrumbaron más que el resto. La recuperación posterior, entre 1986 y 1990, vio de nuevo un auge inflacionario, ahora sin precedentes, alimentado en parte por las exportaciones agropecua​rias a los países fronterizos.

La ganadería por su parte, monopoliza unas 23 millones de hectáreas, pero abandona las regiones más fértiles como el valle del Cauca, el del Cesar, regiones del Tolima, Cundinamarca, Caquetá, etcétera, para entregarlas al arriendo de los empresarios del campo. Existe cierta racionalidad mínima en el empleo de las tierras por los ganaderos que utilizan las regiones con buen régimen de aguas para la ceba de los animales, las más salubres para la producción lechera que es intensiva en su manejo y el resto como recintos de cría y levante, donde se mantiene un ganado flaco por demasiado tiempo antes de que sea conducido a la ceba y de allí al degüello.

En todo caso, la productividad ganadera deja mucho que desear y evoluciona con extrema lentitud: extrae comercialmente sólo entre un 12 y un 15% del hato, cuando la extracción puede llegar a un 30%, las condiciones de sanidad son precarias, la natalidad es baja y muy alta la mortalidad. Todas estas variables han mejora​do sustancialmente durante los años ochenta, según un trabajo de Luis Llorente, en el cual se aprecia una racionalización de los procesos combinados de producción de carne y leche, una rotación más rápida del ganado que se lleva al mercado más joven y gordo que antes y mejoras en las tasas de natalidad, por medio de la selección genética.

La realización del capital agrícola toma un curso combinado: la agricultura comercial se expande primero con base en el mercado interno, con fuertes dosis de financiación norteamericana, en especial para la adquisición de maquinaria en el exterior, para más adelante colocar su producción en forma creciente en el mercado mundial. Excluyendo el café de consideración, la agricultura vende un 2% de su producto en los mercados internaciona​les en 1960, pero cuadruplica esa proporción durante 1976. En la década que sigue esta relación se revierte: se pierden expor​taciones de algodón, se estancan las de azúcar y sólo mantienen su dinamismo las de flores y banano y las que tienen que ver con drogas. Con la ganadería ocurre algo similar pero en forma más precipitada y sin verdadera capacidad para generar excedentes de exportación: en 1968 no figuran exportaciones legales de ganado, pero en 1973 saca un 10% del degüello al exterior, lo cual se rebaja un tanto en los años que siguen por el cierre del mercado europeo, lo cual es algo afortunado para los consumidores nacio​nales que han visto comprimido considerablemente sus consumos en las fases exportadoras.

Sí hubo una política económica clara de parte del Estado colom​biano, fue precisamente la de crear todas las condiciones para que las exportaciones, tanto de la agricultura como de la indus​tria, crecieran aceleradamente. El consenso general parte de la apreciación que es imperativo salvar la crisis económica produci​da por el estrangulamiento del comercio exterior que vivió el país entre 1956 y 1969, y de que esta crisis no vuelva a repetir​se. En este sentido, los instrumentos de la devaluación y la promoción de exportaciones se desarrollan irregularmente hasta 1967, cuando es aprobado un estatuto completo de comercio exte​rior que establece una exención de impuestos a los exportadores de un 15% por peso exportado hasta 1975 y de un 12% hasta 1988 y muy reducidos en la economía abierta de hoy, y, además, de llevar a cabo una lenta y constante devaluación del numerario local y otorgar incentivos crediticios especiales y cuantiosos, que logran todos multiplicar la tasa de ganancias del capital expor​tador y hacen que afine su mira hacia los mercados internaciona​les.

Los productos que se exportan ya no son sólo café: incluyen otros productos agrícolas (algo

dón, azúcar, banano y flores, y oleagi​nosas), carbón y petróleo, manufacturas y semimanufacturas. En 1965 el café representaba un 75% del valor exportado mientras que en 1974, antes de que se produzca la bonanza cafetera, tal parti​cipación ha bajado un 40% y en 1990 es del 35%. En términos absolutos, las exportaciones totales durante el decenio de 1960 son del orden US$2.500 millones y unos US$6.000 millones para 1990.

Las exportaciones señaladas incluyen un sospechoso rubro de exportación de servicios que alcanza entre US$800 y US$1.500 millones anuales durante la década de los ochenta, y que incluye exportaciones de marihuana y coca, que como todas las exportacio​nes no tradicionales reciben los beneficios devaluatorios que brinda el gobierno a los exportadores. No se conoce exactamente el monto de la actividad en el cultivo de estas drogas. Cálculos muy aproximados sitúan el tráfico anual que se reintegra a la economía colombiana en la cercanía de los US$3.000 millones para 1990, lo cual ha traído muy complejos problemas con la emergencia de una fracción de la burguesía de extracción lumpenesca, muy violenta, que pretende ocupar el lugar que le corresponde dentro del conjunto de la clase dominante colombiana. Mientras los cultivos de marihuana ocupan un área considerable de la Sierra Nevada de Santa Marta, los de coca se extienden a regiones del sur del país como los departamentos de Nariño y Cauca, el Putuma​yo y el Caquetá; entre ambos, brindan ocupación a un número no despreciable de agricultores, transportistas, intermediarios, sicarios y cuellos blancos.

Una inclinación de las mafias ha sido la de adquirir tierras en grandes cantidades, que según algún articulista pueden llegar al millón de hectáreas, cifra que es apreciable sobre todo porque resultan ser de buena calidad o en regiones que estaban siendo disputadas por la guerrilla. En términos geopolíticos, los narco​traficantes estrecharon el área de influencia del EPL en Anti​oquia, Urabá y Córdoba y rompieron la continuidad de líneas de las FARC en el vasto territorio del Magdalena medio. La multi​plicación de la violencia en tales regiones, la generalización de masacres a campesinos o pobladores de pequeños municipios, se debe en buena medida a las organizaciones paramilitares financia​das con tales dineros. La estrategia política de los narcotrafi​cantes es enraizarse como grandes propietarios y revivir los momentos estelares de los señores de la tierra, buscando alianzas con las derechas en las que militan muchos hacendados y algunas fuerzas del orden.

En las fases álgidas de las exportaciones agropecuarias ha decre​cido el abastecimiento interno de alimentos, por un lado y, por el otro, se han introducido elementos de inestabilidad en rela​ción con la inversión que tiene lugar en el campo. Las bajas de inversión causadas por las caídas internacionales de precios se ilustran con los casos del azúcar, el algodón y la carne de res que en cierto momento conducen, con un rezago, a un desabasteci​miento del mercado interno. Los más castigados por la situación del auge exportador y posterior derrumbe fueron los trabajadores pues el salario real promedio de la industria se comprimió en cerca de un 8% entre 1970 y 1977.

Las bonanzas, tanto cafeteras como ilegales, han propiciado situaciones negativas para el crecimiento económico y para frenar a las exportaciones no tradicionales. Al fenómeno se le conoce como “enfermedad holandesa”, refiriéndose al caso de ese país que, al encontrar gas natural en sus costas, comenzó a exportar y a devengar una alta renta del recurso natural, la que financió importaciones excesivas y propició la revaluación de su moneda, de tal modo que Holanda se desindustrializó: su industria no podía competir contra las importaciones abaratadas por la cuan​tiosa renta de su recurso natural ni exportar en forma rentable sus manufacturas.

Colombia experimentó una revaluación del peso entre 1978 y 1982 debido a la afluencia de divisas propiciadas por la bonanza cafetera y por las exportaciones de drogas, la cual a su vez incidió en elevar considerablemente la inflación. Las importaciones se multiplica​ron y las exportaciones manufactureras y agrícolas se vieron reducidas, afectadas negativamente no sólo por la relación de precios contenida en una tasa de cambio revaluada, sino porque la economía internacional entró en recesión entre 1979 y 1984. Tanto la industria como la agricultura nacionales contrajeron su producción durante el período: la primera en un 3% entre 1981 y 1982 y la segunda en un 5%, para después recuperarse con lenti​tud. Se formó un gran déficit externo y en 1983 se estuvo al borde de una crisis cambiaria.

Tal situación de desequilibrio cambiario tuvo que ser corregida; a partir de 1983 se aplicó una política sistemática de devalua​ción que para 1990 había tornado el problema al revés: excesos de exportaciones e importaciones muy encarecidas y acumulación de presiones inflacionarias.

En balance, la década de los ochenta fue de un comportamiento aceptable para la agricultura, a pesar de que los primeros años de la década estuvieron marcados por la recesión anotada: el producto del sector se incrementó entre 1980 y 1989 a la tasa promedio del 2.7% anual, mientras que el crecimiento demográfico se mantenía por debajo del 2%. Se dio de esta manera un mejora​miento de la oferta general de alimentos, aunque en forma lenta y con bruscas oscilaciones. Tal crecimiento tuvo lugar en la segunda mitad de la década puesto que hasta 1986 hubo una contra​cción de la producción, seguida de una recuperación apreciable de allí en adelante, destacándose 1987 y 1989 como años de creci​miento extraordinario del PIB agropecuario: 6.4 y 4.9% respecti​vamente. Para 1990 se volvió a tener un crecimiento cercano al 5%.

La producción dirigida al mercado interno aumentó más aún si se considera que el café obtuvo un crecimiento negativo durante la década.  Sin embargo, en 1990 la producción cafetera aumentó un 16% y explica en buena medida el alto crecimiento del sector observado para el mismo año.

Hubo también una reducción de las importaciones de alimentos, particularmente de grasas y aceites (US$164 millones en 1981 y US$50 millones en 1989), sustituidos por la producción de aceite de palma, el cultivo estrella de la década, con un crecimiento promedio anual del 13.5%, pero también en cereales como el trigo, cuya producción nacional pasó de 46.000 tons en 1980 a 80.000 tons en 1989. Otros cultivos de crecimiento destacado fueron el sorgo (5.5% anual); el cacao (5.3%) y la papa (5.1%), mientras que el fríjol, el maíz y el banano rondaban un 2% anual de creci​miento. Decrecieron el ajonjolí (-4.0% anual); el tabaco (-4.1%); la yuca (-3.6%); la cebada (-2.8%) y el algodón (-2%), este último azotado por condiciones internacionales adversas que detuvieron su exportación.

Como se anotó antes, las exportaciones no fueron tampoco un aliciente importante de la producción agrícola, con la excepción del banano, en el que Colombia se colocó como tercer productor mundial, con exportaciones registradas del orden de los US$230 millones anuales y de las flores con montos que también giran alrededor de la misma cifra. En algodón y azúcar hubo serios problemas de sobreproducción internacional en varias ocasiones que hicieron difícil mantener crecientes niveles de producción.

Las tradicionales políticas de protección al sector frente a la competencia internacional, reforzadas por la devaluación real que experimentó la moneda nacional a partir de 1983, y de precios de sustentación de 1987 en adelante que se incrementaron notablemen​te en forma expresa para favorecer la producción, contribuyeron posiblemente al crecimiento aludido durante el segundo lustro de la década, pero así mismo a que se dispararan sus precios, por comparación con los del resto de la economía. Los excedentes obtenidos durante 1989 en particular debieron ser absorbidos por el Idema en la forma de inventarios y exportaciones a pérdida que redujeron drásticamente sus reservas financieras.

Los términos de intercambio entre el campo y el resto de la economía mostraron durante la década un deterioro para el último que jalonaron los crecientes índices de 1987 en adelante y la alta inflación del 32.4% con que se remató la década. Según un informe de Fedesarrollo, “el incremento de precios relativos de los productos agropecuarios tuvo un papel decisivo en la acele​ración inflacionaria de todos los demás sectores durante el período analizado” (1985-1990).

Lo anterior significa que hemos progresado bastante pero no estamos lejos del problema con el que comenzamos esta historia: el campo no responde adecuadamente a las necesidades del desarro​llo económico y cada vez que hay excesos de demanda, ya sean externos o internos, contribuye a desajustar el nivel de precios, condenándonos a la inflación. El poder recurrir a las importaciones ocasionalmente y después de mucho forcejeo intergremial, ha contribuido a que cada vez que se aceleran la acumulación y la demanda sobre el sector, se obtengan índices de inflación cercanos al 30% anual.

La apertura de la economía es presentada como una panacea para obtener todos los productos a su más bajo precio posible, pues si la producción interna no compite con la internacional debe even​tualmente desaparecer. Tal ha sido la política de todos los gobiernos de 1974 en adelante, pero sólo en 1990 se alcanza a tener una eliminación de los sistemas de racionamiento de las importaciones y se tiene el compromiso de ir reduciendo los aranceles progresivamente, para dejarlos en un 15% en 1994 de un nivel del 50% en 1989 y de un 43% en 1990.

Sin embargo, y dado que los países avanzados, en particular el Japón y la Comunidad Europea, protegen exageradamente a sus respectivos agricultores, la política de apertura ha establecido salvaguardas especiales para la importación de productos agrope​cuarios que incluyen franjas de precios, compensación arancelaria frente a subsidios y controles antidumping. De todas maneras, la apertura para la agricultura puede significar una mayor especia​lización en productos de exportación, favorecidos por insumos importados más baratos que incidirán en costos de producción posiblemente menores, y un recurso a mayores importaciones para abastecer adecuadamente al mercado interno, de tal modo que, si funciona, veremos en el futuro unas oscilaciones de precios más influidas por el mercado mundial que por las condiciones internas de demanda, de tal modo que podríamos esperar una menor influen​cia de la agricultura en la inflación y ésta de menor intensidad.

Si el futuro económico del campo no aparece tan sombrío, el pano​rama político es un tanto más complejo: la desmovilización de varias organizaciones político-militares de izquierda, como el M-19, el EPL, el PRT y el Quintín Lame no han sido acompañadas por el desmonte de los grupos paramilitares, con algunas excep​ciones regionales, proceso que es muy oscuro porque éstos se refugian en el anonimato y las acciones soterradas. Al mismo tiempo, los dos grupos mayores, las FARC y el ELN, controlan amplias regiones del país de frontera y entran en un complejo proceso de negociación con el Gobierno. Un hecho esperanzador es que ambos grupos están presionados por dos hechos trascendenta​les: el derrumbe del socialismo internacional y el relativo éxito político de las organizaciones que se desmovilizaron y entraron a participar en la vida ciudadana nacional.

Nota bibliográfica

Nota: Una versión más sustentada de la interpretación aquí desarrollada se encuentra en el libro El Desarrollo de la Agri​cultura en Colombia, Carlos Valencia Editores, Bogotá, 1982. Con relación a la edición original de este artículo, he corregido contenidos, he eliminado muchos párrafos, he utilizado un lengua​je más sobrio que el anterior y he ajustado también el estilo.
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La institucionalización de la poesía

También la poesía en Colombia padece los desajustes que han afectado el país durante esta 

época. También ella busca, en vano muchas veces, dar razón de ser a procesos vertiginosos que la sobrepasan y anulan.

Quizás también ella como tantos otros elementos de la vida nacional, ha perdido su rumbo y busca con angustia los nuevos horizontes. Es una poesía en crisis.

Un primer dato significativo, con el fin de intentar comprenderla, es el que pudiera denominarse institucionalización de la poesía. Tal paradoja consiste en la asignación de una zona de influencia legalizada y específica para ejercer su dominio, que contrasta con la anterior errancia, contestataria y bohemia, ejemplarizada en los años 60 por un grupo como el nadaísta, antiejemplar por excelencia.

La poesía se concentra en espacios prefijados como la Casa de Poesía Silva de Bogotá, fundada en mayo de 1986, a la cual se añade ahora la Casa de Poesía Fernando Mejía de Manizales, inaugurada en julio de 1990, auditorios universitarios, revistas especializadas como Golpe de Dados, fundada en enero de 1983 y que sobrepasa los 100 números o premios como el que otorga la Universidad de Antioquia en forma ininterrumpida a partir de 1979, el cual ofrece un buen balance36. A esto conviene añadir la página de poesía publicada por el “Magazín Dominical” del diario El Espectador y el panorama anual que ofrece “Lecturas Dominicales” de El Tiempo. Quizás también ella se ha beneficiado, en alguna forma, del auge editorial colombiano que en 1989 exportó libros por 61 millones de dólares. Pero son minoritarias ediciones como las de la “Fundación Guberek” o “Museo Rayo” las que mejor reflejan su curso.

Otra forma de institucionalización, más interesante por cierto, radica en haber perfilado su tradición inmediata de modo cada vez más preciso. Así lo señala un joven poeta, Ramón Cote (1963) al escribir:

“Para los escritores jóvenes, para aquellos que nacieron entre los cincuenta y los sesenta y han empezado a publicar a finales de los setenta o en los ochenta, la situación con respecto al pasado literario se torna esclarecedora: se ha confirmado la figura de Aurelio Arturo; se ha producido una evaluación del nadaísmo tanto a nivel general como particular; se observa la mayoría de edad de la generación del Frente Nacional, cuyos poetas han visto publicadas en esta década antologías de sus libros —María Mercedes Carranza, Darío Jaramillo Agudelo, J. G. Cobo Borda, Juan Manuel Roca, José Manuel Arango.

En Colombia nunca ha existido una tradición rupturista, y esto se comprueba nuevamente con los autores más jóvenes”37.

Las líneas centrales de la poesía colombiana escrita en los últimos años se ubican dentro de tal marco: el de una tradición también institucionalizada, que partiendo de José Asunción Silva abarca nombres como los de Guillermo Valencia, Porfirio Barba Jacob, Luis Carlos López, León de Greiff, Luis Vidales, Aurelio Arturo, Eduardo Carranza, Fernando Charry Lara, Alvaro Mutis, Jorge Gaitán Durán, Eduardo Cote Lamus, Jaime Jaramillo Escobar, o Mario Rivero. Lo comprueban los homenajes profanaciones, pero homenajes al fin, que un iconoclasta como Jaime Jaramillo Escobar le ha rendido a Guillermo Valencia y Porfirio Barba Jacob. Sus lecturas, por más irreverentes que parezcan, terminan por formar parte de una tradición establecida.

Un consenso más o menos democrático al respecto certifica entonces cómo estos nombres integran el canon de la poesía colombiana en este siglo. Son los poetas que los jóvenes leen, que las universidades estudian, que los críticos revisan. Son los poetas que quizás los jóvenes debieran asesinar38.

Institucionalizada la poesía, como dijimos, sea a través de casetes como los que produce la emisora cultural HJCK, con 40 años de actividad, o ampliada en su radio de acción con eventos como “La poesía tiene la palabra”, que logró reunir 5.000 y 8.000 personas respectivamente en Bogotá (1987) y Medellín (1989) vienen ahora los riesgos de cada escritura.

Los riesgos de la escritura

La muerte de Eduardo Carranza (1913-1985) cerraba medio siglo de poesía colombiana, el cual comenzó en 1936, cuando publicó Canciones para iniciar una fiesta. Poesía esbelta y emotiva, de aireado lirismo, ella había cambiado el clima verbal con sus metáforas de jóvenes muchachas y paisaje tropical dentro de una exaltación nacionalista de los valores hispánicos. Romántica, en definitiva, y seguidora tanto de Bolívar como de Rubén Darío, la obra de Carranza proyectó al poeta como figura pública. Y se convirtió en los últimos años, con libros como Epístola mortal y otras alucinaciones (1975) en una honda meditación temporal, capaz de conciliar la relación erótica con el afán de sobrevivir, fiel a algunos de sus poetas preferidos: Manrique, Quevedo, Machado.

Por su parte la generación siguiente a “Piedra y cielo” agrupada en torno a la revista Mito, ha encontrado en la obra de Alvaro Mutis (1923) una de sus expresiones más definidas. Sus últimos libros  Caravansary (1981);  Los emisarios (1984); Crónica regia y alabanza del reino (1985) y Un homenaje y siete nocturnos (1986), muestra una entonación más amplia, dentro de la cual, como es habitual en su obra, prosa y verso conviven en torno a la figura de Maqroll el Gaviero, incrementada ahora por una reflexión acerca del papel de la monarquía, a través de la figura de Felipe II, el legado árabe, mediante La Alhambra y una subjetividad, más evidente, explícita en sus Lieder y en los motivos hispánicos, Compostela, Valdemosa, como desencadenantes de una reconciliación consigo mismo, que más allá de la nada inexorable unen la historia y al hombre que la revive, en una resignada aceptación de su destino: 

“en esta calle de Córdoba, donde el milagro ocurre, así, de pronto como cosa de todos los días,—como un trueque del azar que le pago gozoso con las más negras horas de miedo y mentira—, de servil aceptación y de resignada desesperanza, que han ido jalonando hasta hoy la apagada noticia de mi vida”.

(De Crónica regia, p. 31).

La poesía de Mario Rivero (1935) reunida en diversos números de la revista Golpe de Dados (No. LVII, 1982, No. LXI, 1983, No. LXVII 1984, No. LXXIV 1985, No. LXXVII, 1985, No. LXXXIII, 1986, No. LXXXVII, 1987), vuelve a contarnos las pequeñas historias de gentes que vinieron del campo a la ciudad, y allí comprobaron cómo su energía desfallece, escabulléndose el triunfo, o de jóvenes que se vuelven más dulces cuando se exasperan y saben “hacer girar el cuchillo en el vientre del adversario”.

En otra serie, “los poemas del invierno” la voz se ha hecho plateada e íntima, de regreso a todos los arrebatos, oyéndose a sí misma en el coloquio de una soledad amiga. De un dolor compartido: las casas en ruinas, los recuerdos vivos, manos que separan y se unen. 

En la poesía Rivero ha encontrado la luz necesaria “para no amedrentarse ante sus propios pozos de sombra”. Para convertir el duelo en serena alegría.

Por su parte José Manuel Arango (1937) ha publicado Cantiga (1987), un libro donde la calamitosa barbarie que aqueja a Colombia es vista con inusual entereza poética.

Habla allí, por ejemplo, de quien se halla en una lista de posibles víctimas, del simulacro de fusilamiento por parte de unos soldados, pero lo hace desde la poesía. Desde el propio miedo que la poesía percibe. Sin énfasis, con liviana aprensión, y muy consciente de eso terrible que allí se respira: “Una apariencia mansa  y un fondo de desasosiego —las cosas— su fantasmagoría”. Incluso las cosas mismas se han vuelto inquietantes, cargadas de oscuros presagios, capaces de herir en la desnudez equívoca de su uso.

Su texto, por ello mismo, nos despeja la vista para medir árboles, peces y aves, y gracias a dicha apertura permite comprender mejor a quienes limpian la sangre de las calles, “no sea que los primeros transeúntes la pisoteen”. Sí: “matar es fatigoso”, y por ello lo inmediato, de un cuerpo animado por el deseo o estremecido por el frío, debe preservarse en pocas líneas. Sin embargo, la pareja que avanza entre cuerpos caídos, no se sabe si muertos o borrachos, continúa “cantando una canción entre dientes”.

Nacidos después del 40

En primer lugar, y como respuesta inmediata a la época, podemos señalar una poesía que hace explícita su denuncia. Uno de sus más divulgados representantes, Juan Manuel Roca (1.946) por ejemplo, ha buscado compaginar su devoción por un romanticismo surrealista, de imágenes nocturnas, con el propósito de dibujar el perfil de un país dual y secreto; un país de sangre y muertos, de crímenes y desaparecidos, que sus textos reiteran una y otra vez, con enfática insistencia. “Los cuerpos otra vez bajando por el río —La subienda de muertos a orillas— Del nuevo y rojo día” (Señal de cuervos, 1979).

Su fascinación por la noche no es ajena al clima opresivo en que tantos colombianos se sienten inmersos. A ello se añade el interés por lo diabólico como valor en sí.

Atrapada en el ritmo de una sola voz, su poesía no alcanza a incorporar la multitud de hablantes que integran la realidad colombiana de hoy día. Continúa en todo caso manifestando su repudio a la violencia, una década después (Ciudadano de la noche, 1989). Buscando en vano, exorcizar un mal cada día menos definible y nítido. Esto, como es obvio, no excluye algunas punzantes intuiciones dentro de la fascinación por la imagen que le es propia:

Arenga de uno que no fue a la guerra
“Nunca fui a la guerra, ni falta que me hace,

Porque de niño siempre pregunté cómo ir a la guerra

Y una enfermera bella como un albatros,

Una enfermera que corría por largos pasillos

Gritó como graznido de ave sin mirarme:

Ya estás en ella, muchacho, ya estás en ella”.

 (De Ciudadano de la noche  p. 13).

Otros poetas, por su parte, tienen una fe menos clamorosa en las virtudes de la palabra con intención explícita. Por el contrario, en su caso la poesía no sólo se halla corroída por la duda sino que tal interrogación acerca de su objetivo le depara felices aleaciones críticas; las de la ironía. Las del cuestionamiento del poema y de quien lo escribe.

Nos brindan así un humor cómplice donde se rearticulan nuestras certezas, rumbo al absurdo, pero ellas terminan por rearmarse en la red abierta de un juego azaroso y personal. Quizás demasiado personal. Si el poeta se halla implicado en la carencia de certezas únicas también el lector quedará atrapado por sus resbalones, caídas y traspiés. Un buen ejemplo de ello nos lo da Edmundo Perry (1945) quien también, como Roca, ha leído a Vallejo, pero desde un ángulo distinto. A partir del titulo mismo advertimos su intención:

Hombre al agua
“Soy un mentiroso de poca monta

y por eso me he acostumbrado a fingir accesos de tos

......................................................

abro un hueco pequeño

lleno de agua y me meto en él

sin la flauta mágica”.

(De El mundo sobre la mesa, 1988, p. 42).

Si Juan Manuel Roca inunda la página con el estruendo de sus caballos al galope, Perry la despuebla, hundiéndose en ella. Una intenta poblarla. Al otro la página lo devora. Sólo resta la mirada desconcertada de quien pudo haber sido engañado por el mundo pero debe asumir, por sí mismo, la respuesta. Roca afirma convencido. Perry se coloca entre paréntesis. De la fe política a la duda burlesca o metafísica, el terreno se diversifica.

Pero hay otra duda, menos hiriente en su formulación que aprovecha el encanto cinematográfico de la juventud ida, para elaborar su lento monólogo de imágenes.

Quien mejor lo ha encarnado es Víctor Manuel Gaviria (1955) también destacado cineasta. Comenzó diciéndolo en su primer libro, La luna y la ducha fría (1979) así:

“Un hombre antes de ser mayor se desilusiona de sí mismo

pero continúa pronunciando lo suyo

y en las pausas entre celos y envidias

aprovecha para cantar suavemente”.

Esa melodía se fija tanto en el mundo como en quien la emite, y continúa involucrando en su nostalgia la pérdida de la inocencia como la frescura renovada del barrio y los campos aledaños. En el mundo criminal de los sicarios de Medellín, al cual dedicó su película  Rodrigo D. (1986) la poesía de Gaviria actúa como el más estremecedor revulsivo: el de una dulce remembranza.

Igual sucedía con Darío Jaramillo (1947) quien en su primer libro, Historias (1974) formulaba su ambición en estos términos:

“Aquella noche

todos habíamos estado deseando regresar a la infancia;

en el fondo era cuestión de volver el corazón más pequeño

y echarse a llorar de contento”.

(De 77 poemas, p. 42).

Y que luego, entre sarcasmo y sentimentalismo, como en Tratado de retórica (1977) se depuró para llegar a ese logro indudable que fueron sus Poemas de Amor (1986). Allí donde la recuperación de lo que fue, a través de una limpia mirada, le permite reasumirse de este modo: “Alelado bajo el Sol, sobre la tapia, —soy un niño de cinco años narcotizado por la luz”.

Da paso entonces al exultante erotismo de quien descubre, por fin, su cuerpo en la voz del otro. Entra a formar parte de una corriente, cada vez más poderosa, que halla su centro magnético en el deseo explícito. En esa atracción que también es abismo.

En tal línea se destaca Raúl Gómez Jattin (1945) con su libro Retratos (1988). Exuberante en su vitalismo whitmaniano, su amor desmesurado y promiscuo recubre hombres y animales, mujeres y paisaje, con una sinceridad conmovedora. Tal sensualidad polimorfa se recrea en la naturaleza, trátese de un cuerpo o de una orilla del río Magdalena, e ignora cualquier culpa, salvo la del tiempo. Aquí la perspectiva se invierte y el autorretrato puede resultar demoledor:

De lo que soy
“En este cuerpo

en el cual la vida ya anochece

vivo yo

Vientre blando y cabeza calva

Pocos dientes

y yo adentro

como un condenado

Estoy adentro y estoy enamorado

y estoy viejo

Descifro mi dolor con la poesía

y el resultado es especialmente doloroso

voces que anuncian: ahí vienen tus angustias

Voces quebradas: pasaron ya tus días

La poesía es la única compañera

acostúmbrate a sus cuchillos

que es la única”.

(De Retratos, p. 133).

Resulta necesario señalar, en este rápido recuento de tendencias —lo social, la duda irónica, la nostalgia, el erotismo— como, en muchos casos, esta última inclinación, que al igual que las anteriores, no se da en estado puro, sino en íntima convivencia con las otras líneas, puede dar lugar a un alborozado rescate de la naturaleza. A una ecología del cuerpo mismo.

Gracias a ella, por ejemplo, Samuel Jaramillo (1950) en Selva que regresa (1988) logra extraer de las del Chocó la humedad intacta de su infancia y Jaime Jaramillo Escobar (1931) en sus  Poemas de tierra caliente (1985), elabora su más apetecible canto, con textos como “Alheña Azumbar”, donde la jugosa síntesis entre fruta y mujer no recorta el humor ni tampoco la reflexión. Por el contrario: las potencias hasta el delirio de una música verbal que recuerda los tambores de la poesía negra sin omitir los tajantes coletazos propios de su estilo: “Cuando mi negra se desnuda queda completamente desnuda. No como las blancas que aunque se desnuden siempre tienen algo que las cubre, aunque sea un concepto”.

De este modo, la apología eufórica del cuerpo retorna sobre sí misma, sea en el espejo crítico de la edad asumida o en su prolongación disolvente, en una tierra feraz y tibia. Sólo que otros abordajes del mismo cuerpo sugieren diferentes infinitos. Las mujeres lo saben y no temen decirlo.

Hablan las mujeres

Tal el caso, por ejemplo, de María Mercedes Carranza (1945) “Oidme bien, lo digo a gritos: Tengo miedo”. Soledad, desunión, amargura autista: su rostro, en el espejo, le brindara el plano irresoluto de una ciudad, Bogotá, que como la Buenos Aires de Borges o la Alejandría de Cavafis, apenas sí otorga “el cansancio y el tedio de la convivencia”. Igual modulación del fracaso nos la da Piedad Bonnet, con Círculo y Ceniza (1989) donde las calles rotas certifican una pasión transformada en vacío.

En otras como Liana Mejía (1960) el canto se abre con un golpe de feroces revelaciones: “Espoleada por el odio —mi rabia —Yegua de rojas crines— abriéndose paso a través de la noche”, como en su libro Extraña en mi memoria (1983).

Pero hay también aquí otra paradoja: la poesía escrita por mujeres, oscilante entre la soledad y la solidaridad, entre la disolución del ego y la adquisición de una voz propia, entre la invención y el rescate de una tradición que resulte propia y que abarca tanto Hispanoamérica como el mundo, también parece institucionalizarse en eventos como los “Encuentros de poetas colombianas”, realizados en número de seis en el Museo Rayo de Roldanillo, Valle, población de 50.000 habitantes.

La recopilación en varios volúmenes de los trabajos allí presentados no resulta demasiado atractiva. Voces débiles y previsibles, en su rutina apenas enumerativas de arrebato y olvido, pagan una cuota muy alta a los remanentes desuetos de una poesía entendida como profesionalmente femenina.

Sin embargo, las formulaciones teóricas llegan a ser más válidas que la praxis misma. Así habla Agueda Pizarro, principal animadora de dichos encuentros:

“La poesía de la mujer latinoamericana del siglo XX es testimonial contra la injusticia a todo nivel, en todo país. —Es ecológica— busca la relación antigua con la Tierra. Es solidaria con las víctimas de toda guerra, de toda tragedia. Está plenamente consciente de que la Tierra se viola y que todos sus hijos se trituran y contrarían los ritmos vitales de todos los días. Más que nada es consciente de que la voz poética es una voz heredada, una voz que contiene las palabras de siglos de hablantes de un idioma. La mujer es consciente de que esa voz colectiva vive en la conciencia de las madres. De que toda música del pueblo es origen de poesía39. 

Busca, en consecuencia, un nuevo sagrado: sagrado de la vida, sagrado del cuerpo, sagrado de lo cotidiano y sagrado, porque no, del texto mismo, corroído por la tradición racional y científica. Lo arduo de la comunicación, la obsolescencia de los vocabularios, lo unívoco de ciertos códigos, la falta de espíritu, en definitiva, ante la mecanización inexorable, es la que hace de sus textos, tan desgarrados como poco “formales”, un asomo hacia verdades más íntimas. “Un espacio para lo auténtico”, como definió a la poesía Marianne Moore.

Ello le ha dado a lo que escriben las mujeres un tono valiente y urgido. Una sinceridad expuesta, y exenta de conformismo, salvo, quizás, los propios de una poesía que en general ignora la ruptura. El panorama, sin embargo, de María Mercedes Carranza a Anabel Torres (1948), de Mónica Gontovnick (1953) a Eugenia Sánchez Nieto (1953) resulta sugestivo.

Cuestiona el centro tradicional de poder desde una periferia disidente. Hace del útero, matriz donde se halla contenido todo el proceso de reproducción biológica, la base autónoma de una escritura que abarca tamizados muchos de los elementos que el feminismo ha expuesto a la luz. Ocluida durante tanto tiempo en el mutismo, comienza a expresarse. Así lo intenta Renata Durán (1948) con su Oculta ceremonia (1985) al partir de esa base que todo poeta sabe suya: “No pueden las palabras —con el peso— del mundo”. Así lo busca Eugenia Sánchez Nieto en su libro Con la venia de los heliotropos (1990): Lo importante es “perdurar en el lugar del combate. Amanecer cada uno con el corazón del otro”. Darle, en definitiva, lenguaje al desconocido que nos habita.

Silencios, fábulas y verdades

Otro tipo de poesía, más intelectual, mucho más reflexiva, puede partir de la imaginería entendida como poética: el caso de Jaime García Maffla (1944) y su libro Las voces del vigía (1986). Donceles, saudades y fuentes le permiten expresar definitivas advertencias sobre la pérdida de una interioridad en la cual el canto, como lo quería Rilke, reconstruya la morada humana, o reconocer las tentativas, más directas, de un poeta como Horacio Benavides (1952) afilándose a aquella milenaria tradición fabulista según la cual no hay nada mejor que las bestias para comprender a los hombres.

Deseo de viejo
Levantando la cabeza

y estirando el belfo

aspira profundo

ha percibido ese olor

que le renueva la sangre

Envalentonado

rengueando un poco

se acerca a la yegua

que le recibe

con una patada amorosa

El caballo viejo

pronto se olvida

y vuelve en paz

a su hierba

(De Agua de la Orilla, 1989, p. 51).

Demasiado abstracta en ocasiones —el caso de Gonzalo Márquez Cristo (1963) y su Apocalipsis de la rosa (1990); excesivamente realista en otras— el Libro de las crónicas (1989) de Jorge García Usta (1960) la poesía colombiana de estos últimos años puede mostrar logrados libros de autores jóvenes.

Como ejemplo: Hilo de arena (1986) de William Ospina (1954) también notable ensayista, Poemas para una fosa común (1984) de Ramón Cote, El desorden del viento (1989) de Jorge Bustamante García, El viento en el puente de Alvaro Rodríguez (1990), Glimpses de Mario Jursich Durán (1964), entre otros.

Manejan con solvencia variadas lecturas y la insistencia militante en una épica heroica ha dado paso, en la sobriedad, en el desencanto, a un nuevo paisaje, tanto formal como temático. Una subjetividad universal revalúa los eternos temas de amor y muerte con mayor carga simbólica, y dentro de un lenguaje terso y afectivo, que pareciera dejar atrás la aventura surrealista en aras de una prosodia más afín con referencias inglesas o norteamericanas. A una contemplación que supere las apariencias e impregne el mundo con la mirada escrita de quien lo recorre, lúcido y fervoroso a la vez. Lo vio bien Alvaro Rodríguez, en “Mi oración”:

“En la noche

la memoria arremolina las imágenes,

y en lo profundo de la sangre

alterna desdén y agradecimiento;

y yo ruego

—puesto que el hombre es más que pensamiento,

pasión es, y es negación apasionada

porque aún en el quebranto

sepa agradecer;

porque la arrogancia

no me empobrezca hasta el hueso”.

(De El viento en el puente, p. 37).

La poesía parece añorar, fatigada, un esplendor que antes, al ser imposible, la enriquecía. Ella se nutría con el júbilo apasionado de un canto apenas oído. Es obvio que esto el país ya no lo permite, pero también es sabido que en tiempos difíciles la poesía crece con mayor ímpetu. Solo que su vitalidad, diversidad y entusiasmo, la pluralidad democrática de sus voces múltiples, bien puede lograr que una cultura sana en un país enfermo (esa paradoja última) incida, de modo imperceptible, en la modificación de conciencias y sensibilidades retraídas por el miedo y replegadas ante los excesivos crímenes. Así con compartible coraje, lo pide Orlando Gallo (1959) en un poema de un libro cuyo título resulta revelador sobre estos mismos apuntes: los paisajes fragmentarios (1985). Fragmentos que no llegan a la plenitud y que, sin embargo, desde la zozobra la intuyen y algún modo colaboran a percibirla con mayor nitidez. Así estos poetas. Así este poema:

“sobre todo

aspiro a equivocarme una y otra vez

con la misma vehemencia

con la misma ciega fiebre;

a no hacerme hábil y oficioso

Porque no me basta el furor del victimario”.

(De Los paisajes fragmentarios, p. 81).

La novela en los años 80: algunas líneas

La novela colombiana, en la década del 80, se inicia con una nueva obra de Gabriel García Márquez (1927): Crónica de una muerte anunciada (1981). A ella seguirían  El amor en los tiempos del cólera (1985),  El General en su laberinto (1989) y su reportaje La aventura de Miguel Littín clandestino en Chile (1985).

No fue ya la explosión contagiosa de Cien años de soledad (1967) sino la habilidad de un artífice que revela el crimen desde el comienzo y no reduce el interés hasta 156 páginas más tarde. Novela policial —¿Quién la deshonró?— la Crónica era también el apretado manojo de una historia sentimental, con sus 2.000 no leídas cartas de amor.

Centrada en el triángulo de Santiago Nasar, Angela Vicario y Bayardo San Román, se abre sobre un pueblo de la costa colombiana, y las rígidas convenciones de su moral tradicional, revelando “La índole mojigata de su mundo” y los “prejuicios de origen”.

Diferencias de raza y desigualdades de clase contribuyen a producir la más divulgada de las tragedias, en torno a una recién casada. Perfecta en su precisión, todo el microsomos de una sociedad era develado a través de una sabia mezcla de periodismo y ficción.

Un narrador que brinda o sustrae información, reconstruye, años después, este sacrificio contra un (aparente) inocente, en el cual, Como en La Hojarasca o La Mala Hora también todo el pueblo es culpable, por acción u omisión.

El resultado final, como lo señaló Angel Rama, es pura literatura:

“Ese tejido de palabras y de estratégicas ordenaciones de la narración para transmitir un determinado significado, que sea cuales fueren sus fuentes, no es otra cosa que una invención del escritor”39. 

El amor en los tiempos del cólera

Si en El amor en los tiempos del cólera las cartas de amor subsisten, como metáforas de la escritura, también allí perduran “los prejuicios de una sociedad ensimismada” (p. 25). Y si Angela Vicario escribiendo cartas “a nadie”, “se volvió lúcida, imperiosa, maestra de su albedrío, y volvió a ser virgen solo para él, y no reconoció otra autoridad que la suya ni más servidumbre que la de su obsesión” (p. 122) continuando en ese delirio por 17 años, también en el nuevo triángulo de Florentino Ariza, Fermina Daza y Juvenal Urbino, las cartas de amor configuran el destino de estos seres.

Los modifican, con su ingenuidad o su firmeza y logran, codificadas por el primero de ellos en su Secretario de los enamorados, alterar la realidad a su antojo y unir a los que no saben bien que se buscan. Así Florentino Ariza nos resulta, también, un escritor de paciencia inverosímil que espera 51 años, 9 meses y 4 días para encontrarse con su primera corresponsal, soñada a pulso. Logrará unirse con Fermina Daza, ya viejos los dos, y serán las cartas, hasta el final, el tolerado canal de comunicación.

La férrea tenacidad de Gabriel García Márquez, en el control de su vocación de escritor, se transparenta aquí, dando paso a un novelista libre, romántico y exagerado, que rinde homenaje a su ciudad amada, Cartagena de Indias, explorándola en los recovecos de su historia durante el siglo XIX, para narrar así las peripecias de una pasión individual que vence al tiempo, las pestes, e incluso a la muerte misma, en la recurrencia final de un viaje de novios por el río Magdalena. Un viaje inmóvil para siempre gracias a su escritura definitoria y a sus diálogos tajantes.

La batalla final para conjurar la resistencia tardía de una mujer ya vieja es planeada, a través de las cartas, como un triunfo propio de la ficción.

Una lectora crítica, de 72 años, que ha obligado a volverse real a ese opaco enamorado de su juventud, bajándolo de la retórica y obligándolo a enfrentarse con los estragos de la vejez. Aún así el impulso creador perdura en este fiel redactor epistolar:

“Tenía que ser una ilusión desatinada, capaz de darle el coraje que haría falta para tirar a la basura los perjuicios de una clase que no había sido la suya original, pero que había terminado por serlo más que otra cualquiera. Tenía que enseñarle a pensar en el amor como un estado de gracia que no era un medio para nada, sino un origen y un fin en sí mismo” (p. 381).

Lo que dice Florentino Ariza bien puede referirse al amor o a la poesía. Y si es él quien propone, es la libertad intuitiva de las mujeres, en esa larga cadena de nombres que constituyen su educación sexual y sentimental, la que termina por forjarlo, más allá de las inseguridades de ser hijo natural, hasta hacerlo digno de quien ha esperado tantos años esa mujer que parecía imposible y era semejante a él.

El general en su laberinto

Cuando su tío León XII se retira de su cargo en la empresa naviera, recuerda un acontecimiento providencial: “El libertador lo había cargado en sus brazos, en la población de Turbaco, cuando iba en su viaje desdichado hacia la muerte” (p. 350). También el encuentro de García Márquez con “El General Simón José de la Santísima Trinidad Bolívar y Palacios” será memorable: una encarnizada meditación sobre el poder, vista a través de los catorce días previos a su muerte.

Revisión crítico-imaginativa de la literatura histórica al respecto, rellenando con la ficción los huecos en la cronología, e impregnada toda ella con la recurrente obsesión de García Márquez por los entresijos del mando y la soledad inherente al mismo. Ya no se trata de un dictador imaginario, síntesis de muchos, como en El otoño del patriarca (1975). Se trata de un Bolívar, en los puros huesos, vencido en cierta forma, pero sin embargo firme en su delirio.

Mucho más concentrada y reveladora que El amor, El general en su laberinto se decanta ahora de las polémicas que saludaron su aparición —fidelidad histórica— fueros del narrador, pugnas entre bolivarianos y santanderistas, cuestionamiento, a través de un habla gruesa, de un Bolívar de mármol —para entregarnos el auténtico meollo del hombre que forjó estas naciones, a su modo.

La base para ello serán, una vez más, las cartas. “Desde la carta de Veracruz hasta la última que dictó días antes de su muerte, el general escribió por lo menos diez mil, unas de su puño y letra, otras dictadas a sus amanuenses, otras redactadas por éstos de acuerdo con instrucciones suyas. Se conservaron poco más de tres mil cartas y unos ocho mil documentos firmados por él” (p. 226).

Las viejas fobias de García Márquez —contra los cachacos Bogotanos, contra la política exterior norteamericana, contra la incomprensión absolutista europea, ya mencionada en su discurso de aceptación del Nobel— vuelven a surgir, contaminado con empatía autobiográfica esta lúcida recreación de unas postrimerías melancólicas, cuando el balance son “veinte años de guerras inútiles y desengaños del poder” (p. 13).

Aquí, como en las obras anteriores, “los prejuicios de la beata comunidad local” (p. 14) intentan mantener las apariencias, pero es también una mujer, Manuela Sáenz, la que durante 8 años de amores ardientes, sacude y pone en duda tan fingida pacatería. Con ella, y el fiel José Palacios, quien nos transmite atisbos del carácter de Bolívar y en definitiva, de su impenetrabilidad: “Lo que mi señor piensa, solo mi señor lo sabe”, medimos el hastío de un final y la desolación de quien se mira en el espejo de lo incumplido y la traición. El fracaso de una gesta entre los caudillos locales y los intereses particulares, y la paulatina disolución de un sueño recurrente, el de la integración americana.

Como lo señaló Hernando Valencia Goelkel la novela terminaba por producir un efecto inverso al buscado: Santificaba a Bolívar, eximiéndolo de toda responsabilidad humana, en aras de ese propósito grandilocuente. La conclusión de su nota resulta válida como balance del libro:

“Para los países de América Hispana, El Sueño (de integración) es tan dañino y tan perverso como un mal amor: su no cumplimiento es causa de todas nuestras desdichas, su eventual realización es pretexto para todas las retóricas y asidero para sucesivas utopías de pacotilla.  El que la figura de Bolívar gire en torno a esa tesis no logra deteriorar los logros de la novela. Pero la tesis es, en el mejor de los casos, superflua: el buen amor que resuma de El General en su laberinto hubiera bastado de sobra para la creación de ese Bolívar necesario y entrañable”41. 

La ficción de la historia

Dos años antes otro novelista colombiano, Fernando Cruz Kronfly (1943) había tratado el mismo tema y abarcado los mismos días con similares personajes en el triste viaje final hacia su muerte en Santa Marta42 .

La obra, titulada La Ceniza del Libertador (1987) estaba sobrecargada de recursos literarios —cartas, apartes líricos, narradores interpuestos— pero la rememoración compungida de un pasado esplendor, terminaba por concentrarse en el cuerpo enfermo de un hombre que vomita bilis como quien busca expulsar de sí los fantasmas de su mal: desunión, apatía, ingratitud.

Se iba perfilando, en el análisis que la novela histórica propone, una recreación crítica de nuestro pasado, como si las formas de reinterpretación global de la ficción fuesen mucho más válidas que las de la especialización. A través de su personaje central marcaba Cruz Kronfly el fin del período independentista así:

“Otra lógica se impone de ahora en adelante. Intuye que, terminadas las guerras, la estirpe de los héroes comienza a ser desplazada por la raza de los legisladores, hombres puntilludos de las íes. Raza novedosa, engominada, cargada de arabescos en la lengua. Sigilosa, atenta al brillo de la hebilla y dispuesta a morir si es necesario por un extraño ser: La Ley” (p. 202).

Apoyada en el documento, socializada a través de la alfabetización, la novela histórica ya no proyecta ideales compartidos de comunidades en busca de identidad como en la época romántica. Ahora, participando de “una generalizada ansiedad por el presente”, como dice Noé Jitrik, revisa lo estatuido, se complace en el encanto de lo anacrónico y contribuye a la recreación imaginativa de lo que se halla olvidado o reprimido. No es extraño entonces que dos de las novelas más leídas del período: La tejedora de coronas  (1982) de Germán Espinosa (1938) y Los pecados de Inés de Hinojosa (1986) de Próspero Morales Pradilla (1920-1991) utilicen materiales históricos comprobados potenciándolos con fervor erótico e ímpetu libertario.

Espinosa por ejemplo, recobrará la herencia dejada por Germán Arciniegas en su  Biografía del Caribe (1945) y extraía de la Cartagena de finales del siglo XVII, “una ciudad tan inculta y mercantil” (p. 41), con sus filibusteros de la Tortuga y sus gobernadores españoles, la figura de Genoveva Alcocer, una mujer que le servirá, durante casi cien años, y erudición abrumadora, para reflejar todo el proceso de la Ilustración. Pasa así desde el contrapunto colonia española —Europa de Voltaire, hasta ser juzgada como bruja por la inquisición, en la rapsodia de un estilo envolvente.

El monólogo interior se convierte en voz omnisciente que todo lo sabe y recuerda utilizando el texto de la cultura como base de una fantasía que intenta abarcar, en amplísimo arco y promiscua sexualidad, desde Sor Juana Inés de la Cruz hasta las logias masónicas. Como lo señaló Alvaro Pineda Botero: “Carpentier, en El siglo de las luces, había abordado un propósito similar al de Espinosa: reseñar la llegada de la ilustración al Nuevo Mundo, preámbulo de nuestra independencia. Por eso, desde la perspectiva americana, ambas novelas constituyen un aporte significativo al dialogo universal de la cultura” (p. 168).

Próspero Morales Pradilla, por su parte, se apoya en un texto canónico —El Carnero, de Rodríguez Freyle— para entrelazar, en la Tunja de la Colonia, los conocidos dramas de crímenes y adulterios que alborotaron a la sociedad de la época, con su ir y venir entre lo chismoso y lo sacrílego, convirtiendo los seres históricos —Venero de Leyva, Juan de Castellanos— en entes de ficción.

De este modo, lenguajes arcaicos y deseos eternos vuelven a dinamizar ficciones contemporáneas, para intentar cautivar de nuevo a lectores que en muchos casos llegan a ellas luego de verlas adaptadas para la televisión.

Las novelas de Mutis - Maqroll

La idea de El general en su laberinto proviene de un cuento de Alvaro Mutis (1923) titulado “El último rostro” (1978). La obra de Mutis, el más distinguido poeta de su generación se había concentrado en la lírica, con ocasionales incursiones en el relato, pero es a partir de 1986 cuando ella experimentó un viraje decisivo. De entonces a la fecha, lleva publicadas cinco novelas: La nieve del almirante  (1986); Ilona llega con la lluvia  (1987); Un bel morir  (1988);  La última escala del Tramp Steamer   (1989) y Amirbar  (1990). 

Teniendo como eje a su personaje central, Maqroll el Gaviero, quien recorre los mares del mundo en marginales aventuras, cada obra lo confronta consigo mismo y su memoria inconsolable, en un escenario distinto. Un viaje por río a través de la selva, en pos de un aserradero. La fundación en Panamá de un burdel con azafatas disfrazadas. Un contrabando de rifles, por los riscos de la cordillera. Testigo mudo, ante un barco en ruinas, de una arrasadora historia de amor que culmina en los raudales del Orinoco. Y gambusino, buscando en el agua o en las minas, el oro evasivo. Lo acompañan en tales empresas, siempre insensatas, mujeres que restablecen su comunicación con el mundo a través de la dicha de los sentidos.

Aun cuando el esquema de esos encuentros se reitera en cada libro, la intensidad de una naturaleza tropical es hábilmente captada por el narrador otorgándole una exaltación final a sus dolores y lacerías. Esta postrera revelación sobre sí mismo es más válida que otra peculiaridad de Mutis: su afán de confrontar tales peripecias con capítulos de la historia europea, leídos por Maqroll en planchones y tugurios, los cuales actúan como espejo oblicuo sobre sus actuales fracasos.

De todos modos, la exuberancia de un paisaje atrapado con pulso firme, “desde las tierras bajas de clima ardiente y vegetación desorbitada, hasta las cumbres de la sierra, recorridas por nieblas desbocadas y vientos helados, con una vegetación enana y atormentados árboles de flores vistosas e inquietantes” (Amirbar) termina por relegar a un esotérico segundo plano la gesta de la Vendée o el asesinato del Duque de Orleans. Los vasos comunicantes entre Europa y América, entre presente y pasado, confieren, sin embargo, un aura legendaria a este singular personaje, uno de los más atrayentes dentro de la narrativa colombiana de los últimos años. Alguien que ha hecho carne propia los versos de Mallarme en su “Brisa Marina” : “Je Partirai ¡Steamer Balancant Ta Mature, Léve L’ancre pour une exotique nature! / Un Ennui, Désolé par les cruels Espoirs, /Je Croit encore A L’Adieu Supreme Des Mouchoirs /”.

Caballero, Vallejo, González: de Bogotá a Medellín sin retorno

Esta conciencia de la novela sobre sí misma, que Mutis ejemplariza al final de Amirbar dando la lista de los libros preferidos por Maqroll: Simenon, Celine, Chateaubriand, puede extenderse también a la siguiente generación, como es el caso de Antonio Caballero (1945) y su obra Sin remedio (1984).

Su protagonista, Ignacio Escobar, lo que quiere es escribir un poema. Ante ello no importa demasiado ni su relamida familia bogotana ni sus igualmente convencionales compañeros de izquierda ni tampoco las apetecidas amigas, caleñas o bogotanas, que entre el alcohol y la droga vuelven más flagrante su cinismo. Las 500 páginas son un exceso pero hay algo tan certero en sus diálogos exasperantes y algo tan atroz de las descripciones nocturnas de Bogotá que es, por cierto, el absurdo máximo del poema lo que contribuye a darle algo de frescura a esa caída en la nada. Al humor feroz de ese grotesco desmesurado. Sin embargo, detrás de todo ello brilla el dolor.

“Bogotá es triste, sí, pero de otra manera. Una tristeza fría, de atmósfera aciaga, de ciudad aplastada por el peso del cielo en lo más alto de la cordillera, en lo más lejos. Una tristeza rencorosa, torva, de muchedumbre silenciosas que en la calle tropiezan con otras muchedumbres, como un río con el mar, bajo la lluvia” 
(p. 254).

Pero si la mirada de Caballero sobre Bogotá es dura, la de Fernando Vallejo (Medellín, 1942) es implacable. Hay mayor distancia. “Bogotá, fría y sucia tiritaba en su mugre” (p. 88). Así la describe en  El fuego secreto (1986) una diatriba contra el país y sus males, formulada dentro del recuento que un joven homosexual antioqueño hace de su iniciación, tanto a la bohemia como a las drogas.

Hijo de un senador, los nombres propios y la exacta topografía urbana de Medellín —calle Junín, barrio Guayaquil, cárcel de La Ladera— conviven con disquisiciones lingüísticas y teóricas acerca de la propia novela y, lo cual es decisivo, con la pregunta acerca de cuánta potencia irracional encierra la lengua.

Apelando a figuras como las de Fernando González, otro iconoclasta, y oscilando en ese terreno que va de la fascinación por el lumpen al rechazo de las facciosas sectas de la intelectualidad marxista, la novela termina por armarse en torno a un yo espasmódico. Alguien que bien puede desechar con rabia lo que fue como expresar, con el mismo lirismo con que Barba Jacob enumeró a sus muchachos casados con la muerte, sus apetitos.

El texto, ardiente exorcismo, culmina con un rechazo a la figura de Bolívar. La violencia de sus páginas presagia una Colombia en la cual las masacres llegaron a ser demasiado cotidianas y la impersonalidad de las cifras no dejaba de resultar estremecedora. El balance resultaba desolador dentro del propio texto de la novela:

“¿Y qué veo? Que los bosques ya los talaron, los ríos ya se secaron, las montañas no eran arables y la capa vegetal de los inmersos llanos era tan mísera, tan ínfima, tan mínima que daba, si acaso, lástima y para alimentar matorrales y culebras. Sueño de ingenuo, ilusión de pobre, Colombia nada tiene: sólo el partido conservador y el liberal, o sea tampoco tiene futuro. Pero Colombia que nada tiene es lo único que tenemos. No es un consuelo?” (p. 172).

El cierre del horizonte y la clausura de falsas expectativas es, quizás, un alivio: Termina por enfrentar a los seres con ellos mismos. Quizás sea ésta la razón que lleva a otros jóvenes como Elena y J., a dejar Envigado e irse a Turbo, en una de las más logradas novelas recientes: Primero estaba el mar (1983) de Tomás González (1950) sobrino del mencionado filósofo de “Otra parte”: Fernando González.

Terminarán en una playa remota, queriendo, en vano, poner a funcionar una ganadería, un sembradío, una tienda o un aserradero, pero nada de ello tiene dimensiones míticas. Son apenas ocupaciones a las que se entregan, con fervor primero, con desinterés luego, mientras su relación personal se deteriora, en el laconismo de unos diálogos perfectos. Pero lo singular no es tanto ello sino el saber, desde el comienzo mismo y en forma progresiva, que estos serán los últimos días de un hombre. Que sus reflexiones sobre el mar o las palmas, y su vitalismo antiintelectualista, no es un programa. Es la sencillez inmediata de la vida misma en contrapunto con su anterior aturdimiento estruendoso. Es la elementalidad aparente de sus relaciones con seres tan complejos como él mismo.

“Esa mezcla de literato, anarquista, izquierdista, negociante, colono, hippie, y bohemio no tenía ningún chico de sobrevivir. Mucho que haya llegado a los treinta y cuatro años a que llegó” (p. 68) escribirá un corresponsal amigo, pero la brevedad de su existencia, como la del libro mismo, no es por ello menos intensa, y su sobriedad no carece, en ningún momento, de una eficaz poesía: La misma de El coronel no tiene quien le escriba o la que logró Luis Fayad (1945) en Los parientes de Ester (1978). La parábola de un hombre, a la vez sensible y consciente, “que cada vez llegaba a sitios en que se encontraba más solo y se hacía más vulnerable y libre” (p. 100). En el cual cariño y lejanía conviven, y quien asume su soledad final como la carga y el alivio que en definitiva es. Por ello se opone, y se resigna luego a que Elena cerque un pedazo de playa, celosa de su intimidad: El paraíso, si existe, está en uno mismo:

“Venía huyendo de cierta racionalidad oprobiosa, esterilizadora, como la gasolina, el arribismo y el asfalto. Por eso, precisamente, odiaba el cerco de Elena, pues era la caricatura de una caricatura, una lamentable muestra de lo que puede llegar a ser la actividad humana; por eso se exasperaba cuando cortaban mal la madera, porque era como doblar innecesariamente una locura –la muerte del árbol– sumergiéndolo a él en un torbellino ridículo de insensatez y muerte. Cuando se perdía un animal no se ofuscaba tanto por la plata que valía, y solo en menor medida porque la finca, como negocio, no avanzara; sencillamente soñó alguna vez con tener los potreros llenos de ganado saludable, un sueño natural, al fin y al cabo, de querer que las cosas crezcan y se multipliquen” (pp. 96-97).

Mujeres y diplomacia

Rafael H., Moreno Durán (1946) publicó en esta década una trilogía titulada “Femina Suite” compuesta por tres novelas” Juego de Damas (1977); El toque de Diana (1981) y Finale capriccioso con Madonna (1983) en las cuales una prosa enrarecida por lo intelectual profana y a la vez exalta a la mujer, cuestionándola en su ascenso social a través del sexo y mitificándola en el hermetismo de su cuerpo. Juegue con las categorías de “Matriarcas”, “Mandarinas” o “Meninas”, o utilice combativas metáforas guerreras, para la interminable batalla de los sexos, siempre hay en ellas una inteligente acumulación verbal que satura el tema hasta el exceso, trátase de los –salones galantes– literarios, de la estrategia militar, o de la arquitectura con connotaciones simbólicas. También se da allí una parodia culta, que si en Antonio Caballero proviene de su admiración por Nabokov en Moreno Durán recuerda su interés por narradores como Musil.

Luego, con Los felinos del Canciller (1987) Moreno Durán dirige sus dardos, hacia la diplomacia, contando los avatares de tres miembros de una misma familia, los Barahona, que usufructúan, a lo largo del tiempo, cargos en el exterior, uniendo política con filosofía y legalidad jurídica con hablar bien. El tan vapuleado mito de la Atenas Suramericana se trueca en un irónico “apenas sudamericana”, mientras intrigas y maniobras cubren el período que va desde los presidentes gramáticos hasta el año de 1949, en Nueva York. El paso de los tecnicismos griegos a la pedestre oralidad, como ha señalado Raymond Williams, hace que algunas de las dificultades de lectura de la anterior trilogía sean reemplazadas por:

“humor e ingenio, y el lenguaje, en cambio de constituirse en muralla a la comprensión, es utilizado sutilmente por Moreno Durán como vehículo del humor”.

“En camino largo hay desquite”: Manuel Mejía Vallejo

Nacido en 1923, Mejía Vallejo ha publicado 15 libros antes de La casa de las dos palmas (1988) la novela con la que obtuvo el premio Rómulo Gallegos. Retorna en ella a esa región del Suroeste antioqueño, en límites con el Chocó, donde situó su primera obra:   La tierra éramos nosotros (1945), y en ese territorio cruzado por el río San Juan y circundado por los farallones del Cítara, vuelve a contarnos sus historias de fatalidad familiar. Pueblos reales como Jericó y Jardín se han convertido en su mítico Balandú y allí una maldición ancestral vuelve a marcar, con su látigo de fuego, a seres recios y perfilados con fuerza: Una ciega, un patriarca erguido que vive con la amante de su hijo, una mujer encadenada a causa de los celos, un Sacerdote, un tallador de madera. Pero ahora el largo recorrido vital de Mejía Vallejo puebla el recuento con la copla y la música, con su capacidad para transfigurar la voz de la naturaleza y asimilar, potenciados, los elementos de la cultura popular. También por una sabiduría escueta y proverbial, que concentra la anécdota en sentencias incontrovertibles: “nadie más se merece la muerte de uno”.

Esos pueblos llenos de vecinos obligaron a edificar un paraíso con relentes incestuosos, allí en el páramo, a un hombre que se apresta a morir entre los caídos signos de su perdido esplendor. Final de una saga creativa y de una fidelidad irrevocable por una región, que ha seguido en sus transformaciones dolorosas, de El día señalado (1964) a  Aire de tango (1973), Fernando Cruz Kronfly ha resumido así sus méritos:

“Mejía Vallejo, con esta novela realmente sorprendente y profunda, donde se observa un trabajo literario de orfebre y sensible al extremo, hasta el más insignificante detalle, cierra en nuestro país un tipo de literatura. Y lo cierra en un doble sentido: final predominio de la naturaleza en su relación de conflicto con la racionalidad tecnológica, y personal ajuste de cuentas con los antecedentes incluso personales mediante un esfuerzo de totalización frente a la memoria personal y nacional que sobrecoge. La historia de Efrén Herreros, de su estirpe, es al mismo tiempo la historia de una cultura que se levanta radical y contestataria respecto del poder del confesionario. Un pensamiento radical en extinción, que un día quiso fundar en nuestro medio una república secular y moderna pero fracasó después de los triunfos políticos, económicos y culturales de la gran hacienda”43.
Voces múltiples: Ambitos diversos

Como es obvio, el mapa de la actual novela colombiana, en la década del 80, es mucho más vasto. Allí deben tomarse en cuenta obras como las de Elisa Mujica (1918) cuyo Bogotá de las nubes (1984) sobre la formación de una niña de provincia, en la Bogotá de los años 30, con su ingreso al trabajo en las oficinas públicas y a la universidad, trae consigo la modernización, con ímpetus sociales, del período. O el exuberante mural barroco de Héctor Rojas Herazo (1921) quien con  Celia se pudre (1986) logra que su memoria de pintor recobre, uno a uno, todos los elementos míticos de un pueblo de la costa vistos desde el intrascendente hoy de un empleado público hundido en la burocracia bogotana. Puede pensarse, entonces, que todos los provincianos anclados en la capital mantienen vivas sus raíces.

Pero esto no es generalizable. Otros, desde la costa caribe, se hunden en intransferibles mundos propios. Así Marvel Moreno publica En diciembre llegaban las brisas (1987) donde tres mujeres definen sus vidas, a partir de la Barranquilla de los años 40, en la progresiva conciencia con que van asumiendo, desde la voz narrativa instalada en París, los condicionamientos del medio.

O Ramón Illán Bacca, ingenioso cronista, quien con  Deborah Cruel (1990) incursiona en la novela, divirtiéndose en la reconstrucción de un nido de espías nazis en la Barranquilla de la segunda guerra.

Roberto Burgos Cantor (1948), por su parte, logra con el Patio de los vientos perdidos (1984) integrar una polifonía de voces, boxeador, prostituta, seres anacrónicos de la ya vetusta Cartagena, en la renovadora intensidad de sus monólogos críticos.

David Sánchez Juliao (1945) con obras como Pero sigo siendo el rey (1983) o  Mi sangre aunque plebeya (1986) mantiene un oído alerta para la música popular, más allá de los enredos de la trama, o cultiva, en la segunda, una sátira puntual sobre el arribismo y la nueva clase ejecutiva.

Su rapidez inmediatista se hace mucho más morosa en casos como el de Jaime Manrique Ardila (1949) quien con Oro colombiano (1985) vuelve a establecer el contrapunto Barranquilla-Bogotá en torno al auge marimbero, siendo resueltos, de modo más feliz, los primeros personajes y el proverbial carnaval de la ciudad que la segunda parte, con sus pretenciosas elucubraciones en torno al poder central.

Bogotá, en cambio, es captado por José Luis Díaz Granados (1946) en Las Puertas del infierno (1985) con toda su sordidez prostibularia, que no excluye el humor, a través de la paradójica novela de formación de un escritor, José Kristian, que mezcla mujeres y libros con singular desparpajo.

Juan José Hoyos (1953) inicia con Tuyo es mi corazón (1984) la nueva saga del Medellín moderno, entremezclando música y adolescencia dentro del escenario que se volverá proverbial: el barrio. El mismo que años más tarde Víctor Gaviria (1955) con El pleito que no duró nada (1991) abordara, en otro estrato social, sustituyendo balada por rock y diálogo por violencia indiscriminada.

De este modo la novela contemporánea en Colombia, de Oscar Collazos a Marco Tulio Aguilera Garramuño, de Alba Lucía Angel a Gustavo Alvarez Gardeazábal, y de Eduardo García Aguilar a Evelio Rosero Diago, confirma su innegable vitalidad. Sus múltiples propuestas son las mismas de un país cada vez más complejo y polifacético. Cada día más crítico, en su tensión creativa.

Nota del autor

Las notas anteriores, mediante algunos pocos ejemplos, buscan mostrar tendencias de la novela colombiana en la última década.

Un panorama general puede encontrarse en el libro de Alvaro Pineda Botero: Del mito a la posmodernidad. La novela colombiana de finales del siglo XX. Bogotá, Tercer Mundo Editores, 1990, 212 p. y en el libro de Raymond Williams sobre la novela en Colombia, 1844-1987, que Tercer Mundo publicó en su versión española: Novela y poder en Colombia. Bogotá, 1991, p. 273.

Nota bibliográfica novela

Libros

COBO Borda, J.G., La narrativa colombiana después de García Márquez. Bogotá, Tercer Mundo Editores, 1989, 343 p.

Incluye comentarios a las obras de Eduardo Caballero Calderón, Manuel Mejía Vallejo, Gabriel García Márquez, Pedro Gómez Valderrama, Alvaro Mutis, Gustavo Alvarez Gardeazábal, R.H. Moreno Durán, Juan Gossain, Umberto Valverde, Helena Araujo, Marvel Moreno, Roberto Rubiano, Antonio Morales, Amílcar Osorio, Andrés Caicedo, Jaime Manrique Ardila, María Elvira Bonilla, Julio Olaciregui.

PINEDA Botero, Alvaro, Del mito a la posmodernidad, La novela colombiana de finales de siglo XX. Bogotá, Tercer Mundo Editores, 1990, 212 p.

Centrado en la producción posterior a Cien años de Soledad (1967), y dividido en 8 capítulos, con exhaustiva bibliografía final sobre las novelas de la década del 80, el libro “señala, más bien, las tendencias posgarciamarquianas, cada vez más alejadas de las concepciones míticas y más acordes con lo que se ha denominado la posmodernidad”. Analiza así núcleos temáticos de interés como el paso “de la arcadia a la neurosis”, “utopía”, “la solemnidad burlada”, “la estructura abismal”, “la historia en la literatura”, y dos enclaves regionales: la costa y Antioquia-Caldas.

WILLIAMS, Raymond  L., Novela y porter en Colombia. 1844-1987. Bogotá, Tercer Mundo Editores, 1981. 268 p.

Este intento por historiar la novela colombiana desde el punto de vista regional, dedica su capítulo 7: “La novela moderna y posmoderna” (1965-1987) a dos narradores básicamente: García Márquez y Moreno Durán, con breves referencias a otros autores. Para el debate que ha suscitado ver “Magazín Dominical”, El Espectador, Bogotá, No. 426, junio 23 de 1.991, pp. 6-13.

Entrevistas

AYALA Poveda, Fernando,  Novelistas colombianos contemporáneos. Bogotá, Fundación Universidad Central, s.f. 209 p.

Aun cuando sus referencias bibliográficas llegan hasta 1980,. el volumen, más que por sus análisis críticos, tiene interés por los novelistas entrevistados: Pedro Gómez Valderrama, Plinio Apuleyo Mendoza, Fernando Cruz Kronfly, Jorge Eliécer Pardo, Carlos Perozzo, Rodrigo Parra Sandoval, Luis Fayad, Rafael Humberto Moreno Durán.

RAMIREZ, Ignacio; Turriago, Olga Cristina, Hombres de Palabra. Bogotá, Cosmos, 1989, 339 p.

Muy útil libro de entrevistas que incluye los nombres de Benhur Sánchez, Pedro Gómez Valderrama, Carlos Perozzo, Humberto Tafur, Manuel Mejía Vallejo, Darío Ruiz, Julio Olaciregui, Alvaro Medina, Rodrigo Parra, Arturo Alape, Jairo Aníbal Niño, Helena Araújo, Consuelo Triviño, Marvel Moreno, Héctor Rojas Herazo, Manuel Giraldo —Magil—, R.H. Moreno Durán, Luis Fayad, Ricardo Cano, Oscar Collazos, Héctor Sánchez, Carlos O. Pardo, Hugo Ruiz, Fernando Soto Aparicio, Germán Cuervo, Fabio Martínez, Gustavo Alvarez Gardeazábal.

SPITALETTA, Reinaldo; Escobar Velásquez, Mario, Reportajes a la literatura colombiana. Medellín, Universidad de Antioquia-Biblioteca Pública Piloto, 1991. 145 p.

Interesantes reportajes con narradores como Gustavo Alvarez Gardeazábal, Fernando Cruz Kronfly, Mario Escobar Velásquez, José Luis Garcés, Harold Kremer y Manuel Mejía Vallejo. 

Volúmenes colectivos

WILLIAM, Raymond (Compilador), Ensayos de literatura colombiana. Bogotá, Plaza y Janés, 1985.

Fruto del primer encuentro de colombianistas norteamericanos, este volumen agrupa, entre otros, trabajos sobre la narrativa de Manuel Mejía Vallejo, Manuel Zapata Olivella, Gabriel García Márquez, Fanny Buitrago, Gustavo Alvarez Gardeazábal y Darío Jaramillo Agudelo.

CANO, Ricardo; Araújo, Helena; Valencia, César, Tres ensayos incluidos en el   Manual de Literatura Colombiana. Tomo II. Bogotá, Planeta, 1988, pp. 353-510.

Los tres trabajos ofrecen un exhaustivo panorama de la narrativa colombiana después de García Márquez, abarcando la actividad novelística de los años setenta y ochenta, el aporte de las mujeres (Rocío Vélez de Piedrahíta, Elisa Mujica, Alba Lucía Angel, Flor Romero, Fanny Buitrago, Amparo Suárez, Marvel Moreno) y la modernidad del género, a través de variados ejemplos.

TITLER, Jonathan (Editor), Violencia y literatura en Colombia. Madrid, Orígenes, 1989.

Recopilación, como el primero, de las ponencias presentadas en el cuarto encuentro de colombianistas norteamericanos, 1987, reúne entre otros, trabajos sobre la novela de la violencia, Gabriel García Márquez, Eduardo Caballero Calderón, Pedro Gómez Valderrama y Alvaro Cepeda Samudio.

PINEDA Botero, Alvaro; Williams, Raymond (Editores). De ficciones y realidades. Bogotá, Tercer Mundo Editores 
—Universidad de Cartagena, 1989.

Trabajos presentados al Quinto Congreso de Colombianistas, 1988, las ponencias sobre narrativa se refieren a Alvaro Cepeda Samudio, Héctor Rojas Herazo, Marvel Moreno, Roberto Burgos Cantor, Gabriel García Márquez y Rafael H. Moreno Durán.

Artículos en revistas

SANCHEZ Jiménez, Francisco, Críticas y Ficciones, Gradiva, Bogotá, No. 2, julio-agosto 1987, pp. 51-61.

Un narrador glosa las obras de sus colegas, y los problemas de la narrativa en el país. Entre los comentados: Manuel Mejía Vallejo, Héctor Rojas Herazo, Gabriel García Márquez, Germán Espinosa y Rafael H. Moreno Durán.

COBO Borda, J.G.; Palacios, Marco; Martínez, Fabio; Nadheza Truque, Sonia, Diversos artículos aparecidos en el Boletín Cultural y Bibliográfico, Biblioteca Luis Angel Arango, Bogotá. Vol. XXV, No. 14, 1988. P. 3-49.

Estudian la obra de narradores como Eduardo Caballero Calderón, Manuel Mejía Vallejo, Gabriel García Márquez, Pedro Gómez Valderrama, Alvaro Mutis, Gustavo Alvarez Gardeazábal, Rafael H., Moreno Durán, Fernando Vallejo y Marvel Moreno.

JARAMILLO Zuluaga, J.E.,  Alta tradi(c)ión de la narrativa colombiana de los 80, Boletín Cultural y Bibliográfico, Biblioteca Luis Angel Arango, Bogotá. Vol. XXXV, No. 15, 1988.

Interesante análisis de obras de Gabriel García Márquez, Alvaro Mutis, Manuel Zapata Olivella, Fernando Vallejo, Darío Jaramillo Agudelo, Carlos Perozzo, Roberto Burgos Cantor, José Luis Díaz Granados, Germán Espinosa, Fanny Buitrago, Marvel Moreno, Rafael H. Moreno Durán.

ARAUJO, Helena, De 1900  a hoy. Sitio en Colombia. Sitio a la “Atenas Suramericana”, Hispamérica. Gaithersburg, Año XVIII, No. 53-54, agosto-diciembre 1989, pp. 35-62.

Si bien el análisis arranca desde La Vorágine de Rivera sus observaciones sobre narradores recientes son dignos de tomarse en cuenta. Estudia las obras de Héctor Sánchez, Arturo Alape, Alba Lucía Angel, Fanny Buitrago, Manuel Mejía Vallejo, Darío Ruiz, Luis Fayad, Oscar Collazos, Rafael H. Moreno Durán, Antonio Caballero, Marvel Moreno, Manuel Zapata Olivella, Alvaro Mutis.

MEDINA, Federico,  La novela reciente en Colombia, Con-textos. Medellín, Revista de Semiótica Literaria No. 5, Universidad de Medellín, 1990, pp. 59-82.

Considera, entre 1950 y 1980, la existencia de dos generaciones de escritores en Colombia. La primera integrada por nombres como García Márquez y Alvaro Cepeda Samudio. La segunda por Policarpo Varón, Darío Ruiz, Fernando Cruz Kronfly, Nicolás Suescún, Oscar Collazos, Luis Fayad, Roberto Burgos, Rafael H. Moreno Durán, Germán Santamaría, Héctor Sánchez y otros. Aun cuando no se detiene en el análisis de obras específicas, sus caracterizaciones generales contribuyen a delinear el Horizonte del período.

JIMENEZ, Panesso, David, “Poesía y Narrativa”. Gaceta Colcultura No. 5, Bogotá, enero-febrero 1990, pp. 25-27. Se refiere a poetas como Jaime Jaramillo Escobar, José Manuel Arango, Juan Manuel Roca y a narradores como Alvaro Mutis, Fernando Vallejo, Roberto Burgos, R.H. Moreno Durán, Marvel Moreno, Germán Espinosa.

Revistas

Revista de estudios colombianos, No. 1: 1986, No. 8: 1990. Bogotá, Tercer Mundo Editores, con diversos estudios, reportajes y reseñas de novelas aparecidas en estos años.

Nota bibliográfica

Poesía

O’HARA, Edgar, Agua de Colombia. Notas sobre poetas colombianos. Bogotá, Fundación Simón y Lola Guberek, 1988, p. 205.

De Silva y Barba Jacob a poetas jóvenes como David Jiménez y José Libardo Porras, el libro reúne veinte notas sobre poetas colombianos, escritas por un poeta peruano, que es también buen conocedor de la tradición poética latinoamericana. Si bien le merece especial atención la obra de Alvaro Mutis, también las de Jaime Jaramillo Escobar, José Manuel Arango, María Mercedes Carranza y Darío Jaramillo, suscitan agudas lecturas.

SOBRE HAROLD ALVARADO TENORIO, Camorra. Monografías. Bogotá, Ediciones La Rosa Roja, 1991. 118 p.

Poemas, entrevistas y notas críticas sobre su obra y sus traducciones, permiten una variada aproximación al trabajo de Harold Alvarado Tenorio (1945) y al clima de su generación.

VELEZ Correa, Roberto, La nueva poesía de Caldas —De cara a la posmodernidad— Manizales, Casa de Poesía Fernando Mejía Mejía —Ediciones Vellón de Nubes— 2, s.f., p. 28. 

Util análisis de los poetas caldenses nacidos después de 1950, que va del hermetismo poético, a la diafanidad lírica, pasando por la necesidad de estilo.

BEDOYA, Luis Iván, Poetas en Antioquia (1966-1826). Medellín, Biblioteca Pública Piloto, 1991, p. 201.

Aunque sólo presenta dos poemas por poeta, es ésta una muy útil antología de la poesía antioqueña, que actualiza las referencias al incluir treinta autores nacidos después de 1950.

ORAMAS, María Cristina, Postal de fin de siglo. Poesía colombiana actual. Kolibro Editores, Bogotá, 1991, p. 61.

Antología de siete nacidos después de 1950: Fernando Linero, Armando Rodríguez, Rafael del Castillo, Eugenia Sánchez, Gustavo Adolfo Garcés, Jorge Mario Echeverry y Julio Daniel Chaparro.
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El movimiento teatral colombiano ha tenido un notable desarrollo en la segunda década del presente siglo y en particular, durante las tres últimas décadas, en las cuales se han consolidado grupos, así como escuelas, festivales, encuentros, talleres y giras nacionales e internacionales, lo que ha permitido una positiva confrontación e intercambio del teatro colombiano con otros movimientos de América Latina y España.

A partir de un quehacer empírico, y pese a muchas dificultades y carencias, el teatro en Colombia ha superado la etapa del juego de aficionados, del sainete costumbrista y del teatro literario, sin un claro concepto de la acción dramática, escrito por poetas, novelistas y en general, escritores sin experiencia en la praxis escénica. Las motivaciones principales surgían de influencias de moda, en particular del teatro comercial español de la primera mitad de nuestro siglo, como sucedió en general en América Latina con la influencia de autores como Benavente y Casona.

También existió, es cierto, una influencia del lirismo dramático de Federico García Lorca y Rafael Alberti, pero ésta se produjo sobre autores que ensayaron el género dramático como una parte de la literatura poética, como fue el caso de Jorge Zalamea (“El regreso de Eva”, —1926— o: “El rapto de las Sabinas”); Arturo Camacho Ramírez (“Luna de arena” —1943— y “Doncel de amor” —1945—).

Hay que anotar que los dos autores más importantes y fecundos de la primera mitad de nuestro siglo, Antonio Alvarez Lleras y Luis Enrique Osorio, se vincularon al teatro no sólo como autores, sino también como directores y promotores de la actividad escénica. Alvarez Lleras creó y dirigió la compañía teatral “Renacimiento”, y Osorio, varios grupos escénicos, entre los cuales el más constante fue la “Compañía Bogotana de Comedias”.

Sin embargo, a fines de los años cincuenta, surgió un movimiento más amplio y ambicioso que abarca los más diversos aspectos de la producción del espectáculo teatral. Esta nueva etapa tuvo varios factores en su génesis, que le permitieron dar pasos más sólidos en la búsqueda tanto de las herramientas técnicas del trabajo del actor, como en la dirección, escenográfica y demás aspectos del lenguaje mixto y complejo del teatro.

Entre esos factores cabe destacar las escuelas de arte dramático, los festivales, la creación de grupos estables y la vinculación de un importante sector de la cultura (artistas, escritores, dirigentes) con el trabajo escénico. Figuras de la política, intelectuales del grupo de la revista “Mito”, dirigida por el poeta y ensayista Jorge Gaitán Durán, pintores como Enrique Grau, David Manzur, Alejandro Obregón y músicos como Luis Carlos Figueroa, Fabio González Zuleta, Roberto Pineda Duque y más tarde Blas Emilio Atehortúa, contribuyeron al desarrollo de un arte interdisciplinario más complejo y enriquecedor.

Estos distintos aspectos vienen a consolidarse a fines de los años cincuentas y comienzos de los sesentas. Los primeros festivales nacionales adquirieron una gran importancia, reunieron a muchos actores y directores que trabajaban en forma aislada en la radio y en la naciente televisión y que tenían plena conciencia de la necesidad de convertir una actividad hasta el momento empírica y aficionado de los actores —que por demás montaban obras sólo como un divertimiento familiar— en un trabajo profesional de un nivel de calidad, a la altura del que se venía desarrollando en otros países de América Latina, como podían ser las naciones del Cono Sur, en particular Chile y Argentina.

En efecto, la influencia de estos países sobre personas, grupos e instituciones, fue evidente. Las escuelas de teatro en formación, tanto en Bogotá como en Cali, constatan que el avance de la enseñanza y la práctica teatral independiente en Chile y Argentina podía ser tenido en cuenta para un mejor desarrollo de nuestra propia experiencia. Uno de los primeros gestores de la Escuela Nacional de Arte Dramático, en la década de los años cincuenta, anexa al teatro Colón de Bogotá, fue don Juan Peñalosa. En un artículo que escribió por aquella época, habla de cómo se inspiró para crear la Escuela de Arte Dramático en la evolución que para entonces tenía el teatro chileno. La idea le vino desde que estuvo en Chile, entre los años 1942 y 1945, al conocer el teatro experimental creado por Pedro de la Barra, una de las más recias personalidades del teatro en América Latina en el siglo XX.

La fundación de la escuela se decidió cuando Juan Peñalosa fue nombrado director del Teatro Colón, en 1950, siendo Ministro de Educación Manuel Mosquera Garcés y director de Extensión Cultural el doctor Carlos López Narváez. La escuela fue inaugurada el 24 de abril de 1951, con la asistencia del presidente de la República, doctor Laureano Gómez. El teatro en miniatura (“El Palomar”) fue construido ese año por el Ministerio de Obras Públicas, para las tareas prácticas de la Escuela.

Entre los distintos profesores extranjeros, españoles, brasileros y de otras nacionalidades, trabajó allí el profesor argentino Eduardo Cuitiño quien llevó a escena la obra “El veranillo de San Juan”, de Betty Byden Beecher, con alumnos de la escuela.

En el caso de Cali, la Escuela Departamental de Teatro nació en 1955; su primer director fue el maestro español Cayetano Luca de Tena. Sin embargo, éste no permaneció mucho tiempo al frente de la Escuela. Después de montar “El sueño de una noche de verano”, de Shakespeare, regresó a su país. En su lugar fue nombrado como director Enrique Buenaventura, quien se había vinculado a la naciente institución después de su viaje por Suramérica, durante el cual había conocido de cerca y trabajado en el teatro de Brasil y Argentina.

Pronto Buenaventura invitó a trabajar a varios actores y directores argentinos, surgidos del movimiento de teatro independiente, en la institución caleña. De allí nació el TEC (Teatro Escuela de Cali) como grupo profesional, integrado en un comienzo por alumnos egresados de la Escuela.

Entre el grupo de profesores de Argentina y Chile que trabajaron con Buenaventura, a finales de los años cincuenta y comienzos de los sesenta, se encontraban Pedro I. Martínez, actor y director, quien fue el primer director artístico del TEC. Fanny Mickey, quien desde ese entonces, hace más de treinta años, se vinculó al movimiento teatral colombiano, como actriz y dinámica organizadora, y también otros directores, maestros, escenógrafos y coreógrafos, tales como Boris Roth, luego actor y director en la televisión colombiana, así como Giovanni Brinatti, Roberto Arcelux y Amadeo Petralía.

Muy pronto Fanny Mickey se destacó en la promoción cultural, tanto en el TEC, su grupo de planta en un comienzo, como en la organización de los “Festivales de Arte de Cali” que a comienzos de los años sesenta tuvieron un papel importante en el desarrollo cultural colombiano.

A la par que las escuelas contribuían a consolidar la actividad escénica, los festivales nacionales de teatro fueron el punto de encuentro, evaluación y difusión del teatro colombiano.

En los años sesenta se consolidan dos importantes encuentros de esta naturaleza: el Festival Nacional celebrado en el Teatro Colón y organizado por una corporación cultural, creada para este efecto y los festivales de teatro universitario. La Corporación Festival Nacional de teatro, estuvo dirigida en sus comienzos por el profesor húngaro Ferenc Vajta y posteriormente por el director, actor y maestro de actores Bernardo Romero Lozano. Estos festivales sin duda abrieron un espacio decisivo para que el teatro colombiano diera un paso adelante. Este Festival se desarrolló entre los años de 1957 y 1966.

Durante este período cabe nombrar al primer teatro experimental independiente de Bogotá: el Teatro “El Búho”, creado y dirigido por el actor y director español Fausto Cabrera, a cuyo alrededor se creó una significativa corriente de teatro de vanguardia, en la cual surgieron nombres como Santiago García, Paco Barrero, Abraham Zalzman, Joaquín Casadiego, Mónica Silva, Carlos José Reyes y otros.

El teatro en Bogotá contó con otros directores de importancia, que dieron un valioso aporte en la formación de actores y grupos, como es el caso de la directora brasilera Dina Moscovici, quien en un comienzo desde la Escuela Nacional de Arte Dramático, y luego desde varios centros educativos, como la Universidad de América y la Universidad Nacional, contribuyó a formar a muchos de los creadores del teatro colombiano, inculcándoles un elevado sentido poético del arte dramático.

El Teatro Estudio de la Universidad Nacional jugó un importante papel en este desarrollo. En su primera etapa, con el montaje de obras como: “El jardín de los cerezos”, de Antón Chéjov, o “Galileo Galilei”, de Bertolt Brecht, dirigidas por Santiago García, y luego con las obras dirigidas por Dina Moscovici, Carlos Duplat, Carlos Perozzo, Joel Otero y otros.

Tanto Duplat como Perozzo han sido actores, directores y autores dramáticos. El primero, con obras como: “Un hombre llamado Campos” (1962) y “El Basurero” (1966), y el segundo con varias obras, que aún permanecen inéditas en cuanto a su montaje escénico. “La Cueva del Infiernillo” ganó el premio en el Concurso de Autores organizado por el Teatro Nacional en 1984.

En tiempos más recientes la Universidad ha contado con el trabajo del Taller de la Imagen, dirigido por Enrique Vargas, quien ha explorado los temas del cuento popular, en piezas como: “Sancocho de cola”. 

A partir de 1966, tuvieron lugar los festivales nacionales de teatro universitario, organizados por la Asociación Colombiana de Universidades ASCUN, con el apoyo del ICFES. Estos festivales vincularon a los estudiantes de las universidades a la actividad escénica como actores y también como público y fueron el origen del Festival de Manizales, que en un comienzo tuvo un carácter latinoamericano y universitario, hasta convertirse en la vanguardia y el punto de encuentro del teatro de nuestro continente y el decano de los numerosos festivales que se han venido realizando desde entonces en diversos países. Puede decirse que con el Festival Internacional de Manizales se rompen el aislamiento y la incomunicación que hasta ese entonces teníamos con el teatro de América Latina.

Sin duda, esta apertura significó un valioso incremento, de los intercambios, conocimientos de autores y métodos, estilos y tendencias, que han permitido que nuestro quehacer teatral tenga un amplio panorama continental y rompa el estrecho ámbito aldeano que lo caracterizaba hasta entonces.

Con posterioridad a los festivales de Manizales en su primera etapa, el movimiento universitario va adoptando una posición radical, en el aspecto político. En este sentido influyen varios factores tales como las teorías de Marcusse, la Revolución Cultural China y el movimiento estudiantil insurreccional de mayo del 68 en Francia y de un modo particular en París.

Estos acontecimientos repercuten sobre el teatro universitario colombiano de manera determinante. Ya no se trata sólo de montar obras de Brecht o de Peter Weiss, sino ante todo, de intervenir en las actividades políticas de un modo directo mediante el teatro.

La búsqueda de la calidad pasa a un segundo lugar, al defender una supuesta preeminencia de los contenidos sobre las formas. En muchos de los intentos —que encubren una ilusa e infantil realización de deseos— lo importante es decir las cosas, aunque no se tenga el menor cuidado en la manera de decirlas.

Sin embargo, en honor a la verdad hay que aclarar que no todo lo que se hizo en esta etapa a comienzos de los años setentas, fue negativo. El volver la mirada hacia los problemas del país, aunque en muchos de los casos fuera en forma esquemática y simplista, influyó sobre la mayor parte del movimiento teatral para adoptar una posición a favor de la búsqueda de la dramaturgia nacional, el encontrar un lenguaje propio, con situaciones y personajes creíbles, para presentar nuestros temas históricos y sociales sobre el escenario.

De allí vienen varios títulos sobre la violencia como “los Papeles del Infierno” de Enrique Buenaventura, estrenada en 1968, o “La Agonía del Difunto” de Esteban Navajas (presentada en el “Teatro Libre de Bogotá” en 1977).

Sobre la huelga de la zona bananera acaecida a finales de 1928, que ha sido tema de la narrativa contemporánea en la obra de autores de la importancia de Alvaro Cepeda Samudio y Gabriel García Márquez, existen varios títulos de piezas teatrales, entre los cuales podemos mencionar: “Soldados”, versión de Carlos José Reyes de algunos capítulos de la novela “La Casa Grande” de Cepeda Samudio, con la cual se estrenó la “Casa de la Cultura” (posteriormente Teatro “La Candelaria”), en junio de 1966; “Bananeras”, del Teatro Acción de Bogotá, presentada en 1971 bajo la dirección de Jaime Barbin; “La Denuncia” de Enrique Buenaventura, de 1974, o “El Sol Subterráneo” de Jairo Aníbal Niño, presentada por el Teatro Libre en 1978, que enfocan el tema desde la sensibilidad y estilo de cada autor, con cierto lirismo en unos casos y una mayor objetividad documental en otros.

El aspecto importante de esta exploración dramatúrgica, como lo hicieron los novelistas desde su propia perspectiva, lo constituyó el hecho de acercar los problemas de la realidad política y social a una forma dramática verosímil de evocar los tiempos y construir personajes.

Otros temas históricos como el levantamiento comunero o la insurgencia guerrillera contemporánea, generaron todo un ciclo de piezas: “La Gente del Común” de Joaquín Casadiego, de 1968; “Nosotros los Comunes”, creación colectiva del teatro La Candelaria, estrenada en 1972; “El Grito de los Ahorcados” de Gilberto Martínez, escrita en 1967; “Guadalupe Años Sin Cuenta”, del teatro La Candelaria, estrenada en 1974, o “El Abejón Mono” de Eddy Armando, presentada con el grupo “La Mama” en 1973, son algunos de los títulos más significativos.

El estilo de los festivales cambia en los años sesenta. La primera etapa del Festival de Manizales culmina en 1973, y luego siguen los “Festivales Nacionales del Nuevo Teatro”.

Entre otras modificaciones, estos eventos se descentralizan y se elimina el carácter competitivo. Tanto el teatro universitario como el profesional independiente, toman en sus manos las riendas de la organización, la concepción y la imagen de cada festival. Los mismos grupos hacen la evaluación y selección de los mejores trabajos; se efectúan muestras regionales antes de llegar al festival propiamente dicho.

Por estos años se crean también las organizaciones gremiales, tales como la Corporación Colombiana de Teatro (CCT), —1969— (la única que ha conseguido sobrevivir hasta el presente), la Asociación Nacional de Teatro Universitario (Asonatu) —creada en 1971— y otros intentos de darle a los grupos teatrales un tipo de organización que les permita luchar unidos por sus reivindicaciones sociales.

Aunque en algunos casos se hayan producido enfrentamientos ideológicos y se hubieran adoptado posiciones sectarias, desde hace más de veinte años, el movimiento teatral colombiano ha buscado el respeto a esta actividad artística como una profesión digna que exige del estado y de sus organizaciones culturales, una política clara y definida de apoyo y protección con el fin de que esta actividad tan necesaria como espejo crítico de la vida social, pueda sobrevivir a sus contingencias y limitaciones sobre todo, en el aspecto económico, que suele entenderse como un “gracioso donativo” que convierte el arte dramático en una actividad mendicante.

En los últimos tiempos han tenido lugar las dos primeras ediciones del “Festival Iberoamericano de Bogotá”, en 1988 y 1990, organizado por el. Teatro Nacional con la dirección de Fanny Mikey. Estos festivales han constituido un gran acontecimiento por la cantidad y calidad de grupos internacionales invitados, los cuales han permitido al público y a los hombres de teatro de Colombia, conocer algunas de las mejores muestras del arte dramático que se llevan a cabo en el presente en las más diversas latitudes.

Esta importante evolución permite que nuestro movimiento teatral tenga una comunicación permanente con significativas actividades escénicas que se organizan en otros países. Encuentros, Festivales, giras y talleres tienen lugar a lo largo del año en diversas ciudades del continente y de España. Nueva York, Montreal, México, La Habana, San José de Costa Rica, Caracas, San Juan de Puerto Rico, Londrina en Brasil, Córdoba en Argentina y Cádiz en España permiten que grupos, organizadores, directores y dramaturgos, asistan a unos u otros eventos y mantengan una retroalimentación de experiencias y proyectos, que a su vez inciden sobre los festivales y temporadas que se realizan en Colombia.

En la actualidad se adelantan distintos proyectos de coproducciones internacionales como el llamado “Acuerdo de San José”, por medio del cual varios de estos festivales han adquirido el compromiso de producir sendas piezas, desde su escritura hasta el montaje final, teniendo como punto de partida un mismo tema, relacionado con el choque de culturas que surgió con el descubrimiento de América.

Con este objeto se ha invitado a un grupo de autores de los países signatarios a participar intercambiando sus opiniones y proyectos desde la primera sinopsis argumental hasta la escritura final. Las lecturas de los textos se han venido realizando en encuentros en distintos países, y el texto final permitirá seleccionar las obras que serán llevadas a escena para luego rotar en sus presentaciones por los distintos festivales. El otro aspecto original de este proyecto, radica en el hecho de que los directores de las obras se buscarán en países distintos a los de los autores. 

Otro proyecto de coproducciones se ha planteado por parte del Centro Latinoamericano de Creación e investigación Teatral, Celcit, y consiste en invitar a varios grupos profesionales de amplia trayectoria en América Latina a llevar a escena versiones teatrales de textos literarios de alto nivel de calidad y representatividad en nuestro continente.

Puede decirse, que el movimiento teatral ha logrado eliminar fronteras artificiales y dar pasos hacia el ideal de integración con el que soñara Bolívar y que no ha tenido los mismos resultados en otras organizaciones de carácter político o económico que se han intentado en el continente, durante las últimas décadas. Quizá el carácter de utopía que tienen el arte y el teatro consigan un avance de lo que grandes masas humanas aspiran para unas mejores relaciones internacionales en el futuro.

El teatro es, sin duda, sensible a los cambios, transformaciones sociales, políticas y filosóficas, así como a los nuevos descubrimientos científicos. De ahí, que por lo general sobre la escena de la ficción y el mito se adelanten instancias que más tarde tendrán cuerpo en la realidad.

El otro factor de desarrollo del teatro colombiano desde finales de los años cincuenta, ha sido la apertura de salas teatrales, por iniciativa de los propios grupos, posibilitando de esta forma la realización de temporadas de varios meses, los ensayos estables en el mismo escenario de la representación y la consolidación para cada sala de elencos más o menos estables —por lo menos en una importante etapa de la estructuración de los grupos y de un público cada vez más constante—.

La primera de estas salas estables fue el teatro “El Búho” de Bogotá, alrededor de 1958 y luego vinieron la “Casa de la Cultura”, en 1966 (posteriormente grupo de teatro “La Candelaria”), y de inmediato nuevos espacios como el teatro “La Mama”, “El Local”, el Teatro Popular de Bogotá, TPB, “El Alacrán” (integrado con el anterior en los últimos años), el “Teatro Nacional”, el “Teatro Libre de Bogotá”, el teatro “La Baranda” y otros grupos sin sala que han conseguido una continuidad y un desarrollo con base en la tenacidad y el esfuerzo. Esto en lo que se refiere a Bogotá.

Otras ciudades también han contado con un movimiento teatral estable, en especial Cali y Medellín, aunque también han surgido grupos en Manizales, al calor de los festivales; en Cartagena, Barranquilla, Cúcuta, Bucaramanga, Neiva e Ibagué.

En Cali se destaca la labor del “Teatro de Cali”, TEC, el grupo estable más antiguo del país, dirigido por Enrique Buena​ventura, mientras en Medellín se ha desarrollado un movimiento muy valioso e importante, gracias a la acción constante de pione​ros como Gilberto Martínez o Mario Yepes, quienes han organizado grupos, creado escuelas y formado actores a lo largo de varias décadas.

En la actualidad, en Medellín existe una Facultad de Teatro en la Universidad de Antioquia, grupos como la Casa del Teatro, “La Fanfarria” —títeres, la “Ex-Fanfarria”— Teatro, este último dirigido hasta fines del año 1990, por el dramaturgo José Manuel Freydell, quien fuera asesinado por causas desconocidas, en medio de la ola de violencia que asola a la capital antioqueña en los últimos años.

José Manuel Freydell fue un autor prolífico y de notable interés, durante su corta existencia. Entre sus obras, la mayor parte de las cuales fueron escritas después de 1980, se destacan: “Las medallas del General”, “Las Arpías”, “El romance del bacán y la maleva”, “Hamlet en este país de ratas retóricas”, “Los infortu​nios de la bella Otero y otras desdichas” y “Amantina o la histo​ria de un desamor”. Su universo es esperpéntico, crítico y sarcástico. Sus personajes se debaten entre el temor y la muerte, el bajo mundo y los sueños, casi siempre fallidos.

En el II Festival Iberoamericano de Teatro de Bogotá, en 1990, pocos meses antes de su muerte, presentó una de sus últimas piezas: “Las tardes de Manuela”, inspirada en la soledad y los sueños de Manuela Sáenz, en su última época en Paita.

También se destaca en Medellín el teatro de Gilberto Martínez Arango, actor, director, deportista, médico cardiólogo, ensayista y dramaturgo. Su obra plantea temas de carácter histórico, como “El grito de los ahorcados”, inspirada en el movimiento comunero de 1781, (escrita en 1975) o de carácter social y político, como: “Los Mofetudos” (1965), “El Interrogatorio” y “Zarpazo” (1972), y las comedias: “El Horóscopo” (1966) y “El poder de un cero” (1974). Martínez también ha escrito ensayos sobre teatro, y fue el creador y director de la Revista “Teatro”, una de las publica​ciones que logró una mayor cantidad de ediciones en nuestro país.

Además de Freydell y de Gilberto Martínez, han surgido en Mede​llín otros jóvenes autores, como Henry Díaz o Víctor Viviescas, cuyas piezas tienen un aliento vital y renovador, como ha podido comprobarse en varios concursos nacionales en los cuales han obtenido primeros puestos. Es el caso de “El Cumpleaños de Ali​cia”, de Henry Díaz, Premio Universidad de Medellín en 1977, y “Crisanta Sola soledad Cristiana”, Premio Ciudad de Bogotá, en el Festival Nacional de Teatro, en 1988.

Aparte de conjuntos estables con sede propia, otros han consegui​do sostener una actividad constante en medio de las dificultades, y alcanzan resultados positivos en muchos de sus trabajos.

Grupos de teatro callejero, como el “Teatro Taller de Colombia”, “La Papaya Partía” o el “Tecal”, han logrado interesantes resul​tados en calles y plazas públicas, por medio de un lenguaje que integra música, mímica y actuación, en las cuales actores monta​dos en zancos con mascarones y otros elementos, irrumpen con humos y fantasía en el espacio público.

También han tenido un gran desarrollo los grupos de títeres y muñecos, que emplean las más diversas técnicas, tales como el muñeco de guante, la marioneta, el títere javanés de varilla marote y otros sistemas, como teatro de sombras chinescas o muñecos con el sistema de los ventrílocuos.

En algunos trabajos de carácter experimental, se combina el trabajo de los muñecos con el actor a la vista, con teatrino o sin él, como el de Bunraku japonés, consiguiendo resultados de un notable valor poético, tanto para niños como para adultos.

Entre estos grupos se destacan los títeres “Cocoliche”, de Julia Rodríguez; “Hilos Mágicos”, dirigido por Ciro Gómez; las marione​tas de Ernesto Aronna y de Jaime Manzur, “La Libélula Dorada”, de los hermanos Alvarez; “Paciencia de Guayaba” de Fabio Correa y “Teatrova”, de Carlos Parada, así como la “Fanfarria-Títeres”, de Medellín. Piezas como “Los Héroes que vencieron todo menos el miedo” de la Libélula Dorada, “Expreso a Cucaña” de Teatrova o “El Cuartico Azul” de la Fanfarria, significan un gran avance de este difícil género en Colombia.

Otros grupos y directores de talento han realizado un trabajo importante, por fuera de los elencos estables con sala propia. Es el caso de Kepa Amuchastegui, hoy más dedicado a la televisión y quien fuera el fundador del “Teatro La Mama” y otros nombres como Sergio González y Juan Monsalve, del grupo “Acto Latino”; Beatriz Camargo, antigua actriz del teatro “La Candelaria” y que actualmente dirige el Taller de Investigaciones Escénicas de Villa de Leyva, así como Gustavo Cañas, quien ha realizado valio​sos montajes de carácter experimental, y en tiempos más recientes el grupo “Mapa Teatro”, de Rolf y Heidi Abderhalden. Todos ellos han realizado experiencias muy importantes desde posiciones diferentes, comprobando que el quehacer teatral en Colombia se ha diversificado, con un amplio pluralismo de estilos y tendencias, en los últimos años.

En cuanto a la dramaturgia, los autores más importantes de las últimas décadas han tenido una vinculación directa con la prácti​ca escénica y el contacto con el público. Desde finales de los años cincuenta surgió una corriente, tratando de ponerse al día con los hallazgos y búsquedas del teatro contemporáneo en otras latitudes, en especial en Europa y Estados Unidos.

El teatro del absurdo, por ejemplo, tiene sus representantes en la obra de Arturo Laguado, Antonio Montaña, Fernando González Cajiao o Gustavo Andrade Rivera, y en forma más reciente, en el teatro de Santiago García, José Assad o Víctor Viviescas.

Uno de los primeros ejemplos lo constituye “El Gran Guiñol”, original de Arturo Laguado. Esta obra fue seleccionada en 1950 por la compañía española Lope de Vega para ser representada durante su gira por Latinoamérica. Sobre ella opinó Carlos Lemos: “Considero ‘El Gran Guiñol’ una comedia original que puede expresar las modernas tendencias del teatro americano de vanguardia”.

Algunos años más tarde, el teatro llamado “del absurdo”, tiene un brillante exponente en Antonio Montaña Nariño. Escritor de amplia formación humanística, Montaña combina un concepto del absurdo existencial con un fino lirismo. Sobre sus piezas existen in​fluencias notorias, como las de Samuel Beckett o Christopher Fry, pero este tipo de experiencia significa una ruptura con el natu​ralismo aldeano o el costumbrismo de las décadas anteriores al medio siglo.

Dándole al absurdo un carácter local, y trabajando temas relacio​nados con la violencia, se destaca en los años sesenta el teatro de Gustavo Andrade Rivera, con piezas como: “Remington 22” (1962); “El Camino” (1963); “Historias para quitar el miedo” (1963) y el guión de la película de Julio Luzardo “El río de las tumbas”, de 1964.

También se destaca la pieza de Fernando González Cajiao “El Globo”, una divertida sátira a las relaciones de familia.

El autor más prolífico del nuevo movimiento teatral es, sin duda, Enrique Buenaventura. En su obra dramática confluyen varios propósitos y búsquedas, tales como las raíces populares, expre​sadas tanto en la narrativa de autores como Tomás Carrasquilla y en especial su cuento: “En la Diestra de Dios Padre”, del cual Buenaventura ha hecho más de cinco versiones a lo largo de treinta años de representar la pieza, como los cuenteros vernáculos, las historias de la costa pacífica y el Caribe, el tema de la violencia y las luchas sociales, la crítica de la historia oficial, las dictaduras y la represión y en los últimos años una nueva mirada sobre al absurdo, visto desde la sensibilidad y la cultura de América Latina.

Entre sus obras se destacan las piezas sobre la violencia, reuni​das bajo el título de: “Los papeles del Infierno”. Son obras que tratan sobre distintos aspectos y personajes de la violencia, un poco a la manera de “Terror y miseria durante el III Reich”, de Bertolt Brecht, sobre el nazismo en Alemania. Las obras tratan desde el tema campesino, en “La Maestra”, hasta temas urbanos como “La Tortura” y “La Audiencia”. Sin duda, la más lograda de estas pequeñas obras, es “La Orgía”, que luego fue concebida como un espectáculo completo.

En 1990, Siglo XXI publicó un tomo con las piezas más representa​tivas de Buenaventura, que incluye, aparte de “Los Papeles del Infierno”, otros títulos como: “Un Réquiem por el Padre Las Casas”, “El Menú”, “Se hizo Justicia”, “Crónica” y “El ánima sola”. Esta última, una versión teatral de otro cuento de Tomás Carrasquilla.

Tomando como base la experiencia de los grupos, surgen varios sistemas de trabajo colectivo. La Candelaria y el TEC, La Mama o el Acto Latino indagan esta nueva posibilidad de creación escénica para el acto colombiano, que tiene ricos antecedentes en otras épocas de la historia, en las cuales el juego del actor abarcaba la totalidad del espacio creativo, como fue el caso de la “Commedia Dell’arte” italiana.

En este género, basado en un sistema de improvisaciones que exige contar con un grupo estable y largos períodos de búsqueda e investigación, se han destacado trabajos tales como los elabora​dos por el teatro “La Candelaria”, bajo la dirección de Santiago García. Son títulos representativos de la Creación Colectiva, obras como: “Nosotros los comuneros” (1972); “La Ciudad Dorada” (1973); “Guadalupe años cincuenta” (1975); “Golpe de Suerte” (1980) y “El Paso” (Parábola del camino) (1988).

Otros grupos también desarrollaron obras importantes con el sistema de creación colectiva, como es el caso de la pieza “I Took Panamá”, del Teatro Popular de Bogotá, TPB, con dramatur​gia de Luis Alberto García y dirección de Jorge Alí Triana, o “El Abejón Mono” (1972), “Joselito Carnaval buscando su cosa Latina” (1977) y “Los Tiempos del Ruido” (1986), del Teatro “La Mama”, dirigidas por Eddy Armando.

Otros autores han estrenado sus piezas después de 1980, como el propio Santiago García, quien ha escrito: “El Diálogo del Rebus​que”, inspirada en la vida del Buscón llamado don Pablos, de Quevedo, “¡Corre, corre, Carigueta!” y “Maravilla Estar”. En estas obras se observan interesantes búsquedas que exploran los ámbitos de la literatura, la historia y el teatro, consiguiendo resultados originales que aportan nuevos caminos al teatro colombiano.

Otros grupos de carácter estable, como el “Teatro Libre de Bogo​tá”, han contribuido al desarrollo de la dramaturgia nacional. Varias de las piezas de Jairo Aníbal Niño, que se caracterizan por sus preocupaciones sociales y su alto lirismo, han sido llevadas a escena por este grupo, dirigido por Ricardo Camacho. Entre ellas, “Los Inquilinos de la ira” y “El Sol Subterráneo”, esta última escrita sobre los sucesos de la matanza en la zona bananera en 1928.

Uno de los mayores éxitos del Teatro Libre lo constituyó el montaje hecho por Jorge Plata de la obra de Esteban Navajas “La Agonía del Difunto”.

Esta pieza de carácter esperpéntico y un acusado humor negro, trata el tema de los conflictos entre los campesinos y los terra​tenientes de la costa Atlántica, logrando plasmar sobre la escena personajes vivos y creíbles, en un ambiente de picaresca y diver​sión que concluye en tragedia risible, cuando el pícaro que se finge muerto es castigado y llevado a enterrar, después de haber sido clavado su ataúd pese a sus protestas.

En los últimos años la producción teatral se ha diversificado. Ha surgido un importante movimiento de teatro comercial y de revista musical, promovido sobre todo por Fanny Mickey y el Teatro Nacio​nal, llevando a escena revistas de éxito como “Sugar”, y la pieza que inspiró la famosa película de Marylin Monroe: “Una Eva y dos Adanes”, y “Doña Flor y sus dos maridos”, basada en la novela homónima de Jorge Amado.

Por otra parte, muchos grupos montan piezas clásicas o modernas de otras latitudes, como es el caso del Teatro Libre de Bogotá, quien ha llevado a escena piezas de Shakespeare, Tirso de Molina o Molière, así como a importantes autores contemporáneos como Arthur Miller.

Desde luego, el movimiento aún plantea problemas de diferente orden; la dramaturgia nacional requiere de estímulos para conti​nuar desarrollándose. La profesión del actor se debate entre la atracción de la televisión, que cuenta con una mejor remunera​ción, y las dificultades inherentes al teatro vivo. La competen​cia de las distintas salas, los costos de la publicidad y la necesidad de una mayor calidad técnica en el trabajo de actores, directores, escenógrafos e iluminadores, son factores que van a incidir en el desarrollo del arte escénico colombiano ante las expectativas de la presente década, en los umbrales del siglo XXI.

Uno de los grandes retos que el movimiento teatral colombiano debe superar en el presente, es sin duda, el de la comunicación con el público. El desarrollo de las ciudades, la situación de los teatros, los medios masivos de comunicación y otros factores que convocan a los grandes sectores de la sociedad, no pueden ser limitantes ni obstáculos para la actividad escénica.

De hecho, el crecimiento de una metrópoli como Bogotá cambia sus centros de atención por distintas causas, entre las que se cuen​tan los desplazamientos de las zonas residenciales hacia el norte, el temor que las gentes tienen de salir en horas de la noche a causa de la inseguridad y el terrorismo y el encierro que las gentes viven en barrios cerrados como ghettos con beta​max y vigilancia armada.

Estos factores que parecen limitantes, no lo son tanto, si el teatro consigue una comunicación eficaz con sus espectadores, puesto que se ha comprobado en los más diversos países y cultu​ras que, pese a los avances de la técnica de los medios de comunicación, no existe una forma más próxima, viva y contunden​te de expresión que la presencia viva del actor sobre el escena​rio.
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Luis Alberto AlvarezTC "Luis Alberto Alvarez"
Comenzando la última década del siglo XX, el director y los intérpretes de “Amar y Vivir”, llegan en limosina alquilada a la première de su película, con un gesto tan cómico como desampara​do. Comenzando la última década del siglo XX el cine colombiano reanuda su ciclo de errores inveterados, sin aprender nada del pasado. Comenzando la última década del siglo XX, la entidad estatal creada para hacer posible el cine colombiano, es un ente inútil e intolerablemente costoso como otros muchos que constitu​yen el Estado. Comenzando la última década del siglo XX las perspectivas del cine colombiano son tan inquietantes y oscuras como nunca.

Desde los años veinte no ha dejado de haber esfuerzos por esta​blecer una cinematografía nacional colombiana. Estos esfuerzos se han polarizado casi siempre hacia la creación de una indus​tria pero sólo ocasionalmente han buscado aplicar reflexiones sobre una identidad o expresiones de una posición estética. En lo técnico, el país cuenta hoy con un número cada vez mayor de personas con experiencia y habilidad, adquiridas sobre todo en la producción de comerciales y aprendida en escuelas audiovisua​les internacionales. En cuanto a la temática, el cine marginal y el documental político y antropológico, que en los años setenta logró hablar un lenguaje propio y llamar la atención internacio​nalmente, frenó su ritmo de producción hasta llegar, casi, a desaparecer. Dentro de las exiguas estructuras comerciales, por otra parte no han faltado los intentos de realizar algunas películas de prestigio y respetabilidad, con el fin de buscar, por lo menos, éxitos morales en los festivales internacionales y aprovechar la ocasión que éstos ofrecen de limitadas distribucio​nes en el extranjero. Algunas de estas cintas lograron el objetivo, no carente de importancia, de poner a Colombia en el mapa del cine, algo que hasta entonces sólo habían logrado algunas producciones marginales y de agitación política.

En los años cuarenta y cincuenta se ensayó para luego enterrarse definitivamente el esfuerzo de construir una industria cinemato​gráfica comercial, sobre el esquema de las existentes en México, Brasil o Argentina. Los nombres de las compañías productoras de ese entonces, Ducrane, Patria Films, Cofilma, Procinal, Pelco, son el eco lejano de algo que no logró desembocar nunca en lo que pretendía: crear cine colombiano. En todos los países del mundo la salida del esquema industrial de cinematográfico en busca de perspectivas más personalizadas e independientes, está estrecha​mente unida, tanto a un cambio de actitud estética como a las posibilidades ofrecidas por la tecnología. El desarrollo de formatos económicos y de equipos ligeros logró romper la barrera de una producción pesada, masiva, necesariamente ligada a grandes capitales. Intentos como el de “La Langosta Azul” de 1954, hecha por nombres hoy míticos como los de García Márquez, Grau y Cepeda Samudio son, naturalmente, jugueteo amateur, pero permiten detectar, por primera vez en el país, la necesidad de expresarse a través del cine. Por otra parte, una película como “El Milagro de Sal”, realizada por el mexicano Luis Moya en 1958, es el único ejemplo de la década de los cincuenta, narrativa y técnica relativamente sólida y cuenta una historia de una cierta coherencia, identifi​cable con nuestra realidad. Sin embargo, la línea comercial de “El Milagro de la Sal”, no encontró continuidad en ese entonces. Sus herederas son ciertas telenovelas de prestigio de nuestros días.

Un momento importante llega en los sesenta. Se trata de una promesa fallida pero que, esta vez, no está representada por proyectos o nombres de compañías, sino por películas reales. José María Arzuaga y Julio Luzardo se constituyeron con ello en los dos únicos “clásicos” con que ha podido contar el cine colom​biano hasta el presente. Arzuaga, sobre todo, creó imágenes que siguen mostrando una enorme sensibilidad, una aguda mirada sobre la realidad, que sólo se ha repetido en el cine argumental en nuestros días, con Víctor Gaviria. “Raíces de Piedra” (1962) y “Pasado el Meridiano” (1967), son películas fracasadas por las precarias condiciones de producción, por la carencia de colabora​dores técnicos a la altura de las exigencias e ideas de su direc​tor, con los clásicos fallidos del cine colombiano, insuficientes en sí mismos pero, sin embargo, valiosos como testimonio e indi​cador. En grado menor puede decirse lo mismo del cine de Julio Luzardo, más acabado técnicamente que el de Arzuaga, más “presen​table”, aunque varios grados menos sensible. “Tres cuentos colombianos” (1962), realizada con Alberto Mejía y “El río de las tumbas completas” (1964), complementan lo que podría considerarse el exiguo segundo cine colombiano (el primero fue el mudo de los años veinte, tan difícil de juzgar por su inaccesibilidad), que podría haberse constituido en simiente de algo muy bueno y perma​nente.

Los años sesenta y setenta están marcados en todas partes, pero muy especialmente en el tercer mundo, con la aparición de los diversos cines políticos y de lucha. La candente actualidad, la sensibilización y la radicalización política en artistas e inte​lectuales, llevaron al surgimiento de un limitado cine colombiano marginal, un cine de contrainformación y de didáctica política, un cine de consigna, al mismo tiempo analítico y emocionalizado. Los escasos productos de este cine, que habría que volver a juzgar desde las nuevas perspectivas, llevaron al cine colombia​no, por primera vez, a foros internacionales. El encarcelamiento del realizador Carlos Alvarez lo convirtió en símbolo mundial de una expresión artística amordazada y durante mucho tiempo sólo su nombre (y poco después los de Martha Rodríguez y Jorge Silva), fueron considerados cine colombiano legítimo. Si el cine de Alvarez puede ser visto fundamentalmente como coyuntural, Martha Rodríguez y Jorge Silva siguieron con el suyo un camino propio de reflexión antropológica y política, un cine de observación y paciente respeto de la realidad, que terminó en ocasiones produ​ciendo imágenes fuertes e inviolables. Particularmente “Chirca​les” (1967/72) y “Nuestra voz de tierra, memoria y futuro” (1982), poseen una permanencia humana y estética difícilmente lograda por otros productores latinoamericanos. Una contraparti​da de este cine marginal, más marcado por ciertas tendencias de vanguardia, fueron los documentales realizados en Cali por Carlos Mayolo y Luis Ospina. Cintas como “Oiga Vea” (1971), a diferencia del cine marginal bogotano, observaban críticamente la realidad pero con toque surreal, sarcástico y distanciado.

El cine marginal tuvo un efecto inmediato en las tendencias comerciales: la presión para obtener del Estado un apoyo a la creación cinematográfica, a partir de la conciencia, cada vez más clara, de que era imposible hacer un cine colombiano y competir con los grandes monopolios internacionales de exhibición y distribución sin el fomento oficial. Surgió de ahí la ley del sobreprecio a las entradas a los cines, con la obligación de exhibir en cada sesión cortometrajes nacionales. Para algunos esta fue la ocasión de experimentar, de practicar un lenguaje y de llegar a un público hasta entonces inaccesible; pero para una gran mayoría (entre ellos el gran monopolio nacional de exhibi​ción), la nueva ley se convirtió en inesperada fuente de ingre​sos. La producción de cortometrajes “de cuota” de ínfima calidad fue enorme, y la junta de calidad establecida para aprobar su exhibición se demostró incapaz de oponerse a las presiones de todo tipo. La palabra “película colombiana” se convirtió en maldición para millones de espectadores, obligados a la fuerza a ver las cosas más ineptas y carentes de interés.

Un segmento de sobreprecistas produjo incluso un estilo crítico-social, a la vera de los marginalistas: películas como “Corrale​jas” de Ciro Durán y Mario Mitrioti (1974); “El Oro es Triste” de Luis Alfredo Sánchez (1972); “La Patria Boba” de Luis Alfredo Sánchez (1972) y “El cuento que enriqueció a Dorita” de Luis Alfredo Sánchez (1974), fueron panfletos de impacto inmediato, que incluso llegaron a ser acogidos por festivales internaciona​les, pero cuya entidad se desmoronó en muy poco tiempo. Esta generación de cineastas, algunos de ellos educados en escuelas de cine del exterior, fueron la primera generación con que contó luego Focine para la producción de nuevos largometrajes en Colom​bia.

Pero antes del establecimiento del fomento estatal al largometra​je, gente como Gustavo Nieto Roa intentó de nuevo la suerte dentro de esquemas puramente comerciales, empleando para ello figuras popularizadas por los medios, especialmente la televi​sión, e historias ligeras cómicas y melodramáticas. El éxito relativo de algunas de estas películas no compensó el esfuerzo productivo y dejó en claro que la estructura nacional de distri​bución y exhibición no es apta ni siquiera para los productos locales más comerciales. En la línea de Nieto Roa continuarían más tarde profesionales de la publicidad como Manuel Busquets y Manuel José Alvarez, sin que lograran mejorar las condiciones para un cine comercial de factura nacional.

Ciertos directores, entre ellos algunos provenientes del sobre​precio, quisieron dar el paso a algo que mezclara el atractivo comercial con el comentario sociopolítico, evitando pretensiones estéticas. “Mamagay” de Jorge Gaitán (1977); “El Candidato” de Mario Mitrotti (1978) y “El Patas” de Pepe Sánchez (1978), son ejemplos de esta tendencia que no produjo nada de interés y que, como siempre, se resquebrajó ante los obstáculos de promoción, distribución y exhibición. En esta misma época Ciro Durán hizo una serie de cortometrajes en 16 mm, que terminó fundiéndose en un largo y que documenta la situación de los niños bogotanos de la calle. “Gamín” (1976) es una película ambigua, cuyo retrato despiadado de la realidad se mezcla con comentarios y aprovechamientos oportunistas, que dieron su fruto en un éxito internacional ines​perado. Películas como “Gamín” son el blanco de la crítica de la cinta “Agarrando Pueblo” de Carlos Mayolo y Luis Ospina (1977), un ácido e inteligente comentario a la llamada “pomomiseria”, que estaba cundiendo en la producción cinematográfica del país, sirviéndose de la moda tercermundista y particularmente latinoa​mericanista, entonces viva en Europa.

Sólo una película de largometraje intentó liberarse de las carac​terísticas esclavitudes y funcionar con sus propios medios.

“Canaguaro” (1981) del chileno Dunav Kuzmanich se convirtió en una especie de leyenda, pero también en una respuesta para nada concreta y efectiva a las necesidades del cine nacional. Es cierto que la cinta posee un cierto aliento épico y momentos de veracidad e identidad ausentes de los largometrajes comerciales, pero sus interminables defectos técnicos y narrativos práctica​mente la inutilizan y hacen de ella, una vez más, un paquete más de buenas intenciones.

En ese momento había ya mucha gente en Colombia que quería hacer cine, trabajar dentro de una de las muchas posibilidades que el medio ofrecía en lo técnico y en lo creativo. Máxime que cada vez habla más gente preparada para hacerlo. Pero nadie sabía todavía cómo debía ser este cine y, mucho menos, cuál era la manera de producirlo y de hacerlo llegar a un público. De estos interrogan​tes y para hacer posible un cine nacional. Focine vio la luz en 1979, con la tan difundida y peligrosa teoría colombiana de que las cosas hay que hacerlas nacer y después “se arreglan las cargas por el camino”. De este tipo de nacimientos surgen con​tradicciones insalvables, que en última instancia terminan por destruir los mejores propósitos. En todo caso, la sola existencia de la entidad posibilitó la realización de un número tan grande de películas colombianas como antes no había sido posible.

Personajes que llevaban años esperando su oportunidad, algunos de ellos preparados en el exterior, tuvieron así la oportunidad de hacer su primer largometraje, que en muchos casos ha seguido siendo el único. Francisco Norden pudo así tocar el tema de la violencia colombia​na, basándose en la novela de Alvarez Gardeazábal. Su película “Cóndores no entierran todos los días” (1984), probablemente no perfecta, pero sí alentadora y con cualidades hasta entonces inéditas, dramatúrgica, visual y temáticamente. Más decepcionan​te fue el arranque de otro de los veteranos del sobreprecio, Luis Alfredo Sánchez. El, como otros, siguió sintiéndose espantado por el fantasma económico, por la amenaza de no poder recuperar lo invertido y su intento de mezclar fórmulas atractivas con ciertos comentarios sobre el país en “La Virgen y el fotógrafo” (1982) resultó fallido. Lisandro Duque Naranjo, por su parte, inició una carrera en el largometraje comercial que, pese a su irregulari​dad, ha sido la única que ha podido tener cierta continuidad y considerarse coherente. Al “Escarabajo” (1982) le siguió la interesante “Visa USA” (1986) con “Milagro en Roma” (1988), gracias al sistema de prestigio internacional de la marca García Márquez, pudo lograr incluso un cierto nivel de internacionaliza​ción.

Del sobreprecio salió también Camila Lobo-Guerrero, con educación visual y cierto talento para la comedia. Después de su primer largo, una aceptable comedia, se vio envuelta en una “superpro​ducción” en los momentos más críticos de Focine y más oscuros para el cine colombiano. Las grandes ambiciones (1990) de “María Cano” concluyeron en un producto desequilibrado e insatisfacto​rio. Después de haber comenzado como director de fotografía y con una alta capacitación técnica, ejercitada como uno de los mejores creadores de imágenes publicitarias del país, Sergio Cabrera buscó con su primer largometraje “Técnicas de duelo” (1988), una comedia de nivel, salir de la banalidad y el provincialismo del cine nacional. La cinta tuvo éxitos internacionales pero nunca se estrenó comercialmente en el país y la segunda cinta de Cabrera se quedó enredada en los problemas burocráticos de Focine.

Ya desde el comienzo, la cinematografía del Valle del Cauca aprovechó la política de fomento para lanzarse con entusiasmo a una manera propia de hacer cine. El grupo caleño alrededor del escritor Andrés Caicedo, educado en cineclubes y con mucho impul​so creativo, comenzó por los caminos del “Underground”. En los años ochenta (cuando ya el profeta Caicedo había fallecido), se lanzó al experimento del largometraje comercial, con una mezcla de cine de género y de parodia intelectual que no logró encontrar eco en el público. Luis Ospina realizó, con excelente nivel técnico y una aproximación muy fría, un comentario sarcástico a la terratenencia valluna en “Pura Sangre” (1982). En la misma línea Carlos Mayolo con “Carne de tu carne” (1983), creó un largometraje lleno de aciertos pero que se desmorona inexorable​mente después de un tiempo. Ospina no ha realizado ningún otro largo, pero Mayolo hizo un apreciable ensayo de adaptación literaria en “La mansión de Araucaíma” (1986), antes de dedicarse de lleno a la serie televi​siva de éxito “Azúcar” (1990), siempre con las mismas variantes de su mundo personal y su entorno. Con apoyo de Ospina y Mayolo, Carlos Palau (con experiencias problemáticas en el sobreprecio), hizo la película “A la salida nos vemos” (1986), al parecer con intenciones de evocación nostálgica. Desgraciadamente el resulta​do se asemeja más a las comedias estilo Nieto Roa que a una declaración personal.

Focine intentó una apertura a mercados internacionales por medio de coproducciones. “A la salida nos vemos” se realizó junto con Venezuela, y con Argentina se hizo “El día que me quieras”, una película surgida en medio de las críticas más agudas a Foci​ne, con un alto presupuesto y con un resultado que refleja las presiones, los desequilibrios y las crisis por las que debió pasar. Su realizador es otro valluno, Sergio Dow, y la cinta tampoco llegó a los teatros. Notable fue el éxito internacional de “Tiempo de Morir” (1985), una rígida puesta en escena de Jorge Alí Triana sobre un viejo guión de García Márquez. La película había sido producida en video y fue repetida en 35 mm y realiza​da en coproducción con Cuba. Es una cinta respetable cuya forma inicial, sin embargo, había sido más efectiva.

Después de la primera ola de largometrajes la primera parálisis productiva llevó a la búsqueda de nuevas alternativas. Interesan​te fue la producción amplia de mediometrajes en 16 mm para televisión, una idea que les permitió superar el ocio a muchos cinematografistas y técnicos y que dio oportunidad de hacer experimentos sin restricciones comerciales, pero que dejó por resultado un trabajo prácticamente aéreo, sin canales de difu​sión. Porque la televisión colombiana le dio a estas películas una atención muy limitada en todo sentido y otro tipo de distri​bución o exhibición no existe para ellas en este país. En todo caso, la serie reveló talentos vitales y si bien muchas de estas películas son insignificantes, una cuantas tienen ya un lugar asegurado en nuestra precaria historia del cine. Talentos de provincia como Víctor Gaviria en Argentina y Luis Fernando Bottía en Barranquilla, le trajeron oxígeno temático y visual a un cine marcado por los vicios de casi cuarenta años de televisión cen​tralizada.

A la gran euforia inicial de Focine siguieron la crisis de reco​nocimiento, las acusaciones, la burocratización, la inestabilidad laboral, los intereses políticos, las fórmulas a medias y, final​mente, una parálisis de la que no se acierta a salir. Uno de los aspectos más paradójicos de la política de fomento en Colombia es que la actividad de Focine, más que impulsar, ha terminado fre​nando la creatividad cinematográfica. Las políticas de Focine reflejaban las insuperables contradicciones de los mismos cineas​tas. Algunos conjuraban el espectro de la comercialidad, la necesidad de hacer cosas vendibles para un gran público. Otros, en cambio, veían en la existencia de la entidad del estado la oportunidad adecuada para visualizar sus propios fantasmas y dar rienda suelta a sus necesidades expresivas, sin tener que preocu​parse demasiado por los riesgos económicos. Pero el problema real no estaba en este debate, ya que cualquiera de las dos aproxima​ciones puede ser aceptable dentro de una cinematografía que funciona. El problema crucial fue la incapacidad de un gran elefante blanco burocrático, atendiendo por su cuenta las solu​ciones prácticas e inmediatas que una producción de cine requie​re.

Definir los problemas del cine colombiano en términos de antago​nismo entre “cine cultural” y “cine comercial”, es desconocer la raíz de la crisis. La dificultad reside en una falta de replan​teamiento global de la comunicación y de sus canales y en un tener en cuenta las fuerzas que los mueven y controlan. Creo que al considerar el cine colombiano y sus eventualidades no es posible limitarse a problemas de producción y distribución o incluso de estática y lenguaje, descuidando el estado de concien​cia del público, las capacidades de recepción alteradas por los medios que ese público consume. La política estatal de comunica​ción, en la cual debe estar comprendido el cine, no sólo debe ocuparse de que éste o aquel cine, conveniente, adecuado y útil para los colombianos debe ser impulsado, sino intentar captar qué tipo de cine los colombianos están en capacidad de ver, en su actual estado de conciencia.

Los acontecimientos del país son exasperaciones de un espíritu que ha penetrado en nuestra realidad por muchos canales. Una exasperación, sin duda, de las condiciones sociales, de los urbanismos inhumanos, del hambre, de las desigualdades abismales, de una ética que se quedó sin fundamento. Pero son también exas​peración de un espíritu que el manejo descontrolado, ambicioso, irresponsable, cínico de los medios de comunicación social ha contribuido a difundir. Hay que llevar a cabo una discusión a fondo de la política medial. El descuido en que los políticos y los gobernantes tienen estos temas, la carencia de expertos que los informen adecuadamente, hace que la comunicación en Colombia sea una jungla donde sólo los más astutos y arteros sobreviven. Es posible que sea ya muy tarde para que el gobierno asuma su responsabilidad sobre los medios de comunicación e intente devol​verles su obvio sentido de servicios públicos.

Otra de las constantes paradojas es la evidente dificultad del cine colombiano para contar historias por medio del cine. Una tradición literaria, retórica en su peor forma, le cierra el camino a las historias puramente cinematográficas, contadas con el insuperable grado de realidad que otorga la imagen del cine. Una literatura de paisajes, de mitos, de metáforas, de fantasías y de juegos de lenguaje, de objetos que no significan lo que son sino alguna otra cosa, resulta muy poco adecuada a las necesida​des de nuestro cine. Frente a una literatura acogida universal​mente, el lenguaje en imágenes cree tener que seguir las huellas de ésta, ampararse bajo su sombra, para poder ser atendido y tomado en serio. Nuestros mitos literarios se ven acartonados, falsos, intolerablemente simbólicos cuando se trasponen a la pantalla.

El síndrome García Márquez ha resultado, pues, canceroso y parti​cularmente paralizante para el cine latinoamericano en general y el colombiano en particular, un cine que se siente inhibido para contar historias simples cotidianas, sencillamente directas o de complejidad realista y psicológica, y obligado a acudir al legen​darismo trascendental cuando pretende crear arte cinematográfico. Los administradores culturales, por su parte, sueñan con promover un cine de ilustración de nuestras glorias literarias o patrióti​cas y quieren para él los “grandes temas”, pensando que sólo ellos le darán carta de nobleza a nuestro cine, impidiendo así el nacimiento de ideas fílmicas propias.

El cine de identidad colombiana, el cine que refleja la realidad nacional, colectiva o individual, el cine que rescata los modos de ser regionales, el espectro cultural del país, el que identi​fica valores y antivalores y asume una actitud crítica frente a la organización social, el que toma posición ante hechos concre​tes o ante vicios o virtudes permanentes, el que propone, sacude, polemiza, se indigna o entusiasma por cosas y hechos que para nosotros son identificables y comprensibles, el que parte de los elementos, imágenes y sonidos que tienen que ver con este país para crear propuestas estéticas, ideas, narraciones, un cine colombiano, fundamentalmente para Colombia pero también accesible y comprensible en otras esferas, es el cine que todavía estamos en mora de crear.

En mi opinión, “No Futuro” (1990) de Víctor Gaviria, es el primer largometraje colombiano argumental que no necesita bastones literarios, que refleja directa e inteligentemente la candente realidad urbana colombiana, que se aleja de los vicios y clisés visuales e interpretativos y revela en cada uno de sus aspectos la concepción de un director. Es una película que abre perspecti​vas y posibilidades. He seguido muy de cerca la obra audiovisual de Gaviria, como también la de otros realizadores colombianos de cine y televisión y, con toda honestidad, tengo que decir que nadie como él ha realizado una búsqueda ni presentado unos resul​tados tan concretos sobre lo que podríamos llamar cine de identi​dad nacional.

Gaviria ha sido el único director colombiano de cine de ficción (exceptuando ciertos balbuceos de José María Arzuaga y los prime​ros trabajos de Carlos Mayolo), en cuya obra es totalmente reco​nocible el hombre colombiano y su entorno.

Se cae en una trampa muy peligrosa al considerar que ciertos directores colombianos de corte televisivo poseen un mayor “profesionalismo”. El hecho de utilizar con cierta seguridad rutinas de lenguaje repetidas, tomadas de esquemas establecidos y fosilizados del cine comercial de todos los países, no puede ser el mejor aporte para un cine colombiano legítimo. Es cierto que el trabajo con actores naturales o en lugares auténticos presenta espinosas dificultades, que no siempre tiene como resultado imágenes perfectas, pero esa manera de hacer cine siempre ha contado con estos obstáculos. Pero en lo que se refiere a calidad narrativa, conocimiento y uso del lenguaje cinematográfico, puedo decir que el cine de Gaviria le lleva años luz a las “frases de cajón” que ostentan nuestras películas de prestigio, “Cóndores no entierran todos los días”, “María Cano”, “El día que me quieras”, “Tiempo de Morir”.

Sin embargo, esta discusión sería de importancia secundaria, si olvidáramos que “No Futuro” ha sido la única película colombiana de todos los tiempos que ha adquirido importancia como producto de comunicación social. Ha sido vista espontáneamente en copias piratas y sin ninguna promoción publicitaria en niveles que parecerían imposibles para otro cine: barrios, escuelas públicas, colegios de todas las clases, sindicatos, universidades y en su exhibición comercial ha sido vista de modo relativamente masivo por un público que, por primera vez, se reconoce, reconoce su espacio, su lenguaje, el mundo en el que vive. Este hecho es atribuible a la función de reflejo que la película cumple con su exactitud documental. Ello es el fruto de un delicado e importan​te trabajo, una búsqueda de autenticidad en lenguaje y comporta​miento que nadie había realizado hasta ahora en este país. El folclorismo de “La casa de las dos palmas”, el paisismo, el vallunismo o el bogotanismo ficticio de las series televisivas, se desbarata inmisericordemente frente al realismo y la veracidad de este tipo de imágenes y sonidos. Comenzando la última década del siglo XX, es necesario comprender que todas las estructuras mediales y audiovisuales están estre​chamente interrelacionadas y que, si bien no se puede pretender crear un cine colombiano en el sentido de las cinematografías tradicionales, sí es absolutamente indispensable una reflexión medial a fondo y una organización racional de la expresión artís​tica, la información y el entretenimiento que utilizan los cana​les cada vez más perfeccionados y cada vez más difíciles de controlar adecuadamente de la comunicación. Es posible que ya no tengamos muchas películas colombianas en los teatros de cine o en festivales internacionales, pero es necesario que haya imágenes colombianas pensadas, útiles, expresivas, que nuestro presente y pasado esté documentado y siempre presente audiovisualmente, que el talento nacional deje de estar sumido en la perpetua frustra​ción. Comenzando la última década del siglo XX no podemos darnos el lujo de ignorar estas necesidades.
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Ya existe consenso sobre el comienzo del arte moderno en Colombia con los artistas-pintores y escultores de la generación naciona​lista. No es fácil decir en pocas palabras, qué es arte moderno; sin embargo, el arte del siglo XX tiene varias características que se remontan a comienzos de la centuria: el interés por estu​diar las manifestaciones artísticas primitivas, principalmente de Africa y Oceanía y todas aquellas expresiones auténticas del hombre, ajenas a cualquier estética convencional; la búsqueda del poder de comunicación de la música, es decir, la creación de pinturas y esculturas que transmitan directamente, como la músi​ca, emociones y sentimientos; la eliminación del cubo escénico y de los valores táctiles y el énfasis en la superficie del lienzo, en el que sólo se sugieren el espacio y el volumen por la inte​racción de las áreas de color; la afirmación de que las formas simples, irreductibles y válidas exclusivamente por sí solas son más honradas que las complejas, simbólicas o muy ornamentadas; el deseo de recoger la atmósfera y la imaginería del mundo de los sueños y la inclinación a prácticas automáticas; el empleo de procedimientos como el “collage”, el ensamblaje y las construc​ciones escultóricas levantadas con piezas o partes hechas por el artista o buscadas o encontradas ya listas; la definición de la escultura por el concepto del espacio y el descubrimiento y la utilización de elementos realmente cinéticos y el uso de nuevos materiales como los plásticos, o de elementos naturales para hacer diversas propuestas tridimensionales, etc. ...

Los años treinta y cuarenta en que surgen y alcanzan su madurez la mayoría de los artistas de la generación gacionalista — también conocidos como los Bachués — corresponden no sólo a los del ascen​so del partido liberal al poder y por ende, a algunos cambios sociales significativos por la iniciación de las organizaciones sindicales y de las reivindicaciones de los campesinos, sino al comienzo del proceso de industrialización que iba a llevar al establecimiento de nuevos renglones de productos y, particular​mente, al dominio del sector industrial sobre los demás sectores de la economía. La administración López Pumarejo —1934-1938— coincidió con el momento más importante de estos artistas intere​sados en el nacionalismo y con grandes inquietudes sociales. En 1934 exponen en Bogotá Ignacio Gómez Jaramillo y Pedro Nel Gómez. Formalmente, en la pintura inicial del primero hay atisbos de las obras de Cézanne y Gauguin y en la del segundo dejan de recono​cerse elongamientos a lo Modigliani, síntesis a lo Morandi y francas deformaciones expresionistas. Otros artistas de esta generación fueron los pintores Luis Alberto Acuña, Débora Arango, Carlos Correa, Alirio Jaramillo, Gonzalo Ariza y Sergio Trujillo Magnenat y los escultores Ramón Barba, José Domingo Rodríguez y Rómulo Rozo, entre otros. Con mayores o menores méritos y con osadías antiacadémicas más o menos logradas, estos artistas fueron indiscutiblemente los primeros modernistas del país —con Andrés de Santamaría como antecedente más temprano— y los conti​nuadores de la avanzada modernista en América Latina. Como afirma Damián Bayón: “puede decirse que a partir de los años 20 aparece en los centros más evolucionados de Latinoamérica una toma de conciencia de todos los problemas principales no sólo estéticos sino sobre todo políticos, económicos, sociales, ideo​lógicos. En arte va a ser la época del muralismo mexicano; de la aparición en Buenos Aires de Figari, de la vuelta de Pettoruti a su tierra natal; de la creación del grupo chileno Montparnasse, del “indigenismo” de un peruano como Sabogal”44.

De los colombianos nacionalistas, merecen destacarse la enorme producción de frescos, óleos, acuarelas y esculturas de Pedro Nel Gómez, en la que abundan temas como las mitologías populares, las mineras o barequeras, las maternidades y la violencia; los óleos y las acuarelas de Débora Arango —plenamente reivindicada después de su retrospectiva de 1984— en los que aborda algunos temas sociales y políticos que nadie en el país había presentado con tanta crudeza: figuras y escenas prostibularias, maternidades grotescas, monjas caricaturescas y retratos muy distorsionados de políticos conocidos; las tallas en madera de Ramón Barba con personajes del pueblo y los bronces y las tallas en piedra de Rómulo Rozo en los que se exalta la raza indígena.

Si la aproximación definitiva al arte del siglo XX se logra con la generación nacionalista, nacida a fines del siglo XIX y en los primeros años de esta centuria, los artistas nacidos en torno a 1920, no sólo continúan ese derrotero de estar al tanto del arte moderno —ahora con menos años de distancia y por primera vez con un cierto interés vanguardista— sino que algunos alcanzan a tener figuración internacional. Lo más característico del arte colombiano de los años cincuenta se encuentra, por una parte, en la aparición de una pintura cargada de imaginación creadora, que transforma la representación de la realidad de manera considerable hasta producir alusiones espaciales de gran belleza, como en los mejores óleos de Alejan​dro Obregón, o unas “razas” peculiares, como en las finas acuare​las y excelentes óleos de negras de Guillermo Wiedemann, en los abundantes trabajos en varios procedimientos de mulatos y mesti​zos de Enrique Grau y en los dibujos, pinturas y esculturas de blancos contrahechos y monumentalizados de Fernando Botero. Mas, por otra parte, el arte colombiano de esa época se caracteriza por la presencia— tardía, como en casi toda América Latina—, aproximadamente desde 1949, del arte abstracto, tanto en pintura como en escultura y en sus dos vertientes más reconocibles, la geométrica y la expresionista.

Como escribiera Alvaro Medina: “Hacia 1945, cuando se perfiló como un hecho la generación de Edgar Negret y Alejandro Obregón, la plástica nacional perdió su particularidad de expresarse en tendencias homogéneas, es decir, de generaciones que tendían a coincidir en puntos conceptuales básicos, para tomarse una plás​tica pluralista. El país se había vuelto complejo y junto a la riqueza que acrecentaba la pobreza existía un capitalismo de tendencia monopolista al lado de formas de producción semifeuda​les en el campo. El enfrentamiento sería múltiple desde entonces: la burguesía nacionalista divergía de la burguesía proimperialis​ta, mientras los pequeños y medianos industriales tenían que habérselas con los monopolios. Los intereses de los diferentes grupos eran conflictivos y sus contradicciones se agudizaron, algo que ya se había manifestado durante los debates alrededor de la ley que modificaba la tenencia de la tierra que presentara López Pumarejo en el Congreso de 1937. Ante un país fragmentado por su diversidad de intereses, la plástica también presentó una diversidad de lenguajes, a veces opuestos”45. En efecto, la simple revisión de los artistas más significativos de los cin​cuenta impide cualquier clasificación homogénea. Algunos pinto​res llegan a la abstracción, pero otros siguen siendo figurati​vos. Entre los últimos, el nombre más prominente es el de Fernan​do Botero, quien ha practicado hasta hoy una pintura, dibujo y una escultura de personajes y objetos caracterizados por su rotundez, en los que pueden rastrearse influencias, no sólo del mejor arte de los grandes maestros, sino también de la pintura del período colonial y de las cerámicas y esculturas precolombi​nas. La importancia de la obra boteriana no se sentirá sino desde los años sesenta. Empero, sus grandes pinturas de la segunda parte de los cincuenta: un “Homenaje a Mantegna”, Primer Premio en Pintura en el Salón Nacional de 1958 o un “Homenaje a Ramón Hoyos”, del año siguiente, por ejemplo, señalan una nueva ruta al arte colombiano, tanto por su admiración por el arte del pasado, como por sus intereses nacionalistas —el gusto, la idiosincrasia, las costumbres, etc.—. Habrá todavía bastante interés por el arte abstracto, pero nunca con la fuerza que alcanzó a tener antes de la aparición de Botero. Y no es errado pensar que el regreso de algunos abstractos a la figuración estuvo estimulado por esa pintura excesiva e irrigada de realismo mágico del gran antioque​ño.

Varios fueron los pintores que realizaron una buena pintura abstracta en el país en los años cincuenta. Dos nombres ocupan los lugares de preeminencia: Guillermo Wiedemann, quien tras una hermosa pintura figurativa consagrada al paisaje del trópico y a la raza negra, se orientó a una abstracción expresionista y experimental llena de referencias indirectas a la naturaleza de Colombia y Eduardo Ramírez Villamizar, cuya pintura abstracta geométrica, desde 1951 hasta sus primeros relieves de 1959, no sólo anticipa el rigor de su excelente evolución escultórica posterior, sino el predominio del racionalismo en las mejores pinturas abstractas de los artistas más recientes. Desde sus primeras esculturas en yeso de mediados de los cuarenta, la obra de Edgar Negret divide en dos el panorama escultórico nacional. Pero lo más importante es que, en pocos años, su trabajo no sólo puso al día la escultura colombiana, es decir, la relacionó definitivamente con los problemas propios de la escultura contem​poránea, sino que sus propias construcciones en láminas de alumi​nio pintado pasaron a figurar en excelentes escenarios del arte internacional.

Un hecho muy destacable de los cincuenta es la aparición de la crítica de arte especializada en el país. A partir de Casimiro Eiger —principalmente por radio—, Walter Engel, Clemente Airó, Eugenio Barney Cabrera y, sobre todo, Marta Traba, Colombia tuvo la oportunidad de conocer el análisis crítico profesional, más allá de los comentarios de políticos, diplomáticos, poetas o artistas con inquietudes espontáneas por el arte y por su juicio escrito. Marta Traba defendió apasionadamente a varios de los artistas de ese decenio. Lo hizo en un momento oportuno y posi​blemente así llegue a justificarse su maniqueísmo que sólo vio esplendores en la generación encabezada por Obregón y deficien​cias en las obras de los nacionalistas. Su beligerancia y su formación intelectual sacudieron el arte colombiano y puede decirse que su terquedad y constancia crítica en la televisión, por entonces naciente en Colombia y en varias revistas y periódi​cos, cambiaron el rumbo de la apreciación artística en el país. Es innegable que gracias a ella, Obregón vivió sus mejores momen​tos, Ramírez Villamizar y Botero recibieron los primeros recono​cimientos y varios otros una orientación indispensable.

Durante los años sesenta se produce el cambio de equilibrio entre los artistas abstractos y los figurativos. Si a comienzos del decenio muchos jóvenes practican el expresionismo abstracto, a fines de los sesenta el empuje de la figuración es cada vez más poderoso. En 1962, Marta Traba comentó que, en el mundo, “el retorno a la figuración es una posición teórica y combativa de plena validez” al hablar del mexicano José Luis Cuevas y al conocer, sin duda alguna, las obras cada vez más prestigiosas de Giacometti, Bacon, Dubuffet, etc. Más adelante, después del triunfo de Rauschenberg en la Bienal de Venecia de 1964, Marta Traba escribe con entusiasmo sobre “Los Americanos Terribles” y presenta entonces un panorama del Pop de Estados Unidos. En Colombia, el proceso de reaparición del arte figurativo es, en breve síntesis, el siguiente: “Violencia” de Obregón —Primer Premio del Salón Nacional de 1962— un óleo en el que aparece una mujer embarazada y asesinada en la línea del horizonte de un paisaje desolado, fue precursor de muchos de los temas relacionados con preocupaciones sociales y políticas que se vieron en ese decenio. Aquellos años también estuvieron marcados por el triunfo de la revolución cubana. Hubo entonces en varias partes de América Latina un arte exultante que lanzó proclamas, que mostró iniquidades e injusticias sociales y que entrevió, ilusoriamente, un futuro mejor. Precisamente, un aspecto del arte figurativo del país tiene que ver con este enfoque político “comprometido”, tal como puede estudiarse en las pinturas de Carlos Granada y Luciano Jaramillo —en una de sus etapas— en los dibujos de Pedro Alcántara, en las xilografías de Alfonso Quijano y en los grabados en metal de Augusto Rendón, entre otros.

La última exposición individual especialmente preparada por Botero para una institución del país, tuvo lugar en el Museo de Arte Moderno de Bogotá en 1964. A partir de entonces no sólo volvió a predominar el arte figurativo en Colombia, sino que, en varios casos, éste asumió características propias con el “duen​de”, al decir de Botero, de nuestra idiosincrasia sin tener que ser necesariamente folclorista. Un caso ejemplar en este aspecto es sin duda, la obra de Beatriz González, directamente influida por los cromos populares, las reproducciones baratas de pinturas famosas y las fotografías de la prensa nacional que ella convier​te en creaciones de cromatismo exaltado, en las que se hace una constante reflexión sobre el gusto local y se alude con espíritu crítico a personajes y acontecimientos de la vida del país. Tal vez también por influencia de Botero, muchos artistas colombianos han vuelto a mirar con gran admiración el arte del pasado. Si la figuración nacional tiene algún rasgo común, éste es su interés por lo mejor de la historia de la pintura. Uno de los mejores en este aspecto es Luis Caballero, quien desde los primeros setenta ha adelantado una obra básicamente concen​trada en el tema del desnudo masculino y cuyo virtuosismo cada día más acendrado, recuerda la calidad de los grandes maestros del Renacimiento.

Particularmente por su formación de largos años en Estados Uni​dos, Santiago Cárdenas es el más importante artista del grupo de los muy receptivos a las influencias internacionales. Su obra -pintura y dibujos- presentada por primera vez en 1966, ha sido afín primero a ciertos aspectos del Pop norteamericano, después a un realismo virtuosista en el que se entreveran las lecciones del arte abstracto de los últimos años y, más recientemente, una figuración posmoderna que deliberadamente mezcla influencia del expresionismo y del cubismo. Pese a la amplia presencia del arte figurativo, el arte abstracto nunca ha desaparecido. Por el contrario, ha seguido contando con representantes muy importan​tes. En los años sesenta comienzan las producciones no figurati​vas, que llegan impecablemente hasta hoy, de pintores como Manuel Hernández, quien trabaja formas-signos dentro de un bello y entonado colorido; Carlos Rojas, cuyas obras, en varias etapas, buscan espacios y texturas de gran refinamiento; Fanny Sanín, con una obra geométrica de la más estricta ordenación y otros.

Los escultores colombianos de los sesenta son básicamente abs​tractos. A lo largo de esos años, Negret y Ramírez Villamizar —cuya primera obra exenta data de 1963— desarrollaron admirable​mente sus trabajos y se colocaron en un lugar distinguido en el concierto internacional. La aparición de Felisa Burzstyn en la escena del país en 1962 debe destacarse. Con sus chatarras de ese momento, la joven escultora comenzó a manifestar un sentido de irreverencia y de libertad creativa que todavía sigue siendo estimulante. La irrupción de Felisa Burzstyn y también de Bernar​do Salcedo —con cajas de madera pintadas de blanco de las que emergían objetos reales como embudos, miembros de muñecos, huevos de madera, etc. —trajo al arte colombiano la utilización de toda clase de materiales —comenzando por los desperdicios metálicos—, así como la reflexión sobre lo que debe o puede considerarse “objeto artístico”. Una y otro aproximaron el arte del país a la experimentación (la escultora hizo obras con movimiento e incluso verdaderas instalaciones) y al vanguardismo (Salcedo realizó trabajos cercanos al arte conceptual y al arte tierra) y antici​paron desde entonces muchas de las actitudes que han vuelto a presentarse como novedades en años más recientes.

A partir de 1963 existe el Museo de Arte Moderno de Bogotá, gra​cias al empeño de Marta Traba. Esta institución cumplió durante los sesenta una importante labor didáctica, con exposiciones, conferencias, cursillos, etc. No sólo mostró la última exposición individual de Botero en Bogotá, sino que presentó por primera vez las pinturas de Beatriz González, Luis Caballero y Santiago Cárdenas. Dentro de su temporada en la Universidad Nacional —1966-1969— el museo hizo hincapié en la apertura de las artes plásticas a toda clase de aventuras. Por eso hay que recordar exposiciones como “Espacios Ambientales”, de 1968, y “Luz, sonido y movimiento”, de 1969, en las que el vanguardismo colombiano se dio la mano, en el momento oportuno, con el arte “avant garde” internacional. Posteriormente el MAM de Bogotá ha hecho muchas muestras internacionales de importancia y algunas retrospectivas —como la “Historia de la Fotografía en Colombia”— de gran inte​rés. Sin embargo, hoy su labor ha dejado de ser estimulante, salvo excepciones como la Bienal de Bogotá. La capital del país también cuenta para el arte contemporáneo con el Museo de Arte de la Universidad Nacional y con el Museo del barrio El Minuto de Dios. Cali, Medellín, Cartagena y Bucaramanga también tienen museos especializados en el arte del siglo XX.

Tal como sucedió en el arte internacional, Colombia tuvo en los años setenta un arte sin movimientos predominantes. Además, puede afirmarse que en ese panorama variadísimo de tendencias no hubo novedades o verdaderos aportes, sino apenas desarrollos, prolongaciones y variaciones de manifestaciones artísticas naci​das en el decenio de los sesenta, e incluso un poco más atrás. Dentro de ese espectro tan diverso que pudo verse en el arte colombiano de los setenta, de todos modos es posible señalar algunos rasgos particulares que corresponden a la relación cons​tante de lo nacional con lo extranjero o a circunstancias funda​mentalmente locales. Un ejemplo del primer caso, lo tenemos en la aproximación al realismo fotográfico que apareció en los primeros años de ese decenio en las obras de Darío Morales, Alfredo Gue​rrero, Miguel Angel Rojas y Mariana Varela, entre otros, o en el interés por el arte conceptual que fue más propio de los últimos setenta y de los primeros ochenta. Como ejemplos del segundo caso, tenemos la profunda admiración por el arte del pasado, que ya se había visto en Botero y Luis Caballero, y que en los seten​ta floreció en trabajos como los de Juan Cárdenas, Gregorio Cuartas y el ya mencionado Darío Morales; la búsqueda de temas y de vivencias nacionales en producciones como las de Saturnino Ramírez, María de la Paz Jaramillo, Ever Astudillo y Oscar Muñoz entre otros. A diferencia de los varios artistas que en los sesenta hicieron arte político, en los setenta pocos artistas pueden destacarse en esta figuración, con la excepción de Diego Arango y Nirma Zárate que integraron el “Taller 4 rojo”, grupo que trabajó en varios frentes: la docencia, la revista “Alterna​tiva” —haciendo la diagramación y numerosos fotomontajes— y la publicación de serigrafías de ediciones masivas, y Gustavo Zala​mea, cuya obra inicial combatió las dictaduras y criticó las instituciones. Pero si la figuración no tuvo en ese decenio muchos artistas comprometidos, sí vio aumentar el erotismo —que ya tenía antecedente de calidad en la obra de Leonel Góngora— en los trabajos de Jim Amaral, Miguel Angel Rojas y Félix Angel.

Por los numerosos premios en el campo internacional —Bienal de Cali, Bienal de San Juan de Puerto Rico, muestras en países socialistas de Europa— puede asegurarse que Colombia descolló entonces en los campos del dibujo y del grabado. Y no sólo con artistas consagrados a esta clase de trabajos como Pedro Alcánta​ra, ganador de varios primeros premios como dibujante en los sesenta, Ever Astudillo, Oscar Muñoz, Alfonso Quijano, Augusto Rendón, etc., sino con numerosos pintores que también son graba​dores y dibujantes, como Juan Antonio Roda —extraordinario en sus series de grabados en metal “Retratos de un Desconocido”, “Deli​rio de las Monjas Muertas”, etc.—, Juan Cárdenas y otros.

Desde los primeros setenta Antonio Caro debe considerarse un precursor del arte conceptual, cuya irrupción en el arte interna​cional data de la segunda parte de los sesenta. Pero si como afirmó Miguel González: “Caro desde su primera salida cuestionó inteligentemente la definición de la artisticidad”46 en Colombia, no hay duda de que sus propuestas fueron, ante todo, una prolongación de numero​sas posici£7C¢°Ýîsnœ8ñtºœN—RT‹xè<©eY
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³¬×k³ÜõNones surgidas en Europa y Estados Unidos. Gregory Battcock ha escrito con razón: “Se ha escrito largo y tendido a propósito del rechazo de los criterios artísticos tradicionales por parte del arte conceptual. Este rechazo empezó, en verdad, mucho antes de que los conceptualistas apareciesen en escena de modo activo. El clima que favorecía nuevos criterios surgió con la conciencia de que si un arte quiere mantener su vitalidad debe comprometerse continuamente en el terreno de los valores cultura​les. El cambio de valores culturales que, en otros tiempos, fue tema propio de las artes, viene hoy decidido (según Allan Kaprow) “por las presiones políticas, militares, económicas, tecnológi​cas, educativas y publicitarias”47.

La escultura de los setenta fue básicamente abstracta y sus principales exponentes trabajaron con nuevos materiales. Aunque predominaron los metales, también se utilizaron las maderas y toda clase de desperdicios y materias efímeras o en proceso de deterioro total. Los dos mejores escultores de ese decenio fueron John Castles, con una obra racionalista que cada vez se hizo más severa y “mínima”, y Ramiro Gómez, con unas construcciones “pobres” cargadas del encanto de lo gastado y con huellas del tiempo. Ambos artistas han seguido trabajando hasta hoy, el primero con una producción sobresaliente que ya tiene varios ejemplos de escultura pública en Medellín, Bogotá y Bucaramanga.

La pintura también tuvo artistas nuevos dedicados a lo no figura​tivo; ellos fueron: Samuel Montealegre, Manolo Vellojín, Ana Mercedes Hoyos, Alvaro Marín y Margarita Gutiérrez, entre otros. Hubo artistas cercanos a la abstracción que no dejaron de pensar en la naturaleza (Edgar Silva y Hernando del Villar) y, por su​puesto, muchos pintores figurativos: paisajistas como Antonio Barrera y María Cristina Cortés; interioristas como Cecilia Delgado y artistas de objetos varios y personajes humanos como Heriberto Cogollo, Francisco Rocca, Alicia Viteri, Diego Mazuera y Mónica Meira.

En materia de arte, Medellín, Cali y Barranquilla se convirtieron en ciudades alternativas de la capital. Las dos primeras reali​zaron además eventos internacionales como las “Bienales” —ya desaparecidas— que mostraron arte internacional; la de Cali espe​cializada en artes gráficas del continente. Si esas ciudades han tenido una gran actividad artística, no pueden verse en las obras de sus artistas rasgos regionales característicos. Empero, no deja de ser llamativo que Medellín tuvo el grupo más sólido de escultores, todos con formación en arquitectura (John Castles, Germán Botero, Alberto Uribe y Ronny Vayda); Cali el conjunto más destacado de fotógrafos y cineastas (Gertjan Bar​telsman, Fernell Franco, Carlos Mayolo, Luis Ospina, etc.) y Barranquilla muchos artistas ‘avant garde’, siempre estimulados por Alvaro Barrios, dibujante experimental y artista conceptual.

Un hecho muy significativo de los setenta fue la aparición de tres revistas especializadas en arte: “Arte en Colombia”, la primera, dirigida por Celia de Bribragher, “Revista de Arte y Arquitectura en América Latina” dirigida por Alberto Sierra, y “Sobre Arte”, dirigida por los artistas Carlos Echeverri y Bea​triz Jaramillo. Estas publicaciones reanudaron las empresas pioneras de “Plástica” y “Prisma”, ambas de los cincuenta. De las revistas de los setenta sólo existe “Arte en Colombia”, actual​mente con verdadero prestigio continental. El Museo de Arte Moderno de Bogotá publica desde 1987 “Arte, revista de arte y cultura”, centrada en las labores del museo y crónicas interna​cionales. Empero, si la aparición de esas revistas es un hecho muy positivo y casi excepcional en América Latina, no hay duda de que todavía sigue haciendo falta la crítica idónea y especializa​da. Es sorprendente cómo frente a los muchos artistas que apare​cen permanentemente, los nombres de los llamados críticos de arte escaseen; con el agravante de que mientras la mayoría de los artistas son profesionales, buena parte de los críticos son espontáneos, sin verdadera preparación en teoría e historia del arte y, por lo tanto, bastante irreflexivos en sus opiniones.

Principiando los ochenta, se dio el “boom” aparente del concep​tualismo. Alvaro Barrios a comienzos de ese decenio organizó algunas exposiciones con la participación de muchos artistas —algunos aficionados— alejados de las prácticas tradicionales de la pintura y la escultura. Después de algunos años, pocos de aquellos artistas persisten. Sin embargo, aunque hoy los trabajos tridimensionales y la pintu​ra predominan sobre cualquier otro procedimiento, no han dejado de surgir artistas de gran seriedad particularmente interesados por los “performances” (María Teresa Hincapié), las “instalacio​nes” (José Alejandro Restrepo) y otras realizaciones no conven​cionales.

El panorama de los trabajos en tres dimensiones en el decenio de los ochenta, es de una gran variedad. Aún con la presencia firme y novedosa de las construcciones de Negret y Ramírez Villamizar, las nuevas propuestas tridimensionales del arte nacional muestran que los maestros mencionados no están solos y, al mismo tiempo, que nadie quiere seguirlos ni de cerca ni de lejos. Han seguido plenamente vigentes Castles, G. Botero y Ronny Vayda. El segun​do, con una obra nueva de piezas que tienen una imagen que hace pensar en fragmentos de máquinas o en construcciones fabriles; una producción adelantada en diferentes materiales y procedimientos, que parte de una larga investigación en torno del progreso de la industria antioqueña desde el siglo XIX. También tienen imagen las obras de Consuelo Gómez, una artista que en diferentes materiales alude a objetos o lugares conocidos, siempre imprimiéndoles el rigor de la geometría. Nadín Ospina es el único caso, después de Fernando Botero, de un artista tridimensional figurativo. Sus obras son pinturas con so​portes no convencionales —pinturas hechas de regados de muchos colores sobre una base monocroma— o esculturas realizadas con resina de poliéster, cuyas superficies aparecen recubiertas de colores vivos. El artista insiste en las figuras de animales, casi siempre tropicales y muchas veces multiplicados en verdade​ros hatos que invaden un espacio. También, entre los trabajos tridimensionales y la pintura, avanza la obra de Beatriz Angel, realizada con variados materiales, formas y colores. Apoyados en materiales naturales, los trabajos de Hugo Zapata —quien trabaja pizarras y mármoles— y Ezequiel Alarcón —piedras, maderas, etc.— buscan el encanto y la poesía de lo terrestre y de lo rústico. Mientras artistas como Ramón Carreño, quien trabaja el mármol y Cristóbal Castro, fundidor del hierro, realizan sus obras con materiales históricos, Doris Salcedo y María Fernanda Cardoso utilizan objetos listos —la primera especialmente muebles y la segunda un surtido más amplio que va de los desechos industriales a los animales disecados y a lo orgánico en germinación detenida— para establecer unas construcciones metafóricas en las que las presencias del abandono, la soledad y la muerte son innegables.

La pintura abstracta tiene en los últimos años muy buenos repre​sentantes. Algunos como Santiago Uribe Holguín, Marta Combariza, Luis Fernando Zapata y Jaime Franco practican una obra en la que la superficie es muy sensible y a veces recuerda el informalismo. Lienzos con forma se ven en las composiciones muy cohesionadas y armónicas de Camilo Velásquez y Teresa Sánchez. Diversas inten​ciones espaciales se destacan en los trabajos de Luis Fernando Roldán, Jaime Iregui y Rafael Echeverri, que van de las formas semiorgánicas al rigor de los cuadrados. ¿Puede tener alguna explicación esta abundancia de pintura abs​tracta en un país como Colombia? Se puede pensar en evasión; en el deseo de escapar a una realidad desapacible y difícil. Pero si esto fuera cierto, no podría explicarse el predominio de la pintura figurativa. Quizás sea más correcto pensar que la presen​cia numerosa de los pintores abstractos obedece al predominio de la modernidad. El arte abstracto —la manifestación más caracte​rística del arte del siglo XX— tiene sus orígenes a comienzos de la centuria y desde entonces siempre ha contado con una nómina de excelentes cultores. En Colombia, después de los cuadros geométricos de Ramírez Villamizar y de los lienzos abstractos líricos de Wiedemann y Roda, la abstracción ha sido mantenida vigente por artistas ya mencionados como Manuel Hernández, Carlos Rojas y Fanny Sanín. La mejor nueva abstracción del país está relacionada con esta tradición, así no tenga parecidos o influencias eviden​tes.

La presencia firme del arte figurativo bidimensional ha sido una constante del país en los campos de la pintura y las artes gráfi​cas. Algunos de los pocos artistas colombianos de prestigio internacional son pintores, dibujantes o grabadores que realizan representaciones más o menos relacionadas con la apariencia de las cosas reales y que reiteran, sobre todo, la imagen del hombre a partir de muy variadas concepciones, tanto artísticas como ideológicas. No puede entonces explicarse la abundancia del arte figurativo colombiano en los años ochenta por el resurgimiento de la pintura y particularmente de la figurativa, luego del arte conceptual, a partir de los últimos setenta en Europa y Estados Unidos. El país nunca ha tenido inclinaciones compulsivas a las últimas modas internacionales y la vigencia de la figuración en los ochenta, tiene más que ver con las producciones de Botero, Beatriz González y Santiago Cárdenas, que con la transvanguardia o el neo-expresionismo.

El nuevo arte figurativo colombiano no desconoce, sin embargo, lo que se ha venido realizando en el exterior. Todos los artistas de hoy están al tanto de lo que pasa en otras partes, pero ninguno está en el plan de seguir dócilmente lo que se hace en las gran​des metrópolis. Las principales características de la figuración actual en el país pueden enmarcarse dentro de las vertientes del expresionismo —en una gama ilimitada de creaciones que alteran considerablemente la apariencia de la realidad— y del naturismo. En la primera hay trabajos que deliberadamente lindan con la abs​tracción o en los que el hacer artístico sumerge el motivo en un plano secundario (Miguel Angel Rojas); trabajos desasosegados por vivencias intensas o por circunstancias reales caóticas o muy problemáticas (Carlos E. Serrano, Diego Mazuera) y trabajos con contenidos profundos y serias elucubraciones culturales y exis​tenciales (Lorenzo Jaramillo, Víctor Laignelet, Luis Luna, Raúl Cristancho) o irrigados de visiones particulares circunscritas a un medio físico específico (Ofelia Rodríguez). En la vertiente naturalista, el buen oficio aprendido de los grandes maestros del pasado y también de las principales figuras del modernismo resal​ta los temas y los significados (Carlos Salazar).

Sin duda, hay ahora una verdadera eclosión de artistas plásticos. En exposiciones colectivas, en los Salones Nacionales y en las Bienales de Bogotá, se ven incesantemente nuevas figuras que permiten pronosticar una continuidad en la proliferación de pintores, artistas tridimensionales y experimentales. Sin embar​go, dos retos hacia el siglo XXI son, por una parte, la renova​ción total de las artes plásticas, que en los últimos decenios han presentado síntomas innegables de decadencia y de no poder superar las tradiciones de las propuestas revolucionarias del modernismo 
—adelantadas tanto en el terreno de los oficios con​vencionales a partir de Picasso y otros innovadores, como en el terreno del antiarte y del arte conceptual a partir de Duchamp—, y, por otra parte, la superación enfática de la dependencia de las manifestaciones artísticas foráneas, con la firme determina​ción de crear un arte propio, de verdadero carácter latinoameri​cano, a partir de las inmensas posibilidades creativas individua​les y sin ninguno de los prejuicios sin sentido de la identidad nacional.

Los comienzos de la arquitectura moderna en Colombia coinciden con los inicios del arte moderno, es decir, los años treinta. En 1936 se funda en Bogotá la primera Facultad de Arquitectura del país en la Universidad Nacional. En el decenio siguiente se abrirán otras facultades en universidades públicas y privadas. Por esos años las grandes ciudades principian a crecer rápidamen​te por la inmigración campesina, el avance de la industrializa​ción y los conflictos políticos y sociales que llevarán a la violencia de mediados de siglo. Mientras el austriaco Karl Brunner se puede considerar el pionero del urbanismo moderno en Bogotá —realizó entre otros, el trazado de la Avenida Caracas—, el alemán Leopoldo Rother es su equivalente en el diseño arqui​tectónico al proyectar algunos de los primeros edificios de la Ciudad Universitaria. A estos extranjeros pronto se les sumarán los italianos Bruno Violi, Vicente Nasy, Ernest Blumenthal y Alberto Wills Ferro, entre otros. Con el trabajo de los primeros egresados de la Facultad de Arquitectura, así como el de algunos colombianos formados en el exterior, el país se vinculó definiti​vamente a la corriente internacional de los movimientos raciona​listas europeos (La Bauhaus y Harvard-MIT, el grupo De Stijl, sobre todo, Le Corbusier).

Desde entonces y como se puede seguir a través de la revista “Proa”, fundada en 1946 por Carlos Martínez y Jorge Arango, la arquitectura realizada en Colombia ha recibido las más diversas influencias (Wright, Aalto, Mies Van der Rohe, Kahn, etc.), ha hecho muy buenas adaptaciones de la mayoría de las tendencias en boga e incluso ha establecido una característica de austeridad, así como una constante de buena arquitectura (Guillermo Bermúdez, Fernando Martínez, Arturo Romero y Rogelio Salmona, entre otros). Esta ha hecho de todo, desde rascacielos hasta multifamiliares —muchas veces sin tener en cuenta el entorno urbano— pasando por edificaciones varias —estadios, aeropuertos, iglesias, clubes, residencias privadas, etc.—, en las que se han utilizado nuevas técnicas y nuevos materiales de construcción.

Mucha arquitectura moderna se hizo demoliendo importantes ejem​plos del pasado e incluso de construcciones más recientes, aun de los primeros decenios del siglo XX. Aunque la piqueta del progreso subsiste, es indudable que uno de los hechos más desta​cados de la arquitectura reciente, es el que tiene que ver con la recuperación y absorción de edificios antiguos. A estas remodelaciones hay que añadir el mayor interés por el entorno, tanto en términos espaciales como temporales. Sin duda, esta nueva actitud de la arquitectura tiene que ver en Colombia con las muy serias investigaciones sobre la historia del urbanismo y de la arquitectura adelantadas desde hace varios años. Al lado de estas obras de restauración ha surgido una arquitectura nueva que alude a aspectos de la arquitectura del pasado, especialmen​te a través de abstracciones tipológicas. Y, también pretencio​sos ejemplos de arquitectura posmoderna en los que se insertan lenguajes historicistas.

Más que en las artes plásticas, la economía es un factor de gran presencia en el campo de la arquitectura. La ciudad crece y los edificios y viviendas se construyen condicionados por el dinero. La débil economía del país se ha reflejado constantemen​te en las obras públicas realizadas por el Estado y en los planes de vivienda, a veces incoherentes y mezquinos, en espe​cial en los últimos años, del Instituto de Crédito Territorial y del Banco Central Hipotecario. El dinero privado, en ocasiones de dudosa procedencia, ha hecho obras importantes de gran cali​dad, pero también trabajos suntuarios de pésimo gusto.

El crecimiento desmesurado de las ciudades, el amontonamiento de los edificios —a veces de buena arquitectura, muchas veces de arquitectura comercial y mediocre— la falta de una planificación urbana permanente, lógica y éticamente impoluta, y la concentra​ción humana cada día más grande, no permiten pronosticar un futuro citadino mejor. Uno de los más serios teóricos de la arquitectura en el país, Alberto Saldarriaga, ha dicho lo si​guiente: “La ciudad colombiana se desintegra cotidianamente, su fisonomía se transforma, se avejenta con las innumerables arrugas de lo nuevo. Sus habitantes, heterogéneos, diversos, conviven sin solidarizarse entre sí y con la ciudad, llevando a cabo cada uno su propia batalla. La ciudad colombiana s el Sector Público, la obligación del pago de intereses sobre cesantías acumuladas específicas etc., ampliaban notablemente y a corto plazo la capa​cidad de consumo de los asalariados.

34 El hecho de que la política económica se haya diseñado efec​tivamente en el plan de estabilización concede al plan de des​arrollo una menor significación. Quizá esto explique porqué este último sea de una incoherencia y de una insignificancia analítica tales que hacen difícil cualquier consideración respecto a él. Por ejemplo, en torno a la política industrial se reeditan un conjunto de lugares comunes que se creían abandonados hace años, como la creación de tecnologías autóctonas, el fomento a la pequeña industria, al uso de técnicas intensivas en mano de obra etc., cuestiones cuya pertinencia fue abandonada hace rato por la misma crítica burguesa.

35 DNP. “Política de empleo” Doc. UPG, junio 1976, pp. 5-6.

36 Diez años Premio Nacional de Poesía Universidad de Antioquia. Medellín, Universidad de Antioquia, 1990. 395 p. Se incluyen en dicha muestra poemas de los siguientes ganadores: Juan Manuel Roca, Víctor Manuel Gaviria, Rubén Vélez, Anabel Torres, Jaime Alberto Vélez, Liana Mejía, Jaime Jaramillo Escobar, Orlando Gallo, Fernando Herrera, David Jiménez, Medardo Arias y Gloria Moseley-Williams. 

Para abarcar mejor el panorama que cubren estas páginas —poetas nacidos después de 1940, cuya actividad abarca de 1970 a 1990— son útiles las siguientes revistas:

GOLPE DE DADOS, Bogotá. No. 1, enero-febrero 1973- No. 100, julio-agosto 1989. Continúa apareciendo, cada dos meses. Director: Mario Rivero.

GACETA UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA No 1, 1979, No 9, 1981. No continúa.

ULRIKA, Bogotá No. 1, octubre 1981 - No. 16, s.f. Su No.15 Está dedicado en su totalidad a 16 poetas nacidos después de 1950. Continúa apareciendo, de modo irregular. Director: Rafael del Castillo.

VERSO LIBRE, Bogotá No 1, enero-febrero 1989 -No. 4, julio-agosto 1989. 1 No. continúa. Directores: Alvaro Miranda - Henry Luque.

NEUTRO, razón y poesía, Bogotá. No. 1, octubre-diciembre 1986 - No. 3 octubre-noviembre 1987. No continúa Director: Oscar Torres Duque.

COMUN PRESENCIA, Bogotá. No. 1, marzo 1989 - Nos. 3-4, 1990. Continúa.

Director: Gonzalo Márquez Cristo.

REVISTA PROMETEO, 20 números editados en Medellín desde 1985 Continúa. Directores: Fernando Rendón, Angela García.

REVISTA CASA DE POESIA SILVA, Bogotá. No. 1: 1988. No. 2: 1989. No 3: 1990. No 4: 1991 Continúa. Directora: María Mercedes Carranza.

 BOLETIN CULTURAL BIBLIOGRAFICO, Bogotá, Banco de la República —Biblioteca Luis Angel Arango. No 1, 1984— No. 22, 1990, Continúa. Director: Darío Jaramillo. De interés por su sección de reseñas bibliográficas donde se halla comentada la mayor parte de los libros de poesía aparecidos a lo largo de estos seis años.

PUESTO DE COMBATE, Bogotá. No. 1, 1973 - Nos. 41-42, 1990. Continua. Director: Milciades Arévalo. Combina su interés por la narrativa con amplias muestras de poesía.

Otras referencias: J.G. Cobo Borda: Poesía Colombiana, 1880-1980. Medellín, Universidad de Antioquia, 1987. Ver, sobre todo: “La década del 70”, pp. 241-272 y J.G. Cobo Borda: La narrativa colombiana después de García Márquez, Bogotá, Tercer Mundo, 1989. Ver, sobre todo: “Poesía Colombiana: la década del 80”, pp. 210-252. También J.G. Cobo Borda: Album de la nueva poesía colombiana (1970-1980), Caracas, Fundarte, 1981. 
224 p.

37 Ramón Cote Baraibar: Los últimos veinte años en la poesía colombiana, Insula, Madrid, No. 512-513 (agosto-septiembre 1989), pp. 43-44.

38 Ver, por ejemplo: William Ospina, Luis Darío Bernal Pinilla y otros: Cuatro ensayos sobre la poesía de Aurelio Arturo. Bogotá, Fondo Cultural Cafetero, 1989. Armando Romero: Las palabras están en situación. Un estudio de la poesía colombiana de 1940 a 1960. Bogotá, Procultura, 1985. Armando Romero: El nadaísmo colombiano o la búsqueda de una vanguardía perdida. Bogotá, Tercer Mundo, 1988, Y el panorama general de Fernando Charry Lara: Poesía y Poetas colombianos. Modernistas. “Los nuevos”, “Piedra y cielo”, “Mito”. Bogotá, Procultura, 1985.

43 A propósito de La casa de las dos palmas, en el volumen colectivo La tierra soy yo, Fundación Tierra de Promisión, 1990, pp. 115-116.

44 Bayón Damián, Aventura Plástica de Hispanoamérica. Fondo de Cultura Económica, México, 1974.

45 Medina Alvaro, “Salón de Arte, 90 años de El Espectador”, Magazín Dominical, El Espectador, 25 de septiembre, 1977.

46 González Miguel, “Todo está muy Caro”, revista “Arte de Colombia”, No. 13, Bogotá, octubre, 1980.

47 Battcock Gregory, “La idea como arte”, Editorial Gustavo Gilí, Barcelona, 1977.

48 Saldarriaga Alberto, “El fin de la ciudad: entre la utopía y el cinismo”, Magazín Dominical, El Espectador, 4 de junio, 1989.

42 J. G. Cobo Borda: Los nuevos Bolívares. Buenos Aires. El imaginero, 1989. p. 28.

  ~  Jorge Orlando Melo

78 López Michelsen es bisnieto de Ambrosio López, dirigente arte​sanal de la “revolución del medio siglo” en el siglo XIX, y nieto de Pedro A. López, quien hizo su fortuna con el emergente negocio de exportación de café a comienzos del siglo; fue el fundador del primer banco que podría llamarse Cafetero, el Banco López, famoso por su quiebra en la primera mitad de la década de los años veinte.

79 Zamosc, Participación. La cuestión agraria y..., Capítulo VI.
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Capítulo 1TC "Capítulo 1"
El Estado Colombiano: ¿Crisis de Modernización o Modernización Incompleta?

Francisco Leal Buitrago
Aunque el comienzo de la modernización en los países de América Latina, en particular, y del Tercer Mundo, en general, se presen​tó antes, el contexto de su conceptualización contemporánea aparece con los objetivos de desarrollo del naciente organismo de las Naciones Unidas a raíz de la finalización de la Segunda Guerra Mundial. Como el modelo deseable era el de los países que habían experimentado la Revolución Industrial, el concepto de modernización se subordinó al de desarrollo, suponiendo la meta de la industrialización capitalista. La modernización implicaba una postura pragmática del capitalismo industrial, en la cual la antigua ética política secular de la modernidad (que pretendió la emancipación de la sociedad) fue sustituida por los valores de acumulación de capital y consumo de los bienes de la industriali​zación, con aspiraciones de beneficio común.

Si se tiene en cuenta el tamaño de su territorio, de su población y de su economía, Colombia llegó retardada al proceso latinoame​ricano de modernización. Comenzó pobre y con sus estructuras muy atrasadas, pero pronto recuperó el tiempo “perdido”. Las rela​ciones sociales derivadas de la producción y la comercialización del café, las cuales venían en expansión desde el siglo XIX, sirvieron de base para iniciar un rápido avance hacia la organi​zación social capitalista en la década de los años veinte.

A pesar de ciertos cambios institucionales, el cuasi-estado del país, complementado por la Iglesia y el bipartidismo decimonónico, no se adaptó a las nuevas realidades y sucumbió ante la avalancha de cambios, conflictos y violencia que en la década de los años cuarenta desataron sectores de la sociedad como reacción a la modernización. Por eso, el Estado llegó también con retraso a la modernización, cuyo inicio se acordó ritualmente en 1957, con el consenso del Frente Nacional.

Los conflictos que emergieron, pusieron a prueba la capacidad política del Estado en proceso de modernización. Este asumió un papel peligrosamente ambivalente: procurar la estabilización de los sistemas político y económico dominantes, a costa de represar las demandas de la pluralidad de fuerzas sociales configuradas con la modernización. Caminando y multiplicándose con rapidez, en forma fragmentada y dispersa, pero orientadas por una crisis política, las fuerzas sociales de una ambigua sociedad civil sitiaron poco a poco al Estado, a este desafío se enfrenta hoy día el Estado Nacional. Es el desafío a lo que podría ser una modernización incompleta o un ejemplo del fracaso de la utopía de bienestar general postulada por el capitalismo y sus teorías de modernización.

Este ensayo es una interpretación de la formación del Estado capitalista en Colombia, con su modernización y sus crisis, en un intento de confirmación de una tesis central. Ella plantea la subordinación, estructural y a largo plazo, del desarrollo político con respecto al económico, o, en otras palabras, la adecua​ción de las relaciones políticas a los objetivos de la acumula​ción capitalista. Con racionalidades distintas pero complementa​rias, los sistemas político y económico dominantes han mantenido su estabilidad, en desmedro del avance de las formas económicas subsidiarias y de la estabilidad de las expresiones políticas subordinadas. El Estado ha sostenido una tendencia antiinterven​cionista, tanto en lo económico como en lo político. Pero hay intervención estatal cuando se pone en peligro la estabilidad de los sistemas económico y político, o la de los privilegios esta​mentales precapitalistas que aún sobreviven. La multiplicación de la violencia ha sido el resultado más visible del proceso de modernización.

El ensayo se desenvuelve a través de cinco secciones. La prime​ra, destaca la formación y consolidación del Estado capitalista, centrado en el cambio de régimen del Frente Nacional, el cual instauró el monopolio de los partidos Liberal y Conservador en la administración del Estado. La segunda sección da cuenta del proceso político transcurrido durante el Frente Nacional, el cual culminó en la coyuntura de 1974 a 1978, que prolongó el monopolio bipartidista en el control del Estado. La tercera sección identi​fica las características del nuevo Estado, una de las cuales, el bloqueo a la participación política impidió el fortalecimiento estatal. Sobre la base de las características del nuevo Estado, la cuarta sección avoca el proceso crítico transcurrido entre 1978 y 1990, que desembocó en una coyuntura similar a la de la finalización del Frente Nacional, en el sentido de definir la situación política. La última sección señala los aspectos políticos más destacados de esa coyuntura hasta el quinto mes de 1991.

1. La formación del pacto político

Ya bien entrado el siglo XX, un clima de modernización surgió en la sociedad colombiana tras el súbito aumento de los precios del café en el mercado internacional al inicio de la década de los años veinte49. La consecuente monetarización de la economía se apoyaba en los crecientes ingresos cafeteros, en la llamada indemnización norteamericana por la separación de Panamá y en los empréstitos externos de esa década. Ello facilitó cierto avance en la ordenación institucional de un Estado débil suplan​tado en su función de cohesión política por la sectaria competen​cia entre liberales y conservadores. Sobre estas bases y en medio de los problemas económicos causados por la Gran Depresión del año 29, se produjo el primer intento de modernización del Estado. Fue el experimento de la Revolución en Marcha de Alfon​so López Pumarejo a mediados de los años treinta. En contra de la mayoría de los grupos dominantes, básicamente terratenientes, exportadores cafeteros y emergentes industriales, los cuales se unificaron en torno a un proyecto autoritario contra la interven​ción que frenó la mayor parte de reformas, se logró un avance hacia la autonomía económica, la liberalización y la seculariza​ción del Estado50. 

Una década más adelante, tras otro repentino aumento de los precios internacionales del café por la culminación de la Segunda Guerra Mundial, irrumpió definitivamente la moder​nización social51. Sobrevino de manera arrolladora, impulsando distintos frentes que se encontraban en curso en una sociedad regionalizada, fragmentada, atrasada, rural y parroquial. Esos frentes eran el comercio de exportación e importación, la indus​trialización y la urbanización, la descomposición campesina y la proletarización. Los cambios estructurales que irrumpieron con la modernización pronto encontrarán la vía del desborde violento de los conflictos52. Esto ocurrió debido a la incipiente forma​ción de la sociedad civil, a la falta de unificación de las clases dominantes y, más que todo, a la carencia de un Estado con capacidad para ejercer mínimamente las funciones de conducción política institucionalizada con participación ciudadana.

De esta manera, con un cuasi-estado que se derrumbaba en sus instituciones53, se traspasó la línea del medio siglo, ensangren​tándola por la violencia que se canalizaba a través de la compe​tencia entre los dos partidos, orquestada por sus jefes naciona​les. Fue la trágica celebración de una centuria de existencia de dos colectividades que, más que partidos, eran intransigentes subculturas políticas. Pero la competencia partidista por el escaso botín burocrático se presentaba en una sociedad en plena ebullición, que transformaba con rapidez su organización. Una sociedad con suficiente diversificación como para conservar sin grandes desajustes un bipartidismo manejado oligárquicamente. El bipartidismo buscaba copar, con el uso de burdas herramientas represivas de un estado artesanal, las mentes de nuevos estratos sociales con la vieja ideología de matrícula sectaria a uno y otro bando. Estaba incapacitado para redefinir, modernamente, sus labores de administrador político de una sociedad apabullante que lo desbordaba.

Pero, a pesar de las demandas de la sociedad para canalizar sus desbordes, no existían condiciones sociales ni políticas para remodelar el Estado. Los dirigentes del bipartidismo se confun​dían con el Estado, como expresión del prolongado ejercicio de un poder oligárquico, vertical y omnímodo. Se pensó redefinir el Estado con un proyecto de reforma de la constitución de corte corporativo, adelantado entre los años 52 y 53 por la dictadura civil inspirada por Laureano Gómez. El proyecto pretendió cambiar el Estado desde arriba para sacar adelante un solo parti​do, el conservador, contra el grueso de la vieja dirigencia bipartidista y las nuevas fuerzas sociales54. El efecto fue el golpe militar del 13 de junio de 1953,  propiciado por una amplia coalición bipartidista, práctica usada en los momentos críticos. El gobierno militar dio una pausa de paz para meditar sobre el tipo de estado requerido por un país que llenaba aceleradamente de campesinos, grupos medios rurales y nuevas capas sociales sus numerosas ciudades.

La solución surgió tras la reanudación de la violencia y la utópica ambición del General Rojas Pinilla de sustituir a un bipartidismo pujante y conflictivo. La fórmula salvadora del Frente Nacional fue el producto de una confrontación de poderes, en la que los jefes del bipartidismo, la dirigencia oligárquica55, hicieron uso excepcional, en 1957, del recurso de moviliza​ción social representado en el denominado Frente Civil. Se llegó a una coalición política que, como nunca antes, prometía ser duradera56. Era el cambio, a fondo, de la vieja lógica política de exclusión burocrática del partido contrario al de gobierno, de la rivalidad en el arbitrario manejo de un escaso botín presu​puestal, del recurso de control social basado en la identidad sectaria entre campesinos y hacendados divididos verticalmente por las divisas partidistas azul y roja. Era el amanecer de una sociedad diferente, que presagiaba mayores cambios y que integra​ba, por vez primera, amplios estratos medios y sectores variados de la población en una decisión trascendental: el pacto político del Frente Nacional.

Como pacto político de mayorías, el Frente Nacional, formu-lado en la Reforma Constitucional, el Frente Nacional de 1957, fue el primero en la historia nacional. Antes de ese acontecimiento, es difícil hablar de “voluntad de las mayorías”. Sus efectos crearon el Estado capitalista. Anteriormente, hubo avances para colocar al Estado al servicio de la emergente organización capitalista, particularmente en el año 36 con la “Revolución en Marcha” del presidente López Pumarejo, y amagos en 1953 con el proyecto reaccionario de reforma constitucional durante la dictadura civil de Laureano Gómez. Ninguno de los dos experimentos fue completo, principalmente por el atraso de la sociedad, en el primer caso, y por la falta de unidad política de los grupos dominantes y la ausencia de participación social, en ambas situaciones.

Las condiciones adversas variaron rápidamente desde 1953, gracias a la crisis política generada por la violencia, al temor de su efecto negativo sobre la estabilidad de la economía y a las contradicciones del fallido experimento de solución con el go​bierno militar. Pronto se removieron los obstáculos y se aprove​charon las condiciones favorables para el cambio institucional. Se derivaban de la expansión de las relaciones sociales capita​listas. En estas condiciones, el objetivo de los que promovieron el pacto fue articular un sistema de instituciones estatales que respondiera a las exigencias de una sociedad en proceso de moder​nización acelerada. Pero ésta avanzaba de manera caótica, debido al arraigo de privilegios estamentales de las clases dominantes, los cuales se confrontaban con la falta de regulación política de las relaciones de poder de las emergentes capas sociales.

A pesar de la trascendencia que tuvo, el proyecto nacional de redefinición del Estado y el sistema político no buscó más allá del apaciguamiento de la política bipartidista y el sometimiento de los militares con el fin de restablecer el control político de la sociedad. Ambos objetivos eran necesarios, aunque no suficientes, para enfrentar con éxito los desajustes sociales provocados por el avance del capitalismo. Así mismo, los forjadores del proyecto supusieron, erradamente, por causa de la preponderancia del poder oligárquico a través del bipartidismo, que este último llenaba con creces todas las expectativas de participación de la pobla​ción, por tal razón, ubicaron a los partidos, mancomuna-damente, como garantes y administradores únicos de un proceso que imagina​ban sin mayores conflictos y, por tanto, con capacidad de remode​lar las instituciones de acuerdo con los cambios que ocurrían.

Hasta ese momento, la política, como ejercicio del poder público, estaba monopolizada por el bipartidismo que copaba todos los espacios de la incipiente sociedad civil. Eso había sido posible gracias a que los partidos sustituían funciones de un Estado precapitalista y débil. El atraso de la sociedad, la predominante bipolaridad de clases (terratenientes y campesinos), la tradición autoritaria de una clase latifundista y la subordinación pasiva de las mayorías que ello conllevaba, hacían aparecer a las secta​rias subculturas políticas liberal y conservadora como detentado​ras de una acogida supuestamente nacional. Aunque en forma acelerada, la Nación apenas estaba en proceso de configuración. En estas condiciones, en la fórmula del pacto político se inclu​yó, arrogantemente, como natural, el monopolio bipartidista en el ejercicio del poder.

Sin embargo, el pacto político de mayorías del Frente Nacional ocultaba el trasfondo de lo que lo facilitó: un fructífero creci​miento de la economía y una unidad de propósitos de las emergen​tes burguesías con los viejos latifundistas, para salvaguardar tanto el antiguo orden patrimonial como los generosos resultados de la exportación cafetera y la producción industrial 57. Esos propósitos se habían plasmado a mediados de los años treinta, cuando, por diferentes vertientes, habían enfrentado al “peligro bolchevique”, calificativo dado al reformismo de la Revolución en Marcha. Tal unidad de propósitos no había podido concretarse políticamente debido al arraigo del bipartidismo que dividía abruptamente el poder público oligárquico.

Este era el precio que había pagado un cimentado logro en el control social de la población hecho posible por el sectarismo. Por eso, luego del experimento del gobierno militar y el resurgi​miento de la violencia, se necesitaba modernizar y fortalecer el Estado para apaciguar los ánimos, tanto del pueblo como de los jefes políticos, y, a partir de ahí, permitir con el apoyo insti​tucional la prolongación del nuevo y exitoso modelo de desarro​llo. La continuidad de la política económica durante el Frente Nacional fue la corroboración de un modelo balanceado, sin posi​ciones extremas, que buscó un equilibrio a toda costa entre crecimiento e inflación.

Sobre esta base, se construyó la nueva funcionalidad de las instituciones estatales, en un intento de encauzar los conflictos sociales, con la tácita supervisión de la dirigencia oligárquica bipartidista que pretendía de esta manera continuar como árbitro supremo de la sociedad. Se desconocían así las realidades de una sociedad en rápido proceso de diversificación social, con nuevas clases y grupos de intereses, y, por tanto, con una variedad de fuentes de poder. La nueva vida política requería un manejo abierto, democrático, que eliminara no solamente el viejo secta​rismo partidista y los privilegios estamentales, sino que impi​diera el surgimiento de conductas colectivas de intransigencia política.

Los dieciséis años de ejercicio constitucional del Frente Nacio​nal, de 1958 a 1974, cimentaron en el Estado y en el sistema político algunas características estructurales especiales, junto con el cumplimiento de los objetivos iniciales de su proyecto nacional (apaciguamiento de la competencia bipartidista y control del ensayo de autonomía militar) y con los efectos que provocó la ausencia de una proyección democrática. La modernización del aparato estatal y la estabilización de la economía dominante fueron las características de más rápido desarrollo. Pero el monopolio político y el usufructo estatal del bipartidismo fue lo que tuvo mayor incidencia. Contrastaba con su debilitamiento acelerado por la pérdida del sectarismo y, sobre todo, con su falta de representatividad en los numerosos sectores surgidos de la diversificación social. Esto produjo serios desbalances que dieron al traste con la necesaria fortaleza política que requería el Estado para controlar la pluralidad de la sociedad. La debili​dad estatal se reflejó en el recurso oficial de la represión, cada vez que surgían posiciones críticas al sistema.

El objetivo de modernización de la burocracia le dio el perfil a las instituciones de un Estado capitalista resultante del primer consenso con ribetes de proyecto político nacional. Hasta el pacto político, la distribución tradicional de los niveles nacio​nal, departamental y municipal en las tres ramas del poder públi​co cubría todo el escenario burocrático. Además, estos dos últi​mos superaban en número de funcionarios al nivel central o nacio​nal. El conjunto era modesto en volumen y crecimiento, pues escasamente llegaba a los 130.000 empleados públicos en 195758. Por efecto de la nueva organización se invirtieron las tendencias de crecimiento burocrático. Se inició un aumento sostenido del nivel central que superó, entrada la década de los años setenta, a los dos restantes. Fuera de ello, la expansión del conjunto se aceleró significativamente. Ya en el año 72 el número de funcio​narios públicos se acercaba al medio millón y 15 años más tarde al millón59. La ampliación del sistema educativo tuvo gran peso en el proceso.

Pero el crecimiento burocrático no fue solamente cuantitativo, también se presentó diversificación. Paralelamente a la organi​zación tradicional que se amplió con una serie de departamentos administrativos aparte de las áreas electoral, fiscalizadora, y de control, emergió un sector denominado paraestatal o de orga​nismos descentralizados. Estos se establecieron más que todo en el nivel nacional, pero también aparecieron en los otros dos niveles. En pocos años entraron a competir en volumen de presu​puesto y de personal con el esquema tradicional60. Las decenas de establecimientos públicos, las empresas industriales y comer​ciales del Estado y las sociedades de economía mixta completaron el panorama de un complejo aparato burocrático con visos de gran modernidad, pero enredado en su organigrama y sus funciones. Tal complejidad iría a trascender más adelante, al ser usada de manera clientelista en beneficio de la reproducción bipartidista y la corrupción, y en detrimento de la eficiencia administrativa para la que la modernización supuestamente se había establecido61.

La modernización de las instituciones del Estado fue funcional a la necesidad de abrir nuevos espacios sociales y ocupacionales para las nuevas clases, producto del desarrollo del capitalismo. La expansión del gasto público, especialmente del gasto social, fue el soporte y complemento del crecimiento institucional. Del 19 por ciento del gasto público en que habían permanecido hasta mediados de la década de los años cincuenta, los gastos sociales alcanzaron el 32 por ciento en 1978, dentro de un expansivo presupuesto nacional62. De esta manera, la proliferación de estratos, principalmente de las nuevas clases medias, encontró la más importante forma de acomodo en la sociedad. Fue la más efectiva válvula de escape para la inestabilidad social, producto de los cambios estructurales y la violencia. Pero este apoyo para la continuidad de las formas de dominación no correspondió con el que se requería para el fortalecimiento político del Estado. El proceso que se desató con posterioridad a la finali​zación de la alternación presidencial, en 1974, dio al traste con esa necesidad.

La segunda característica que cimentó el ejercicio del Frente Nacional fue la institucionalización de la estabilidad económica alcanzada de hecho con anterioridad. La estabilidad política buscó su contraparte en el manejo de la economía. Sobre la base de las exigencias de racionalidad en el manejo económico por parte de los organismos multilaterales de crédito, como el Banco Mundial y el Banco Interamericano, el primer gobierno frentena​cionalista creó el Departamento Nacional de Planeación. Pero la innovación mayor se presentó en el siguiente gobierno. Consistió en el paso del control monetario a manos exclusivamente oficiales a través de una Junta Monetaria de carácter técnico. El monopo​lio de emisión permaneció en el Banco de la República, una enti​dad mixta. Se creó, además, el Consejo Nacional de Política Económica y Social, Conpes, como control técnico-político de las decisiones del Ejecutivo. Se planteaba, así, la posibilidad de separar las políticas partidista y económica, aunque el ejerci​cio en materia de política económica dependía en buena medida de las decisiones del Ejecutivo y el Legislativo.

La separación de políticas vino a hacerse efectiva a raíz de la necesidad de enfrentar la crisis externa que afrontaba el Estado por causa de la expansión fiscal con que se impulsó inicialmente el reformismo del Frente Nacional. La solución se adelantó durante el tercer gobierno del Frente Nacional, el de Carlos Lleras Restrepo, entre 1966 y 1970. La visión política y el ejercicio tecnocrático de este gobierno quedaron materializados en los resultados que, para el fin que se discute, proporcionó la Reforma Constitucional de 1968 y otras medidas entre las que sobresale el Decreto 444 de 1967, el cual unificó y permitió la regulación de la tasa de cambio internacional y del control de los flujos de capital.

La reforma Constitucional, aprobada finalmente por el Congreso gracias a las prebendas económicas y gremiales que le brindó el Ejecutivo, le quitó la tentación al Legislativo de mezclar la política partidista con la política económica. La Reforma le restó al Congreso iniciativa legislativa y lo limitó en el manejo de los asuntos económicos. En el Ejecutivo quedó la responsabi​lidad del gasto público y la tributación, aparte de que podía legislar transitoriamente a través de la novedosa medida de declarar la “emergencia económica” (artículo 122) cuando la perturbación del orden no fuese de carácter político sino económico. Algo así como un “estado de sitio económico”. Se despoli​tizó al Congreso, en el sentido de minimizarle sus funciones institucionales, y la autocracia del Ejecutivo quedó disimulada con el creciente control que, a partir de allí, adquirieron los Congresistas sobre los mecanismos de reproducción del sistema político a medida que su labor se hizo acentuadamente gremial.

La estructura estatal que se desarrolló hubiera sido difícil de lograr de no existir una coincidencia previa de principios en los grupos dominantes estratégicos, como se mencionó. Después de detener las reformas de la Revolución en Marcha, la integración de intereses económicos hizo posible el nacimiento del Frente Nacional y permitió alcanzar la continuidad en el manejo de la política económica. La integración se amplió con la creación progresiva de gremios empresariales, como expresión de la organi​zación social del capitalismo. Fue una defensa frente al avance de la intervención del Estado en la economía; una forma de volcar la intervención a su favor. Por ello, el desarrollo gremial se dio en forma paralela con el avance intervencionista63. Una espe​cie de corporativismo en la sombra que, si bien tiene fisuras y tendencias varias, no transige sobre sus principios fundamenta​les64. Por esta razón de peso, el Estado nacido del Frente Nacional ha fracasado en las reformas cuando sus gobiernos han intentado salirse de la línea predeterminada por la integración de los intereses dominantes. El Estado ha tendido hacia su privatización, al defender no sólo privilegios modernos sino premodernos.

En Colombia no han tenido cabida los “extremismos” en materia de política económica y los gobiernos contemporáneos no se han alejado del “centrismo” ideológico. No han existido, en el sentido estricto de la palabra, modelos de desarrollo, ni modas proteccionistas o neoliberales, estructuralistas o monetaristas. La pauta ha sido una práctica combinación de líneas medias, entre sustitución de importaciones y promoción de exportaciones, entre un poco más y un poco menos de aranceles, entre incentivos y restricciones a la actividad privada, y entre inercia estructura​lista cepalina y monetarismo de organismos internacionales.

En el país no han tenido éxito las políticas sociales o económi​cas que han buscado romper con los patrones de concentración de capital e ingreso que le dan continuidad a la acumulación soste​nida de capital y a los privilegios terratenientes. El ejemplo más sobresaliente es el del fracaso de la Reforma Agraria promul​gada en 1961 dentro del espíritu cepalino y el ímpetu reformista inicial del Frente Nacional. Ella se frenó especialmente con la incapacidad gubernamental de canalizar las inquietudes de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos, ANUC, fundada por el gobierno en 1969, con el complementario acuerdo de Chicoral entre gobierno y terratenientes en 1972, y con las Leyes 4ª y 5ª de 1973 y 6ª de 1975 que legalizaron la contrarreforma agraria65.

Aparte de la frustrada Reforma Agraria y una tenue política redistributiva al inicio del Frente Nacional, solamente hubo un intento débil de redistribución del ingreso durante el gobierno del presidente Barco. Por eso, la redistribución del ingreso entre las varias clases y capas sociales que han emergido ha sido más por obra y gracia del remolino de los cambios estructurales producidos por la modernización y la consecuente dificultad en la estabilización social que por las políticas programadas para tal fin. Ha sido más una redistribución por causa de la aparición de nuevas capas sociales que por la pérdida de unas a favor de otras. El ensanche del sistema educativo ha sido casi el único factor redistributivo. Como lo muestran distintos estudios, la distribución del ingreso continúa como una de las más concentra​das de América Latina, y lo sería más si se tuvieran en cuenta las rentas de capital y la propiedad territorial, sobre todo la rural66.

La misma estructura tributaria del Estado se contrapone a las políticas sociales redistributivas. Sólo desde 1935 el Estado pudo organizar un sistema de tributación directa. Con la moder​nización estatal se abrieron nuevamente las puertas a la tribu​tación indirecta que había reducido su importancia. En 1965 se inició el recaudo por impuesto a las ventas y en la década si​guiente su valor sobrepasó al de la tributación directa. La sofisticación posterior, y gran número de pequeños impuestos, han colocado a la tributación indirecta y a su carácter indiscrimina​do como la fuente principal de los recursos ordinarios del Estado institucional. La resistencia a la redistribución económica se ha reflejado también en las periódicas amnistías y reformas tributa​rias (1960, 1967, 1974, 1983 y 1986).

Además, la concentración de la riqueza y el ingreso guardan rela​ción con el problema del desbalance regional en la modernización social. El sistema institucional del Estado es un reflejo del desarrollo desigual acentuado con el Frente Nacional. El carác​ter centralista del sistema67 provocó un abultamiento de recursos en las entidades ubicadas en los mayores centros urbanos. El deterioro progresivo de la administración local dejó en la mise​ria fiscal a la inmensa mayoría de los municipios, situación agravada por la crisis del bipartidismo. Un mecanismo de compen​sación utilizado para contrarrestar el centralismo de la Reforma del 68 fue el llamado situado fiscal, el cual garantiza la cesión a los municipios de una parte de los ingresos nacionales por impuesto a las ventas68. Aunque posteriormente se amplió la participación durante el gobierno del presidente Betancur con la llamada descentralización del Estado, de ninguna manera soluciona el creciente desequilibrio en el desarrollo regional que, en el fondo, es un subproducto del crecimiento mismo del capitalismo.

2. La revolución de las expectativas

Las previsiones gradualistas del llamado “desmonte del Frente Nacional”, expuestas en la Reforma Constitucional de 1968, se encontraron al inicio de su ejecución, en 1974, con un Estado ya caracterizado. Sus dos éxitos, primero, como factor de integra​ción de los nuevos grupos sociales, esto es, como amortiguador político, y segundo, como medio de continuidad de las tendencias económicas, permitieron que la clase política siguiera usufruc​tuando la administración del Estado por su papel de gestor de esos éxitos. El desempeño político del gobierno del presidente Alfonso López Michelsen (1974-1978), a quien le correspondió definir las pautas de prolongación o cambio de la pesada herencia frentenacionalista, condicionó el trágico proceso político subsi​guiente hasta 1990.

El presidente López se encontró con el legado político del reformismo del gobierno de Carlos Lleras Restrepo (1966-1970). El equilibrio entre las políticas económica y partidista durante los dos primeros gobiernos del Frente Nacional (Alberto Lleras Camargo, 1958- 1962, y Guillermo León Valencia, 1962-1966) se resquebrajó desde el inicio del tercero de ellos. Carlos Lleras afirmó la continuidad en el manejo estatal de la economía, pero a costa de centralizar tecnocráticamente el poder de decisión del Ejecutivo, despojar de sus funciones estatales al Legislativo, ignorar al judicial, plantear la autonomía en el manejo del orden público por parte de los militares y lanzar al bipartidismo a la voracidad de quienes buscan su representación pública69. Fue el sacrificio de un futuro democrático, en aras de “asegurar las cargas” en lo económico: la economía de los oligopolios como fin último de la política. Fenómenos de la sociedad civil en formación, que hubieran podido contrarrestar efectos anómalos de esas decisiones, fueron víctimas de la ausencia de un mejor criterio político del presidente Lleras Restrepo, el desmantela​miento de la politización estudiantil dentro de cauces institu​cionales y la ruptura de la posibilidad del nacimiento de un tercer partido por la represión electoral a la Alianza Nacional Popular, Anapo, del General Rojas Pinilla, son ejemplos de casos que frenaron la necesidad de expresión política de las fuerzas sociales en ebullición70.

El apuntalamiento de la heredad del Frente Nacional continuó con el último de sus gobiernos, con mejor criterio político que su antecesor, pero dejándose llevar por la corriente, el presidente Misael Pastrana Borrero (1970-1974) demostró por qué lo empuja​ron a la presidencia con tanto tesón quienes asumieron la tutela patriarcal del nuevo régimen: el Expresidente conservador Mariano Ospina Pérez y el liberal Alberto Lleras Camargo. Asegurados los medios estatales de continuidad en la política económica se podía avanzar en la diversificación empresarial dando vuelo a un sector rezagado en el país, pero pujante en el contexto internacional, el financiero. La respuesta fue la creación de un mecanismo que cumplía a la vez funciones opuestas de estímulo a la especulación financiera y al ahorro para la satisfacción de la necesidad social de generar vivienda. La Unidad de Poder Adquisitivo Constante, UPAC, añadió un elemento perturbador para el control inflacionario, en beneficio de los sectores especuladores71. Además las UPAC dieron la bienvenida a un desdibujado neolibera​lismo, ampliado en el gobierno siguiente con mecanismos de bene​ficio al sector financiero.

A pesar de no haber ocupado nunca las curules del Congreso, el presidente Pastrana dio muestras de saber cómo se manejan las relaciones políticas. Dos hechos marcan esa habilidad: el des​mantelamiento de la Reforma Agraria y el paso a la profesionali​zación de la clase política. En el primero de ellos, el beneficio al sector financiero de la economía con las UPAC corrió parejo con el favorecimiento a la vieja y poco productiva clase terrate​niente. El Acuerdo de Chicoral comprometió al Estado a no cum​plir con lo ordenado una década antes por la Ley 135 de 1961 sobre Reforma Agraria. Ese vacío político fue llenado por las Leyes 4ª y 5ª de 1973, que limitaron las condiciones de expro​piación de tierras por parte del Estado y pusieron a disposición de los terratenientes ventajosos recursos de capital para la modernización de la producción agropecuaria. Estas medidas legis​lativas complementaron la represión estatal contra la organiza​ción campesina de la ANUC y el fomento de su división. Se asegu​raba la tendencia de desarrollo capitalista en el campo por la vía terrateniente y, a la vez, se permitía la permanencia de los rezagos de las haciendas precapitalistas72.

La llamada clase política73 (policlasista en su composición social) recibió su grado profesional durante la administración Pastrana. El pánico que los sectores dominantes trasmitieron al sistema político ante la arrolladora votación de la ANAPO en las elecciones de 1970, sirvió de base para que la clase política cerrara aún más el sistema y buscara mantener los beneficios sólo en manos del bipartidismo. La clase política dejó de ser una heterogénea agrupación artesanal, para convertirse en una especie de casta profesional, dada la tendencia a la homogeneidad en una labor vitalicia y a cerrar el ingreso de miembros que no provinieran de su propia capacidad de reproducción política. Para el efecto, los políticos se apoyaron en las prebendas deri​vadas del proceso que desembocó en la Reforma Constitucional del 68, las cuales abrían las puertas para la apropiación privada de recursos estratégicos del Estado en fines políticos. Usaron las premodernas prácticas de “gamonalismo”, “compadrazgo” y “manzani​llismo” para profesionalizarlas a través de un moderno cliente​lismo, y llenar así el vacío político de las funciones parlamen​tarias de que habían sido despojados. La acumulación y repro​ducción de un capital político constituyeron la base para que esa labor se hiciera profesional. El carácter cerrado de casta se derivó de las condiciones establecidas para renovar las curules de los tres niveles estatales del llamado poder legisla​tivo. Quedaron protocolizadas la inoperancia del Legislativo, la libertad de acción del Ejecutivo, la corrupción administrativa y el abandono de la justicia74.

La profesionalización de la clase política fue facilitada por la diversificación social surgida de los cambios en la estructura de clases por la intensa modernización. Fue un ascenso de grupos en la escala social, que sirvió para democratizar el acceso a los cargos de dirigencia política y despojarlos del manejo de los que en el país aún se denominan los “jefes naturales”. Un largo proceso que ha socavado el poder de la oligarquía que sufre una lenta agonía, y que ha servido para entronizar el ascenso de los jefes regionales al primer plano del manejo bipartidista. No obstante, la democratización de la dirigencia política se truncó con la creación de variadas barreras de defensa que han cerrado todavía más el que puede llamarse “sistema político del cliente​lismo”75.

El gobierno de López Michelsen fue el primero elegido electoral​mente sin la alternación partidista presidencial. El uso de la libertad formal de la democracia representativa quedó empañado por la demostración del poder oligárquico que tuvo esa elección: la competencia de tres candidatos presidenciales hijos de otros tantos ex presidentes76. Pero esa imagen negativa se superó con la elección de quien representaba la esperanza, el cambio hacia la ampliación de la participación política, de quien había sido, entre todos los “jefes naturales”, el único crítico del Frente Nacional cuando comandó la disidencia del Movimiento Revoluciona​rio Liberal, MRL.

López se encontró con los efectos de dieciséis años de crecido gasto público en el fomento del desarrollo capitalista y la integración de amplios sectores de la sociedad. Por ello, la orientación de la política económica estabilizadora se ocupó más del plano interno que del externo. La reducción del déficit fiscal y la inflación fueron las metas. Al mismo tiempo, se acentuó la tenue tendencia neoliberal del gobierno anterior. La disminución del fomento hubiera podido compensarse por medio de un manejo distinto de la bonanza en los precios internacionales del café surgida a mediados de 1975. El Presidente fue reticente a la socialización del excedente de las exportaciones. El café, eje de la modernización del país y base del surgimiento de la burguesía más mimada por el Estado y del gremio más poderoso del país77, hubiese podido ser un remedio adecuado para compensar las limitaciones económicas que se vivieron. Con el lema “la bonanza es de los cafeteros”, el presidente López Michelsen ratificaba, quizás, el origen de la fortuna de su familia78.

Adicionalmente a la orientación elitista, reflejada también en la composición social de su gabinete, en el año 75 se promulgó la Ley 6ª que respaldaba el proceso de concentración de tierras al favorecer a los terratenientes en sus conflictos con los campesi​nos, provocados por las difundidas relaciones de aparcería. Y para no dejar dudas sobre la muerte real de la Reforma Agraria, se crearon como sus sustitutos el Programa de Desarrollo Rural Integrado, DRI, y el Plan de Alimentación y Nutrición, PAN. Estos programas tuvieron su origen en los planes desarrollistas ideados internacionalmente por agencias multilaterales79.

A pesar del rígido legado recibido de sus antecesores, el gobier​no de López fue decisivo para proyectar las reglas del juego político subsiguiente. Perdió la oportunidad de lanzar medidas redistributivas en el campo de la política económica. Aparte de negativa al uso social de la bonanza cafetera, en momentos en que era necesario dada la crisis fiscal que encontró, la amplia reforma tributaria de 1974 gravó tímidamente al capital y a los grupos de altos ingresos. Al igual que el resto de las reformas tributarias ejecutadas desde 1960, su dinámica de recaudación de ingresos estatales perdió fuerza a los pocos años. La ausencia de reformas efectivas en el campo económico durante “el gobierno de la esperanza” determinó que, con la estructura actual, el Estado colombiano difícilmente pueda hacer del desarrollo capita​lista un proyecto político de carácter nacional.

Pero si en el campo económico no se logró dar el vuelco que requerían las necesidades, en el plano puramente político ocurrió otro tanto. El gobierno fue fiel intérprete del parágrafo del ordinal primero del artículo 120 de la Constitución nacido de la Reforma del 68. “La participación justa y equitativa del segundo partido en votación” la concedió a su rival electoral, Alvaro Gómez Hurtado, lanzando a los oficialismos llerista y ospinista a la oposición. Fue la ratificación oficial de la fragmentación bipartidista y de la prolongación de hecho de la convivencia del Frente Nacional. Al sistema político se le abría el camino para hacer compatibles un régimen limitado en la participación ciuda​dana con los adversos legados frentenacionalistas como la profe​sionalización de la clase política.

El Gobierno trató de enmendar la ausencia de proyección política con la herramienta más socorrida por los mandatarios que han querido pasar a la historia como reformadores sin serlo: la reforma constitucional. El intento de cambio de la Constitución fue el sustituto que el gobierno del presidente López ofreció a la sociedad para rejuvenecerla políticamente. Presentó al Congre​so un proyecto para convocar una Asamblea Constitucional, denomi​nada popularmente “Pequeña Constituyente”, con el fin de adelan​tar reformas que se relacionaban básicamente con asuntos de carácter administrativo para dar participación a las comunidades locales en la selección de sus administradores y aumentar su capacidad presupuestal para la solución de las necesidades de servicios públicos. Así mismo, buscaba reformar la administración de justicia y la jurisdicción constitucional80. Tras la discusión en dos legislaturas consecutivas como es el rigor constitucio​nal, el proyecto fue aprobado en el año 77. Pero naufragó ante la Corte Suprema de Justicia que lo declaró inconstitucional en mayo del año siguiente, tres meses escasos antes de finalizar ese gobierno su mandato.

No hay duda que durante ese tiempo el país atravesaba un momento crucial. Se trataba de decidir sobre la continuidad del régimen o su redefinición. Era una situación crítica en la cual la movili​zación social estaba a la orden del día. De hecho, el auge de los “paros cívicos” constituyó el punto de partida de la Reforma, según la exposición de motivos del Gobierno ante el Congreso. No obstante, la pequeña Constituyente no atacaba el meollo del problema. Era una respuesta a necesidades importantes pero no fundamentales que hubiera podido plantearse como parte de una amplia propuesta con contenido nacional. El Acto Legislativo aprobado por el Congreso se enmarcaba dentro de un clima de tibio neoliberalismo descentralizador del Estado, liberador de respon​sabilidades del Ejecutivo central. Era la expresión de un go​bierno sin iniciativa hacia el futuro, a la zaga de los aconteci​mientos, que únicamente atendía, en el orden en que ocurrieran, las presiones de los grupos sociales que las coyunturas volvían explosivas. El gobierno de López se lavó las manos cediendo una palabra limitada en su poder a las dos restantes ramas del poder público.

El indicador más claro de las dimensiones del problema y de la responsabilidad que no supo ni quiso afrontar el Gobierno en este momento crítico fue el paro nacional del mes de septiembre del año 77. Ese paro, que conmocionó a las clases dominantes, fue propuesto por el tradicionalmente débil y fragmentado sindica​lismo81. Por su concurrencia, fue un éxito desde la perspectiva de sus organizadores, pero el Gobierno respondió con la más dura represión. Estaba próximo el ejercicio pleno de la autonomía militar en el manejo del orden público. Era el producto de casi veinte años de ausencia de una política de Estado en el orden militar. Largos años de improvisaciones con ocupación de las Fuerzas Armadas en labores ajenas a sus funciones castrenses. La respuesta represiva militar abrió el camino para llenar, contra​dictoriamente el vacío de participación política en un ambiente asfixiado por el monopolio bipartidista en la administración del Estado. El anuncio del avance militar se hizo público tres meses después del paro, con la carta de los Generales y Almirantes de Bogotá al Presidente exigiéndole mano dura a los que ellos consi​deraban los progresos de la subversión82.

3. El Estado que todos buscan

La anhelada fortaleza política del Estado concebido por los artífices del Frente Nacional se manifestó principalmente por medio del crecimiento de su burocracia y sus recursos. Esta envoltura de fortaleza inició su deterioro con la aparición, a mediados de los años sesenta, de guerrillas radicalizadas (Fuer​zas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC; Ejército de Libe​ración Nacional, ELN, y Ejército Popular de Liberación, EPL), expresión nacional de la nueva izquierda latinoamericana y here​deras de la violencia bipartidista83. Su presencia desafiaba el principio del monopolio de la fuerza, tan caro para los Esta​dos del capitalismo. A este hecho, agravado en la década si​guiente con el surgimiento de nuevos grupos armados, particular​mente el Movimiento 19 de Abril, M-19, se sumaban las limitantes de la democracia, derivadas del sistema que se configuraba, tales como el moderno clientelismo y el entrabe de funciones entre el Ejecutivo y el Legislativo. Además, quedaban lastres del antiguo sistema, como el legado de la oligarquía. A pesar de estos con​tratiempos, dos factores principales servían para disimular las debilidades estatales: 1º la estabilidad del sistema político, proveniente de la administración bipartidista del Estado, y 2º la búsqueda de protección estatal por parte de las organizaciones emergentes de la sociedad civil para la satisfacción de sus necesidades.

El Estado que surgía de la coyuntura del gobierno de López, el cual definió el curso del legado frentenacionalista, se caracte​rizaba por una contradicción. El abierto respaldo político estatal a los sectores dominantes contrastaba con la extrema dificultad que tenían el resto de los numerosos grupos sociales de beneficiarse del Estado. Buscaban su patrocinio como garantía de estabilidad para sus relaciones sociales, pero se enfrentaban con canales de participación y de representación políticos blo​queados por la nueva configuración del sistema de poder. Esos estrechos canales reflejaban un híbrido entre el pasado precapi​talista y la modernidad política de los últimos veinte años. Con ellos, el Estado estaba incapacitado para responder adecuadamente a los sectores sociales emergentes que buscaban la legitimación política de un espacio social más confortable.

El bloqueo político que el nuevo sistema exhibía se identifica por medio de tres barreras principales:

1. El clientelismo de un bipartidismo con monopolio de poder institucional, pero incapaz de responder en ese plano a los requerimientos sociales.

2. Los reductos oligárquicos del sistema político en una sociedad ansiosa de nuevos espacios de participación, y

3. El entrabamiento de funciones entre el Ejecutivo y el Legisla​tivo en un Estado enfrentado a exigencias de flexibilidad. Estas barreras influyeron en el proceso político hasta 1990, presiona​das por la necesidad de protección del Estado que tenían los miembros de sectores sociales emergentes que adquirían condición de ciudadanía.

Los arquitectos del Frente Nacional cargaron con una especie de atavismo paternalista proveniente de la búsqueda de protección del Estado por parte de diversos grupos sociales. La actitud política de las fuerzas de la sociedad se orientó a identificar al Estado moderno como su salvador. El objetivo tutelar lo perseguían no solamente quienes lo rodeaban, sino también fuerzas que irrumpían con alternativas para la organización estatal, como el MRL y la Anapo. Pero como el pacto fue respaldado por una movilización social y un consenso apreciables, estas fuerzas aparecían como antítesis del sistema aunque nunca lo desafiaran. Más bien lo que buscaban era trato preferencial por parte del Estado.

Dentro del mismo patrón paternalista, pero menos claro en apariencia, el surgimiento de guerrillas radicalizadas representó la búsqueda de la sombra protectora del Estado por parte de campesinos en proceso de descomposición y de grupos y estratos medios que brotaban de la modernización desordenada del capita​lismo. La dificultad de obtener un espacio estable de partici​pación política y social por medio de los obstruidos cauces institucionales, los impulsó a recurrir a la violencia para apoderarse de un Estado que les era esquivo. Se seguía así la enseñanza bipartidista de la etapa de la violencia que apenas se extinguía.

Las demandas de protección del Estado, tanto de quienes se ocul​taban tras su sombra como de quienes se envalentonaban para capturarlo, disfrazaron la debilidad política de un ente incapa​citado para aprovechar condiciones favorables de consenso social, requisito necesario pero no suficiente para cumplir un papel unificador de la nacionalidad.

El paternalismo del Estado entrelazó las tres barreras menciona​das con que el sistema cierra las compuertas de la participa​ción. La primera, el clientelismo, se muestra como lo contrario, como una amplia puerta de entrada al mundo de la política. Absorbe y es absorbido por un bipartidismo que disimula así la ausencia de organización institucional. El clientelismo fue el instrumento que la clase política usufructuó para crecer y luego encerrarse en sí misma y tratar de perpetuarse. Ocurrió rápida​mente, ya que el clientelismo proporciona un fácil recurso para la estabilidad política institucional requerida por el desarrollo del capitalismo. Es un refuerzo a la acumulación de capital para no alterar los patrones de concentración de ingresos, bienes y servicios. Mientras el capital avanza en su reproducción a expen​sas de clases y regiones deprimidas, la estabilidad política del sistema la aseguran los jefes del bipartidismo por medios clien​telistas. Con la garantía de supervivir como casta, la clase política apuntala la continuidad de un sistema apropiado para la economía dominante. Se trata, sin duda, de un titánico esfuerzo para mantener una democracia formal en un ambiente en el que los conflictos sociales desbordan, por medios violentos, la capacidad del clientelismo para satisfacer en forma personalizada viejas y nuevas necesidades a costa de los recursos del Estado.

La manera de hacer política refleja un Estado que difícilmente trasciende las limitaciones de las relaciones de clientela para satisfacer intereses de los grupos mayoritarios; un Estado que atiende las necesidades de la sociedad en la medida en que sus actos se ajunten al objetivo primario de reproducción de los políticos profesionales; un Estado con su capacidad política en entredicho, es decir, con el interrogante sobre el momento en que se desborde la estabilidad del sistema político del clientelismo como consecuencia de la inestabilidad producida por los conflic​tos sociales.

La segunda de las barreras del sistema para la participación es la sorprendente sobrevivencia de la oligarquía a la modernización y la diversificación sociales. Los reducidos grupos que dominaron la escena del poder político no sólo se dieron el lujo de proyec​tar la modernización del Estado sino que continuaron a la espera de seguir rigiendo los destinos patrios desde su máxima jefatura. Aunque desafiada por la cosecha de “caciques” del clientelismo, producto de la persistente regionalidad en un mundo que se moder​niza, la tradición de los “jefes naturales” de ambos partidos opera casi como el único recurso de articulación del faccionalis​mo a que están sometidas las dos colectividades84. Con la reanu​dación de la competencia presidencial, a partir de 1974 con López Michelsen, permanecieron en la ya no tan rigurosa “fila India” Turbay Ayala, Alvaro Gómez, Belisario Betancur, los ex presiden​tes y unos nombres un tanto nebulosos, como el de Virgilio Barco, que esperaban turno para ser llamados en el momento en que la dispersión de su partido amenazara la existencia de la organiza​ción. La permanencia en el juego político de un núcleo conocido de figuras evitaba sobresaltos y apoyaba la estabilidad. Y parte de ésta consistía en controlar la intromisión de fuerzas poco familiares.

Pero la institución que sin duda refleja más el legado de la oligarquía precapitalista es el “club de ex Presidentes”. Su poder político proviene de dos fuentes principales que lo hacen posible. La primera, consiste en la función de disciplinar la tradicional fragmentación del bipartidismo, que lo identificó desde el siglo XIX como un par de agregados de facciones regiona​les. Finalizado formalmente el Frente Nacional, el fenómeno de la fragmentación requería más que nunca de la mediación política para racionalizar la competencia y dirimir los enfrentamientos entre las numerosas facciones liberales y conservadoras. Los ex Presidentes están hechos para ello, como herederos más que simbólicos de la república oligárquica. Pero su gran poder de media​ción contrasta con la imposibilidad de satisfacer sus no siempre ocultas ambiciones reeleccionistas. La competencia en el mismo club asegura la eliminación de sus aspiraciones.

La segunda fuente de ejercicio del poder de los ex  presidentes proviene de la misma Presidencia de la República. El Frente Nacional instituyó el club de ex mandatarios como una especie de consejería presidencial para los momentos de incertidumbre y conflicto políticos. Esta institución ha dado trazas de prolon​garse no solamente por la continuidad de la administración mono​pólica estatal del bipartidismo, sino también por las dificulta​des del ejercicio político que engendró la Reforma Constitucional del 68 entre las Ramas Ejecutiva y Legislativa del Poder Público. La capacidad de opinión y legitimación de las decisiones presi​denciales de esta consejería se ha constituido también, eventual​mente, en garantía para asegurar una estabilidad que frene la intromisión de fuerzas extrañas al sistema.

La tercera barrera con que el sistema controla el proceso de toma de decisiones, vale decir, la conservación de la estrechez de los canales de representación y participación ciudadanas, es el entrabamiento de la función política entre el Legislativo y el Ejecutivo. A pesar del gran poder del presidencialismo85, prove​niente de la misma Constitución de 1886 y de reformas como la del año 68, el ejercicio de ese poder institucional se encontró con una serie de obstáculos que han dificultado en grado sumo eventuales cambios que alteren la paralizante estabilidad del sistema.

El primer obstáculo ha sido el fraccionamiento de los dos parti​dos reflejado en el Congreso. Se ha hecho más explícito a medida que fracasan los mecanismos de sanción social por inmovi​lismo del Congreso, como las denuncias periodísticas. Con el abierto faccionalismo en el Congreso, el Ejecutivo se quedó definitivamente sin partido de gobierno que defienda su gestión. Este ha sido sustituido con el incremento de negociaciones de tipo clientelista con cada una de las cabezas de las múltiples facciones legalizadas y legitimadas por la posesión de una curul, facciones que a manera de minipartidos operan de manera horizon​tal en la política institucional. El privilegio presidencial de diseñar la agenda política quedó desbordado por las dificultades para ponerla en práctica.

El segundo gran obstáculo que entraba las relaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo ha sido lo que algunos autores llaman “el poder negativo del Congreso”86. Se refiere a las paradójicas dificultades que tiene el Presidente, a pesar de la iniciativa legislativa del Ejecutivo, para adelantar reformas por vía del Congreso. Las exigencias a las reformas constitucionales, sujetas a la aprobación de la mayoría absoluta (las electorales, de las dos terceras partes) de cada una de las dos Cámaras en dos legis​laturas sucesivas, han hecho fracasar varios intentos de modifi​cación constitucional. Así mismo, la distorsión en la representa​ción parlamentaria de las fuerzas actuantes en la sociedad impide que se defiendan muchos proyectos, bien sea por falta de interés o porque afectan a los que están sobrerrepresentados. Es conoci​do el exceso de representación rural y, por tanto, el del lati​fundio tradicional en el Congreso, en buena medida por su negati​va a aprobar los últimos censos de población que registran la urbanización del país. También es conocida la representación extra de áreas marginales, como el Chocó, la cual, contradicto​riamente, no ha servido para sacarlas de su extrema condición de atraso. El mantenimiento del statu quo se convirtió en garan​tía de la clase política para su existencia como casta.

A pesar del entrabe entre el Ejecutivo y el Legislativo, su rela​ción conjuga dos tipos de funcionalidades estabilizadoras: la de los sistemas político y económico, y la de la clase política usurpadora de los nombres de dos partidos inexistentes en la práctica. En las elecciones, donde han tenido presencia apabu​llante gracias al férreo control bipartidista del sistema electo​ral, se han reemplazado los rótulos de liberal o conservador por los nombres de las numerosas facciones y los de sus jefeci​llos.

El inmovilismo institucional ha estimulado la permanencia de otro factor que proviene del desborde violento de los conflictos sociales. El Ejecutivo se ha engolosinado con el uso de otra de las prerrogativas constitucionales del presidencialismo: el estado de sitio, las condiciones de su uso y abuso estaban crea​das desde antes del advenimiento del pacto social. El recurso del artículo 121 de la Constitución conjugó la búsqueda de solu​ción del entrabe a la gobernabilidad por parte de la clase política en el Congreso, con los requerimientos de represión deriva​dos de la incapacidad política del Estado de manejar el orden público subvertido por quienes creen que la vía guerrillera es la mejor para acceder a la participación política negada por el sistema. El artículo 122, el de la emergencia económica, creado por la Reforma del 68, se sumó a la excepcionalidad necesaria para pasar por alto el entrabe del Legislativo. La retórica de defensa del Estado de Derecho pasó a ser un recurso cada vez más hueco.

Pero el camino anterior del presidencialismo se cerró parcialmen​te con la exigencia constitucional de ratificación por parte del Congreso y de la Corte Suprema de Justicia de la función extraor​dinaria de legislación del Ejecutivo. La Corte Suprema de Justi​cia encontró campo fértil para ejercer la labor que la Reforma Constitucional de 1968 le encomendó de revisar la exequibilidad de las medidas legislativas tanto del Congreso como del Ejecuti​vo. Los magistrados hallaron inconsistencias de forma entre la Constitución y supuestas medidas democratizadoras de la vida política, como las reformas constitucionales de 1977 y 1979. Así, comenzó otra fuente de obstáculos de la actividad guberna​mental que tendría importantes incidencias cuando la Corte, avanzada la década de los años ochenta, inició el cambio de los fallos jurídicos por los de carácter veladamente político87.

Esta síntesis general de la estabilidad estática del sistema (valga la redundancia), proporcionada por una serie de estructu​ras (clientelismo, legado de la oligarquía, poder negativo del Congreso, fallos de constitucionalidad de la Corte) encargadas de velar por la reproducción de su funcionalidad, da la pauta para entender la debilidad política del Estado y la dificultad para apreciarla, dada la búsqueda de protección estatal por parte de variados grupos sociales.

Al respecto, lo más importante de señalar es la especificidad de la debilidad estatal. El Estado se expresa en toda la sociedad a través de múltiples facetas que trascienden las meras instancias de sus instituciones. A partir de las instituciones, el Estado se proyecta construyendo o achicando espacios de acción política dentro de la sociedad civil, en gran medida por medio de lo que se ha llamado la sociedad política, es decir, aquella frontera difusa en la que es difícil determinar si se trata del Estado o de la sociedad civil. Los partidos políticos ilustran la ambigüe​dad de esas fronteras. El tamaño de la sociedad civil y las relaciones de poder entre las organizaciones que la definen son determinantes para la construcción de espacios políticos. De estos espacios dependen la proyección, la funcionalidad, la fortaleza o la debilidad de las instituciones del Estado. Pero esa debilidad puede ser variada y hay que especificarla: si es política y de qué tipo (militar, institucionalizadora, de media​ción), si económica y de qué clase (fiscal, intervencionista), si administrativa o burocrática.

La debilidad del Estado colombiano es, ante todo, de carácter político88. Una falta de capacidad para mediar e instituciona​lizar los conflictos sociales. Esta carencia está emparentada con otro tipo de limitaciones estatales, como la relativa insufi​ciencia fiscal en términos de captación de recursos directos, pero esta relación no es determinante en el caso colombiano. A pesar de que el país tiene uno de los más bajos coeficientes de tributación del mundo, las instituciones del Estado crecieron lo suficiente jurídica, económica y burocráticamente con el Frente Nacional, como para servir de base a un Estado políticamente fuerte89. El problema es otro, aunque se refuer11122334235665434565420/112234445320//015689998758=ACCA@;;;:988887532345210013563322100//.--.0131100/..-.--,,++*,,,,,,,,+.0.*(*-+-/00/.---------**+,,-.....--,,,-)&'+..,+,.//.,+-,*)(()*********,++**))(*++,,--.*'&(,-,)()+,,+)(---./000-,*)()**,,,,,,,,)*)&#$).)++($#'*()*+,.//+*)(()*+''''''''))**++,,((((((((-+)'&&&&$$%&&'((+-.,((,0((((((((&'(*,.01,+)(()+,.00.*((***+,./01********((((((((%'*)%$&)$$$$$$$$((((((((()+,,+)(%&''&$"!'&$##$&'##"#$&(*$$%%&'''('%"! !!        #""! ​​​
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Las instituciones represivas del Estado, especialmente las mili​tares, formaron parte del pacto social frentenacionalista, pero con perfil bajo, por el derrocamiento de la dictadura del General Rojas Pinilla. Pero su éxito al exterminar reductos de bandoleros y acabar con la violencia entre los dos partidos los colocó de nuevo en un primer plano de legitimidad a mediados de la década de los años sesenta. Tras la aparición de la nueva violencia, la de las guerrillas antisistema, los militares entraron en el contexto internacional de la guerra fría con la doctrina de la seguridad nacional y la ideología anticomunista. Ello, sumado al abuso presidencial del recurso del estado de sitio, facilitó que las instituciones militares recibieran mayores demandas de las fuerzas dominantes para cubrir frentes ajenos a sus tareas.

Dadas las resistencias del sistema para ampliar la representación y la participación políticas, con frecuencia los gobiernos han respondido represivamente a las demandas de las nuevas fuerzas sociales. De esta manera, se ha alimentado la violencia y se ha justificado el uso de las instituciones militares para menesteres poco gratos a otras instituciones del Estado. La justicia penal militar, la asistencia social en zonas de violencia (acción cívico militar), las obras públicas en las mismas áreas y la enseñanza a los militares para que consideraran toda oposición al sistema como subversiva, los colocaron en una situación de perma​nente enfrentamiento con la sociedad91. A partir de la finaliza​ción del gobierno del presidente López Michelsen, las institucio​nes militares pudieron ejercer su adquirida autonomía en el manejo de las políticas de orden público. La relativa libertad política que recibieron les permitió mimetizar su trágica condi​ción de antinación. Con el tiempo, por la imposibilidad de satis​facer todas las demandas, comenzando con la derrota a los diver​sos grupos guerrilleros, las instituciones militares tendieron a deteriorarse en su profesionalidad, con graves consecuencias políticas.

4. La marcha por el filo del caos

En el título anterior se mostró la caracterización del Estado colombiano una vez finalizado el mandato constitucional del Frente Nacional en 1974 y transcurridos los cuatro años del gobierno del presidente López. Esas características, funcionales para el tipo de capitalismo que se desarrolló, le dieron al Estado una alta capacidad para reproducirse, a costa de un futuro explosivo. La estabilidad de los sistemas económico y político, apoyada en la rigidez de la distribución de bienes y servicios y en un sistema de poder cerrado y circular, contrasta​ba con la diversidad de las fuerzas de la sociedad y su necesidad de construir espacios económicos, sociales y políticos para crecer y legitimarse. Este contraste proyectó un proceso político en el cual se desbordaron los conflictos y se incubó una crisis que desembocó en 1990 en una coyuntura similar a la del gobierno López, es decir, decisiva para definir el porvenir de la socie​dad.

Los tres gobiernos que transcurrieron entre 1978 y 1990 (Julio César Turbay Ayala, Belisario Betancur y Virgilio Barco) enmarcan el desarrollo de una crisis política planteada con anterioridad. A manera dialéctica, a medida que se buscaron soluciones se profundizó la crisis hasta desembocar en una coyuntura en la que afloraron a la superficie condiciones favorables para su eventual definición. Cada uno de esos gobiernos representó un modelo dife​rente de solución condicionado por el fracaso del anterior. Al modelo represivo del presidente Turbay se contrapuso el del diálogo de Betancur, y a éste el de la mano tendida y el pulso firme del mandatario Barco. Todos y cada uno de ellos estuvieron cruzados por el desborde violento de los conflictos y en todos se buscó acomodo dentro de un estado que la mayoría de los grupos dominantes estima inmodificable92.

Las medidas de equilibrio que se tomaron a lo largo de doce años para ajustar las fisuras de la rígida estructura estatal fueron la base para que al final hiciera erupción un larvado cuestiona​miento de las reglas del juego político por parte de diversos sectores sociales. En el proceso sobresale el sorpresivo resulta​do de la simbiosis entre intereses económicos y políticos domi​nantes: continuidad, con leves altibajos, de la estabilidad económica, en contraste con la desequilibrada barahúnda política. “A la economía le va bien y al país le va mal” fue la frase que el Presidente de la Asociación Nacional de Industriales, ANDI, pronunció en 1987, en medio de cientos de asesinatos, en remedo de una sentencia similar que un predecesor suyo había pronunciado 38 años antes, en pleno furor de la violencia. El efecto de demostración del equilibrio y el crecimiento de una economía dominante rodeada de años de miseria y violencia, fue un impor​tante catalizador para la formación de la conciencia ciudadana que impulsó la coyuntura de 1990.

El férreo control de la administración del Estado por parte del atomizado bipartidismo contrastaba con su pérdida de fuerza en el contexto de la débil sociedad civil. La fragilidad de los parti​dos se disimulaba con su presencia dominante en las lides electo​rales,93 reflejo de su manejo del sistema, lo que retardó la percepción y la aceptación de la crisis por parte de jefes políticos y dirigentes económicos que se creían dueños del destino nacional. Ya en los años ochenta, aun eran pocos los políticos profesionales que se daban cuenta de que algo andaba mal en casa. Incluso, muchos de ellos alcanzaron a llegar a 1990 pensando en la eternidad de su destino.

Una de las consecuencias de la pérdida de presencia bipartidista en círculos apartados de las relaciones clientelistas fue el aumento de la influencia política directa de los gremios domi​nantes de la economía. A su ya tradicional vitalidad, a su presencia en las juntas directivas de los institutos del Estado y al frecuente intercambio entre liderazgos gremiales y altos cargos gubernamentales, se añadió su papel de cuasipartidos, que coincidió con una posición crítica frente al bipartidismo. Su influencia informal en el Congreso y el carácter difuso de sus expresiones políticas, con excepción del papel en las juntas directivas estatales, hicieron posible que los gremios aparenta​ran menos influencia de la que realmente poseen. Aparte del apocamiento bipartidista, la presencia política de los gremios fue facilitada por la Reforma Constitucional del 68 que señaló el papel de la sociedad en la planeación económica. Comenzó a ser frecuente el uso del término concertación, para expresar los arreglos políticos de los gremios con el Gobierno. Estos han buscado formar un frente común, pero la concertación de tipo multilateral se ha dificultado por causa de la diversidad e incluso contraposición entre intereses gremiales inmediatos94. El único gremio que casi no aparece en el horizonte políti​co es el de los cafeteros, precisamente por ser el más poderoso y por actuar, a la manera bipartidista, por dentro del Estado. Pero a partir de los años ochenta se han debilitado los términos de su estrecha relación con el Estado, lo que traduce la disminu​ción de la participación del café en las exportaciones.

La simbiosis de largo plazo entre los intereses económicos y políticos dominantes ha sido la mejor garantía para la continui​dad de la estabilidad económica. Pero a corto plazo se han observado cambios un tanto bruscos en la conducción de la políti​ca económica. El gobierno del presidente Turbay rompió con la austeridad fiscal anterior y acentuó la tendencia neoliberal, aunque trató de controlar los efectos inflacionarios con las socorridas medidas monetaristas de contracción. Tal vez lo más importante de ese gobierno en política económica fue la pérdida de cautela en el endeudamiento externo, disimulada hasta 1980 por el crecimiento de las reservas internacionales, subproducto del crecimiento de la economía. Junto con las emisiones de moneda, los recursos externos iniciaron su carrera para solucionar el desequilibrio fiscal. A partir de 1980, los precios internaciona​les del café se vinieron abajo y la economía se estancó. Comenza​ron a verse los efectos del endeudamiento externo y los signos de recesión. La economía desembocó en 1982 en su mayor crisis finan​ciera, influida solamente en parte por el paralelo estancamiento internacional95.

Aunque con un retorno prudente a la política proteccionista con promoción de exportaciones, el mandato del presidente Betancur asumió en forma ligera el deterioro de la economía, al recurrir a las reservas internacionales para frenar la crisis. Además, nacionalizó buena parte de los bancos que tenían problemas graves y subsidió otros con masivos recursos estatales para tranquilidad de sus pocos pero poderosos dueños con mayoría de acciones, los cuales vieron así socializadas sus pérdidas. Unicamente en el año 84 el Gobierno tomó drásticas medidas para corregir el desequili​brio externo. Antes de finalizar el período presidencial ya se había conjurado la crisis, pero el desempleo y, sobre todo, la deuda externa habían aumentado 13.400 millones de dólares contra 6.300 de cinco años atrás y sólo 2.500 de reservas internaciona​les96. La salida de la crisis no dejó maltrecho al sector finan​ciero de la economía sino que lo revitalizó, cuestión que se hizo más notoria con el debilitamiento del sector industrial97. Fue un indicador de la marcha inexorable del proceso de internacionali​zación de la economía.

El gobierno del presidente Barco reforzó el endeudamiento inicia​do con Turbay, el cual llegó a los 18.000 millones de dólares en 1990. Terminaba el amañado argumento de la excepción del caso colombiano en América Latina. El peso del llamado servicio de la deuda pasó a ser el primer factor en las consideraciones fiscales98. Trastabillaba la estabilidad de la economía. En 1990, la inflación moderada que ayudó por años a la acumulación de capital se colocó al borde del abismo al traspasar el 32 por ciento. Pero el hecho fue celebrado en silencio por el sector financiero que tuvo un año bandera en sus ganancias. Pudo más la inercia de las estructuras para alimentar los privilegios de los Santodomin​go, Ardila, Sarmiento y demás grupos económicos dominantes, que la supuesta asepsia presidencial para no contaminarse con las cabezas del poder. Fiel a la tradición de línea media en política económica, el gobierno Barco coqueteó con la denominada apertura económica y tomó tímidas medidas en la etapa final. Formaba parte de la ola internacional de políticas neoliberales bajo la presión de organismos rectores de la economía mundial.

Entre 1978 y 1990, la contribución del Estado a la estabilidad de la economía de los sectores dominantes no tuvo mayores sobresal​tos, si se exceptúa la crisis financiera del año 82. Pero un problema subsidiario, el de la “economía social”, iba paralelo al modelo de prosperidad de la economía oligopólica. Ocurría en las pequeñas empresas. Transcurría en los sectores obreros, campesi​nos y desclasados, en las numerosas pero débiles instituciones de base, en los estratos bajos e intermedios de las antiguas y emergentes clases medias. Todos ellos aguantaban el embate de un lento deterioro de sus niveles de vida. Sus protestas, desarti​culadas las más de las veces, fueron oleadas y brotes espontáneos y dispersos, que buscaron medidas del Estado para un mejor bienestar. Las manifestaciones de protesta, como las marchas campesinas, los paros cívicos, las expresiones de los movimientos cívicos y populares, y las amenazas de paros nacionales de las dispersas fuerzas sindicales constituyeron, por su cantidad y orientación espontánea en la misma dirección, un factor de primer orden para agitar el contexto político de este período, de por sí bien agitado. Estas manifestaciones fueron el puente, la conexión entre economía y política, entre sociedad civil y sociedad política con el Estado al frente como objetivo de manipulación de unos y otros99.

La inauguración de la autonomía en el manejo del orden público por parte de los militares durante el gobierno del presidente Turbay (1978-1982), gestaba durante los gobiernos anteriores, fue el reflejo de la primera visión de una crisis política que emer​gía. El estado de sitio no les fue suficiente a los militares para conjurar “la crisis de autoridad por exceso de libertades” que percibían en la sociedad. Veían que el libertinaje era apro​vechado por el comunismo internacional, que se materializaba en las guerrillas y se cultivaba en las expresiones sociales de crítica al sistema, lo cual exigía medidas rápidas y efectivas. Esta maniquea visión militar era el subproducto de la ideología internacional de la seguridad nacional, estimulada por los secto​res gubernamentales estadounidenses, visión que determinó el tratamiento represivo de un problema político bien diferente ubicado en el corazón mismo del sistema y respaldado por el Estado.

La administración Turbay se empapó de este modelo de interpreta​ción y tratamiento de una naciente crisis colocada en una latitud distinta de la que fue objeto de burdas medidas de fuerza. Los dramáticos altibajos de su curso, administrados bajo las normas del llamado Estatuto de Seguridad, son importantes para entender el resultado político de ese gobierno. Una muestra de hechos destaca el protagonismo del grupo guerrillero M-19: el escándalo internacional por la toma de la Embajada de la República Domini​cana repleta de Embajadores; el robo cinematográfico de 5.000 armas en pleno corazón de los cuarteles militares de la ciudad de Bogotá, la osadía, plena de ingenuidad, que permitió la captura casi inmediata de la dirigencia de ese grupo y su juzgamiento posterior con gran publicidad.

Estos y otros hechos se presentaron en medio de una sistemática aunque poco sofisticada violación de derechos humanos por parte de los organismos armados del Estado. Varios informes que al respecto emitieron agencias internacionales especializadas fueron respondidos con bufonescas declaraciones del Presidente. En los últimos meses de 1981, para contrarrestar la difusión (“mala prensa”, según el Gobierno) de los excesos del modelo represivo, se nombró una inoperante Comisión de Paz y se promulgó una amnis​tía limitada y condicional. En medio de la barahúnda, la adminis​tración Turbay quiso pasar a la historia con otra de las tantas reformas a la Constitución, la cual fue aprobada en 1979 por el Congreso, pero declarada inexequible por la Corte Suprema de Justicia en 1981 debido a vicios de procedimiento100.

El inicio de la llamada apertura democrática con el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) y el cambio de orientación en el contenido y el tratamiento de la crisis política pueden entender​se al mirar el callejón con abismos por donde había transitado la administración Turbay. Además del voto de su partido, Betancur fue favorecido con el voto liberal a un Movimiento Nacional que presagiaba una renovación dentro del bipartidismo. A pesar del capital político que ostentaba, el nuevo Presidente prefirió seguir la expedita vía de la coalición heredada del Frente Nacio​nal, aunque pregonando que al problema de la violencia podía dársele un tratamiento más político que represivo. Recogió la idea final del anterior gobierno sobre amnistía a las guerrillas, la despojó de sus condicionamientos y le dio vía libre a la libertad de la dirigencia del M-19 una vez que el Congreso, apabullado por el respaldo popular al Presidente, dio pronta aprobación a la ley correspondiente. El Gobierno también recogió uno de los últimos proyectos del mandato de Turbay y lo adaptó a su visión, con lo cual presentó al Congreso una amplia gama de propuestas para una “apertura democrática”. Con esos instrumen​tos en la mano, el gobierno de Betancur comenzó lo que se denomi​nó el proceso de paz, comisiones de paz y verificación, diálogo, juego político, tira y afloje con las guerrillas; una dinámica ascendente, con altibajos, que tendría un punto culminante al inicio de la década siguiente101.

La primera confrontación política derivada del nuevo camino escogido por el Gobierno fue con los militares, no obstante fuera ahogada por el caudal político inicial del Presidente. Las instituciones militares aún no perdonan la liberación de la dirigencia encarcelada del M-19. Achacan el crecimiento subversi​vo subsiguiente a este hecho, ignorando que el modelo turbayista fue el mejor abono para su reproducción.

El Presidente optó por un tratamiento poco político con los militares: dejar de lado a la institución castrense y luchar al margen por menguarle la autonomía política que había alcanzado102. Como contrapartida, la institución militar buscó sabotear el proceso de paz, en una lucha sorda pero radical. Atentados a guerrillas en tregua y diálogo con el Gobierno, forcejeo por hacer uso de la autonomía en el manejo del orden público, decla​raciones agresivas que provocaron el retiro de un General Minis​tro de Defensa y ruptura por el M-19 de las negociaciones con el Gobierno a mediados del año 85, fueron parte de una confrontación entre las dos instituciones estatales que culminó, finalmente, con la batalla del Palacio de Justicia en noviembre de ese año. En ella se desató toda la agresividad militar para exterminar, a cualquier costo, al M-19 en su pretensión de acorralar política​mente al Presidente. Lo lograron a costa del sacrificio de gran parte de la Corte Suprema de Justicia y un centenar de muertos, en un momento en que el proceso de paz estaba agonizando en manos de las FARC. Esta agonía fue una razón de peso para que el Presidente asumiera la responsabilidad de los trágicos suce​sos, no obstante haber sido sobrepasado por las decisiones mili​tares. El Gobierno podía lavarse las manos al decir que el proce​so de paz había fracasado por culpa de la guerrilla103.

Esta etapa del proceso de paz no fracasó del todo. Aparte de los efectos de formación de conciencia ciudadana sobre la importancia de la política, tuvo como subproducto un pequeño partido político con dos padres que contribuyeron a su perdición: el Partido Comunista y las FARC. La Unión Patriótica, UP, nunca pudo inde​pendizarse de la tutela de sus progenitores, lo que la identifi​có, a los ojos de la coalición reaccionaria que comenzaba a dibujarse, como un blanco perfecto. La coincidencia de intereses de la reacción se apoyaba en las instituciones armadas del Estado y algunas fuerzas del latifundio y el empresariado. El doble juego de paz y guerra del Partido Comunista y su aliado guerri​llero facilitó el exterminio físico y político de la UP, ya durante el gobierno del presidente Barco104. La preparación de una escalada de violencia, cuya víctima central sería la Unión Patriótica, ya estaba dada. Su instrumento principal fue el narcotráfico.

El factor central de deterioro del experimento de paz del gobier​no del presidente Betancur fue el bipartidismo. Sin partido de gobierno, ya que el conservatismo sólo hizo valer el usufructo burocrático y las gabelas clientelistas, el Presidente trató infructuosamente de manipular la política por medio de sus reconocidas habilidades de comunicador. Además, la coalición con el liberalismo no sirvió sino para reafirmar las tendencias exclusivistas del sistema. La clase política le sacó el cuerpo a la responsabilidad de asumir los problemas de la agitada sociedad civil, a excepción de los que tuvieran que ver con los beneficios clientelistas. La idea presidencial de aislarse de todo y ser solamente Belisario, antes que proteger su figura terminó por arrinconarlo discretamente luego de la tragedia del Palacio de Justicia, en espera de que se agotara el período de su mandato. Como sus antecesores y a pesar de su retórica populista, quizás jamás pensó en acudir a las fuerzas sociales para sacar adelante sus proyectos. El terror al populismo, cuyas simientes se han combatido con certeros golpes, forma parte del legado oligárqui​co de la política nacional105.

El bipartidismo federado, o más precisamente, la clase política, tampoco sacó avante los proyectos de apertura defendidos casi solitariamente por los Ministros de Gobierno. Al final del mandato de Betancur, luego de tediosas aunque esporádicamente agitadas legislaturas, quedó consignada, para salvar el honor reformista del Presidente, la elección popular de alcaldes, es decir, la elección directa de los mandatarios municipales, medida si se quiere revolucionaria en el contexto nacional. Se requirió mucha argucia por parte del escaso grupo al que le interesaba la reforma (inclusive con el aplazamiento de dos años para comenzarla) para obtener la aprobación legislativa. Fue acompaña​da por otras reformas de escasa significación, quizás con la excepción de una parte de la denominada descentralización del Estado: el aumento progresivo en la cesión de algunas rentas del ejecutivo central a los municipios106.

La transición entre las administraciones Betancur y Barco se cruza con el problema del llamado narcotráfico. Esta fuerza económica y social había sido procreada en la década anterior por una sociedad en ebullición que se topó con determinadas condiciones de desarrollo del capitalismo en los contextos nacional e internacional. Desde entonces ha sido uno de los motores de la antigua dinámica de cambio de la sociedad, que contrapone la inestabilidad propia de la transición con la permanencia de los sistemas económico y político dominantes. Pero, esta vez, la inestabilidad traspasó los límites de la violencia criminal y afectó la tranquilidad de los usufructuarios directos de la permanencia del sistema en su conjunto.

En los años ochenta, el narcotráfico quiso abarcar, con la misma velocidad con que había crecido, espacios políticos y sociales equiparables a su gran poder económico. Al ascender se topó con la realidad de la estrechez de los canales de legitimación que los grupos dominantes se habían cuidado de no modificar. La impaciencia de su poder provocó en 1984 el asesinato del Ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla. Este hecho marcó una senda en la que el narcotráfico se convirtió en agresivo instrumento para mantener, contradictoriamente, con golpes terroristas generadores de inestabilidad social, la estabilidad del sistema político. Con la ayuda de las Fuerzas Armadas, pretendió ser el aliado del Estado en la lucha antisubversiva. Pero terminó, en las postrime​rías del gobierno Barco, gracias a su ambivalente juego y a las características delincuenciales de su oficio, enfrentando a secto​res del Estado y la sociedad. El impulso de poder de su riqueza y audacia criminal aceleró el final de la estabilidad política107.

Virgilio Barco (1986-1990),  Presidente con poca capacidad en el manejo político, pero uno de los más liberales en la vida contem​poránea nacional, asumió su cargo con la legitimidad que desde 1982 han detentado al inicio de sus períodos los mandatarios. Esta legitimidad, verdadero capital político, ha sido proporcio​nada a los últimos jefes de Estado por un estrecho pero creciente voto de opinión. El periódico respaldó, se reafirmó con votos y el ejercicio de opinión, a medida que se definió la crisis política que experimenta el país. Esta crisis se condensa en la carencia de legitimidad del régimen108, que es la falta de credibilidad de gran parte de la sociedad civil en las ejecuto​rias de la clase política, dentro y fuera del Estado. Contrasta con el crédito que la ciudadanía ha proporcionado a los últimos tres presidentes, en parte como resultado del presidencialismo que es la encarnación del Estado en la Nación, casi sin importar qué presidente representa esa mágica y poderosa institución.

Aunque de manera contradictoria, dando tumbos y rompiendo con el formalismo de un supuesto Estado de derecho (contrapuesto a la realidad del estado de sitio casi permanente), el presidentesraelitas e ingleses. El paramilitarismo fue legitimado con la ideología del anticomunismo. El gobierno Barco rectificó tardía​mente graves errores. Con el aval de la Corte Suprema de Justicia puso en entredicho la existencia de esos grupos calificándolos de delincuentes comunes, restituyendo al menos la norma del monopolio del uso de las armas por parte del Estado.

La última vertiente de descomposición militar es la corrupción derivada de la compra de conciencias por parte del narcotráfico. Había calado hondo, no sólo en el Ejército sino en la Policía. “La guerra” obstruyó el paso para su fácil difusión. La acepta​ción (así fuera a regañadientes y a veces simulando que se reprimía) de las Fuerzas Armadas de su papel en la lucha fue facilitado por el bajo perfil provocado por su imagen pública de corrupción y alianza con el paramilitarismo. Con anterioridad a “la guerra”, ese bajo perfil permitió al Presidente darse el lujo de tener tres ministros de Defensa: pudo cambiarlos sin trauma​tismos en el momento en que políticamente era importante hacer​lo. Pero no todo fue bonanza para “los civiles”. El crecimiento del presupuesto de Defensa, iniciado subrepticiamente durante la administración Turbay, continuó con el gobierno de Virgilio Barco. Fue otra costosa faceta del popurrí de sus medidas políticas.

La tercera consecuencia de la embestida del gobierno Barco fue el bloqueo de la tendencia de bipolarización de la contienda políti​ca observada desde el año 88. Aunque no es fácil separar en dos extremos a una sociedad regionalizada, diversificada y multipo​lar en sus centros de poder, la confrontación de la violencia tendía a agrupar dos bandos ideológicos intransigentes. Es difícil prever a dónde iba a llegar esa tendencia, pero su curso era peligroso. La polarización estaba animada por lo que pintaba como un proyecto político reaccionario fortalecido por el papel del terrorismo. Fenómenos como el del abortado Movimiento de Renovación Nacional, MORENA, centralizado en el Magdalena Medio, acaudillado por ideólogos del paramilita​rismo y legitimado por la ideología anticomunista, dan pie para pensar en la peligrosidad de la tendencia. Además, la escalada terrorista y criminal no parece que hubiese sido adelantada sólo por el narcotráfico114.

Una consecuencia final de “la guerra” fue la aclaración de la escena en términos favorables al proceso de apertura política y pacificación negociada. Al delimitar los frentes de batalla con la identificación y jerarquización de los enemigos, se pudieron culminar en mejores términos las negociaciones del gobierno con el M-19 e iniciar conversaciones con el EPL. Además, por vez primera, el gobierno se preocupó al menos por discutir el signi​ficado del derecho internacional de los conflictos armados y su eventual aplicación en las luchas armadas internas de una nación. Este hecho permitió la negativa del gobierno a aceptar el carác​ter político de las embestidas terroristas, para no darle el mismo tratamiento de negociación que a las guerrillas. Pero, en el fondo, este tipo de criminalidad y terrorismo extraguerrillero tienen tras de sí connotaciones políticas. La dificultad de su desenmasca-ramiento vuelve crítica una consideración diferente a la del delito común.

Parte importante del favor que, contradictoriamente, hizo “la guerra” a las condiciones de apertura democrática fue su influen​cia sobre los resultados electorales de las dos elecciones del primer semestre de 1990, y la decisión política de la Corte Suprema de aprobar el decreto que autorizaba contar un voto extra que en realidad se convirtió en plebiscito. Pero lo trascendental al aclarar la escena política fue que, por accidente, añadió el factor final para abrir las puertas de una coyuntura decisiva para el futuro del país y culminar así el proceso de compresión de poderes sin válvula de escape iniciado a mediados de la década de los años setenta115.

Las consecuencias políticas de “la guerra” aparecieron juntas en el horizonte una vez posesionado el presidente César Gaviria Trujillo en agosto de 1990. El condicionamiento sucesivo de los gobiernos a partir de 1978 tuvo su momento culminante en 1990. Incluso se aprecia en términos orgánicos: buena parte de la infraestructura de los recursos humanos que rodean al Presidente, comenzando por la misma figura de Gaviria, se trasladó al presente gobierno. La institución asesora de las consejerías fue una herramienta que el Estado desarrolló a lo largo del proceso crítico de la década. Con Betancur fue informal, auxiliar, alejada, representada fiel​mente por lo que se conoció como “comisionitis”. Con Barco se volvió mixta: formal e informal, ampliando la primera y reducien​do la segunda. A partir de esta institución, aumentada en el presente, se abocó la pacificación y la apertura democrática, cuyo centro fue la Asamblea Constituyente.

El gobierno del presidente Gaviria fue desbordado por un cúmulo de circunstancias. Atendió a muchas y sus resultados son ambiva​lentes. Convocó a elecciones para la Asamblea, las cuales refle​jaron, por vez primera en la historia nacional, cierta represen​tación de las variadas fuerzas políticas del país. En teoría, se dio vía libre para modificar constitucionalmente todas las insti​tuciones del Estado. Pero esta potencialidad estuvo sujeta a una compleja convergencia de fuerzas encontradas. Fue el producto de un negro proceso que repentinamente mostró su interior: la con​fluencia de todas las contradicciones del sistema. Un momento crítico que puede resultar en un salto adelante o en un gran fiasco, puesto que antes no se habían dado esas condiciones. La misma legitimación de la Constituyente mostró la quiebra del dominio bipartidista, la fragilidad democrática del sistema electoral, la recalcitrante resistencia del sistema político, su verdadera dimensión. Hay resistencia del sistema político, su verdadera dimensión. Hay minucias que, como un arco iris que no proviene de la luz sino de la sombra, muestra juntas las tonali​dades negativas de un sistema que, gracias a la formalidad jurídica y electoral con que quiso disfrazarse, permitió, a su pesar, el inicio de una lucha por la democracia que ojalá no sea tan ensangrentada como el camino de llegada.

El gobierno acudió a la consulta ciudadana para apoyar su proyec​to de reformas a la Constitución. En él se tomaron clamores de cambios, pero se eludieron asuntos fundamentales, como el larga​mente evadido problema de la defensa nacional. En febrero de 1991, al iniciar su trabajo la Asamblea, no existían más proyec​tos para discutir. Vinieron luego, improvisadamente. Sobre esta base comenzó un atropellado proceso de confrontación institucio​nal de fuerzas, rodeada por múltiples y caóticas violencias cuya matriz principal es la de carácter político.

Si se quiere avanzar en un proceso democrático, las reformas futuras deberían orientarse hacia la privatización real de la economía oligopólica y la consecuente devolución del carácter público al Estado. No se trata de desestabilizar a la economía, sino de separar al Estado del servicio prioritario a los oligopo​lios. El Estado debe dejar de ser el coto de caza de antiguos y nuevos privilegios. Además, hay que aceptar la necesidad de abandonar el legado oligárquico, soberbio y autocrático, del reformismo desde arriba. La participación política debe ser la insignia del proceso político en curso. La emergente Constitu​ción le proporciona herramientas al gobierno para hacer efectiva una nueva institucionalidad. Pero este capital político es fugaz. Es necesario invertirlo prontamente. Si se tiene éxito en la formulación de un futuro potencialmente democrático, quizás se pueda afirmar que la modernización del Estado colombiano estaba incompleta. De lo contrario, podría pensarse que la moderniza​ción, producto de los lineamientos del capitalismo que conocemos, ha sido un fracaso116.

6. Epílogo

El proceso político durante los primeros diez meses del mandato del presidente Gaviria se vio opacado por la complejidad de los problemas, por la gran dificultad del Ejecutivo para tomar deci​siones que no tuvieron objetivos de corto plazo y por la falta de una concepción de la sociedad deseable por parte de las fuerzas en conflicto. Aunque el gobierno paró “la guerra” desatada por el presidente Barco, no aprovechó este hecho para tomar medidas prontas para frenar la amenaza terrorista del narcotráfico. La tardía decisión jurídica de facilitar la entrega de “capos”, a cambio de tratamiento benigno, cambia poco la actitud arrogante de “los extraditables”. El fenómeno del narcotráfico es un arma política estratégica del gobierno en el concierto internacional, cuyo uso decidido ayudaría a controlar su expresión violenta en el país.

Tras el velado y nada político rechazo de las FARC y el ELN a una adecuada propuesta de negociación del gobierno que comenzaba, éste exageró la diferencia de trato (sin medir las consecuencias políticas y económicas) entre los grupos que se acogieron al proceso de paz (M-19, EPL, PRT, y Quintín Lame) y esas guerrillas que persistían en su rebeldía. Fue deferente con los primeros y poco político con los segundos. Para éstos, se dejó la decisión política en manos de los militares. La consecuencia fue facilitar y justificar la estrategia de guerra del ELN, con el agravante de reforzar su alianza con las FARC. Se desató una burda escalada terrorista y de sabotaje de esas guerrillas contra objetivos de la infraestructura económica del país. Las Fuerzas Militares se vieron confrontadas en su debilidad por su impotencia frente a los acontecimientos. Las negociaciones de paz que se inician dan ventaja a la guerrilla por los antecedentes inmediatos del manejo gubernamental.

Esta situación se complicó por causa de dos factores principales: la recesión económica y la confrontación institucional de pode​res. Las políticas de apertura se encontraron con una alta tasa de inflación en 1990, lo cual obligó al gobierno a tomar medidas contradictorias entre el corto y el mediano plazo. Los costos del terrorismo guerrillero agravaron el panorama, dada la necesi​dad de destinar cuantiosos recursos para enfrentar la emergencia, incluyendo los provenientes de un innecesario impuesto llamado de guerra. Por su parte, la confrontación entre las instituciones estatales fue signo de la resistencia del sistema a los cambios. Detrás de los argumentos jurídicos y políticos que a diario se manejan, el sistema esgrime las armas de la violencia que ha vuelto a tomar el rumbo de la confrontación política. Con ella, el caldo de cultivo de las necesidades elementales insatisfechas y la descomposición social multiplica las violencias.
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Introducción

Para sorpresa de muchos, la mayoría de los estudios recientes sobre la situación social en Colombia muestran un mejoramiento significativo en las condiciones de vida de la mayoría de la población en las últimas décadas. Sin embargo, paralelamente a la mejoría en la distribución del ingreso, los salarios, las condiciones de vivienda y la educación, infortunadamente se han deteriorado otros indicadores de bienestar social como las tasas de criminalidad y los índices de violencia política.

Se podría decir que la organización de la economía y las institu​ciones económicas han facilitado el crecimiento de la producción, dentro de un ambiente de más estabilidad que en cualquier otro país de América Latina (ver cuadro 1). Al mismo tiempo, ha habido un rezago en el desarrollo de instituciones como la justi​cia y los mecanismos de participación política, fenómenos que han llevado a tasas de violencia e impunidad que deterioran de manera muy notable la calidad de vida.

En este capítulo resumiremos algunos de los indicadores sociales que reflejan la evolución de nuestra sociedad en las últimas décadas, y en cada caso plantearemos algunos de los principales retos para la década de los noventa y algunas propuestas de cómo enfrentarlo.

La Revolución Demográfica

Tal vez el cambio con más profundas repercusiones en Colombia en las últimas décadas, ha sido la revolución demográfica. El país pasó de tener altas tasas de mortalidad y una baja expectativa de vida promedio, a una expectativa de vida no muy diferente a la de los países más desarrollados. Al mismo tiempo, a partir de los años setenta comenzó un descenso acelerado en las tasas de nata​lidad y de fertilidad.

CUADRO 1

PRODUCTO INTERNO BRUTO POR HABITANTE
(Dólares de 1988)

PROMEDIO DE LAS TASAS DE CRECIMIENTO ANUAL

1961
1971
1981

1970
1980
1989
Argentina
3.0
 0.8 
-3.3

Bahamas
2.4
0.7
1.6

Barbados
5.7
-0.3
0.8

Bolivia
2.6
2.2
-3.5

Brasil 
2.5
 6.2 
-0.1

Colombia 
2.1 
3.3 
1.3

Costa Rica 
2.5 
2.5 
-0.6

Chile 
1.9 
1.1 
1.2

Ecuador 
1.9
 5.9 
-0.7

El Salvador
2.3
0.2
-2.3

Guatemala
2.6
2.8
-2.2

Guyana
1.1
0.5
-3.2

Haití
-1.2
2.8
-2.6

Honduras
2.2
2.3
-1.2

Jamaica
3.7
-3.1
0.4

México
3.6
3.6
- 1.1

Nicaragua
3.5
-3.1
-5.0


1961
1971
1981


1970
1980
1989
Panamá
4.9
2.3
-2.1

Paraguay
1.7
5.5
0.0

Perú
2.5
0.8
-3.1

República Dominicana
1.9
4.4
0.2

Surinam
3.0
5.0
-1.8

Trinidad y Tobago
2.1
5.0
-4.9

Uruguay
0.6
2.6
-0.6

Venezuela
2.7
0.8
-2.6

América Latina
2.6
3.3
-1.1

Fuente: BID, Progreso económico y social en América Latina.
Obviamente, la disminución en mortalidad infantil y la extensión en los años de vida aumenta el bienestar, pero el descenso en la fertilidad también lo hace a través de facilitar el incremento en el ingreso per capita y la disminución en la incidencia de la desnutrición y la mortalidad infantil. En efecto, en Colombia, al igual que en la mayoría de las sociedades, hay una relación empírica clara entre descenso en fertilidad y descenso en desnu​trición y mortalidad infantil, debido al efecto sobre la salud de la madre y el niño del espaciamiento de los nacimientos.

El cuadro 2 resume a grandes rasgos los cambios demo-gráficos ocurridos en las últimas décadas. Aquí solamente vale la pena indicar que muchas de las causas de este cambio demográfico tienen que ver con el gasto social117. El descenso en morta​lidad después de 1938, estuvo muy relacionado con la ampliación de los servicios de acueducto y alcantarillado y con el gasto en salud básica, campañas de vacunación, y campañas de control de la malaria. La mayor educación de la mujer y el uso de anticoncep​tivos también disminuyó la mortalidad infantil. Todo esto llevó a que la tasa bruta de mortalidad infantil descendiera de 212.9 a 53.3 por mil entre 1938 y 1985 (Ver cuadro 2).

Muchos de estos mismos factores llevaron a disminuir la tasa de fecundidad. Al disminuir la mortalidad infantil, las parejas tienen menos niños para lograr el tamaño de familia deseado. El aumento del empleo femenino fuera del hogar hace más costoso para la mujer tener niños, y la mayor educación de las mujeres hace económicamente más atractivo el trabajo fuera del hogar. La urbanización también hace más costoso tener niños, pues éstos no contribuyen al ingreso familiar en la ciudad y sí aumentan los gastos de la familia en vivienda, transporte y educación. El crecimiento en los requisitos de educación en los puestos de trabajo de una sociedad moderna hace muy costoso tener niños, pues hay que posponer su entrada a la fuerza de trabajo por muchos años, y la educación, aun la gratuita suministrada por el estado, requiere gastos directos substanciales de la familia.

CUADRO 2

VARIABLES DEMOGRAFICAS DE COLOMBIA 1938-1985 


1938
 
1951
 
1964
 
1973
 
1985
Tasa de crecimiento natural (%)

 2.20 
3.40
2.20
 2.20

Tasa de fecundidad (niños por mujer) 

- 7.04 
6.24
4.60
 3.30

Tasa bruta de mortalidad x 1000 
22.40
17.20
13.50
10.80
6.80

Tasa bruta de natalidad x 1000 
46.50
47.20 
47.20
 33.10
27.00

Tasa de mortalidad infantil 
212.90
123.30
84.50
66.90
53.30
Fuente: Harol Banguero y Carlos Castellar, Demografía en Colombia 
                         Siglo XXI.
En resumen, la concentración del Estado colombiano en ciertos tipos de gasto social, y la libertad que la sociedad le ha dado a entidades privadas y a las familias para suministrar y usar las técnicas modernas de control natal, han determinado uno de los descensos en fertilidad más acelerados del mundo, haciendo posi​ble una mejora muy marcada en el bienestar presente y futuro de la sociedad.

El aumento en bienestar generado por la revolución demográfica ha afectado la presente generación, pero también las generaciones futuras. La disminución en la mortalidad (y las enfermedades) y el aumento en la expectativa de vida, ha implicado un aumento directo de bienestar en el presente, pero la disminución en la tasa de crecimiento de la población también ha determinado aumen​tos en los salarios reales de los grupos más pobres de la pobla​ción a través de una reducción en el exceso de mano de obra.

Los beneficios futuros de los descensos en fertilidad también son muy significativos. Las proyecciones de fuerza de trabajo sugie​ren que en los años noventa la economía va a poder emplear la reducida oferta de jóvenes que llegará a la edad de trabajar. Adicionalmente, la reducción en la fertilidad ha hecho posible una menor incidencia de la desnutrición en el presente, y eso nos dará mano de obra más productiva en el futuro. La reducción en el número de niños en edad escolar también hace posible aumentar la cobertura de la educación, y esto a la vez producirá una mano de obra más capacitada y productiva en el futuro.

Hasta ahora hemos puesto énfasis en los beneficios de la revolu​ción demográfica. Sin embargo, es importante estar muy conscien​tes de que el problema demográfico no está resuelto. La actual tasa de fecundidad en Colombia sigue siendo altísima, y para lograr altas tasas de desarrollo en el siglo XXI se hace necesa​rio disminuir inmediatamente la tasa actual de crecimiento de la población.

El cuadro 3 muestra el actual problema demográfico. La tasa de fecundidad sigue siendo muy alta entre las mujeres pobres de las ciudades y en todas las clases sociales en el campo. Estas tasas de fecundidad diferenciales dificultan la reducción de la pobreza absoluta, al concentrar el mayor número de niños en las familias vulnerables a la desnutrición y en las familias que no están en capacidad de invertir en la salud y la educación de sus hijos. Esto implica que en el próximo siglo habrá una alta oferta de mano de obra con baja calificación, y esto puede llevar a aumen​tar la diferencia en empleo e ingresos entre los pocos trabajado​res calificados, hijos de familias acomodadas, y los muchos trabajadores menos calificados, hijos de familias pobres.

El reto para nuestra sociedad es entonces crear sistemas de incentivos para disminuir la fecundidad donde ésta todavía está muy alta, o sea, en ciertas zonas rurales (la costa Atlántica) y en ciertos bolsillos de pobreza en las ciudades. Estos incenti​vos incluyen políticas como dar acceso a muy bajo costo a la información y técnicas de planificación familiar a las mujeres en áreas rurales de difícil acceso y en los barrios pobres de las ciudades, aumentar radicalmente la cobertura de la educación primaria y parte de la secundaria, aumentar la cobertura de los servicios de salud y agua potable, y perseguir un modelo de desarrollo que genere una alta demanda por mano de obra femenina.

La razón de que se mencionen estas políticas y no otras es que se ha comprobado que la fecundidad disminuye a medida que las muje​res tienen acceso a educación, empleo, métodos de planificación familiar, salud básica y agua potable.

Al discutir los otros índices de bienestar, vamos a encontrar sistemáticamente que estas mismas políticas tienden a mejorar casi todos los índices de bienestar.

Ingreso per capita y Distribución del Ingreso

El desarrollo económico colombiano fue inferior al promedio mundial en los años cincuenta y comienzos de los sesenta, pero ha sido relativamente exitoso a partir de finales de los sesenta. El cuadro 4 muestra el índice de crecimiento del producto interno bruto real per capita entre 1950 y 1989.

El aumento de ciento por ciento en el producto bruto per capita en la época de las posguerra, implicó una mejoría significativa en el nivel de vida del colombiano promedio. El crecimiento de la economía hizo posible que el empleo creciera a un ritmo lo suficientemente alto para absorber el aumento en la fuerza de trabajo generado por la explosión demográfica de 1938-1960, y los frutos del desarrollo se distribuyeran de una manera suficiente​mente equitativa, como para que el aumento general de ingresos disminuyera la proporción de la población viviendo en condiciones de pobreza.

CUADRO 3

INDICADORES DE FECUNDIDAD 
POR COHORTE Y ESTRATO

Cohorte de mujeres jóvenes 
Cohorte de mujeres mayores


(25 a 29 años)
 (45 a 49 años)
Area \ Estrato 
Bajo
Medio
Alto
Total
Bajo 
Medio
Alto 
Total
Area urbana

% de solteras 
11.6
25.7
49.2
25.3
8.0
4.8
2.7 
5.3

Promedio de hijos

nacidos vivos 
2.3 
1.5 
0.8 
1.6
 6.1 
4.6 
3.3
 4.8

% de mujeres alguna vez

casadas que usan métodos

de planificación familiar 
86.9 
90.6
 88.1
 89.9
 67.9 
64.2 
73.6 
66.2

Area rural

% de solteras 
21.4 
17.2
 13.9
 17.1
 13.1
 7.5
 9.2
 10.0

Promedio de hijos

nacidos vivos 
3.0
 2.9
 2.8
 2.9
 6.1
 6.4
 5.8 
6.1

% de mujeres alguna vez

casadas que usan métodos

de planificación familiar 
42.5
 47.3
 63.1
 52.6
 36.3
 34.9
 40.7
 39.4
Fuente: Flórez, C.E., 1990
CUADRO 4

COLOMBIA: EVOLUCION DEL PRODUCTO 
INTERNO BRUTO REAL PER CAPITA

Indice
Año
PIB per capita

Aumento


(precios 1975)
1950
100
-

1959
110
0.10

1968
126
0.15

1977
169
0.33

1986
198
0.17

1989
211
-

Fuente: Miguel Urrutia, 40 años de desarrollo, 1990.
Muchos estudios a nivel internacional muestran que la pobreza ha disminuido más rápidamente en aquellos países que han logrado altas tasas de crecimiento económico, y en esto Colombia es típica. La pobreza disminuyó más rápido entre 1968-1977, cuando la economía estaba creciendo más acelera-damente.

Recientemente Planeación Nacional, el DANE, PUND, UNICEF y el Ministerio de Agricultura, publicaron un interesante estudio sobre la pobreza en Colombia. (DANE, et alt. 1989). Con base en los resultados censales de 1973 y 1985 se construyeron cinco índices simples de pobreza, tres de los cuales definen condicio​nes críticas de la vivienda, y de los restantes dos se sintetizan algunas características socioeconómicas de los hogares. Los hogares en viviendas inadecuadas, sin servicios básicos y con hacinamientos, constituyen los indicadores de pobreza del primer grupo. Los otros dos índices consideran aspectos como el nivel de ingreso y el ausentismo escolar.

A partir de estos índices se identifica como pobres o con necesi​dades básicas insatisfechas (NBI) a todos los hogares que presen​tan al menos una carencia en los índices básicos. En el caso de dos o más deficiencias, los hogares se consideran en situación de miseria.

La metodología es discutible como sistema de medir niveles abso​lutos de pobreza, pero parece útil para medir cambios en niveles de bienestar. El estudio muestra un descenso en el número de pobres entre 1973 y 1985 de 17.9% en zonas rurales, y de 45.2% en las cabeceras municipales. Las personas en situación de miseria disminuyeron más aceleradamente, pues disminuyeron 34.5% en zonas rurales y 58.8% en las cabeceras.

Otra manera de medir los cambios en la pobreza, es la de estimar un ingreso mínimo mensual, por debajo del cual se supone una familia tendrá recursos insuficientes para la compra de los bienes y servicios que suplen las necesidades básicas. Utilizan​do una línea de ingreso mínimo de este tipo se encuentra, por ejemplo, que el número de pobres como proporción de la población económicamente activa en Bogotá, disminuyó de 31.4% a 20.0% entre 1970 y 1980 (Urrutia, M. 1984).

Las cifras para Bogotá, Cali, Medellín y Barranquilla, dan una disminución en el porcentaje de pobres de 4% a 21% entre 1974 y 1980. En Bucaramanga, Manizales y Pasto, estos porcentajes dismi​nuyeron de 49% a 31% entre 1975 y 1980 (Urrutia, M. 1984).

En resumen, hay mucha evidencia empírica que sugiere, que a partir de comienzos de la década de los sesenta, la pobreza ha disminuido significativamente en Colombia. Esto se debe por una parte al aumento general en el ingreso, y por otra parte a una mejoría en la distribución del ingreso.

La gráfica 1 muestra qué ha pasado con los índices de concentra​ción del ingreso en Colombia. El índice Gini que aparece en la gráfica, es un índice que mide la concentración del ingreso. Su valor se acerca a 1 cuando la mayoría del ingreso de una sociedad lo percibe un pequeño grupo de personas, y se acerca a cero cuando todo el mundo tiene el mismo ingreso. La producción en el índice implica entonces una mejoría en la distribución del ingre​so.

Según Londoño (1989), la desigualdad en los ingresos en Colombia, medida por el índice Gini, pasa de 0,57 a 0,45 entre 1984 y 1988. Por otra parte, estudios internacionales sugieren que dado el nivel de desarrollo del país, un Gini de 0,47 habría sido normal durante este período. Por lo tanto, parecería que Colombia era una sociedad bastante desigual, en términos internacionales, en 1964, pero se había vuelto más equitativa que el promedio hacia 1988.

El trabajo de Londoño (1989), sugiere además, que la distribución del ingreso mejoró tanto en el sector urbano como en el rural.

No es fácil determinar con exactitud los factores que han llevado a una reducción en la incidencia de la pobreza y la mejoría en la distribución del ingreso. Sin embargo, los autores que han estu​diado el tema han avanzado algunas hipótesis que parecen tener alguna confirmación empírica.

El avance educativo del país, y el aumento en la cobertura de la educación, han disminuido los diferenciales de salarios debido a diferencias en el entrenamiento de la mano de obra. El efecto distributivo de la educación se ha reforzado por el hecho, de que en Colombia las familias pudientes pagan por la educación en colegios privados, mientras que las familias de clase media y media baja, son las que se benefician de la educación pública gratuita.

El sistema político democrático también ha determinado que los servicios públicos se le lleven a las familias más pobres, a precios subsidiados. Por eso, el cubrimiento de servicios públi​cos ya era alto en las zonas urbanas en 1974 (Ver Selowsky, 1974), y más recientemente el cubrimiento creció en el área rural, y de manera sorprendente en el campo de la electrificación rural (Ver cuadro 5).

CUADRO 5

CALIDAD DE LA VIVIENDA EN COLOMBIA 1951-1985 
VIVIENDAS POR DISPONIBILIDAD DE SERVICIOS

CENSO 1951 
CENSO 1964

Cabecera
Resto 
Total 
Cabecera 
Resto 
Total
Acueducto 
66.9
7.4 
28.8
65.8 
13.3 
38.7

Energía 
64.3 
4.2 
25.8 
65.4 
5.6 
34.5

Sanitario 
70.2 
11.3 
32.4
 69.1
 14.1 
40.7

Alcantarillado


CENSO 1973 
CENSO 1988

Cabecera
Resto 
Total 
Cabecera 
Resto 
Total
Acueducto
86.9 
27.6
 62.7 
89.8
 28.0 
69.7

Energía
87.0
15.0
57.6
95.0
40.8
78.2

Sanitario
91.6 
25.0 
68.1 
93.6 
39.5 
77.0

Alcantarillado
72.2
 8.1
 46.1
 80.7
 11.9
 59.2

Fuente: Para 1951 DANE, 1957; para 1964 DANE, 1968; para 1973 

y 1985 DANE, 1989.
Otro factor determinante de la mejoría en la distribución del ingreso, ha sido la disminución del exceso de mano de obra en el campo. Esa disminución se debió al proceso migratorio rural-urbano, y a la disminución en la tasa de crecimiento de la pobla​ción. Esto ha llevado a un aumento muy bajo en la fuerza de trabajo rural, lo cual ha hecho posible aumentos en los ingresos reales de los trabajadores menos capacitados del campo, a partir de finales de la década de los sesenta.

El cuadro 6 muestra cómo han crecido las poblaciones urbana y rural en Colombia entre 1938 y 1985, y el acelerado proceso de urbanización. El estancamiento de la población rural, en un período en que la producción agrícola siguió aumentando, implicó un mejoramiento importante en los ingresos de los campesinos. Como la oferta de mano de obra no calificada en las ciudades, depende de la migración rural-urbana, el aumento en salarios en el campo determinó un aumento similar en los ingresos reales de los trabajadores urbanos no calificados. Estos dos fenómenos explican parte de la mejoría en la distribución del ingreso.

El cuarto factor que puede ayudar a explicar la mejoría en la distribución del ingreso, es el modelo de crecimiento colombiano a partir de 1967. A partir de la crisis cambiaria de ese año, la política económica adquirió un mayor sesgo exportador y disminuyó el proteccionismo. Esto fomentó las actividades más intensivas en mano de obra y aceleró la creación de empleo, lo cual tiende a mejorar la distribución. La disminución en el proteccionismo y la mayor competencia redujo el dualismo en el mercado laboral y esto también disminuyó los diferenciales de ingresos entre el sector formal e informal de la economía, fenómeno que también contribuyó a mejorar la distribución del ingreso.

Los factores anteriores explican la mejoría en la distribución del ingreso y la disminución de la pobreza en las últimas déca​das. Sin embargo, Colombia sigue siendo una sociedad desigual y con niveles de pobreza inaceptables. El gran reto para el país es eliminar la pobreza en esta generación.

Las tendencias demográficas favorecen ese propósito. La reduc​ción en la tasa de crecimiento de la población, determina una desaceleración importante en la oferta de mano de obra en la década de los noventa, y esto hace posible prever una disminución en el desempleo y mejoras significativas en los salarios debido a mayor demanda por trabajo que oferta.

Alvaro Reyes (1990) ha hecho proyecciones de la fuerza de trabajo para las próximas décadas, y ha concluido que con tasas de creci​miento de la economía modestas (3.3-3.4), el desempleo podría bajar a niveles de 6.8% en el año 2.000. Con mayores tasas de crecimiento del PIB (4.6-5.3% por año), el desempleo podría llegar a 4.4.%.

CUADRO 6

POBLACION URBANA Y RURAL SEGUN CENSOS

1938-1985

Año 
Población 
Tasa anual de crecimiento
Proporción

Urbana 
Rural 
Urbana% 
Rural% 
Urbana
1938
 2.533.680 
6.168.134 
–
 – 
29.1

1951 
4.468.437 
7.079.735 
4.4 
1.1
 38.7

1964 
9.316.695 
8.597.813 
5.6 
1.5 
52.0

1973 
13.548.183 
9.367.046 
4.0
 0.9 
59.1

1985 
19.380.000
 9.120.000 
3.0
 0.2 
68.0

Fuente: Flórez, Echeverri y Méndez (1987).
Con niveles de desempleo de 4-5%, los salarios de la mano de obra no calificada mejorarían mucho, y la disminución en la incidencia del desempleo disminuiría el número de familias con muy bajos ingresos. El sistema más efectivo para disminuir la pobreza absoluta y mejorar la distribución del ingreso, es que aumente rápidamente la demanda por trabajo, y esto se logra con altas tasas de crecimiento del PIB, y con políticas económicas que hagan que el crecimiento sea intensivo en el uso del factor trabajo.

Ambas cosas se logran si las exportaciones de manufacturas y agropecuarias crecen aceleradamente. Estas tienden a ser inten​sivas en mano de obra, y también conllevan más altas tasas de crecimiento del PIB. El segundo factor estratégico en la acelera​ción de las tasas de crecimiento, es el ahorro y la inversión. En efecto, la aceleración en el crecimiento depende de la inver​sión que haga la sociedad en infraestructura, maquinaria y equipo para mejorar la productividad de la mano de obra.

En el modelo de la economía colombiana de Reyes, las altas tasas de crecimiento del PIB (5.8-8.6%), están relacionadas con una tasa de crecimiento de la inversión de 9.5% anual, mientras que las tasas bajas de 3.3-3.4% anual, están relacionadas con un crecimiento en la inversión de 4.3% anual.

La evidencia internacional sobre desarrollo económico en las últimas décadas, confirma la relación entre crecimiento e inver​sión, y por lo tanto, los resultados del modelo de la economía colombiana descrito por Reyes parecen lógicos. La primera con​clusión es entonces, que el gran reto para Colombia en esta década es lograr aumentos en la tasa de ahorro nacional, para así poder lograr altas tasas de inversión, sin generar inflación. (La inversión se tiene que financiar con ahorro interno, pues en esta década no hay muchas posibilidades de que el ahorro externo aumente).

Otro factor que determina la tasa de crecimiento de las econo​mías, es la inversión en capital humano. La productividad de la mano de obra es función de la capacitación y educación de la fuerza de trabajo, y de su salud. Por lo tanto, se ha encontrado a nivel mundial que una parte importante del crecimiento económi​co lo explica la mejoría en la educación de la fuerza de trabajo.

Aunque en Colombia se ha hecho mucho progreso en materia de aumento en el cubrimiento de la educación en los últimos años, todavía queda mucho por hacer. El cuadro 7 muestra los progresos en alfabetización. Por ejemplo, el país ha logrado niveles de analfabetismo inferiores a los de un país más rico como Brasil. Los cuadros 8 y 9 muestran los avances en cubrimiento de la educación primaria y la secundaria. El aumento en la proporción de niños matriculados en primaria fue grande entre 1960 y 1985, pero no excepcional en términos latinoamericanos. Es más, para un país en la etapa de desarrollo en la que está Colombia, ya debería haber un cubrimiento total en educación primaria. En secundaria el progreso colombiano sí es mayor al promedio lati​noamericano.

Sin embargo, el esfuerzo educativo ha sido insuficiente. El cuadro 10 ilustra esto. Países como Corea y Taiwán, que han logrado altas tasas de desarrollo económico, han mejorado la educación promedio de su población mucho más rápido que Colombia. Comienzan en 1950 con niveles promedio de educación similares a los colombianos, pero en 1986 registran promedios de educación dos veces superiores al colombiano. Parecería que una de las causas del éxito económico en estos países, es precisamente el gran esfuerzo que han hecho en inversión en mejoramiento de su capital humano.

Finalmente, otra parte del crecimiento económico es función del cambio tecnológico. La productividad de la mano de obra aumenta también según la sociedad logre desarrollar nuevas formas, más eficientes, de producción. Aunque el cambio tecnológico se incorpora más rápidamente cuando la sociedad invierte en los equipos más modernos y mejora el nivel educativo de su mano de obra, la innovación tecnológica juega un papel independiente en la aceleración del proceso de crecimiento de una economía.

En resumen, un mayor crecimiento económico logrado a través de las políticas anteriormente descritas, aunado a menores tasas de crecimiento de la población, podría garantizar la eliminación de la pobreza en las próximas décadas.

Políticas para eliminar la pobreza

En Colombia, la mayoría de las políticas encaminadas a acelerar el crecimiento económico, también tienden a reducir la pobreza y mejorar la distribución del ingreso. En esta sección describire​mos el conjunto de políticas que podrían reducir la pobreza más rápidamente en la próxima década.

CUADRO 7

TASA DE ANALFABETISMO

País 
1960 
1970 
1989
Argentina 
8.6 
7.4 
4.5

Bahamas 
10.3 
8.8 
n.d.

Barbados 
1.8 
0.7 
n.d.

Bolivia 
61.2 
36.8 
25.8

Brasil 
39.7 
33.8 
22.3

Colombia 
27.1 
19.2 
11.9

Costa Rica 
15.6 
11.6 
6.4

Chile 
16.4 
11.0 
5.6

Ecuador 
32.5 
25.8 
17.6

El Salvador 
51.0 
42.9 
27.9

Guatemala 
62.2 
54.0 
45.0

Guyana 
12.9 
8.4 
4.1

Haití 
85.5 
78.7 
62.4

Honduras 
55.0 
43.1
 40.5

Jamaica 
18.1 
3.9 
n.d.

México
 34.5 
25.8 
9.7

Nicaragua 
50.4
 42.5 
13.0

Panamá 
23.2 
18.7 
11.8

Paraguay 
25.5 
19.9 
11.8

Perú 
38.9 
27.5 
13.0

República Dominicana 
35.5 
33.0 
22.7

Surinam 
16.4 
n.d. 
10.0

Trinidad y Tobago 
6.6 
7.8
 3.9

Uruguay
 9.5 
6.1 
4.6

Venezuela 
37.3
 23.5
 13.1

Tasa de analfabetismo: Porcentaje de la población mayores de 15 años que son analfabetos.
CUADRO 8

MATRICULA ESCUELA PRIMARIA, 
NIÑOS DE 6 A 11 AÑOS
(Porcentaje de niños matriculados dividido por niños en esas edades)


País 
1960
1965
1970
1975
1980
1985
Argentina 
91.2
93.6
98.5 
100.0
99.9 
99.9

Barbados 
93.5 
98.8 
95.7 
94.3 
98.5 
99.5

Bolivia 
45.1 
53.7 
60.7 
70.3 
76.6 
81.8

Brasil 
47.7 
54.7 
63.1
70.1 
76.2
 81.4

Colombia
 47.9
 52.4
 62.2
 64.3 
70.0 
74.9

Costa Rica 
74.4
 81.4 
89.0 
94.5 
97.5 
98.7

Chile
 76.4
 84.6 
93.0 
100.0 
100.0 
100.0

Ecuador 
66.3 
73.1 
78.0 
76.0 
80.0 
83.4

El Salvador 
48.7
 51.1
 55.1
 63.2 
69.2 
73.8

Guatemala 
32.0 
35.0 
41.7 
48.0
 53.3
 58.2

Guyana 
90.5 
94.4 
88.4 
83.8 
95.6 
98.5

Haití 
33.6 
36.3 
36.2 
39.0 
41.4 
43.7

Honduras 
49.5 
57.5 
67.8 
67.0
 71.3
 75.3

Jamaica 
74.7 
88.9 
94.8
 90.5
 94.8 
97.6

México 
58.4
 69.2 
81.4 
89.2 
94.2
 96.7

Nicaragua 
42.9 
45.3 
54.6 5
5.7 
60.8 
65.3

Panamá 
68.3 
70.9 
77.3 
94.4
 95.7 
97.6

Paraguay 
69.7
 71.6
 77.1 
74.6 
77.6 
80.0

Perú 
56.7 
68.7 
78.6 
80.7 
83.9 
86.5

Rep. Dominicana 
66.8 
59.8 
65.7 
76.9 
82.2 
86.1

Trinidad y Tobago 
66.1 
75.5 
72.9 
73.1
 77.5 
81.2

Uruguay 
95.0 
86.0 
84.0 
80.0 
n.d. 
n.d.

Venezuela 
68.8 
65.2 
70.3 
77.6 
83.2 
86.3

Fuente: CEPAL, Anuario estadístico de la América Latina y el               Caribe, 1985.
CUADRO 9

PORCENTAJE DE ESTUDIANTES MATRICULADOS, 
ENTRE LOS 12 Y LOS 17 AÑOS
(Estudiantes matriculados como porcentaje de jóvenes en esas edades)


País 
1960
1965
1970
1975
1980
1985
Argentina 
48.1 
52.7 
56.3
 66.4 
72.7 7
7.2

Barbados 
50.5 
64.1 
75.5 
60.1 
65.2 
70.4

Bolivia 
29.0 
35.1 
40.6 
48.5 
54.2 
61.1

Brasil 
29.6 
36.1 
46.5 
53.3 
58.6 
62.5

Colombia 
28.8 
35.7 
46.3 
57.0
 63.8
 71.0

Costa Rica 
35.7 
44.3 
46.8 
49.5 
54.7 
61.0

Chile 
54.7 
69.5 
74.6
 85.2 
86.5 
92.8

Ecuador 
30.3 
35.5
 42.3
 55.7 
60.8 
64.3

El Salvador 
40.3
 42.5 
46.6
 49.4
 58.1
 65.1

Guatemala 
17.7
 22.4
 25.0
 25.8
 33.8
 38.0

Guyana 
62.8
 66.4 
62.4
 61.5
 65.9
 76.1

Haití
 16.4
 17.8
 18.0 
19.6
 21.9
 24.8

Honduras
 24.6
 29.4
 35.8
 39.8
 44.7
 46.8

Jamaica 
57.3 
65.9 
61.3
 69.3
 71.6
 74.1

México
 37.4
 44.6
 47.3
 57.9
 67.3
 72.6

Nicaragua 
29.7
 34.3
 43.6
 47.5
 53.7
 58.2

Panamá 
50.3
 57.7
 62.0
 71.2
 83.2
 86.7

Paraguay
 44.8
 44.5
 47.1
 45.2
 48.5
 51.9

Perú
 43.2 
57.1
 63.4
 73.6
 84.0
 86.5

Rep. Dominicana 
39.4
 39.0
 51.8
 55.8
 64.4
 69.6

Trinidad y Tobago 
51.8
 57.3
 63.4
 49.7 
47.6 
52.7

Uruguay 
53.2
 64.3
 75.1
 70.9
 67.2
 67.6

Venezuela 
49.0
 51.5
 52.3
 56.4 
60.9
 69.3

Fuente: CEPAL, Anuario estadístico de la América Latina  y el Caribe, 1985.
CUADRO 10

NIVELES DE EDUCACION DE PERSONAS 
DE 15 AÑOS Y SUPERIOR
(Promedio para ambos sexos, en años equivalentes a educación primaria)


País 
1950 
1980 
1986
Argentina 
4.80 
8.38
 9.76

Brasil 
2.05 
4.57 
5.95

Chile
 6.09
 9.10
 10.21

Colombia 
3.93
 5.92 
6.54

México 
2.60 
5.84 
7.50

Venezuela
 3.76
 6.73 
7.73

Corea 
3.36
 8.92
 12.50

Taiwán 
3.62 
9.76 
13.91

Portugal 
2.49 
6.05
 7.81

España 
4.7
6 7.64 
9.37

Francia 
9.58
 12.85
 14.00

Alemania 
10.40
 11.73 
11.92

Japón 
9.11
 12.98
 13.85

Países Bajos
 8.12
 11.20
 12.17

Reino Unido 
10.84
 12.73
 13.34

Estados Unidos
 11.27 
14.41 
16.60

Fuente:  CEPAL, Growth and Slowdown in Latin America: A long run comparative perspective, 1989.
Como ya se mencionó, el sistema más eficiente para reducir la pobreza, es aumentar la tasa de crecimiento del PIB, asegurándose que no se empeora la distribución del ingreso. Esto se logra si el crecimiento económico acelerado aumenta rápidamente la demanda por trabajo. El modelo que mejor logra estas metas, es el creci​miento jalonado por las exportaciones de bienes intensivos en mano de obra. Ese modelo de crecimiento a la vez requiere un mejoramiento acelerado en la calidad de la mano de obra y arre​glos institucionales que faciliten la adopción de nuevas técnicas de producción. El aumento en la cobertura de la educación, a la vez, genera una mejoría en la distribución del ingreso, al redu​cir las diferencias salariales entre personal capacitado y  no  capacitado.

En resumen, el crecimiento económico acelerado y equitativo requiere políticas encaminadas a aumentar la tasa de ahorro, la cobertura de la educación, y la capacidad de adopción de nueva tecnología. A continuación mencionamos algunas de las políticas que podrían llevar al logro de estas metas.

El primer requisito para aumentar la tasa de ahorro nacional es eliminar el déficit fiscal. El ahorro nacional es la suma del ahorro privado y el ahorro público, y el Estado, para maximizar el ahorro nacional, debería aumentar el ahorro público. Esto implica limitar sus gastos a la capacidad que tiene para generar recursos fiscales.

En Colombia, en la actualidad, el Estado está subinvirtiendo en funciones que son esenciales para el crecimiento económico. No ha logrado garantizar la seguridad y la justicia, y no ha podido garantizarle a las familias de bajos recursos el acceso a la educación y la salud. El gran reto para el futuro es la reforma del Estado para que pueda, sin generar un déficit fiscal, sumi​nistrar estos servicios básicos. Esa reforma implica una reforma tributaria para aumentar la carga tributaria, que en Colombia es baja, y una reestructuración del aparato estatal para hacer el gasto más eficiente y reducir el gasto público en aquellas fun​ciones que no contribuyen a facilitar el desarrollo económico.

El cumplimiento de las funciones básicas del Estado requerirá un gran esfuerzo institucional y económico. La garantía de seguri​dad y justicia implica cambios institucionales profundos, para asegurar sistemas eficientes de justicia y seguridad, pero proba​blemente también requerirá mayor gasto público. La modernización de la economía también hace necesario aumentar la cobertura de la educación secundaria de 56% de los jóvenes en las edades perti​nentes a 95%. Esto requerirá una cuantía grande de recursos estatales para subsidiarles a las familias de bajos ingresos la educación de sus hijos. El Estado también tendrá que llevar a cabo programas de salud básica, nutrición y saneamiento ambiental para garantizarles buena salud a los niños de familias de escasos recursos económicos, los cuales no pueden darles a los niños el cuidado que requieren.

Finalmente, el Estado es responsable de aquellas inversiones en infraestructura que no puede llevar a cabo el sector privado. Esto incluye inversión en carreteras, dragado de ríos, y regula​ción eficiente de bienes públicos como el espacio aéreo, la calidad de aire y del agua, y los problemas de congestión urbana.

Para cumplir a cabalidad con estas funciones, sin crear un régi​men tributario que desincentive la inversión y la iniciativa privadas, el Estado colombiano debe dejar de hacer cosas que puede hacer el sector privado. El Estado no debe gastar recursos tributarios escasos en producir automóviles o papel, cosas que puede hacer la iniciativa privada, y no debe perder plata en la administración de colegios, buses urbanos y hospitales, si el sector privado puede administrar esos servicios a menor costo. Finalmente, dentro de los sectores en que la administración pública es la única alternativa (justicia, policía, y regulación bancaria), es necesario desarrollar instituciones y sistemas de administración que creen los incentivos para minimizar los costos de administración de los servicios.

La literatura de economía política enseña que la estructura de las instituciones y el juego de intereses en la toma de decisio​nes, determina la eficiencia. Por ejemplo, los sistemas en que se cubren los déficit de una entidad con adiciones al presupues​to, inevitablemente generan procesos de decisión en que no se hacen esfuerzos por controlar costos. Un ejemplo claro es el de los hospitales. Cuando los presupuestos se manejen desde el centro, y los nombramientos también, los administradores de hospitales locales no tienen interés en ahorrar gastos adminis​trativos ni generar ingresos, pues esos esfuerzos no mejoran la situación del hospital local y los ingresos generados van a parar a la administración central. El administrador local tampoco corre con el costo de despedir personal ineficiente, si no tiene el poder de nombrar a quien va a reemplazar a los funcionarios despedidos.

Las juntas de las empresas de servicios públicos compuestas por políticos locales, no van a aceptar alzas de tarifas para cubrir los costos de expansión de los servicios, particularmente si la deuda de las empresas está garantizada por la nación. No aumen​tar las tarifas es una manera de trasladarle la deuda a la na​ción, cosa muy atractiva para un político local. Esta es la explicación de la actual crisis del sector eléctrico colombiano.

Dadas las presiones políticas para no incrementar las tarifas de los servicios públicos, a niveles que cubran los costos margina​les de largo plazo de la provisión del servicio, es probable que la única manera para evitar que los servicios públicos generen déficit fiscales, sea la privatización de esos servicios. Para aumentar la tasa de ahorro de la economía puede entonces ser necesario sacar al Estado de la prestación de servicios públicos como teléfonos y electricidad, servicios que en muchos países presta eficientemente el sector privado.

Otra reforma estructural importante para reducir el déficit fiscal, es que aun en áreas donde el Estado debe garantizar la prestación de un servicio, ese servicio lo produzca el sector privado. En muchos países, y ahora en Colombia, los municipios garantizan la recolección de basuras, pero no prestan el servicio directamente, sino que lo subcontratan con el sector privado. Se ha demostrado que ese sistema produce servicios de basura más baratos y de mejor calidad (Ver Hanke —1989—).

El aumento acelerado en la cobertura de la educación y de la salud que requiere Colombia, probablemente sólo se puede lograr con esquemas mixtos públicos y privados. En particular, la manera más barata y equitativa para aumentar la cobertura de educación secundaria, sería que el Estado les garantizara a los jóvenes de familias pobres, el acceso a la secundaria a través de un sistema de becas para asistir a colegios privados y de entida​des sin ánimo de lucro. Esto le garantizará la educación a todos los jóvenes, pero mantendría el estímulo para que las familias acomodadas sigan financiando la educación de sus hijos. En este esquema se reduce el costo de ampliar la educación secundaria a todos los colombianos. También es probable que el sector privado y la comunidad, suministren la educación a menor costo de lo que lo haría una gran burocracia estatal. Para garantizar la calidad, el Estado podría limitar su intervención a labores de control de calidad, que incluirían exámenes de estado a los estudiantes y suministro de los resultados de esos exámenes en diferentes colegios a los padres de familia, para que estudiantes y familias escojan usar sólo los colegios de buena calidad.

El esquema aquí descrito contribuye al crecimiento económico a través de la ampliación de la cobertura de la educación secunda​ria, y a través del aumento en la tasa de ahorro, al mantener los estímulos para que las familias de clase media y alta financien la inversión en educación de sus hijos. El sistema también contribuye a la distribución del ingreso al concentrar los subsi​dios educativos (las becas) en las familias de bajos ingresos. La alternativa tradicional de subsidiar colegios públicos, puede empeorar la distribución del ingreso, si una mayor proporción de niños de clase media y alta que de la clase popular terminan bachillerato. El sistema tradicional también reduce la tasa de ahorro, al ofrecerle a las familias ricas educación gratuita, si el ahorro en gastos de educación se utiliza para aumentar el consumo, lo que es bastante probable.

La reforma del sector de salud y seguridad social también puede llevar a aumentos en ahorro y mejor distribución del ingreso.

En la actualidad el sistema oficial de salud y la seguridad social no le dan acceso a la salud a los grupos más pobres de la sociedad. Esto perpetúa la pobreza y la mala distribución del ingreso. En 1988, el Instituto de Seguros Sociales sólo protegía al 13% de la población, pero contribuía con una parte substancial del gasto en salud.

Por otra parte, el gasto en salud se hace de manera muy inefi​ciente. Se subutilizan la mayoría de los hospitales regionales, y una estructura administrativa ineficiente lleva a que los costos por paciente sean muy altos. Adicionalmente, se subinvierte en salud básica y saneamiento ambiental, las acciones de salud que dan mejores rendimientos en términos de reducción de morbilidad y de mejoramiento de la salud de los grupos de menores ingresos.

Parecería que la prestación del servicio de salud mejoraría mucho en cobertura, eficiencia, y equidad si el sistema de salud públi​ca se descentraliza y también si se responsabiliza de la presta​ción directa del servicio a entidades privadas sin ánimo de lucro. Estos son los retos para la administración de la salud en la próxima década.

Aún más importante puede ser el reto para la profesión médica de humanizar y racionalizar la nueva tecnología médica. Esa nueva tecnología está generando tratamientos muy costosos pero poco efectivos. Es grave para el bienestar de una sociedad, que se inviertan grandes recursos en extenderle la vida a un paciente dos o tres meses, y en condiciones en que no puede hacer una vida normal. Los gastos médicos en los últimos seis meses de vida de los individuos son muy poco productivos para la sociedad, y tal vez también para el paciente, si esos seis meses se pasan en el hospital o con dolor y falta de movilidad. Desafortunadamente, en la actualidad una proporción no despreciable de los gastos médicos se hacen en esos seis últimos meses.

La reforma de la seguridad social también tendrá mucho que ver con el crecimiento económico y la distribución del ingreso. Si no se establece un sistema de pensiones bastante generalizado, el envejecimiento de la población puede llevar a que una proporción importante de la población, los mayores, se encuentren en situa​ción de pobreza absoluta a principios del siglo XXI. Se hace por tanto necesario, establecer un sistema de pensiones (o de ingreso mínimo) para las personas que ya no pueden trabajar por las enfermedades y debilitamiento que acompañan la vejez.

Al mismo tiempo, para aumentar la tasa de ahorro de la sociedad, se deben hacer reservas técnicas tanto para las pensiones mínimas como para las pensiones complementarias que la mayoría de las personas desearan para evitar descensos en sus ingresos reales durante la vejez. Las reservas técnicas se tienen que formar con ahorro forzoso (para la porción de pensiones mínimas) y con estímulos al ahorro privado en la porción de las pensiones com​plementarias.

En la actualidad, el seguro social está pagando las pensiones con las cotizaciones corrientes de los afiliados, lo cual implica que no se están creando reservas para pensiones. En el futuro cerca​no los pagos por pensiones van a superar las cotizaciones co​rrientes, y esto producirá un desarrollo social. El objeto debe ser muy por el contrario que el sistema de pensiones público y privado aumente el ahorro, y que dicho ahorro haga posible aumen​tar la tasa de inversión y por tanto, la tasa de crecimiento de la economía.

En resumen, una prioridad para la década de los noventa, es la organización de un sistema de pensiones público y privado que evite en el futuro la pobreza en la tercera edad, y que contribu​ya al crecimiento económico al aumentar la tasa de ahorro presen​te de la sociedad, a través de la creación de reservas técnicas para las futuras pensiones. Esto implica aumentar el ahorro forzoso a través de aumentos en las cotizaciones a los seguros de invalidez, vejez y muerte oficiales, y crear incentivos fiscales e instituciones que fomenten el ahorro privado en sistemas com​plementarios de pensiones.

En resumen, tanto para lograr altas tasas de crecimiento de la economía, como para mantener las tendencias de mejoramiento de la distribución del ingreso y en la disminución de la pobreza, será necesario en la década de los noventa, aumentar radicalmente la proporción de la población que termina bachillerato, ampliar la cobertura de la salud, y crear un sistema de seguridad social que le garantice niveles de ingreso dignos de los mayores de 65 años, sin crear déficit fiscal y sin reducir la tasa de ahorro de la sociedad.

En el campo de salud, será necesario evitar la ineficiencia en la prestación del servicio, y evitar que crezca desmesuradamente el uso de tecnología médica costosa que no aumenta la expectativa de vida. La eficiencia en la salud es clave para una sociedad, pues los gastos en salud pueden llegar a ser más del 12% del PIB, como en Estados Unidos, proporción 6 veces mayor que el valor agregado de la agricultura en el PIB en ese país. La ineficiencia y los altos costos en el sector salud pueden entonces absorber una proporción no despreciable de la producción nacional.

Criminalidad y Justicia

Mientras que la mayoría de los indicadores sociales del país han mejorado en las últimas dos décadas, este no es el caso de un indicador que tiene una gran incidencia sobre el bienestar so​cial.

La Gráfica 2 muestra un aumento muy marcado en la tasa de crimi​nalidad en el país. No hay buenas explicaciones sobre este fenómeno, pero se pueden mencionar algunas hipótesis.

El aumento en la criminalidad coincide con el auge en Colombia del narcotráfico. Parecería que el crecimiento de esta actividad ilegal, en la cual la violencia es un insumo importante de los métodos de producción, distribución, y penetración de mercados, conlleva un aumento en la violencia y la criminalidad.

Parte del incremento en criminalidad tiene origen político. En los setenta surgieron y se fortalecieron movimientos guerrille​ros que utilizaban la violencia como sistema de desestabilización política y de control de ciertas zonas del territorio nacional. Las causas de este fenómeno son muy complejas y este no es el lugar para analizarlas.

El creciente conflicto entre guerrilla y narcotráfico también tiene que ver con el aumento en la criminalidad de finales de los ochenta. Este fenómeno tiene que ver con el conflicto de intere​ses entre dos grupos fuertemente armados y que no reconocen las reglas de solución de conflictos que la sociedad ha establecido.

Finalmente, el deterioro del sistema de justicia también ha incentivado la violencia. En 1973, el 57% de los procesos pena​les terminaban por cesación del proceso y archivo, proporción que había subido a 79% en 1987 (Ver Coyuntura Social —1989—). Estas cifras cuantifican el aumento en la impunidad. La congestión de los juzgados también no sólo ha crecido, sino que ha llegado a pro​porciones absurdas. En 1985 se iniciaron 158.823 sumarios y pasaron a juicio sólo 10.224. En 1985, las cifras fueron 425.232 sumarios iniciados y sólo 16.469 pasaron a juicio.

Las cifras sobre la justicia penal muestran un sistema que sim​plemente no funciona. La primera prioridad del país en los años noventa, tiene que ser la reforma de la justicia penal, para reducir la impunidad y así desestimular la criminalidad. Parece​ría que la crisis es más del sistema de justicia, que de falta de gasto en el sector. Por eso, la reforma tendrá que afectar los principios básicos de nuestra justicia y del aparato estatal encargado de la investigación criminal.

Por otra parte, la reforma política y la creación de nuevos mecanismos de participación política, son un requisito para disminuir los incentivos a la violencia política. Finalmente, el gasto social bien dirigido y llevado a las zonas más apartadas del país le dará legitimidad al estado, y esto también debería disminuir la violencia.
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“...Aclaré que era colombiano.

Me preguntó de un modo pensativo:

—Qué es ser colombiano?

—No sé —le respondí. Es un acto de fe”.

Jorge Luis Borges. Ulrica.

El libro de arena (1975).
Este ensayo tiene dos propósitos esenciales: a) presentar una visión ilustrativa de las tendencias actuales de la economía colombiana, con base en un análisis de la evolución seguida por su estructura productiva, y b) realizar un ejercicio de prospec​ción y reflexión crítica alrededor de las decisiones de “ajuste estructural de la economía”, que se han venido adoptando desde comienzos de 1990.

Las cuatro secciones en que se ha organizado el presente análisis se orientan a sustentar una tesis central, según la cual la crisis del modelo de desarrollo que orientó la economía colombia​na entre la década del cincuenta y la década del ochenta, se hizo evidente en una desaceleración del crecimiento en el curso de los últimos quince años y en un balance poco satisfactorio de los principales indicadores sociales, en el contexto de una crisis política e institucional sin precedentes en la historia del país. En consecuencia, el nuevo modelo de apertura e internacionaliza​ción de la economía, si bien resulta, dentro del enfoque que aquí se propone, marco obligado de un nuevo escenario de crecimiento para Colombia, sólo podrá contribuir al desarrollo social y legitimar su viabilidad política, en la medida en que logre articularse con una estrategia global de distribución equitativa del ingreso y, al mismo tiempo, con un auténtico propósito nacio​nal por lograr la democratización de la vida política y social del país, en un marco de pluralismo y tolerancia.

En la primera sección, se hace una recopilación de los trabajos más representativos que ilustran los cambios ocurridos en la estructura productiva entre 1950 y 1990 y su impacto sobre la estructura económica y social. Se destaca la relación observada entre crecimiento de la economía y crecimiento industrial; y se hace un análisis específico de las fuentes tradicionales de crecimiento industrial, concluyendo en la necesidad de promover nuevas fuentes de crecimiento de la industria dadas las limita​ciones que manifiesta la demanda doméstica como principal factor de expansión.

En la segunda sección se demuestra cómo el manejo de la política macroeconómica durante la década del 80, hizo posible que Colom​bia afrontara con relativo éxito el difícil trance de la llamada “década perdida”, especialmente en materia de estabilización de su economía. No obstante, al finalizar la década el análisis revela la persistencia de factores estructurales que se oponen a un desarrollo autosostenido, entre los cuales se encuentran: a) el problema de la deuda externa, que surge como la principal restricción para el financiamiento del desarrollo; b) la persis​tencia de factores que impiden la profundización de la industria​lización y la mayor generación de empleo, y c) la permanencia de  altos niveles de “deuda social” en aspectos vitales del desarro​llo como los servicios básicos, la educación, la salud y la convivencia política.

En la sección tercera se hace una presentación de las grandes líneas del proceso de “ajuste estructural” que avanza en Colombia y se aborda la discusión sobre el impacto previsible que éste tendrá sobre las principales variables macroeconómicas, según las proyecciones más recientes. En esta dirección, el estudio asume que las decisiones adoptadas en materia de apertura van más allá de las medidas ortodoxas de liberación del comercio, aunque, ciertamente, apuntan más a una estrategia de renovación del crecimiento, antes que a un nuevo modelo de desarrollo económico y social para el país.

Finalmente, en la sección cuarta se señalan las condiciones políticas, económicas y sociales que deben ser de ocurrencia obligada para que la nueva fase iniciada por la economía nacional desde 1990 asuma el carácter de un verdadero modelo de desarrollo de largo plazo para el país y redunde en beneficio del bienestar colectivo, a través de una distribución más equitativa de los logros esperados en la nueva estrategia.

I. Evolución de la estructura económica: 1950 - 1990

Las crisis provocadas por los sucesos de los años treinta y posteriormente los impactos generados por la Segunda Guerra Mun​dial, obligaron a la clase dirigente del país a replantear la estrategia de desarrollo sustentada en el modelo primario-expor​tador, para adoptar una política deliberada de industrialización como la única alternativa viable de desarrollo. Fue así como, siguiendo una tendencia generalizada en América Latina, la con​cepción del manejo macroeconómico cambió sustancialmente en Colombia, adoptándose una estrategia que tenía como eje central la sustitución de importaciones en la mayoría de bienes indus​triales, y que fue impulsada a fines de los años cuarenta y en la década del cincuenta por la Comisión Económica para América Latina de las Naciones Unidas - CEPAL.

A. 1950 - 1974: Transformación estructural

La década de los años 50 coincide con la maduración de una serie de condiciones que habrían de contribuir a las profundas trans​formaciones de la estructura productiva nacional en los años subsiguientes:

a) Una política económica que desde 1944 se orientó especialmente al fomento de las actividades industriales, brindando facilidades para la importación de maquinaria y materias primas;

b) Una situación favorable de precios externos del café, que prevalecía desde finales de los años cuarenta y, como consecuen​cia directa, una expansión de la demanda agregada de la cual el sector industrial se vio altamente beneficiado;

c) El estímulo importante que el creciente proceso de urbaniza​ción le imprimió a las actividades terciarias, en las que sobre​salían especialmente el comercio y los servicios financieros;

d) Una mayor integración del mercado nacional que fue el resulta​do de un esfuerzo inicial de comunicación intrarregional, ya bastante avanzado desde los años veinte, y que respondía a la visión de articular la economía del país en torno a su perfil primario exportador, y

e) Un Estado con mayores instrumentos de acción, tanto para regular la economía en materia fiscal, monetaria y cambiaria, como para atender la función de proveedor de servicios básicos ante una población urbana en constante expansión.

En este contexto, las actividades industriales y de servicios empezaron a adquirir un peso importante en la generación del producto bruto nacional, mientras que el sector agropecuario iniciaba una fase de declinación en su participación.

El cuadro No. 1 permite observar en perspectiva, cómo la indus​tria aumentó paulatinamente su participación en el producto total, pasando del 15% en la década de los años cuarenta, al 23% en la década de los años setenta. En ese mismo período, el sector agropecuario que generaba el 40.5% del producto interno bruto, redujo su contribución a una cuarta parte del producto total118. Por su parte, las actividades terciarias aumentaron su participación en conjunto al pasar de un 38.6% al 49.0% en el mismo período.

El crecimiento continuo de la participación del sector industrial entre los años 1950 y 1974 no tuvo, sin embargo, la misma inten​sidad en todo el período. El avance del sector manufacturero fue relativamente rápido en las décadas del cuarenta y el cincuenta, continuando el impulso iniciado en los treinta, pero su avance se hizo menos notorio en los años sesenta y setenta119.

Entre 1945/6 y 1955/6 ocurre una fase de modernización industrial precedida por la consolidación de la estrategia sustitutiva, que permitió canalizar mayores recursos de crédito hacia el sector y dio inicio a las inversiones directas del Estado en la industria en un contexto de creciente proteccionismo y bonanza de los precios del café, que hicieron posible un crecimiento dinámico del 9.1 % en promedio durante estos años.

CUADRO 1

COLOMBIA: PRODUCTO INTERNO BRUTO REAL SEGUN SECTORES DE ACTIVIDAD
(Participación porcentual) 
Sector
1945
1950
1955
1960
1965
 1970 1975
 1980

 

1949
1954
1959 
1964
1969
1974
1979
1984
1987
1988 
Agropecuario
40.5
33.6
31.3
28.9
26.6
23.9
23.4
22.5
21.5
21.6 

Minería 
2.8
 3.2
 3.2
3.1
3.0
2.3
1.4
1.4
4.6
4.5 

Manufactura
14.8
17.4
19.4
20.6
21.1
22.5
22.9
21.4
21.2
20.8 

Construcción
3.4
2.8
3.4
2.9
3.2
3.6
3.3
3.6
3.9
3.8
Comercio

10.4
9.8
9.0
9.9
10.4
10.4
9.8
9.4
11.6
Servicios financieros
11.6
3.5
4.0
5.0
5.6
6.5
6.8
7.7
6.8
7.6
Transporte
4.9
6.6
6.9
6.9
6.9
7.3
7.9
8.1 

Comunicaciones 

 0.3
0.4
0.5
0.7
0.8
1.0
1.5
9.9
9.8 

Electricidad, gas y agua
0.5
0.3
0.4
0.6
0.7
0.8
0.9
1.0 

Gobierno 
6.1
7.3
6.9
7.1
7.0
7.2
7.3
8.2
8.5
8.9 

Serv. profesional

7.8
7.6
7.3
7.2
7.3
7.8
7.7
7.0
4.6 

Alquiler vivienda
15.5
6.7
6.7
7.3
8.0
7.5
7.0
7.0
6.8
6.9

Subtotal sector servicios
38.6
42.9
42.7
44.5
46.0
47.8
49.1
51.0
48.4
49.4 

Total
100
100
100
100
100
100
100
l00
l00
l00
Una segunda fase que podríamos denominar de receso en el sector externo y que se caracterizó por una drástica caída en los ingresos por exportaciones cafeteras, entre 1955/6 - 1966/7, hizo descender el crecimiento industrial al 5.3% y obligó a la profundización del proceso de sustitución de importaciones, acentuando el carácter proteccio​nista de la política arancelaria. Fue éste un período donde, particularmen​te, la política industrial tuvo un mayor desarrollo: las acciones del Instituto de Fomento Industrial se ampliaron y sus inversiones se multiplicaron; se dio comienzo a una estrategia de promoción a las exportaciones con políticas de estímulo cambiario a los exportadores menores y la creación del Plan Vallejo en 1957 que facultó a los exportadores para traer los insumos nece​sarios libres de derechos de importación; así mismo, se crearon numero​sos incentivos en la reforma tributaria de 1960 para promover el desarrollo de industrias básicas.

Finalmente, en el período 1966/7-1973/4 se presentó una nueva fase de auge industrial, con un crecimiento promedio del 7.9%, facilitado por una política exitosa de la administración del presidente Carlos Lleras Restrepo para superar la crisis externa, así como el crecimiento del gasto público durante todo el período con su impacto positivo sobre la dinámica de la demanda agregada y la articulación de estas políticas, por primera vez en la historia del país, a un sistema de promoción a las exportaciones con la adopción de un estatuto cambiario (Decreto 444 de 1967), que sin desarticular la estrategia sustitutiva, introdujo un mecanismo de devaluación gradual de la tasa de cambio, para evitar los ajus​tes abruptos en el sector externo y facilitar la mayor penetración de las exportaciones menores en el mercado mundial. La adopción de estas políticas, que coincidió con la mayor expansión del comercio mundial desde la posguerra, contribuyó al importante crecimiento de las exportaciones manufactureras en el período, consolidando una fase de crecimiento continuo de la participación industrial en el producto total de la economía.

La recomposición de la actividad económica ocurrida durante el período descrito, no sólo contribuyó a la acumulación de capital privado más importante de la historia del país, sino que además hizo posible las más profundas transformaciones sociales y demográficas que tampoco tenían antecedentes en la historia nacional. Veamos120: 

a) La tendencia de flujos migratorios hacia nuevas zonas de colonización agrícola, que aún era importante en las primeras décadas del presente siglo, fue sustituida, como principal forma de migración interna, por la concentración de la población en los centros urbanos; aunque no hay duda de que el período de “la violencia”, como se designó a la fase de los enfrentamientos partidistas en la década del cincuenta, también contri​buyó a agilizar este proceso. Así las cosas, la proporción de la población que habita en las cabeceras municipales pasó de un 31% en 1938, a un 59% en 1973 y un 70% estimado en 1990. Entre tanto, las cuatro ciuda​des principales dominaron el proceso, pasando de concentrar el 8% de la población en 1938, al 24.6% en 1973 y posteriormente al 27% en 1985;

b) Desde el punto de vista de la actividad privada, los aspectos más notorios fueron la construcción de grandes fábricas modernas y empresas agroindustriales, de un cuantioso parque automotor y de un enorme acervo de edificaciones de vivienda y oficinas en las ciudades;

c) Para el conjunto de la actividad económica fue decisiva la consolidación de una infraestructura de transportes que reforzó la integración del mercado interno, y la habilitación de una red de servicios públicos modernos, especialmente en las ciudades principales;

d) Las transformaciones de la economía condujeron también a la consolidación de las formas de trabajo asalariado típicas del capitalismo moderno. En efecto, para la economía vista como un todo, la proporción de trabajadores asalariados se elevó continuamente desde un 51% en 1938 a cerca del 62% en 1985. Por supuesto, este proceso avanzó en forma mucho más firme en las zonas urbanas;

e) De igual importancia fueron los cambios ocurridos en la educación y capacitación de la fuerza de trabajo. La población de más de 15 años sin educación disminuyó del 41.9% en 1951 al 12.4% en 1985. Al mismo tiempo, aquélla con alguna educación secundaria o univer​sitaria aumentó del 9.5% al 38.8%121. 

B. 1975 - 1990: La pausa de las transformaciones estructura​les 

En el gráfico No. 1 puede observarse la tendencia declinante de la participación del sector agropecuario en el producto interno bruto y el dinamismo creciente del sector industrial hasta el período 1970-1974. 

A partir de entonces la contribución de la industria se estanca, sin lograr superar en forma significativa el aporte del sector agropecuario, tal como lo exigiría el patrón proyectado para países con desarrollo similar al colombiano. El cuadro No. 2 ilustra esta tendencia en forma comparativa122.

Esta composición de la estructura productiva, se ve refle​jada en la distribución del empleo. En efecto, tal como se aprecia en el cuadro No. 3, una tercera parte de la población ocupada aún se encuentra localizada en actividades del sector agropecuario. Entre tanto, la transfe​rencia paulatina de mano de obra hacia las actividades urbanas, que ha ocurrido en forma sistemática desde la década de los sesenta, presenta un mayor flujo con destino a las actividades terciarias, lo cual está evidenciando, además de la dinámica propia adquirida por el sector de los servicios, la dificultad de la industria colombiana para absorber los excedentes de fuerza laboral desplazados de las actividades agrícolas.

Por su parte, las exportaciones no han contribuido a revertir la tendencia de la estructura productiva. Estas siguen siendo en general, marginales en relación con el PIB, y están sustentadas, en lo fundamental, en las exportaciones primarias (ver nuevamente cuadro No. 3), que aumentaron su participación entre el período 1965-1969 y el período 1985-1988, con un dinamismo muy importante de las exportaciones mineras. Entre tanto, las exportaciones industriales conservan una participación realmente baja al pasar del 2.2% del PIB en el período 65-69, al 3.3% en el período 85-88, aunque ciertamente con un repunte considerable en los últimos años de la década de los años ochenta.

En términos de la estructura sectorial, sólo cabe destacar en los tres quinquenios considerados, el aumento de la participación de la minería dentro del PIB, como resultado de las mayores inversiones en los proyectos de níquel y carbón en los años ochenta, acentuando aún más el predominio de las actividades primarias en la estructura produc​tiva del país.

CUADRO 2

PARTICIPACION PORCENTUAL SECTORIAL EN EL PIB

PAISES LATINOAMERICANOS Y DESARROLLADOS 

1965
1986


Agric. 
Indust. 
Servic. 
Agric. 
Indust. 
Servic.
Argentina 
17 
42
41
13
44
43

Brasil
 19
33 
48 
11 
39 
50

Chile
 9
40 
51

Colombia 
30 
25 
45 
20 
25
55

México
 14 
31 
55 
9 
39
52

Perú 
 18
30 
52 
11
 38 
51

Venezuela 
7 
41 
52 
9 
37
54

España 
 15 
 36 
49
6 
37
57

Reino Unido 
3
46
51
2
 43 
55

Francia
 8
39
53
4
34
62

Alemania Federal 
4 
53 
43 
2
40 
58

Japón
 9 
43
48
3
41
56

Estados Unidos 
3 
38 
59 
2 
31
67

Fuente: Banco Mundial, 1988. 

CUADRO 3

CRECIMIENTO Y CAMBIO 
ESTRUCTURAL EN COLOMBIA

65-69
70-74 
75-79
 80-84
85-88
1989

I. Demanda Final (% PIB) 

Consumo privado 
72.2
 72.7 
73.3
 73.4 
70.2
 68.8

Consumo de alimentos 
27.9
 26.0
 25.7
 25.4
 24.7 


Consumo del gobierno
 8.9
 9.5
 9.0
 10.6
 10.7
 11.1

Inversión
 17.5
 19.8
 18.5
 21.2
 17.9
 16.4

Exportaciones
 15.5
 14.9
 15.0
 14.1
 17.1
 18.9

Importaciones
 14.1
 16.9
 15.9
 19.3
 15.8
 15.1 

II. Comercio exterior de mercancías (% PIB)

Exportaciones primarias y café
 9.4
 8.0
 7.6
 7.9
 10.1

Exportaciones de manufacturas sin 
2.2
 3.2
 4.2
 3.2
 3.3

café ni derivados de petróleo

Importaciones primarias 
1.1 
1.1
 1.2 
1.8 
1.3

Importaciones de manufacturas sin 
10.1
 12.6
 12.1
 15.3
 12.5

derivados del petróleo. 

III. Valor agregado (%PIB) 

Agricultura y café 
30.1
 27.0
 26.2
 25.5
 24.3

Minería 
3.0 
2.4 
1.4 
1.4
 3.5
 4.5

Industria sin café con deriv. petróleo 
17.3
 19.4
 20.1
 18.3
 18.5

Construcción 
3.4 
3.5
 3.3
 3.7 
4.0 
3.8

Electricidad, gas y agua transporte 
7.4
 8.1
 8.8
 9.1
 8.4

Servicios
 38.3
 39.6
 40.2
 41.7
 40.9
 IV. Empleo: composición
 Sector agropecuario
 49.0% 
41.9%
33.8%

 Minería 
1.6% 
0.8% 
1.0%

 Industria manufacturera 
13.2% 
14.3% 
17.0%

 Construcción 
4.5% 
4.7% 
4.8%

 Electricidad, gas y agua
 0.3% 
0.5% 
0.3%

 Comercio
 8.9% 
12.6% 
17.2%

 Transporte y comunicaciones
 3.9% 
4.1% 
4.5%

 Otros servicios 
18.7% 
21.1% 
21.5%

 Doméstico
 9.9%
 5.9% 
3.4%

 No doméstico 
8.8% 
15.2% 
18.1% 

 V. Industria (% PIB)

 31. Alimentos, bebidas y tabaco sin café 
5.3
 5.6
 6.1 
6.0 
5.8

 32. Textiles, confecciones y cueros
 3.4 
3.9
 3.7 
2.8
 2.6

 33. Maderas y sus productos 
0.5
 0.5
 0.5
 0.4
 0.4


Promedio


65-69
70-74 
75-79
 80-84
85-88
1989

 34. Papel e imprentas
 0.9
 1.3
 1.4
 1.4
 1.5

 35. Químicos, caucho y derv. petróleo
 3.5
 3.9
 3.8
 3.5
 4.0

 36. Minerales no metálicos 
1.0
 1.1 
1.1
 1.1
 1.2

 37. Metales Básicos
 1.5
 1.5
 1.4
 1.2 
1.2

 38. Productos metálicos y maquinaria 
0.9
 1.3
 1.6
 1.5
 1.5

 39. Otros
 0.3
 0.3
 0.3
 0.3
 0.3

FuentE: Caballero Argáez, Carlos y Ramírez, Manuel, 1990.
En estas condiciones, los cambios estructurales ocurridos en la estructura productiva nacional entre 1950 y comienzos de la década del setenta, que estuvieron precedidos por un acelerado proceso de industrialización y las profundas transformaciones económicas y sociales que éste trajo consigo, no se repiten más que de manera marginal entre 1975 y 1989. En el cuadro No. 3 se aprecia cómo la contribución de la industria en el producto total, que en el período 75-79 aumenta hasta un 20.1%, se estabiliza hacia 1988 por debajo del promedio registrado entre 1970-1974.

En cualquier caso, el análisis del período comprendido entre 1950 y 1990, permite extraer dos conclusiones que parecen contar con suficiente evidencia en diversos trabajos123. 

a) La industria manufacturera está en capacidad de generar elevadas contribuciones al crecimiento del producto interno bruto de la economía y de sostener una creciente participación dentro del PIB, cuando existe una política deliberada de industrialización como la que ocurrió hasta comienzos de la década del setenta;

b) Entre más elevada sea esta contribución, más inten​so será el ritmo de crecimiento del producto interno bruto de la economía, o lo que es lo mismo, cuando esta contribución es reducida, el producto interno se mantiene dentro de una lenta trayectoria de crecimiento, tal como ocurrió en los últimos quince años de “estancamiento industrial” del país. De hecho, la desaceleración del crecimiento promedio de la economía en el período 1975-1990 está en gran medida asociada al descenso en el crecimiento de la actividad industrial, que no alcanza a ser compensado con el mejor desempeño de otros sectores de la economía. Así se puede apreciar en el cuadro No. 4 que capta los crecimientos anuales promedio, tanto del PIB total como de sus componentes sectoriales. 

CUADRO 4

CRECIMIENTO Y CAMBIO ESTRUCTURAL 
EN COLOMBIA
(Crecimiento porcentual anual promedio) 


Promedio


65-69
70-74 
75-79
 80-84
85-88
1989 

I. Demanda final 

Consumo privado 
5.90 
6.10 
5.30 
2.40
 3.10 
2.90

Consumo de alimentos 
5.40 
4.10 
5.80 
1.80 
3.20 

Consumo del gobierno 
3.80
 7.80 
6.50
 4.90
 4.80 
5.50 

Inversión 
8.20 
12.00
 2.80
 4.30
3.40
 -10.60 

Exportaciones 
7.40
 3.00
 8.10
 0.20
 10.50
 11.50 

Importaciones
 13.70
 8.40
 6.50
 3.70
 2.60 
-4.00 

II. Valor agregado 

Agricultura y café
 4.80
 3.60
 5.60
 1.40
 2.90 

Minería 
0.90
 -2.60
 -3.20
 12.30
 31.20
 10.70 

Industria sin café con deriv.
 6.20
 9.90 
3.90 
1.00
 5.30

petróleo 

Construcción 
11.20
 7.20
 0.70
 9.00
 2.90
 1.30 

Electricidad, gas y agua 
+5.60
9.50
 6.40
 1.90
 2.40

transporte

Servicios 
5.20
 7.30
 5.20
 3.20
 4.30 

III. Producto Interno Bruto
 5.40
 6.50 
5.00
 2.40
 4.50
 3.20

Fuente: Op. cit.
C. Las fuentes del crecimiento industrial 

Si asumimos entonces, que una condición básica para la recuperación de los índices de crecimiento obtenidos por la economía en la década del sesenta y comienzos de los años setenta, es la recuperación del creci​miento industrial, conviene analizar las fuentes del crecimiento y su evolución durante los últimos quince años, para precisar el alcance y la dimensión de los retos a los cuales se enfrenta la política macroeconómica de nuestro país en la actualidad. En un estudio reciente se hace una aproximación al problema de dimensionamiento de la demanda doméstica, la sustitución de importaciones y la expansión de las exportaciones, mediante un ejercicio de atribución del crecimiento del PIB a cada una de estas fuen​tes de la expansión de la demanda, realizado por Chica (1990) y cuyos resultados sustentan el análisis que presentamos a continuación: 

1. Sustitución de Importaciones 

Antes de 1945, la sustitución de importaciones fue muy importante para explicar el crecimiento industrial. Entre 1958 y 1967 la sustitución de importaciones permaneció como una fuente importante de creci​miento de la industria pesada; en menor magnitud lo fue de la industria de consumo durable y bienes intermedios; y mucho menos de la industria liviana. El descenso de su contribución al crecimiento, si bien ocurre en todos los subagregados, se evidencia con mayor fuerza en las industrias de consumo durable y de capital, especialmente en los períodos 1967-1974 y 1974-1982.

De esta manera, no se puede hablar en sentido estricto de agotamiento del proceso sustitutivo en la década del setenta, sino más bien de abandono del proceso en la “fase difícil”; de la sustitución, que ha coincidido, para el análisis global de los sectores, con la ausencia de una política de industrialización desde los primeros años de la década del setenta, aunque también es posible identificar explicaciones específicas para los más afectados:

En el sector de bienes de capital, el abandono del proceso de sustitución de importaciones se originó fundamentalmente en la política de compras oficiales, cuyas importaciones representaron, especial​mente en el período 1978-1982, entre 60% y 70% de las compras totales al exterior en este sector. El impacto negativo de esta actitud alcanza a entenderse, si se considera que las importaciones estatales de este tipo de bienes representaba a finales de los años setenta, el 70% de la pro​ducción nacional124. Por su parte, el abandono del proceso sustitu​tivo en el sector de bienes de consumo durable se originó fundamentalmente en el creciente contrabando que afectó a sus diferentes ramas de actividad y en la estructura de concentración del ingreso que tradicionalmente ha restringido el mercado para este tipo de bienes en el país. Entre tanto, en el caso de las industrias de bienes intermedios, es posible que la involución de la estructura industrial haya sido en sí misma un factor decisivo, en la medida en que las industrias de mayor expansión, a partir de 1974, generaron una menor demanda de otros bienes manufacturados; es decir, se caracterizaron por menores “encadenamientos” desde el punto de vista de la estructura industrial125. 

2. Expansión de exportaciones 

La debilidad de la expansión en las exportaciones del sector como fuente de crecimiento industrial, se pone de manifiesto en la baja participación de las exportaciones industriales en el PIB. Mientras en Colombia, como ya se señaló, éstas muestran una exigua partici​pación del 3.3%, en los llamados países de industrialización reciente del sudeste asiático, las exportaciones manufactureras representan entre el 20% y el 60% del PIB. En estas condiciones, la contribución dinámica de las exportaciones industriales en el país no alcanza, ni siquiera en el período de auge exportador 1970-1974, magnitudes comparables a la contri​bución de la demanda doméstica en todos los períodos considerados, ni tampoco ha sido significativamente superior a la alcanzada por la susti​tución de importaciones en el período precedente126.

En general, las exportaciones colombianas diferentes al café, han tenido un bajo impacto sobre el crecimiento económico del país, lo cual es consistente con un sector secundario poco dinámico. En el cuadro No. 5 se puede apreciar cómo las exportaciones totales han venido perdien​do peso dentro del PIB. En efecto, mientras que en la década de los años cuarenta éstas representaban el 21.6% del producto, al finalizar la década de los años ochenta su participación había disminuido a un 14.6% del PIB.

Colombia continúa siendo uno de los países de América Latina con más bajos índices de exportación  per capita, superando sólo a Nicaragua, Haití, Perú y Bolivia, lo cual permite hacernos una idea del extenso camino que aún le queda al país por recorrer hacia una dinámica exportadora con incidencia en el crecimiento económico de largo plazo. 

3. Demanda Doméstica 

El abandono del proceso sustitutivo desde comienzos de los años setenta y la débil contribución de las exportaciones en todos los períodos analizados, el mayor peso del crecimiento industrial se ha con​centrado en el comportamiento de la demanda doméstica desde 1974.

El período 1974-1977 registró una fuerte contracción de la demanda efectiva interna y marcó el comienzo de la crisis industrial más profunda que haya vivido el país desde el período de auge de la industria​lización en las décadas del cuarenta y cincuenta. Por primera vez desde los años 20, la industria creció a un ritmo inferior al de la economía en su conjunto.

Los efectos de la crisis externa de 1974-75 actuaron en un marco de depresión de las condiciones macroeconómicas internas. De una parte, las presiones inflacionarias provenientes del sector agrícola pro​dujeron un fuerte deterioro de la capacidad adquisitiva de los asalariados urbanos. De otra, la rápida elevación de los precios del café desde mediados de 1975, dio lugar a un plan de estabilización basado en restricciones monetarias y de gasto público, que reforzó los efectos contraccionistas de deterioro de los ingresos urbanos y contrarrestó el efecto expansionista de los mayores ingresos por concepto de las ventas externas del café.

La bonanza cafetera contribuyó a contener parcialmente la crisis, gracias al aumento que provocó en la demanda, pero no contribuyó a modificar el comportamiento básico del sector industrial; fue así como en 1976 y 1978, años de repunte importante de la actividad económica, la industria respondió mediante un aumento en el uso de la capacidad instalada sin que hubiera un ensanche de la capacidad productiva y la inversión.

No existe evidencia muy clara acerca del impacto de la liberación de importaciones ocurrida entre 1978 y 1982 sobre el descenso de la actividad industrial en estos años127, pero sí parece claro que la recomposición de la demanda hacia los bienes importados, el sesgo antiexportador de la política cambiaria, que indujo una fuerte revaluación de la tasa de cambio, así como el manejo de la política de estabilización para desacelerar las presiones inflacionarias, no fueron particularmente favorables al dinamismo industrial. Finalmente, la caída en la capacidad adquisitiva del ingreso cafetero, el deterioro persistente en el abastecimiento de alimentos y la contracción del fondo salarial urbano, en el contexto de la peor crisis internacional y latinoamericana de la posguerra a partir de 1980, contribuyeron al rápido deterioro de la demanda efectiva interna, generando una dinámica recesiva que se prolongó hasta 1984.

CUADRO 5

COLOMBIA: COMERCIO EXTERIOR
Coeficientes y composición (%) 


 1945
 1950
 1955
 1960 
1965
1970 
1975 
1980

 
1949
 1954 
1959 
1964
 1969 
1974 
1979 
1984
1988

 Coeficientes 
Export./PIB
21.6
19.0
 17.8
 16.5 
15.8 
14.9 
15.1
 14.2 
14.6

 
Import./PIB 
16.7
 21.4
 18.4
 16.3
 15.5
 16.8 
16.0
 19.1
 13.0

 
Café
72.1
 78.7
 76.2
 68.9
 61.1
 50.5
 57.9
 48.7
 31.4 

 Composición 
Oro
 5.6
 2.7
 2.5
 2.8
 1.7
 1.8
 2.7
 6.4 
4.5

 de las 
Petróleo
 14.6
 13.6
 14.3
 16.1
 13.5
 6.9
 3.9
 6.6 
19.1

 exportaciones 
Primarias
 
Menores

5.0
 7.0
 9.1 
15.0 
19.8
 16.6
 19.0
 9.0

 
Manufact.
7.7
 

3.1
 8.7
 21.0
 18.9
 19.3
 35.9


 TOTAL 
100.0
 100.0 
100.0 
100.0
 100.0 
100.0
 100.0
 100.0 
100.0

 
Bienes cons. 

14.6
 9.4
 7.3
 7.9
 9.9
 13.2
 11.9
 11.4

 
Bienes 

44.4
 50.2
 45.2
 48.0
 51.1
 46.4
 40.0
 50.2

 Composición 
intermedios 
 de las 
Combustibles
 
4.3
 3.2
 1.9
 0.5
 0.4
 5.6
 12.3
 3.3

 importaciones 
Bienes de

36.5
 36.6
 44.0
 41.9
 38.4
 34.7
 35.8 
35.1

 
capital
 
Otros

0.2 
0.6 
1.6
 1.7
 0.2
 0.1

 
TOTAL 

100.0
 100.0 
100.0 
100.0 
100.0 
100.0
 100.0 
100.0 

Fuente: José Antonio Ocampo para el período 1945-1984; Dane para 

el período 1988. 

En síntesis, la evolución de la industria en Colombia, durante los últimos años, muestra una tendencia altamente vulnerable a los componentes estructurales y coyunturales de la demanda interna. Dentro de los factores estructurales más visibles están: la estrechez del mercado, causado por la concentración del ingreso y la rigidez de la oferta agrícola. Entre los aspectos coyunturales cabe destacar: el deterioro del fondo salarial en períodos de caída del salario real; las políticas monetarias y de control del gasto; así como las transmisiones de la “enfermedad holandesa” en el período de auge de las exportaciones cafeteras entre 1976-1978.

La dependencia excesiva de la demanda doméstica frente a los factores que limitan su expansión y ante la ausencia de otras fuentes dinámicas de crecimiento, ha sido factor decisivo para explicar el deterioro del crecimiento industrial en los últimos quince años.

Así, por ejemplo, la fuerte reducción del crecimiento industrial ocurrida entre 1980-1984, coincide con un descenso importante en el crecimiento del consumo privado tal como se aprecia en el cuadro No. 4, sin que la industria haya logrado en el período de recuperación 1985-1988 una tasa de crecimiento al menos igual a la alcanzada en los primeros años de la década del 70. 

D. Problemas de estructura 

No obstante, la falta de dinamismo industrial no puede explicarse únicamente en términos de demanda efectiva interna128. Existe una serie de problemas de estructura en el largo plazo y otros asociados a la evolución de los últimos quince años, que hacen pensar en que no basta con dinamizar la demanda doméstica para producir “inmediatamen​te” una recuperación sostenida de la industria. La crisis hizo evidente la existencia de problemas estructurales que están en la base del proceso de industrialización en Colombia.

Las más recientes comparaciones con los patrones internacio​nales desarrolladas por Argáez y Ramírez (1990), de acuerdo con la metodología de Chenery, Robinson y Syrquin (1986)129, confirman la tesis de que la industria nacional se encuentra rezagada en aquellos sectores que han sido dinámicos a nivel mundial y sobreexpandida en aquéllos con pocas posibilidades de crecimiento. En efecto, como se puede apreciar en el cuadro No. 6, las ramas de alimentos, bebidas y tabaco se en​cuentran sobredimensionadas con relación a lo que cabría esperar en un país típico con las características estructurales de Colombia. Por el contrario, el subsector de bienes de consumo (textiles, confecciones, cuero, madera y sus productos, papel e imprentas y otros), manifiestan un rezago en su desarrollo relativo. Los subsectores de bienes intermedios y productos metálicos y maquinaria no parecen encontrarse muy por debajo de lo esperado, lo cual no significa que sea lo deseable, pues el país cuenta en estas ramas con un espacio aún muy importante para profundizar el proceso sustitutivo.

En estas condiciones, es posible concluir que la débil recomposición sectorial que presenta el proceso de industrialización en nues​tro país, es precisamente el factor que explica, por el lado de la oferta, la estrecha relación entre crecimiento industrial y dinamismo de la demanda interna. 

CUADRO 6

CRECIMIENTO Y CAMBIO ESTRUCTURAL 

EN COLOMBIA 
Parámetro

desarrollo 

Valor agregado (% PIB) 
65-69
 70-74 
75-79
 80-84
 85-88 
1989 

A. Sector Primario 
33.1
 29.4
 27.6 
26.9
 27.8 
21.0

Agricultura y Café 
30.1
 27.0 
26.2 
25.5
 24.3
 18.0 

Minería
 3.0
 2.4
 1.4
 1.4
 3.5
4.5 
3.0 

B. Sector manufacturero 
17.3
 19.4
 20.1
 18.3
 18.5
 24.0

Alimentos, bebidas y tabaco sin café
 5.3
 5.6
 6.1 
6.0 
5.8 
5.0

Bienes de consumo
 5.2
 6.0
 6.0
 4.9 
4.9 
10.0

Textiles, confecciones y cueros
 3.4
 3.9
 3.7
 2.8
 2.6

Maderas y sus productos
 0.5
 0.5
 0.5
 0.4
 0.4

Papel e imprentas
 0.9
 1.3
 1.4
 1.4 
1.5

Otros

Bienes intermedios 
6.0
 6.4
 6.4 
5.9 
6.4
 7.0

Químicos, caucho y deriv. petróleo
 3.5
 3.9
 3.8
 3.5
 4.0

Minerales No metálicos 
1.0
 1.1
 1.1
 1.1
 1.2

Metales básicos 
1.5 
1.5
 1.4
 1.2
 1.2

Productos metálicos y maquinaria 
0.9
 1.3
 1.6
 1.5
 1.5 
2.0 
Fuente: Caballero Argáez, Carlos y Ramírez, Manuel, Crecimiento 

económico y cambio estructural en Colombia. 


En: Proyecto Colombia Siglo XXI. 
Otros factores estructurales de oferta asociados con el bajo dinamismo de la industria en los últimos quince años, se originan en las distorsiones generadas por la ausencia de una política coherente de industria​lización y el lento cambio organizacional al interior de las empresas, que hubieran permitido el avance de las distintas ramas de actividad manu​facturera hacia la modernización y vinculación con las tendencias mundia​les en materia de precios, tecnologías y nuevos productos, de tal forma que no fuera necesario sustentar el desarrollo industrial exclusivamen​te en una protección arancelaria o para-arancelaria ilimitada e indiscriminada130.

En este contexto, el cambio técnico que fuera motor de crecimiento de la economía colombiana entre 1925 y 1974, con una contribución aún mayor en el sector manufacturero, perdió importancia como factor dinámico del crecimiento industrial a partir de 1974. Esto ha significado que para crecer, la industria colombiana ha requerido de mucho más capital o mayor cantidad de trabajo, incurriendo en un creci​miento menos eficiente y configurando un patrón tecnológico poco competitivo a nivel internacional.

Todo lo anterior ha creado un consenso cada vez más amplio entre los analistas de la economía colombiana, en el sentido de que la crisis de crecimiento que está afectando a la industria se relaciona con un conjunto de fuerzas que dan por resultado conductas y actitudes no muy favorables hacia el cambio técnico y hacia la utilización más intensiva de los factores de producción131. Es probable, entonces, que la existencia de una estructura de mercados excesivamente concentrada, el elevado e indiscriminado grado de protección de la industria y el sesgo antiexportador que de él se deriva132, se constituyen en elementos esenciales en la explicación de esta crisis. Así las cosas, la ausencia de fuerzas competitivas en los mercados internos y la limitada orientación de la oferta hacia los mercados externos, aparecen como los grandes responsables de los bajos grados de competitividad y dinamismo de la industria nacional133.

CUADRO 7

PROTECCION ARANCELARIA EN COLOMBIA 
A FINES DE 1985

Nominal %
Efectiva %

Bienes de consumo no duradero
45.4
101.9

Bienes de consumo duradero
46.9
88.4

Combustibles y lubricantes
13.9
20.3

Materias primas para la agricultura
12.0
1.1

Materias primas para la industria
28.9
45.3

Materiales de construcción
32.8
51.8

Bienes de capital para la agricultura
17.3
15.1

Bienes de capital para la industria
27.4
33.4

Equipo de transporte
30.6
49.1

TOTAL
31.4
52.0

Fuente: Introducción a la macroeconomía, Tercer Mundo y Fedesarrollo,

 Capítulo II.
II. Colombia y la “década perdida”

El panorama al cual se enfrenta América Latina al iniciarse los años noventa no es, ciertamente, el más favorable. El pobre desempeño heredado de la década pasada continúa generando problemas de inflación y estancamiento en el crecimiento, a pesar de los diversos programas de ajuste y estabilización que se han iniciado en la mayoría de los países de la región. Al mismo tiempo, el peso de la deuda externa, que ya asciende a los US$440.000 millones y el pago de su servicio que representa US$30.000 millones al año, están limitando aún más las posibilidades de financiar el desarrollo, en un contexto en que las exportaciones latinoamericanas han venido perdiendo participación en el total mundial, al pasar de 5.5% en 1980 a un 3.5% en 1990134.

En estas circunstancias, se ha acumulado una “deuda social” de grandes proporciones, como lo demuestra la caída del ingreso per cápita a niveles similares a los de mediados de los setenta; el crecimiento del desempleo, que hoy es superior en algunos países al 10% de la fuerza laboral; y el deterioro y empobrecimiento de las grandes mayorías. En la actualidad, 120 millones de latinoamericanos viven en situación de extrema pobreza y unos 60.000 niños mueren anualmente antes de cumplir sus cinco años de vida135.

Entre tanto, los cambios vertiginosos que están ocurriendo en el escenario mundial en los campos político, económico y tecnológico, están dejando a la región al margen de las nuevas tendencias internacionales, mientras América Latina aún se encuentra en el proceso de definir el mejor esquema de integración, en una concepción perfeccionista y poco práctica.

Uno de los factores que más influyó en esta situación, estuvo asociado con las consecuencias que trajo el pago del servicio de la deuda externa sobre la evolución de las finanzas del sector público y la cuenta corriente de la balanza de pagos.

La mayoría de los países de América Latina tuvo dificultades para afrontar sus procesos de estabilización, debido a la imposibilidad de cumplir simultáneamente con las transferencias al exterior y el mejoramiento de la situación fiscal en el sector público. Así, cuando cayó el valor de las exportaciones producidas por las empresas estatales, cuyo peso en la economía es bien importante, tendió a ampliarse el déficit fiscal y se agudizó el desequilibrio externo136.

En estas condiciones, la política económica adquirió un carácter eminentemente “cortoplacista” que fue el determinante del abandono de las previsiones de mediano y largo plazo para prestar mayor atención a la corrección de los desequilibrios y particularmente a combatir la inflación, antes que a crecer e impulsar el desarrollo. En estas circunstancias, la acumulación de la “deuda social” no es más que el resultado del fracaso permanente de las políticas orientadas a regular los desequilibrios internos y externos, en un contexto en el que la escasez de divisas y el exagerado peso del servicio de la deuda sobre las finanzas públicas, debilitó considerablemente la capacidad de la acción estatal.

Ahora bien, si se analiza la evolución de la economía colombiana en la década de los 80, en el contexto de América Latina, es posible concluir que nuestro país ha presentado un conjunto de resultados favorables en el balance macroeconómico, que le han permitido afrontar con mayor holgura el difícil trance de la llamada “década perdida”.

Esta evolución ha sido el resultado de varias circunstancias que hicieron posible un mejor desempeño de la economía colombiana en la década de los 80:

a) Una política macroeconómica caracterizada a lo largo de la década por un manejo gradual y pragmático, sin apego a posiciones doctrinales extremas, que ha permitido configurar un modelo de política económica con alguna estabilidad en el tiempo, aún a pesar de la sucesión de gobiernos de distinta orientación política137;

b) Un menor peso de las empresas estatales en el conjunto de la economía con respecto a otros países de América Latina, atenuando así el impacto de su actividad sobre el déficit fiscal y el desequilibrio externo, aspectos que han sido la constante para explicar la actual crisis de orientación del Estado en el resto de la región, y

c) Una relativa estabilidad de la participación del gasto social dentro del gasto total a lo largo de la década, reflejando así la prioridad que, por lo menos en el campo de las formulaciones, le han asignado los distintos planes de desarrollo. De esta manera, Colombia pudo evitar parte de los costos del proceso de ajuste en que han incurrido otros países latinoamericanos, aumentando así la viabilidad política del manejo de su esquema macroeconómico138.

Una caracterización global de la política macroeconómica a lo largo de estos años, contribuirá a la confirmación de estas hipótesis:

A. Caracterización global de la política macroeconómica

El comienzo de la década de los años ochenta marcó para Colombia el inicio de una fase recesiva de su economía, en el contexto de un período de declinamiento en su balance externo que coincidió con una fuerte caída en los precios internacionales del café y la más profunda contracción del comercio mundial desde la segunda posguerra. Los efectos negativos de esta coyuntura no se sintieron inicialmente sobre la economía, en parte por el sistema de regulación del mercado interno del grano139 y de manejo de los excedentes de la bonanza, que tradicionalmente han permitido amortiguar la consecuencia de la caída en los precios internacionales, pero también debido a la política de creciente endeudamiento que persistió durante 1978-1982, para promover la acción del gasto público, especialmente en el sector de infraestructura y estímulo de los nuevos proyectos mineros.

Entre 1980 y 1982 se produjo un deterioro de gran magnitud en el frente fiscal y de balanza de pagos como consecuencia de la concentración del gasto en el sector de infraestructura y el compromiso creciente que para las finanzas estatales representaba el pago oportuno del servicio de la deuda. En efecto, durante 1982 el déficit en cuenta corriente llegó al 10.4% del PIB y el déficit fiscal alcanzó el 7.6% del PIB.

La situación se tornó aún mis difícil en el período 1982-1983 con la explosión de la crisis del sector financiero y con la quiebra de varias de las empresas más representativas del sector industrial, en momentos en que a nivel de toda América Latina estallaba la crisis de la deuda externa con sus consecuencias inmediatas sobre los programas macroeconómicos de los países de la región.

En tal contexto de desequilibrio, el gobierno del presidente Belisario Betancur inició en 1983 un proceso de ajuste en todos los frentes de la política macroeconómica, que tenía como propósitos esenciales: la recuperación del atraso cambiario; la disminución del déficit en cuenta corriente de la balanza de pagos; la reducción del déficit fiscal; y el freno de la espiral inflacionaria.

En la secuencia del proceso, se dio prioridad a un programa global de reordenamiento de las finanzas públicas y de ajuste fiscal en los siguientes aspectos140:

a) Se buscó un mejoramiento rápido en la posición neta del gobierno central, mediante nuevos impuestos. De un lado se redujeron las exenciones del Impuesto al Valor Agregado, con lo cual este tributo adquirió especial relevancia y de otro, se constituyó una sobretasa del 8% sobre el valor CIF de un amplio grupo de importaciones;

b) Se propugnó por un período de control drástico sobre el gasto público. En primer lugar, a través de una reducción sustancial de los gastos de funcionamiento, que venían creciendo de manera desordenada desde la década de los setenta, como resultado de la ineficiencia del aparato estatal y en detrimento de otros rubros de gasto público. En segundo lugar, mediante un mayor control de las entidades del sector descentralizado, para promover la mayor racionalización de los procesos de gasto a su interior; una reorientación del gasto, dentro de límites que fueran compatibles con el propósito de preservar la participación de la inversión pública en términos del PIB; y la aplicación de medidas encaminadas a adecuar el flujo de ingresos permanentes y de gastos del sector descentralizado.

Como respuesta a la continuidad del desequilibrio en el sector externo, que se manifestaba en un creciente deterioro de las reservas internacionales, en 1984 se profundizó la política de ajuste iniciada en 1983 en razón de un reconocimiento cada vez más generalizado sobre la asociación entre el desajuste fiscal y el desajuste externo. Fue así como se inició, en el frente externo, una política que abarcó los aspectos cambiario, comercial y de capitales:

a) Se decidió acelerar el ritmo de devaluación con el fin de desmotivar la salida neta de capitales en el corto plazo y corregir el atraso cambiario mediante la recuperación de la tasa de cambio real, para situarla a los niveles de paridad alcanzados en 1975;

b) En el manejo del comercio exterior se reemplazó la política de restricciones cuantitativas desplegada en 1983, por una política de racionalización administrativa entre 1984 y 1985, especialmente a través de una medida de plazos mínimos que buscaba prolongar el período entre el momento de la aprobación de la licencia de importación y el momento del giro al exterior para su cancelación. El otro componente importante de la política comercial a partir de 1985, fue la reorientación de la política de promoción de exportaciones que desde entonces se ha concentrado en el mantenimiento de una tasa de cambio real competitiva, reduciendo el valor promedio y la dispersión del subsidio directo otorgado a las exportaciones menores, complementado con un esfuerzo por mejorar la efectividad del Plan Vallejo;

c) En lo referente a las negociaciones con la comunidad financiera internacional, la estrategia de ajuste adoptada, que contó con la monitoría del Fondo Monetario Internacional, estuvo orientada por una política de negociación en torno al manejo de la política económica, evitando la confrontación que hubiera limitado aún más el acceso del país al mercado internacional de capitales.

Finalmente, la fase de consolidación del proceso de ajuste entre 1986 y 1987 se produciría en el contexto global de un nuevo auge externo iniciado en el último trimestre de 1985 con el repunte de los precios internacionales del café. Esta bonanza cafetera, que se reflejó en el nivel de actividad económica especialmente durante 1986, le brindó un margen de maniobra importante al manejo de la política macroeconómica, en un marco de disciplina fiscal y monetaria que se venía consolidando desde 1984, y sin los impactos desestabilizadores de una apertura drástica e indiscriminada a las importaciones.

B. Evolución de los principales agregados macroeconómicos:

Un análisis comparativo de la evolución de la economía colombiana en la década del 80 (ver cuadro No. 8), en el marco de las políticas de ajuste coyuntural adoptadas con mayor o menor intensidad en todos los países de América Latina, permite concluir cómo el país ha logrado un relativo éxito en sus estrategias de estabilización:

a) El déficit fiscal se redujo paulatinamente pasando, de un 3.61% como porcentaje del PIB en el período 1980-1984, a un porcentaje de 1.82% en el período 1985-1987. Este índice se redujo en 1990 a sólo un 1% del PIB, y las proyecciones macroeconómicas para 1991 indicaban que el déficit se eliminaría como consecuencia del fuerte ajuste fiscal inducido para fortalecer el propósito de reducir la inflación durante este año;

b) Los niveles de inflación han oscilado en la mayor parte de la década entre un 22% en la primera mitad de la década y un 24% en el segundo período, siendo tolerables si se comparan con otros países del continente, aunque este factor se convirtió en la gran preocupación de los orientadores de la política económica, como consecuencia de un repunte sin precedentes del índice de precios durante los dos últimos años de la década, hasta ubicarse en una tasa del 32.3% en 1990;

CUADRO 8


TASA ANUAL PROMEDIO DE
TASA ANUAL PROMEDIO

CRECIMIENTO DEL PIB
DE INFLACION


País
1980-1984
1985-1989
1980-1984
1985-1989

Argentina
-1.22
-2.60
268.12
863.24

Brasil
2.10
4.44
125.10
514.22

Chile
0.84
5.94
22.38
20.36

Colombia
2.46
4.28
22.88
24.02

México
3.00
0.88
56.10
81.98

Perú
0.08
-0.70
68.08
878.54

Venezuela
-2.14
1.48
13.16
33.00

DEFICIT FISCAL PROMEDIO
VARIACION ANUAL PROMEDIO

GOBIERNO CENTRAL
MEDIOS DE PAGO (Ml)
País
1980-1984
1985-1987
1980-1984
1985-1987
Argentina
-7.58
-5.02
235.16
297.40

Brasil
-3.21
-12.04
89.28
289.75

Chile
0.28
-0.95
25.54
46.80

Colombia
-3.61
-1.82
22.72
30.63

México
-8.10
-10.41
41.74
70.50

Perú
-4.28
-3.83
64.28
157.93

Venezuela
-0.79
1.52
14.76
13.87



SUPERAVIT ANUAL PROMEDIO


DESEMPLEO ANUAL
EN CUENTA CORRIENTE


PROMEDIO
COMO PORCENTAJE DEL PIB
País
1980-1984
1985-1989
1980-1984
1985-1987
Argentina
3.46
6.30
-2.38
-0.51

Brasil
6.84
4.00
4.65
1.40

Chile
15.64
11.94
0.66
1.84

Colombia
10.44
12.08
-0.37
1.21

México
5.04
3.82
-1.40
-6.37

Perú
7.68
7.05
-0.69
-0.12

Venezuela
9.34
10.78
10.76
8.07

Fuente: 
Estadísticas Financieras Internacionales (FMI). Infor-

mes Anuales BID, 1989 y 1990. Balance preliminar de la economía de América Latina y el Caribe, CEPAL 1989. Cálculos del autor.

NOTA: Promedios calculados con base en la información disponible.
c) Desde 1986, los resultados del ajuste cambiario comenzaron a mostrar su efecto en la cuenta corriente de la balanza de pagos, en el contexto de una “minibonanza” cafetera y del inicio de una nueva fase de dinamismo del comercio internacional, que representó la transición de un déficit del 0.37% en promedio como porcentaje del PIB en el período 1980-1984, a un superávit del 1.21% en promedio en el período 1985-1989. De esta forma, se estimuló el crecimiento y la diversificación de las exportaciones del país, a tal punto que el café, que durante 60 años fue la principal fuente de divisas, pasó de representar el 53.5% de las exportaciones totales en 1980 al 21% de las ventas externas en 1990, en gran medida como resultado del mayor dinamismo de las exportaciones industriales y del sector minero. De hecho, estas últimas desplazaron en 1990 al café como principal renglón de exportación del país;

d) Finalmente, este esfuerzo relativamente exitoso de estabilización frente a la evolución del ciclo externo, que sigue gravitando de manera notable sobre la estructura de nuestra economía, hizo posible que el PIB del país pasara de una tasa de crecimiento promedio del 2.4% anual en el período 1980-1984, de una tasa de crecimiento promedio del 4.3% en los años 1985-1989, que se compara muy favorablemente con el promedio latinoamericano.

C. El impacto económico del narcotráfico

Con frecuencia se oye a observadores extranjeros comentar que la prosperidad relativa de la economía colombiana en la década de los 80, se originó en forma casi exclusiva en la bonanza generada por el tráfico con estupefacientes desestimando otras fuentes de estabilización y crecimiento como las que hemos señalado. Es evidente que el desconocimiento de la actividad de la droga por parte de estos analistas, ha llevado a una enorme exageración de las cifras. Así, por ejemplo, en prestigiosas revistas de los Estados Unidos, se hace referencia a un mercado de cocaína de US$150.000 millones, cifra que corresponde a la totalidad de los ingresos por los 6 millones de adictos a la cocaína y supera ampliamente el valor agregado de los países productores.

Por su parte, los cálculos más recientes hechos en Colombia, señalan que la participación del país en la actividad de la cocaína oscila entre US$1.500 millones y US$4.000 millones, de los cuales ingresan en forma efectiva entre US$900 millones y US$1.300 millones141.

El impacto macroeconómico de estos ingresos presenta resultados disímiles. No hay duda de que los ingresos de la droga tienen efectos multiplicadores significativos sobre el consumo, si tenemos en cuenta que, según estos estimativos, la demanda originada por la droga representa aproximadamente el 15% del Producto Interno Bruto de la economía nacional. De hecho, la reactivación económica de los años 1986 y 1987 coincidió también con un aumento de los ingresos al país por concepto de las divisas provenientes del narcotráfico. No obstante en la medida que los recursos provenientes de esta actividad generalmente se comprometen en la adquisición de propiedades existentes, con ánimo especulativo antes que productivo, el efecto final sobre la inversión ha resultado ser muy reducido. Así, el narcotráfico fue uno de los factores que contribuyó al proceso de “Desindustrialización relativa” de los últimos 15 años al que hemos venido aludiendo, debido fundamentalmente a la orientación de sus ingresos hacia la compra de bienes de contrabando, la subfacturación de importaciones, el turismo al exterior y la fuga de capitales, actividades que no contribuyen al desarrollo eco-nómico nacional142.

Al hacer el balance de los costos y beneficios que para Colombia ha representado la actividad del narcotráfico, los diversos estudios parecen coincidir en un efecto neto negativo sobre la actividad económica legal durante la década de los años ochenta143. Esta situación se vio agravada en los últimos 3 años con los costos económicos y fiscales en que debió incurrir el país para enfrentar las secuelas de destrucción y violencia que representó la aparición del “Narcoterrorismo”.

D. Las limitaciones de un enfoque coyuntural:

Los logros alcanzados por la política macroeconómica en la década de los 80 no ocultan, sin embargo, las limitaciones que, ante la ausencia de una concepción de desarrollo de largo plazo, se reproducen permanentemente sobre la estructura económica y social del país.

1. Inversión y empleo

Una consecuencia inevitable de cualquier proceso de ajuste como el que se llevó a cabo en Colombia es el aumento del desempleo. Era previsible esperar que concluida la fase de ajuste fiscal y externo, el empleo reaccionara con el mayor crecimiento de la actividad económica entre 1985 y 1988, pero la verdad es que la tasa promedio de desocupados pasó de un 10.4% en promedio en el período 1980-1984 a una tasa del 12.08% en el período 1985-1989, dejando en esta materia un balance desfavorable cuando se compara con otros países de América Latina. Esta tendencia coincidió con las limitaciones de las medidas de ajuste coyuntural para avanzar hacia niveles de ahorro interno e inversión que permitieran una recuperación más dinámica de la economía. Al finalizar la década del 80, la inversión continuó presentando bajos niveles en comparación con el patrón internacional. Así por ejemplo, esta variable representaba en 1989 el 16.4% del PIB, mientras que en países de ingreso medio la inversión en ese período fue del 23.3%144. Esto significa, que el país aún no ha logrado inducir un ahorro suficientemente alto como para ofrecer alternativas de fondo en la solución del problema del desempleo, no obstante haber disfrutado de una transferencia positiva de ahorro de ahorro externo durante todos estos años.

2. La deuda externa

La política exitosa de ajuste en el sector externo permitió al finalizar la década un importante repunte de las reservas internacionales, que auguraron en el corto plazo una situación favorable en materia cambiaria. Sin embargo, el manejo del endeudamiento externo, caracterizado por el cumplimiento a toda costa de las obligaciones externas, ha llevado al país a destinar un volumen creciente de sus ingresos por exportaciones al pago de su servicio (ver cuadro No. 9), limitando de esta forma las posibilidades de financiar el desarrollo del país y sin que esta política de buen cliente le haya significado un trato preferencial en la negociación de nuevos créditos por parte de los acreedores internacionales.

CUADRO 9

DEUDA EXTERNA
Miles US$

Años
Deuda total
Coeficiente

(2)
de servicio




de la deuda (1) 
Deuda/PIB

1980
6.457
14.22 
19.3


1981
8.518
23.38
23.3


1982
10.269
33.13
26.4


1983
11.458
36.72
29.3


1984
12.350
40.49
32.3


1985
14.063
45.53
40.3


1986
14.967
39.88
42.8


1987
15.663
64.11
43.1


1988
16.434
67.68
47.0


1989
16.249
62.83
46.2


1990e
16.929
45.15
46.9

Fuente: Banco de la República. Cálculos de autor.

1. Servicio de la deuda pública / Exportaciones.

2. Deuda pública y privada.
La pesada carga del pago de la deuda pública externa en Colombia incide de una manera cada vez más notable en la reducción del margen de maniobra con que cuenta el país para inducir el crecimiento de su economía. Tanto los pagos de intereses como las amortizaciones han venido en aumento: los primeros representaban en 1980 apenas 1.2% del PIB y en 1988 fueron 3.0%, mientras que las amortizaciones constituían 0.6% del PIB a comienzos de la década y en 1988 ascendieron a 4.0%. Visto de otra manera, el pago del servicio de la deuda pública externa fue, a finales de los 80, similar en su magnitud a la inversión pública y equivalente a casi la mitad del total de los ingresos tributarios, en tanto que durante los 70 fue una carga comparativamente insignificante145.

3. Los indicadores de calidad de vida

De otro lado, los logros en materia de crecimiento y estabilización de la economía en la década de los 80, aún distan mucho de haber resuelto el problema de la “deuda social”, cuyo “monto” aún conserva altos niveles al hacer un análisis comparativo con otros países de América Latina. 

Estudios recientes, que utilizan indicadores globales para cuantificar el grado de desarrollo social alcanzado en los últimos 40 años, muestran el progreso que ha hecho el país en materia de satisfacción de las necesidades básicas146 y de distribución del ingreso147. Sin embargo, cuando se examina la composición y localización de los beneficios del desarrollo económico, sigue siendo evidente su concentración en unas pocas regiones, en algunas actividades económicas y en algunos grupos sociales. Entre tanto, vastas regiones del país y amplios grupos sociales han sido excluidos de los beneficios obtenidos. 

En efecto, un segmento apreciable de los 32.900.000 habitantes que conforman la población colombiana se encuentra en estado de marginalidad y sin los recursos necesarios para satisfacer las necesidades mínimas esenciales:

El 45% de los colombianos no cuenta con los ingresos necesarios para satisfacer las necesidades más elementales y el 18% no alcanza a cubrir con sus ingresos las necesidades nutricionales mínimas. Cerca del 60% de la población rural y aproximadamente el 30% de la urbana, se encuentran en situación de pobreza extrema, mientras el 76% de los habitantes de los municipios de menos de cien mil habitantes tiene insatisfechas sus necesidades básicas148.

La insuficiencia del modelo de crecimiento adoptado, se hace vidente cuando sólo el 60% de los colombianos tiene acceso a algún sistema de agua potable y sólo el 40% tiene algún sistema de alcantarillado y disposición de aguas residuales; y, más aún, cuando el 35% de la población está ausente de los servicios de salud y más de 2 millones de personas continúan en condiciones de analfabetismo149.

4. El deterioro de la convivencia social

Aunque las principales causas de la violencia que han caracterizado la vida social del país durante la última década y más específicamente desde 1984, no parecen ser únicamente el resultado del modelo de desarrollo económico150, éste sí explica, en gran medida, el origen de algunos conflictos específicos, especialmente de aquellos que han surgido como consecuencia de los desequilibrios regionales y sociales  que ha ocasionado la ausencia del Estado en vastas zonas del país y los crecientes fenómenos de marginalidad que el modelo de acumulación industrial generó en las grandes ciudades del país.

El aplazamiento de las decisiones para hacer posible una mayor redistribución del ingreso, las deficiencias o carencias de servicios públicos en algunas regiones del país y la ausencia de canales más amplios de participación popular, dieron origen en la década de los sesenta a la insurgencia de grupos guerrilleros, con cierta base social en sus comienzos, pero que hoy se han convertido en opciones terroristas con un aislamiento absoluto de las expectativas nacionales.

De otro lado, el inusitado auge del narcotráfico en la década del 70, no sólo constituye una nueva dinámica de acumulación que se sustentó  sobre la base del creciente mercado de la droga en las calles de los Estados Unidos, sino que además significó la consolidación de un poder privado paralelo al Estado, que al amparo de una “subcultura de la ilegalidad”, ha generado la corrupción al interior de los más diversos estamentos de la sociedad y estimulado el “empleo” de grupos de criminales (como los denominados sicarios) que dirigen sus acciones hacia quienes consideran como enemigos de los narcotraficantes (líderes sindicales, dirigentes políticos, o simplemente competidores comerciales), dando lugar a una “guerra sucia” que se agudizó desde mediados de los años 80.

El resultado de todo este proceso ha sido la pérdida invaluable de miles de compatriotas, entre quienes se destacaron dirigentes de todos los matices, miembros de una generación que propugna por cambios en las costumbres políticas del país. Por esta vía se entronizó en el país una “cultura de la intolerancia” en que las diferencias de opinión entre grupos o individuos se resuelven mediante el recurso de la violencia con un total irrespeto por la vida humana, todo lo anterior en medio de la más profunda crisis de la administración de justicia, generalización de la impunidad y proliferación de la justicia privada.

III. ¿Hacia un nuevo modelo de desarrollo?

El desempeño de la política macroeconómica durante la década de los ochenta permitió, sin duda, estabilizar la economía del país. Sin embargo, los resultados del modelo, en su conjunto, no han sido los esperados en materia de crecimiento, modernización industrial y desarrollo social, como lo indica el proceso descrito hasta 1990.

La economía se enfrenta en la actualidad a dos escenarios que están exigiendo decisiones sobre el desarrollo de largo plazo para Colombia: un escenario interno, caracterizado por un cierto estancamiento, con tasas de crecimiento del PIB inferiores al 5% y una notable caída al 0.6% anual promedio en la productividad de las actividades urbanas en la década de los ochenta; y un escenario externo, caracterizado por acelerados cambios en el ámbito internacional, que se vienen expresando en veloces procesos de internacionalización y globalización de la economía mundial, con base en la innovación tecnológica, el conocimiento y la conformación de bloques económicos.

En este contexto, el diagnóstico gubernamental se ha concentrado, desde finales de la administración del presidente Virgilio Barco, en la necesidad de adelantar un proceso de ajuste estructural de la economía nacional para adecuarla a las nuevas realidades del mercado internacional adoptando una estrategia de economía abierta que busca la modernización e internacionalización de la estructura productiva nacional con base en una política de promoción del sector externo, como motor del crecimiento económico en los próximos años.

Esta estrategia de crecimiento tiene como soporte fundamental, la modernización del aparato industrial, a través de un proceso gradual de liberación del comercio; la eliminación de los sesgos antiexportadores existentes; la ampliación y fortalecimiento del sector financiero; y la adecuación de la estructura institucional en los campos de comercio exterior, laboral, tributario, financiero y cambiario, de tal forma que faciliten la modernización industrial y estimulen el desarrollo de la actividad exportadora.

A. La nueva estrategia de crecimiento

La política de apertura de la economía colombiana, en ejecución desde comienzos de 1990, se diferencia sustancialmente de los procesos de liberación comercial que en su momento obedecieron a objetivos de corto plazo, dependiendo especialmente de la disponibilidad de divisas o de los objetivos de control inflacionario. Los lineamientos del actual programa económico se enmarcan en una visión más amplia en la cual las transformaciones de política comercial no constituyen un objetivo aislado, sino que hacen parte de un conjunto de políticas para promover el crecimiento a tasas mayores a las que ha obtenido el país en los últimos años.

Las grandes líneas en las cuales se han venido ejecutando las medidas comprenden cuatro frentes a saber:

1. Liberación del comercio exterior: 

Las transformaciones en la política comercial buscan eliminar las barreras al comercio exterior; inducir una mayor competitividad de la industria; y facilitar un flujo más ágil de materias primas y de insumos industriales. Con tales propósitos, se ha venido adelantando una reforma gradual del régimen de licencias de importación y una reforma arancelaria orientada a reducir la dispersión de las tarifas y racionalizar la protección otorgada.

En este frente, la liberación de importaciones adelantada durante 1990, ha sido el más rápido proceso de apertura de importaciones que se ha realizado en Colombia (ver gráfico No. 3). Es así, como entre febrero y noviembre de 1990, el porcentaje de importaciones sometidas al régimen de libre importación pasó del 38.9 al 97% del universo arancelario. En el mismo período, los niveles arancelarios han sido sustancialmente reducidos, de 22 a 9 niveles; se rebajaron los aranceles, fundamentalmente para bienes de capital e insumos para la producción nacional; se liberó la importación de un alto porcentaje de maquinaria usada y se redujo la sobretasa a las importaciones del 18 al 13%. El arancel promedio se sitúa hoy en 33.7%151 y la protección efectiva que recibe la producción nacional, se mantiene en niveles del 50% en promedio.

 Se ha establecido un cronograma, en virtud del cual se adelantará la reducción de los aranceles y de la sobretasa en el período 1991-1994. La meta fijada para diciembre de 1994 consiste en que el gravamen consolidado promedio de arancel más sobretasa, que hoy se encuentra en el 34.6% nominal, llegue a un nivel promedio del 13%, con 4 niveles arancelarios al final de la administración del presidente César Gaviria.

Adicionalmente, los productos agropecuarios que estaban bajo licencia previa, podrán ingresar al país a partir del lº de julio de 1991, pero sometidos a la “franja de precios” que es un mecanismo de aranceles flexibles152. Esto situará en régimen de libre importación el 99% del régimen arancelario.

2. Marco institucional de políticas para el comercio exterior

En este campo las medidas se orientan a racionalizar la estructura institucional del control a las importaciones y a generar condiciones más propicias para el desarrollo exportador. Las acciones comprendidas son, entre otras, la modernización, sistematización y fortalecimiento de la aduana; la regionalización y simplificación del Plan Vallejo; la eliminación del control previo a las exportaciones por parte del Incomex; el traslado a la Aduana del control de las exportaciones; y la adopción de un Estatuto Antidumping, que evita la filtración de mecanismos de competencia desleal a la producción nacional, al amparo del proceso de liberación del comercio exterior.

Cabe destacar, además, la promulgación de la Ley Marco de Comercio Exterior, que establece las normas generales a las cuales se debe acoger el Gobierno para regular el comercio exterior del país, creando el Ministerio de Comercio Exterior, el Consejo Superior de Comercio Exterior, y transformando el Fondo de Promoción de Exportaciones “Proexpo” en un Banco de Comercio Exterior; y finalmente, la adopción de un nuevo estatuto cambiario que implicó la liberación y descentralización del mercado de divisas, la legalización de las casas de cambio y la desregulación del comercio de oro. 

3. Fortalecimiento de la inversión y capitalización empresarial

En este campo se han tomado medidas en materia tributaria, laboral y financiera orientadas a facilitar la restructuración industrial y crear mecanismos para ampliar la inversión.

El fortalecimiento del sistema financiera, que resulta marco obligado para cumplir las metas de modernización industrial; se está ejecutando a través de la ampliación de líneas de crédito, con recursos extremos que serán canalizados a través del Banco de la República; el establecimiento de un régimen de emisión de bonos para extender las posibilidades de capitalización a la pequeña y mediana industria la iniciación de un proceso de desmonte de las inversiones forzosas de los intermediarios financieros; la vinculación a los mercados de valores, a bancos y corporaciones financieras, dando comienzo al desarrollo de una banca múltiple; la adopción de un nuevo estatuto en materia de inversión extranjera, que amplía las posibilidades de acción conjunta con el capital foráneo en todos los sectores de la economía; la reforma financiera, que permite una mayor competencia entre los intermediarios financieros, autoriza la creación de filiales en el extranjero y permite inversión extranjera en el sector, fortaleciendo el sistema para que pueda atender adecuadamente las necesidades de recursos del proceso de apertura.

La reconversión industrial, que es uno de los propósitos esenciales del programa económico, se viene impulsando a través de algunas medidas, entre las cuales cabe destacar: la realización de diagnósticos y estudios de las necesidades de reestructuración en sectores claves de la industria como el automotriz, cuero y calzado, textiles, hierro y acero, y alimentos; la contratación de recursos externos para fortalecer en los próximos 4 años el programa de reconversión de la base productiva; el cambio en la política de ciencia y tecnología con la incorporación del Instituto Nacional de Ciencias “Colciencias” al Departamento Nacional de Planeación y; la reforma laboral, que elimina la retroactividad de las cesantías, crea los fondos encargados de su manejo y flexibiliza las normas de contratación, con el fin de promover la inversión de la generación de empleo.

4. Modernización de la infraestructura y el transporte

En esta materia se han tomado algunas decisiones de importancia como la adopción de un nuevo estatuto para el manejo de los puertos, estableciendo su descentralización; la liquidación de la Empresa Puertos de Colombia, “Colpuertos” y la constitución de nuevas sociedades portuarias con participación del sector privado; la restructuración de los ferrocarriles nacionales con participación de capital privado en la nueva sociedad de transporte férreo; y el establecimiento de una política de cielos abiertos en materia de transporte de carga que permite la operación de compañías extranjeras.

Todo lo anterior, se adelanta en un marco de desregulación de la economía bajo la concepción de que es necesario “permitir una mayor transparencia de las señales del mercado para eliminar las distorsiones existentes en la fijación de precios y asignación de recursos, estableciendo de esta manera una mayor libertad en el mercado de bienes y de capitales, a través de la apertura de la economía en todos sus frentes”.

Se puede discutir sobre la validez de los supuestos y en torno a las limitaciones que presenta la actual estrategia como un modelo integral de desarrollo para el país, pero del proceso descrito sí es posible concluir que éste no ha significado simplemente una liberación de importaciones, ni tiene un enfoque unidimensional, pues la estrategia contempla acciones en varios campos, con criterio de gradualidad, evitando los tratamientos de choque que tanto traumatismo han causado en otras economías de la región.

B. La Apertura: Un nuevo escenario de crecimiento para el país

El desarrollo económico y social de Colombia en los próximos treinta años dependerá, en gran medida, de las transformaciones que ocurran en su sector externo. Esta es la principal conclusión a la cual han Llegado los, distintos grupos que participaron en el Proyecto Colombia Siglo XXI153. Y aunque ciertamente no parece existir consenso acerca del despegue de las principales variables macroeconómicas en la primera fase del proceso (1990-1994)154, las proyecciones realizadas en el marco de Colombia Siglo XXI, permiten captar la madurez de las decisiones que se adoptarán durante la primera mitad de la década, con previsión de escenarios tendenciales hacia el final de la presente centuria.

Para contrastar sus hipótesis, el proyecto contempla varias opciones de política macroeconómica155: una denominada de “Inercia”, en la cual se mantienen las tendencias registradas en los últimos años; otra en la cual no se modifica en ninguno de sus aspectos el régimen de comercio exterior y se mantiene en su nivel de fines de 1989, denominada opción de “Encierro”; y otra que se denomina opción de “Apertura”. Las tres opciones se analizan en dos escenarios: uno de comportamiento “optimista” de la economía mundial, y otro de comportamiento “pesimista”. Las simulaciones, bajo estas opciones y escenarios, se presentan en el cuadro No. 10. 

Ha sido tradicional que cuando las condiciones de la economía internacional son “optimistas”, Colombia adquiere una mayor flexibilidad para la definición de su política económica. En esta hipótesis, el promedio de crecimiento que resulta de las condiciones de “apertura” y de “ encierro” son similares. Estas cifras promedio no reflejan sin embargo, el hecho de que al final del período la tasa de crecimiento del PIB sería del 6.6% anual en la alternativa de “encierro” y 8.0% anual en la de “apertura” (ver gráfico No. 4). El resultado del modelo es, por consiguiente, que el ritmo de crecimiento probable en el primer decenio del Siglo XXI podría registrar tasas mucho más favorables en la alternativa de apertura. 

En la hipótesis de un comportamiento “pesimista” de la economía mundial los resultados de las políticas de “apertura” o “encierro” son bien interesantes de analizar. En este escenario, las tasas de crecimiento del PBI en las opciones señaladas serían prácticamente iguales. Aún más, durante los primeros años, la tasa de crecimiento sería más alta en la alternativa de “encierro”. Sin embargo, al promediar la década del 90, la tasa de crecimiento con encierro sería del 4.5% anual, mientras que con la opción de apertura la economía empezaría a crecer a una tasa del 5%.

Esta tasa de crecimiento ligeramente superior en la opción de apertura, bajo condiciones de pesimismo respecto de la evolución de la economía mundial, no parecería una razón de peso para enfatizar en la bondad de adoptar una política de internacionalización de la economía. Pero cuando se observan los niveles de déficit en la balanza de cuenta corriente, se puede verificar que el nivel de financiamiento externo requerido en la alternativa de “encierro” asciende al 5.5% del PIB, cifra que implicaría una crisis cambiaria sin precedentes en la historia económica reciente, y que haría retomar al país a una brecha externa que se había constituido por muchos años en el gran obstáculo del desarrollo nacional.

Teniendo en cuenta que la alternativa de “encierro” traería como consecuencia una crisis cambiaria de tal magnitud, el proyecto Colombia Siglo XXI realizó una proyección en la que se tomó como variable exógena la restricción del financiamiento externo.

CUADRO 10

CRECIMIENTO Y CAMBIO ESTRUCTURAL 
EN COLOMBIA 
 
Optimista 
Pesimista

Apertura
 Encierro 
Inercia 
Apertura 
 Encierro 
Inercia 
Crisis
 Tasas de crecimiento (%)

 Consumo privado 
5.90 
5.90 
4.60 
3.60 
4.00 
3.30 
1.30

 Consumo del gobierno
6.20 
5.90 
4.60 
3.80 
4.00 
3.40
1.50

 Inversión 
9.80 
8.10 
4.30 
5.90 
6.10 
4.30 
0.40

 Exportaciones 
8.00 
6.30 
6.30 
5.10 
2.60 
2.60 
2.60

 Importaciones 
8.50 
6.70 
4.80 
5.40 
4.70 
3.70 
0.90

 Producto interno bruto 
6.80 
6.30 
4.80 
4.10 
4.20 
3.40 
1.30

 Composición del PIB

 Consumo privado 
62.0 
64.7 
65.9 
64.4 
66.6 
67.3 
67.6

 Consumo del gobierno 
10.8 
11.1 
11.3 
11.1 
11.4 
11.5 
11.8

 Inversión 
24.9 
22.0 
17.4 
22.0 
22.4 
20.1 
15.1

 Exportaciones 
17.3 
15.3 
17.9 
17.0 
12.9 
14.0 
17.6

 Importaciones 
15.0 
13.1 
12.5 
14.4 
13.2 
12.9 
12.1

 Balanza comercial 
2.3 
2.2 
5.4 
2.6 
-0.3 
1.1 
5.5

 Balanza en cuenta corriente 
-2.1 
-2.6 
-0.6 
-1.6 
-5.5 
-4.2 
-0.3
Fuente: Caballero Argáez, Carlos y Ramírez, Manuel, Crecimiento 

económico y cambio estructural en Colombia. En: Proyecto 

Colombia Siglo XXI.
Los resultados de las simulaciones bajo esta nueva opción que adquiriría la característica de opción de “crisis” (ver nuevamente cuadro No. 10), señalan la enorme sensibilidad de la economía al comportamiento de las variables externas y, en especial, al impacto tremendo que una coyuntura de crisis cambiaria tendría sobre la economía ante un déficit en cuenta corriente imposible de financiar. De llegarse a esta situación por la vía de “encierro”, en un escenario pesimista de la economía mundial, la expansión anual promedio del PIB caería durante la década al 1.3% (ver gráfico No. 5), es decir, a un ritmo inferior al crecimiento de la población, con el consecuente impacto en términos de inversión, la cual descendería a un nivel precario del 15% del PIB en el años 2000 (cuando el proyecto calcula como normal una tasa del 25% del PIB en ese año) y en una reducción del porcentaje de importaciones, ocasionado por la escasez de divisas.

En estas condiciones, las conclusiones del proyecto Colombia Siglo XXI, parecen evidenciar que, en el caso de que se presente un escenario pesimista a nivel internacional como el que eventualmente se puede configurar por los efectos recesivos del conflicto en el Golfo Pérsico, o por las dificultades que en la actualidad atraviesa la economía norteamericana, la alternativa de “encierro” no resultaría viable, sino sobre la base de una drástica desaceleración en el crecimiento de la producción o de una restructuración de la deuda, con todas sus consecuencias en términos de financiación externa y crecimiento económico. Por el contrario, los resultados del ejercicio confirman la pertinencia de la tendencia actual, de un viraje gradual pero persistente hacia una mayor internacionalización de la economía.

IV. Apertura con equidad: el reto de la economía colombiana  en la década de los años noventa

El análisis precedente de la estructura económica colombia​na, especialmente a partir de 1975, deja entrever las limitaciones de un modelo que si bien le ha permitido crecer al país, en medio de un panorama latinoamericano poco satisfactorio, no ha hecho posible la transición hacia un modelo de desarrollo de largo plazo, estable y autosostenido. 

De los lineamientos generales del proceso de “ajuste estructural” iniciado en el marco de la apertura económica en Colombia, queda como evidencia la intención de propiciar un nuevo escenario de creci​miento económico, pero aún no es clara la voluntad de recuperar un horizonte de desarrollo de largo plazo, en el cual se vinculen de manera expresa las nuevas realidades económicas con las transformaciones políticas y sociales que están ocurriendo en el país y que son condición complementaria de una etapa de transformación productiva con equidad. Provocar esta inflexión en el devenir histórico de la nación, supone importantes definiciones en tres grandes temas del futuro inmediato: 1) Un Estado moderno y eficiente; 2) Una nueva estrategia de crecimiento redistributivo, y 3) El afianzamiento de la democratización política.

A. Condiciones de un estado moderno

La caracterización de Colombia como un país extremadamente estatizado no corresponde a la realidad. La dimensión del Estado colombiano, en términos de la participación del consume público en el PIB156 está muy cerca del promedio latinoamericano, y aún por debajo de economías como las de Uruguay, El Salvador, Honduras, Costa Rica y Panamá que se caracterizan por un desarrollo relativo menor al alcanzado por nuestro país (ver cuadro No. 11). De hecho, el Estado colombiano es más bien pequeño, si se evalúan las deficiencias ya señaladas en materia de acceso generalizado al saneamiento básico, a la educación, a la salud, y a servicios tan vitales como la seguridad ciudadana y la administración de justicia.

La discusión, por tanto, no debe girar en torno al tamaño del Estado, sino alrededor de la racionalidad de sus acciones, de la eficiencia en el cumplimiento de las funciones que le son propias y del nuevo tipo de intervención estatal que es necesario promover para hacer compatibles los propósitos de crecimiento y distribución del ingreso en un Marco de internacionalización de la economía. 

CUADRO 11

PARTICIPACION DEL CONSUMO 
PUBLICO EN EL PIB (%)

AMERICA LATINA 
País
1984
1986
1988

% 
% 
%

Paraguay
 8
7
6

Guatemala
8
7
8

Bolivia
11
10
20

República Dominicana
8
8
6

Brasil
9
–
12

México
10
10
10

Ecuador
12
12
11

Colombia
11
12
11

Argentina
–
12
11

Uruguay
12
14
13

El Salvador
14
14
13

Venezuela
15
13
10

Honduras
15
–
17

Perú
12
11
8

Chile
14
13
11

Costarrica
16
17
15

Panamá
19
22
–

Nicaragua
35
4.5
–

Promedio
13.5
11.6
11.3

Fuente: 
Banco Mundial. Informes sobre el desarrollo mundial 

1985-87-90.
1. Eficiencia de la función pública 

El Estado colombiano no esta cumpliendo sus objetivos centrales de desarrollo integral y de justicia social porque su excesivo centralismo, su desbordado formalismo y la ausencia de criterios adecuados en su intervención, han conformado un marco de paternalismo e ineficiencia que le impide cumplir sus finalidades básicas y que, en cambio, obstaculiza y retrasa la acción del resto de la sociedad. 

Las funciones del sector público en Colombia, en muy buena parte, se han limitado a la expedición de normas jurídicas que se consignan en leyes, códigos, decretos, que constantemente se adicionan, se corrigen y complementan, hasta conforman nuestra prolija legislación, que ha llegado a ser tan abundante, confusa y compleja que permanentemente requiere de aclaraciones e interpretaciones.

La consecuencia de este esquema, es que mientras el Estado dilapida su tiempo y sus recursos ejerciendo una labor policiva sin criterio, la economía en varios frentes importantes queda al vaivén de las fuerzas de un mercado imperfecto, que avanza sin control y muchas veces con graves consecuencias sociales, por la falta de regulación, aquí sí necesaria y efectiva por parte del Estado.

Muchos ejemplos pueden citarse en torno a las afirmaciones anteriores. Pero en general, la existencia del sector informal que represente en nuestro país más del 50% del empleo urbano, el hecho de que el 60% de los negocios de las grandes ciudades permanezca sin la licencia de funcionamiento requerida, el creciente contrabando y la evasión fiscal, entre otros, son síntomas claros de que amplios grupos sociales están por fuera de las leyes de ordenamiento urbano, fiscal, laboral y de comercio exterior.

Un esfuerzo de redimensionamiento del Estado para que afronte con eficiencia su objetivo primario de orientar el desarrollo económico y social del país, exige decisiones en tres campos básicos:

a) Desformalización y simplificación, constituyen premisa fundamental para facilitar la gestión administrativa mediante programas específicos de agilidad en los trámites, eliminación de pasos inútiles y disminución de controles innecesarios. Un esfuerzo importante es esta dirección ya fue realizado en 1996, cuando el sector privado y el gobierno concertaron alrededor de 100 aspectos básicos de agilización en procesos administrativos, en los cuales se concentraban la “tramitología y la corrupción oficial”. Sin embargo, los alcances se fueron desdibujando en gran medida como resultado de las presiones burocráticas y la ausencia de una voluntad política al más alto nivel de la administración estatal para persistir en el seguimiento de los logros obtenidos157;

b) Desincorporación de empresas y entidades nacionales que no están cumpliendo una función real frente a las comunidades. Ello conduciría, en la práctica, a la supresión, fusión o delegación a los municipios y regiones, de un importante número de entes oficiales de acuerdo con los niveles en los cuales se haga más eficiente el desempeño de sus funciones. Esta es una tendencia que empieza a generalizarse en América Latina y que en nuestro país apenas comienza a estudiarse, sin que aún existan decisiones de fondo para agilizar el proceso;

c) Descentralización. De vital importancia en el propósito de redimensionar las funciones del Estado, es la profundización del actual esquema de descentralización política y administrativa que se ha venido impulsando en el país y que, partiendo de la elección popular de alcaldes en vigencia desde 1986, avanza en el fortalecimiento de la capacidad de autogestión por parte de los municipios. Este propósito hace parte integral de la construcción de un nuevo modelo de democracia, que se abre paso en el país, y que busca ampliar los canales de participación y representación popular, mediante una serie de instituciones que crean espacios para la presencia de la comunidad en la planeación y administración de los 1.020 municipios que conforman la geografía nacional.

2. Racionalidad de la acción estatal

Provocar la reestructuración de sus funciones, es el gran viraje que tendrá que dar el Estado en nuestro país para darle mayor contenido social a la inversión pública, hacer buen uso de los dineros de los contribuyentes y garantizar un ciclo largo de desarrollo económico para Colombia en el horizonte del próximo siglo.

Esta tarea cobra aún mas urgencia en el contexto de las tendencias planteadas por el Proyecto Colombia Siglo XXI. 


En efecto, la población colombiana aumentará en más de 24 millones de personas en los próximos 35 años, hasta alcanzar los 54.000.000 de habitantes en el año 2.025. Al mismo tiempo, se incrementarán las necesidades en materia de salud y de educación, lo que demandara la realización de mayores esfuerzos para mejorar su calidad y cobertura. De la misma forma, la dotación de servicios básicos y otros elementos esenciales de calidad de vida, adquirirá en el futuro una importancia vital, y exigirá un Estado con capacidad renovada de intervención, en un marco de racionalización de sus acciones que evite el sobredimensionamiento en unos aspectos del desarrollo y la insuficiencia en otros.

 La experiencia colombiana, similar a la de otros países latinoamericanos, está demostrando que la falta de racionalidad de la acción estatal se hace evidente en la existencia de una situación contradictoria: mientras el Estado hace excesiva su presencia en unos sectores, brilla por su ausencia en otros, produciendo de esta manera desajustes económicos y sociales que se sienten especialmente en los sectores populares.

En este contexto adquiere sentido la alternativa de una mayor presencia de la sociedad civil en actividades y servicios que estando en manos del Estado presentan problemas de cobertura o de conducción ineficiente. En consecuencia, la estrategia de la privatización debe ser concebida, no simplemente como un mecanismo de desmonte o reduc​ción del papel del Estado o como la panacea para resolver los déficit públicos, sino como un instrumento para promover la racionalización y eficiencia de la acción estatal158.

No obstante, las tendencias actuales de la privatización en Colombia se desarrollan en un ámbito diferente al de otras economías latinoamericanas, en las cuales el proceso ha venido avanzando como una estrategia para solucionar la crisis financiera del Estado, con la liquidación de activos públicos y la transferencia de empresas, tal como ocurre en Argentina, Brasil y México. En nuestro país, donde el peso relativo de las empresas estatales es menos significativo que en otras economías de la región, las decisiones deben responder más que a un programa de desmonte de las empresas estatales, a la necesidad de hacer más eficiente el uso de los recursos públicos, buscando aumentar su presencia allí donde es más urgente su intervención y, al mismo tiempo, transfiriendo al sector privado aquellas actividades en las cuales el Estado ya cumplió con su función inicial de promoción, o que están en más directa relación con las funciones de los particulares. De hecho, a esta tendencia empieza a vincularse el país recientemente con las transferencias de empresas del Instituto de Fomento Industrial, la reprivatización de la banca y la privatización de los hoteles de la Corporación Nacional de Turismo.

En esta perspectiva la discusión sobre la privatización en Colombia parece concentrarse en la mejor forma de gestión alrededor de la provisión de los servicios públicos. No en vano el ex presidente Alfonso López Michelsen ha expresado que la estabilidad democrática depende, en gran medida, de la fluidez y eficacia con que el Estado atienda en el futuro la prestación de los servicios públicos fundamentales.

Así, en aquellos servicios que constituyen la razón esencial de la existencia del Estado, se abre un amplio consenso en el sentido de que son servicios que no pueden ser objeto de privatización. En esta órbita están la defensa, la justicia, y la seguridad ciudadana. Pero en aquellas actividades donde es factible y deseable que la presencia del sector privado contribuya a ampliar la cobertura y a mejorar la eficiencia en la operación y prestación de los servicios, surgen cuatro tendencias que se van marcando hacia el futuro:

—Los sectores que históricamente se han constituido como un monopolio natural o que presentan condiciones de economías de escala o indivisibilidades de producción, es muy probable que continúen en manos del Estado en el curso de la presente década, tal como se tiene previsto en la actualidad para servicios como el acueducto, la energía y la telefonía básica. Pero a medida que el cambio tecnológico vaya haciendo posible la producción en menor escala, entonces será inevitable la desregulación del monopolio estatal, para permitir una mayor competencia del sector privado en la provisión de servicios específicos.

—Existen otros campos donde la presencia del sector privado es amplia como consecuencia de vacíos de la acción estatal que han empezado a ser cubiertos por los particulares. Tal es el caso de la educación, la salud y el transporte sectores en los cuales la tendencia hacia la privatización, que hoy es una realidad, se consolidará hacia el futuro próximo como mecanismo de ampliación de la cobertura en estos servicios. Sin embargo, el Estado deberá recuperar en ellos un papel decisivo en la provisión y orientación de políticas, si se aspira a consolidar el esquema de internacionalización de la economía, bajo los criterios de garantizar una mayor competitividad, en el caso del transporte y promover el “capital humano”, en los casos específicos de la salud y la educación. 

—En aquellos servicios donde existen actividades susceptibles de ser contratadas con el sector privado, para garantizar una mayor eficiencia en su provisión, se ampliarán en el futuro las posibilidades de participación del sector privado y de la comunidad organizada, sin que el Estado pierda por ello capacidad de tutela y control sobre tarifas y políticas de prestación del servicio. La privatización en la recolección de las basuras, la reparación y mantenimiento de equipos y vehículos oficiales, la autoconstrucción en obras menores en acueductos y alcantarillados, y la construcción de aulas escolares, son ejemplos de la consolidación de esta tendencia.

—En aquellas empresas que ofrecen servicios de importancia estratégica para el país, pero que han evidenciado grandes problemas de ineficiencia operativa y administrativa, convirtiéndose en obstáculos para el desarrollo de otras actividades, empieza a consolidarse una tendencia hacia la privatización parcial o total del servicio, ante la imposibilidad del Estado para provocar su reestructuración. Tal es el caso de los ferrocarriles, los puertos y la seguridad social159.

3. Nueva dimensión de la intervención estatal 

Desde un enfoque ortodoxo se ha venido imponiendo la concepción según la cual el Estado moderno, en un modelo de apertura de la economía, “debe ser un Estado menos operante en una economía más desregulada”. A nuestro juicio esta percepción no parece confirmarse al hacer el análisis de las nuevas realidades del desarrollo en América Latina. Por el contrario, si bien la promoción industrial en un mercado protegido puede llegar a ser compatible con organismos públicos pasivos, el fortalecimiento de la competitividad internacional requiere de instituciones públicas dotadas de iniciativa y capacidad de convocatoria, para articular los distintos agentes productivos, educativos, de investigación, financiamiento y comercialización, alrededor de las nuevas estrategias de modernización de la economía.

El papel del Estado en la nueva fase del desarrollo que ahora avanza en el país, adquiere una dimensión importante en el propósito de trasmitir eficiencia a todo el sistema productivo nacional mediante un nuevo esquema de “Estado facilitador” que garantice la presencia competitivo del país en los mercados internacionales. No se puede omitir, en este contexto, que en los próximos diez años el país deberá invertir cerca de 3.500 millones de dólares en infraestructura de transportes para poner la economía a tono con la dinámica de la competencia internacional160. Pero además, para que sea eficaz la estrategia de desarrollo fundada en las oportunidades del comercio exterior, el Estado deberá tener una presencia muy activa en la capacitación y calificación de la mano de obra, lo cual hará aún más prioritaria la extensión de la educación básica y el mejoramiento de las condiciones de salud y nutrición de la población.

Frente a estas circunstancias adquiere mayor confirmación la tesis que hemos venido sustentando, en el sentido de que Colombia no requiere tanto de la reducción del tamaño de su Estado, como de un propósito nacional por hacer posible la mayor eficiencia y racionalización de la función pública, en la perspectiva vigente de renovar la necesaria intervención del Estado en la economía.

B. Una nueva estrategia de crecimiento con redistribución del ingreso

No hay duda que la decisión de iniciar un proceso de apertura económica en nuestro país es una buena oportunidad para profundi​zar la industrialización y, al mismo tiempo, superar la restricción externa que se deriva de la pesada carga de la deuda y limita las posibilidades de un desarrollo autosostenido.

Lo que se requiere ahora, en una perspectiva de largo plazo, es adoptar los criterios adecuados en materia de promoción de los sectores con los cuales el país hará su inserción en los mercados internacionales, con el fin de que esta nueva dinámica de acumulación no se convierta, como en el pasado, en una estrategia de crecimiento con concentración del ingreso, sino en una nueva estrategia que haga posible la distribución de las oportunidades entre los diferentes agentes económicos, pues como ya lo ha demostrado la evidencia empírica no todo auge exportador conduce al mejoramiento de la equidad161.

1. Exportaciones industriales e ingreso nacional

El apoyo a las exportaciones no tradicionales ha probado ser, en la mayoría de los países del mundo, un sistema que conduce a mejorar la distribución del ingreso, especialmente en aquellos casos en que los sistemas de producción para el exterior originan demandas por trabajo calificado y no calificado en la industria y, al mismo tiempo, contribuyen a generar una amplia demanda por bienes agrícolas. No parece ocurrir lo mismo en exportaciones tradicionales que se basan en sistemas de plantaciones o en sistemas mineros muy grandes, generalmente en manos de inversionistas extranjeros, casos en los cuales se ha observado que el proceso de apertura da lugar a esquemas regresivos de distribución del ingreso. Entre otras razones, porque en este tipo de sistemas, la competitividad usualmente se alcanza a expensas de las remuneraciones laborales. Si a ello adicionamos que los recursos generados en estas actividades, en lugar de encauzarse hacia la incorporación de progreso técnico por la vía de la reinversión, se desplazan hacia el exterior en forma de repatriación de utilidades, no sólo la equidad, sino que tarde o temprano la propia competitividad se verán erosionadas a causa de la pérdida de importancia del costo de la mano de obra como ventaja comparativa en los nuevos procesos productivos162.

Es cada vez más evidente que, a largo plazo, la solidez de la posición de un país en el mercado internacional, está determinada por un desarrollo industrial que estimule la calificación de la población y le haga partícipe del proceso permanente de innovación tecnológica, generando así la tendencia a una mayor productividad y por esta vía a un aumento en los salarios reales y una mayor expansión de la demanda agregada. Lo anterior, desde luego, no excluye la posibilidad de que algunas exportaciones industriales basadas en el bajo costo de la mano de obra, constituyan la etapa inicial de un proceso de creación de competitividad sustentada en la introducción progresiva de nuevos procesos y en la producción de nuevos bienes y servicios.

Ahora bien, la necesidad de completar nuestro proceso de industrialización con base en el desarrollo de las exportaciones manufactureras, encuentra plena justificación no sólo en el propósito de inducir una nueva fase de crecimiento con redistribución del ingreso nacional, sino que además adquiere especial significación cuando se evalúan las tendencias del mercado internacional, las cuales están demostrando, en los hechos, que son precisamente las exportaciones industriales las que presentan un mayor dinamismo en los flujos del comercio mundial. Así, por ejemplo, no es posible soslayar el hecho de que las exportaciones de productos primarios sólo crecieron a una tasa del 1.6% anual entre 1962 y 1985, mientras que las manufacturas maduras crecieron a una tasa mucho más dinámica del 6.8% y las manufacturas nuevas lo hicieron al 8.1% en el mismo período163. En estas condiciones, es claro que el país tiene en el desarrollo exportador de sus industrias, una oportunidad para avanzar hacia una industrialización más equitativa, y además un importante espacio para garantizar una inserción más eficiente en el comercio mundial.

En Colombia existen algunos sectores industriales donde el grado de orientación hacia los mercados externos, medido por la relación entre las exportaciones y la producción bruta (ver cuadro No. 12), el uso intensivo en mano de obra y su fácil acceso a materias primas con base en los recursos naturales existentes en el país, presentan ventajas comparativas de las que gozan en una primera etapa del proceso de penetración en los mercados internacionales.

CUADRO 12

INDUSTRIA MANUFACTURERA

COEFICIENTE SECTORIAL DE EXPORTACIONES 
PROYECTADO 
Código
Sector
1990
1995
2000 

DANE
9 
Carnes
1.9
1.5
1.3

10
Trans. de cereales 
0.8
0.6
0.6 

11
 Lácteos
0.0
0.0
0.7 

12 
Azúcar
32.6
32.8
39.6

13 
Bebidas
0.2
0.1 
0.1

14 
Tabaco elaborado
0.2
0.2 
0.2

15 
Otros alim. elaborados
4.5
5.5 
7.9

16
Text. confecc. y  cueros 
11.5
21.1
30.5

17
Madera y muebles
15.1
25.4
43.5

18
Papel e imprentas
8.5
13.0
18.9

19
Químicos y caucho
9.3
9.8
12.9

20
Ref. de petróleo
70.0
50.0 
50.0 

21 
Min. no metálicos 
10.6 
8.5 
6.7 

22 
Metálicos de base 
3.3 
2.5 
1.9 

23 
Maquinaria y equipo 
6.1 
6.0 
7.6

24
Transporte 
4.0
3.0
3.8

25 
Diversas 
7.5 
9.3
11.7
Fuente: 
Cálculos con base en DANE, “Cuentas Nacionales”. 

Proyecciones: Corchuelo (1990).
Son los sectores del cuero, productos de refinación de petróleo, química básica, industrias diversas, confecciones, calzado, madera, metales no ferrosos, muebles de madera, editoriales, hierro y acero, y textiles, los que han demostrado una mayor capacidad competitiva, con base en las ventajas ya señaladas. Estos constituyen en su mayoría sectores en los cuales, como se señaló oportunamente, se encuentra subdimensionada la industria nacional en relación con los parámetros internacionales, pero que cuentan con un mercado internacional dinámico y un gran potencial para el desarrollo de las medianas y pequeñas empresas, que son las industrias que lideran el proceso exportador en la mayoría de estas ramas de actividad. Es en estos sectores —a los cuales debe adicionarse la agroindustria— donde deberá concentrarse, en una primera etapa, el desarrollo exportador de las manufacturas colombianas164.

2. Cambio técnico y desarrollo exportador

En el mediano y largo plazo la composición de las exporta​ciones industriales debe ir transformándose en favor de aquellas más intensivas en investigación y desarrollo, que contribuyan a inducir el cambio técnico y, en consecuencia, a propiciar un mayor crecimiento del producto total de la economía, con mayores niveles de empleo y distribución del ingreso. Así, cuando se repasa la literatura internacional, es posible encon​trar cómo el alto crecimiento de las economías exportadoras está asociado, precisamente, a la relación dinámica entre exportaciones y cambio técnico. Entre otras razones, porque el exportador que logra una posición estable en los mercados internacionales, generalmente tiene mejores posibi​lidades de acceso, sin incurrir en costos excesivos, a un mayor número de mejoras tecnológicas, que cuando orienta la producción únicamente hacia el mercado interno.

La baja ponderación que los empresarios nacionales le dan frecuentemente a los problemas de carácter tecnológico en las diversas encuestas que se han realizado en el país son, sin duda, el reflejo de la orientación marginal de nuestras industrias hacia los mercados externos. Por ello, cabe esperar que en la medida en que el actual proceso de apertura económica se consolide, la tecnología convierta en una variable estratégica en la toma de decisiones de los industriales nacio​nales. 

En Colombia, la oportunidad para adelantar el cambio técnico en la estructura industrial se concentra en los sectores productivos de bienes intermedios y bienes de capital que corresponden a ramas que estancaron su crecimiento en la “fase difícil” de sustitución de importa​ciones que se inició en los primeros años de la década del setenta. Es en estas ramas de actividad, donde adquiere especial importancia el diseño de una política de reconversión industrial, que permita sustituir importaciones en forma competitiva, aprovechando la dinámica aún existente en el mercado interno y avanzando paulatinamente hacia el desarrollo exportador, que finalmente será la estrategia que garantice los niveles de escala y capacidad tecnológica suficientes, para convertir a estos secto​res en los líderes de la actividad exportadora nacional hacia finales de la década de los años noventa. 

Al mismo tiempo, porque se trata de procesos simultáneos y no necesariamente secuenciales, el país deberá fortalecer su capa​cidad de adaptación a las nuevas tendencias del cambio tecnológico, mediante la investigación e incorporación de nuevos sectores de alta tecnología, como la biotecnología, la informática, la microelectrónica y los computadores, que ya se están constituyendo en los sectores más dinámicos del intercambio comercial a nivel mundial y cuya promoción en el país determinará, en gran medida, el éxito de la política de apertura en los comienzos del próximo siglo.

C. Consolidación de la democratización política

Desde pasadas administraciones, se han venido realizando ingentes esfuerzos por resolver en el plano político el conflicto que por la vía militar no había sido posible resolver frente a la guerrilla desde hace 30 años. En este sentido, se adelantan negociaciones con diferen​tes grupos de la insurgencia, habiéndose obtenido de parte de los dos más poderosos, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia —FARC— y el Ejér​cito de Liberación Nacional —ELN—, respuestas ambiguas, con la reite​ración de actos terroristas contra la infraestructura productiva del país que han significado pérdidas aún incalculables y que han producido el rechazo de la opinión pública nacional. Pero al mismo tiempo, se han logrado éxitos en los diálogos con otros tres grupos que iniciaron su retorno a la vida civil, el Ejército Popular de Liberación —EPL—, el Partido Revoluciona​rio de los Trabajadores —PRT— y el Movimiento 19 de Abril —M-19—, este último con participación directa en el gobierno, después de haber obtenido el caudal de votos más importante de la izquierda en toda su historia.

En la fase culminante del proceso de apertura política el país participó a finales de 1990 en la elección de una Asamblea Nacional Constituyente amplia y democrática. En ella se ha reunido la conciencia nacional en una oportunidad histórica, con el propósito de reestructurar las instituciones, ampliar su base de representatividad y sentar las bases para redefinir las relaciones entre el Estado y la sociedad civil en un nuevo horizonte de paz para la nación. A pesar de que la Constitución Nacional establecía la vía legislativa como único mecanismo para adelan​tar modificaciones a la Carta Fundamental, la Corte Suprema de Justicia en una decisión sin precedentes le dio paso a una reforma a la Constitución por la vía extraconstitucional, al declarar exequible la convo​catoria del presidente para integrar la Asamblea Constituyente, en un claro reconocimiento de la soberanía del constituyente primario, que se manifestó por medio de un plebiscito previo a la convocatoria presidencial. Las bases del nuevo pacto social para el país, que son el resultado de las deliberaciones de la Asamblea Nacional Constituyente, se han estructurado alrededor de las siguientes reformas fundamentales: 

a)  La reforma del Congreso. Se dio al órgano legislativo una profunda transformación en su conformación y funciones. Aunque se mantuvo el bicameralismo, se creó la circunscripción nacional para la conformación del Senado y la circunscripción departamental para la Cámara de Representantes. Se fortaleció la función fiscalizado​ra del legislativo, estableciendo el “voto de censura” del Congreso a los ministros, en ejercicio del control político sobre la labor del Ejecutivo. Así mismo, se adoptó un estricto régimen de inhabilidades para quienes accedan a cargos de representación popular; y se eliminaron los auxilios parlamentarios, que se habían convertido en una de las fuentes de mayor desprestigio del parlamento de nuestro país;

b) Ampliación de la democracia. Se crearon espacios para una mayor participación ciudadana, a través de mayores posibilidades de escogencia directa de los gobernantes como en el caso de la elección del Vicepresidente y los Gobernadores. Se consagraron además, meca​nismos de democracia participativa como el plebiscito, el referéndum, la consulta popular y la iniciativa popular en materia constitucional; 

c) Reforma de la justicia. Para darle mayor agilidad y efectividad al proceso judicial, se adoptó el sistema acusatorio y se creó la figura del Fiscal General, quien se encargará de adelantar el control judicial y de armonizar las acciones de las entidades encargadas de aplicar justicia;

d) Desarrollo territorial y descentralización. Se consagró al municipio como la entidad fundamental de la vida política y administrativa del país y se amplió a tres años el período de los Alcaldes y de los Consejos Municipales. Se creó el marco jurídico para que las regiones y las provincias puedan constituirse como nuevas entidades territoriales, introduciendo los aspectos de identidad común alrededor de proyectos de desarrollo local. Se aumentaron las transferencias de la nación a los municipios, con destino a la atención de necesidades prioritarias, en materia, de servicios domiciliarios y sociales. Así mismo, se impulsó una mayor presencia de los grupos indígenas en las grandes decisio​nes de la vida nacional, con respeto a su identidad étnica y cultural, y concediéndole a los territorios que habitan estos grupos ciertas facultades políticas y administrativas para su desenvolvimiento autónomo;

e) Intervención del Estado. Se confirma al Estado en su función de dirección general de la economía y se le ratificaron los amplios poderes de intervención, para garantizar el desarrollo con justicia social, manteniendo el respeto por la libertad económica y la iniciativa privada; se consagró la expropiación por vía administrativa, en casos de mayor urgencia en la realización de obras públicas o programas de interés para la comunidad, enfatizando en el carácter de función social de la propiedad; se mantuvo el recurso de la emergencia económica, social y ecológica a través del cual el Estado podrá modificar los tributos o reali​zar emisión monetaria para conjurar la situación que motivó la emergencia; y se incluyó explícitamente la prestación de los servicios públicos como una función esencial del Estado, previendo la participación de los usuarios en la dirección de las empresas que prestan los servicios para evitar ineficiencias y abusos contra la sociedad civil;

f) Derechos económicos y sociales. Se aprobó un nuevo capítulo de derechos y libertades públicas, con la creación de mecanismos que propician la efectividad de estos derechos, particularmente los de carácter económico y social, como la educación, la salud, y la vivienda.

Las profundas reformas introducidas por la Asamblea y la diversidad de fuerzas políticas y sociales que intervinieron en la definición de la Carta Constitucional, permiten afirmar que el país no sólo avanza en un proceso de modernización económica sino además en un proceso de modernización política que está ampliando los canales de partici​pación democrática e introduciendo profundas reformas en la estructura institucional del país. 

Garantizar que estos dos procesos se consoliden y se arti​culen en la formulación de los planes y programas de desarrollo de largo plazo, será el reto que el país deberá afrontar en la presente década, para iniciar el próximo siglo en un escenario de crecimiento redistributivo y en un marco social y político en el que los fenómenos de violencia y secta​rismo de la actualidad hayan dado paso a nuevas formas de convivencia ciuda​dana guiadas por la tolerancia y el pluralismo ideológico. Sólo entonces será  palpable que el país habrá concluido con éxito “la década de las oportunidades”.
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